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RESUMEN 
En la presente tesis, titulada “La política exterior y de seguridad de la 
Unión Europea hacia África Subsahariana: Estudio de caso de Sudán (1956-2011) 
e implicaciones para la política de la UE”, estudiamos la política exterior y de 
seguridad de la UE hacia el continente africano, centrando nuestro interés en las 
políticas de desarrollo y de seguridad formuladas e implementadas en el caso 
sudanés. El trabajo de investigación se apoya sobre un gran corpus de fuentes 
primarias (150 entrevistas semiestructuradas) y secundarias, siendo de 
importancia fundamental los datos obtenidos en el trabajo de campo realizado en 
Sudán durante 2010-2011, así como en Bruselas y otras capitales europeas durante 
2011 y 2013. 
La literatura sobre la política exterior y de seguridad de la UE se ha 
centrado habitualmente en cuestiones predominantemente orientadas hacia 
asuntos de impacto, efectividad y coherencia de la UE como actor internacional, y 
en elucidar la brecha entre las expectativas como actor global y las capacidades 
limitadas efectivas en el terreno. Sin embargo, esta aproximación no responde a 
preguntas cruciales sobre los verdaderos factores que impulsan la política exterior 
y de seguridad europea y que contribuyen a su vez al desarrollo institucional de la 
UE y al proceso de integración europea. De esta forma, las cuestiones 
predominantes sobre la política exterior y de seguridad de la UE han tratado la 
fase a posteriori, es decir, los efectos de la implementación de la política exterior 
del actor UE y su relación con la política internacional (la dimensión exterior de la 
UE), alejándose de las motivaciones internas o raison d’être auténtica de tal 
acción exterior. 
 Nuestra perspectiva, siguiendo a autores como Bickerton,  pone el acento 
en esta dimensión interna de la política exterior, en este a priori de las 
xxiv 
 
 
 
 
motivaciones de la UE como actor internacional. En este trabajo aplicamos su 
tesis de la funcionalidad, con ciertas modificaciones, para el análisis de las 
“funciones internas” de la política exterior europea y su influencia en el estudio de 
caso sudanés (Bickerton 2011a). 
Así pues, nuestro enfoque es un “enfoque introspectivo”, un enfoque que 
mira hacia dentro y que busca explicitar las preocupaciones e intereses europeos 
en este proceso de acción hacia el exterior, en contraposición con la mirada hacia 
los efectos de la implementación y la discusión polémica sobre el impacto 
generado. 
Tal proceso responde por tanto más a funciones o intereses internos de la 
Unión que a intereses hacia fuera, en el sentido de legitimar la falta de 
implicación de los Estados miembros en los asuntos internacionales, sirviéndose 
de la política exterior de la Unión como mínimo común denominador (primera 
función interna); de funcionar como una arena para que los diferentes actores de 
la política exterior europea implicados afirmen su influencia y poder institucional 
(segunda función interna); y de proveer una respuesta al interrogante sobre qué es 
y para qué sirve la UE, generando una función ontológica que coadyuva a la 
creación de  la identidad de la UE y pretende aproximarse al significado y 
finalidad política de la Unión (tercera función) (Bickerton 2011a). 
Ello se hace particularmente evidente en el caso de la acción europea en el 
continente africano, en el que nos centramos en esta tesis, y en el ámbito de la 
gestión de crisis. La implicación (o la falta de implicación) en escenarios de crisis 
africanos estaría motivada en primer lugar por intereses a nivel europeo, y sólo en 
segundo lugar por una preocupación por los países africanos, siguiendo la 
argumentación defendida por Olsen (Olsen 2009b). Es decir, la UE actúa en el 
exterior, y tal actuación tiene consecuencias no sólo en el exterior, sino en el 
interior, en la propia UE, originando un diagrama circular donde la UE es 
simultáneamente emisor y receptor, por lo cual nos parece fundamental el estudio 
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de las motivaciones internas, de las razones a priori, que responden más a las 
dinámicas políticas internas europeas que intereses específicos en la 
implementación de la política exterior, fundamentalmente en los ámbitos de la 
política de desarrollo y la política de seguridad. 
El estudio de caso propuesto en esta tesis analiza la implicación de la 
Unión Europea en Sudán, mediante un proceso de reconstrucción de las 
principales etapas históricas por las que atraviesa la turbulenta escena política 
sudanesa desde la independencia de Sudán en 1956 hasta la secesión de Sudán del 
Sur de Sudán en 2011, y de las diferentes modalidades de implicación de la Unión 
Europea en cada una de las fases históricas que identificamos, en las que se 
manifiesta un factor de presencia constante, la existencia de situaciones de crisis y 
conflicto en el Estado de Sudán. 
En una primera parte abordamos el lugar fundamental de las relaciones 
euroafricanas en el origen y evolución de la política comunitaria/europea de 
desarrollo.  Analizaremos el papel de la CE/UE como actor global en el ámbito de 
la cooperación para el desarrollo, estudiando el proceso de institucionalización de 
las relaciones de la CE/UE con el mundo en desarrollo, las motivaciones internas 
y la influencia del contexto global y los acontecimientos internacionales. 
Las relaciones entre la Unión Europea y los países en vías de desarrollo se 
han establecido y consolidado progresivamente. Las relaciones con África 
Subsahariana han atravesado tres momentos históricos muy importantes, desde las 
relaciones coloniales de algunas potencias europeas con sus imperios en el 
continente africano, hasta el periodo de la Guerra Fría y el orden internacional 
surgido con la caída del Muro de Berlín y el colapso de la Unión Soviética. La 
influencia del pasado colonial se ha mostrado decisiva para la definición de las 
primeras políticas de desarrollo de la Comunidad Europea, privilegiando las tesis 
de Francia a la hora de formular las incipientes políticas comunitarias, que 
enfatizaron un concepto asociacionista y un enfoque geográfico limitado a sus 
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esferas de influencia en el continente africano. La política comunitaria en materia 
de desarrollo evolucionó posteriormente hacia una política de carácter geográfico 
global, pero la visión original ha influido a largo plazo en la evolución de las 
relaciones con el mundo en desarrollo y con África en particular, mediante el 
establecimiento de los Convenios de asociación de Yaundé y de Lomé, los cuales 
arrastraron la misma limitación estructural, el protagonismo de los lazos históricos 
(relaciones especiales) en lugar de criterios de necesidad en el terreno (centrados 
en la lucha contra la pobreza). Observamos así en las relaciones de la UE con los 
países en desarrollo una predominancia de las funciones internas y del enfoque 
introspectivo de la Unión, de forma que la política de desarrollo y la relación UE-
África se sitúa en una posición secundaria en relación con los argumentos e 
intereses intraeuropeos. 
El análisis de los instrumentos legales de la cooperación muestran cómo la 
política de cooperación comunitaria se cincela y evoluciona muy lentamente, 
manteniendo una continuidad en la definición de los principales instrumentos y 
modalidades de cooperación, como muestra la persistencia (con algunas 
modificaciones) a lo largo de los años de los dos elementos fundamentales que 
caracterizaron el establecimiento de las bases legales de la relación con África, las 
relaciones comerciales de carácter preferente y el instrumento financiero de ayuda 
exterior (el FED). Por otro lado, la política de desarrollo de la CE/UE ha 
experimentado un proceso continuo de evolución que ilustra su adaptación a los 
cambios internacionales y a la transformación de los debates globales sobre el 
desarrollo y la provisión de ayuda. De esta forma, las relaciones entre la UE y los 
países ACP van a reflejar cambios más amplios a nivel global en las relaciones 
Norte-Sur. 
El enfoque de la política europea de desarrollo remite por una parte a la 
ayuda al desarrollo, es decir, a los programas tradicionales de asistencia, pero 
también a asuntos fundamentales de política exterior que reflejan las motivaciones 
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y funciones internas, generando una interacción entre la dimensión internacional 
de la cooperación para el desarrollo y la dimensión interna o doméstica europea. 
Con el progresivo devenir de la UE como actor regional y global con 
proyección internacional, va a aumentar su actividad en el ámbito del desarrollo. 
Los presupuestos de la ayuda no van a escapar a la presencia de una diversidad de 
finalidades y motivaciones, de forma que el enfoque europeo de las políticas de 
desarrollo va a verse impregnado por objetivos más amplios de política exterior y 
objetivos en relación con las dinámicas de la política doméstica. Es decir, el 
proceso de construcción de la política europea de desarrollo se encuentra 
vinculado a sendos debates contemporáneos sobre el papel internacional de la UE 
y el proceso de integración europea. 
Esto nos lleva a estudiar la interrelación entre las dimensiones externa e 
interna de la política comunitaria de desarrollo, en concreto cómo la política de 
desarrollo podría ser instrumental en la construcción de la UE como actor global, 
situándose en una perspectiva en la que uno de los fines principales (o interés 
propio de la Comunidad como donante) sería formular y llevar a cabo una política 
exterior europea eficaz y efectiva, lo cual constituye un elemento crucial para el 
propio proceso de integración a nivel europeo. Esta interdependencia reflejaría 
una agenda de intereses domésticos y prioridades europeas, o bien “the centrality 
of internal functionality to EU foreign policy” (Bickerton 2011a). 
Por otra parte, la introducción de criterios de condicionalidad de la ayuda a 
partir de la década de los años noventa implica una erosión de la autonomía y de 
la posición de los Estados del Tercer Mundo a la hora de negociar las modalidades 
de la ayuda, reflejando una creciente asimetría en las relaciones con el Norte, y 
cambios de gran calado en la economía política de los países en desarrollo. La 
proliferación de los términos de condicionalidad asociados a criterios de 
gobernanza, democracia y derechos humanos, entre otras cuestiones políticas, va a 
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reflejar un patrón más generalizado de cambios a nivel global, en función del 
desarrollo de una doctrina liberal. 
Otro aspecto más reciente y que va a tener una influencia decisiva en la 
agenda y política europea de desarrollo, es la vinculación del desarrollo con la 
agenda de seguridad, fundamentalmente a raíz de los acontecimientos del 11 de 
septiembre de 2001 y de la posición adoptada por los donantes occidentales, nexo 
que va a suponer el refuerzo de la politización del modelo de desarrollo 
occidental. De conformidad con lo establecido en la Estrategia Europea de 
Seguridad (EES), La UE va a definir una estrategia propia sobre el desarrollo, 
plasmada en el Consenso Europeo sobre Desarrollo (2005), donde subraya 
precisamente la fusión entre el desarrollo y la seguridad, abriendo la puerta al 
establecimiento de un enfoque holístico o integral que manifiesta el vínculo entre 
las acciones relativas a la prevención de conflictos y la gestión de crisis, y los 
programas de desarrollo. 
En una segunda parte afrontamos los desarrollos principales de la UE 
como actor en el ámbito de la seguridad internacional, analizando las 
motivaciones internas y el contexto global que han impulsado el establecimiento 
de políticas europeas en materia de prevención de conflictos y gestión de crisis, 
así como la formulación de un enfoque holístico o integral (comprehensive 
approach) que vincula las cuestiones de seguridad y desarrollo.  
Para comprender el desarrollo progresivo de la UE como actor de 
seguridad, examinamos en esta segunda parte el surgimiento y la evolución 
histórica de la política exterior europea, fundamentalmente en sus manifestaciones 
más importantes a partir de los años noventa, observando las diferentes 
modalidades de implicación en la esfera internacional, así como la promoción de 
la paz y la seguridad más allá de las fronteras europeas, en un marco que supera y 
desborda el concepto primigenio de la paz en su dimensión interior de evitar toda 
guerra en Europa. Es decir, trataremos de comprender la evolución de las 
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cuestiones de seguridad y de dar forma a la naturaleza dinámica de la UE, en 
función de las circunstancias internas y del contexto cambiante de las relaciones 
internacionales, que genera la aparición e interpretación de nuevos tipos de 
amenazas y riesgos para la seguridad de la Unión. 
Analizamos el cambio de dirección emprendido por la UE en su acción 
exterior a partir de 2002-2003, imbuida de una lógica centrada en las cuestiones 
de seguridad. Este momento de cambio se ve reflejado en el proceso de reflexión 
y el discurso europeo sobre el nexo seguridad-desarrollo, plasmado en la 
elaboración de algunos documentos fundamentales que veremos en esta segunda 
parte. Este discurso se pondrá en práctica con el establecimiento de un conjunto 
de medidas e instrumentos  políticos que van a ocasionar cambios interesantes a 
nivel institucional, y que se van a implementar por primera vez en África 
Subsahariana, que va a servir de terreno de experimentación. 
Aplicamos nuestro marco teórico, con respecto al papel de las 
consideraciones internas en la formulación de las políticas europeas, a este 
proceso que representa la formulación europea de un enfoque integral de su 
acción exterior, para determinar si este giro decisivo en la política exterior de la 
UE responde a un interés por convertirse en un actor de seguridad global que 
implementa efectivamente el nexo seguridad-desarrollo, o si bien predominan las 
motivaciones y funciones internas, en el marco de un enfoque introspectivo o 
autorreferencial. En este sentido, el enfoque integral podría constituir 
paradójicamente una aproximación retórica que evita a los Estados miembros y a 
la UE en su conjunto una verdadera implicación en escenarios complejos de 
violencia y conflicto en el mundo en desarrollo. 
La comunidad internacional ha abrazado desde mediados  de los años 
noventa la creciente fusión entre los conceptos de seguridad y desarrollo, lo cual 
se ha visto reforzado de forma sustancial a raíz de los acontecimientos del 11 de 
septiembre de 2001. Esta vinculación va a implicar la politización y securitización 
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del modelo de cooperación al desarrollo occidental y va a influir de forma 
decisiva en la agenda y en la posición adoptada por los donantes occidentales. 
Consiguientemente, este enfoque va a afectar a la política europea de desarrollo, 
que va a reformularse a mediados de la década del 2000 en torno precisamente a 
esta interrelación del desarrollo y la seguridad. El documento estratégico 
primordial de la Unión, la Estrategia Europea de Seguridad (EES) de 2003, 
confirmará el establecimiento de lo que se ha denominado un enfoque ‘holístico’, 
‘integral’ o ‘comprehensivo’ (una aproximación que aúne las acciones en el 
ámbito de la seguridad y del desarrollo, así como una coherencia y coordinación 
entre las distintas acciones y agentes), y poco después se va a generar una nueva 
estrategia europea sobre el desarrollo plasmada en el documento fundamental que 
supone el Consenso Europeo sobre Desarrollo de 2005, donde se subraya dicho 
enfoque. 
Si bien la UE ha buscado una aproximación holística que integre los 
conceptos de seguridad, buen gobierno y desarrollo, algunos autores sostienen que 
esta perspectiva ha conllevado la falta de acción en el terreno y ha significado en 
la práctica “a retreat from strategic policy-making and a more inward-looking 
approach to foreign policy, more concerned with self-image than the policy 
consequences in the areas concerned” (Chandler 2007). 
En el caso de la UE en África Subsahariana, las políticas de construcción 
de la paz, prevención de conflictos y gestión de crisis, cooperación al desarrollo y 
reducción de la pobreza, parecerían estar justificadas por sí mismas, por sus 
objetivos o por el dinero destinado para su ejecución. También reflejan la 
responsabilidad que la UE considera tener en lo que respecta a determinados 
contextos políticos (como el sudanés), cuando afirma su “profunda preocupación” 
sobre el sufrimiento y las condiciones de vida de la población civil. 
Sin embargo, las políticas formuladas o adoptadas no constituyen una 
respuesta coherente e integral a la compleja realidad social, sino más bien “a wide 
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range of contradictory policy statements that read more like rhetorical wish lists 
than seriously considered policy options”. En esta perspectiva, la implementación 
de las políticas se aleja de un verdadero compromiso en el terreno, las 
declaraciones y la retórica institucionales se desvinculan de una estrategia política 
real y la consideración del éxito de las políticas se torna auto-referencial, relativo 
a la reorganización y coordinación de diferentes mecanismos institucionales 
(Chandler 2007). 
Ante la falta de un auténtico marco estratégico que guíe la acción de la 
UE, el interés se traslada de la situación en el terreno a la situación interna en 
Europa, que propone iniciativas políticas y desarrolla instrumentos, generando 
una actividad institucional prolífica que hace avanzar el proyecto de integración, y 
donde África pasaría a un segundo plano, sirviendo como terreno para la 
experimentación de las nuevas políticas y mecanismos europeos, particularmente 
en el ámbito de la Política Exterior y de Seguridad Común y la Política Común de 
Seguridad y Defensa. 
África se presenta también como un laboratorio para la securitización de la 
política de desarrollo, aunque el énfasis en la seguridad se traduce en la 
implementación de determinados instrumentos cuyo objetivo principal es la 
asunción, por parte de las estructuras africanas de paz y seguridad, de su propia 
responsabilidad, delegando la Unión de esta forma las acciones en materia de 
seguridad en función del mantra “problemas africanos, soluciones africanas”. Esta 
aproximación es consistente con una función interna manifestada en la ambición 
europea de no implicarse en escenarios complejos de conflicto en el continente, y 
con otra función reflejada en la construcción de un rol e identidad internacional de 
la Unión y una búsqueda de significado a través de su acción exterior. 
En una tercera parte desarrollamos nuestro estudio de caso (Sudán, 1956-
2011). En primer lugar tratamos los antecedentes históricos más relevantes para 
comprender el proceso de formación del Estado sudanés y sus características. 
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Examinamos, así pues, el significado y la importancia de los principales 
acontecimientos histórico-políticos con el objetivo de aprehender cómo Sudán se 
constituye en un sistema de desigualdad social estructural que deriva en una crisis 
del sistema político que conduce en última instancia al estallido de la violencia y a 
la persistencia de focos de conflicto a lo largo de toda la historia sudanesa. 
Nuestro propósito es establecer los orígenes o causas profundas que 
abocaron a la(s) guerra(s) civil(es) sudanesa(s), centrando nuestro interés en las 
características del Estado contra el cual nace la resistencia y rebelión del Sur de 
Sudán y de otras áreas geográficas del país. Desarrollamos un primer capítulo de 
esta tercera parte en torno a los conceptos de formación de la nación y del Estado 
durante el periodo histórico del colonialismo, estudiando en primer lugar los años 
de ocupación del Gobierno turco-egipcio o Turkiyya; en segundo lugar, los años 
correspondientes a la Mahdiyya, que pueden ser considerados  como años de 
‘colonialismo interno’ en los que prosiguen la desigualdad y persiste la 
estratificación social; en tercer y último lugar, abordaremos el dominio británico 
del Condominio anglo-egipcio. 
Analizamos por tanto la generación durante este periodo (siglo XIX y 
mediados del siglo XX) de patrones de desigualdad política, social y económica 
de naturaleza estructural que van a influir en la organización de la sociedad 
sudanesa. Asimismo introducimos los principales elementos que han contribuido a 
la definición y construcción de las diferentes identidades y la manera en la que 
dichas identidades han sido sometidas a un proceso de jerarquización que ha 
tenido como consecuencia la estratificación social de los diferentes grupos que 
componen la heterogénea sociedad sudanesa. Veremos cuáles son las 
consecuencias de este proceso de estratificación social a la hora de configurar 
Sudán como un sistema de desigualdad estructural, y en cuanto a la generación de 
impedimentos para la creación de una identidad nacional y de un eventual proceso 
de construcción de un Estado incluyente. 
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De hecho, la explotación de los recursos humanos y materiales de las 
periferias sudanesas por parte del centro ha sido constante. El fenómeno 
persistente de la esclavitud de las poblaciones periféricas, principalmente del Sur 
de Sudán, ha causado agravios y humillaciones imposibles de borrar de la 
memoria histórica de las poblaciones esclavizadas. La constitución de un sistema 
de desigualdad social estructural, donde el poder político y económico recae en 
los grupos del Norte, derivó en los albores de la independencia en una crisis del 
sistema político que condujo  en última instancia al estallido de la violencia y a la 
perpetuación de focos de conflicto a lo largo de toda la historia sudanesa. 
En esta tesis estudiamos el papel de la Unión Europea en Sudán en 
relación con las características particulares del Estado sudanés que emergió tras la 
independencia formal del Condominio anglo-egipcio, en función de la rebelión en 
el Sur y de la formación del Sudan People’s Liberation Movement / Army. La 
dicotomía entre el Norte y el Sur vista como el fruto de diferencias identitarias, 
étnicas, culturales y religiosas (musulmanes contra cristianos) no es por sí sola 
capaz de dar respuesta al dilema sudanés. Ni el Norte ni el Sur constituyeron 
zonas homogéneas ni “l’opposition entre les deux était irréconciliable du fait 
d’une sorte d’essentialisme interne à chacune” (Prunier 2005). 
En un segundo capítulo analizamos la actuación de la UE en Sudán en el 
ámbito de la política de desarrollo y la implementación de los programas de 
cooperación. Estudiamos las distintas fases que ha atravesado la política europea 
de desarrollo en Sudán, comenzando a principios del periodo poscolonial, durante 
el cual la implicación de la CE era prácticamente inexistente, al estar las 
relaciones comunitarias con el mundo en desarrollo fundadas sobre un concepto 
asociacionista y un enfoque geográfico limitado a las antiguas colonias francesas 
en el continente africano. 
El examen de las relaciones durante los años setenta y ochenta muestra un 
periodo caracterizado por tres factores interrelacionados. Por un lado, la 
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confrontación bipolar Este-Oeste y su manifestación en la lucha por zonas de 
influencia geoestratégica en el Tercer Mundo, donde Sudán va a jugar un papel 
muy importante dada su relevancia como actor regional en el Cuerno de África. 
Las dinámicas de la Guerra Fría van a determinar la distribución de los flujos de 
la ayuda, conforme a motivaciones geopolíticas. Por otro lado, a mediados de los 
años setenta, la CE va a establecer por primera vez una base legal para las 
relaciones con Sudán, que va a firmar el Primer Convenio de Lomé, al que 
seguirán un Segundo y Tercer Convenio en los años ochenta. Sudán va a 
insertarse así en el grupo de países ACP, y va a optar a dotaciones económicas 
comunitarias para implementar programas de desarrollo en el país que acompasen 
sus esfuerzos nacionales en materia de desarrollo rural fundamentalmente, aunque 
se verán obstaculizados por la crisis económica desde finales de los setenta y por 
la deuda exterior. Por último, los resultados de la cooperación en este periodo 
muestran las dificultades de implementación, en relación con un escenario político 
interno marcado por la reanudación de la guerra civil en Sudán, y por una política 
gubernamental corrupta más preocupada de la supervivencia del propio poder que 
de la distribución de los recursos. 
Posteriormente introducimos el nuevo enfoque adoptado por la UE en la 
década de los años noventa, caracterizado por la elaboración de criterios políticos 
que van a transformar profundamente las relaciones con Sudán (y las relaciones 
Norte-Sur en general). El énfasis en los derechos humanos, la democracia y el 
buen gobierno van a provocar la suspensión unilateral de la ayuda bajo el Cuarto 
Convenio de Lomé ante el golpe de Estado de 1989 en Sudán, coadyuvando (junto 
a la acción de otros actores internacionales, esencialmente Estados Unidos) al 
aislamiento de Jartum. A pesar de la suspensión de la ayuda, la UE va a mantener 
su implicación en Sudán, a través de la financiación de operaciones humanitarias, 
generando una aproximación europea de desentendimiento de los problemas 
políticos y el curso de la guerra en Sudán. 
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Por último, vemos las dinámicas de las relaciones entre la UE y Sudán en 
el marco del Acuerdo de Cotonú, que muestra la continuidad de la línea de acción 
empezada en los años noventa, y su profundización hacia una securitización de la 
política de desarrollo de la UE.  La reanudación de la cooperación al desarrollo en 
2005, después de quince años de suspensión, va a estar caracterizada por su 
vinculación al progreso de las negociaciones del proceso de paz, es decir, la 
cooperación comunitaria será desde el principio una cooperación politizada, como 
explican funcionarios europeos entrevistados en la Delegación de la UE en 
Jartum. Esta politización y condicionalidad verán su apogeo ante las dificultades 
en las relaciones generadas por la acusación del Presidente de Sudán por la Corte 
Penal Internacional por crímenes de guerra, crímenes de lesa humanidad y 
genocidio en Darfur. 
Por otra parte, según la tesis de la funcionalidad que guía este trabajo, y la 
hipótesis del enfoque introspectivo (según el cual las acciones de la UE en Sudán 
responden a un diagrama circular que realimenta a la propia Unión), algunos 
resultados importantes emergen del análisis, corroborando las tres funciones 
internas en distintos momentos de la implicación europea en Sudán.  
En esta perspectiva, Sudán sirve como laboratorio para la experimentación 
de la nueva orientación de las políticas europeas en los años noventa y en el nuevo 
milenio (la politización y securitización de la ayuda), pero también muestra la 
adaptación de la UE a un escenario complejo de conflicto y a la falta de interés y 
cooperación de las élites gubernamentales sudanesas. Ante esta tesitura, la UE se 
ha visto obligada a generar nuevos mecanismos e instrumentos de actuación, y 
nuevas modalidades de relación que escaparan de las limitaciones que representan 
algunas medidas tradicionales, inaplicables en Sudán. En consecuencia, la 
implicación europea en Sudán ha ocasionado algunas adaptaciones y cambios 
institucionales interesantes para el desarrollo de la arquitectura europea y su 
eventual uso en futuros escenarios de dificultad semejante, en el ámbito del 
desarrollo y de los instrumentos financieros. 
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En un tercer capítulo de esta última parte de la tesis emprendemos el 
análisis de la implicación de la Unión Europea en Sudán en el periodo histórico 
contemporáneo, mediante el estudio de la concepción, aplicación y ejecución de 
las políticas europeas en dos escenarios principales. En primer lugar, en el 
conflicto de Darfur, cuyo estallido violento en 2002-2003 atrajo la atención de la 
UE como actor humanitario y de seguridad. En segundo lugar, en el contexto del 
final de la guerra entre el Norte y el Sur, para observar el papel de la UE como 
mediador en el proceso que culminó con la firma del Acuerdo Global de Paz 
(CPA) en 2005 lo cual llevaría posteriormente a la celebración del Referéndum de 
autodeterminación del Sur de Sudán en enero de 2011 y a su independencia en 
julio del mismo año. 
Veremos la difícil tesitura política en el periodo de transición de seis años 
entre la firma del CPA y la independencia de Sudán del Sur, ante el desafío de la 
resolución de los asuntos pendientes del Acuerdo de Paz, principalmente la 
demarcación de fronteras entre Norte y Sur, la situación de las denominadas ‘tres 
áreas’ (Nilo Azul, Montañas Nuba y Abyei), la acomodación de los habitantes del 
Sur en el Norte y viceversa, y el reparto de la riqueza (principalmente los recursos 
petrolíferos). 
La actuación de la UE en estos dos casos nos permite examinar en detalle 
su política exterior y de seguridad hacia Sudán. Además, el periodo escrutado se 
muestra fundamental al coincidir con momentos de cambios importantes en los 
años noventa, y con el viraje de la política exterior de la UE a partir de 2001-
2002, orientándose ostensiblemente hacia las cuestiones de seguridad en pos de un 
enfoque holístico en cuya base subyace la vinculación entre la seguridad y el 
desarrollo, o bien, la concepción de las crisis y conflictos violentos de una nueva 
forma que permite la inclusión de la prevención de conflictos y gestión de crisis 
bajo las premisas de la política de desarrollo. 
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Teniendo en cuenta nuestro marco teórico, relacionamos la intervención de 
la UE en Sudán con la tesis de la funcionalidad, con el objetivo de determinar, en 
primer lugar, si la política de la UE ha servido para llevar a cabo las estrategias 
nacionales de los Estamos miembros por otros medios, en el sentido de delegar 
acciones polémicas en escenarios de crisis que requieren de una implicación 
diferente y más compleja. Se legitima así la inacción de los Estados miembros, 
alejándose del compromiso con la realidad en el terreno y distanciándose de la 
política de poder (la anti-política exterior o la elusión del poder), lo cual 
visibilizaremos al analizar la naturaleza de la implicación europea y las bases de 
su eventual estrategia política. Por otro lado, analizamos las dinámicas 
institucionales y la influencia de los distintos actores para observar las 
contradicciones o diferencias de visión entre las distintas estructuras europeas. El 
déficit de coordinación entre las instituciones europeas y la falta de coherencia 
provoca una continua reformulación de documentos entre las instituciones 
(mostrando asimismo la brecha entre las instituciones de la UE en Bruselas y las 
Delegaciones en el terreno), burocratizando los procesos sin un compromiso con 
las necesidades en el terreno. Por último vemos cómo la proyección de la UE en 
Sudán responde a la función ontológica de la UE, en respuesta a la pregunta sobre 
la finalidad política de la misma, su búsqueda de significado, y la construcción de 
su identidad a través de la actuación en la esfera internacional. Esta función se 
manifiesta en el énfasis en la visibilidad de la Unión como actor global y en el 
desarrollo de un enfoque caracterizado por la retórica de la normatividad. 
Por último, la tesis se cierra con un capítulo dedicado a las conclusiones de 
la investigación, donde explicitamos el final del proceso, la comprobación de las 
hipótesis previamente establecidas y los resultados más significativos. 
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SUMMARY 
In the present thesis, entitled: “European Union Foreign and Security 
Policy towards Sub-Saharan Africa: Case Study of Sudan (1956-2011) and 
Implications for EU Policy”, I will examine the EU’s Foreign and Security Policy 
towards the African Continent, focusing specifically on the development and 
security policies formulated and implemented in the case of Sudan. This research 
relies on a wide body of primary (130 semi-structured interviews) and secondary 
sources. Of central importance will be fieldwork undertaken in Sudan during 
2010-2011, as well as fieldwork undertaken in Brussels and other European 
capitals during 2011 and 2013. 
Literature dealing with the EU’s Foreign and Security Policy has usually 
concerned itself with the impact, effectiveness and coherence of the EU as an 
international actor and on elucidating the gap between its expectations as a global 
actor and its limited effective capacities in the field. However, this approach does 
not answer crucial questions pertaining to those real factors that underlie the EU 
Foreign and Security Policy and its contribution to the EU’s institutional 
development and to the ongoing process of European integration. On the contrary, 
issues concerning the EU’s Foreign and Security Policy have been dealt with, 
rather, in relation to the phase “a posteriori”. There has been, namely, an analysis 
of the effects of the implementation of the EU’s Foreign Policy, as an actor, and 
its relation with international politics (the external dimension of the EU)., We 
would then be witnesses to a clear detachment from internal motivations and the 
real raison d’être of such external action. 
This perspective instead follows authors, who like Bickerton, place their 
emphasis on this internal dimension of foreign policy, on the “a priori” of the 
EU’s motivations as international actor. In this work I will apply a modified 
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version of the functionality thesis, in order to analyze the “internal functions” of 
European Foreign Policy and its influence on the study of the case of Sudan 
(Bickerton 2011a). 
Thus, the approach is of “introspection” looking inwards and endeavoring 
to make explicit these European concerns and European interests in the process of 
outward action, in contraposition to looking at effects of implementation and 
controversy-focused discussion on the impact generated. 
Such a process answers more to internal functions or interests of the Union 
than to its external interests, in the sense of legitimizing the lack of involvement 
of EU member states in international affairs by using the external policy of the 
Union as a minimum common denominator (first internal function). EU’s Foreign 
Policy may function as well as an arena for different actors to affirm their 
influence and institutional power (second internal function). And it may provide a 
response to those questions concerning what the EU is and what it is useful for, 
generating an ontological function which helps in creating the very identity of the 
EU and which pretends to approach to the meaning as well as political purpose of 
the Union (third function) (Bickerton 2011a). 
This becomes particularly evident when we come to European action in 
the African continent, dealing with crisis management, where this thesis will 
focus its analysis. The involvement (or lack thereof) in crisis scenarios in Africa 
finds its main motivation primarily in interests at the European level and only 
secondarily in a genuine concern for African countries, as Olsen has argued 
(Olsen 2009b). Thus, the EU’s action abroad has not only external consequences, 
but also internal repercussions for the EU itself. This generates a circular diagram 
where the EU is simultaneously speaker and recipient. This is the reason for our 
interest in studying internal motivations, those “a priori” reasons that respond 
more to internal European politics and not to specific interests in external policy 
implementation, particularly in the fields of development and security policy. 
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The case study proposed in this thesis analyzes the European Union’s 
involvement in Sudan by reconstructing the tumultuous historical events in Sudan 
since its independence in 1956 until the secession of South Sudan in 2011, and the 
different ways the European Union tried to involve itself in each of the different 
historical phases identified. 
In a first part, and as a fundamental element, this analysis deals with 
Euro-African relations since their inception and the evolution of the European 
Community/Union’s development policy. Specifically, it will analyze the role of 
the EC/EU as a global actor in the field of development cooperation, studying the 
process of institutionalization of EC/EU relations with developing countries, its 
internal motivations and the influence of the global context and international 
events. 
Relations between the European Union and developing countries have 
undergone a progressive process of consolidation. Relations with Sub-Saharan 
Africa underwent three historical defining moments, from colonial relations 
established by some European powers with their empires on the African continent 
until the period of the Cold War and the new international order arising from the 
fall of the Berlin Wall and the collapse of the Soviet Union. The influence of the 
colonial past was decisive in defining the first development policies of the 
European Community, prioritizing France’s ideas when formulating the incipient 
Community’s policies, with an emphasis on association-based relations limited to 
a geographic scope covering France’s spheres of influence in the African 
continent. The Community’s policy regarding development aid evolved thereafter 
towards a policy of global geographic character, but the original vision has 
influenced in the long-term the evolution of relations with the developing world in 
general and Africa in particular.  This same structural limitation has been 
prolonged with the establishment of the Yaoundé and Lomé Conventions with 
historical bounds (special relationships) prevailing over criteria of attending to 
real needs in the field (focused on the fight against poverty).  Thus a prevalence of 
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internal functions and an inward-looking approach can be observed in the EU’s 
relations with developing countries, with development policy and EU-Africa 
relations pushed into the background in a secondary position, subservient to intra-
European arguments and interests. 
Furthermore, an analysis of the legal instruments for the EC/EU’s 
development cooperation show how the Community’s cooperation policies have 
taken shape and evolved very slowly. The Community has maintained a 
continuity covering the definitions of the main instruments and modalities of 
cooperation, as it can be observed in the persistence (even if with some 
modifications) over this period of two vital elements that characterized the 
establishment of the legal bases in relations with Africa: preferential commercial 
relations and a financial instrument of external aid (EDF).  In addition, the 
development policy of the EC/EU has undergone a process of constant evolution 
driving from its adaptation to international changes and to the transformation of 
the global debates about development and aid-provision. This way, relations 
between the EU and the ACP countries would end up reflecting wider changes 
that were taking place at the global level in North-South relations. 
The approach of the European development policy remits, from one side, 
to development aid, namely, to traditional assistance programs, but also, from 
another side, to fundamental issues of external policy that reflect internal 
motivations and functions, generating thus an interaction between the 
international dimension of development cooperation and the internal or domestic 
European dimension. 
With the progressive evolution of the EU as both a regional and global 
actor and the assumption of sizable international projection, its activity in the field 
of development necessarily increased. Budgets allocated to international aid could 
not escape the presence of a wide array of purposes and motivations. As a 
consequence of this, the European approach to development policies unavoidably 
 xliii 
 
 
 
 
came to be influenced by wider objectives of foreign policy and by objectives 
related to dynamics of domestic policy. Namely, the process of construction of the 
European development policy is closely linked to two contemporary debates on 
the EU’s international role and the European integration process. 
As a result, it is important to study the interrelation between the external 
and internal dimensions of the European Community’s development policy, and 
in particular, the way this policy could become an instrument in the EU’s 
construction as a global actor. The perspective assumed in the construction of the 
EU as a global actor led the formulation and the implementation of an effective 
and efficient external European policy to become one of the main objectives 
(understood as the interest of the Community as donor) with this objective 
constituting a crucial element in the process of integration at the European level. 
This interdependency reflects an agenda of domestic interests and European 
priorities, or in other words “the centrality of internal functionality to EU foreign 
policy” (Bickerton 2011a). 
Moreover, the introduction of conditionality criteria for aid delivery 
beginning from the decade of the 1990s implies an erosion of the Third World 
States’ autonomy and position whenever it comes to negotiate modalities for aid 
provision. This reflects a growing asymmetry in North-South relations and deep 
changes in the political economy of the development countries. The proliferation 
of conditionality clauses associated with the criteria of governance, democracy 
and human rights, among other political issues, reflect a more generalized pattern 
of changes at the global level, following the developing liberal doctrine of the 
1990s. 
Another aspect, more recent and meant to exert a decisive influence on the 
agenda and substance of European development policy, is its linkage to the 
security agenda. This new paradigm can be traced back to the events of September 
11, 2001. Henceforth, Western donors would adopt a policy which implied the 
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reinforcement of a politicized model of Western development. In accordance with 
the tenets of the European Security Strategy (ESS), the EU would define its own 
development strategy, expressed in the European Consensus on Development 
(2005). There, the fusion between development and security was underlined, 
opening the door to the establishment of a holistic, or comprehensive, approach. 
This new approach would link all actions relative to conflict prevention and crisis 
management to development programs. 
In a second part the analysis will examine the main developments of the 
EU as an actor in the field of international security, analyzing how internal 
motivations and the global context pushed led to the establishment of European 
policies for conflict prevention and crisis management, as well as the formulation 
of holistic or comprehensive approaches linking issues of security and 
development. 
In order to understand the progressive development of the EU as a security 
actor, this second section will analyze the appearance and historical evolution of 
the EU’s foreign policy, mainly in its most important manifestations from the 
decade of the 1990s. We will observe the different modalities for involvement in 
the international sphere, as well as peace and security promotion beyond the 
European borders, in a framework that clearly goes beyond the primitive concept 
of peace in its internal dimension, namely, for the sake of preventing war in 
Europe. In a nutshell, we will try to understand the evolution of EU security 
matters, noting the dynamic nature of the EU policy making by taking into 
account the internal circumstances and changing international contexts which 
have generated the ways in which the EU has responded to new and evolving 
types of threats and risks for the security of the Union. 
We will analyze the change in direction of EU external action from 2002-
2003, with a special focus on the role played by security issues in this evolution. 
This moment of change saw its definition in a process of reflection and in the 
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European changing official discourse concerning the security-development nexus, 
shaped by a number of key documents, which will be analyzed in the second part. 
This discourse would find its eventual application with the establishment of a 
corpus of political measures and instruments that would bring about interesting 
changes at the institutional level. These, would eventually find their very first 
testing ground in Sub-Saharan Africa. 
We will apply our theoretical framework concerning the role of internal 
EU considerations in policy formulation to this process representing the European 
formulation of a comprehensive approach of its external action for the following 
reason: we want to determine whether this decisive turn in the EU foreign policy 
responds to an interest in becoming a global security actor implementing 
effectively the security-development nexus, or whether internal motivations and 
functions where determinant, in a framework of inward-looking or self-referential 
approach. In this regard, the comprehensive approach would paradoxically 
constitute a rhetoric approximation, which avoids EU Member States and the 
whole EU to engage themselves in complex scenarios of violence and conflict in 
the developing world. 
The international community has embraced since the mid-1990s a growing 
overlap between concepts of security and development. This has been reinforced 
to a substantial degree as a consequence of the events of September 11, 2001. This 
linkage implied the politization and securitization of the model of Western 
development cooperation and influenced in a decisive fashion both the agenda and 
positions assumed by Western donors. This approach would also affect European 
development policy as it underwent a reformulation in the mid-2000s to take 
further into account the growing interrelation between development and security. 
The fundamental strategic document of the Union, the European Security Strategy 
(ESS) from 2003 confirmed the establishment of what has come to be known as 
“holistic” or “comprehensive” approach, this being an approach that brings 
together actions in the fields of security and development, as well as a coherence 
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and coordination between different actions and agents. Soon after this, a new 
European strategy of development would emerge, known as the European 
Consensus on Development, from 2005, where this approach was further 
underlined. 
Even if the EU has been looking for a comprehensive approach integrating 
the concepts of security, good government and development, some authors 
contend that this perspective has entailed a lack of action in the field and has had 
the practical effect  of “a retreat from strategic policy-making and a more inward-
looking approach to foreign policy, more concerned with self-image than the 
policy consequences in the areas concerned” (Chandler 2007). 
In the case of the EU in Sub-Saharan Africa, peacebuilding, conflict 
prevention and crisis management policies, as well as development cooperation 
and poverty reduction, could be justified in themselves, given their objectives and 
the financial resources ear-marked for its implementation. These policies also 
reflect what the EU considers as its responsibility regarding some political 
contexts (as the Sudanese political context), when it expresses its “deep concern” 
for inhumane conditions and the suffering of civilians. 
However, policies either formulated or adopted so far, do not constitute in 
themselves a coherent and comprehensive response to the complex social reality 
on the ground, but rather “a wide range of contradictory policy statements that 
read more like rhetorical wish lists than seriously considered policy options”. In 
this perspective, the political implementation strays far from a real commitment at 
the field. Declarations along with institutional rhetoric detach themselves from a 
real political strategy and the assessment of success of policies becomes self-
referential, only relative to the reorganization and coordination of different 
institutional mechanisms (Chandler 2007). 
Faced with the lack of a real strategic framework that may serve as guide 
for the EU’s action, the interest moves from the situation on the ground to the 
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internal dynamics in Europe. Thus, the EU proposes political initiatives and 
develops a set of instruments, generating a prolific institutional focus that helps 
move the project of EU integration and where Africa becomes secondary, only 
serving as a testing ground for new policies and European mechanisms, in 
particular in the field of the Common Foreign and Security Policy and the 
Common Security and Defence Policy. 
Africa presents itself as a laboratory too, for the securitization of 
development aid, even if the emphasis on security translates into the 
implementation of some instruments, whose main objective is the development of 
African peace and security structures in order to strengthen African nations 
capacities, with the Union delegating actions pertaining to security, according to 
the mantra “African problems, African solutions”. This approach is consistent 
with the internal function expressed in the European ambition of avoiding 
involvement in conflict scenarios in the continent which appear too complex, in 
parallel with another function, as reflected in the construction of a role and 
identity of the Union and the search for meaning through its external action. 
In its third part, the analysis will focus specifically on a single case-study 
(Sudan, 1956-2011). In the first place, we will deal with most relevant historical 
antecedents, in order to understand the process of formation through which the 
Sudanese state went through and its resulting characteristics. We will therefore 
examine the significance and importance of the main historical and political 
events, aiming at understanding how Sudan constituted and cemented itself in a 
system of structural social inequality, which in turn developed into a crisis within 
the political system of the state, leading finally to the outburst of violence and to 
the persistence of hotspots of conflict during the whole Sudanese history. 
Our purpose is to establish the origins and causes that at the core of the 
Sudanese civil war(s). We will focus on the characteristics of the state, an early 
target of resistance and rebellion in South Sudan and in other geographical areas. 
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We dedicate a first chapter in this third part to discuss concepts of nationhood and 
statebuilding during the period of colonialism, studying first the years of 
occupation of the Turk-Egyptian government, or “Turkiyya”; then the time 
corresponding to the so-known “Mahdiyya”, which may be considered a period of 
“internal colonialism”, where inequality and social stratification persist; and 
finally, the domination by the Anglo-Egyptian condominium. 
We will then analyze the development during this period (XIX century and 
mid-XX) of structural patterns of political, social and economic inequality that 
would come to influence the organization of the Sudanese society. As well, we 
will introduce the main elements that have contributed to the definition and 
construction of the diverse identities and the way these have been subjected to a 
process of hierarchical organization, whose consequence has been the social 
stratification of different groups that compose the heterogeneous society of Sudan. 
We will see the consequences of this process of social stratification when Sudan is 
built up as a system of structural inequality, and in which measure these generate 
a set of hindrances for the creation of a national identity and an eventual process 
of inclusive statebuilding. 
In fact, the exploitation of human resources and materials hailing from the 
Sudanese peripheral regions by the center has been constant. The enduring 
phenomenon of slavery of these peripheral populations, mainly from Southern 
Sudan, has caused grievances and humiliations, which persist in the historical 
memory of those who suffered slavery. The constitution of a system of structural 
social inequality, where the political and economic power is retained by Northern 
groups, derived already at the dawn of independence in a crisis of the political 
system leading eventually to the outbreak of violence and to situations of conflict 
lingering during the whole history of Sudan. 
In this thesis we study the role of the European Union in Sudan in relation 
to the particular characteristics of the Sudanese state that emerged from formal 
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independence from the Anglo-Egyptian condominium and in relation to the 
rebellion in the South and the formation of the Sudan People’s Liberation 
Movement/Army. The dichotomy between the North and the South, seen as the 
fruit of identity, ethnic, cultural and religious (Muslims against Christians) 
differences, cannot by itself explain the Sudanese dilemma. Neither the North nor 
the South established homogenous zones, and neither “l’opposition entre les deux 
était irréconciliable du fait d’une sorte d’essentialisme interne à chacune” (Prunier 
2005). 
In a second chapter we analyze the role of the EU in Sudan in the field of 
development policy and the implementation of cooperation programs. We study 
the different phases that European development policy went through in Sudan, 
starting from the beginning of the postcolonial period, during which the 
involvement of the EC was almost non-existent, as the Community’s world 
relations were mostly linked to an association-based concept and a geographic 
approach limited to the former French colonies within the African continent. 
Examining these relations during the period of the 1970s and 1980s shows 
a period characterized by three factors, all closely interrelated. On the one hand, 
we find the East-West bipolar confrontation and its reflection on the creation of 
zones of geostrategic influence in the Third World, with Sudan playing a very 
important role, given its relevance as regional actor in the Horn of Africa; 
dynamics proper to the Cold War were to determine the distribution of aid flows 
according to a background of geopolitical motivations. On the other hand, from 
the mid-1970s, the EC would establish for the first time a legal basis for relations 
with Sudan, with the country signing, the First Lomé Convention, with the Second 
and Third Lomé Conventions following in the next decade. This way, Sudan came 
to form part of the ACP group of countries and could therefore apply for financial 
allocations within the frame of the EC development aid. Through this financial 
channel, Sudan would receive financial support, mainly for national efforts for 
rural development, even as this endeavor was hindered by the economic crisis of 
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the late-70s and the increase in the volume of country’s external debt. Lastly, the 
results of cooperation during this period witness the difficulties in implementing 
these programs in a context of turmoil in Sudan’s internal policy, as civil war 
restarted and a corrupt government sought more to preserve resources than 
distribute them across the country. 
After this period, we will introduce the new approach adopted by the EU 
in the decade of 90s, which was characterized by the introduction of political 
criteria that would deeply transform relations with Sudan (and North-South 
relations in general). The emphasis on human rights, democracy and good 
governance provoked the unilateral suspension of aid under the Fourth Lomé 
Convention as a consequence of the coup-d’état in 1989 in Sudan. The EU 
contributed, this way, to Khartoum’s isolation (in parallel with the action of other 
international actors, essentially the US). Notwithstanding the suspension of aid, 
the EU maintained its involvement in Sudan, and this through financial 
mechanisms within the framework of humanitarian operations, generated a 
European approach of detachment from political problems and the course of war 
in Sudan. 
Finally, we will consider the dynamic of EU-Sudan relations in the 
framework of the Cotonou Agreement, where we may find a continuity of action 
which started in the decade of the 1990s and its deepening towards a paradigm of 
securitization of the EU’s development policy. Restarting development 
cooperation in 2005 after a period of 15 years suspension, aid would henceforth 
be linked to progress in peace negotiations. Namely, EU cooperation will be from 
its very beginning a politicized cooperation, as European civil servants 
interviewed in the EU’s Delegation in Khartoum clearly explain. This politization 
and conditionality would reach its apex around the difficulties affecting 
diplomatic relations when Sudan’s President was indicted by the International 
Criminal Court for war crimes, crimes against humanity and genocide in Darfur. 
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From another side, according to the functionality thesis that guides this 
work and following our hypothesis of an inward-looking approach (that is, that 
the EU’s actions in Sudan respond to a circular diagram leading to a feedback 
process of the EU itself) some important results emerge from this analysis and 
which confirm the three internal functions in different moments of the European 
involvement in Sudan. 
In this perspective, Sudan serves as a testing ground for the new 
orientation taken by the European policies in the decade of the 1990s, as well as in 
the new millennium (politization and securitization of aid). However, they also 
show the EU’s adaptation to a complex scenario of conflict where the Sudanese 
governing elites have been clearly uncooperative. Facing these circumstances, the 
EU has seen itself forced to create new mechanisms and instruments for action, as 
well as new patterns of relations arising from the limitations that some traditional 
measures imposed, and which are clearly not applicable in the context of Sudan. 
As a consequence thereof, the European involvemetn in Sudan has caused some 
interesting adaptations and institutional changes for the development of the EU’s 
architecture and its eventual use in future scenarios of similar difficulty, in the 
field of development and financial instruments. 
In a third chapter of this final part of the thesis we will undertake an 
analysis of the European Union’s involvement in Sudan in the contemporary 
historic period through studying the formulation and implementation of European 
policies in two main scenarios. Firstly, the violent outbreak of the conflict in 
Darfur in 2002 -2003 brought the attention of the EU as a humanitarian and 
security actor. Secondly in the context of the end of the war between the North 
and South, we will observe the role of the EU as a mediator in the process which 
ended with the signing of the Comprehensive Peace Agreement (CPA) in 2005. 
This will later lead to the celebration in January 2011 of a Referendum in southern 
Sudan on self-determination, which would lead to that region’s independence in 
July 2011. 
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We will see the difficult political situation during the interim period of six 
years between the signing of the CPA and the independence of South Sudan in 
light of the challenge to solve the “outstanding issues” of the Peace Agreement, 
which are mainly the delineation of the borders between the North and South, the 
situation of so called “three areas” (Blue Nile, Nuba Mountains and Abyei), 
Southern population accommodation in the North and vice versa and wealth 
distribution (mainly oil resources). 
The EU’s performance in these two cases allows us to examine on detail 
its foreign and security policy towards Sudan. Additionally, the period under 
examination is shown to be fundamental, occurring at the same time as the 
important changes during the nineties and the EU’s foreign policy change starting 
on 2001-2002, being oriented ostensibly towards security issues in pursuit of a 
holistic approach based on the linkage between security and development. 
Understanding crisis and violent conflicts conception in a new way allows the 
inclusion of conflict prevention and crisis management under development policy 
premises. 
Taking into consideration our theoretical framework, we establish the 
relationship between the EU’s intervention in Sudan and the functionality thesis in 
order to determine, in the first place, whether the EU’s policy has served to 
implement national strategies of the Member States through other means, in the 
sense of delegating polemic actions in crisis scenarios which require a different 
and more complex involvement. Thus the lack of action by the Member States is 
legitimized by moving away from the engagement with reality on the ground and 
distancing itself from power politics (anti-foreign policy or power avoidance). We 
will see this by analyzing the nature of European involvement and the basis of its 
eventual political strategy. Furthermore, we analyze institutional dynamics and 
the influence of different actors in order to observe contradictions or differences 
among the various European structures. Coordination deficit among European 
institutions and a lack of consistency is causing a continuing reformulation of the 
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documents (additionally showing the gap between the European Union 
institutions in Brussels and its Delegations on the ground), the processes are being 
bureaucratized without any engagement with the needs on the field. Finally, we 
will observe how the EU’s projection over Sudan is also responsive to the 
ontological function of the EU, as a response to the question about its political 
purpose, its search for meaning and its identity construction through international 
action. This function manifests itself most notably in the visibility of the European 
Union as a global actor and in the development of an approach which is 
characterized by rhetoric in terms of normativity. 
Finally, the thesis concludes with the chapter dedicated to the conclusions 
of the investigation, where we make explicit the end of the research process, 
verification of the previously established hypothesis and more significant research 
findings. 
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CAPÍTULO 1: 
 
INTRODUCCIÓN 
1. Presentación del objeto de estudio 
El estudio de la política exterior y de las relaciones exteriores de la Unión 
Europea (UE) ha sido objeto de discusión y debate científico en el seno de la 
academia desde hace más de veinte años, mediante diversas aproximaciones 
conceptuales, y ha sido abordado a través de distintas disciplinas y subdisciplinas 
teóricas, incluyendo los enfoques de la ciencia política, las relaciones 
internacionales (RI), la economía política internacional, el derecho internacional, 
la historia, el análisis de la política exterior (foreign policy analysis) y los estudios 
sobre la integración europea, entre otros campos de estudio. 
En los diversos ámbitos de estudio, la literatura sobre la política exterior y 
de seguridad de la UE se ha centrado en cuestiones predominantemente orientadas 
hacia asuntos de impacto, efectividad y coherencia de la UE como actor 
internacional, y en elucidar la brecha entre las expectativas como actor global y 
las capacidades limitadas efectivas en el terreno. Sin embargo, esta aproximación 
no responde a preguntas cruciales sobre los verdaderos factores que impulsan la 
política exterior y de seguridad europea y que contribuyen al proceso de 
integración interna. A pesar del interés en el desarrollo de la dimensión exterior de 
la Unión, las razones y dinámicas que subyacen a tal desarrollo son de naturaleza 
principalmente interna y no externa (Bickerton 2011a). 
De esta forma, las cuestiones predominantes sobre la política exterior y de 
seguridad de la UE se han centrado en la fase a posteriori, es decir, en los efectos 
de la implementación de la política exterior del actor UE y su relación con la 
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política internacional (la dimensión exterior de la UE), alejándose de las 
motivaciones internas o raison d’être auténtica de tal acción exterior. 
 Nuestra perspectiva, siguiendo a autores como Bickerton,  pone el acento 
en esta dimensión interna de la política exterior, en este a priori de las 
motivaciones de la UE como actor internacional. En este trabajo aplicamos su 
tesis de la funcionalidad, con ciertas modificaciones, para el análisis de las 
“funciones internas” de la política exterior europea y su influencia en el estudio de 
caso sudanés (Bickerton 2011a). 
Así pues, nuestro enfoque es un “enfoque introspectivo”, un enfoque que 
mira hacia dentro y que busca explicitar las preocupaciones e intereses europeos 
en este proceso de acción hacia el exterior, en contraposición con la mirada hacia 
los efectos en la implementación y la discusión polémica sobre el impacto 
generado. 
Tal proceso responde por tanto más a funciones o intereses internos de la 
Unión que a intereses hacia fuera, en el sentido de legitimar la falta de 
implicación de los Estados miembros en los asuntos internacionales, sirviéndose 
de la política exterior de la Unión como mínimo común denominador (primera 
función interna); de funcionar como una arena para que los diferentes actores de 
la política exterior europea implicados afirmen su influencia y poder institucional 
(segunda función interna, que nosotros consideraremos en cuanto a los procesos 
de aprendizaje, adaptación e innovación institucional); y de proveer una respuesta 
al interrogante sobre qué es y para qué sirve la UE, generando una función 
ontológica que coadyuva a la creación de  la identidad de la UE y pretende 
aproximarse al significado y finalidad política de la Unión (tercera función), 
siendo la proyección de poder hacia el exterior un paso más en el proceso de 
integración europea, reforzándola y contribuyendo al desarrollo de las 
capacidades institucionales pertinentes (Bickerton 2011a). 
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Ello se hace particularmente evidente en el caso de la acción europea en el 
continente africano en el que nos centramos en esta tesis, y en el ámbito de la 
gestión de crisis. La implicación (o la falta de implicación) en escenarios de crisis 
africanas estaría motivada en primer lugar por intereses a nivel europeo, y sólo en 
segundo lugar por una preocupación por los países africanos, siguiendo la 
argumentación defendida por Olsen (Olsen 2009b). Es decir, se genera un 
feedback circular en el cual las acciones exteriores de la UE parten de la Unión 
hacia fuera, y la implementación en el terreno tiene consecuencias que afectan a la 
Unión como actor internacional y al proceso de integración europea de forma más 
general. 
La UE actúa en el exterior, y tal actuación tiene consecuencias no sólo en 
el exterior, sino en el interior, en la propia UE, originando un diagrama circular 
donde la UE es simultáneamente emisor y receptor, por lo cual nos parece 
fundamental el estudio de las motivaciones internas, de las razones a priori, que 
responden más a las dinámicas políticas internas europeas que a intereses 
específicos en la implementación de la política exterior, fundamentalmente en los 
ámbitos de la política de desarrollo y la política de seguridad. 
Teniendo en cuenta estos presupuestos teóricos, y los principales debates 
académicos en torno a la política exterior de la UE, nuestro marco de análisis, 
como veremos en una sección posterior, se elabora en torno a cuestiones 
fundamentales de funcionalidad política y motivaciones internas de la UE en su 
acción hacia África Subsahariana. Abordaremos fundamentalmente el ámbito de 
las políticas europeas de desarrollo y de seguridad, desde una perspectiva 
introspectiva o autorreferencial que remite a la propia Unión, sin obviar la 
importancia e influencia de los debates y reflexiones a nivel global, y los 
acontecimientos histórico-políticos en el estudio de caso sudanés, que resultan 
fundamentales para comprender las reacciones políticas europeas. 
 4 
 
 
 
 
El estudio de caso propuesto en esta tesis analiza la implicación de la 
Unión Europea en Sudán2, mediante un proceso de reconstrucción3 de las 
principales etapas históricas por las que atraviesa la turbulenta escena política 
sudanesa desde la independencia de Sudán en 1956 hasta la secesión de Sudán del 
Sur de Sudán en 2011, y de las diferentes modalidades de implicación de la Unión 
Europea en cada una de las fases identificadas, en las que se manifiesta un factor 
de presencia constante, la existencia de situaciones de crisis y conflicto en el 
Estado de Sudán. La prolongada historia de agravios y conflictos, junto con la 
simultaneidad de crisis violentas4 en Sudán, plantea múltiples desafíos a la 
política exterior y de seguridad europea, en la medida en que las crisis internas se 
insertan a su vez en un contexto regional extremadamente complejo. 
La tesis cubre el periodo histórico del Sudán moderno comprendido entre 
los años 1956 y 2011.5 Esta delimitación temporal nos permite recorrer, dada la 
amplitud del periodo histórico examinado, las principales etapas políticas de la 
historia del Sudán moderno, identificando los acontecimientos políticos esenciales 
                                                 
2 En la presente tesis, salvo indicación expresa, cuando escribimos Sudán nos referimos 
tanto a Sudán como a Sudán del Sur, en tanto en cuanto en el periodo histórico analizado (1956-
2011) la República de Sudán era un único país que comprendía tanto el Norte (aquí se incluye el 
Este y la región de Darfur, en el Oeste de Sudán) como la región del Sur, la cual es desde julio de 
2011 un país independiente. 
3 Utilizamos el término ‘reconstrucción’ en el mismo sentido que Onuf, en función de una 
perspectiva analítica que se adhiere a la corriente filosófica/teórica del constructivismo o 
constructivismo social: “In my view, people always construct, or constitute, social reality, even as 
their being, which can only be social, is constructed for them” (Onuf 1989). 
4 Nuestra investigación aborda principalmente las guerras civiles entre el Norte y el Sur 
de Sudán, y el conflicto de Darfur, en la región occidental. No trataremos el conflicto en el Este de 
Sudán, los conflictos internos Sur-Sur, ni entraremos en detalle sobre las crisis y guerra en las 
zonas fronterizas, principalmente en las denominadas tres áreas: Nilo Azul, Sur Kordofán y Abyei. 
Ello obedece a dos motivos, por un lado porque la implicación de la UE se desarrolla 
principalmente en los dos primeros escenarios mencionados; y por otro lado porque los asuntos 
pendientes tras la firma del Acuerdo General de Paz, entre los cuales se encuentran las disputas por 
las zonas fronterizas, exceden el periodo de tiempo analizado y la distancia suficiente para el 
examen pormenorizado de las acciones europeas. 
5 No obstante, en la parte dedicada al estudio de caso, uno de los capítulos está 
íntegramente dedicado a los antecedentes histórico-políticos más relevantes de los siglos XIX y 
XX, con el objetivo de comprender la influencia del periodo colonial (el colonialismo turco-
egipcio, el periodo mahdista considerado como colonialismo interno, y el periodo del Condominio 
anglo-egipcio) en la formación del Estado moderno sudanés, en la estructura de la sociedad, y en 
las relaciones entre la sociedad y el Estado.  
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y la evolución de las crisis internas, otorgando especial relevancia a las distintas 
fases de las guerras civiles sudanesas. Por otro lado, la extensión temporal nos 
permite observar la génesis y la evolución de las acciones de la UE en el ámbito 
de la política de desarrollo y en el campo de la seguridad. Situamos la política 
exterior de la UE en el contexto más general del proceso histórico de integración 
europea, en la senda incremental de desarrollo institucional de la Unión. Es decir, 
definimos la dimensión interna en la construcción progresiva de la política 
exterior, las motivaciones internas que influyen en la formulación e 
implementación de las acciones en el exterior. 
Esta doble dimensión interna (proceso de integración europea, reflejado en 
las dinámicas de desarrollo y adaptación institucional) y externa (acciones en 
materia de política exterior y de seguridad, en función de los acontecimientos 
externos) nos permitirá efectuar un análisis detallado de la evolución de los 
principales presupuestos teóricos y prácticos en los campos del desarrollo y de la 
seguridad, insertándolos en un contexto de reflexión y acción globales. En el 
estudio de caso sudanés, examinamos las acciones de la UE en relación a la 
gestión de las distintas etapas de las crisis internas, atravesando un espectro 
temporal de más de cincuenta años, periodo que subdividiremos en fases 
significativas que nos permitan exponer los principales presupuestos teóricos 
desarrollados según nuestra aproximación conceptual al estudio de la política 
exterior de la UE, en concreto en materia de política de desarrollo y de seguridad 
internacional, su formulación y su implementación en la práctica política. 
La disciplina académica de las relaciones internacionales se ha centrado 
tradicionalmente en el estudio del Estado y de la interacción entre los Estados. 
Con el fin de la Guerra Fría y el advenimiento de complejos procesos de 
naturaleza global, el contenido del campo de estudio se ha ampliado 
exponencialmente y se ha resaltado la importancia de las instituciones 
internacionales y el desarrollo de un orden internacional que afecta y condiciona 
(o constriñe) el comportamiento de los Estados individuales (Clapham 1996). 
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Sudán funciona en nuestro estudio de caso como un laboratorio a gran 
escala en el que la UE hace frente a conflictos (internacionalizados) de diferente 
naturaleza y envergadura, insertos en un contexto regional muy complicado, con 
interacciones profundas con los países fronterizos, en una situación geopolítica 
bisagra entre el mundo africano y el mundo árabe. Las distintas alianzas 
regionales e internacionales durante la guerra civil, la importancia de las 
diferentes interpretaciones internas del islamismo (y su deriva en los años 
noventa), la naturaleza del régimen político que llegó al poder en 1989, así como 
los cambios continuos y las crisis políticas en el escenario sudanés muestran una 
complejidad que desafía la acción y la adaptación de la UE a las diferentes 
particularidades y contingencias políticas. La complejidad de nuestro estudio de 
caso, y el cuestionamiento de los paradigmas teóricos, nos permite aportar un 
valor añadido a los campos de estudio del desarrollo y la seguridad internacional, 
que han marcado parte del pensamiento teórico durante los últimos decenios. 
Al adoptar una perspectiva analítica basada en las motivaciones internas de 
la UE, aspiramos a poner en cuestión algunos paradigmas teóricos sobre los que 
se cimienta el estudio de la política exterior europea, emprendiendo un camino de 
búsqueda de la significación y la razón de ser de la política exterior de la UE, en 
relación directa con los cambios producidos en la realidad internacional y con el 
progresivo desarrollo institucional de la organización. Utilizaremos nuestras 
principales referencias teóricas6 y los datos obtenidos en el trabajo de campo con 
el objetivo de dar respuesta y explicación a los cambios producidos en la 
evolución de la implicación de la UE en materia de política exterior y de 
seguridad en la arena sudanesa. 
Esta noción crucial de ‘cambio’ remite, por un lado, a los cambios ‘reales’ 
o ‘factuales’ que se producen en las relaciones internacionales, en este caso, en las 
relaciones entre la UE y Sudán; por otro lado, en el momento del nacimiento de 
                                                 
6 Véase el marco teórico 
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un nuevo paradigma, se asume la noción de ‘cambio’ como “valor o ideología que 
debe guiar la teorización sobre la realidad internacional de nuestros días, 
inspirando las soluciones que se ofrecen” (del Arenal 1989). 
Nos referimos a los cambios reales (en los conflictos, en el terreno, en la 
política) y a los cambios teóricos (en la teoría y en el estudio de la UE) que 
afectan y modifican la política exterior de la UE, partiendo de la premisa de que la 
política (el elemento factual) y el paradigma (el elemento teórico procedente de la 
concepción abstracta) no suelen coincidir en el tiempo. 
Esta doble dimensión del concepto de ‘cambio’ refleja un asunto esencial. 
La cuestión de la volatilidad de lo que es ‘el desarrollo’ y la ‘seguridad 
internacional’, es decir, las sucesivas definiciones de carácter ‘teórico’ en relación 
con, y en función de los diferentes paradigmas de las relaciones internacionales, 
inspiran o condicionan las respuestas a los cambios ‘reales’ que se producen en el 
escenario internacional. 
No veremos aquí con detalle la evolución de los estudios de seguridad, ya 
que han sido analizados en múltiples trabajos, sólo recalcaremos el hecho de que 
los cambios que se han dado en la comprensión del término seguridad han venido 
acompañados o motivados por los cambios políticos en la escena internacional, y 
por ende, son continuamente volubles. Esta noción de cambio es inherente a los 
estudios críticos de seguridad, al definir la realidad como una construcción social, 
y por tanto, sujeta a variación (Buzan, Wæver & de Wilde 1998, Fierke 2007, 
Buzan 2009) 
En nuestro estudio de caso podemos decir que los cambios ‘reales’ en el 
complicado escenario político sudanés (véanse más arriba los diferentes factores 
internos, regionales e internacionales en juego) van a influir en los cambios en la 
respuesta de la Unión Europea a las distintas fases del conflicto, inspirando 
respuestas políticas y diversos desarrollos o adaptaciones institucionales para 
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hacer frente (retóricamente o de forma práctica) a la naturaleza cambiante de la 
situación de seguridad. 
A su vez, los cambios en la ‘teorización’ de la política europea de 
desarrollo y en el ámbito de la seguridad internacional, es decir, el nacimiento de 
nuevos paradigmas o concepciones teóricas, van a reflejar en su seno los cambios 
percibidos en la evolución de la política exterior europea. Tales cambios pueden 
eventualmente funcionar (a posteriori) como guía para el desarrollo de dicha 
política exterior y de seguridad europea, tanto en la definición de los conceptos de 
desarrollo y seguridad (y los conceptos asociados o derivados) como en el 
enfoque subyacente (es decir, ‘valor o ideología’, como mencionamos 
anteriormente, que en el caso de la UE se traduce en su ambición normativa) a la 
respuesta política de la UE y su interés en el terreno de la gestión de crisis y en el 
contexto político sudanés. 
No obstante, estamos de acuerdo con Kuhn en cuanto la imposibilidad de 
la existencia simultánea del paradigma7 (en nuestro caso en relación a la 
teorización de la política exterior y el subcampo de estudio constituido por el 
desarrollo y la seguridad internacional) y de su aplicación práctica en la naturaleza 
(en nuestro caso la puesta en práctica de la teoría en cuanto a la formulación e 
implementación de las políticas europeas concretas en Sudán): 
“There is, I think, no theory-independent 
way to reconstruct phrases like 'really there'; the 
notion of a match between the ontology of a theory 
and its “real” counterpart in nature now seems to 
me illusive in principle” (Kuhn 1970). 
                                                 
7 Cuando hablamos de paradigmas científicos de las relaciones internacionales nos 
referimos a un concepto central en la disciplina, el cual ocupó “el centro del debate teórico” 
durante las décadas de los años 1980 y 1990 (del Arenal 1989, Jackson 2011). Si bien el término 
original acuñado por Kuhn goza de diferentes acepciones y variaciones en su significación en el 
ámbito científico, nosotros nos referiremos a él en cuanto a su utilidad “to set up and to solve 
puzzles presented by nature” (Kuhn 1970). 
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2. Preguntas de partida, hipótesis y ejes de la investigación 
2.1. Tesis o preguntas de partida 
El puzle que queremos resolver en esta tesis doctoral está en relación con 
la política exterior de la Unión Europea, centrando nuestro interés en las acciones 
en materia de desarrollo y seguridad en África Subsahariana, siendo Sudán 
nuestro estudio de caso. Nuestro propósito es desglosar y especificar cuáles han 
sido las políticas, instrumentos y estrategias que ha desarrollado y utilizado la 
Unión Europea en su aproximación al continente africano, y más concretamente 
en el contexto político sudanés. 
Estudiamos cuál ha sido la política exterior de la UE hacia un país en 
permanente conflicto, en un entorno regional de gran importancia estratégica y 
una recurrencia de crisis políticas; y cómo las acciones desarrolladas por la Unión 
Europea pueden evidenciar la existencia de funciones políticas internas. 
Analizaremos cómo la UE ha estado implicada en las acciones pertinentes al 
ámbito de la seguridad y del desarrollo, cuál ha sido la presencia e influencia en 
las negociaciones y el proceso de mediación política, en la provisión de 
cooperación y ayuda humanitaria, y en la gestión de crisis tanto en el caso de la 
guerra civil entre el Norte y el Sur del país, como ante el conflicto de Darfur. 
Nuestro objetivo es por tanto el de analizar la política exterior de la UE, 
sus motivaciones internas y raison d’être a la hora de llevar a cabo su acción 
exterior, teniendo en cuenta que el rol internacional de la UE se enmarca en una 
dimensión global de la acción de la comunidad internacional en Sudán, para así 
establecer las modalidades de su implicación en el terreno político y los procesos 
de resolución de conflictos. 
En este sentido, en nuestro ámbito de estudio, analizaremos también de 
qué factores es dependiente la formulación de una determinada línea de acción o 
política por parte de la UE. Es decir, intentaremos dar respuesta al interrogante de 
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por qué la UE formula e implementa determinadas políticas en el estudio de caso 
específico que constituye Sudán, o bien, de forma más sintética, buscamos el 
porqué de la política exterior europea en Sudán. 
Esta pregunta remite a las motivaciones de la UE para su actuación en 
Sudán, con dos ejes relacionados. Por un lado, lo que la UE dice, es decir, cómo 
se presenta a sí misma en el discurso público, elaborando una retórica 
institucional de corte liberal en nombre de la democracia, el Estado de derecho, 
los valores de la dignidad humana, la libertad, la igualdad, y el respeto de los 
derechos humanos. Este discurso oficial manifiesta el enfoque normativo de las 
políticas europeas, es decir, la promoción de normas ‘universales’ más allá de sus 
fronteras, y expresa la (auto-) caracterización de la Unión como un actor 
internacional normativo con una base moral. Por otro lado, lo que la UE hace, es 
decir, los intereses propios8  y los medios de la política exterior9, así como la 
justificación del ejercicio del poder en función de las normas y los valores. 
En consecuencia veremos cómo la política exterior de la UE evoluciona en 
función de dos dimensiones interrelacionadas e imbricadas profundamente. Por un 
lado, una dimensión externa centrada tanto en los acontecimientos políticos 
sudaneses y en los sucesos relevantes a nivel internacional, como en la 
implicación y las decisiones europeas en el devenir histórico, en los cambios y en 
las transformaciones sufridas a lo largo del curso de las guerras y los procesos de 
paz en Sudán. Por otro lado, una dimensión interna o autorreferencial en lo que 
concierne a las funciones políticas y al fortalecimiento de la organización, en el 
                                                 
8 Cuando hablamos de intereses nos referimos esencialmente a la posición e influencia del 
papel de los Estados miembros de la Unión, fundamentalmente a los Estados más implicados y 
partícipes activamente en el estudio de caso sudanés.   
9 Al mencionar la adopción de los medios para la política exterior nos referimos a las 
burocracias o instituciones, que ratifican el ‘poder bueno’ o la base moral enunciada más arriba. 
En este aspecto abordaremos el proceso de fortalecimiento o adaptación institucional de la 
organización, y cómo Sudán sirve de laboratorio de actuación para las políticas de la UE.  
 
 11 
 
 
 
 
sentido del impacto del caso sudanés en el propio desarrollo institucional de la 
UE. 
2.2. Hipótesis de trabajo y ejes de la investigación 
El estudio de la Unión Europea como un “actor internacional”, o como un 
“actor global”, remite a varias cuestiones fundamentales sobre la Unión, como son 
la naturaleza política de la UE como actor, su carácter dinámico o en constante 
construcción, las capacidades de dicho actor, su papel en los asuntos 
internacionales, el desarrollo de una política exterior y relaciones exteriores que lo 
sitúen en una posición específica en la arena internacional, así como las 
motivaciones y el impacto de sus acciones exteriores. 
Lo que nos interesa en nuestro trabajo es el porqué de la política exterior 
europea. Es decir, la motivación y el impulso necesario para formular y adoptar 
una determinada política, y no tanto el impacto o las consecuencias de la misma. 
Situamos nuestro objeto de investigación en una fase anterior a la 
implementación, interrogándonos acerca de la raison d’être originaria que es 
responsable de orientar la política exterior europea hacia una dirección 
determinada. 
Este enfoque responde por un lado a nuestra incapacidad de delimitar el 
impacto de las acciones de la UE en nuestro terreno particular (Sudán), dado que 
las acciones europeas convergen con las acciones de Naciones Unidas y otros 
actores internacionales presentes en el terreno. Aunque no es infrecuente 
identificar una brecha entre lo que la UE propugna y lo que la UE hace realmente, 
el denominado “capability - expectations gap” (Hill 1993), consideramos que el 
estudio de la eficiencia y de la efectividad de la UE en términos de impacto se 
escapa de nuestro alcance en el caso de estudio específico que constituye Sudán, y 
ha sido desarrollado por otros autores en distintos estudios de caso y 
 12 
 
 
 
 
monografías10, apelando en ocasiones al ejercicio de la responsabilidad europea y 
a la necesidad de reforzar su compromiso e implicación en la esfera 
internacional.11  
El eje de nuestra investigación pivota y se orienta sin embargo en torno a 
la motivación que dirige las acciones de la UE en materia de acción exterior, con 
el objetivo de evidenciar los factores estructurales y las razones que condicionan 
la definición de la política exterior y del papel que se otorga la UE en los asuntos 
globales (en África Subsahariana en particular). 
La hipótesis principal consiste en considerar que  los motivos para el 
desarrollo de la política exterior de la UE y su evolución como actor internacional, 
no responden tanto a la ambición de dar una respuesta a los cambios en el sistema 
internacional posterior a la Guerra Fría, ni a las eventuales necesidades 
identificadas en los diferentes terrenos de actuación (en nuestro caso África 
Subsahariana y Sudán en particular), sino que responden en mayor medida a 
lógicas internas de la propia Unión y de sus Estados miembros, motivadas por 
circunstancias endógenas del proceso de construcción europea. En este sentido, 
las acciones de la UE no pueden ser analizadas independientemente de la 
complejidad de las cuestiones y de las situaciones a las que hacen frente, así como 
no pueden comprenderse sin remitir a un proceso propiamente endógeno de 
construcción institucional de la UE. 
                                                 
10 De particular interés en el caso de Sudán es el trabajo de Cumming que aplica el 
modelo de Hill de forma modificada, analizando las ‘capacidades’ de la UE a través del prisma de 
lo que el autor denomina “target settings”, remarcando la dificultad e incluso hostilidad del 
contexto sudanés, y las modalidades según las cuales la UE gestiona las ‘expectativas’ (Cumming 
2015) 
11 El análisis acometido no pretende reflejar las limitaciones de la acción europea con el 
objetivo de llamar la atención sobre una eventual necesidad de mayor implicación o compromiso 
en Sudán, sino que aspiramos a elucidar nuestro problema de investigación y mostrar las 
motivaciones internas de la Unión en su política exterior hacia Sudán desde una posición 
intelectual, para comprender las dinámicas subyacentes y la complejidad de las relaciones 
eurosudanesas. 
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Veremos los desarrollos más significativos en el seno de la propia Unión 
Europea, según un enfoque introspectivo, aunque situándolos en un contexto 
histórico-político internacional imprescindible para comprender las fases del 
proceso de integración europea y la evolución histórica de la política exterior 
europea (en materia de desarrollo y seguridad), desde la instauración de las 
Comunidades Europeas en los años cincuenta, la configuración de la política 
europea del periodo de la Guerra Fría, hasta los procesos fundamentales 
desarrollados en la década de los años noventa y durante los años posteriores del 
nuevo milenio. 
Este recorrido histórico nos permitirá examinar por un lado la progresiva 
construcción del actor internacional UE, y por otro lado abordar los diferentes 
debates académicos a este respecto, en relación con la definición de la naturaleza 
política de la Unión, pasando de la concepción como potencia civil desarrollada 
durante la Guerra Fría, a la consideración como un poder normativo en el contexto 
de la pos Guerra Fría, llegando a las aproximaciones actuales en torno al 
desarrollo de una dimensión integral o un enfoque holístico. Por otro lado, 
estudiaremos al actor UE en acción, es decir, las discusiones en torno al desarrollo 
de la política exterior europea, el comportamiento en la arena política global 
(centrando nuestro interés en África Subsahariana) y el ejercicio de una 
determinada forma de poder en relación con terceras partes (Sudán como estudio 
de caso). 
Como premisa previa debemos tener en cuenta que la política exterior de 
la UE es parte de un proceso de construcción incremental, con una característica 
central importante, la interacción entre los intereses y los valores, y entre los 
Estados miembros y las burocracias o instituciones (fundamentalmente la 
Comisión Europea, el Servicio Europeo de Acción Exterior y el Consejo 
Europeo), siendo necesario el cumplimiento de la denominada regla de la 
unanimidad, lo cual implica un derecho de veto, y por tanto, la posibilidad de 
bloquear la toma de decisiones. 
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Partimos de la hipótesis de que los Estados miembros se alinean en una 
posición convergente con la UE en el caso de encontrar un mayor interés en llevar 
a cabo una acción común que una acción bilateral. Es decir, los Estados miembros 
delegan en la UE una serie de acciones, por diversos motivos, que pueden incluir 
una voluntad de no implicarse bilateralmente y visibilizar su posición en asuntos 
controvertidos (donde la UE actuaría de escudo), pero también la voluntad de 
delegar acciones no conflictivas en situaciones en las que no tienen nada que 
perder. Este aspecto nos permitirá constatar los intereses de los Estados miembros 
en términos por ejemplo de seguridad y económicos, y comprender la brecha 
existente entre lo que la UE dice (policy) y lo que la UE hace (politics), brecha 
inherente a la organización internacional UE. Aunque el gap entre el discurso y la 
práctica en sí mismo no constituye un aspecto central del análisis, nos permitirá 
acercarnos a la pregunta acerca de las motivaciones internas de la implicación de 
la UE en Sudán, especificando las razones de la existencia de tales diferencias, 
cómo se mantienen y cuáles son las implicaciones en términos prácticos para 
nuestro estudio de caso. 
Nuestro análisis de la política exterior se centra en las acciones de la 
Unión Europea y sus diferentes instituciones en relación con Sudán. Si bien 
tendremos en cuenta el papel de los Estados miembros (EEMM) de la Unión, 
sobre todo de los más implicados en Sudán, no tratamos de elucidar o profundizar 
en el rol y naturaleza de la implicación de los Estados miembros individuales. Las 
entrevistas y los datos del trabajo de campo abarcan el papel de los Estados 
miembros, y el conocimiento de sus intervenciones en el ámbito del desarrollo y 
la seguridad en Sudán son fundamentales para comprender el papel político de la 
UE en su conjunto, pero la investigación focaliza su interés en la UE como actor, 
por motivos evidentes de magnitud y dimensión de la tesis.12  
                                                 
12 Un análisis centrado en el papel de los Estados miembros en Sudán podría constituir el 
objeto de una investigación ulterior, o el tema de futuras tesis doctorales en la materia. 
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Debemos distinguir la existencia de una agenda de política exterior de 
naturaleza conflictiva (divergencia e intereses particulares de algún Estado 
miembro) o no conflictiva (posición de consenso que permite la formulación de 
una política exterior en torno al principio fundamental de unanimidad). La agenda 
en torno a los principios y valores podría constituir una agenda no conflictiva en 
materia de acción exterior, siempre y cuando no existan intereses profundos de los 
Estados miembros. Si bien la Política Exterior y de Seguridad Común (PESC) 
requiere la unanimidad de los Estados miembros, es relativamente fácil llegar a un 
consenso en el tema de los valores ya que ocasiona réditos y no genera conflicto 
en el seno de la Unión, aunque sí pueda generar conflicto hacia el exterior, en 
forma de resistencias a tales principios expresados en la aplicación o imposición 
de cláusulas de condicionalidad. El enfoque normativo asociado a los principios y 
valores de la Unión presenta beneficios para la UE y contribuye a su 
caracterización como un actor internacional ‘bueno’ o ‘moral’. 
Sin embargo, los intereses de los Estados miembros definirían la agenda 
conflictiva de la Unión. Los EEMM se alinean con la UE únicamente en el caso 
de que encuentren más interés en llevar a cabo una acción común que separada o 
bilateral. Surge así la necesidad de estudiar si los Estados miembros tienen más 
incentivos en actuar de forma conjunta o separadamente en el caso de Sudán, y 
por qué motivo. Aunque no desglosaremos detalladamente la agenda bilateral de 
los EEMM en Sudán, sí analizaremos si la agenda multilateral de la Unión sirve 
para llevar a cabo las estrategias nacionales por otros medios, y en su caso, 
deducir las razones por las cuales los EEMM tienen más o menos incentivos en 
actuar conjuntamente o por separado. 
Según nuestra hipótesis, la acción conjunta ‘UE’ implicaría una cierta 
homogeneidad de posiciones e intereses de los EEMM en Sudán, pero también 
reflejaría por un lado una condición de mínimo consenso entre los Estados, ante la 
existencia de políticas nacionales demasiado divergentes para poder confluir; y 
por otro lado expresaría la voluntad de actuar en conjunto para no implicarse 
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bilateralmente, es decir, podría constituir una forma de desvincularse y alejarse de 
situaciones incómodas, como pueden ser las que plantea el complejo escenario 
político sudanés, aun manteniendo una presencia e implicación gracias o a través 
de la UE. 
En consecuencia, intentaremos distinguir cómo se ha constituido el dossier 
sudanés en el conjunto de la política exterior de la Unión Europea y su evolución 
en nuestro marco temporal de estudio, mediante el análisis de los medios de la 
política y de las motivaciones e intereses de los Estados miembros. 
Con el objetivo de contextualizar la investigación y el estudio de caso, 
analizaremos cuáles son los paradigmas o concepciones teóricas de las relaciones 
internacionales, y los acontecimientos que influyen en la evolución de la política 
exterior de la UE hacia África Subsahariana, teniendo en cuenta también la 
existencia de otros factores internos y externos que afectan a las motivaciones 
para la acción exterior de la UE, los cuales iremos desgranando en cada una de las 
etapas históricas. 
En nuestra aspiración científica de resolver el rompecabezas planteado, o 
al menos, suministrar alguna de las piezas que faltan en el puzle, tomamos en 
consideración las palabras de Kuhn: 
“Though the values that they [puzzle-
solvers] deploy at times of theory-choice derive 
from other aspects of their work as well, the 
demonstrated ability to set up and to solve puzzles 
presented by nature is, in case of value conflict, the 
dominant criterion for most members of a scientific 
group” (Kuhn 1970). 
Nuestra ambición  en el campo de la investigación politológica es 
constituir una estructura triangular  en torno a tres pilares (Unión Europea – 
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África Subsahariana / Sudán – aproximaciones conceptuales y marco teórico) que 
nos permita organizar un análisis dinámico en tres categorías diferentes e 
interrelacionadas, lo cual favorece la consistencia en el proceso de dar una 
respuesta comprehensiva a nuestra pregunta inicial. Ésta servirá de punto de 
partida para la articulación de la tesis, que se centra, por un lado, en el análisis de 
las formas o modalidades de la implicación de la UE en África Subsahariana en 
materia de desarrollo y seguridad, y en su evolución en el tiempo en función de la 
transformación política en Sudán (escenario sudanés como estudio de caso), de los 
cambios a nivel del sistema internacional (escenario global) y del desarrollo 
institucional incremental de la organización UE a medida que avanza el proceso 
de integración europea (escenario interno europeo). Por otro lado, nos 
concentramos en la búsqueda de las motivaciones o razones que hacen que la 
Unión Europea actúe en Sudán. Es decir, establecemos la investigación en torno a 
dos sub-preguntas en forma de cuestiones ¿por qué? y ¿cómo? que nos guíen en el 
análisis de la evolución de la política exterior de la UE, aplicándolo al caso de 
Sudán durante el periodo histórico 1956 – 2011. 
3. Marco teórico  
El marco teórico de nuestra investigación supone una aproximación 
novedosa y original al estudio de la política exterior de la UE mediante la 
aplicación, al caso de África Subsahariana y Sudán en particular, de la tesis de la 
funcionalidad política desarrollada por Bickerton (Bickerton 2011a), modificando 
e integrando sus tres funciones internas con otras aportaciones teóricas, 
interrelacionando de esta forma las tesis de Bickerton con la dinámica de elusión 
de una política de poder expresada en el concepto de anti-política exterior de 
Chandler (Chandler 2007), con el enfoque introspectivo de Olsen (2009b, Olsen 
1998, 2009a), y con el enfoque crítico de seguridad de Marriage (Marriage 2006, 
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2013), en un ejercicio complejo que ha podido aportar una robustez intelectual a 
la investigación. 
El debate sobre el carácter particular ‘sui generis’ de la UE es un debate 
político y académico de largo alcance que se ha desarrollado en paralelo al 
proceso de integración europea desde sus primeros días. El carácter o la definición 
de la Unión Europea como actor / organización condiciona la subsiguiente 
definición de la ‘política exterior’ de la UE, en el sentido de que en función de 
dicha caracterización y de su personalidad internacional podremos acercarnos y 
deducir qué tipo de actor es en una esfera global. 
Como punto de partida de este análisis se hace necesaria la definición 
específica de lo que es la política exterior y de seguridad de la UE, cuál es su 
esencia, y cómo entendemos los diversos niveles de actividad y de análisis de la 
misma, teniendo en cuenta la interacción entre las instituciones y los Estados 
miembros, en el marco del debate sobre el progresivo devenir de la UE: 
“what it is that the EU is becoming, on the 
extent to which member states share similar policy 
objectives when acting through the EU, and on the 
nature of policy instruments that should be 
developed in the EU framework” (Tardy 2009a). 
Partiendo de la premisa evidente de que la política exterior europea es 
diferente de la política exterior de un Estado-nación, Brian White distingue tres 
niveles diferentes de análisis a la hora de abordar el estudio sistémico de la 
política exterior europea. En primer lugar, las políticas exteriores nacionales de 
cada uno de los Estados miembros; en segundo lugar, la política exterior de la UE, 
en referencia a la cooperación y coordinación de los diferentes Estados miembros 
en la arena de la política internacional, fundamentalmente en el seno de la Política 
Exterior y de Seguridad Común (PESC) y de la Política Exterior de Seguridad y 
Defensa (PESD); y en tercer lugar, la política exterior de la Comunidad Europea, 
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en virtud de las relaciones exteriores forjadas a través de las instituciones 
supranacionales con competencia en materias de carácter esencialmente 
económico, como por ejemplo las políticas comerciales y de desarrollo (White 
2004). 
De esta manera, la política exterior de las antiguas Comunidades Europeas 
constituiría la dimensión económica de la política exterior europea, mientras la 
dimensión política o política exterior de la UE recaería en el proceso 
intergubernamental (el anteriormente denominado segundo pilar) representado por 
la PESC (White 2004). 
Smith denomina “política exterior económica” a la dimensión económica 
de la política exterior europea, que consistiría en “the performance of state 
functions in respect of external economic relations, through attempts by the 
relevant actors to design, manage and control the political-economic 
environment” (Smith 2004) 
Lucarelli identifica los mismos niveles de análisis de White, los cuales han 
sido desarrollados en tres ramas diferentes de la literatura, y defiende que no 
deberían ser enfoques separados, sino parte de una definición inclusiva de la 
política exterior de la UE (Lucarelli 2006). 
Siguiendo y adaptando esta línea de reflexión, analizaremos la política 
exterior europea en su doble dimensión, tanto en el nivel nacional de las políticas 
exteriores de los Estados miembros, como en el nivel de la Unión Europea como 
sistema político y de las políticas comunitarias, enfatizando esta última 
dimensión. La  coordinación e interacción entre los Estados miembros en el 
terreno de la PCSD y la PESD (o las actividades del segundo pilar, como se 
conocían antes del Tratado de Lisboa), dada su naturaleza intergubernamental, son 
el objeto de interés tanto de la dimensión nacional como de la dimensión 
comunitaria o de la Unión. Esta doble dimensión es característica de la política 
exterior de la UE, y es algo constante desde los orígenes del proceso de 
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integración europea, cuando se empezó a vislumbrar la posibilidad de cooperar en 
el ámbito de la política exterior, lo cual se estableció de forma gradual en la 
denominada Cooperación Política Europea (CPE), institucionalizada con la 
entrada en vigor del Acta Única Europea en 1987. 
“Apart from the 'external relations' of the 
EEC which are based on the Treaties and shaped 
by Community institutions, the governments of the 
Nine member-states of the Community have 
developed the organization for European Political 
Cooperation (EPC), within which the foreign 
ministries work together 'intergovernmentally' on 
the basis of non-binding agreements that do not 
provide for formal or permanent institutions” 
(Wessels 1982). 
En función de nuestro interés de aproximarnos a la realidad de la UE como 
actor internacional/global, el enfoque que desarrollaremos estará centrado 
fundamentalmente en las actividades de la política exterior europea en el nivel que 
hemos denominado de la UE, sin descuidar por ello el acercamiento a las políticas 
exteriores de la Comunidad y de los Estados miembros de forma individual, cuyos 
intereses determinan la orientación de la política europea. 
Además debemos tener presente la peculiar identidad de la UE como 
entidad política en construcción y por tanto en constante evolución: 
“Since the EU is a political system under 
construction, with constantly evolving internal 
institutions and practices, and expanding 
membership, it is inevitable that its identity will be 
relatively fluid when compared with that of 
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established states or international organizations” 
(Bretherton, Vogler 2006). 
La UE ha experimentado cambios esenciales y de gran calado durante los 
años noventa y en el nuevo milenio, como consecuencia de la progresiva 
adaptación al voluble orden internacional. Estos cambios a nivel global y en la 
estructura interna de la UE han influenciado tanto su progresiva construcción 
institucional como su proyección hacia el exterior, variando mucho su política 
exterior de la época de los años noventa a la política llevada a cabo en el nuevo 
siglo. El carácter cambiante de la sociedad internacional ha modulado las 
respuestas y los cambios a nivel de la organización de la UE, así como la 
evolución de las prioridades estratégicas en la agenda de política exterior, en 
función de la naturaleza transitoria de la definición de las amenazas y del entorno 
de seguridad internacional. 
Asimismo, la definición de la UE como actor con unos objetivos, 
características, instrumentos y mecanismos institucionales precisos, nos 
permitirán aproximarnos por distintas vías a la política exterior y de seguridad 
europea. En este sentido, Tardy diferencia entre la noción de “seguridad en 
Europa”, que considera Europa como un espacio geográfico; o “seguridad de 
Europa”, como una entidad. A nosotros nos interesan las especificidades de la 
región que afectan a los patrones securitarios, y la replicación a nivel regional de 
las dinámicas de seguridad internacional. Por motivos de simplificación, en este 
trabajo nos referiremos indistintamente a la “seguridad europea” o a la “seguridad 
de la UE”, aunque dichos conceptos no son estrictamente similares, y puede 
generarse una cierta confusión al equiparar Europa con la UE, y por tanto 
marginar “a large portion of non-EU Europe”(Tardy 2009b). 
Por otra parte, en este trabajo no abordaremos el debate académico en 
torno a la definición de “Europa” en sí misma, qué es Europa en términos 
políticos, geográficos, históricos y culturales. Esta cuestión ha sido abordada en la 
 22 
 
 
 
 
literatura desde diferentes lentes teóricas, y no forma parte de los ejes prioritarios 
de nuestra investigación. No obstante, nos resulta importante remarcar que en 
nuestra visión, confluyendo con Tardy, subyace un enfoque complejo e 
incluyente, que tiene en cuenta aproximaciones materiales basadas en la geografía 
y el territorio, sociológicas que consideran Europa una construcción social, e 
insitucionales por conducto de la UE, concluyendo así que Europa “is at once an 
amalgam of three overlapping but not mutually exclusive notions: a territory, a 
social construct based on values and, possibly, an institution through the EU” 
(Tardy 2009b). 
3.1. Funcionalidad y enfoque introspectivo en la política exterior de la UE 
En esta sección abordaremos la tesis de la funcionalidad y el enfoque 
introspectivo de la Unión Europea, elementos fundamentales que rigen nuestro 
marco teórico, con la influencia de autores como Olsen, Bickerton y Chandler, 
referencias esenciales que inspiran nuestro enfoque de análisis. Al estudiar el 
porqué o la raison d’être de la política exterior europea tendremos en cuenta 
cómo el internacionalismo sirve a los intereses europeos, es decir, cómo la 
actuación en el exterior pudiera tener la función primordial de reforzar el interior. 
La política exterior podría contribuir de esta forma al proceso de integración 
interna, predominando los intereses domésticos del proceso de construcción e 
integración europea, quedando el impacto o la efectividad en los diversos ámbitos 
de proyección exterior en un segundo plano. 
La Unión Europea ha sido estudiada principalmente como un actor 
internacional sui generis cuyas capacidades y toma de decisiones se comparan por 
un lado, con las de los Estados particulares, y por otro lado, con las de otras 
organizaciones regionales e internacionales. Las características particulares 
derivan, para unos, del carácter incompleto de la Unión en su calidad de proceso 
político en continua transformación, desde la creación de las Comunidades 
Europeas hasta la actualidad, con los sucesivos procesos de ampliación, los 
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continuos cambios institucionales y la expansión de las competencias en las 
diferentes políticas; para otros, son tales características las que lo definen como 
una entidad diferente de un Estado-nación, generando un sistema político 
‘postmoderno’, ‘postnacional’ o ‘postwestfaliano’, que supera el sistema 
westfaliano basado en conceptos tradicionales de soberanía nacional y en el rol 
preponderante de los Estados (Lucarelli 2006, Tardy 2009b, Wagnsson, Sperling 
& Hallenberg 2009). El proceso de integración y el desarrollo progresivo en 
términos políticos y económicos de las distintas funciones de la UE como actor 
han constituido un corpus creciente de la literatura académica. 
Otro enfoque frecuente en el estudio de la UE ha situado el centro de 
interés en el campo de las relaciones internacionales, en el lugar que ocupa la UE 
en el sistema internacional. Es decir, se pasa de: “the agent-centred perspective of 
‘the EU as a global actor’ to the more systemic ‘international relations and the 
EU’” (Hill, Smith 2011). 
Podemos decir que el enfoque que estudia la UE como un actor global 
determinado por sus características peculiares realiza una observación del objeto 
de estudio hacia dentro (el proceso de integración interna), y que la perspectiva 
que analiza la UE como parte del sistema internacional observa el objeto desde 
fuera (como una unidad del sistema). Como expresa Hill, ambas aproximaciones 
presentan limitaciones: 
“the study of the European integration has tended 
to emphasize the distinctive nature of the Project, and thus 
inevitably to play down the ways in which it has been part 
of the broader development of international order (…) On 
the other hand, the literature of IR has not found it easy to 
accommodate the EU fully in its study of the international 
system, its processes, and its evolution (…)” (Hill, Smith 
2011). 
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Si bien, al igual que Hill y Smith, nosotros consideramos que es necesario 
combinar “an understanding of the EU’s internal character with an analysis of its 
international situation” (Hill, Smith 2011), nuestro principal eje de interés no se 
formula únicamente en cuanto a una interacción entre la UE y el sistema 
internacional, sino también como una interacción entre la UE y sus distintos 
componentes a la hora de actuar hacia fuera, ya que “internal agreement between 
European governments and Brussels-based institutions almost seems to have 
become an end in itself for EU foreign policy” (Youngs 2010). 
En este sentido compartimos la hipótesis de Bickerton en cuanto a que los 
objetivos y logros de la UE en el mundo son argumentos que ocupan un papel 
secundario en su política exterior: 
“Of primary importance is what its foreign 
policy means for the EU and its role in the 
integration process. The EU would perhaps be 
most appositely called an ‘introspective power’” 
(Bickerton 2011a). 
Es decir, adherimos al enfoque ‘introspectivo’ que defiende Bickerton, o al 
‘inward-looking approach’ desarrollado por Olsen a la hora de analizar las 
motivaciones que otorgan su propia razón de ser a la política exterior europea. No 
tratamos de proseguir el desarrollo de la línea de investigación sobre la UE 
centrada en la eficiencia de las acciones de ésta como actor global, al discrepar en 
la premisa previa que le sirve como base, a saber: 
“The problem with this approach is that it 
takes for granted the idea that the EU is primarily 
driven in its foreign policy by a concern with its 
impact on the rest of the world” (Bickerton 2011a). 
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En consecuencia, el análisis está impregnado del trabajo de dichas 
referencias teóricas fundamentales centradas en esta línea de investigación. Por un 
lado, el trabajo de Olsen desarrollado en torno a las relaciones de la Unión 
Europea con África Subsahariana en la pos Guerra Fría. Por otro lado, el trabajo 
de Bickerton sobre las funciones internas de la política exterior de la UE. Por 
último, el trabajo de Chandler en torno al nexo seguridad-desarrollo en la política 
exterior de la UE, que ha conllevado en la práctica la desvinculación de una 
estrategia política real o el nacimiento de lo que denomina la ‘anti-política 
exterior’. 
Olsen argumenta en distintos trabajos que los auténticos motivos de la UE 
para llevar a cabo políticas de promoción de la democracia y de respeto a los 
derechos humanos en África dependen en mayor medida de los “intereses de los 
donantes” que de las necesidades de los países receptores y de los cambios en el 
sistema internacional de la pos Guerra Fría (Olsen 1998). De la misma manera, el 
desarrollo de las operaciones de gestión de crisis en África Subsahariana 
respondería a la ambición (interna) de la UE de constituirse en un actor 
internacional relevante, y no tanto a una estrategia de finalización de las crisis 
(Olsen 2002). Este impulso de devenir un actor global relevante estaría detrás del 
desarrollo de la PESC y la PESD, y del auge de los instrumentos necesarios para 
la prevención de conflictos y la gestión de crisis en el periodo de la pos Guerra 
Fría (Olsen 2009b). 
“the development of an EU conflict management 
policy to a large extent is motivated by European concerns 
and European interests. Only secondly is it motivated by 
concerns for Africa” (Olsen 2009b). 
Si bien la UE ha buscado desde el final de la Guerra Fría una 
aproximación holística para su política exterior que integre los conceptos de 
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seguridad y desarrollo, Chandler sostiene que esta perspectiva ha significado en la 
práctica: 
“a retreat from strategic policy-making and 
a more inward-looking approach to foreign policy, 
more concerned with self-image than the policy 
consequences in the areas concerned” (Chandler 
2007). 
La formulación y adopción de las políticas no constituiría una respuesta 
coherente a la compleja realidad social sino “a wide range of contradictory policy 
statements that read more like rhetorical wish lists than seriously considered 
policy options”. De esta forma, la implementación de las políticas se aleja de un 
verdadero compromiso en el terreno, las declaraciones y la retórica institucionales 
se desvinculan de una estrategia política real y la consideración del éxito de las 
políticas se torna auto-referencial, relativo a la reorganización y coordinación de 
diferentes mecanismos institucionales (Chandler 2006). 
Entre las razones y motivaciones de los decisores políticos europeos a la 
hora de impulsar las iniciativas de política exterior y de seguridad hacia África 
que identifica Olsen, y que compartimos en el marco de la formulación de 
nuestras hipótesis, se encuentran las ambiciones de la UE como institución 
deseosa de implicarse en cuestiones de seguridad en África para evitar las 
eventuales consecuencias de los conflictos e inestabilidad en el continente, 
constituyendo África un terreno de prueba para diseñar nuevas políticas y formas 
de intervención. También el ansia de evolucionar y continuar las reflexiones 
políticas puestas en marcha durante la década de los años noventa, preocupaciones 
en el plano nacional, intereses de política exterior de determinados Estados 
miembros (en particular los antiguos poderes coloniales en África, Francia y 
Reino Unido), la voluntad de cooperar y reconciliar las posiciones a veces 
antagónicas de los Estados miembros en la escena internacional (con el caso 
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paradigmático de Irak, por ejemplo), y el anhelo de mejorar la imagen de la UE y 
realzar su perfil internacional. Estas razones responden a objetivos internos y 
deben ser entendidas “as reflecting internal EU priorities rather than as an 
expression of particular European security concerns in Africa”. No responden a un 
interés primario y primordial por las situaciones de conflicto en África, sino que 
las iniciativas “were launched for ‘domestic’ European reasons” (Olsen 2009a). 
En relación con la falta de una voluntad real de la UE de actuar en el 
ámbito de la seguridad en África se encuentra el discurso de los últimos años en 
torno al lema “problemas africanos, soluciones africanas”, que representaría una 
forma de huir de la responsabilidad ante las situaciones de crisis en África 
Subsahariana, evitando una participación militar europea e instando a la Unión 
Africana a hacerse cargo de la seguridad en el continente, aportando sus propias 
tropas: 
“the ambition to have Africans take over the 
responsibility for security in Africa is more an attempt to 
serve European interests and concerns, namely the wish 
not to be involved any more, rather than evidence of 
Europe taking care of ‘African interests’” (Olsen 2009a). 
Un enfoque ‘introspectivo’, orientado hacia los factores endógenos o 
preocupaciones internas europeas en lugar de hacia prioridades exógenas, es 
compartido por Bickerton en su análisis de las funciones internas  de la política 
exterior de la UE. 
“the main dynamics behind closer integration 
remain internal. In this respect, foreign and security policy 
is no different from other policy areas and should be 
studied as such. The turn towards foreign policy in 
European integration has thus more to do with the internal 
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dynamics of the EU than it has with the changing 
nature of international politics” (Bickerton 2011a). 
Las tres funciones expuestas por el autor remiten a distintos fundamentos y 
motivos. Por un lado (primera función), una razón fundamental de aplicar 
estrategias nacionales de los Estados miembros por otros medios, no en el sentido 
conocido de multiplicar la acción de los Estados miembros a través de la 
instrumentalización de la UE, sino en función de una lógica diferente, donde los 
Estados miembros delegan acciones indeseadas o complejas en materia de acción 
exterior a la UE, que actuaría como sustituta de las políticas nacionales 
justificando en muchos casos la no implicación de los Estados miembros, es decir, 
su voluntad de evitar comprometerse realmente en los escenarios de conflicto de 
la política internacional. 
En nuestro análisis, evidenciaremos esta primera función interna 
matizándola con la utilización de otros conceptos y referencias teóricas. 
Principalmente aplicaremos el término de “anti-política exterior” según la 
denominación de Chandler (Chandler 2007) y la voluntad de evitar una política de 
poder (‘power avoidance’), en palabras de Bickerton (Bickerton 2011a), con la 
influencia de Laïdi (Laïdi 2010) 
. La política exterior de la UE funcionaría como un mínimo común 
denominador, reduciendo las tensiones existentes entre las diferentes posiciones 
de los Estados miembros, y por tanto, reduciendo las consecuencias negativas de 
un posible choque o división entre los Estados, así como proveyendo una excusa 
para la inacción de los Estados miembros a nivel nacional, legitimando su falta de 
compromiso al ver delegada su acción en la política exterior de la UE, generando 
una menor implicación. 
Por otro lado, una segunda función se inserta en una lógica de luchas 
institucionales internas por la influencia, las competencias o el poder (o ‘turf 
wars’ (Bickerton 2011a)). Nosotros modificamos esta segunda función para 
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abordar los procesos de aprendizaje y adaptación de las instituciones que 
contribuyen a que la Unión Europea pueda salir de su rutina burocrática y genere 
mecanismos de innovación institucional. 
En este sentido, veremos hasta qué punto las dinámicas internas dominan 
la formulación e implementación de la política exterior y de seguridad de la 
Unión, de forma que, como defienden también Gibert y Bagoyoko (Bagoyoko, 
Gibert 2009), las dinámicas institucionales se hacen las protagonistas de un 
proceso que deja de estar centrado en las acciones en el terreno. Este proceso, que 
mira y revierte hacia dentro, reforzaría el desarrollo institucional en el seno de la 
Unión, resultando bueno para Europa y para sus propios intereses, quedando en 
segundo lugar la preocupación por África, que serviría en cierta medida como 
terreno de experimentación para la puesta en práctica de estas capacidades 
institucionales y constituiría un desafío securitario secundario (2009b, Olsen 
2009a). 
En términos más globales, este enfoque respondería, en función del 
pensamiento de Marriage que utilizamos para matizar la segunda función interna, 
a una lógica según la cual el Norte antepone sus preocupaciones e intereses a la 
realidad social o a las necesidades en el terreno. En nuestro ámbito de estudio, una 
característica fundamental de las políticas de desarrollo y seguridad (y la 
vinculación entre ambas) sería su construcción desde un discurso impregnado de 
intereses compartidos y preocupaciones comunes. Marriage se refiere a “the 
assertion of a commonality of interests”, en estrecha vinculación con “neoliberal 
notions of security based on consensus”. Los donantes buscan de esta forma el 
consenso con el Sur a la hora de promover sus políticas securitarias y de buen 
gobierno, aunque esta aproximación consensual puede desaparecer cuando los 
gobiernos del Sur no responden a las demandas del Norte de la forma deseada y 
voluntariamente. Cuando aparecen resistencias al cumplimiento o aceptación de 
una agenda de gobernanza (vid. infra tercera función), el enfoque colaborativo 
entre socios iguales desaparece, se genera un patrón de coerción y supervisión, o 
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bien se adaptan las agenda de desarrollo y gobernanza a las limitaciones derivadas 
del no cumplimiento de los principios liberales, acomodando la política del Norte 
y modificando la agenda de la ayuda. En el caso de África Subsahariana, y Sudán 
en particular, analizaremos pues las respuestas de coerción y las reacciones de 
adaptación institucional de la UE (Marriage 2013). 
Finalmente, la tercera función remite a la construcción de un rol y de una 
identidad europea en torno a un concepto particular de responsabilidad del ente 
político europeo en los asuntos internacionales, influenciado por los valores y 
principios ‘europeos’ expresados en la ambición normativa de la Unión como 
base ontológica. La proyección de la Unión más allá de sus fronteras conlleva el 
desarrollo de una interpretación más amplia del valor de la paz en un contexto 
global, supone la continuación del proceso de integración y contribuye a dar 
respuesta a la pregunta fundamental del porqué o raison d’être de la Unión, a la 
‘búsqueda de sentido’ (Bickerton 2011a) de la UE, o a su ‘finalidad política’ 
(Mérand 2008) 
El autor considera por ende que la política exterior y de seguridad de la UE 
deben comprenderse como un escalón más en el proceso de integración de la UE, 
y puede ser estudiada de forma diferente al enfoque tradicional centrado en los 
asuntos de la coherencia, el impacto o la eficacia, desde la óptica de las funciones 
internas de la política exterior y de seguridad, que de forma sintética serían las 
siguientes: 
“as the route for the pursuit of national 
strategies, as a location for inter-institutional turf 
wars within Europe, and as an occasion for 
identity-building within Europe” (Bickerton 
2011a). 
Nuestra pregunta de investigación, inserta dentro de un marco teórico en 
torno a la funcionalidad y al enfoque introspectivo de la UE, en base a las 
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observaciones realizadas y a la revisión de la literatura, nos permite argumentar 
que esta aproximación hacia dentro de la UE podría obedecer a dos objetivos 
interrelacionados. Por un lado el desarrollo de la narrativa de la UE como poder 
normativo bueno, como actor responsable en la esfera internacional. Este enfoque 
normativo es sin embargo difícil de trasladar a contextos políticos complejos 
como el que constituye nuestro estudio de caso, y se acompaña paradójicamente 
en última instancia de una desvinculación en el terreno, causada parcialmente por 
este posicionamiento normativo. Por otro lado, el objetivo de seguridad interior de 
la UE se alcanzaría por medio y gracias al desarrollo de la dimensión exterior de 
la UE como actor global. 
En el primer sentido, la auto-caracterización de la UE como un actor ético 
o responsable en su actuación internacional remite al debate desarrollado durante 
las últimas décadas sobre la consideración de la UE como un poder normativo. 
“The frequent demands for a strengthened global 
role, spiced up with references to responsibility, have 
often been intertwined with a positive, norm-based self-
image of the EU. Many Europeans truly believe the Union 
to be the world’s leading moral authority” (Vogt 2006). 
Además, el debate sobre el aspecto normativo se ha desarrollado a la par 
que la discusión académica en torno a los principios y valores que se sitúan en la 
base de la construcción de la identidad de la UE como actor global y que 
influencian el énfasis en la existencia de un comportamiento internacional 
característico derivado de la referencia a dichos valores y principios, como 
defienden algunos autores: 
“At various points, the EU and its member states 
have actively challenged the principles adopted by other 
international actors that are considered cornerstones of 
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foreign policy in the realist tradition, still 
predominant in most diplomatic circles” (Lucarelli 
2006). 
Los valores y principios que constituyen la identidad del proyecto de 
integración europea se encuentran representados en todos los tratados de la Unión, 
como la base desde la cual actuar hacia el exterior. En el artículo 2, párrafo 5 del 
Tratado de Lisboa, se afirma que en sus relaciones con el mundo: 
“la Unión afirmará y promoverá sus valores 
e intereses y contribuirá a la protección de sus 
ciudadanos. Contribuirá a la paz, la seguridad, el 
desarrollo sostenible del planeta, la solidaridad y el 
respeto mutuo entre los pueblos, el comercio libre 
y justo, la erradicación de la pobreza y la 
protección de los derechos humanos, especialmente 
los derechos del niño, así como al estricto respeto y 
al desarrollo del Derecho internacional, en 
particular el respeto de los principios de la Carta de 
las Naciones Unidas” (UE 2007).() 
También en otros documentos fundamentales que definen la posición de la 
UE en la política internacional, como  es la Estrategia de Seguridad Europea, se 
apela a los mismos valores y principios como guía en la proyección exterior de la 
UE: 
“La mejor protección para nuestra seguridad es un mundo de Estados 
democráticos bien gobernados. El mejor medio para consolidar el orden 
internacional es difundir el buen gobierno, apoyar las reformas políticas y 
sociales, combatir la corrupción y el abuso de poder, instaurar la supremacía de la 
ley y proteger los derechos humanos (…) La contribución a una mejor gobernanza 
mediante programas de asistencia, la imposición de condiciones y unas medidas 
 33 
 
 
 
 
comerciales específicas sigue siendo un elemento importante de nuestra política, 
que debemos reforzar aún más” (Consejo de la Unión Europea 2003b). 
En la discusión académica y política sobre la conceptualización de la UE 
como actor internacional y sobre su contribución a la gobernanza global, la 
academia ha otorgado tradicionalmente un papel fundamental al conjunto de 
principios y valores que sirven de base para la actuación de la UE y para la 
definición de su identidad y rol en el mundo (Bretherton, Vogler 2006, Mayer 
2009). 
Desde la perspectiva de la tesis de la funcionalidad y del enfoque 
introspectivo analizaremos algunos elementos de las narrativas de la UE como 
actor o potencia civil, normativa y responsable, para observar la articulación de 
determinados objetivos ‘internos’ en el discurso europeo, con ánimo de contribuir 
modestamente a la comprensión del tipo de poder que ejerce la UE en sus 
relaciones exteriores, elucidar su naturaleza política y comprender el porqué del 
desfase entre la retórica de la UE y su acción en los asuntos mundiales. 
La referencia a estos valores y principios suele considerarse “a 
transcendentally a priori category that hermetically gestates in contradistinction to 
the ‘outside world’” (Youngs 2010). De esta manera, los argumentos morales 
podrían servir como justificación para la acción exterior de la UE: 
“The Union of 27 is in search of a new sense of 
collective purpose and legitimacy and this, it appears, is to 
be found in foreign and security relations. This external 
role is articulated in a discourse of universal ethics which 
defines the EU as a ‘power for good’ and a ‘peacebuilder’ 
in the world. The acquisition of a military capability has 
gone hand in hand with an emphasis on the EU as a ‘force 
for good’, thereby justifying these new power capabilities 
in European foreign policy” (Aggestam 2008). 
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Es decir, podrían servir a una función interna legitimadora de la política 
exterior europea (Bickerton 2011b). El enfoque introspectivo se vería 
representado en la ambición de mantener un espacio europeo seguro y libre de 
amenazas mediante determinadas dimensiones de la política exterior. Es aquí 
donde entra en juego la definición de la UE como actor normativo que veremos 
posteriormente. El énfasis puesto por la UE en la difusión de los valores 
fundamentales que constituyen el buen gobierno, el Estado de derecho y el respeto 
de los derechos humanos sería una de las maneras de evitar la propagación de las 
amenazas que pudieran afectar a la seguridad interna de la UE. 
En su acción normativa, la UE pasaría de representar “a ‘power of 
attraction’ and a positive role model to proactively working to change the world in 
the direction of its vision of the ‘global common good’” (Aggestam 2008). En este 
sentido, en el caso del progresivo proceso de ampliación y en la Política Europea 
de Vecindad, la UE ha servido como modelo a la hora de prescribir la línea de 
conducta a seguir13, para garantizar de este modo la creación a su alrededor de un 
“círculo de países bien gobernados” (Comisión de las Comunidades Europeas 
2004) 
                                                 
13 La agenda normativa de la exportación de las normas y valores de la UE presenta 
ventajas indiscutibles para la Unión, pero los intereses estratégicos que motivan la acción europea 
han sido criticados por recaer en una aproximación predominantemente securitaria de las 
relaciones con los países vecinos, centrada en las ‘amenazas’, en lugar de favorecer una agenda 
estructural y transformadora (Dannreuther 2008). La aceptación de las normas y valores de la 
Unión a cambio del acceso al mercado interno es la forma de la UE de exportar su propio modelo 
de estabilidad sin abrirlo a los nuevos socios, generando tensiones en la aceptación de tales normas 
y alejando el proceso de la posibilidad de constituir una asociación compartida, exacerbando la 
asimetría de las relaciones(Casier 2010, Edwards 2009). Asimismo, la difuminación de las líneas 
divisorias entre las cuestiones de seguridad externa e interna ha condicionado la evolución de las 
relaciones euromediterráneas y de la formulación de las distintas políticas desde el final de la 
Guerra Fría. Los intereses securitarios han impregnado la asociación estratégica y la política de 
vecindad, generando un proceso asimétrico en el que la UE ve a los vecinos del sur no como 
socios igualitarios sino como fuente de posibles amenazas a la estabilidad europea, 
fundamentalmente en el terreno de la inmigración ilegal y del abastecimiento energético. Esta 
progresiva securitización de las políticas ha impedido el desarrollo del pleno potencial de la 
política europea de vecindad, al favorecer un enfoque limitado en lugar de una visión reformadora 
y estratégica hacia la región, que pudiera generar una mayor transformación política y económica.  
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, y este proceso ha sido reforzado por las instituciones y agencias europeas 
“that have seen in the externalization process a means to enhance their own 
role”(Rees 2009). 
En el caso de África Subsahariana, la proyección exterior de la UE no 
encuentra el mismo interés o incentivo que en el caso de la política de ampliación 
o la política de vecindad. Nos interesa por tanto analizar, parafraseando a Olsen 
(For the Good of Africa or Europe?), si la política exterior de la UE en el 
continente africano es buena para los terceros países y regiones, o si es buena para 
la propia Europa (Olsen 2009b). Es decir, nuestra investigación se articula en 
torno a una pregunta ‘¿por qué?’, para dar respuesta a un interrogante sobre las 
motivaciones, los propósitos y objetivos de la política exterior europea, tratando 
de averiguar el núcleo central de su interés en función de nuestra hipótesis 
introspectiva o hacia dentro; y en menor medida nuestra perspectiva abarca una 
pregunta ‘¿cómo?’ que acometería el estudio de los medios y no de los fines. 
Intentamos así paliar un vacío en la literatura, excesivamente centrada en la 
adquisición de capacidades y en el desarrollo de nuevos instrumentos: 
“Existing work has focused excessively on the 
development of CFSP- and CSDP-related institutions and 
on the development of military and civilian capabilities. 
The mystery, however, of why the EU still seems to punch 
below its weight in foreign and security policy remains far 
from being solved” (Bickerton 2011a). 
“there is underdeveloped awareness and 
understanding as to why the EU or individual European 
states should play a larger globe role and why they would 
take on responsibilities that include military engagement 
and individual risks to soldiers” (Mayer 2009). 
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La corriente que ha dominado la evaluación y los progresos de la política 
exterior europea ha tenido como referente la conceptualización realizada por 
Christopher Hill en su influyente artículo de 1993 en torno al “capability-
expectations gap”(Hill 1993) , es decir la brecha existente entre lo que la 
Comunidad Europea dice que va a hacer y lo que es capaz realmente de hacer en 
función de sus capacidades en materia de política exterior, o bien la discrepancia 
entre la retórica y la acción. 
Esta conceptualización se ha visto acompañada de otra aproximación 
principal que alude a la falta de voluntad política como variable explicativa de los 
fracasos de la UE en la (no) aplicación de su política exterior. La ausencia de 
voluntad política estaría directamente relacionada con la naturaleza 
intergubernamental de las actividades del anteriormente denominado segundo 
pilar. Es decir, la consecuencia directa de la estructura del Consejo de ministros 
de la UE, formado por Estados miembros que ostentan su soberanía en materia de 
política exterior, y de la regla de la unanimidad o el poder de veto de los mismos, 
significa que para avanzar en asuntos exteriores se requiere un consenso que es 
difícil de conseguir, al depender de intereses nacionales diversos que pueden 
mostrarse incompatibles. Es por este motivo que el debate sobre el gap entre las 
expectativas y las capacidades ha sido ampliado mediante la conceptualización 
relativa al “consensus-expectations gap” (Toje 2010). 
Estos conceptos resultan de utilidad teórica y pragmática para la 
explicación o justificación de los fracasos y las deficiencias de la política exterior 
de la UE, en términos de capacidades limitadas, de ausencia de voluntad política o 
de falta de consenso entre los Estados miembros de la Unión. Pero en función del 
marco teórico que utilizamos y de las preguntas de investigación que guían 
nuestro análisis de la política exterior europea, estos conceptos no dan respuesta a 
nuestras preguntas, sino que orbitan alrededor de una aproximación cuyo foco es 
la eficacia de las políticas. 
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Nuestro objetivo es mirar en otra dirección, y buscar los elementos que 
definen la esencia misma de la brecha entre las expectativas y las capacidades, así 
como entre el consenso de los EEMM y las expectativas. Es decir, encontrar las 
motivaciones que justifican la existencia de esos gaps, en lugar de analizar las 
consecuencias derivadas de su existencia, haciendo pivotar de esta manera el eje 
de la investigación desde una posición que podríamos denominar a posteriori, a 
una óptica a priori, anterior a la implementación. 
“If it is true that the EU regularly falls short of 
everyone’s expectation then it may be that – counter-
intuitive as this may sound – being an effective 
international actor is not in fact the main purpose of 
foreign and security policy cooperation” (Bickerton 
2011a). 
Nuestra hipótesis sería por tanto que las acciones y políticas en materia 
exterior (en el ámbito de la seguridad y el desarrollo) no dependen tanto de la 
situación ‘en el exterior’, sino de la situación y las consecuencias ‘en el interior’. 
Es decir, son las motivaciones de la UE hacia dentro, hacia sí misma, las que 
condicionan la política exterior. Son los intereses europeos los que priman, por 
delante de las situaciones específicas a las que se decide reaccionar, como 
desarrolla Olsen en su trabajo sobre las relaciones de la UE con el continente 
africano. Y son también el fruto de la naturaleza del actor UE en sí mismo, como 
arguye Bickerton, en su consideración limitada del orden político en el que se 
engarza la política exterior europea. 
Olsen argumenta que el objetivo de constituirse en un actor internacional 
es en sí misma la motivación de desarrollar los instrumentos de gestión de crisis, 
por encima de la realización efectiva de este objetivo: 
“There is an old interest in establishing the EU as 
an international actor in its own right. Decision makers 
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within the EU consider conflict management as an 
adequate means to take care of European interests 
in becoming an international actor” (Olsen 2009b). 
Bickerton, por su parte, considera que la razón explicativa fundamental 
recae en la naturaleza misma de la UE y su carácter político incompleto: 
“a major limitation in the emergence of the 
EU as an international actor lies not in institutions 
or military capabilities but in the political limits 
faced by the nature of the EU itself. Neither 
chance, oversight nor the sheer infancy of the EU’s 
foreign policy explains the incessant introspection 
that characterizes EU foreign policy. This 
introspection is a structural product of the 
fragmented and incomplete political order within 
which EU foreign policy is made (…)” (Bickerton 
2011a). 
Las declaraciones políticas de intenciones de la UE se acompañarían de la 
falta de compromiso en la formulación seria de políticas en las regiones de interés. 
Más que la en ocasiones criticada falta de voluntad política estaríamos hablando 
de la falta de un enfoque político y de una estrategia o marco político que 
pudieran dirigir las acciones hacia fines políticos. Más allá del vacío entre el 
discurso y la práctica de la institución, la discusión se centra en el gap entre la 
retórica política y los intereses políticos: lo que Chandler ha denominado la anti-
política exterior. Ante la ausencia de una estrategia política clara, nos 
encontramos con acciones y reacciones ad hoc a distintos acontecimientos de 
forma más o menos urgente, lo cual se manifiesta en el deseo de diluir la 
responsabilidad y en el rechazo de marcos de acción dirigidos por objetivos 
concretos (Chandler 2007). 
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En la presente tesis tratamos de desarrollar un argumento con dos ramas 
interrelacionadas. Por un lado, como hemos visto, la construcción y 
conceptualización del papel de la UE como actor internacional responde a un 
enfoque introspectivo, en el cual, los motivos internos se muestran como el motor 
y el origen del desarrollo de las acciones hacia el exterior (analizaremos 
fundamentalmente el ámbito de la seguridad y el desarrollo). También, en sentido 
inverso, nos interesa observar cuáles son las consecuencias internas de la política 
exterior de la UE, es decir, cuáles son los efectos domésticos de la política 
exterior que inciden en la construcción de la propia naturaleza política del actor 
UE. Nos situamos así en una posición de feedback circular, en la cual la UE es a 
la vez el origen y el receptor, en virtud de “the ‘domestic’ repercussions of the 
EU’s international stance on the European polity-building process at large” 
(Lucarelli 2008). 
En síntesis, nuestro interés gira en torno a dos orientaciones principales: el 
porqué de la actuación internacional de la UE, qué factores determinan la política 
exterior, ilustrado mediante el estudio de caso de Sudán; y cómo ese rol 
internacional remodela a la propia Unión, mediante un proceso de aprendizaje e 
innovación institucional que hacen que la UE salga de su rutina burocrática, 
reafirmando el el carácter ‘introspectivo’ de la UE, manifiesto en el ‘inward-
looking approach’ de Olsen y Chandler, en la tesis de la funcionalidad de 
Bickerton, y en los mecanismos de  adaptación de la agenda de gobernanza de 
Marriage. 
Por otro lado, la formulación de la política exterior europea contribuye a 
un proceso más amplio de legitimación y formación de una identidad particular de 
la UE. En este sentido, la caracterización del actor internacional UE como 
potencia civil, potencia normativa o potencia responsable (y su acción holística 
más recientemente) surge, en distintas etapas históricas, como un auto-discurso 
dominante que puede resultarnos fundamental para comprender la evolución y la 
justificación de la política exterior europea y de su imagen internacional. Existen 
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por tanto razones internas que motivan el desarrollo de este discurso, y a su vez, la 
relevancia que adquieren esos términos y su propagación tienen un impacto en los 
procesos de construcción de la identidad de la UE y en la legitimación de un papel 
internacional determinado. 
Nos situamos por tanto de nuevo en una posición de feedback circular, 
donde la UE es de nuevo el origen (cuáles son las razones por las que surge el 
discurso en torno a esas nociones) y el receptor (cuál es el impacto en el interior, 
cuáles son las funciones legitimadoras que contribuyen a la formación de una 
identidad concreta para la UE), en virtud de la manera en que la política exterior 
contribuye a modelar los procesos de construcción de identidad en la UE. 
“The link between legitimacy and political 
identity in the EU can be best understood as a 
problem: why should there be one actor (or, more 
philosophically, one subject), the EU, seeking 
legitimacy for its actions? Only when people come 
to find that staying united is at the same time 
convenient for their wellbeing and relevant to their 
image of collective life can a new polity reach the 
critical point of acceptance. In other words, they 
would then find that decisions concerning ultimate 
issues such as peace or war, openness or closure 
towards the rest of the world, social solidarity or 
deregulated competition should not be left to the 
veto power of national governments, or the 
dynamics of globalization, but rather made within 
the new polity, whatever (federal, semi-federal, 
multilevel, etc.) method of government this may 
have chosen” (Cerutti 2008). 
 41 
 
 
 
 
 
3.2. Acción exterior en situaciones de crisis en África Subsahariana 
El nuevo orden global establecido en la pos Guerra Fría, junto con la 
violencia interna desatada en África, ha visto un aumento exponencial de la 
implicación internacional en los procesos de construcción del Estado en África, de 
manera diferente a las intervenciones de las épocas anteriores, para intentar lograr 
una estabilidad política en el Sur y para frenar las condiciones de inseguridad, 
mediante la proliferación de iniciativas humanitarias y la promoción de acuerdos 
de paz de corte liberal. 
Una de las consecuencias de la debilidad de los Estados en el Sur es su 
vulnerabilidad ante la intervención exterior, lo cual se ve acentuado en el caso 
eventual de poseer recursos naturales de interés o al estar situados en posiciones 
de importancia estratégica (Buzan 1983). Los países occidentales, desde el final 
de la Guerra Fría, y más acentuadamente desde los ataques del 11 de septiembre 
de 2001, pretenden contribuir a la transformación, estabilización y gobernanza de 
los Estados africanos. Este proceso de construcción estatal (statebuilding) es parte 
inherente del proceso de construcción de la paz (peacebuilding) fomentado por el 
Norte, y podríamos decir que es la parte más importante del proyecto liberal al 
afectar al concepto crucial de soberanía. La aproximación basada en la idea de la 
paz liberal o democrática se ha desarrollado desde el final de la Guerra Fría, en 
relación estrecha con la proliferación de los conflictos africanos. 
Ya en 1976 Clapham advertía de la dificultad “of reconciling the formal 
liberal democratic rules bequeathed by the colonial power with the authoritarian 
ones likewise inherent in the colonial tradition” (Clapham 1976). Si bien la 
implicación e intervención internacional en África no es un fenómeno novedoso, 
sí lo es la proliferación de iniciativas de construcción de la paz desde el final de la 
Guerra Fría, las cuales constituyen una respuesta a los conflictos y a la fragilidad 
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del Estado africano inserta en un marco normativo. El objetivo de las misiones de 
construcción de la paz durante la década de los años noventa era la liberalización 
en el seno de los países que habían atravesado por un periodo de conflicto interno, 
para así crear las condiciones que favorecieran la democratización en la arena 
política y la integración en una economía de mercado (liberalización en el terreno 
político y económico), con el objetivo de sentar las bases de una paz duradera 
(gestión y resolución de conflictos) (Paris 2004, Duffield 2001). Las 
intervenciones liberales constituirían “the most prominent pattern in contemporary 
internationally supported peacemaking”, otrorgando una preponderancia a la 
agenda de seguridad: 
“the types of activity found in the majority 
of interventions tend to coalesce around security 
and statebuilding agendas” (Mac Ginty 2011). 
El término ‘peacebuilding’ se ha situado en el centro del debate académico 
en el campo de la gestión y resolución de conflictos, siendo uno de los aspectos 
más criticados del enfoque de la paz liberal la naturaleza normativa de su 
aplicación, en otras palabras, “a wholesale top-down imposition of an only 
putatively universal liberal model” (Richmond 2010a). La ‘imposición’ del 
proyecto de paz liberal estaría en relación con los intereses movilizados por las 
intervenciones para las potencias del Norte o para las organizaciones 
internacionales que realizan operaciones de construcción y consolidación de la 
paz. La justificación del liberalismo puede reflejar de esta forma los intereses de 
las potencias en los Estados que salen de una situación de guerra civil o conflicto 
violento, o bien, los intereses ideológicos o internacionales (Mac Ginty 2011). 
En consecuencia, el Estado africano, su soberanía, y la sociedad local se 
ven inmersos en un proceso en el que Occidente les exporta su visión normativa y 
los considera como parte de un contexto global de inseguridad. Es decir, los 
Estados del Sur se perciben en relación con la necesidad de velar por los intereses 
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nacionales de los países del Norte, y desde un punto de vista estratégico 
supeditado a los imperativos de seguridad, tanto para el Sur como para la 
seguridad internacional en general (Duffield 2001). Este enfoque responde a una 
lógica realista de las relaciones internacionales, en las que el Norte prioriza sus 
preocupaciones e intereses securitarios y percibe las situaciones en el Sur como 
amenazas a las que hay que hacer frente para evitar sus efectos perniciosos 
(Marriage 2013). 
Este aspecto tiene consecuencias de importante calado para nuestro 
análisis de la situación política en Sudán y de las motivaciones de la intervención 
de la UE en el país.14 En este sentido, trataremos de analizar cómo la situación en 
Sudán se ha convertido para la UE en un objeto comprendido y analizado desde el 
punto de vista de la seguridad fundamentalmente o desde otros ángulos de 
análisis.  El tratamiento del dossier sudanés desde un punto de vista 
principalmente securitario condicionará la definición de las políticas europeas 
desde este ángulo, tanto las políticas orientadas a la gestión de crisis como las 
políticas de ayuda. Veremos entonces la lógica que subyace a la formulación de 
las diferentes políticas europeas en Sudán, aproximándonos a su adaptación al 
complejo escenario político sudanés y al contexto regional, y a su contribución al 
proceso endógeno de construcción institucional. 
Los límites de la aproximación liberal para la resolución de los conflictos 
africanos se hacen patentes al observar la situación política en gran parte del 
continente africano. Existen múltiples análisis en la academia que dan cuenta de 
estas deficiencias, critican el enfoque liberal al considerarlo un proyecto 
hegemónico y universalista, o proponen soluciones alternativas (Mac Ginty 2011, 
Duffield 2007, Pugh, Cooper & Turner 2008, Richmond 2008, Richmond 2010b). 
Una de las limitaciones que pretendemos superar en esta tesis es la visión a 
corto plazo que acompaña a los procesos de construcción de la paz liberal, tanto 
                                                 
14 Sudán como parte de la política exterior europea hacia la ‘lejana periferia’. 
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en la práctica como en la literatura, donde el enfoque se centra y agota en la etapa 
posterior al conflicto. Por el contrario, en nuestro estudio de caso, abordamos el 
extenso periodo desde 1956 hasta 2011, lo cual nos permite elucidar rasgos de 
continuidad y discontinuidad, identificando momentos cruciales en la historia 
sudanesa. La presentación simultánea en el caso de Sudán de diferentes guerras, 
los antecedentes históricos del colonialismo y la importancia estratégica del 
contexto regional contribuyen a la elaboración de un análisis dinámico y 
heterogéneo que encara los cambios políticos y las transformaciones globales en 
un periodo histórico amplio. De esta forma pretendemos realizar una aportación 
significativa a los estudios europeos y de seguridad, generando nuevas 
perspectivas que integran las distintas fases de la implicación internacional  de la 
UE en el continente africano, examinando las bases políticas, acciones y 
perspectivas en las distintas coyunturas que se revelan en el estudio de Sudán. 
Además, debemos tener en cuenta que la violencia desatada en las guerras 
civiles del Sur desemboca en el Norte en el auge de las intervenciones 
internacionales para terminar los conflictos, pero también en la invocación de una 
responsabilidad u obligación ante la tragedia humana de la población civil que es 
víctima de la violencia. Es decir, que acudimos simultáneamente a un “revival of 
liberal internationalism”, a la emergencia  de una norma de “humanitarian 
intervention” y a la promoción del “associated concept of human security” 
(Dannreuther 2007). En este sentido estudiaremos las medidas de gestión de crisis 
y de provisión de ayuda promovidas por la UE en Sudán, en cuanto a las causas 
que las motivan y las claves que las modulan. Veremos el grado de  influencia del 
enfoque normativo ‘típicamente’ europeo, en el que se invocan los valores 
fundacionales que subyacen en la base de la construcción europea citados al 
comienzo de todos los tratados constitutivos de la UE, la dignidad humana, 
libertad, democracia, igualdad, Estado de Derecho y respeto de los derechos 
humanos. 
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La porosidad y artificialidad de las fronteras trazadas durante el proceso de 
descolonización es un factor importante que explica la rapidez con que algunos 
conflictos internos traspasan las fronteras y afectan a la estabilidad regional. La 
inseguridad generada por estos conflictos favorece la justificación de la 
intervención humanitaria de los poderes externos. La visión del Estado en el 
Tercer Mundo como un ente que no protege a la población ni provee los servicios 
básicos necesarios, sino que constituye en algunos casos la amenaza para su 
propia población, favorece la justificación para que la comunidad internacional se 
erija en protector o proveedor de esas poblaciones.15 Se favorece un enfoque 
centrado en el individuo, el cual se constituye en el objeto de referencia de la 
seguridad (seguridad humana), acentuando la necesidad de intervenir por un 
imperativo humanitario y de promover una serie de valores y principios 
‘universales’. Sin embargo, esto parece contradictorio con el proceso de 
construcción del Estado en África: 
“If insecurity in the Third World has been mutually 
constituted by the historical relationship to the West, then 
                                                 
15 El culmen del desarrollo de esta visión lo representaría el concepto de la 
responsabilidad de proteger (R2P). La Responsabilidad de proteger es la responsabilidad de los 
Estados, y cuando ellos fallan, la responsabilidad de la Comunidad Internacional, para proteger a 
los civiles de los crímenes atroces masivos. Cuando una población está sufriendo gravemente 
como resultado de una guerra interna, insurgencia, represión o debilidad del Estado, y el Estado en 
cuestión es incapaz o carece de la voluntad de evitarlo, entonces el Principio de no intervención  se 
doblega ante la responsabilidad internacional de proteger. Dentro de este concepto se encuentran 
tres tipos de responsabilidad: la responsabilidad de prevenir, de reaccionar y de reconstruir. Según 
el informe del ICISS, una intervención militar con la función de proteger es una medida 
excepcional y extraordinaria. Tiene que haber un daño serio e irreparable en curso contra una 
población; sea una matanza masiva, con intento genocida o no, resultado de la acción del Estado o 
de su negligencia o incapacidad para actuar, o la situación de un Estado fallido; sea un proceso de 
limpieza étnica a gran escala, mediante asesinatos, expulsión, actos de terror o violación. El 
propósito principal de llevar a cabo la intervención militar debe ser evitar el sufrimiento humano 
(“right intention”). Debe ser una medida a tomar cuando todas las acciones no militares para 
prevenir o resolver la crisis de forma pacífica han fracasado. Los medios empleados deben ser los 
mínimos necesarios y debe existir una prospectiva positiva, es decir, posibilidades de éxito de la 
intervención militar; en otras palabras, que el hecho de intervenir no sea peor que no haber 
intervenido. Por otro lado, se considera que el órgano más apropiado para autorizar una 
intervención militar con el propósito de proteger a los seres humanos es el Consejo de Seguridad 
de Naciones Unidas (“right authority”); y que los cinco miembros permanentes del Consejo no 
deberían esgrimir su poder de veto, en materias en las que los intereses vitales de su Estado no 
están implicados, para obstruir las Resoluciones al respecto (Evans, Sahnoun 2001). 
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serious questions have to be raised about 
contemporary practice and the extent to which the 
international community is transforming or 
reproducing existing hierarchies of power” (Fierke 
2007). 
El desarrollo de la literatura en torno al concepto de paz liberal se ha visto 
acompañado por el desarrollo de la tesis de la guerra liberal, es decir, que la paz 
liberal puede implicar la guerra (liberal) si los gobiernos del Sur no aceptan los 
términos del proyecto de paz liberal. Esta tesis torna más complejo el debate 
académico y la implementación de las medidas en el terreno, teniendo en cuenta 
cómo la situación en el nuevo milenio es más complicada y se muestra diferente a 
los desarrollos observados durante los primeros años de la pos Guerra Fría en los 
años noventa. 
Las políticas de desarrollo y de seguridad se construyen desde un discurso 
impregnado de intereses compartidos y preocupaciones comunes (“commonality 
of interests”). Los donantes buscan el consenso con el Sur a la hora de promover 
sus políticas securitarias y de buen gobierno, pero esta aproximación consensual 
desaparece cuando los gobiernos del Sur no acatan o se resisten a las demandas de 
la agenda del Norte (Marriage 2013). 
Este enfoque ha sido desarrollado por la UE mediante el concepto de 
‘partnership’ (asociación o partenariado), y fomenta un enfoque común Norte-Sur 
siempre y cuando no se sobrepasen los límites marcados por el Norte, que son los 
responsables de la formulación de tales políticas comunes. En el caso de no 
cumplimiento de las cláusulas de gobernanza establecidas por el Norte, como ha 
ocurrido en el caso particular de Sudán, entonces la UE dispone de mecanismos 
para reaccionar a esta falta de respuesta, de alternativas y de la posibilidad de 
modificar el enfoque compartido de ‘asociación’ o enfoque consensual. 
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“While donor governments can adapt their 
governance and development agenda to failure, they 
cannot abandon their security concerns. A critical 
perspective casts light on how, in the face of southern 
intransigence, accommodation is reached that does not 
compromise northern security” (Marriage 2013). 
Asimismo, desde el 11 de septiembre la percepción de la amenaza 
procedente del Sur se ha exacerbado y ha impregnado los discursos políticos de 
las potencias del Norte. Una de las consecuencias de los ataques del 11 de 
septiembre ha sido la primacía de los objetivos estratégicos (contra-terroristas) 
sobre los humanitarios en la Guerra contra el Terror declarada por los EEUU, y la 
reafirmación del unilateralismo a la hora de intervenir frente a amenazas 
terroristas a lo largo del mundo (Farer 2003). No obstante, el coste de las 
intervenciones a nivel interno y externo, y la percepción negativa de las acciones 
unilaterales de los EEUU han hecho que se fomenten también ciertos objetivos 
humanitarios junto a los objetivos estratégicos y operacionales. La Guerra contra 
el Terror ha puesto en primera línea de interés a los Estados débiles o fallidos, a 
los cuales se les ha otorgado una importancia estratégica fundamental: 
“Danger, it seemed to say, can incubate in remote 
places where central authority is weak and permeable 
and/or inspired by values deeply inimical to those of the 
neo-liberal world. Where the state is weak and the society 
torn by conflict, groups with transnational terrorist 
agendas can rent safe havens where they can plan, recruit, 
train, and hide following an operation” (Farer 2003). 
En nuestro estudio de caso intentaremos esclarecer las motivaciones e 
intereses que influyen en la intervención europea en Sudán, centrando nuestro 
interés principalmente en la guerra civil entre el Norte y el Sur de Sudán, y en el 
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conflicto de Darfur, en la región occidental. La comunidad internacional ha 
movilizado mecanismos de tratamiento y resolución de estos dos conflictos de 
naturaleza muy diferente, debido a su particular desarrollo y a las diferentes 
implicaciones regionales y globales. 
4. Revisión de la literatura sobre las principales narrativas del 
poder europeo 
En este epígrafe estudiamos la difícil conceptualización de la UE como 
actor internacional, y su caracterización como una potencia civil, como una 
potencia normativa, y la búsqueda de una nueva narrativa que se expresará en la 
afirmación de un enfoque integral que define a la UE como un actor holístico, 
fundamentalmente en el ámbito de la política exterior y de seguridad. Veremos el 
debate académico sobre la naturaleza política de la Unión, la forja de una 
identidad específica y sus funciones legitimadoras. 
Para ello, repasaremos brevemente la genealogía del proceso de 
integración europea, con el objetivo de analizar el discurso sobre el actor 
internacional UE elaborado en las diferentes etapas históricas, durante la Guerra 
Fría (potencia civil), en los años noventa (potencia normativa), y a partir de 2001-
2001 (en relación con el enfoque integral).  El discurso promueve una 
determinada identidad internacional de la Unión, que nosotros relacionaremos con 
las motivaciones internas y las funciones políticas de la política exterior. 
La política exterior europea ha sido un objeto de estudio recurrente para 
las disciplinas de la ciencia política y de las relaciones internacionales durante los 
últimos años, en particular desde el final de la Guerra Fría. Las dificultades a la 
hora de definir el actor particular o sui generis que constituye la Unión Europea, y 
la polémica en torno a ‘la naturaleza de la bestia’, es decir, en relación con la 
identidad colectiva de la Unión y su papel en los asuntos internacionales 
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(Bretherton, Vogler 2006) han centrado gran parte del debate académico, junto a 
las discusiones en torno a la aplicación, el impacto, la coherencia y la eficacia de 
la política exterior europea en sus diferentes ámbitos de actuación. 
Si bien durante los años de la Guerra Fría, la literatura académica estaba 
principalmente centrada en el proceso de integración y en sus diferentes 
dimensiones, a partir de la década de los años noventa acudimos a un crecimiento 
exponencial de la investigación en torno al desarrollo de la política exterior 
europea y a las modalidades en que la UE formula y lleva a cabo sus relaciones 
internacionales (Bretherton, Vogler 2006, Hill, Smith 2011, Allen, Smith 1990, 
Smith 2002, Carlsnaes, Sjursen & White 2004, Elgström, Smith 2006, Telò 2006, 
Keukeleire, MacNaughtan 2008). 
Uno de los debates académicos sobre la UE más desarrollados desde el 
final de la Guerra Fría está en relación con la caracterización y definición de la 
UE como actor internacional, siendo su rol en la arena internacional analizado 
desde distintos puntos de vista que remiten por un lado a las competencias 
tradicionales de los Estados-nación, y por otro lado, a la particularidad y 
características únicas del actor ‘sui generis’ que constituye la UE. 
 En esta última línea de pensamiento, nos encontramos con una visión de 
la UE que remite a diferentes consideraciones y etiquetas, incluyendo, entre las 
más extendidas, la UE como una potencia civil (Duchêne 1972, Duchêne 1973) 
, como un poder normativo (Manners 2002), como un softpower (Nye 
2004a, 2004b), como un imperio neomedieval (Zielonka 2006)(Mayer, Vogt 
2006), como un actor responsable-moral (Mayer, Vogt 2006), o como un actor 
posmoderno o postwestfaliano (Wagnsson, Sperling & Hallenberg 2009). 
La lista de los adjetivos aplicables a la UE parece infinita: La UE como 
actor neoliberal (van Apeldoorn, Drahokoupil & Horn 2008), la UE como un 
poder pequeño (Toje 2010), como un poder en potencia (Majone 2009), un poder 
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ambiguo (Gasteyger 1997), e incluso una potencia metrosexual (July/August 
2004), por no citar que unos cuantos. 
Una de las visiones que tiene y promueve la Unión Europea sobre sí 
misma es la de un actor civil que actúa, en función de los principios y valores que 
le sirven de base, como un poder bueno con una base moral que promueve la 
propagación de sus normas y acepta sus responsabilidades en un mundo 
globalizado (Vogt 2006, Mayer 2009). 
Esta visión corresponde con la que Manners denomina la “Europa 
cosmopolita”, en contraposición con la “Europa estatal” (énfasis en los EEMM) o 
la “Europa supranacional” (énfasis en la Unión), una imagen de sí misma como 
una unión de pueblos bajo la estela del ideal cosmopolita y universal. Beck 
considera que esta imagen responde a las contingencias de un periodo histórico 
preciso: 
“Cosmopolitan Europe was consciously 
conceived and launched after the Second World 
War as the political antithesis to a nationalistic 
Europe and the physical and moral devastation that 
had emerged from it. Cosmopolitan Europe was 
founded as something that struggles morally, 
politically, historically, and economically for 
reconciliation” (Beck 2003). 
El debate más prolífico durante la última década en relación a la naturaleza 
del actor UE ha sido el debate sobre el enfoque normativo, iniciado por Manners 
en 2002. Esta aproximación, evolución del concepto de potencia civil, subyace de 
una u otra manera en multitud de las distintas etiquetas que adjetivan al actor UE 
y ha permitido la construcción de un aura o fuente de legitimidad para la acción 
exterior de la UE y para su papel global como poder normativo. Uno de los 
problemas de esta autopercepción es su carácter eurocéntrico e introspectivo: “it is 
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essentially an inside-out perspective” y generalizador: “the basic assumption tends 
to be that “what is good for Europe must be good for the world” (Mayer 2009). 
La cualidad legitimadora del enfoque normativo manifiesta un carácter 
subjetivo debido a la inespecificidad de las fuentes de legitimidad en el caso de las 
propias normas europeas, lo cual provoca una situación paradójica que Bickerton 
enuncia de la siguiente manera: “From being a source of legitimacy, Normative 
Power Europe is today in search of its own legitimacy” (Bickerton 2011b). 
El aspecto que más nos interesa es el carácter introspectivo de la UE, las 
funciones internas a la hora de construir su política exterior, y su identidad como 
actor internacional. En consecuencia, nos aproximaremos a la dimensión 
normativa de la UE en cuanto a sus connotaciones hacia dentro, para de esta 
forma reflejar los elementos internos que condicionan la construcción hacia fuera 
(en contraposición con los elementos externos). 
Hemos enunciado dos narrativas fundamentales en la construcción del 
actor internacional UE: potencia civil y potencia normativa. Desarrollaremos su 
génesis en función del contexto histórico-político que condiciona su origen, para 
poder identificar sus efectos en el proceso político de construcción europea y la 
manera en la cual otorga a la UE un rol internacional determinado. 
Nos interesa estudiar cómo se origina la conceptualización del papel 
internacional de la UE, es decir, cómo emerge un discurso en torno al rol de la UE 
en el mundo, para analizar el proceso de construcción de una identidad particular 
del actor UE y de los objetivos e intereses que van a guiar su acción en materia 
exterior, o bien, la relación entre la naturaleza política de la UE y su actuación 
internacional. 
Nuestro objetivo consiste en analizar desde una perspectiva histórica el 
origen de la política exterior europea, los antecedentes y el bagaje histórico desde 
el nacimiento de las Comunidades Europeas en el periodo posterior a la Segunda 
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Guerra Mundial. Las condiciones históricas particulares de cada periodo histórico 
pueden permitirnos observar las reacciones y adaptaciones de la UE a las 
diferentes contingencias históricas, los condicionantes específicos que incentivan 
el movimiento en una dirección u en otra, y la génesis de un discurso que 
identifica al actor UE con una identidad y funciones políticas determinadas. 
La unicidad de la UE puede ser función de los instrumentos utilizados, de 
la aproximación multilateral, o de la construcción institucional (Elgström, Smith 
2006, Aldecoa Luzárraga, Guinea Llorente 2010) 
. La genuinidad del actor UE parece derivar, según otros autores, tanto de 
sus objetivos como de sus valores y principios ‘universales’ (Manners 2002, 
2006). 
Veremos el marco general de la política exterior europea tras la Segunda 
Guerra Mundial, para analizar el rol de dichos valores y principios, y cómo 
contribuyen a la creación de una identidad determinada para el incipiente actor 
político europeo. Es decir, intentaremos establecer la relación del discurso con 
una identidad específica y unos intereses de la política exterior. 
4.1. El origen de la UE como potencia civil 
En esta sección tratamos los objetivos originarios del proceso de 
integración europea, insertos en el discurso de la paz como finalidad última y 
motivación fundamental de Europa, después de las tragedias que supusieron las 
dos Guerras Mundiales que asolaron el continente. 
En un principio, el carácter único del actor europeo se enunció en términos 
de “potencia civil” (Duchêne 1972, 1973) 
. Los padres fundadores de la UE aspiraban a ser reconocidos por la 
sociedad internacional como un poder peculiar, una potencia civil, y la difusión de 
este discurso en círculos políticos y académicos ha traído consigo consecuencias 
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importantes en la definición de la política exterior hasta nuestros días, y en la 
estructuración de unos roles internacionales determinados. 
La Declaración Schuman del 9 de mayo de 1950, cinco años posterior al 
final de la Segunda Guerra Mundial que había devastado Europa, representa el 
pistoletazo de salida al proceso de integración europea, con el objetivo de 
mantener la paz y evitar más destrucción, mediante la cooperación a nivel 
supranacional en el ámbito de la producción del carbón y el acero, materias 
primas fundamentales para la industria armamentística, para superar “la oposición 
secular entre Francia y Alemania” y sentar las “bases comunes de desarrollo 
económico, primera etapa de la federación europea” . De esta forma, la 
motivación en la base del proceso de construcción de una comunidad europea es 
la preservación de la paz, es decir, el comienzo de un proceso de integración que 
evite la posibilidad de una nueva guerra: 
“Mediante la puesta en común de las producciones 
básicas y la creación de una Alta Autoridad de nuevo 
cuño, cuyas decisiones obligarán a Francia, Alemania y 
los países que se adhieran, esta propuesta sentará las 
primeras bases concretas de una federación europea 
indispensable para la preservación de la paz” (Schuman 
1950). 
En consecuencia, podemos decir que la paz se convierte así en el “mito de 
fundación para Europa” 16  creado por los padres de la construcción europea, el 
Ministro de Asuntos Exteriores Robert Schuman y Jean Monnet entre otros, 
constituyendo un mito reciente de poco más de sesenta años que subyace al 
proceso contemporáneo de integración europea (Bruguière 2013) 
                                                 
16 No abordaremos aquí el tema de los mitos de fundación en relación con Europa durante 
periodos históricos precedentes, al no ser pertinente para nuestra investigación, y por compartir el 
argumento según el cual “bien que l’Europe n’ait pas manqué de mythes, le moment de la 
construction européenne venu, rien de ce matériel mythique n’était utilizable pour donner un début 
d’identité mythique à l’Europe communautaire” (Schmale 2013). 
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. 
“The European Community in the wake of 
the Second World War and the European Union 
after the end of the Cold War were largely built on 
the idea that the Westphalian system based on 
states, territories and frontiers had to be 
transcended” (Tardy 2009b). 
Siguiendo a la Declaración Schuman, el Tratado constitutivo de la 
Comunidad Europea del Carbón y del Acero (CECA) se firma en París el 18 de 
abril de 1951, y Jean Monnet ocupa el cargo de Presidente de la Alta Autoridad, el 
órgano supranacional de la CECA. Francia, Alemania, Italia y los países del 
Benelux forman la CECA, con la ausencia notable de Reino Unido. En el 
preámbulo se encuentra, arguyen algunos autores, “the most notable statement of 
the international origins of European integration” (Hill, Smith 2000), a saber: 
“Resueltos a sustituir las rivalidades 
seculares por una fusión de sus intereses 
esenciales, a poner, mediante la creación de una 
comunidad económica, los primeros cimientos de 
una comunidad más amplia y profunda entre 
pueblos tanto tiempo enfrentados por divisiones 
sangrientas, y a sentar las bases de instituciones 
capaces de orientar hacia un destino en adelante 
compartido” (CECA 1951). 
La dimensión interna de la paz se manifiesta en la naturaleza del germen 
del proceso de integración europea.  En el preámbulo del Tratado CECA de 1951 
se afirman las bases históricas del proyecto europeo, esbozadas ya en la 
declaración del ministro francés de Asuntos Exteriores Robert Schuman, 
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pronunciada el 9 de mayo de 1950, en la que se aborda el objetivo principal y 
finalidad última del proyecto de integración europeo: la salvaguarda de la paz: 
“La paz mundial no puede salvaguardarse sin unos 
esfuerzos creadores equiparables a los peligros que la 
amenazan. La contribución que una Europa organizada y 
viva puede aportar a la civilización es indispensable para 
el mantenimiento de unas relaciones pacíficas (…) Europa 
no se hará de una vez ni en una obra de conjunto: se hará 
gracias a realizaciones concretas, que creen en primer 
lugar una solidaridad de hecho” (Schuman 1950). 
En el Tratado Constitutivo de la Comunidad Económica Europea firmado 
el 25 de marzo de 1957 se refuerza la resolución de consolidar, mediante el 
establecimiento de un mercado común y de una unión económica y monetaria 
entre otros recursos, “la defensa de la paz y la libertad e invitando a los demás 
pueblos de Europa que participan de dicho ideal a asociarse a su esfuerzo” 
(Comunidades Europeas 1957, Communautés européennes 1957). 
Por su parte, el artículo I-3 del Título I de la Parte I del Tratado por el que 
se establece una Constitución para Europa, firmado en Roma el 29 de octubre de 
2004 (aunque no ratificado), reafirma y fusiona las disposiciones de los tratados 
precedentes en relación a los objetivos que deben guiar a la Unión Europea en la 
formulación de sus políticas. El artículo I-3 enuncia los objetivos primordiales de 
la Unión, a saber: 
“La Unión tiene como finalidad promover la paz, 
sus valores y el bienestar de sus pueblos” (Comunidades 
Europeas 2004). 
Existe en buena parte de la literatura europeanista, incluyendo las 
corrientes neo-funcionalista y federalista de la teoría de la integración europea, 
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una cierta convergencia en la consideración de la paz como uno de los valores 
fundamentales de la UE. La paz constituiría el mismo germen en el origen de la 
construcción europea, siendo la motivación principal terminar con la violencia y 
la guerra que asoló Europa en el siglo XX, y de forma particular, acabar con el 
conflicto y la rivalidad histórica franco-alemana. 
En este sentido, esta paz “original” sería la respuesta a los conflictos 
interestatales europeos, funcionaría todavía como un fundamento o “enduring 
institutional rationale” y constituría la precondición necesaria para el desarrollo de 
la UE como ente político. Dicha paz estaría definida en base al pensamiento 
kantiano sobre la paz perpetua y, más recientemente, en torno a la concepción de 
la “paz democrática” o paz liberal, que elabora un discurso según el cual la 
cualidad democrática de los Estados evitaría el recurso a la guerra entre ellos 
(Williams 2010). 
Otros autores, como Moravcsik, adoptan un enfoque intergubernamental 
liberal centrado en la economía política de las instituciones internacionales. En 
esta aproximación la paz no constituye la raison d’être del proceso de integración 
europea, sino que prevalece el propio interés y las motivaciones económicas: 
“European integration exemplifies a 
distinctly modern form of power politics, 
peacefully pursued by democratic states for largely 
economic reasons through the exploitation of 
asymmetrical interdependence and the 
manipulation of institutional commitments (…) 
integration can be seen as a process in which they 
define a series of underlying objectives or 
preferences, bargain to substantive agreements 
concerning cooperation, and finally select 
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appropriate international institutions in which to embed 
them” (Moravcsik 1998). 
Si bien estamos de acuerdo con Moravcsik en la existencia de otras 
motivaciones “reales” u “ocultas” en el proceso de formación de la UE, no se 
puede obviar en nuestra opinión la importancia de la consecución de la paz (al 
menos la voluntad de terminar con la oposición entre Francia y Alemania) a la 
hora de comenzar el proyecto de integración europea. 
Se construye así un discurso europeo según el cual el valor primigenio de 
la paz se sitúa en la base misma de la construcción de la Comunidad y de la Unión 
Europea y se alude a él de forma reiterada en el conjunto de los tratados 
constitutivos comunitarios y en los documentos oficiales de la Unión. La vocación 
de generar una paz intraeuropea, en su dimensión interna primigenia, sería en 
consecuencia la raison d’être del proceso de integración europea, e influiría 
también en las relaciones de la Unión europea en el ámbito internacional. 
No obstante, como explica Williams, la aproximación europea al 
fenómeno de la guerra y de la paz adolece de una limitación intrínseca que es su 
incapacidad para apreciar la complejidad de la violencia y de sus causas. Se 
focaliza el interés en una narración histórica parcial y simplista de los conflictos 
interestatales entre Francia y Alemania, reducida a las guerras del siglo XX y 
obviando las diferencias y los matices sobre la naturaleza de la violencia y las 
particularidades del conflicto, lo cual lleva al autor a afirmar que “the EU was 
formed with a particular notion of peace in mind. It was a simplistic and negative 
perception, adopted to justify the construction of the EU and based on avoiding 
certain kinds of war amongst particular nations” (Williams 2010). 
La explicación para tal simplificación, teniendo en cuenta la complejidad 
del fenómeno de la guerra en Europa a través de los siglos, podría obedecer a una 
voluntad de idealización del ente político europeo moderno, es decir: “in the 
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pursuit of greater integration, a homogeneization of the past takes place, so that 
memory becomes oppositional to an idealized Europeanism” (Wagstaff 2012). 
Estas limitaciones en la interpretación de la paz y en el análisis de la 
complejidad de las causas de la guerra remiten, desde el objetivo de los padres 
fundadores de crear un espacio de paz duradera a través del Derecho, a la 
evocación de la idea kantiana de paz perpetua. Kant propone un proyecto de 
pacificación cosmopolítica fundado sobre el derecho público por una federación 
de Estados libres republicanos, el cual terminaría con el estado de naturaleza, que 
no sería otro para Kant que un estado de barbarie y guerra abierta o latente entre 
los Estados, en el cual los hombres recurrirían a la fuerza ante la ausencia de 
principios jurídicos que garanticen la constitución de un estado civil. 
“Il faut donc que l’état de paix soit établi ; 
car, pour être à l’abri de tout acte d’hostilité, il ne 
suffit pas qu’il ne s’en commette point ; il faut 
qu’un voisin garantisse à l’autre sa sureté 
personnelle ; ce qui ne sauroit avoir lieu que dans 
un état de législation ; sans quoi l’un est en droit de 
traiter l’autre en ennemi (…) ” (Kant 1796).17 
Kant propugna la generación de “une alliance d’une espèce particulière, 
qu’on pourroit appeller Alliance pacifique (foedus pacificum) (…). Cette alliance 
ne tendroit à aucune domination sur les Etats, mais uniquement au maintien assuré 
de la liberté de chaque Etat particulier, qui participeroit à cette association, sans 
qu’ils aient besoin de s’assujetir, à cet effet, comme les hommes dans l’état de 
nature, à la contrainte légale d’un pouvoir public” (Kant 1796). 
Kant influye también en la aspiración de Europa de una progresiva 
integración política, mediante el desarrollo de los mecanismos que permitan la 
                                                 
17 Hemos mantenido, en esta y en las sucesivas citas de la traducción al francés de la obra 
de Kant de 1796,  la ortografía arcaica de las formas verbales presente en el ejemplar utilizado. 
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actuación a nivel supranacional, sin perder la propia identidad, en el seno de una 
especie de súper-Estado o federación de carácter limitado: 
“The case of European integration as a “limited” 
union in diversity illustrates the successful resolution of 
the paradox of modern internationalism: a combination of 
state sovereignty with the external delegation of state 
functions at transnational level, with the preservation of 
identity and with political change. This model of 
integration seems to fulfill Kant’s predictions about 
perpetual peace (…)” (Ion 2012). 
Las limitaciones del discurso europeo en relación a la concepción de la paz 
y de la complejidad de las causas de la violencia y de los conflictos remiten, en 
paralelo a la evocación de la filosofía de Kant como influencia fundamental en el 
pensamiento de los padres fundadores, a las propias limitaciones en la teoría del 
autor. En este sentido, reviste particular interés la obra de Habermas, quien en su 
análisis crítico de ‘La paz perpetua’, considera que la acepción de la paz en Kant 
se encuentra limitada por el contexto histórico en el que vive el autor, el cual 
condiciona de la misma forma la concepción limitada del autor en lo que respecta 
a la noción y naturaleza de los conflictos y de las guerras, de tipo exclusivamente 
interestatal, técnicamente limitados y con objetivos políticos limitados: 
“C’est là le panorama d’une guerre limitée, telle 
qu’elle avait été institutionnalisée, en tant que moyen 
légitime de résoudre les conflits, par le droit des gens dans 
le cadre du système des puissances établi depuis la paix de 
Westphalie de 1648.  L’état de paix est défini par la fin 
d’une telle guerre. (…) Ce que Kant avait à l’esprit 
c’étaient des conflits limités dans l’espace entre différents 
États et différentes alliances, mais l’idée de guerres 
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mondiales ne l’avait nullement effleuré. Il avait en 
tête des guerres entre cabinets et États, pas encore 
des guerres civiles. Il pensait à des guerres 
techniquement limitées permettant de distinguer 
entre les troupes combattantes et la population 
civile, pas encore au combat de partisans ni à un 
terrorisme recourant aux bombes. Il avait à l’esprit 
des guerres aux finalités politiquement limitées, 
pas encore les guerres d’anéantissement et de 
déportation” (Habermas 1996). 
La limitación que observa Habermas en la comprensión y 
conceptualización del estado de paz y del estado de guerra en el pensamiento de 
Kant, es reiterada y reformulada por los padres fundadores de la UE a la hora de 
abordar el valor primigenio de la paz, enunciado después de las guerras 
devastadoras del siglo XX como la razón de ser original o germen del proceso de 
integración europea, a la hora de constituir la Comunidad Europea del Carbón y 
del Acero para promover la paz entre Alemania y Francia. Tal concepción 
limitada lleva a Williams a considerar que la ‘paz original’ “has been of limited 
importance as a value within the EU’s institutional ethos”, así como el desarrollo 
del derecho “has been deployed as means of deflection, enabling the discourse of 
peace to appear supported by the force of law when, in truth, it masks other aims” 
(Williams 2010). 
No obstante, el valor de la paz y su concepción en el seno de la UE son de 
carácter eminentemente evolutivo y se han modificado en el tiempo. La UE ha 
desarrollado progresivamente un conocimiento y una comprensión de la paz más 
allá del valor de la paz circunscrito a su sentido primigenio, generando asimismo 
los instrumentos jurídicos y los mecanismos necesarios para afrontar la dimensión 
exterior de la UE, a medida que se ha visto incrementado el interés por los 
acontecimientos internacionales, los Estados miembros han ganado presencia y 
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peso en los asuntos internacionales y se ha fraguado la ambición de implicarse en 
la esfera de la prevención y resolución de conflictos más allá de las fronteras 
europeas. 
La dimensión primigenia del valor de la paz nos sirve para comprender en 
esencia el impulso original detrás de la construcción inicial del proyecto europeo, 
aunque otros motivos de índole más ‘real’ son también evidentes a la hora de 
explicar el proceso de integración europea, en particular ciertas premisas 
económicas y preferencias o intereses nacionales, fundamentalmente en el ámbito 
comercial, “primarily the comercial interests of powerful economic producers and 
secondarily the macroeconomic preferences of ruling governmental coalitions” 
(Moravcsik 1998), constituyendo algunas de las motivaciones subyacentes al 
proceso de integración. 
La argumentación en torno a la primacía de los factores de economía 
política la desarrolla en su obra Moravcsik (Moravcsik 1998), crítico tanto de la 
corriente funcionalista como de la literatura federalista, y no trataremos de 
abordarlos extensamente en este capítulo por exceder el ámbito de interés. El 
aspecto central para nuestro desarrollo argumental está más estrechamente 
vinculado con la relación entre la dimensión interna y la dimensión externa de la 
política exterior de la UE. Nos interesa en mayor medida el análisis de la acción 
de la UE más allá de las fronteras europeas, en un contexto geopolítico regional y 
global, para observar las motivaciones y el discurso que influyen en el ejercicio y 
la práctica de la política exterior europea, y analizar cómo tales relaciones con el 
resto del mundo y la modalidad de su implicación global tienen a su vez un 
impacto en el seno europeo, influyendo en la constitución y evolución 
institucional del ente político europeo. 
El objetivo de la promoción de la paz hacia el interior y la ambición de la 
exportación del modelo europeo hacia el exterior están interrelacionados, en el 
sentido en el que, una vez conseguido el objetivo de pacificar el continente y de 
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generar su prosperidad, Europa comienza a centrar su interés en el contexto 
internacional y en su participación en el proceso de globalización. 
4.2. La UE como potencia normativa global 
En este epígrafe analizamos los fundamentos y la voluntad normativa de 
Europa en la búsqueda de legitimidad de su acción exterior, o bien, el papel de los 
ideales fundadores y los valores al servicio de la acción exterior. La interrelación 
entre la dimensión interna y la dimensión externa de las políticas europeas define 
el propósito y la función primordial del proceso de integración europea, siendo 
nuestro eje de interés el análisis del comportamiento internacional de la UE y de 
sus consecuencias o repercusiones a nivel interno, en la progresiva construcción y 
evolución del proceso político europeo. Tanto una como otra dimensión 
constituyen los pilares sobre los que reposa la capacidad de la UE de constituirse 
en actor normativo, hacia el interior a través del desarrollo y la imposición de las 
políticas comunitarias, y hacia el exterior en su relación con el resto del mundo 
mediante la articulación del derecho comunitario con el derecho internacional y 
mediante la aportación, en ámbitos de interés particular (preferentemente 
económicos) para la UE, de nuevas regulaciones internacionales, desempeñando 
un papel precursor : 
“La réussite de l’Europe à se positionner 
comme puissance normative internationale repose 
sur un double socle: le positionnement précoce de 
la Communauté européenne comme instance 
normative et comme “Communauté de droit”, 
d’une part ; l’affirmation croissante de l’influence 
normative internationale de l’Europe au rang des 
finalités principales de la construction européenne, 
d’autre part” (Cohen-Tanugi 2002). 
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La relación compleja entre el derecho comunitario europeo y el derecho 
internacional permite considerar el derecho comunitario europeo como un 
ordenamiento jurídico nuevo y particular, de carácter regional, distinto del 
derecho internacional público, que constituiría un ordenamiento jurídico de 
ámbito general. Esta particularidad de las normas europeas (en contraposición con 
las normas generales o universales) es interpretada generalmente “comme une 
révélation imposée par l’état du droit”, cuando podría ser considerada más bien 
como un medio a través del cual se expresa y justifica la acción de la UE, es decir: 
“l’existence de l’ordre juridique européen doit 
plutôt être envisagé comme une construction proposée aux 
acteurs du droit et qui leur fournit un mode de justification 
de leur comportement. En d’autres termes, la distinction 
des normes européennes et internationales est davantage 
épistémologique qu’ontologique” (Dubout 2012). 
La UE basaría su legitimidad precisamente en tales normas o valores de 
referencia. Podemos hablar de esta forma de la existencia de una voluntad de 
“construcción normativa”, lo cual remite a una concepción del orden mundial de 
carácter constructivista, según la cual los diferentes hechos sociales adoptan una 
significación determinada en función del sentido que les otorgue una comunidad 
particular, manifestando así “une sorte de’intentionalité collective” (Laïdi 2008). 
Si la realidad social es una realidad construida, la Comunidad Europea 
‘fabricaría’ para su funcionamiento en asuntos clave de interés estratégico las 
normas sociales correspondientes, comprendidas como “une construction ou une 
production imaginée ou désirée avant que d’être réalisée, interprétée, reçue, voire 
modifiée par la communauté, dans un jeu d’interactions continuelles” (Heullant-
Donat 2012). 
Los cambios drásticos en el contexto regional e internacional, han servido 
como justificación al desarrollo de las diversas medidas y acciones, 
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particularmente en el ámbito de la política exterior, y se han interpretado y 
realizado en pos de una voluntad normativa según la cual la UE aspira a devenir 
una potencia normativa y colaborar en la construcción de normas internacionales. 
Sin embargo, tales cambios, fundamentalmente tras el final de la Guerra 
Fría y con las sucesivas oleadas de ampliación hacia el este, empujaron también a 
la Unión a profundizar en las fuentes de su legitimidad y en cuestiones de calidad 
democrática de sus instituciones, es decir, “the end of the cold war and the rush by 
the new democracies of central and eastern Europe to acquire a ‘European’ 
affiliation have robbed the EC of its old ability to carry legitimacy by 
default”(Wallace 1993), abriendo la puerta al debate histórico ‘ampliación versus 
profundización’ manifiesto en el desarrollo de los enfoques 
intergubernamentalista e integracionista. 
Con el objetivo de influenciar u obligar la conducta de los Estados y las 
relaciones internacionales, para insertarlos “dans un tissu relationnel sur la base de 
traités, de conventions, capables de rendre le comportement des États plus 
previsible et moins erratique” (Laïdi 2008) 
, las instituciones europeas serían 
fundamentales en la producción de tales normas de 
naturaleza eminentemente prescriptiva, lo cual 
reafirma “l’association étroite entre normes et 
institutions”(Laïdi 2008) 
 y la “centralité des pratiques dans les 
processus normatifs” (Beaulande, Claustre & 
Marmursztejn 2012). 
Sin embargo, la voluntad normativa de la Unión se ve enfrentada a 
limitaciones derivadas de diferentes situaciones en las que la UE no puede utilizar 
la norma como instrumento ad hoc, “soit qu’elle rencontré des situations 
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géopolitiques où les rapports de forcé sont incertains et donc difficilement 
convertibles en normes, soit des configurations où les partenaires de l’Europe 
voient dans son action normative une stratégie destinée à brider leur 
souveraineté”(Laïdi 2008). 
Si bien la UE ha tenido un éxito sin precedentes en su proceso de 
ampliación, mediante la imposición del cumplimiento de una serie de criterios y 
regulaciones de carácter eminentemente normativo y prescriptivo, la expansión 
comunitaria es por definición de naturaleza limitada. Por tanto, la zanahoria de la 
adhesión no puede servir de incentivo a la hora de abordar otras zonas 
geopolíticas, aun cuando la Unión aspira a controlar su cercana periferia con un 
objetivo primordialmente securitario de “s’assurer qu’aucune action menée à 
partir de cette périphérie ne portera atteinte à sa sécurité au sens large (…) Il 
s’agit donc d’exporter de la stabilité pour ne pas importer de l’instabilité 
(…)”(Laïdi 2008). 
Nos referimos a la Política Europea de Vecindad 
(PEV) o “la géopolitique par la norme”(Laïdi 2008) 
. Este marco político evidencia los aspectos securitarios y normativos de la 
aproximación europea, pero también la tensión con los objetivos formalmente 
declarados de dicha política, y las limitaciones en la influencia de Europa para 
hacer frente a la inestabilidad y a las amenazas externas que la podrían afectar, 
desde el momento en el que falta el incentivo de la adhesión y de la perspectiva de 
una verdadera integración. 
La idea de Europa, a lo largo de la historia,  aparece ligada a dos 
construcciones sociales complementarias. Por un lado, la idea de Europa como 
cuna de la cultura y de la civilización; por otro lado, como consecuencia explícita 
de su ‘superioridad’ en términos de cultura y civilización, la idea de Europa como 
centro de dominación mediante la expansión de su poder a lo largo y ancho del 
globo. Posteriormente, la idea de Europa se desarrolla en relación con las 
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catástrofes que constituyen las dos guerras mundiales, y en función del papel 
fundamental que juega en el orden internacional de la Guerra Fría. 
“Au total, bien rares sont les régions du 
monde à qui jamais il n’est arrivé dans leur histoire 
d’être placées sous le contrôle politique des petits 
pays de la petite Europe. En cela, l’Europe se 
distingue absolument des autres continents” 
(Duroselle 1965). 
“L’Europe a été pendant des siècles le 
centre de la culture, du pouvoir et de la domination 
universels. Si les pays d’Europe avaient été sages, 
si la conduite de leurs affaires politiques avait 
reflété leur culture, ils auraient cherché, tout en 
conservant les caractéristiques nationales que des 
siècles passés et des conditions géographiques 
avaient forgées, à organiser pacifiquement leur 
action commune ; mais les recherchèrent ou la 
sécurité nationale absolue ou la domination” 
(Monnet 1965). 
La expansión de los Estados europeos hacia otras regiones del mundo se 
ha visto justificada o legitimada frecuentemente en tanto en cuanto ha traído 
consigo el progreso y la civilización: “cette culture et cette civilisation ont été 
répandues dans le monde et ont aidé les hommes” (Monnet 1965); o en términos 
de desarrollo económico, afirmándose de esta forma que dicha expansión “was 
not merely beneficial to humankind but also historically inevitable” e 
interpretando los argumentos justificatorios “as expressions of universal values, 
encrusted in what is often called natural law” (Wallerstein 2006). 
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Los argumentos justificatorios o legitimadores han evolucionado y se han 
transformado en el tiempo en función de los acontecimientos históricos, aunque se 
puede observar una cierta línea de continuidad en el discurso y las prácticas 
europeas, desde la justificación moral en el siglo XVI, a la misión civilizadora 
heredera del Siglo de las Luces durante el XIX, hasta llegar al discurso en torno a 
los derechos humanos, el Estado de derecho y la democracia a partir del siglo XX 
y en la actualidad. 
Dado que “the justification of Christian evangelization was no longer 
available to legitimate imperial control, nor was that of the religiously more 
neutral concept of the civilizing mission of colonial powers”, entramos en una 
nueva fase discursiva a partir de la segunda mitad del siglo XX en la cual la 
retórica empleada “shifted to a concept that came to have new meaning and 
strength in this postcolonial era: human rights” (Wallerstein 2006). 
Asimismo, los debates de las últimas décadas en torno a la consideración 
de la UE como una “potencia normativa” y más adelante como una “potencia 
ética” o “responsable” asocian la identidad europea con valores de carácter 
universal, en virtud del compromiso europeo de respetar y promover la protección 
de los derechos humanos y de las libertades fundamentales, mediante su adhesión 
al ‘Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las 
Libertades Fundamentales’ (CEDH), inspirado en la ‘Declaración Universal de 
Derechos Humanos’ proclamada por la Asamblea General de las Naciones Unidas 
en 1948. De esta forma, algunos autores afirman la idiosincrasia normativa de la 
UE en cuanto “the EU is normatively different to other polities with its 
commitment to individual rights and principles in accordance with the ECHR 
[European Convention for Human Rights] and the UN” (Manners 2002). 
Sin embargo, la propia universalidad de estos principios y valores, la cual 
se sitúa en la base de la construcción de determinadas etiquetas o categorías de la 
UE como un actor internacional sui generis, en este caso normativo u ostentador 
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de una especial condición ética, es difícil de justificar o demostrar, debilitando en 
consecuencia los paradigmas en torno a la normatividad y a la responsabilidad de 
la UE: 
“The problem with normative power as a 
basis for the EU’s identity is that it is exclusive. It 
relies on a logic that differentiates between 
members and non-members. Though the 
community is described as inclusive, it is 
nevertheless the EU that defines what is 
normatively appropriate” (Bickerton 2011a). 
En esta misma línea de pensamiento, algunos autores afirman que la 
pretendida etiqueta de universalidad corresponde en realidad a un universalismo 
más restringido, meramente europeo, aunque se presente bajo ropajes globales: 
“these universal values are the social 
creation of the dominant strata in a particular 
world-system (…). What we are using as a 
criterion is not global universalism but European 
universalism, a set of doctrines and ethical views 
that derive from a European context, and aspire to 
be, or are presented as, global universal values – 
what many of its espousers call natural law” 
(Wallerstein 2006).  
En consecuencia, la exportación de estos valores ‘europeos / universales’ 
por parte de Europa hacia el exterior / los otros no podría hacerse por definición 
de forma igualitaria o colectiva, sino perpetuando un patrón de actuación 
paternalista o asimétrico. Si, como afirma Wallerstein, el universalismo europeo 
adolece de la creación social de los valores, generando un pretendido 
universalismo global, podemos argumentar, junto con Bickerton, que es la UE 
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quien define, en función de su contexto específico, lo que es apropiado 
normativamente, empujándonos de esta forma a ahondar en las funciones y la 
raison d’être que tiene el discurso legitimador de estas conceptualizaciones. 
4.3. La UE y el enfoque integral 
Ante el declive de la UE como actor global, la búsqueda de una nueva 
narrativa sobre el poder europeo se ha centrado en el desarrollo de la concepción 
de la Unión como un actor holístico en su acción exterior, en pos de un enfoque 
integral que fusiona el desarrollo y la seguridad.18 
La promoción de la paz hacia el exterior se ha erigido en uno de los 
objetivos principales de la entidad política europea, en relación con elementos 
políticos internos y externos y con una voluntad normativa. La resolución de 
desarrollar una política exterior y de seguridad común, según las disposiciones del 
Tratado de la Unión Europea, firmado el 7 de febrero de 1992, responde a la 
ambición o la finalidad de “fomentar la paz, la seguridad y el progreso en Europa 
y en el mundo” (UE 1992). 
Por su parte, el citado artículo I-3 del Título I de la Parte I del Tratado por 
el que se establece una Constitución para Europa, que comprende los objetivos 
internos y externos de la Unión, establece la modalidad de las relaciones 
internacionales de la UE: 
“En sus relaciones con el resto del mundo, la 
Unión afirmará y promoverá sus valores e intereses. 
Contribuirá a la paz, la seguridad, el desarrollo sostenible 
                                                 
18 Mayer afirma que las narrativas más communes sobre la UE presentan limitaciones en 
la era global: “the old-mega narratives - European integration as the prerequisite for peace and 
reconciliation, as the engine for economic recovery and prosperity, as a democratizing and 
stabilizing force for new members and states in the EU’s neighbourhood and Europe as a 
safeguard of a unique “European Social model” – no longer sells in an era of globalization” 
(Mayer 2009). 
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del planeta, la solidaridad y el respeto mutuo entre 
los pueblos, el comercio libre y justo, la 
erradicación de la pobreza y la protección de los 
derechos humanos, especialmente los derechos del 
niño, así como al estricto respeto y al desarrollo del 
Derecho internacional, en particular el respeto de 
los principios de la Carta de las Naciones Unidas” 
(Comunidades Europeas 2004). 
Esta dimensión externa del valor de la paz evoluciona y se transforma a la 
par que la cambiante realidad geopolítica e internacional, y se ve reflejada en el 
desarrollo progresivo de una acción y una política exterior determinada, con unos 
instrumentos y mecanismos particulares orientados hacia una acción a largo plazo, 
generando recientemente un enfoque denominado comprehensivo, integral u 
holístico a la hora de atajar los conflictos, respondiendo así a una visión e 
interpretación europea particular o característica del valor de la paz que Manners 
ha calificado de “paz sostenible” en cuanto el énfasis de la UE respecto a la 
prevención de conflictos se sitúa en “addressing the roots or causes of conflict, 
mirroring the European experience of ensuring that war ‘becomes not merely 
unthinkable, but materially impossible’” (Manners 2006). 
Si bien el concepto de sostenibilidad en un principio se utilizó 
principalmente en el ámbito medioambiental, se ha extendido rápidamente al 
terreno social, comprendido en un sentido análogo al ecológico, o bien: “A 
particular system, practice or social arrangement is deemed unsustainable if it 
depends on resources – natural or cultural – which are finite, cannot be 
substituted, and are used up at a faster rate than they can regenerate or be 
reproduced” (Blühdorn 2009). 
El concepto de paz sostenible está íntimamente relacionado, en la 
interpretación europea, con la adopción de un enfoque comprehensivo en el 
 71 
 
 
 
 
ámbito de la prevención y resolución de conflictos, el cual, mediante una 
actuación a largo plazo, sería capaz de generar una situación de paz y seguridad, 
evitando el estallido o la recurrencia de nuevos episodios de violencia y 
permitiendo una recuperación y desarrollo de carácter permanente. 
No obstante, esta visión ligada a una Europa productora de normas en 
torno a la gobernanza y los derechos humanos se ha visto desdibujada con el 
tiempo y se manifiesta actualmente de forma limitada en la producción de 
reglamentos y en la aspiración de influir en la generación de normas de mayor 
calibre. Se trata por tanto de una cierta concepción de la paz y de la guerra 
presentada como predominante por los tratados europeos. 
Se trataba en esencia de prevenir y resolver los conflictos por medios 
alternativos y diferentes a la guerra, fundamentalmente de forma pacífica y con 
arreglo al estado de Derecho. En consecuencia, la UE constituiría “a reasonable, 
albeit limited, legal response in the name of ‘peace’”, donde los medios legales 
sustituirían a la fuerza, “suggesting that regulation can instil unity and eradicate 
conflict” (Williams 2010). 
En este sentido, la noción de “paz sostenible” de Manners se podría 
equiparar en Williams a la concepción de “paz a través del Derecho”, aunque el 
autor critica tal esquema por reductor al considerar que si el énfasis original de la 
construcción europea se sitúa en la erradicación de un tipo de conflicto interestatal 
de naturaleza fundamentalmente económica, esto genera una comprensión 
limitada del valor de la paz, de la complejidad de las causas de la guerra y de 
cómo afrontar otras causas de la violencia y de los conflictos. De esta forma, el 
desarrollo del Derecho europeo no podría constituir una respuesta satisfactoria a 
la consecución y preservación de una paz comprendida en un sentido más amplio 
que en el de evitar conflictos interestatales de carácter militar y de motivación 
principalmente económica: 
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“The restrictive notion of peace failed to 
consider what gave rise to conflict and could not 
have been predicated on addressing the causes of 
war. War and peace were treated simplistically, 
both concepts dealt with as opposites” (Williams 
2010). 
El enfoque holístico (comprehensive approach) reposa sobre una 
conceptualización fundamental en torno al nexo entre la seguridad y el desarrollo, 
que influye en la aproximación europea hacia el exterior al tiempo que refleja 
ciertas limitaciones en la implicación en los asuntos de seguridad. 
Durante la pos Guerra Fría la UE centró sus esfuerzos en el proceso de 
integración interna, descuidando el ámbito tradicionalmente considerado como 
núcleo de la política exterior, la seguridad estratégica y la geopolítica. En palabras 
de Kagan “many Europeans took the end of the Cold War as a holiday from 
strategy” (Kagan 2003). En esta línea, algunos autores consideran que en el 
periodo contemporáneo el interés predominante de la UE sigue consistiendo en 
mirar hacia dentro (Olsen 2009b) y en aplicar una acción retórica  hacia fuera 
(sobre todo en la denominada lejana periferia). 
Según esta óptica,  la UE está desarrollando sus políticas de mayor alcance 
en su propio territorio (cambios institucionales, proceso de ampliación hacia el 
Este), o en su ‘vecindario’ (en la periferia inmediata y los países fronterizos con la 
UE, con el desarrollo de la PEV en su vertiente oriental y mediterránea).19 En el 
                                                 
19 La prioridad estratégica de las relaciones de la UE con sus vecinos se 
menciona en los documentos sobre la vecindad y en la Estrategia Europea de 
Seguridad de 2003, en la que se identifican las principales amenazas a la 
seguridad europea, así como la necesidad de promover la estabilidad en los países 
vecinos para paliar la inseguridad. El objetivo fundamental no expresado en el 
papel sería el de garantizar la seguridad y estabilidad de la UE, previniendo “une 
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caso de África Subsahariana, el continente constituye un foco de menor interés 
estratégico para Europa, y de ello deriva la naturaleza de su implicación. 
Las acciones de la UE en África responden por un lado a motivaciones 
específicas, intereses de los Estados miembros por ejemplo, pero por otro lado, las 
acciones revierten en el proceso endógeno de integración, mediante el desarrollo 
de nuevos mecanismos y capacidades institucionales. Es por ello que Olsen afirma 
que las políticas de la UE en África Subsahariana son buenas para Europa, al 
contribuir al desarrollo institucional y al proceso de integración interna, 
                                                                                                                                     
importation involontaire d’insécurité vers l’Union de la part de pays instables ou 
peu développés” (Laïdi 2008) 
 e intentar hacer frente a las principales amenazas identificadas en la EES, 
entre ellas las acciones terroristas, la delincuencia organizada, o el impacto de los 
conflictos regionales y del debilitamiento de los Estados. En este sentido, 
podemos argumentar que los cambios en el escenario internacional de la pos 
Guerra Fría han condicionado la visión de la UE a la hora de formular su política 
de vecindad, en la que se manifiesta una concepción de la seguridad vinculada al 
desarrollo que ha traído consigo un cambio gradual en las relaciones con los 
países de la orilla Sur del Mediterráneo, primando los intereses de estabilidad 
europeos, la protección frente a las ‘amenazas provenientes de dichos países’ y los 
fenómenos migratorios en particular, sobre los objetivos de desarrollo 
socioeconómico en la región. Sin embargo, la ausencia del ‘premio’ del ingreso en 
la UE ha obstaculizado el margen de maniobra de la Unión a la hora de intentar 
imponer reformas y de exportar el modelo y las normas europeas a terceros países, 
en un intento de ‘promotion of Europeanisation by recognising that trade, aid and 
development, key areas of its business, are the core of the EU’s claim to 
international actorness”(Jones, Clark 2008). En síntesis, podemos afirmar que la 
PEV constituye una forma de hacer  política y ‘geopolítica a través de normas’, o 
una política “très classique de contrôle d’une semi-périphérie qui vise la mise en 
place d’un cercle vertueux entre développement, démocratie et bonne 
gouvernance, afin de ne pas entraver la sécurité et la stabilité de l’Europe” (Laïdi 
2008) 
. 
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alejándose de los objetivos declarados en cuanto al desarrollo o la seguridad de 
África (Olsen 2009b). En el estudio de caso analizaremos las funciones y 
motivaciones internas para ver los impulsos y las razones de la acción 
internacional de la UE en Sudán. 
Las políticas de la Unión hacia el continente africano van a verse 
imbuidas, desde los años noventa, y particularmente desde el nuevo milenio, con 
la firma del Acuerdo de Cotonú, de la creciente fusión entre la seguridad y el 
desarrollo, también denominado en los documentos oficiales y en la literatura 
como ‘enfoque holístico’, ‘enfoque integral’ o ‘enfoque comprehensivo’. 
El nexo seguridad-desarrollo se va a experimentar particularmente en la 
aproximación de la UE hacia África, y va a comportar consecuencias importantes 
para nuestro marco de análisis en función del enfoque hacia dentro que definimos 
anteriormente, y de las tres funciones o motivaciones internas que identificamos 
para la política exterior y de seguridad europea.20 
5. Metodología 
En el plano metodológico, nuestra investigación, de naturaleza cualitativa, 
se basa en un amplio espectro de fuentes primarias y secundarias. El corpus de 
datos primarios obtenidos en el curso del trabajo de campo en Sudán, Bruselas, 
París y Madrid se complementa con el acceso a los documentos oficiales de la 
Unión, y a la literatura académica pertinente en función de las áreas prioritarias 
identificadas. 
Para el estudio de la política exterior y de seguridad de la UE, tanto de sus 
motivaciones internas como de su integración con las acciones de otros actores a 
nivel global, y de su implementación en el estudio de caso particular constituido 
                                                 
20 Vid. infra capítulo quinto. 
 75 
 
 
 
 
por la situación en Sudán, hemos recurrido por un lado a técnicas de 
documentación y catalogación que nos permiten acceder a la literatura académica 
y especializada; por otro lado al desarrollo de un trabajo de campo basado en 
técnicas de observación directa de la práctica de los actores durante un período de 
prácticas de nueve meses en el seno de la Delegación de la UE en Sudán (Jartum), 
y en la realización de 150 entrevistas, efectuadas de forma semi-estructurada, a 
personal de la UE, de los EEMM, del Gobierno de Sudán, de la sociedad civil 
sudanesa y de expertos relacionados con el campo de análisis, tanto en Sudán 
como en las instituciones europeas en Bruselas, y a responsables políticos en los 
Ministerios de Asuntos Exteriores en Francia y España. 
Adicionalmente, aunque en un lugar secundario, hemos recurrido en 
ocasiones a técnicas de análisis del discurso y análisis de contenido, con el 
objetivo de evidenciar, en algunas cuestiones, la existencia de un discurso oficial 
específico de carácter introspectivo, punto de partida importante para comprender 
los objetivos y evolución de la acción de la UE en el exterior. 
En cuanto a la bibliografía y el estudio de los textos disponibles, la 
investigación se apoya en diferentes tipos de fuentes. Un primer corpus 
documental reúne los documentos públicos de la CE/UE relacionados con los 
temas que nos preocupan. Estos documentos incluyen publicaciones oficiales, 
informes, legislación, documentos de trabajo, descripciones de proyectos, fichas, 
declaraciones, recomendaciones, conclusiones y un largo etcétera de documentos 
de naturaleza oficial. Un segundo corpus documental es el constituido por la 
literatura académica y especializada, donde incluimos libros, capítulos de libros y 
artículos científicos por un lado, e informes, análisis, documentos de trabajo y 
artículos de la prensa por otro lado, archivados en función de diferentes categorías 
analíticas pertinentes para nuestra investigación, subdividida en tres pilares 
correspondientes al ente europeo, al caso sudanés, y al sustento puramente teórico 
y conceptual. 
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No obstante, en múltiples ocasiones, la información más interesante y 
relevante no se encuentra en los documentos oficiales publicados, aunque tales 
documentos provean una base documental necesaria aunque incompleta, sino 
precisamente en lo que no dicen los documentos. Para comprender realmente su 
contenido deberíamos estar presentes en las discusiones, debates y conversaciones 
llevadas a cabo antes de la elaboración de los documentos, lo cual no resulta 
factible. Para paliar esta limitación, resulta indispensable el acceso a la 
información de una manera diferente, con el objetivo de profundizar en la 
naturaleza de las discusiones y de los procesos que llevaron a la adopción de tales 
documentos o de las correspondientes iniciativas políticas. En este sentido, 
nuestra investigación se basa en la realización sistemática de entrevistas semi-
estructuradas, con el propósito de acceder a datos complementarios de primera 
mano que no podemos conocer a través de las fuentes secundarias. La realización 
de más de 150 entrevistas y de un internship de larga duración en las instituciones 
europeas durante el periodo del trabajo de campo nos ha permitido generar un 
cuerpo empírico que nos ha ayudado a elaborar una nueva visión sobre los temas 
investigados, un conocimiento más amplio de la realidad estudiada, y una 
comprensión más crítica y menos sesgada de los principales elementos analizados. 
5.1. Elección del estudio de caso 
El estudio de caso propuesto en esta tesis resulta particularmente 
significativo para el estudio de la implicación y la política exterior y de seguridad 
de la Unión Europea en Sudán. La relevancia estriba en la complejidad extrema 
del escenario político sudanés, que aúna la existencia de diferentes crisis violentas 
internas, especialmente una guerra civil entre el Norte y el Sur que constituye el 
conflicto más largo en el continente, y un conflicto en la región occidental de 
Darfur, cuyo tratamiento internacional presenta diferencias marcadas en 
comparación con el conflicto Norte-Sur. Por otra parte, el caso escogido presenta 
una compleja historia colonial, donde los periodos analizados de la Turkiyya, la 
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Mahdiyya y el Condominio anglo-egipcio muestran una influencia en la 
generación de patrones de desigualdad estructural en el país. Además de la 
existencia de dinámicas centro-periferia en Sudán, encontramos también en el 
centro del sistema una inestabilidad política en diversos momentos históricos, y 
crisis políticas de diversa índole, sin olvidar la importancia del islamismo en 
Sudán y en el Cuerno de África. 
La relevancia estratégica de Sudán a nivel regional lo constituye como un 
estudio de caso de una importancia extrema para el estudio de la política exterior 
y de seguridad, al insertarse en un contexto regional que implica a algunos de los 
Estados más importantes para las relaciones de Europa con África y con Oriente 
Medio, particularmente las relaciones con Egipto y con Etiopía, a la vez que 
implican una aproximación con una región bisagra entre el mundo árabe y el 
mundo africano, complicando así las elecciones políticas de los actores 
implicados. 
Encontramos de esta manera una multiplicidad de factores y desafíos 
esenciales que van a modular la implicación de la UE en Sudán, la cual se ve 
enfrentada a dinámicas muy complejas a nivel interno, regional e internacional 
que hacen de Sudán un estudio de caso especialmente pertinente para el estudio de 
la seguridad internacional. 
Gran parte del continente africano ha constituido desde el origen del 
proceso de integración europea una zona geográfica de especial interés para la 
Comunidad Europea y sus Estados miembros, algunos de los cuales, 
particularmente Francia y Reino Unido, han pretendido mantener relaciones 
preferentes con sus antiguas zonas de influencia colonial. Como consecuencia del 
imperialismo europeo entre otras razones, la región de África Subsahariana ha 
contado con un interés particular para la CE/UE en cada etapa histórica del 
proceso incremental de construcción europea, especialmente en el ámbito de la 
cooperación al desarrollo, desde el mismo momento de la firma del Tratado de 
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Roma, donde se formulan las primeras políticas de desarrollo comunitarias en 
torno a un concepto asociacionista heredado de la aproximación francesa a su 
zona de influencia, así como en el ámbito de la seguridad, de forma 
particularmente relevante en el orden internacional posterior a la Guerra Fría, y en 
el mundo global actual. 
Sudán constituye un estudio de caso particularmente interesante ya que nos 
permite analizar la evolución de la política exterior de la UE durante diversas 
etapas cruciales de la historia contemporánea. Por un lado, analizaremos la 
evolución de la política y la guerra en el interior de Sudán, que atraviesa distintos 
periodos y fases que reflejan los cambios y dinámicas del conflicto en función de 
factores internos y externos que condicionan su desarrollo. Por otro lado, 
analizaremos la evolución de la política exterior de la UE en el mismo periodo 
histórico, evidenciando las etapas que atraviesa el desarrollo institucional de la 
organización de la UE en su proceso de construcción incremental, 
fundamentalmente en el área de la política de desarrollo. Por último veremos 
cómo la UE y sus Estados miembros reaccionan y actúan en el ámbito de la 
seguridad, en el terreno de la gestión de las crisis sudanesas. 
La elección del estudio de caso sudanés se justifica también en cuanto a 
que contribuye a ilustrar la evolución en un periodo histórico que atraviesa más de 
un decalustro (1956-2011) de los diferentes enfoques europeos en materia de 
política de desarrollo y seguridad internacional, en el marco más amplio de las 
discusiones y los debates en estos ámbitos a nivel global, a su vez poniéndolos en 
relación con la evolución de determinados paradigmas teóricos y aproximaciones 
conceptuales en la disciplina de las relaciones internacionales en el tiempo. 
Abordaremos de esta manera la cuestión, en el seno de la CE/UE, de las 
definiciones sucesivas y cambiantes de la acción y la política exterior, destacando 
los momentos más significativos, fundamentalmente en el seno de la política de 
desarrollo y de la política de seguridad, explicitando los parámetros que guían la 
actuación de la UE en el terreno africano de las crisis sudanesas. 
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En función de la doble dimensión interna (la tesis de la funcionalidad y el 
enfoque introspectivo, que privilegian la motivación y el impacto hacia dentro de 
las políticas europeas) y la dimensión externa (la influencia fuera de la Unión, en 
función de los asuntos políticos en Sudán, y de la integración de la acción europea 
con las políticas globales), Sudán se convierte en un laboratorio de los enfoques 
europeos de política exterior hacia África y sirve a su vez al desarrollo de las 
capacidades institucionales de la UE. Intentamos así pues establecer una relación 
entre los paradigmas teóricos o la dimensión analítica abstracta (en torno a la 
aproximación conceptual de la funcionalidad y al denominado enfoque 
autorreferencial), y la política exterior o dimensión concreta, para evidenciar la 
interacción y el cambio de los paradigmas explicativos y operacionales. 
La delimitación conceptual y temporal así establecida tiene como 
consecuencia la generación de tres columnas fundamentales que soportan nuestra 
estructura analítica, en base a una estructura triangular sostenida por el desarrollo 
de los acontecimientos en Sudán, las políticas europeas en relación con las 
dinámicas globales, y las aproximaciones conceptuales y teóricas en el  campo de 
las relaciones internacionales. En uno de los anexos realizamos de forma sintética 
y pedagógica la periodización de cada una de estas bases en interacción con las 
otras dos categorías. 
5.2. Delimitación temporal 
La duración de la guerra civil sudanesa abarca un arco temporal muy 
amplio. La Primera Guerra Civil entre el Norte y el Sur comenzó en 1955, antes 
de la independencia formal de Sudán en 1956, y terminó con la negociación y 
firma en 1972 del Acuerdo de Adís Abeba entre el Gobierno de Sudán liderado 
por el Presidente Nimeiri y el Southern Sudan Liberation Movement (SSLM) o 
Movimiento de Liberación del Sur de Sudán. Después de un periodo de gobiernos 
regionales en el Sur de Sudán, el fracaso del Acuerdo de Adís Abeba y la 
persistencia de los factores estructurales que provocaron el inicio de la Primera 
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Guerra Civil Sudanesa, fundamentalmente el patrón reiterado de subdesarrollo 
tanto en las región del Sur como en el resto de las regiones periféricas, además de 
los asuntos ligados a la religión y a los parámetros de la construcción nacional, 
abocaron al país al inicio en 1983 de la Segunda Guerra Civil Sudanesa. La guerra 
entre el Norte y el recién fundado Sudan People’s Liberation Movement/Army 
(SPLM/A) o Movimiento/Ejército de Liberación del Pueblo Sudanés terminó con 
la firma del Comprehensive Peace Agreement (CPA) o Acuerdo General de Paz 
en 2005, el cual fue precedido por la firma del Protocolo de Machakos en 2002 y 
la firma de los otros cinco protocolos que forman parte del CPA en Naivasha. 
La Guerra Civil entre el Norte y el Sur de Sudán se enmarca en un 
contexto más amplio de marginación de las regiones periféricas sudanesas en 
contraposición con la acumulación del poder en la región central. Como se 
expresa en el Manifiesto del SPLM del 31 de julio de 1983: 
“The so-called “Problem of Southern 
Sudan” is really a general problem in the Sudan. It 
is generally a “problem of Backward Areas” in the 
whole country that is particularized and 
exacerbated in the South by successive oppressive 
minority clique regime in Khartoum” (Sudan 
People's Liberation Movement 1983). 
Una de las manifestaciones del patrón generalizado de marginación de las 
periferias sudanesas lo constituye el estallido y escalada de la violencia desde 
2002-2003 en la región occidental sudanesa de Darfur. El conflicto de Darfur 
muestra, por un lado, la globalización de un conflicto mediante su entrada en la 
“arena of grand narratives”, debida en gran medida a la implicación de la opinión 
pública, de manera especial el movimiento Save Darfur, en la caracterización del 
conflicto como genocidio y en otros aspectos con connotaciones políticas. Por 
otro lado, la importancia estratégica de Darfur responde también, a intereses 
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económicos y a elementos geopolíticos importantes en función del contexto 
regional (Mamdani 2009). 
La simultaneidad de los conflictos violentos internos y la recurrencia de la 
guerra entre el Norte y el Sur de Sudán desde los años cincuenta hasta la primera 
década del nuevo milenio, junto con los cambios acaecidos en el orden regional e 
internacional durante dicho periodo, nos instan por motivos de organización a 
analizar la evolución de la política exterior de la UE en Sudán en distintas franjas 
o subperiodos históricos diferentes, en cada uno de los cuales pretendemos 
identificar particularidades y características específicas en función del contexto 
político y de la doble dimensión externa e interna mencionada anteriormente. De 
la misma manera acometemos la división en diferentes políticas sectoriales de la 
UE, haciendo hincapié en las políticas de desarrollo y seguridad. 
De forma no lineal, sino mediante la integración de los diferentes 
elementos y factores políticos, analizaremos los antecedentes históricos de los 
siglos XIX y XX, fundamentales para comprender el proceso de formación del 
Estado sudanés. En el periodo que cubre desde la fecha de la independencia 
formal de Sudán del Condominio anglo-egipcio, en 1956, hasta finales de los años 
ochenta, periodo marcado por la dinámica internacional de la Guerra Fría haremos 
énfasis en los aspectos estratégicos y humanitarios. 
Durante la década de los años noventa observaremos la evolución de la 
acción exterior de la CE/UE en el contexto de los cambios en el orden 
internacional tras el final de la Guerra Fría,  fundamentalmente en los ámbitos de 
la política de desarrollo y de la política de seguridad, marcados por el auge de las 
cláusulas de condicionalidad política para la provisión de la asistencia financiera y 
la cooperación al desarrollo. Este periodo corresponde en Sudán a los ‘años 
islamistas’ influenciados por la figura de Hassan al Turabi, y se manifiesta en 
relaciones complejas y difíciles con los países occidentales. La construcción de la 
política exterior de la UE en Sudán es indisociable de la dinámica internacional (y 
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las relaciones con Estados Unidos en particular), y obedece en los años noventa a 
una lógica de contención y de ausencia de relaciones fluidas con Sudán. 
En el periodo más reciente, desde 2001 hasta 2011, abordaremos el 
periodo de mayor implicación internacional en los procesos de paz en Sudán, 
tanto en el caso de la guerra entre el Norte y el Sur, como en el conflicto de 
Darfur, periodo caracterizado a nivel global por el énfasis en los asuntos de 
seguridad21 y la vinculación o el denominado nexo seguridad-desarrollo (insertado 
en el concepto de enfoque integral). Analizaremos la fase histórica que abarca 
desde finales de los años noventa, concretamente desde 1999, momento en el cual 
se reinician el diálogo formal y las relaciones entre la UE y Sudán, suspendidas 
durante los años noventa, hasta 2011, fecha del Referéndum de autodeterminación 
para el Sur de Sudán y de la posterior secesión e independencia de Sudán del Sur 
de Sudán. 
El análisis sistemático de estas diferentes etapas históricas permite 
evidenciar momentos de relevancia política fundamental, y contribuyen a la 
emergencia de patrones explicativos en función de la integración de las distintas 
piezas de un puzle que muestran la continuidad de determinadas líneas de acción a 
largo plazo, y momentos de discontinuidad y resistencia. Sudán se manifiesta así 
como un laboratorio de experimentación para las políticas europeas. La amplia 
duración de las crisis sudanesas en el tiempo, junto con los otros factores políticos 
mencionados, nos otorgan la posibilidad de examinar la evolución de la política 
exterior y de seguridad de la UE hacia Sudán como un proceso constante de 
adaptación (y diferente implicación) a las nuevas situaciones generadas en el país 
y también a nivel internacional. La transformación continua de la escena interna 
sudanesa en el tiempo y los cambios producidos en el orden internacional 
coadyuvan a la presentación de un análisis dinámico y heterogéneo en el que 
aunamos múltiples dimensiones para evidenciar las progresivas variaciones en el 
                                                 
21 Este periodo viene marcado por el impacto regional de los ataques a Estados Unidos el 
11 de septiembre de 2001 y la consiguiente proclamación de la Guerra contra el Terror. 
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enfoque de la política exterior de la UE hacia Sudán (y África Subsahariana en 
general), en el marco de la agenda global contemporánea de desarrollo y 
seguridad internacional. 
5.3. Estancias de investigación 
La realización de diversas estancias de investigación doctoral y 
desplazamientos breves, gracias al apoyo material obtenido mediante una beca de 
formación de personal investigador de la Universidad Complutense de Madrid, 
nos ha dado la posibilidad de profundizar en el conocimiento de los estudios 
africanos, los estudios europeos, las relaciones internacionales y los estudios 
críticos de seguridad, así como acceder a fuentes documentales difíciles (o 
imposibles en algunos casos) de encontrar en España, dialogar con expertos en las 
áreas de estudio pertinentes, y recolectar datos primarios durante el trabajo de 
campo, contrastables a su vez con la información recopilada mediante fuentes 
secundarias. 
Una primera estancia breve de tres meses en el Centre d’étude d’Afrique 
noire (CEAN) del Instituto de Estudios Políticos de Burdeos, uno de los 
principales centros de análisis de la política en África, en el curso 2008-2009, 
durante la cual participamos en las distintas actividades del centro de 
investigación y docencia, nos permitió articular una primera base para nuestra 
tesis doctoral, con la formulación de las primeras preguntas en relación con la 
política de los países del Norte en el Sur, en el terreno de los conflictos y la 
seguridad. El acceso a los fondos de la biblioteca, y el intercambio con los 
investigadores del centro, contribuyeron a sentar las bases dialécticas de nuestro 
incipiente proyecto de investigación. 
En segundo lugar, nuestra estancia de seis meses en el Centro de Estudios 
Africanos de la School of Oriental and African Studies (SOAS) de la Universidad 
de Londres durante el curso 2009-2010, marcó un antes y un después en nuestra 
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aproximación hacia el continente africano, siendo fundamental la influencia 
intelectual del trabajo de Marriage y la inmersión en el campo de los estudios 
críticos de seguridad, así como las dinámicas internacionales en torno al 
desarrollo, la violencia y la paz. Los intercambios con los profesores e 
investigadores, así como con los compañeros de doctorado de los departamentos 
de Desarrollo y de Política, contribuyeron a la forja de una robusta línea 
prioritaria de la investigación, y a un desarrollo más complejo de la línea 
argumental en relación con África Subsahariana y Sudán. Asimismo, la 
participación en los seminarios sobre métodos de investigación, filosofía y ética 
de la investigación, y el workshop del Departamento de Estudios de Desarrollo, 
fomentaron la elaboración inicial de los borradores sobre el marco teórico de la 
tesis. También aprovechamos la oportunidad para asistir como oyentes a las 
asignaturas de Máster denominadas “Violence, Conflict and Development” y  
“Security”, cuyos recursos, lecturas y discusiones favorecieron la redacción inicial 
de nuestra aproximación conceptual. Por otra parte, el acceso a los fondos de la 
biblioteca, con una profusión documental sobre Sudán desconocida en España, y 
la participación en las distintas actividades académicas de la Escuela nos 
proporcionó material documental de gran valor para nuestra investigación, y 
discusiones complejas en torno al análisis en curso. 
En tercer lugar, la realización del trabajo de campo propiamente dicho nos 
llevó nueve meses a Sudán durante el curso 2010-2011. Este periodo fue 
fundamental para la investigación, porque nos permitió conocer la realidad social 
y política sudanesa de primera mano. Los meses de estancia en Sudán realizamos 
un periodo de prácticas en la Sección Política de la Delegación de la UE en 
Jartum, trabajando por tanto sobre las cuestiones políticas del país e interactuando 
con los responsables políticos y de cooperación de la Comisión, de los Estados 
miembros, y del SEAE. Los meses transcurridos en Sudán los aprovechamos 
intensivamente para realizar entrevistas al personal de cooperación y político de la 
UE y a los responsables de los Estados miembros presentes en Sudán. También 
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consistió un momento fundamental para integrarnos con la sociedad local y para 
viajar a lo largo y ancho del país, con el objetivo de comprender y conocer las 
diferentes realidades sudanesas, recorriendo todos y cada uno de los Estados del 
Norte de Sudán, excepto los Estados de Darfur, por motivos de seguridad. 
En cuarto lugar, la segunda fase de trabajo de campo nos llevó a Bruselas 
durante seis meses. Mientras realizábamos un periodo de prácticas en el seno del 
ECDPM, un centro especializado en el estudio de las políticas europeas, donde 
intercambiamos múltiples discusiones con los investigadores del centro, 
realizamos las entrevistas correspondientes a las personas pertinentes de las 
diferentes estructuras e instituciones trabajando con el dossier sudanés, 
obteniendo datos esenciales para la comprensión de la evolución de la política 
europea en Sudán. 
En quinto lugar, el Centro de Estudios Africanos de l’Ecole des Hautes 
Etudes en Sciences Sociales (EHESS) de París nos acogió durante nueve meses en 
2012, periodo en el cual pudimos realizar la transcripción de las entrevistas 
grabadas durante el trabajo de campo y  el análisis de los datos recopilados en el 
terreno, definiendo las categorías y temáticas específicas para el análisis y 
estableciendo una base de datos sólida para nuestro proyecto. Para ello utilizamos 
el programa Sonal que provee un nuevo método para la transcripción y el análisis 
de las entrevistas. Concebido como un software libre para la investigación 
cualitativa, Sonal permite la organización, codificación y el análisis de los datos 
mediante diferentes métodos y aplicaciones, y resultó de gran relevancia para la 
transcripción y organización del vasto cuerpo de datos empíricos que sustentan 
nuestra investigación.22 
Por último, la fase de redacción la acometimos durante nuestra estancia de 
investigación en el Centre d’études et de recherches internationales (CERI), 
unidad mixta de investigación bajo la doble tutela de Sciences Po y el CNRS, en 
                                                 
22 Véase http://www.sonal-info.com/en 
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tres periodos consecutivos comenzando en enero de 2013 y terminando en 
septiembre de 2015. Esta estancia se mostró fundamental para el desarrollo formal 
de los distintos capítulos de nuestra tesis, bajo la supervisión de Roland Marchal, 
que impulsó nuestro proyecto, discutiendo exhaustivamente el contenido y la 
forma de las distintas partes de la tesis doctoral. 
5.4. Trabajo de campo: Entrevistas semiestructuradas y observación directa 
Nuestro trabajo de campo consta de diversas fases, como hemos esbozado 
más arriba. Una primera fase la constituye nuestra estancia en Sudán desde agosto 
de 2010 hasta mayo de 2011, durante la cual realizamos cien entrevistas a 
personal de la Delegación de la UE en Sudán, diplomáticos de los Estados 
miembros presentes en Sudán, funcionarios y miembros de los Ministerios 
sudaneses, activistas sudaneses de derechos humanos, investigadores, personal de 
ONG presentes en el terreno, oficiales de inteligencia, periodistas internacionales 
y locales, personal humanitario, expertos y analistas políticos entre otros, como se 
puede ver en el anexo correspondiente a las entrevistas de la tesis, aunque algunos 
nombres no están presentes por motivos de confidencialidad y de seguridad. 
Durante nuestra estancia en Sudán tuvimos la oportunidad de realizar un 
periodo de prácticas en el seno de la Delegación de la UE en Sudán, lo cual 
constituyó un momento privilegiado para comprender de primera mano el 
funcionamiento de los procedimientos internos, las discusiones políticas, la 
interacción de la Comisión con los Estados miembros, los intercambios con otros 
actores internacionales, la elaboración de los documentos, la relación con los 
oficiales de los despachos en Bruselas, y otros asuntos muy relevantes para 
comprender la política exterior y de seguridad europea, y su implementación en el 
terreno sudanés. 
Una vez terminado el internship, fuimos incorporados como parte de un 
equipo orientado a formular una estrategia de comunicación de la UE en Sudán. 
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Este proyecto nos ayudó a comprender el rol de la UE en Sudán, y ocasionó 
múltiples intercambios y discusiones con los representantes de los EEMM, con la 
sociedad civil sudanesa y con miembros de organizaciones no gubernamentales 
que trabajan en diversos sectores de la cooperación al desarrollo. 
La segunda fase del trabajo de campo la realizamos en Bruselas, donde 
realizamos cuarenta entrevistas a diversos actores de la Comisión, el Consejo, el 
SEAE y ECHO. Asimismo nos aproximarnos a los representantes permanentes de 
los EEMM ante el Consejo, y discutimos con expertos, activistas y analistas de 
think tanks presentes en Bruselas. Aprovechamos nuestra estancia para realizar un 
stage en el seno del European Center for Development Policy Management 
(ECDPM), think tank especializado en el análisis de la política y la práctica de la 
política europea de desarrollo, con una experiencia muy relevante sobre el grupo 
de Estados ACP, y la cooperación internacional, asuntos que se adaptaban 
perfectamente al objeto de nuestra investigación. 
Para terminar, la tercera fase del trabajo de campo abarca la realización de 
entrevistas en España (en 2011) y en París (en 2011 y 2013), con el propósito de 
obtener algunos datos adicionales sobre la política exterior de algunos Estados 
miembros y sobre determinados aspectos de la realidad sudanesa. 
En la tabla que constituye el anexo correspondiente a las entrevistas, se 
pueden ver el nombre, apellidos, institución, cargo, lugar y fecha de cada 
entrevista. Como hemos dicho más arriba, por motivos de seguridad o 
confidencialidad, muchas de las fuentes citadas han preferido mantener el 
anonimato. En ocasiones, la obtención de datos particularmente interesantes, se ha 
visto acompañada de su condición ‘off the record’; por ende no citamos la fuente, 
aunque tenemos la posibilidad de aportar el dato correspondiente y su valor 
específico. 
La transcripción minuciosa de las 150 entrevistas llevadas a cabo (en 
inglés, francés, español e italiano), cuya duración media supera los 60 minutos, se 
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realizó a la par de la definición de categorías específicas de análisis que nos 
permitieran cruzar los datos y comparar lo que se decía sobre un mismo tema en 
distintas instancias de la UE y de los ámbitos de investigación y expertise político 
sobre Europa. Para ello empleamos Sonal, un software específicamente diseñado 
para la transcripción y el análisis de entrevistas, desarrollado a finales de 2009 por 
el sociólogo francés Alex Alber. El programa propone un tratamiento directo de 
archivos wav de audio, a través de una interfaz sencilla que facilita la redacción y 
la creación de temáticas para cada extracto de cada entrevista analizada, 
coadyuvando a nuestra investigación cualitativa y permitiéndonos observar lo que 
dicen los distintos autores sobre un mismo tema. En casos particulares, también 
hemos empleado las funciones de análisis lexicométrico y cronométrico 
propuestas por el programa, aunque en menor medida, estando nuestro foco de 
atención situado en la definición de categorías de análisis o temáticas particulares, 
dependientes de las discusiones y cuestiones desarrolladas durante las entrevistas. 
6. Estructura y elementos de la tesis 
En la presente tesis, titulada “La política exterior y de seguridad de la 
Unión Europea hacia África Subsahariana: Estudio de caso de Sudán (1956-2011) 
e implicaciones para la política de la UE”, estudiamos la política exterior y de 
seguridad de la UE hacia el continente africano, centrando nuestro interés en las 
políticas de desarrollo y de seguridad formuladas e implementadas en el caso 
sudanés. 
Después del capítulo introductorio, en una primera parte abordamos el 
lugar fundamental de las relaciones euroafricanas en el origen y evolución de la 
política comunitaria/europea de desarrollo.  Analizaremos el papel de la CE/UE 
como actor global en el ámbito de la cooperación para el desarrollo, estudiando el 
proceso de institucionalización de las relaciones de la CE/UE con el mundo en 
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desarrollo, las motivaciones internas y la influencia del contexto global y los 
acontecimientos internacionales. 
El enfoque de la política europea de desarrollo remite por una parte a la 
ayuda al desarrollo, es decir, a los programas tradicionales de asistencia, pero 
también a asuntos fundamentales de política exterior que reflejan las motivaciones 
y funciones internas, generando una interacción entre la dimensión internacional 
de la cooperación para el desarrollo y la dimensión interna o doméstica europea. 
Con el progresivo devenir de la UE como actor regional y global con 
proyección internacional, va a aumentar su actividad en el ámbito del desarrollo. 
Los presupuestos de la ayuda no van a escapar a la presencia de una diversidad de 
finalidades y motivaciones, de forma que el enfoque europeo de las políticas de 
desarrollo va a verse impregnado por objetivos más amplios de política exterior y 
objetivos en relación con las dinámicas de la política doméstica. Es decir, el 
proceso de construcción de la política europea de desarrollo se encuentra 
vinculado a los debates contemporáneos sobre el papel internacional de la UE y el 
proceso de integración europea. 
En una segunda parte afrontamos los desarrollos principales de la UE 
como actor en el ámbito de la seguridad internacional, analizando las 
motivaciones internas y el contexto global que han impulsado el establecimiento 
de políticas europeas en materia de prevención de conflictos y gestión de crisis, 
así como la formulación de un enfoque holístico o integral que vincula las 
cuestiones de seguridad y desarrollo. 
Para comprender el desarrollo progresivo de la UE como actor de 
seguridad, examinamos en esta segunda parte el surgimiento y la evolución 
histórica de la política exterior europea, fundamentalmente en sus manifestaciones 
más importantes a partir de los años noventa, observando las diferentes 
modalidades de implicación en la esfera internacional, así como la promoción de 
la paz y la seguridad más allá de las fronteras europeas. Es decir, trataremos de 
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comprender la evolución de las cuestiones de seguridad y de dar forma a la 
naturaleza dinámica de la UE, en función de las circunstancias internas y del 
contexto cambiante de las relaciones internacionales, que genera la aparición e 
interpretación de nuevos tipos de amenazas y riesgos para la seguridad de la 
Unión. 
En una tercera parte desarrollamos nuestro estudio de caso (Sudán, 1956-
2011). En primer lugar tratamos los antecedentes históricos más relevantes para 
comprender el proceso de formación del Estado sudanés y sus características. 
Examinamos, así pues, el significado y la importancia de los principales 
acontecimientos histórico-políticos con el objetivo de aprehender cómo Sudán se 
constituye en un sistema de desigualdad social estructural que deriva en una crisis 
del sistema político que conduce en última instancia al estallido de la violencia y a 
la persistencia de focos de conflicto a lo largo de toda la historia sudanesa. 
En un segundo capítulo (de esta tercera parte) analizamos la actuación de 
la UE en Sudán en el ámbito de la política de desarrollo y la implementación de 
los programas de cooperación. Estudiamos las distintas fases que ha atravesado la 
política europea de desarrollo en Sudán, comenzando a principios del periodo 
poscolonial, durante el cual la implicación de la CE era prácticamente inexistente, 
al estar las relaciones comunitarias con el mundo en desarrollo fundadas sobre un 
concepto asociacionista y un enfoque geográfico limitado a las antiguas colonias 
francesas en el continente africano. 
En un tercer capítulo de esta última parte de la tesis emprendemos el 
análisis de la implicación de la Unión Europea en Sudán en el periodo histórico 
contemporáneo, mediante el estudio de la concepción, aplicación y ejecución de 
las políticas europeas en dos escenarios principales. En primer lugar, en el 
conflicto de Darfur, cuyo estallido violento en 2002-2003 atrajo la atención de la 
UE como actor humanitario y de seguridad. En segundo lugar, en el contexto del 
final de la guerra entre el Norte y el Sur, para observar el papel de la UE como 
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mediador en el proceso que culminó con la firma del Acuerdo Global de Paz 
(CPA) en 2005 lo cual llevaría posteriormente a la celebración del Referéndum de 
autodeterminación del Sur de Sudán en enero de 2011 y a su independencia en 
julio del mismo año. 
Por último, la tesis se cierra con un capítulo dedicado a las conclusiones de 
la investigación, donde explicitamos el final del proceso, la comprobación de las 
hipótesis previamente establecidas y los resultados más significativos. 
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P R I M E R A  P A R T E : 
 
ORIGEN Y EVOLUCIÓN DE LA 
P O L Í T I C A  C O M U N I T A R I A  / 
EUROPEA DE DESARRO LLO 
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INTRODUCCIÓN 
 
A LA PRIMERA PARTE 
En esta parte analizaremos el papel de la CE/UE como actor global en el 
ámbito de la cooperación para el desarrollo, estudiando el proceso de 
institucionalización de las relaciones de la CE/UE con el mundo en desarrollo, las 
motivaciones internas y la influencia del contexto y los acontecimientos 
internacionales. 
El enfoque de la política europea de desarrollo remite por una parte a la 
ayuda al desarrollo, es decir, a los programas tradicionales de asistencia, pero 
también a asuntos fundamentales de política exterior que reflejan las motivaciones 
y funciones internas, generando una interacción entre la dimensión internacional 
de la cooperación para el desarrollo y la dimensión interna o doméstica europea. 
Si bien parece obvio afirmar que “fostering development outside Europe is 
only one policy goal among many”, y en ocasiones parece difícil hacer converger 
los objetivos desarrollistas en el exterior con las prioridades domésticas, también 
es cierto que la dimensión global se manifiesta cada vez con mayor relevancia en 
el propio marco político europeo: 
“as many of the greatest global challenges are also 
increasingly development challenges, the EU’s ‘domestic’ 
priorities have become less immune to events outside 
Europe”  (Gänzle, Grimm & Makhan 2012) 
. 
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Desde el primer gran programa de asistencia económica externa, el Plan 
Marshall para facilitar la reconstrucción económica de la Europa de la 
posguerra23, promulgado en 1947 y aprobado en 1948 por el Congreso de 
Estados Unidos, se puede observar la existencia de una multiplicidad de 
motivaciones diferentes, los llamados ‘intereses de los donantes’, presentes en 
distintos ámbitos de acción que superan el marco de la política de desarrollo. 
Es de hecho a partir de este momento 
cuando empiezan a institucionalizarse los 
programas de ayuda exterior y el sistema de 
cooperación al desarrollo de forma más general, en 
un contexto internacional marcado por factores 
económicos derivados del final de la Segunda 
Guerra Mundial, con la consiguiente necesidad de 
recuperación económica y reconstrucción de 
Europa Occidental; y por factores geopolíticos 
consecuencia del principio de la Guerra Fría y del 
nacimiento de un orden mundial basado en la 
bipolaridad y la rivalidad ideológica entre dos 
bloques opuestos (Boni Aristizábal 2010). 
En el caso del Plan Marshall identificaríamos por ejemplo una 
predominancia de intereses en el ámbito geopolítico, en función de criterios 
estratégicos y securitarios fruto del comienzo de la Guerra Fría, con el objetivo de 
contener el comunismo en el hemisferio occidental: “The objective of US foreign 
policy in the early post-World War II period was to construct a ‘Grand Area’, 
which specifically included the Western Hemisphere, Western Europe, the Far 
East, the former British Empire – which was to be further ‘dismantled’ – and the 
Middle East” (van Reisen 2007). E intereses en el ámbito económico, en pos de 
                                                 
23 De ahí su nombre oficial: European Recovery Program. 
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un crecimiento económico necesario tras la finalización de la Segunda Guerra 
Mundial y sus consecuencias devastadoras: “the instrument of Marshall aid was 
created explicitly on the understanding that Europe would need access to the 
Third World to support its recovery, which in turn was seen as necessary for the 
economic expansion of the post-war American economy” (van Reisen 2007). 
Con el progresivo devenir de la UE como actor regional y global con 
proyección internacional, va a aumentar su actividad en el ámbito del desarrollo. 
Los presupuestos de la ayuda no van a escapar a la presencia de una diversidad de 
finalidades y motivaciones, de forma que el enfoque europeo de las políticas de 
desarrollo va a verse impregnado por objetivos más amplios de política exterior y 
objetivos en relación con las dinámicas de la política doméstica. Es decir, el 
proceso de construcción de la política europea de desarrollo se encuentra 
vinculado a sendos debates contemporáneos sobre “the EU’s international role as 
well as the internal European integration process” (Orbie 2012). 
Esto nos lleva a analizar la interrelación entre las dimensiones externa e 
interna de la política comunitaria de desarrollo, en concreto cómo la política de 
desarrollo podría ser instrumental en la construcción de la UE como actor global, 
situándose en una perspectiva en la que uno de los fines principales (o interés 
propio de la Comunidad como donante) sería formular y llevar a cabo una política 
exterior europea eficaz y efectiva, lo cual constituye un elemento crucial para el 
propio proceso de integración a nivel europeo. Esta interdependencia reflejaría 
una agenda de intereses propios y prioridades europeas, o bien “the centrality of 
internal functionality to EU foreign policy” (Bickerton 2011a). 
Por otro lado, debemos tener en cuenta el contexto global a la hora de 
analizar la construcción y evolución de la política europea de desarrollo, en la 
medida en que indudablemente “EU development policy exists within a broader 
framework of international development initiatives” (Hurt 2010). Las acciones 
europeas se sitúan en un marco más amplio de actuaciones e iniciativas 
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internacionales relativas a la formulación y gestión de la cooperación para el 
desarrollo. La agenda europea se ve así influenciada por las agendas de los 
grandes actores internacionales, y su contribución a los debates mundiales en 
materia de desarrollo reflejará el grado de asimilación, reacción, adaptación y 
alineamiento con los diferentes planteamientos y consensos adoptados a nivel 
global. 
En este sentido, veremos cómo la CE/UE actúa de conformidad con las 
principales aportaciones conceptuales realizadas a nivel global, estableciendo una 
agenda europea de desarrollo que comporta claramente un “componente 
ideológico”, al posicionarse de forma consistente con los objetivos, cometido 
político y consensos alcanzados en el marco de las Naciones Unidas, así como con 
los dictados de la liberalización económica y la liberalización del comercio 
propugnados por el Banco Mundial (BM) y la Organización Mundial del 
Comercio (OMC) (Hurt 2010). 
En síntesis, analizaremos el ámbito de la cooperación al desarrollo, uno de 
los pilares de las relaciones de Europa con el continente africano, teniendo en 
cuenta tres vertientes. Por un lado, las motivaciones europeas en la formulación de 
una política comunitaria de desarrollo y los intereses propios de la Comunidad 
como donante que impulsan las políticas y coadyuvan a la realización de la 
política exterior europea. En la ya mencionada interrelación entre el proceso 
(interno) de integración europea y la construcción de una política exterior 
europea, es importante observar el impacto de las políticas de desarrollo en la 
construcción progresiva del proyecto de integración y de una identidad europea: 
“development policy forms an important aspect of the EU’s international role and 
should be conceptualized within the broader intention to establish a single foreign 
policy international ‘presence’” (Holland 2002). Por otro lado, el contexto global 
y los grandes debates e iniciativas a nivel internacional que van a influir en las 
reacciones, adopción de medidas y evolución de la política europea de desarrollo. 
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Por último, otro aspecto más reciente en el que incidiremos de forma 
particular en el siguiente capítulo y que va a tener una influencia decisiva en la 
agenda y política europea de desarrollo, es la vinculación del desarrollo con la 
agenda de seguridad, fundamentalmente a raíz de los acontecimientos del 11 de 
septiembre de 2001 y de la posición adoptada por los donantes occidentales, nexo 
que va a suponer el refuerzo de la politización del modelo de desarrollo 
occidental. De conformidad con lo establecido en la Estrategia Europea de 
Seguridad (EES), La UE va a definir una estrategia propia sobre el desarrollo, 
plasmada en el Consenso Europeo sobre Desarrollo (2005), donde subraya 
precisamente la fusión entre el desarrollo y la seguridad, abriendo la puerta al 
establecimiento de un enfoque holístico o integral que manifiesta el vínculo entre 
las acciones relativas a la prevención de conflictos y la gestión de crisis, y los 
programas de desarrollo. 
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CAPÍTULO 2:  
 
EL LUGAR FUNDAMENTAL DE LAS 
RELACIONES EUROAFRICANAS EN EL 
O R I G E N  D E  L A  P O L Í T I C A 
C OM U N I T A R IA  D E  D ES A R R OL LO 
1. Los inicios de las relaciones comunitarias con el mundo en 
desarrollo: El legado del pasado colonial europeo y el 
establecimiento de la primera base legal de las relaciones Norte-
Sur 
Las relaciones de la UE con los países en vías de desarrollo se han visto 
configuradas en gran medida por tres fases o factores históricos predominantes. 
Nos referimos, por un lado, a los lazos históricos que remontan al pasado colonial 
de los países europeos en sus relaciones Norte-Sur, lo cual se ve reflejado en el 
protagonismo de determinados Estados miembros, en particular Francia, en la 
formulación original de las primeras políticas de desarrollo comunitarias en torno 
a un concepto asociacionista y a un enfoque geográfico limitado al continente 
africano. Por otro lado, a la influencia de la Guerra Fría en la evolución de las 
relaciones de Europa con el Tercer Mundo. Por último, en el orden internacional 
posterior a la Guerra Fría, y en el mundo global actual, hemos de tener en cuenta 
el impacto del propio proceso de integración europea y de las sucesivas oleadas de 
la ampliación de la UE en la evolución de las políticas de desarrollo de la Unión 
Europea (Bickerton 2011a, van Reisen 2007). 
En este epígrafe analizaremos los orígenes a los que se remontan las 
relaciones entre el embrionario ente europeo y el mundo en desarrollo, 
concretamente las relaciones con el continente africano. Estudiaremos la 
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influencia del pasado colonial europeo en el origen y configuración de la política 
de desarrollo europea y en la cualidad de la Comunidad como donante de ayuda. 
La dominación colonial que establecieron las potencias imperialistas de 
Europa, y el proceso subsiguiente de descolonización e independencia africana 
constituyen uno de los gérmenes impulsores de la creación e institucionalización 
del sistema de la cooperación al desarrollo a nivel internacional a partir de la 
década de los años cincuenta. En efecto, el surgimiento de los nuevos países 
independientes africanos fruto del proceso de descolonización, con sus incipientes 
necesidades de asistencia técnica y financiera, junto con los cambios a nivel 
internacional derivados del final de la Segunda Guerra Mundial y del comienzo de 
la Guerra Fría, coadyuvaron al nacimiento de la cooperación al desarrollo. 
La confrontación bipolar Este-Oeste conllevó la rivalidad entre los dos 
bloques liderados por Estados Unidos y la Unión Soviética en un eje también 
Norte-Sur, mediante la lucha por zonas de influencia geoestratégicas en el 
denominado Tercer Mundo. Ello determinó la asignación y dirección de los flujos 
de la ayuda, que se vería condicionada por estos motivos geopolíticos y por el 
ansia de establecer relaciones políticas y económicas en áreas seguras controladas 
por las dos principales potencias del momento (Boni Aristizábal 2010, Griffin 
1991, Álvarez Orellana 2012). 
En síntesis, podemos afirmar junto con Griffin que el motivo principal en 
el origen de la ayuda externa es de naturaleza política en lugar de económica. 
Aunque existe una dimensión económica, la raíz deriva de factores políticos e 
ideológicos, marcados por los intereses de los dos bloques antagónicos: 
“The origins and objectives of foreign aid 
cannot be understood outside the global political 
context. Foreign aid is a product of the Cold War, 
of the division of the globe into First, Second and 
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Third Worlds and of the hostility of the two superpowers” 
(Griffin 1991). 
No obstante, desde el primer gran programa de 
cooperación representado por el Plan Marshall, los 
primeros enfoques de la cooperación internacional 
equipararon el desarrollo con el crecimiento económico. 
Las primeras teorías económicas desarrollistas adoptaron 
la idea de que el modelo de cooperación más adecuado 
sería aquel centrado en el aumento del capital, la 
infraestructura y la tecnología, lo cual permitiría acercar la 
situación de los países del Tercer Mundo a los niveles de 
bienestar de los países del Primer Mundo, en una sucesión 
de etapas que llevarían desde el retraso económico hasta 
una sociedad moderna (Boni Aristizábal 2010, Álvarez 
Orellana 2012). 
De esta forma, la provisión de ayuda exterior se constituye desde finales 
de los años cincuenta en el catalizador que permite la transferencia de los recursos 
necesarios desde el Primer al Tercer Mundo. Si el subdesarrollo se define según el 
paradigma ortodoxo como la escasez de capital, tecnología, industria y 
competencias, es posible llegar a una “justificación económica para la ayuda 
exterior”, según la cual el desarrollo es una cuestión meramente técnica y 
financiera, donde  “what the Third World needs in order to promote its 
development is what the First World has in abundance (…) the donor countries 
are well placed to provide capital (in the form of loans and grants), technology 
(often in the form of specific projects) and skills (in the form of technical 
assistance)” (Griffin 1991). 
Una de las consecuencias de esta visión limitada del desarrollo es la 
construcción progresiva a lo largo de los años cincuenta y sesenta de un sistema 
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institucional internacional que fuera capaz de organizar los flujos de ayuda 
exterior de los países donantes (la ayuda oficial al desarrollo), para gestionar la 
cooperación al desarrollo, en forma de transferencia de los recursos técnicos y 
financieros desde el Primer Mundo al Tercer Mundo, reflejado mayoritariamente 
en un eje Norte-Sur. Además, en el marco de la competición ideológica propia de 
la Guerra Fría, este sistema configuró también los intereses propios de los dos 
bloques, generando un sistema de carácter jerárquico y asimétrico, donde los 
montos de ayuda se adjudicaban en función de criterios políticos, no de las 
necesidades económicas (Boni Aristizábal 2010, Griffin 1991, Álvarez Orellana 
2012). 
La creación de un sistema institucional de carácter multilateral comenzó a 
gestarse antes del final de la guerra en Europa. En julio de 1944, representantes de 
44 países tomaron parte en la Conferencia de Bretton Woods, donde se sentaron 
las bases de un nuevo orden económico mundial y tuvo lugar la fundación de las 
denominadas ‘instituciones de Bretton Woods’,  el Banco Internacional de 
Reconstrucción y Fomento (BIRF), que hoy es parte de la organización que 
conocemos como Banco Mundial (BM), y el Fondo Monetario Internacional 
(FMI). El Banco sería el responsable de financiar a través de préstamos la 
reconstrucción de las naciones europeas al término de la Segunda Guerra 
Mundial; el FMI proveería de crédito a los países con bajos ingresos y dificultades 
en la balanza de pagos, y garantizaría la estabilidad del comercio y del sistema 
monetario internacional (con el dólar estadounidense como patrón), armonizando 
las políticas monetarias para evitar la desestabilización de posibles crisis 
económicas como la de 1929. Se planteó también la creación de una Organización 
Internacional del Comercio (OIC), concebida para mantener la estabilidad de los 
precios de los bienes de exportación y generar una cierta equidad en el comercio 
mundial. Estos planes quedaron relegados a un segundo plano, y se discutieron 
posteriormente en La Habana (Cuba) en 1948, donde se estableció el Acuerdo 
General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio (GATT), germen de la 
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Organización Mundial del Comercio (OMC), creada durante la década de los años 
noventa. 
La creación del GATT generó mucha insatisfacción en los países en vías 
de desarrollo, que no participaron de manera relevante en las discusiones, y vieron 
las ideas primigenias de Bretton Woods en relación con la estabilidad y la equidad 
del comercio esfumarse para dar paso a los intereses de los países más ricos e 
industrializados (Griffin 2003). 
En 1945, los representantes de cuarenta y seis países aliados, junto a otras 
cuatro naciones invitadas, participaron en la Conferencia de San Francisco sobre 
Organización Internacional, donde se fundó la Organización de las Naciones 
Unidas (ONU), que sustituyó a la Sociedad de Naciones. El 25 de junio se aprobó 
por unanimidad la Carta de las Naciones Unidas, firmada solemnemente el 26 de 
junio, entrando en vigor el 24 de octubre del mismo año, con la resolución 
expresada en el preámbulo de evitar los horrores de las precedentes guerras 
mundiales: “preservar a las generaciones venideras del flagelo de la guerra que 
dos veces durante nuestra vida ha infligido a la Humanidad sufrimientos 
indecibles” y de “unir nuestras fuerzas para el mantenimiento de la paz y la 
seguridad internacionales” (Naciones Unidas 1997Preámbulo). 
No obstante, la institución del Consejo de Seguridad de las Naciones 
Unidas (CSNU), que ostenta la “responsabilidad primordial de mantener la paz y 
la seguridad internacionales” (Naciones Unidas 1997cap. V, art. 24), manifestó 
inmediatamente una realidad asimétrica, representada en la preponderancia de las 
potencias vencedoras de la Segunda Guerra Mundial, que se arrogaron el derecho 
de veto, plasmado en la Carta de San Francisco. 
Asimismo, en 1948 se fundó, con el apoyo de EEUU y Canadá, la 
Organización Europea de Cooperación Económica (OECE), con el objetivo de 
coordinar y administrar el Plan Marshall para la reconstrucción de Europa, 
creándose en 1960 el Grupo de Ayuda al Desarrollo (GAD) de la organización. La 
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Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE) sustituyó a 
la OECE en 1961, con el ingreso de EEUU y Canadá, países no europeos, y el 
mismo año el GAD se convirtió en el Comité de Ayuda al Desarrollo (CAD). 
Entre 1948 y 1952 el Plan Marshall asignó más de 13 billones de dólares 
para la reconstrucción de los países de Europa Occidental integrados en la OECE. 
El Plan Marshall, junto con los procesos iniciados en esta época para la creación 
de un nuevo orden internacional, tuvo consecuencias profundas para el Tercer 
Mundo. Se vinculó la reconstrucción europea de la posguerra y las iniciativas 
multilaterales de los EEUU a una posición particular y a un modelo específico de 
desarrollo del Tercer Mundo estrechamente relacionado con los intereses 
geopolíticos de la Guerra Fría, en torno a su contribución a la recuperación 
europea, al desarrollo económico de EEUU y al establecimiento de un nuevo 
orden económico internacional  (Wood 1986). 
“The overseas territories were expected to 
contribute to the success of the Marshall Plan in 
two major ways. First, they would provide the 
market for European goods that had formerly 
existed in Eastern Europe and that the United 
States was not able to provide (…) Second, the 
overseas territories were expected to be dollar 
earners through their raw materials exports to the 
United States (…) These two roles of the overseas 
territories were linked in a triangular trade model, 
in which dollars would flow into European hands 
indirectly through their colonies” (Wood 1986). 
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1.1. El enfoque asociacionista y el Tratado de Roma (1957). 
El pasado colonial e imperial europeo ha influido enormemente en la 
forma que adoptaron las relaciones iniciales entre la Comunidad Europea y 
África, relaciones euro-africanas que son “as old as the European Community 
itself”(Holland 2002), así como en las implicaciones políticas y económicas que 
ello ha conllevado hasta el día de hoy. 
En el ámbito de las políticas europeas de desarrollo, éstas han estado desde 
el principio “intimately linked with the European integration project” (Orbie 
2012), reforzando la mencionada interrelación entre la esfera interna que 
constituye el proyecto de construcción europea y la dimensión externa o hacia 
fuera de la política del desarrollo. 
Las relaciones con el mundo en vías de desarrollo se definieron en un 
primer momento en torno a un concepto (caracterizado por Holland como 
“miope”) francófono del Tercer Mundo, centrado esencialmente en el fomento de 
un marco prioritario de relaciones con las dependencias coloniales francesas en 
África (Holland 2002). Los primeros programas europeos de ayuda, aunque 
marcados por el conflicto Este-Oeste y por la influencia manifiesta de Estados 
Unidos, reflejan en mayor medida los intereses particulares regionales de las 
principales potencias coloniales europeas, las relaciones de Francia con el África 
francófona, y posteriormente de Reino Unido con los países de la Commonwealth 
(Griffin 1991). 
De hecho, ya en la Declaración Schuman de 1950 se afirmaba que “Europa 
podrá, con mayores medios, proseguir la realización de una de sus tareas 
esenciales: el desarrollo del continente africano” (Schuman 1950). En el momento 
de la firma por “los Seis” de los Tratados de Roma (el primero de los cuales 
instituyó la Comunidad Económica Europea (CEE) y el segundo la Comunidad 
Europea de la Energía Atómica (EURATOM)), en 1957 (entrando en vigor el 1 de 
enero de 1958), simultáneamente al establecimiento de los cimientos del proyecto 
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europeo, se decidió también la definición y la naturaleza de la relación de los 
antiguos y aún existentes territorios coloniales con la organización recién creada, 
relaciones “described euphemistically in the Treaty as ‘special 
relationships’”(Hewitt, Whiteman 2004), mediante la asociación de los “países y 
territorios de ultramar” (PTU): 
“Los Estados miembros convienen en 
asociar a la Comunidad los países y territorios no 
europeos que mantienen relaciones especiales con 
Bélgica, Francia, Italia y Países Bajos (…) 
El fin de la asociación será la promoción 
del desarrollo económico y social de los países y 
territorios, así como el establecimiento de estrechas 
relaciones económicas entre éstos y la Comunidad 
en su conjunto” (Comunidades Europeas 1957). 
Esta ‘asociación’ fue fomentada principalmente por Francia, y respaldada 
por Bélgica, como consecuencia de las relaciones y la responsabilidad especiales 
hacia sus colonias y territorios subsaharianos, con el objetivo de mantener la 
influencia en tales territorios también después de su independencia.24 Francia 
                                                 
24 Los ‘países y territorios de ultramar’  a los cuales se aplican las 
disposiciones de la Parte IV del Tratado de la Comunidad Económica Europea 
(Tratado CEE) incluyen, como se explicita en el Anexo IV del mismo : “L'Afrique 
Occidentale Française comprenant: le Sénégal, le Soudan, la Guinée, la Côte 
d'Ivoire, le Dahomey, la Mauritanie, le Niger et la Haute-Volta; L'Afrique 
Equatoriale Française comprenant: le Moyen-Congo, l’Oubangui-Chari, le Tchad 
et le Gabon; Saint-Pierre et Miquelon, l'Archipel des Comores, Madagascar et 
dépendances, la Côte française des Somalie, la Nouvelle-Calédonie et 
dépendances, les Etablissements français de l'Océanie, les Terres australes et 
antarctiques; La République autonome du Togo; Le territoire sous tutelle du 
Cameroun administré par la France; Le Congo belge et le Ruanda-Urundi; La 
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condicionó su adhesión a la CEE a la asociación de sus territorios de ultramar con 
la organización, llegando al punto de que el General De Gaulle amenazó con 
romper las negociaciones del Tratado, en función de la profunda implicación 
francesa en África, y de sus intereses tanto a nivel político como económico. 
Francia consiguió su objetivo pese a la oposición de Alemania y Países Bajos, sin 
intereses considerables en la región, que preferían un enfoque diferente del 
asociacionista y las relaciones especiales, más amplio e inclusivo de territorios no 
directamente relacionados con los seis miembros de la CEE (van Reisen 2007, 
Holland 2002, Chikeka 1993). 
Como consecuencia del triunfo del enfoque asociacionista francés, algunos 
autores afirman que resultó inevitable la predominancia en la CEE de la 
aproximación francesa hacia África: 
“the ideological preferences and policy priorities of 
French officials, representing both the dominant partner 
during the early stages of integration and the major 
colonial power, would shape the Community’s initial 
approach to development policy”(Bretherton, Vogler 
2006). 
Así pues, en los primeros años de existencia de las Comunidades 
Europeas, Francia definió en gran medida las embrionarias políticas de desarrollo 
europeas y las relaciones de la Comunidad con el Sur, en función de una fórmula 
asociacionista que constituía un medio para proteger los intereses franceses y 
gestionar de una manera reestructurada su legado colonial en el seno de la 
Comunidad (Bickerton 2011a, van Reisen 2007). 
                                                                                                                                     
Somalie sous tutelle italienne; La Nouvelle-Guinée Néerlandaise” (Communautés 
européennes 1957) 
. 
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En etapas posteriores, la UE ha preferido referirse a las relaciones con el 
Sur en términos de ‘partenariado’ o acuerdos de ‘cooperación’, por la connotación 
colonialista del término ‘asociación’. No obstante, en el momento de formulación 
de la política de asociación, Francia se encontraba en un momento complejo de 
remodelación de las relaciones con su imperio colonial, debido al contexto 
político nacionalista en pos de la soberanía y de las independencias africanas, y el 
término ‘asociación’ pretendía diferenciarse de otras políticas tradicionales 
francesas, como la ‘asimilación’ o la ‘integración’, e introducir un nuevo tipo de 
relaciones coloniales que otorgara un mayor grado de autonomía aun preservando 
la influencia de la metrópoli, y que estuviera basado en la complementariedad 
entre la metrópoli y las colonias, generando beneficios mutuos en el ámbito 
económico y político (van Reisen 2007, Grilli 1993). 
1.1.1. Elementos principales de la política de asociacionismo 
Las relaciones especiales de carácter esencialmente colonial y el 
asociacionismo han tenido una influencia en el surgimiento y en la evolución de 
las políticas europeas de desarrollo y en las relaciones de la UE con África y con 
el grupo de países ACP hasta el día de hoy, mediante la constante presencia de 
dos elementos, identificados por diversos investigadores en la materia 
(Bretherton, Vogler 2006, van Reisen 2007, Orbie 2012, Holland 2002, Carbone 
2007a). 
Nos referimos, por un lado, a la promoción de acuerdos comerciales 
preferenciales con la Comunidad Europea, permitiendo un acceso al mercado 
comunitario libre de tasas para una variedad de productos de los que las antiguas 
colonias eran altamente dependientes, creando una especie de área de libre 
comercio entre la Comunidad y las antiguas colonias. 
“Las importaciones de mercancías 
originarias de los países y territorios se 
beneficiarán, a su entrada en los Estados 
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miembros, de la prohibición de los derechos de aduana 
llevada a cabo entre los Estados miembros de acuerdo con 
las disposiciones del presente Tratado” (Comunidades 
Europeas 1957Cuarta Parte, Art. 133.1). 
Por otro lado, la generación de un instrumento de ayuda exterior, para 
compartir la carga financiera de los países asociados o antiguas colonias, el Fondo 
Europeo de Desarrollo (FED), con contribuciones financieras especiales 
provenientes de los seis miembros de la CEE sin cargo al presupuesto general 
comunitario, aunque administrado por la Comunidad, en aras de una nueva forma 
de trabajar de forma conjunta. El fondo continúa siendo uno de los instrumentos 
principales de la cooperación al desarrollo de la UE en la actualidad, y su 
dimensión económica y alcance han aumentado considerablemente en el tiempo 
respecto a su dotación original. Sin embargo, en el momento de su creación “the 
value of the Fund was its existence not its dimensions” (Grilli 1993). 
Podemos decir en consecuencia que el principio del proceso de integración 
europea trajo consigo un cambio importante en la conducción de las políticas 
hacia las antiguas colonias africanas, “’Europeanising’ the former exclusive 
relations between colonisers and colonised”, facilitando el acceso de todos los 
Estados miembros de la Comunidad a las antiguas colonias africanas 
mayoritariamente francesas (van Reisen 2007), es decir, “transferring to the 
Community as a whole the type of comercial and financial relationship that 
France had with its colonies” (Grilli 1993). 
Esta ‘europeización’ no obsta para que las relaciones bilaterales se 
mantuvieran simultáneamente a las relaciones de la CEE con el mundo en 
desarrollo, debido a que las relaciones sólo fueron europeizadas o 
multilateralizadas de forma parcial, es decir se trataba de compartir los gastos 
económicos relativos a los países africanos, pero sin dejar de mantener la esfera 
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de influencia política tradicional francesa sobre dichos países (Claeys 2004, 
Turpin 2005). 
1.2. El debate regionalismo-globalismo en la dimensión exterior primigenia 
del proyecto de integración europea. 
La visión francesa del asociacionismo tuvo un protagonismo fundamental 
en el establecimiento original de las relaciones de la CEE con el mundo en 
desarrollo, concebido en un principio en referencia a los territorios coloniales del 
continente africano esencialmente, otorgando una dimensión exterior, aunque de 
carácter limitado, al proyecto de integración europea. 
Si bien la política comunitaria en materia de desarrollo ha evolucionado 
progresivamente hacia una política de carácter geográfico global, la visión 
original ha influido a largo plazo en la evolución de las relaciones con el mundo 
en desarrollo y con África en particular, mediante el sucesivo establecimiento de 
los posteriores convenios de asociación de Yaundé y de Lomé, los cuales 
arrastraron la misma limitación estructural, a saber: 
“the selectivity of the countries included 
foreshadowed what was to become the central 
problem in Europe’s relationship with the 
developing world – historical ties rather than need 
has been the driving rationale behind preferential 
treatment” (Holland 2002). 
Esta dicotomía se ve reflejada en el debate entre regionalistas y 
mundialistas, es decir, entre los Estados miembros de la Comunidad que 
defendían la primacía de las relaciones especiales con las antiguas colonias, grupo 
que contaba con Francia y Bélgica a la cabeza; y el grupo que se oponía a esta 
visión, formado por Alemania y Países Bajos, con un enfoque más centrado en las 
necesidades y en la lucha contra la pobreza (Grilli 1993, Carbone 2007b). 
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La visión regionalista, impregnada de los intereses económicos y políticos 
franceses en África, se impuso desde un primer momento a la visión globalista, de 
tal forma que “confronted with a French ultimatum, Germany and the Netherlands 
opted to save the emerging European Community and accepted, with minor 
modifications, France’s associationist designs” (Grilli 1993). 
A su vez, esta visión regionalista se vio reforzada por los dos elementos 
fundamentales que caracterizaron el establecimiento de las bases legales de la 
relación de asociación en el Tratado de Roma, las relaciones comerciales de 
carácter preferente y el instrumento financiero de ayuda exterior, el primer FED 
(1959-1964). De hecho, el FED fue elaborado a inspiración de instrumentos 
franceses establecidos anteriormente para financiar actividades en las colonias, 
como el fondo FIDES (Fonds d'investissement pour le développement 
économique et social des territoires d'outre-mer), creado el 30 de abril de 1946 
con el objetivo de financiar un plan de desarrollo y modernización de los 
territorios coloniales africanos, el cual a su vez inspiró el funcionamiento del 
FEDOM (Fonds de développement économique pour l'outre-mer), con una 
duración de cinco años, y al igual que en el caso del FED: 
“l'origine remonte à une demande de la France de 
voir ses partenaires participer à la charge du financement 
public dans des pays dont elle s'apprêtait à ouvrir 
entièrement les marchés à ses partenaires” (Garand 1960). 
Podemos afirmar que ambas medidas crearon privilegios que 
discriminaban por su naturaleza exclusiva al resto de terceros países en vías de 
desarrollo (Holland 2002, Grilli 1993). 
La principal favorecida por el establecimiento de ambos elementos fue 
Francia, manteniendo su posición privilegiada de influencia respecto al continente 
africano. Por un lado, en el tema comercial, Francia mantuvo “l’essentiel de sa 
position commerciale dominante dans ces pays africains tout en leur ouvrant le 
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marché européen”. Por otro lado, aunque la puesta en marcha del FED generó 
críticas acerbas de los Estados miembros contra Francia, el Gobierno francés, “qui 
privilégie l’aide bilatérale plus intéressante du point de vue politique”, consiguió 
evitar que una institución europea gestionase el instrumento financiero y 
disminuyera el papel protagonista francés en las relaciones con África, “tout en 
recherchant une certaine harmonisation générale de la politique d’assistance” 
(Turpin 2005). 
Las preferencias comerciales otorgadas a los países asociados crearon 
además una controversia legal en el seno del Acuerdo General sobre Aranceles 
Aduaneros y Comercio (GATT) negociado en 1947, del que formaban parte los 
miembros de la Comunidad Económica Europea, en virtud del principio general 
de no discriminación o de igualdad de trato entre todas las partes contratantes. Si 
bien la CEE adoptó una posición según la cual “the free-trade area between itself 
and the associates was permisible under GATT”, la controversia en torno a una 
concesión general de preferencias comerciales a los países en desarrollo continuó 
durante las décadas posteriores, en pos de la persistencia de las preferencias 
otorgadas por la Comunidad a los países asociados, en detrimento de otros países 
en desarrollo, al firmar los Convenios de Yaundé y de Lomé (Grilli 1993). 
2. Contexto global y reivindicaciones de los países en vías de 
desarrollo 
2.1. Resistencia y reflexiones del mundo en desarrollo 
Las primeras muestras de resistencia de los países en vías de desarrollo al 
establecimiento de un nuevo orden económico mundial que favorecía a los países 
más ricos e industrializados se concretaron en la celebración en 1955 de la 
Conferencia Afroasiática de Bandung (Indonesia), la cual ha sido considerada 
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“the first great impetus for neutralism as an international doctrine” (Shay 1968), 
neutralismo que significaba esencialmente “a rejection of the East-West rivalry 
represented by the Cold War and a wholesale renunciation of the value system 
engendered by this contest” (Allison 1988). 
La Conferencia de Bandung, en la que tomaron parte veintitrés países 
asiáticos y seis africanos, tiene su origen en la celebración de actividades 
diplomáticas y consultas periódicas desde principios de los años cincuenta entre 
los líderes que impulsaron el nacimiento del Movimiento de Países no Alineados 
(MPNA o NOAL), el indio Nehru, el egipcio Nasser y el yugoslavo Tito (Lyon 
1980). La política de no alineamiento no incumbía únicamente a los países del 
Tercer Mundo; de hecho la Yugoslavia de Tito tuvo un papel fundamental en el 
movimiento y en su institucionalización. Sin embargo, es indudable que “the 
political programme which became associated with non-alignment contains a 
Third World rather than European ethos” (Allison 1988). 
Los objetivos principales de la Conferencia, en un momento histórico 
marcado por el proceso de emancipación del Tercer Mundo y el rechazo del 
colonialismo, se centraron en reivindicar la neutralidad, absteniéndose de 
involucrarse en la política internacional de las dos grandes potencias de la Guerra 
Fría, y en favorecer la cooperación económica afroasiática y un nuevo enfoque 
para la cooperación al desarrollo de corte más solidario e igualitario. 
Los “Diez Principios de Bandung”25, enunciados en la declaración final de 
la Conferencia, inspiraron el establecimiento formal del Movimiento de Países no 
                                                 
25 Los Diez puntos o Principios de Bandung son los siguientes:  
1. Respeto por los derechos fundamentales del hombre y para los fines y principios de la 
Carta de las Naciones Unidas. 
2. Respeto para la soberanía y la integridad territorial de todas las naciones. 
3. Reconocimiento de la igualdad de todas las razas y de todas las naciones, grandes y 
pequeñas. 
4. Abstención de intervenciones o interferencia en los asuntos internos de otros países. 
5. Respeto al derecho de toda nación a defenderse por sí sola o en colaboración con otros 
Estados, en conformidad con la Carta de las Naciones Unidas. 
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Alineados durante la celebración de la Conferencia de Belgrado en septiembre de 
1961, que reunió a representantes de veinticinco países y supuso la primera 
cumbre de los países no alineados.26 
“Clearly non-alignment as expressed at this 
Belgrade meeting was against the Cold War and 
was a protest against the pressures and pulls of the 
military alliances and other arrangements 
(especially military bases) of the so-called super-
powers” (Lyon 1980) 
En la Declaración de Belgrado, los Jefes de Estado y de Gobierno de los 
países no alineados manifestaron su consciencia acerca de las posibles crisis y 
conflictos “in the transition from an old order based on domination to a new order 
based on cooperation between nations, founded on freedom, equality and social 
justice for the promotion of prosperity” (Heads of State or Government of Non-
Aligned Countries 1961). 
E incidieron en la necesidad de realizar los intercambios comerciales 
internacionales en condiciones de igualdad y equidad, fundamentalmente en el 
caso de los países menos desarrollados: 
                                                                                                                                     
6. a) Abstención de participar en acuerdos de defensa colectiva con vistas a favorecer los 
intereses particulares de una de las grandes potencias. 
    b) Abstención por parte de todo país a ejercitar presión sobre otros países. 
7. Abstención de actos o de amenaza de agresión y del uso de la fuerza en los cotejos de 
la integridad territorial o de independencia política de cualquier país. 
8. Composición de todas las vertientes internacionales con medios pacíficos, como 
tratados, conciliaciones, arbitraje o composición judicial, así como también con otros medios 
pacíficos, según la libre selección de las partes en conformidad con la Carta de las Naciones 
Unidas. 
9. Promoción del interés y de la cooperación recíproca. 
10. Respeto por la justicia y las obligaciones internacionales. 
26 Aunque Bandung y Belgrado son considerados generalmente los momentos cruciales 
de inspiración y establecimiento formal del MPNA, en un nivel más semántico que histórico 
algunos autores especifican que no se puede hablar propiamente de “Movimiento no alineado” 
hasta la Cumbre de Lusaka en septiembre de 1970, cuando el movimiento adquiere ciertas 
características: “continuity, momentum and purposeful direction”. Asimismo, la frase que designa 
específicamente el no alineamiento como un movimiento aparecería únicamente en 1972-1973 
(Lyon 1980). 
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“The participants in the Conference consider that 
efforts should be made to remove economic imbalance 
inherited from colonialism and imperialism. They consider 
it necessary to close, through accelerated economic, 
industrial and agricultural development, the ever-widening 
gap in the standards of living between the few 
economically advanced countries and the many 
economically less-developed countries” (Heads of State or 
Government of Non-Aligned Countries 1961punto 21). 
Para conseguir tal objetivo, los participantes en la Conferencia de 
Belgrado propusieron el establecimiento de un Fondo de las Naciones Unidas para 
el Desarrollo de la Capitalización (FNUDC).27 El Fondo fue creado en 1966 por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas, y su actividad se orientó, desde la 
década de los años setenta hasta los años noventa, a la financiación de 
infraestructuras en los países menos desarrollados. 
En la misma línea de acción, ante la preocupación de los países menos 
desarrollados sobre su lugar en el comercio mundial, tuvo lugar la primera 
Conferencia de las Naciones Unidas sobre Comercio y Desarrollo (CNUCYD)28, 
celebrada en Ginebra (Suiza) entre el 13 de marzo y el 16 de junio de 1964. La 
Conferencia fue institucionalizada en el mes de diciembre del mismo año para 
reunirse a intervalos de cuatro años como foro de diálogo Norte-Sur centrado en 
los problemas del subdesarrollo y del comercio ante la desigualdad del orden 
económico mundial. 
“The United Nations Conference on Trade and 
Development was convened in order to provide, by means 
of international co-operation, appropriate solutions to the 
                                                 
27 O bien UNCDF por sus siglas en inglés: United Nations Capital Development Fund. 
28 O bien UNCTAD, del inglés United Nations Conference on Trade and Development.  
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problems of world trade in the interest of all 
peoples and particularly to the urgent trade and 
development problems of the developing countries 
(…) the terms of trade have operated to the 
disadvantage of the developing countries. In recent 
years many developing countries have been faced 
with declining prices for their exports of primary 
commodities, at a time when prices of their imports 
of manufactured goods, particularly capital 
equipment, have increased. This, together with the 
heavy dependence of individual developing 
countries on primary commodity exports has 
reduced their capacity to import” (UNCTAD 
1964aFinal Act, First Part: Preamble, I.8). 
En el informe “Towards a New Trade Policy” del primer Secretario 
General de la CNUCYD, Raúl Prebisch, previo al desarrollo de la Conferencia, se 
identificaban algunos de los problemas principales para la plena participación de 
los países en desarrollo en el comercio internacional, y para conseguir un 
crecimiento económico que disminuyera el gap en relación a los países 
desarrollados industrializados. El problema, enunciado sintéticamente al 
comienzo del informe, y desarrollado en detalle a lo largo de la primera parte del 
mismo, sería el siguiente: 
“While primary commodity exports are, 
with a few exceptions, expanding relatively slowly, 
demand for imports of manufactured goods is 
tending to grow rapidly, at a pace that increases 
with the rate of development. The resulting 
imbalance creates a serious external bottleneck 
which makes development difficult. The imbalance 
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must be rectified if development is to be accelerated in 
conditions of dynamic equilibrium” (UNCTAD 1964bPart 
I, Ch. I, p.3). 
El informe propone algunas posibles soluciones para paliar el gap 
comercial y conseguir determinadas tasas de crecimiento, entre ellas exportar 
cantidades adicionales de materias primas, aumentar las exportaciones de 
productos manufacturados o aumentar la ayuda financiera externa (UNCTAD 
1964bPart I, Ch. I, p.4). 
A la hora de estimular las exportaciones de productos industriales 
procedentes de países en vías de desarrollo,   propuso el establecimiento de un 
sistema preferencial: 
“In the first place, channels to the markets of the 
great industrial centres should be opened through the 
elimination of obstacles to the flow of exports. Secondly, 
the active promotion of exports should be undertaken both 
in the developing countries themselves and on the 
international plane” (UNCTAD 1964b). 
Los países desarrollados deberían otorgar un trato preferencial a los países 
periféricos, en relación con las exportaciones de los países industrializados, para 
así ayudarles a superar los costes elevados iniciales característicos de las 
industrias incipientes, y ayudar a su industrialización. 
Prebisch introduce en el informe la dimensión centro-periferia, 
remarcando “the great structural differences between industrial centres and 
peripheral countries” y critica los acuerdos alcanzados en el seno del GATT por 
servir a los intereses de los países desarrollados en detrimento de los países en 
vías de desarrollo, dificultando su participación efectiva en las negociaciones 
comerciales (UNCTAD 1964b). 
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La adopción del principio de trato preferencial para el comercio con los 
países en vías de desarrollo, defendido en el informe del primer Secretario 
General, se convirtió en la piedra de toque de la Primera Cumbre de la CNUCYD, 
en contraposición con las posiciones adoptadas en el GATT, que defendían el 
principio de la nación más favorecida, en función del cual “countries ought to 
treat one another equally in their foreign trade and not grant advantages to some 
countries that they are not prepared to extend to others” (UNCTAD 1964bPart II, 
Ch. II, p. 66). De hecho, las discusiones en el GATT en torno al trato preferente 
de los países en vías de desarrollo, lo cual implicaría la reducción del 
proteccionismo de los mercados de los países desarrollados ante determinados 
productos de interés, incluyendo los manufacturados, así como el abandono del 
principio de reciprocidad, encontraron durante los años sesenta la oposición firme 
de la CEE, que consideraba la concesión general de preferencias comerciales a los 
países en desarrollo un obstáculo para su política asociacionista, al conllevar 
lógicamente una reducción de las preferencias y ventajas comerciales garantizadas 
a sus países asociados (Bartels 2007). 
El Acta Final adoptada por la Primera CNUCYD incluía treinta y cinco 
Principios y cincuenta y siete Recomendaciones, de los cuales es de destacar la 
enunciación del Principio 8 como uno de los principales logros de la Conferencia 
y como muestra de la filosofía subyacente al documento y al informe previo del 
Secretario General. A pesar de reconocer el trato de la nación más favorecida 
como una de las bases del sistema mundial del comercio, el principio defiende sin 
embargo el objetivo de mejorar el acceso a los mercados de los países en vías de 
desarrollo con acuerdos más favorables, a través de medidas de trato preferencial, 
garantizadas por los países desarrollados de forma voluntaria y aplicadas según un 
régimen comercial no recíproco: 
“developed countries should grant 
concessions to all developing countries and extend 
to developing countries all concessions they grant 
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to one another and should not, in granting these or other 
concessions, require any concessions in return from 
developing countries. New preferential concessions, both 
tariff and non-tariff should be made to developing 
countries as a whole and such preferences should not be 
extended to developed countries. Developing countries 
need not extend to developed countries preferential 
treatment in operation amongst them” (UNCTAD 
1964aAnnex A.I.1 (General and Special Principles) nº 8, 
p. 20). 
Aunque setenta y ocho países votaron a favor, la importancia de tal 
propuesta se vio oscurecida por el voto en contra de once países, entre los que se 
encontraba EEUU, y la abstención de veintitrés países, incluyendo a los seis 
países de la CEE(UNCTAD 1964a). 
El 15 de junio de 1964, al final de la celebración de la Primera CNUCYD, 
el grupo de países en vías de desarrollo firmaron la “Declaración Conjunta de los 
setenta y siete países en desarrollo”, estableciendo el denominado “Grupo de los 
77” (G77),29 con el objetivo de afrontar los problemas comunes del subdesarrollo, 
de expresar sus preocupaciones de forma colectiva y de luchar por el 
establecimiento de nuevas políticas más solidarias en el terreno económico y 
comercial. 
La CNUCYD pretendía suplir la decepción generada por el 
establecimiento del GATT, donde los intereses comerciales de los países en vías 
de desarrollo quedaron relegados a un segundo plano. Los países del Tercer 
Mundo aspiraban a una participación plena y equitativa en el mercado mundial, 
que diera lugar a un nuevo tipo de cooperación internacional, aunque tales 
                                                 
29 El “Grupo de los 77” ha mantenido su nombre original debido a razones históricas y 
simbólicas, aunque la membresía se ha extendido y el grupo cuenta hoy con 134 países.  
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esperanzas cayeron en saco roto y la Conferencia llegó a ser considerada un mero 
foro de discusión sin los instrumentos necesarios para alcanzar acuerdos 
significativos: 
“UNCTAD was deliberately made a weak 
and non-permanent body. It has been an important 
source of information and analysis and its life has 
been renewed periodically, but in terms of global 
economic policy, it has never been more than a 
talking-shop” (Griffin 2003). 
El Grupo de los 77 manifestó su decepción ante los resultados obtenidos 
durante la celebración de la Primera CNUCYD, considerando las 
recomendaciones finales de la Conferencia como únicamente “un primer paso” en 
la realización de sus ambiciones por lograr una política comercial más justa para 
los países en vías de desarrollo, a pesar de las limitaciones y obstáculos 
encontrados: 
“They do not consider that the progress that 
has been registered in each of the major fields of 
economic development has been adequate or 
commensurate with their essential requirements. 
There has not, for instance, been an adequate 
appreciation of the problem of the "trade gap" of 
developing countries. Only the most limited 
approaches were made regarding trade in primary 
commodities, and of preferences for exports of 
manufactures. Similarly, only preliminary steps 
were possible relating to schemes for 
compensatory financing to meet long-term 
deterioration in the terms of trade (UNCTAD 
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1964aFinal Act, Third Part: Annexes, B. I. a) Joint 
Declaration of the 77, III. 4) 
Durante la celebración de la Segunda Cumbre de los Jefes de Estado y de 
Gobierno del MPNA en El Cairo en octubre de 1964, los países miembros 
pusieron el acento en los aspectos económicos, reafirmando la insuficiencia de los 
resultados obtenidos en la Primera CNUCYD para atajar las desigualdades 
existentes en las relaciones Norte-Sur, entre países industrializados y países en 
vías de desarrollo: 
“while the Geneva Conference marks the first step 
in the evolution of a new international economic policy for 
development and offers a sound basis for progress in the 
future the results achieved were neither adequate for; nor 
commensurate with, the essential requirements of 
developing countries” (Heads of State or Government of 
Non-Aligned Countries 1964Point X). 
En noviembre de 1964, durante la celebración de la Ronda Kennedy, sexta 
ronda de negociaciones comerciales multilaterales del GATT (1964-1967), se 
aprobó una nueva parte del Acuerdo, la Parte IV: Comercio y Desarrollo 
(artículos XXXVI – XXXVIII), enmienda añadida al Acuerdo General en febrero 
de 1965 (en vigor en junio de 1966), para tratar las necesidades especiales de los 
países en desarrollo y abordar sus relaciones con los países desarrollados, en 
función del principio de no reciprocidad en los intercambios comerciales, y como 
marco de actuación para la reducción de los derechos arancelarios y otras barreras 
al comercio: 
“The developed contracting parties do not expect 
reciprocity for commitments made by them in trade 
negotiations to reduce or remove tariffs and other barriers 
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to the trade of less-developed contracting parties” 
(GATT, Part IV, Art XXXVI, point 8). 
No obstante, la Ronda Kennedy generó la misma decepción en los países 
en vías de desarrollo que las anteriores iniciativas en el seno del GATT. La 
reducción de los aranceles para los productos de interés de los países en desarrollo 
fue de carácter muy limitado y las medidas para la expansión comercial de tales 
países de naturaleza meramente discursiva. 
2.2. Hacia un nuevo paradigma del desarrollo 
A lo largo de los años sesenta y setenta, los países en desarrollo 
manifestaron la necesidad de prácticas comerciales más equitativas, en un 
contexto internacional que favoreciera su emancipación política y económica, 
llevando a la consecución de un orden mundial más justo, pacífico e igualitario. 
Las propuestas y ambiciones de los países en vías de desarrollo, manifestados 
fundamentalmente en el seno de la CNUCYD, pero también del Grupo de los 77 y 
del MPNA, se plasmaron en el concepto de un “Nuevo Orden Económico 
Internacional” (NOEI)30 y en una nueva aproximación al desarrollo que se alejaba 
de los presupuestos ortodoxos y del paradigma de la modernización. Aparecen las 
nociones de estructuralismo y dependencia, así como la distinción centro-
periferia, que darían lugar a diferentes escuelas teóricas dependentistas 
estructuralistas. 
En este sentido, algunos autores desarrollaron a partir de los años 
cincuenta y sesenta algunos de los trabajos y teorías fundamentales sobre el 
desarrollo, abordando conceptos, principios y modelos distantes de las visiones 
ortodoxas, incluyendo elementos de la teoría de la dependencia y otros 
argumentos de economía política. Algunos de estos primeros estudiosos de nuevas 
perspectivas sobre el desarrollo económico, denominados “pioneros del 
                                                 
30 Más conocido por sus siglas en inglés: New International Economic Order (NIEO) 
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desarrollo”, incluyen entre otros a Peter T. Bauer, Colin Clark, Albert O. 
Hirschman, Arthur Lewis, Gunnar Myrdal, Raúl Prebisch, Paul N. Rosenstein-
Rodan, Walt W. Rostow, Hans W. Singer, y Jan Tinbergen (Meier, Seers 1984). 
Para comprender los procesos de crecimiento, el autor afirmó la necesidad 
de modificar el marco teórico aplicado al análisis del crecimiento: 
“The central theoretical effort here is to provide a 
systematic way of breaking through the aggregates, which 
we have inherited from Keynesian income analysis, in 
order to grip dynamic forces at work in the particular 
sectors on which the growth depends. The judgment is that 
consumption and saving, consumer goods and capital 
goods, are insufficient categories for the analysis of 
growth, cycles, or trends; and that the static cast of 
traditional production theory must be broken” (Rostow 
1953). 
De esta forma, surgen nuevas teorizaciones que se oponen al paradigma 
ortodoxo del desarrollo centrado en la modernización y el desarrollo económico, 
el cual considera el subdesarrollo como un problema interno de los países, 
derivado de factores endógenos. El desarrollo sería según esta visión clásica un 
proceso evolutivo y gradual, a medida que los países en desarrollo imitaran el 
camino seguido por los países industrializados hasta alcanzar su situación (Herath 
2008). En cuanto a las etapas del crecimiento económico, el economista 
americano Rostow destacó el papel crucial de la política particularmente en las 
primeras fases de modernización (Rostow 1971). 
Por su parte, en el impulso de la teoría de la dependencia tuvo un lugar 
destacado, entre otros, el economista argentino Raúl Prebisch, que había liderado 
desde 1950 hasta 1963 la Comisión Económica para América Latina (CEPAL), 
origen del análisis alternativo del subdesarrollo plasmado en la escuela de la 
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dependencia, y quien fue elegido primer Secretario General de la CNUCYD para 
el periodo 1964 – 1969. Durante las décadas de los años sesenta y setenta las 
diferentes corrientes de la teoría de la dependencia se desarrollaron plenamente. 
El llamado Informe Prebisch de 1964 reitera algunas de las premisas 
teóricas y económicas más importantes que el economista había introducido ya en 
1949 en uno de los informes oficiales más relevantes de la CEPAL, el Estudio 
Económico de América Latina. 
El autor considera el mundo moderno como dividido en dos categorías o 
bloques, un centro industrializado y una periferia correspondiente a los países no 
industrializados, la denominada “metáfora centro-periferia” (Bianchi, Salviano 
1999). En función de su pertenencia a uno u otro grupo, los países se constituyen 
en exportadores de productos manufacturados (los centros) o en exportadores de 
materias primas (las periferias): “Dentro de esa periferia, el progreso técnico sólo 
prende en exiguos sectores de su ingente población, pues generalmente no penetra 
sino allí en donde se hace necesario para producir alimentos y materias primas a 
bajo costo, con destino a aquellos grandes centros industriales” (Secretaría de la 
CEPAL 1951) 
. Como la demanda de los productos manufacturados es creciente en 
comparación con la lenta expansión de las materias primas, y la relación entre 
desarrollo e importación de manufacturas es directamente proporcional, ello 
conllevaría la existencia de un desequilibrio y una distancia cada vez mayor entre 
el centro y la periferia del sistema, dificultando el desarrollo de los países 
periféricos (UNCTAD 1964b). 
En contraposición a la formulación clásica del desarrollo, Prebisch inserta 
a los países en desarrollo en un sistema y en una dinámica internacional, en una 
posición periférica particular, y considera que la causa del subdesarrollo de los 
países no depende tanto del punto de partida o de los factores domésticos, sino de 
la posición que ocupan en el sistema, trasladando de esta forma al menos parte de 
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la responsabilidad al centro del sistema. Sería por tanto necesario resolver los 
problemas de comercio y desarrollo a través de nuevos procesos internacionales 
que ofreciesen un nuevo orden económico y una política de cooperación que 
trabajara en pos de una nueva división del trabajo para disminuir la distancia 
creciente entre los dos polos, centro y periferia (UNCTAD 1964b, Secretaría de la 
CEPAL 1951). 
Cardoso y Faletto critican de igual forma la ahistoricidad del paradigma 
ortodoxo del desarrollo, considerando necesario el análisis de la vinculación 
histórica de las economías subdesarrolladas al mercado mundial: 
“la situación de subdesarrollo se produjo 
históricamente cuando la expansión del capitalismo 
comercial y luego del capitalismo industrial vinculó a un 
mismo mercado economías que, además de presentar 
grados diversos de diferenciación del sistema productivo, 
pasaron a ocupar posiciones distintas en la estructura 
global del sistema capitalista. De ahí que entre las 
economías desarrolladas y las subdesarrolladas no sólo 
exista una simple diferencia de etapa o de estado del 
sistema productivo, sino también de función o posición 
dentro de una misma estructura económica internacional 
de producción y distribución. Ello supone, por otro lado, 
una estructura definida de relaciones de dominación” 
(Cardoso, Faletto 1977 [1969]). 
Podemos concluir afirmando que en un contexto marcado por la 
bipolaridad de la Guerra Fría, los países en vías de desarrollo intentaron escapar 
de la lógica de las dos grandes potencias a través de su pertenencia al MPNA, 
reclamando su independencia e igualdad soberana, a la vez que reivindicando 
términos económicos del comercio mundial más solidarios en el seno de la 
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CNUCYD, que favorecieran el desarrollo social y económico de los países menos 
desarrollados. 
No obstante, los intereses de los países desarrollados obstaculizaron la 
expansión comercial de los países en desarrollo, así como la aplicación de 
preferencias comerciales de carácter general. En el caso de la CEE, “los seis” 
resistieron firmemente basar su acción comercial en el principio de no 
reciprocidad, para de esta forma proteger los intereses de la Comunidad y de sus 
países asociados, manteniendo las ventajas otorgadas a determinados países 
africanos en el marco de la política de asociación impulsada por Francia y 
defendida por la Comunidad desde los años cincuenta, como veremos en el 
periodo de vigencia de los Convenios de Yaundé. 
3. La política comunitaria de desarrollo en la década de los años 
sesenta y setenta: Las relaciones euro-africanas en el epicentro del 
interés comunitario.  
3.1. El Convenio de Yaundé (1963 – 1975) 
El Primer Convenio de Yaundé (1963 (1964) – 1970)31 y su sucesor, el 
Segundo Convenio de Yaundé (1969 (1971) – 1975), también llamado Yaundé II, 
contribuyeron a la continuación de la visión regionalista asociacionista promovida 
por Francia en el momento de la firma del Tratado de Roma, aunque de forma 
más comprehensiva y estructurada. La aportación francesa a la visión y a la 
formulación de las primeras políticas europeas de desarrollo es por ende 
fundamental, y su influencia se ha mantenido en mayor o menor medida durante 
las décadas posteriores. 
                                                 
31 La segunda fecha, entre paréntesis, corresponde al año de entrada en vigor, siendo la 
primera fecha la correspondiente a la firma del convenio.  
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El impulso original francés en la formulación de una política europea de 
desarrollo está íntimamente ligado a la voluntad de establecimiento de una 
política africana comunitaria, de una asociación euro-africana en pos de los 
vínculos privilegiados entre Europa y África: 
“The necessary but costly modernisation of the 
colonies and the métropole can explain why France 
instigated the so-called ‘particular relationship’ between 
Europe and Africa (…) the concept of Eurafrica started to 
develop from that moment and was seen as an equitable 
partnership which was going to promote African economic 
and social development” (Claeys 2004). 
Sin embargo, la mayoría de los “países y territorios de ultramar” 
enumerados en el Tratado Constitutivo de la CEE obtuvieron su independencia 
entre finales de la década de los años cincuenta y principios de los años sesenta, lo 
cual conllevó la necesidad de adoptar nuevos acuerdos de asociación con los 
correspondientes Estados africanos independientes, al no estar ya vinculados por 
la regulación establecida en los artículos 131-136 bis de la Cuarta Parte del 
Tratado de Roma. 
El resultado de las nuevas negociaciones con dieciocho países africanos32 
soberanos fue la firma en Yaundé (Camerún) el 20 de julio de 1963 del nuevo 
“Convenio de Asociación entre la CEE y los Estados africanos y Madagascar 
asociados con la Comunidad” (EAMA), que entró en vigor en 1964, con una 
validez de cinco años, hasta 1969. Por un lado, el Convenio asentó la asociación 
euro-africana y propugnó los dos elementos fundamentales establecidos en el 
Tratado de Roma, el derecho a relaciones comerciales preferentes, generando una 
                                                 
32 El grupo de los dieciocho Estados africanos y malgache asociados estaba constituido 
principalmente por antiguas colonias francesas y belgas: Burundi, Camerún, República 
Centroafricana, Chad, Congo, Costa de Marfil, Dahomey (actual Benín), Gabón, Alto-Volta 
(actual Burkina Faso), Madagascar, Mali, Mauritania, Níger, Ruanda, Senegal, Somalia, Togo y 
Zaire (actual República Democrática del Congo).  
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suerte de área de libre comercio entre la CEE y cada uno de los EAMA, y la 
provisión de ayuda financiera y técnica a través del Banco Europeo de Inversiones 
(BEI) y del segundo FED para el periodo 1964-1969; también reflejó, por otro 
lado, la continuidad de la dependencia económica de las antiguas colonias 
respecto de sus metrópolis: 
“Political Independence had not lessened 
the dependency of their economies on the 
metropolitan countries, either in terms of trade 
outlets or capital inflows. In 1959 almost 80 
percent of the associated territories’ exports went 
to EC countries, and nearly all of the aid they 
received came from EC countries” (Grilli 1993). 
Esta situación contradictoria de independencia política vinculada a una 
dependencia económica en el caso de las nuevas naciones emancipadas del 
control colonial la explican Cardoso y Faletto de la siguiente manera: 
“el centro político de la acción de las 
fuerzas sociales intenta ganar cierta autonomía al 
sobreponerse a la situación del mercado; las 
vinculaciones económicas, sin embargo, continúan 
siendo definidas objetivamente en función del 
mercado externo y limitan las posibilidades de 
decisión y acción autónomas” (Cardoso, Faletto 
1977 [1969]). 
El Convenio de Yaundé preveía también, en su Título IV, tres instituciones 
comunes para la asociación: un Consejo de asociación, asistido por un Comité de 
asociación, una Conferencia parlamentaria, y un Tribunal de arbitraje; 
instituciones cuya composición era paritaria, formada por una parte por miembros 
del Consejo y de la Comisión de la CEE, y por otra parte, por un miembro del 
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Gobierno de cada Estado asociado. La creación de estas instituciones marca una 
diferencia notable con la modalidad de asociación establecida en el Tratado de 
Roma con los PTU, que consistía básicamente en una asociación otorgada de 
forma unilateral, en contraposición con la asociación negociada bilateralmente en 
Yaundé. 
Una de las características principales del Convenio, además de la creación 
de instituciones comunes, y de su carácter comprehensivo o aglutinador de 
diversas políticas de desarrollo bajo un mismo paraguas, fue su naturaleza 
negociada y multilateral, de tal forma que algunos autores consideran el Convenio 
como “the first example of a common contractual basis for relations between the 
industrialized and the developing world”(Holland 2002), a diferencia de la 
primera política de asociación con la CEE, concedida u otorgada de forma 
unilateral. 
3.2. La renovación del Convenio de Yaundé (1969 – 1975) 
Cuando el Convenio de Yaundé expiró en 1969, se procedió a una 
renovación del Primer Convenio, con una duración de otros cinco años. El 
Segundo Convenio, firmado igualmente en la capital de Camerún, y conocido 
como Yaundé II, fue firmado el 29 de julio de 1969, entre la CEE y los dieciocho 
Estados africanos y malgache asociados, articulando una nueva asistencia 
financiera y técnica mediante los recursos asignados al Tercer FED para el 
periodo 1969-1975. La asistencia proporcionada por la Comunidad a través del 
instrumento FED y de los préstamos del BEI no menoscabó, sino que 
complementó, la ayuda bilateral proveniente de cada Estado miembro, con 
Francia a la cabeza de las aportaciones. 
En 1973, con la adhesión de Reino Unido a la Comunidad Europea, un 
replanteamiento de las relaciones exteriores comunitarias se hizo necesario, 
particularmente “pour la politique “très française” d’association avec l’Afrique” 
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(Turpin 2005). Tal reflexión había sido iniciada ya a principios de los años 
sesenta, con la solicitud de ingreso del Reino Unido a la CEE en agosto de 1961 y 
las correspondientes discusiones de los años posteriores, hasta la suspensión de las 
negociaciones de adhesión en 1963 ante el veto francés. 
La entrada de Reino Unido representaba un desafío para la conducción de 
las relaciones exteriores de la CEE, en función de la eventual extensión de la 
asociación a otros países africanos. Ello  se tradujo en concreto en el temor, en el 
caso de los países asociados, a la posibilidad de tener que competir por la ayuda 
comunitaria multilateral de carácter finito, y a que no existiera la misma demanda 
para las exportaciones, entorpeciendo las relaciones preferenciales y restando 
acceso al mercado comunitario. Como afirma Grilli: “After all, the production and 
export patterns of the former British and French colonies in Africa were quite 
similar” (Grilli 1993). 
A pesar de la oposición francesa a la entrada de Reino Unido en la 
Comunidad, las negociaciones para su adhesión conllevaron que la Comunidad 
comenzara a expandir su foco de interés al mundo en desarrollo anglófono, 
preparándose progresivamente para aceptar la asociación de terceros países 
interesados que fueran miembros de la Commonwealth. 
El resultado fue la Declaración de Intenciones (Declaration of Intent, JO 
2866/63) del Consejo de las Comunidades Europeas del 1 y 2 de abril de 1963, 
redactada a la par de las negociaciones del Convenio de Yaundé, con el objetivo 
de ampliar la posibilidad de asociación bajo Yaundé, o de otra forma diferente, a 
países en desarrollo distintos de los dieciocho Estados africanos del grupo EAMA, 
“whose economic structure and production were comparable to those of the 
AAMS”, posibilidad que fue confirmada posteriormente en 1969. 
Poco después comenzaron las negociaciones de asociación con Nigeria, 
aunque los acuerdos nunca fueron ratificados, y posteriormente con los Estados de 
la Comunidad de África Oriental, las tres antiguas colonias británicas: Kenia, 
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Tanzania y Uganda, que firmaron en 1969 el denominado Acuerdo de Arusha, que 
entró en vigor el 1 de enero de 1971. En base a esta misma Declaración de 
Intenciones, Mauricio estableció una relación de asociación con la Comunidad, 
convirtiéndose en el decimonoveno Estado del grupo firmante del Convenio de 
Yaundé (Nørgaard 1973). 
Sin embargo, a pesar de la firma de los mencionados acuerdos con países 
subsaharianos, así como de otros acuerdos que ampliaban el enfoque geográfico 
de las políticas de desarrollo, por ejemplo hacia países de la ribera Sur del 
Mediterráneo (Marruecos y Túnez en 1969), durante el periodo que se inauguró 
con la firma del Convenio de Yaundé, y hasta la negociación del primer Convenio 
de Lomé en 1975 “nothing new was to emerge”. La expansión del concepto del 
mundo en desarrollo más allá de los países EAMA no fue muy fructífera, así 
como no fue relevante la motivación de la CEE a la hora de ofrecer la posibilidad 
de asociación a otros países, permaneciendo de esta forma las relaciones entre la 
CEE y los países en desarrollo en una “fase pasiva” durante este periodo (Grilli 
1993). 
Tampoco la evaluación de los resultados de los Convenios de Yaundé 
otorga resultados muy positivos. Los objetivos generales de Yaundé II eran 
básicamente los mismos que los del Primer Convenio: 
“The provisions of this Convention have as their 
object the promotion of co-operation between the 
Contracting Parties, with a view to furthering the 
economic and social development of the Associated States 
by increasing their trade and by putting into effect 
measures of financial intervention and technical co-
operation” (CEE 29 July 1969Art. 1). 
No obstante, durante el periodo de vigencia de los dos Convenios de 
Yaundé, no se consiguió el establecimiento de relaciones comerciales que 
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fomentaran efectivamente el desarrollo de los Estados asociados. De hecho, el 
acceso preferencial al mercado europeo quedó plasmado en el papel, pero no se 
realizó en la práctica: 
“the trade preferences enjoyed by the 
EAMA were progressively eroded due to the EC 
lowering or abolishing duties on a range of tropical 
products – such as coffee, cocoa, tea, pineapples 
and nutmeg. In addition, products such as copper, 
iron ore, cotton, rubber and oil seed, which were 
the main EAMA exports, were never subject to EC 
tariffs in general” (Holland 2002). 
Además del bajo nivel de ayuda concedida a los países firmantes de 
Yaundé, el Convenio fue muy criticado por basarse en el principio de reciprocidad 
y por discriminar a los países africanos no asociados con la Comunidad, lo cuales 
no recibían el mismo trato que los países que disfrutaban de relaciones especiales, 
heredadas del periodo colonial, con los Estados miembros (Holland 2002, 
Chikeka 1993). 
En octubre de 1967, durante la primera Reunión Ministerial del G-77 en 
Argel, se había adoptado uno de los documentos fundamentales del Grupo, la 
Carta de Argel, en la que los representantes de los países en desarrollo resolvieron 
“seguir una línea común de acción” y señalar cómo las relaciones económicas 
internacionales provocaban cada vez un mayor distanciamiento entre la situación 
del mundo en desarrollo y el crecimiento de los países desarrollados. 
Si bien la celebración de la Primera Conferencia de la CNUCYD  en 1964 
había abierto un horizonte de esperanza para las expectativas comerciales y 
económicas de los países en desarrollo, las iniciativas y medidas propuestas para 
paliar la desigualdad del modelo comercial mundial no se llevaron a la práctica. 
En consecuencia, el G-77 reunido en Argel reivindicó el cumplimiento de las 
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promesas plasmadas en el Acta Final de la Conferencia, y ahondó en la 
responsabilidad de la comunidad internacional para corregir los desequilibrios: 
“The international community has an obligation to 
rectify these unfavourable trends and to create conditions 
under which all nations can enjoy economic and social 
well-being, and have the means to develop their respective 
resources to enable their peoples to lead a life free from 
want and fear” (G-77 1967Part One, III). 
El G-77 profundizó en algunas de las líneas de acción propuestas durante 
la celebración de la Primera CNUCYD, entre ellas la abolición de las preferencias 
que algunos países desarrollados concedían a determinados países en desarrollo, 
como era el caso de la CEE con los países asociados a través de los Convenios de 
Yaundé, y que por su naturaleza preferencial beneficiaban a tales países en 
detrimento de otros países en desarrollo. En vista de la celebración de la Segunda 
Conferencia CNUCYD al año siguiente, los representantes del Grupo de los 77 
decidieron pedir al Secretario General de la Conferencia y a los grupos regionales 
la realización de análisis específicos “on the effect of the abolition of the special 
preferences in force and the steps necessary to ensure that countries which at 
present enjoy such preferences receive advantages at least equivalent to the losses 
resulting from abolition” (G-77 1967Part Two, A.2.c). 
Asimismo, en total divergencia con el mantenimiento de las preferencias 
especiales y con el principio de reciprocidad esgrimido por la CEE en sus 
relaciones con los países asociados firmantes de Yaundé, el G-77 consideraba 
necesario trabajar sobre una base de igualdad y no reciprocidad, proponiendo el 
establecimiento de un Sistema de Preferencias Generalizadas (SPG): 
“At the second session of the Conference there 
should be negotiations which should lead to the conclusion 
of an agreement on a general system of tariff preferences 
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on a non-discriminatory and non-reciprocal basis. 
The agreement should provide for unrestricted and 
duty-free access to the markets of all the developed 
countries for all manufactures and semi-
manufactures from all developed countries” (G-77 
1967Part Two, B.1.a). 
Entre el 1 de febrero y el 29 de marzo de 1968 se celebró en Nueva Delhi 
el Segundo Período de Sesiones de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre 
Comercio y Desarrollo, que abordó las propuestas realizadas por el Grupo de los 
77 y profundizó en las líneas de acción necesarias para alcanzar los objetivos 
enunciados ya en el Primer Período de Sesiones de la Conferencia con el 
propósito de ir más allá de la retórica en la transformación del ámbito del 
comercio mundial y del desarrollo. 
Partiendo del objetivo fundamental de la Conferencia, centrado en la 
promoción del progreso económico de los países en desarrollo a través del 
fomento a escala mundial del comercio en condiciones equitativas y la puesta en 
marcha de una estrategia global del desarrollo, el Segundo Periodo de Sesiones 
pretendía llegar a resultados tangibles y concretos para mejorar la situación 
económica de los países en desarrollo y para reducir la creciente brecha de 
crecimiento económico entre los países desarrollados y en desarrollo. 
Durante la Conferencia se abordaron asuntos en materia de acceso de los 
productos primarios a los mercados de los países industrializados, sobre la 
concesión de preferencias para los productos manufacturados provenientes de los 
países en desarrollo, así como sobre la promoción, expansión y financiación del 
comercio (UNCTAD 1977Primera Parte, Cap. IV, pp. 12-13). 
La Segunda CNUCYD aprobó por unanimidad una resolución sobre la 
“Entrada preferencial o libre de las manufacturas y semi-manufacturas exportadas 
por los países en desarrollo a los países desarrollados”, que trataba de la puesta en 
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práctica, como se había anticipado en la Carta de Argel, de un sistema 
generalizado de preferencias aplicables a las exportaciones de manufacturas de los 
países en desarrollo, cuyas características principales serían el abandono del 
principio de reciprocidad por un lado, y la abolición de las preferencias o ventajas 
especiales otorgadas a algunos países, para evitar la discriminación en relación 
con el resto de los países en desarrollo. Se llegó de esta forma a un “acuerdo 
unánime en favor del pronto establecimiento de un sistema generalizado de 
preferencias sin reciprocidad ni discriminación que sea mutuamente aceptable y 
redunde en beneficio de los países en desarrollo”, con tres objetivos principales: 
aumentar los ingresos de exportación de los países en desarrollo, promover su 
industrialización y acelerar su ritmo de crecimiento económico (UNCTAD 
1977Anexo I. A. Res. 21 (II), pp. 40-41). 
Tras las disposiciones de la CNUCYD para el establecimiento de un 
Sistema Generalizado de Preferencias, las partes contratantes del GATT 
adoptaron una decisión en 1971 (la “Decisión sobre la exención” o sobre el SPG) 
que las eximía, por un periodo de diez años, del cumplimiento del artículo 
primero del Acuerdo (Trato general de la nación más favorecida),33 para así poder 
conceder “un trato arancelario preferencial a los productos originarios de países y 
territorios en desarrollo”, permitiendo la habilitación de los esquemas SPG 
(GATT 1971a). Más adelante, en 1979, se adoptó la denominada “Cláusula de 
Habilitación” (Trato diferenciado y más favorable, reciprocidad y mayor 
participación de los países en desarrollo), creando el marco legal para el SPG al 
permitir apartarse del trato de la nación más favorecida dispuesto en el artículo 
primero del Acuerdo, pudiendo de esta forma “conceder un trato diferenciado y 
más favorable a los países en desarrollo, sin conceder dicho trato a las otras partes 
contratantes” (GATT 1979párr.1) 
. 
                                                 
33 El artículo I de la Parte I del Acuerdo original o GATT de 1947: Trato general de la 
nación más favorecida (o no discriminación), en su párrafo 1 establece que “cualquier ventaja, 
favor, privilegio o inmunidad concedido por una parte contratante a un producto originario de otro 
país o destinado a él, será concedido inmediata e incondicionalmente a todo producto similar 
originario de los territorios de todas las demás partes contratantes o a ellos destinado” (GATT 
1947, Parte I, art. I). La decisión de 1971 suspendió por un periodo de diez años esta obligación 
del trato de nación más favorecida, y la decisión de 1979 incorporó esta medida en el Acuerdo 
General bajo la llamada “cláusula de habilitación”, sentando la base legal del SPG.  
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A pesar de la clara ambición en el seno de la CNUCYD de poner en 
práctica un Sistema de Preferencias Generalizadas aplicable a todos los tipos de 
manufacturas, sin reciprocidad y sin discriminación, y de su expresión anterior en 
la Parte IV del GATT (no obstante la resistencia expresada por el veto inicial de 
EEUU y la abstención de los países de la CEE en la votación), la CEE no 
abandonó (en ese momento) la imposición del principio de reciprocidad en sus 
relaciones comerciales con los países africanos asociados, ni la concesión de 
preferencias especiales con respecto a la implementación de su política de 
asociación. 
De esta forma, los dieciocho países africanos asociados mediante el 
Convenio de Yaundé y los Estados de la Comunidad de África Oriental firmantes 
del Acuerdo de Arusha en 1969, continuaron manteniendo una relación de 
asociación con la CEE basada en el principio de reciprocidad o de las preferencias 
inversas como condición sine qua non para el establecimiento de negociaciones 
comerciales con la Comunidad,  para el acceso libre de sus exportaciones al 
mercado común europeo y para garantizar la provisión de ayuda técnica y 
financiera (a través del FED y del BEI). 
Podemos afirmar que, a pesar de las diferencias de visión y de la tensión 
entre los enfoques globalistas y regionalistas de la agenda europea de desarrollo, 
manifestados por los distintos Estados miembros de la CEE desde la institución de 
la Comunidad, a saber, las posiciones de Alemania y Países Bajos frente a las de 
Francia y Bélgica, prácticamente los primeros quince años de relaciones entre la 
Comunidad y los países en desarrollo, articuladas mediante el Tratado de Roma y 
los dos Convenios de Yaundé, fueron dominadas y formuladas en torno a la 
aproximación y experiencia francesa. Francia estructuró la primera fase de las 
relaciones euro-africanas, en un contexto africano subsahariano específico 
mayoritariamente francófono, preservando sus relaciones privilegiadas con las 
antiguas colonias, convertidas tras su independencia en Estados africanos 
asociados con la Comunidad. 
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La visión francesa siguió gozando de una influencia importante en la 
formulación y diseño de los posteriores convenios, sucesores de Yaundé I y II, y 
en la articulación de las relaciones con el continente africano. Yaundé supuso el 
mantenimiento de las relaciones privilegiadas con el grupo EAMA, herederas  de 
lazos históricos coloniales, y la perpetuación de su dependencia de Francia, a la 
vez que representaron una definición geográficamente limitada (o discriminatoria) 
del mundo en desarrollo: 
“The Yaoundé Convention only linked Europe to a 
small segment of the developing world and in it the seeds 
of Europe’s future piecemeal approach to First–Third 
World relations can be traced” (Holland 2002). 
Algunas declaraciones realizadas durante la Segunda CNUCYD, en 
particular la del representante de la Comisión Económica para África (CEPA) 
fueron muy claras en su desacuerdo con los países de la CEE, criticando la 
obligación impuesta a los países africanos asociados de conceder preferencias 
inversas a cambio de la entrada libre de sus exportaciones en el mercado común 
europeo, cuando la reivindicación de los países en desarrollo en este foro se 
centraba en un acceso al mercado de los países industrializados sin cláusulas de 
reciprocidad y sin discriminación: 
“Estos países no pueden mantener una posición 
doble en la Conferencia, al abogar por un sistema 
generalizado de preferencias no recíprocas para las 
manufacturas y semi-manufacturas por un lado, y, por el 
otro, exigir condiciones tan severas como las preferencias 
inversas, a cambio del libre acceso de los productos 
primarios africanos a sus mercados. Lo más inquietante es 
que los países africanos que tienen que realizar 
concesiones recíprocas figuran entre los más pobres, 
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mientras que los países del tercer mundo que se 
encuentran en una mejor situación relativa 
disfrutarían de preferencias no recíprocas” 
(UNCTAD 1977Anexo V, Declaración Sr Mensah, 
CEPA, p. 218). 
Así pues, durante las primeras décadas de formulación de una política de 
desarrollo europea, la CEE se sitúa en un plano de acción contradictorio y a 
contracorriente de las iniciativas y expectativas de los países en desarrollo, que 
habían expresado en el seno del G-77, de la CEPA y de la UNCTAD, entre otros 
foros, la necesidad de establecer nuevas modalidades de relaciones comerciales 
con los países industrializados que abolieran el principio de reciprocidad y de las 
preferencias especiales otorgadas selectivamente. 
No será durante los años del Convenio de Yaundé, sino en el momento de 
la negociación del Convenio de Lomé ya en la década de los años setenta, cuando 
la CEE reaccione a las tendencias manifestadas internacionalmente y se vean 
avances de acuerdo con los cambios propuestos en este sentido, con el abandono 
del principio de reciprocidad (o de las preferencias inversas) que había constituido 
un pilar de las relaciones euro-africanas desde finales de los años cincuenta, junto 
con el sistema de preferencias especiales para los países asociados. 
De igual forma, en los años setenta la CEE introducirá su primer programa 
de SPG y otras medidas que ampliarán su concepto y aproximación hacia los 
países en desarrollo. 
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4. Un nuevo marco legal de relaciones: El Primer Convenio de 
Lomé (1975 -1980) 
4.1. Contexto global y factores conducentes a la firma de Lomé I 
La necesidad de transformar las relaciones económicas a nivel 
internacional y de generar una nueva división del trabajo para conseguir el 
establecimiento de un nuevo orden económico que reflejara una mayor equidad, 
justicia y crecimiento de los países en desarrollo, expresada en el seno del MPNA 
y del G-77 durante los años sesenta, y reafirmada en las recomendaciones fruto de 
la celebración de las conferencias de la CNUCYD, vio su punto álgido en los años 
setenta con la adopción de la “Declaración sobre el establecimiento de un nuevo 
orden económico internacional” durante el Sexto Período Extraordinario de 
Sesiones de la Asamblea General de las Naciones Unidas en mayo de 1974. 
Con el objetivo de “estudiar por primera vez los 
problemas de las materias primas y del desarrollo y 
considerar las cuestiones económicas más importantes con 
que se enfrenta la comunidad internacional”, los miembros 
de las Naciones Unidas se comprometían a trabajar con 
urgencia por el establecimiento de un NOEI “basado en la 
equidad, la igualdad soberana, la interdependencia, el 
interés común y la cooperación de todos los Estados, 
cualesquiera sean sus sistemas económicos y sociales, que 
permita corregir las desigualdades y reparar las injusticias 
actuales, eliminar las disparidades crecientes entre los 
países desarrollados y los países en desarrollo y garantizar 
a las generaciones presentes y futuras un desarrollo 
económico y social que vaya acelerándose, en la paz y la 
justicia (…)” (Asamblea General de las Naciones Unidas 1 
de mayo de 1974aPreámbulo). 
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La Declaración incidía particularmente en la igualdad soberana de los 
Estados, la soberanía nacional de los Estados tanto sobre sus recursos naturales 
como en lo respectivo al control de todas las actividades económicas, en la 
necesidad de una cooperación internacional que redujera las desigualdades 
existentes, y en la determinación de adoptar medidas específicas para acelerar el 
crecimiento de los países en desarrollo (Asamblea General de las Naciones 
Unidas 1 de mayo de 1974a). 
Para ello se aprobó un programa de acción con propuestas concretas para 
abordar los problemas de las materias primas y los productos primarios en el 
comercio internacional, la creación de un sistema monetario internacional que 
contribuyera a la financiación del crecimiento de los países en desarrollo y a su 
industrialización, mediante la transferencia de tecnología, y otras disposiciones 
para promover la cooperación entre los países en desarrollo (Asamblea General de 
las Naciones Unidas 1 de mayo de 1974b). 
La celebración en 1976 de la Cuarta CNUCYD centró gran parte de su 
interés en el establecimiento del Nuevo Orden Económico Internacional, y en la 
formulación de las medidas prácticas  necesarias para alcanzar una transformación 
estructural del sistema que garantizase la equidad, la igualdad soberana y la 
interdependencia entre las distintas partes del sistema. El Acta final de la IV 
Conferencia abunda en continuas referencias a la Declaración y al Programa de 
Acción sobre el establecimiento de un Nuevo Orden Económico Internacional 
adoptados por la Asamblea General de la ONU en 1974, manteniendo el mismo 
espíritu y trabajando en la misma dirección (UNCTAD 1977). 
No obstante, a pesar de la iniciativa y el impulso de los países del Tercer 
Mundo en lo que respecta al NOEI, tanto las disposiciones de la CNUCYD como 
la aprobación de la Declaración y el Programa de Acción sobre el establecimiento 
de un Nuevo Orden Económico Internacional por la Asamblea General 
dependerían de factores contextuales más concretos, fundamentalmente del 
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momento clave que supuso la subida del precio del petróleo a finales de 1973, que 
trajo consigo una nueva forma de considerar las relaciones económicas 
internacionales y una preocupación por afrontar las consecuencias de la peor crisis 
económica sufrida por los países industrializados desde el final de la Segunda 
Guerra Mundial. 
La CNUCYD deja clara la importancia manifiesta del contexto de crisis 
económica de principios de los años setenta, factor crucial para la elaboración de 
las disposiciones de la Conferencia y del Programa de Acción de la Asamblea 
General en torno al NOEI: 
“el actual examen de las disposiciones 
institucionales de la UNCTAD se realiza en el contexto de 
los importantes cambios ocurridos en la situación 
económica mundial que han llevado a reconocer que el 
problema del desarrollo es un elemento importante de las 
relaciones económicas internacionales, y que en parte han 
contribuido a que la Asamblea General aprobara la 
Declaración y el Programa de Acción sobre el 
establecimiento de un nuevo orden económico 
internacional (…)” (UNCTAD 1977Primera parte, A, Res. 
90 (IV), p.39). 
En consecuencia, los países desarrollados se preocuparían y reaccionarían 
a las reivindicaciones de los países en desarrollo desde una óptica realista centrada 
en los intereses propios de los países industrializados, donde el concepto de 
interdependencia adquiere un significado concreto en términos de dependencia de 
los países desarrollados respecto a los recursos de los países en desarrollo, asunto 
que va a modular la importancia del debate sobre el NOEI y va a fundamentar el 
interés por la evolución de tales países (Peterson 1977). 
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Amin argumenta que la causa de la crisis no sería el aumento del precio 
del petróleo (“the only measure in the implementation of the Third World 
programme for a new order”), sino la división internacional del trabajo, que 
confina a los países en desarrollo a una posición de meros exportadores de 
productos agrícolas y materias primas, dificultando los procesos de 
industrialización de las periferias y su acceso a los mercados como exportadores 
de manufacturas, lo cual coadyuvaría a la generación de una prosperidad limitada 
a los centros del sistema, con altas tasas de crecimiento y de empleo. La crisis no 
sería un fenómeno novedoso, sino que el cambio a partir de la década de los años 
setenta se centraría en la extensión de dicha crisis, que comenzaría a afectar a todo 
el sistema, expandiéndose desde las periferias subdesarrolladas hasta los centros 
desarrollados. De ahí las reivindicaciones de las naciones del Tercer Mundo en 
cuanto a la necesidad de adoptar nuevos patrones en las relaciones económicas 
internacionales, que generasen una nueva división internacional del trabajo y un 
nuevo orden económico basado en premisas más equitativas (Amin 1979). 
Sin embargo, los debates en torno al NOEI en el seno de la UNCTAD, del 
MPNA y del G-77 entre otros foros, no trajeron consigo la consecución de los 
objetivos propuestos por el mundo en desarrollo. La crisis económica promovió 
una actitud proteccionista de los países desarrollados respecto al acceso a los 
mercados, y el rechazo de las exigencias del Tercer Mundo. La reticencia hacia la 
creación de un nuevo orden económico basado en una nueva modalidad más 
solidaria de división del trabajo se debía a las eventuales consecuencias adversas 
para los centros del sistema, en forma de un menor crecimiento o una mayor tasa 
de desempleo, efectos negativos que no estaban dispuestos a asumir (Amin 1979). 
En el caso de los países industrializados de Europa Occidental, la crisis del 
petróleo de 1973 hizo patente la dependencia de los países europeos en el ámbito 
de la energía y de las materias primas, lo cual influyó de forma determinante en 
las negociaciones del Convenio de Lomé, iniciadas en el mismo período. El 
debate en torno al NOEI y los problemas de los países en vías de desarrollo se vio 
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por tanto desplazado por la preocupación en torno a las consecuencias de la crisis 
económica para los centros del sistema y en cómo hacerles frente. 
La subida de los precios, a raíz del embargo petrolero decretado por la 
Organización de Países Exportadores de Petróleo (OPEP) a los países que habían 
apoyado a Israel durante la guerra del Yom Kippur, afectó a Estados Unidos y a 
los países de Europa Occidental, teniendo particularmente un impacto muy 
negativo en la actividad económica de la CEE, que tuvo que llevar a cabo una 
reflexión sobre las medidas necesarias para disminuir la dependencia energética 
del petróleo respecto a terceros países, en un contexto de interrupciones del 
suministro y de precios volátiles. 
En 1975 el Sr. Ortoli, Presidente de la Comisión, reafirmaba, tras su 
declaración en la inauguración de la Conferencia de Washington sobre la 
Energía34 de febrero de 1974, la situación de dependencia energética de Europa: 
“For thirty years or so Europe was happily able to 
ignore the unpleasant fact that its energy and raw material 
resources were limited. There is no avoiding the truth 
today. The centres of political and financial power have 
shifted. Our dependence is physical, as the embargo 
showed us, but it is more than that. It is economic, since 
our structures have undergone .a radical transformation. It 
is monetary, since we discovered overnight that we can 
only pay our bills by a transfer of resources, of the fruits 
of our labour” (Ortoli 1975). 
Con los objetivos de reducir la dependencia en el suministro energético y 
restablecer el crecimiento económico en Europa, Ortoli enfatizó en la necesidad 
                                                 
34 En Washington, Ortoli había remarcado cómo la crisis petrolera “has a considerable 
effect on the European Community (…) oil will probably continue to represent about 60% of its 
energy supplies over the next few years”. 
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de establecer un nuevo tipo de relaciones con los países del Tercer Mundo: “A 
new relationship is needed because a new situation has arisen” (Ortoli 1975). En 
el contexto internacional de la crisis energética, la formulación de una nueva 
estrategia con los países en vías de desarrollo se hacía necesaria para así paliar la 
dependencia de la CEE mediante la diversificación y permitir la continuación de 
su expansión económica. 
“Europe, for its part must, even more than 
other industrial areas, remain in a position to 
import energy and raw materials in order to keep 
up its expansion. It therefore needs to export more 
than in the past, with a different market pattern 
giving more prominence to new, emerging 
markets” (Ortoli 1975). 
Además, las relaciones con el Tercer Mundo se llevarían a cabo teniendo 
en cuenta la implicación histórica de Europa en Asia, África y América, en base a 
unos determinados principios: 
“because Europe stands for democracy, 
inspired by principles of fairness and brotherhood, 
it cannot look on with indifference as the greater 
part of the world's population struggles to achieve 
decent living conditions” (Ortoli 1975). 
El Convenio de Lomé se inserta por ende en esta nueva estrategia de la 
CEE hacia los países del Tercer Mundo, y la política de asociación con los países 
de África, el Caribe y el Pacífico (ACP) queda integrada en una política de 
desarrollo a nivel mundial. En este sentido van Reisen afirma que “Europe’s role 
as a global player was increasingly defined on the basis of its ability to assert a 
strong regional partnership with Africa” (van Reisen 2007). 
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La dependencia en relación con los países productores africanos, 
considerados una de las fuentes de energía más fiables, reforzó el interés en el 
progreso de las relaciones euro-africanas, necesario para cubrir las demandas del 
desarrollo industrial europeo. Asimismo otorgó a los países africanos una posición 
estratégica como productores energéticos a la hora de negociar con Europa.35 
Podemos afirmar que es un momento histórico para las relaciones con 
África, cuyo eje de interés se desplaza hacia el suministro de recursos energéticos, 
de forma que: 
 “the presumed benefits of EurAfrica were 
assuming an added and concrete dimension: secure 
supplies of raw materials in very uncertain times” (Grilli 
1993). 
Junto con la crisis del petróleo, otro acontecimiento fundamental a 
principios de la década de los años setenta va a influenciar “the renewal and 
expansion of European associationism” que llevó a la firma del Primer Convenio 
de Lomé (o Lomé I) en Togo el 28 de febrero de 1975, entrando en vigor el 1 de 
abril de 1976, con un período de validez hasta el 1 de marzo de 1980. Se trata de 
la adhesión de Reino Unido a la Comunidad a raíz de la primera ampliación de la 
misma, adhesión que constituirá uno de los factores clave conducentes a la firma 
de Lomé I (Grilli 1993). 
En enero de 1973 tuvo lugar la primera ampliación de la Comunidad, con 
la incorporación del Reino Unido, Irlanda y Dinamarca, tras la firma del Tratado 
de Adhesión el 22 de enero del año anterior. Si bien Irlanda y Dinamarca carecían 
de legado colonial, la adhesión del Reino Unido trajo consigo sin embargo un 
debate sobre las relaciones exteriores de la Comunidad, en función de la 
                                                 
35 En este sentido, Amin considera que la crisis del petróleo de 1973 supuso un punto de 
inflexión  en las relaciones internacionales: “October 1973 is a turning point in the history of 
international relations, the point when the Third World countries became aware, not of their rights, 
but of their power” (Amin 1979), aunque tal afirmación resulte demasiado grandilocuente. 
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necesidad de adaptar los intereses de las antiguas colonias británicas, parte de la 
Commonwealth, y de extender el modelo asociacionista de la Comunidad a los 
países anglófonos de África, así como a los países del Caribe y del Pacífico (el 
grupo de los denominados ACP) (Holland 2002, Grilli 1993). 
En este sentido, el Protocolo 22 del Tratado de Adhesión a las 
Comunidades Europeas de Dinamarca, Irlanda y Reino Unido, supuso un arreglo 
transitorio entre el anterior Convenio de Yaundé y la firma del Convenio de 
Lomé. El Protocolo “on relations between the European Economic Community 
and the Associated African and Malagasy States and also the independent 
developing Commonwealth countries situated in Africa, the Indian Ocean, the 
Pacific Ocean and the Caribbean” estaba inspirado en la Declaración de 
Intenciones adoptada por el Consejo en 1963, y ofrecía a determinados países 
independientes de la Commonwealth enumerados en el Anexo VI del Acta de 
Adhesión36 la posibilidad de ordenar sus relaciones con la Comunidad según tres 
modalidades diferentes: primero, la participación en el existente Convenio de 
Yaundé; segundo, la firma de un convenio especial de asociación en base a las 
disposiciones del artículo 238 del Tratado de la CEE (“La Comunidad podrá 
celebrar con uno o varios Estados o con organizaciones internacionales acuerdos 
que establezcan una asociación que entrañe derechos y obligaciones recíprocos, 
acciones comunes y procedimientos particulares”) especificando su aplicación al 
ámbito comercial; tercero, la concertación de acuerdos comerciales específicos 
entre la Comunidad y los comúnmente denominados países ‘asociables’ (Official 
Journal of the European Communities 1972). 
La negociación de la primera ampliación de la Comunidad, con el impacto 
de la adhesión de Reino Unido, se vio acompañado por la extensión del concepto 
                                                 
36 La lista de los 20 países pertenecientes a la Commonwealth considerados para el 
establecimiento de una eventual relación de asociación a largo plazo con la CEE, y enumerados en 
el Anexo VI del Acta de Adhesión, es la siguiente: Barbados, Botsuana, Fiyi, Gambia, Ghana, 
Guyana, Jamaica, Kenia, Lesoto, Malawi, Mauricio, Nigeria, Sierra Leona, Suazilandia, Tanzania, 
Tonga, Trinidad y Tobago, Uganda, Samoa Occidental y Zambia.  
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del mundo en desarrollo, abriendo una ventana de oportunidad para un “debate 
más amplio sobre el desarrollo” (Holland 2002), pudiendo representarse como un 
alejamiento de la visión francesa regionalista, constituyendo “the first 
‘breakthrough’ by those advocating a ‘globalised aid approach’” (van Reisen 
2007). 
Por otra parte, la adhesión de Reino Unido a la CEE y su entrada en el 
mercado común hacía temer a los países de la Commonwealth una disminución en 
el acceso preferencial de sus productos agrícolas al mercado británico. En el 
contexto de un  próximo fin de los acuerdos comerciales de dichos países 
asociables con Reino Unido el 31 de enero de 1975, simultáneamente a la fecha 
de expiración del Convenio de Yaundé y del Acuerdo de Arusha, la CEE 
constituía un eventual mercado interesante para sus exportaciones, lo cual pudo 
influir en un cambio de actitud en relación con “the economic institution they 
once characterized as an imperialist club designed to make African states 
permanent suppliers of raw materials” (Chikeka 1993). 
Los países francófonos firmantes de los Convenios de Yaundé eligieron la 
primera opción enumerada en el Protocolo 22 para sustituir dicho convenio por un 
nuevo tipo de acuerdo en la misma línea de actuación. No obstante, la posible 
asociación de los países africanos de la Commonwealth suponía para ellos una 
situación de competición en relación con las exportaciones de productos agrícolas, 
lo cual, unido a la eventualidad de repartir el monto de la ayuda proveniente de la 
CEE, y a los pobres resultados obtenidos a través de los convenios anteriores, 
provocó una situación difícil de manejar en pos de la acomodación de los 
intereses de los países francófonos y anglófonos en las negociaciones de 
asociación con la CEE (Chikeka 1993). 
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4.2. La respuesta de la CEE al mundo en desarrollo: Elementos y novedades 
principales del Convenio de Lomé 
Las propuestas y expectativas de los países en desarrollo, manifestadas 
durante la década de los años sesenta en el seno de la UNCTAD principalmente, 
encontraron algunas reacciones y respuestas por parte de los países 
industrializados o centros del sistema durante la década de los años setenta, 
aunque la crisis económica profunda a principios de la década condicionará la 
efectividad de tal respuesta y desplazará el interés hacia asuntos del propio interés 
de los países desarrollados, fundamentalmente en materia de suministro 
energético para reducir su dependencia. 
La necesidad de establecer nuevas modalidades de relaciones comerciales 
con los países industrializados, expresada por los países en desarrollo en el G-77 y 
la UNCTAD, e incorporadas parcialmente en el GATT, así como las propuestas 
para modificar de forma más amplia un sistema económico de naturaleza desigual 
y no equitativo, llevarán a la CEE a acometer cambios importantes en la 
formulación de sus relaciones con el mundo en desarrollo durante los años 
setenta. 
Uno de los cambios más importantes en la política comercial y de 
desarrollo comunitaria, de acuerdo con las recomendaciones del Primer y 
Segundo Periodo de Sesiones de la UNCTAD celebradas en los años sesenta, será 
el establecimiento de un Sistema Generalizado de Preferencias en 1971, con el 
objetivo de favorecer el acceso al mercado común de los países en vías de 
desarrollo, ofreciéndoles un trato arancelario  de naturaleza preferencial y 
generalizada, sin discriminación ni reciprocidad. Como vimos anteriormente, la 
adopción voluntaria de los SPG por parte de los países industrializados era 
contradictoria con las disposiciones expresadas en el artículo primero del GATT 
(la obligación del trato de nación más favorecida),  asunto que se resolvió en junio 
de 1971, mediante la adopción en el Acuerdo General de la Decisión sobre el 
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SPG, también denominada la “Decisión sobre la exención”, mediante la cual se 
eximía “a las partes contratantes desarrolladas del cumplimiento de las 
disposiciones del artículo primero por un período de 10 años” (GATT 1971a). 
Posteriormente, esta medida quedó institucionalizada con la adopción en noviembre 
de 1979 de la Decisión sobre el trato diferenciado y más favorable, reciprocidad y 
mayor participación de los países en desarrollo, comúnmente conocida como la 
“Cláusula de Habilitación”, que autoriza de forma explícita los regímenes SPG 
(GATT 1979). 
El interés original de los programas SPG de la Comunidad se situaba en 
los productos manufacturados y semi-facturados, con el objetivo de fomentar los 
procesos de industrialización de los países en desarrollo. Aquellos operaban en el 
marco de programas de carácter decenal sometidos a revisiones anuales durante el 
periodo 1971-1994. 
No obstante, algunos países en desarrollo carecían de la oportunidad de 
exportar productos industriales a la Comunidad. Dado que las importaciones 
comunitarias de manufacturas procedentes de los países en desarrollo constituían 
un porcentaje muy pequeño en el total de las importaciones de tales países (menor 
del 7%), se decidió incluir un número limitado de productos procesados agrícolas, 
cuyas cuotas se verían aumentadas progresivamente a lo largo de los años (Bartels 
2007, Borrmann, Borrmann & Stegger 1981, Marín Durán, Morgera 2012). 
El segundo cambio fundamental, en línea con los principios expresados 
por la UNCTAD, será el abandono del principio de reciprocidad a la hora de 
negociar el Primer Convenio de Lomé con el grupo de los países ACP. La 
exigencia de reciprocidad, o modelo de las preferencias inversas, había sido una 
constante en las relaciones euro-africanas desde la instauración de la política de 
asociación de la Comunidad. 
La CEE había sido también criticada por la concesión de preferencias 
especiales a sus países asociados, asunto que había constituido el segundo pilar 
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esencial en la definición de las relaciones comerciales euro-africanas. Esta 
medida, a pesar de su implementación limitada, era considerada un factor de 
discriminación hacia el resto de los países en desarrollo, que no disfrutaban de las 
ventajas del mismo trato preferencial, quedando en una posición de desventaja 
respecto a los países parte de la política de asociación. Durante los años setenta, la 
CEE reaccionará a las acusaciones de discriminación mediante la extensión de la 
concesión de preferencias comerciales a un mayor número de países en desarrollo. 
La expansión del número de países asociados por un lado y la negociación de 
nuevos acuerdos comerciales con los países de la ribera Sur del Mediterráneo por 
otro lado37, conllevarán la ampliación del concepto de mundo en desarrollo hasta 
ahora adoptado por la Comunidad, aunque persistirán las diferencias, al no 
generalizarse las preferencias y limitar su aplicación a determinados ámbitos y 
productos. 
En este epígrafe, dado el eje de nuestro interés, focalizado en la política de 
desarrollo, comercio y relaciones euro-africanas, no ahondaremos en los detalles 
del SPG ni en la negociación de los acuerdos comerciales regionales con los 
países del Mediterráneo, sino que centraremos nuestra atención en la respuesta 
comunitaria a las expectativas de los países en desarrollo, mayoritariamente 
africanos, que constituye el Convenio de Lomé, explicitando las novedades 
introducidas en línea con los principios de la UNCTAD y la manifestación de los 
elementos más remarcables. 
El 28 de febrero de 1975 se firmó el Primer Convenio de Lomé (Lomé I), 
en vigor el 1 de abril de 1976, o Convenio ACP - CEE, entre los nueve Estados 
miembros de la CEE y el grupo de cuarenta y seis Estados ACP, formado por los 
dieciocho Estados africanos del grupo EAMA firmante de Yaundé, Mauricio que 
                                                 
37 La Comunidad firmó la primera generación de acuerdos comerciales regionales de 
naturaleza no recíproca con los países del Mediterráneo en 1969 (con Marruecos y Túnez) y en 
1970 (con España e Israel). Una segunda generación de acuerdos sería firmada a partir de la 
segunda mitad de la década, en 1975 con Israel, y en 1976 y 1977 con los países del Magreb 
(Argelia, Marruecos y Túnez) y del Mashrek (Egipto, Líbano, Jordania y Siria) (Bartels 2007). 
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había accedido como el decimonoveno Estado a Yaundé II en 1969, veintiún 
países de la Commonwealth, de los cuales doce africanos, seis caribeños y tres del 
Pacífico: Bahamas, Barbados, Botsuana, Fiyi, Gambia, Ghana, Granada, Guyana, 
Jamaica, Kenia, Lesoto, Malaui, Nigeria, Samoa, Sierra Leona, Suazilandia, 
Tanzania, Tonga, Trinidad y Tobago, Uganda, Zambia; y seis Estados africanos 
que no habían sido asociados anteriormente a la CEE: Etiopía, Guinea Bissau, 
Guinea Conakry, Guinea Ecuatorial, Liberia y Sudán.38 
El Convenio intentó encontrar un equilibrio entre el enfoque francés y la 
necesidad de acomodar los intereses británicos y sus relaciones especiales con los 
países en desarrollo de la Commonwealth. A pesar de ser una asociación 
negociada, la predominancia de los intereses europeos se mostraba de forma clara 
y “the views of the developing countries, whilst sought, appeared of secondary 
importance to the process” (Holland 2002). 
En Lomé I se mantuvo la continuidad de la fórmula asociacionista y la 
coherencia de los dos elementos principales presentes en los Convenios anteriores 
de Yaundé: las relaciones comerciales de naturaleza preferente, fomentando los 
intercambios entre la CEE y el grupo ACP, con el objetivo de garantizar 
“additional benefits for the trade of ACP States, in order to accelerate the rate of 
growth of their trade and improve the conditions of access of their products to the 
market of the European Economic Community” (ACP-EEC 28 February 1975art. 
1) y la provisión de ayuda técnica y financiera, con el propósito de corregir 
desequilibrios estructurales presentes en las economías de los Estados ACP 
mediante la ejecución de proyectos y programas “which contribute essentially to 
the economic and social development of the said States” (ACP-EEC 28 February 
1975art. 40.1). Para ello se aumentó de forma relevante la dotación del cuarto 
                                                 
38 La constitución formal del denominado Grupo ACP, organización que abarca tres áreas 
geográficas correspondientes a África, el Caribe y el Pacífico, se llevó a cabo mediante el Acuerdo 
de Georgetown, firmado el 6 de junio de 1975. El grupo se creó con el objetivo de coordinar la 
negociación e implementación de los acuerdos de cooperación con la Comunidad Europea, 
facilitando el diálogo de ésta con un grupo cada vez más extenso de países en desarrollo. Véase la 
página oficial del Grupo de Estados ACP, disponible en http://www.acp.int/. 
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FED correspondiente al periodo 1975-1980, el cual ascendió a 3072 millones de 
ecus (MECU), 39 cifra que junto con los recursos propios del BEI procuró un total 
de 3450 millones de ecus.40 
Para dar respuesta a las limitaciones y críticas de los convenios 
precedentes, y a los anhelos expresados por los países en desarrollo en los foros 
internacionales durante los años anteriores, en Lomé se introdujeron una serie de 
innovaciones con el ánimo de paliar las consecuencias adversas observadas en 
Yaundé. 
En primer lugar, los países asociables, en su mayoría miembros de la 
Commonwealth, temían que la relación de asociación representara una nueva 
forma de colonialismo y reforzara su dependencia económica en relación con las 
potencias europeas, en detrimento del desarrollo y la unidad del continente 
africano. 
En consecuencia, una de las características principales del Convenio de 
Lomé fue la ambición europea de definir las relaciones de asociación CEE-ACP 
en términos de total igualdad y de estrecha cooperación: 
“ANXIOUS to establish, on the basis of complete equality between 
partners, close and continuing co-operation, in a spirit of international solidarity” 
(ACP-EEC 28 February 1975preámbulo) 
. 
La inclusión de este principio igualitario pretendía abrir una nueva vía y 
responder a las críticas sobre la ineficacia de los anteriores Convenios de Yaundé, 
                                                 
39 ECU es el acrónimo en inglés para “European Currency Unit”, correspondiente en 
español a “Unidad Monetaria Europea”. El ECU fue la unidad de cuenta del Sistema Monetario 
Europeo,  utilizada como unidad de contabilidad interna por la Comunidad desde finales de los 
años setenta (1979), reemplazada a finales de los años noventa (1999) por el euro.  
40 Los datos correspondientes a los medios financieros de los sucesivos Convenios de 
Lomé pueden consultarse de forma rápida y sintética en: European Commission: “Contexto: El 
Convenio de Lomé”, Press Release Database, Memo 95-10, accesible en 
http://europa.eu/rapid/press-release_MEMO-95-10_es.htm 
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que no habían contribuido efectivamente al desarrollo económico y social de los 
países asociados, sino que habían perpetuado las relaciones de dependencia con 
los antiguos espacios coloniales, como vimos anteriormente. Sin embargo, este 
principio de igualdad en el papel no se tradujo en una igualdad real en la práctica, 
y múltiples elementos muestran cómo “a European agenda has clearly prevailed” 
(Holland 2002). 
El grupo de países ACP reivindicó que las negociaciones y relaciones con 
la CEE se fundaran en la igualdad y en la cooperación entre las contrapartes. Los 
países en desarrollo buscaban la instauración de un Nuevo Orden Económico 
Internacional que fuera verdaderamente justo, y en este nuevo orden se regularían 
de forma equitativa las relaciones económicas entre la CEE y los Estados ACP en 
vías de desarrollo (Chikeka 1993). 
Ello se vio reflejado en algunas menciones fundamentales en el texto del 
Convenio, y explica cómo Lomé ha sido considerado por algunos como una 
superación de Yaundé y un modelo positivo de relaciones económicas Norte-Sur: 
“RESOLVED to establish a new model for 
relations between developed and developing States, 
compatible with the aspirations of the international 
community towards a more just and more balanced 
economic order” (ACP-EEC 28 February 
1975preámbulo). 
No obstante, el establecimiento en Lomé de una relación de “partnership” 
basada en la igualdad entre las contrapartes, en contraposición con la modalidad 
asociacionista precedente considerada neocolonial y asimétrica, no se hizo 
efectiva más allá del discurso retórico  sobre la novedad de las relaciones 
totalmente igualitarias entre la Comunidad y los países ACP. El discurso sobre el 
establecimiento de relaciones basadas en una interdependencia entre los socios no 
transformó en la práctica las relaciones ya establecidas con anterioridad: 
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“the parameters of the relationship, the 
value of trade concessions and financial aid, were 
established by the Community. The ACP were the 
dependent partners (…) the declared partnership of 
the Lome Convention did not alter the relations 
between Europe and Africa”(Marjorie 
1988)(Marjorie 1988). 
En segundo lugar, un asunto crucial que debía resolverse durante las 
negociaciones del Primer Convenio de Lomé era la abolición del principio de 
reciprocidad en línea con las recomendaciones de la UNCTAD, asunto que 
constituyó la piedra de toque del Convenio. Aunque la CEE defendió inicialmente 
el mantenimiento de la reciprocidad, la fuerte oposición de la mayoría de los 
países asociables hizo recular a la Comunidad, generando una victoria política y 
moral importante para los países en desarrollo, que mostraron su poder de 
negociación en un momento sensible de crisis en Europa. 
Así pues, una de las novedades fundamentales del Convenio de Lomé fue 
la introducción del principio de no-reciprocidad en las relaciones económicas 
entre los países en desarrollo y los países miembros de la CEE, que contó con el 
apoyo de Reino Unido, Alemania y Países Bajos, a pesar de la oposición francesa. 
Lomé, a diferencia de las disposiciones presentes en los anteriores acuerdos (tanto 
en el Tratado de Roma, como en Yaundé I y II, y en el acuerdo de Arusha), en los 
cuales la CEE exigía de sus asociados reciprocidad, actitud que había sido 
calificada de neocolonial e inaceptable por parte de los Estados asociables, 
terminó por revocar el principio de reciprocidad. 
“In view of their present development 
needs, the ACP States shall not be required, for the 
duration of this Convention, to assume, in respect 
of imports of products originating in the 
 157 
 
 
 
 
Community, obligations corresponding to the 
commitments entered into by the Community in respect of 
imports of the products originating in the ACP States, 
under this Chapter” (ACP-EEC 28 February 1975Title I, 
ch.1, art.7, párr.1). 
En tercer lugar, en Lomé I la Comunidad introdujo un Sistema de 
Estabilización de los Ingresos por Exportación, denominado Stabex, para 
compensar financieramente las pérdidas de los países menos desarrollados en los 
ingresos de las exportaciones por motivos de fluctuación en los precios, 
particularmente en el caso de los productos agrícolas, o problemas de suministro 
de algunos productos específicos. 
“With the aim of remedying the harmful effects of 
the instability of export earnings and of thereby enabling 
the ACP States to achieve the stability, profitability and 
sustained growth of their economies, the Community shall 
implement a system for guaranteeing the stabilization of 
earnings from exports by the ACP States to the 
Community of certain products on which their economies 
are dependent and which are affected by fluctuations in 
price and/or quantity” (ACP-EEC 28 February 1975Title 
II, ch.1, art. 16). 
El Sistema representaba un avance para los países ACP, muchos de los 
cuales eran altamente dependientes de la exportación de un número limitado de 
productos, lo cual les situaba en una posición de vulnerabilidad a la hora de 
adaptarse a la fluctuación de los precios de mercado mundiales. STABEX 
consistía en una especie de “insurance policy for the ACP”, según el cual la CEE 
garantizaba “a minimum earnings threshold for these specified exports and 
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compensated for any loss of revenue caused by lower prices or loss of production” 
(Holland 2002). 
En los sucesivos Convenios de Lomé firmados con un número creciente de 
países ACP asociados a la Comunidad, el Stabex incluyó garantías para un 
número cada vez mayor de productos, pero no consiguió su objetivo de afianzar 
los ingresos de las exportaciones de los países ACP asociados a la Comunidad, en 
gran medida porque “it suffered from a long-term decline in commodity prices, 
leading to unpaid loans and insufficient funds in the system, and soon turned into 
simply yet another subsidy”. Además, tuvo un efecto contrario al deseado, 
generando una mayor dependencia de los países ACP y “discouraging 
diversification and industrialisation”, lo cual llevó a su posterior abandono 
durante la negociación del Acuerdo de Cotonú (Bartels 2007). 
Otros obstáculos presentes durante las negociaciones del Convenio remiten 
a la dotación económica asignada al FED y a la denominada ‘cuestión del azúcar’. 
La difícil acomodación del “Commonwealth Sugar Agreement” de 1951, según el 
cual algunos países de la Commonwealth productores de azúcar disfrutaban de 
preferencias comerciales en su acceso al mercado británico, preveía una eventual 
competición entre países ACP exportadores de azúcar de caña con los excedentes 
de azúcar de remolacha disponibles en el mercado comunitario.  
La ‘cuestión del azúcar’ había sido ya mencionada en la sección III del 
Protocolo 22 del Tratado de Accesión: 
“The Community will have as its firm purpose the safeguarding of the 
interests of all the countries referred to in this Protocol whose economies depend 
to a considerable extent on the export of primary products, and particularly of 
sugar”, donde la Comunidad se había comprometido a tener en cuenta la 
importancia de las exportaciones de azúcar para la economía de ciertos países de 
la Commonwealth (Official Journal of the European Communities 1972sección 
III) 
. 
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El asunto del azúcar se convirtió en un foco de tensión en las 
negociaciones del Convenio de Lomé, hasta lograr un acuerdo de última hora 
según el cual la Comunidad se comprometía a importar 1.4 millones de toneladas 
anuales de azúcar procedentes de los países productores de la Commonwealth, a 
un precio garantizado similar al de los productores comunitarios de remolacha 
azucarera (Holland 2002, Chikeka 1993). 
4.3. Valoración de los cambios y continuidades: Una respuesta comunitaria 
parcial a las expectativas de los países en desarrollo 
El Convenio de Lomé supuso una ampliación del alcance geográfico de las 
políticas europeas de desarrollo, un enfoque más comprehensivo y globalista 
frente al regionalismo de los anteriores acuerdos, y una extensión de las relaciones 
euro-africanas, al cubrir algunos países del Caribe y del Pacífico. 
En esta misma óptica, en la Cumbre de París celebrada en octubre de 1972, 
los Jefes de Estado y de Gobierno de los Estados miembros de la Comunidad 
Europea ampliada, habían afirmado ser plenamente conscientes “of the problem 
presented by continuing underdevelopment in the world” y su determinación, en 
el marco de una política a nivel mundial, de aumentar los esfuerzos “in aid and 
technical assistance to the least favoured people”, fundamentalmente en relación 
con aquellos países con los que mantenía relaciones especiales, es decir, “towards 
which, through geography, history and the commitments entered into by the 
Community, it has specific responsibilities”, aunque sin obviar “the expectations 
of all the developing countries”  (Heads of State or of Government of the Member 
States of the European Communities 19-21 October 1972). 
De acuerdo con esta visión, los Jefes de Estado y de Gobierno reflejaron 
en la declaración final de la Cumbre “la importancia esencial de la política de 
asociación” y su voluntad de ampliar la aproximación de las instituciones y 
Estados miembros de la Comunidad en relación con el desarrollo, adoptando de 
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forma progresiva “an overall policy of development co-operation on a world-wide 
scale” a la luz de los resultados de la Tercera Sesión de la Conferencia de las 
Naciones Unidas sobre Comercio y Desarrollo (UNCTAD), celebrada en Santiago 
de Chile en los meses de abril y mayo. Se inserta de esta manera la acción de la 
CEE “in the context of the Development Strategy adopted by the United Nations”, 
promoviendo un nuevo enfoque de carácter multilateral (Heads of State or of 
Government of the Member States of the European Communities 19-21 October 
1972). 
Podemos afirmar que Lomé I representó un cambio fundamental respecto a 
la modalidad anterior de las relaciones entre la CEE y el Tercer Mundo, con la 
inclusión del principio de no reciprocidad (hito importante alcanzado por el grupo 
ACP en las negociaciones de Lomé, reivindicado desde los años sesenta) y del 
sistema de estabilización para las exportaciones, además del énfasis en la 
cooperación a largo plazo y de la introducción de un lenguaje de equidad entre las 
contrapartes. 
El Convenio supuso el desarrollo de una nueva estrategia hacia los países 
en desarrollo y el establecimiento de un marco duradero de relaciones Norte-Sur: 
“it symbolized a watershed in postcolonial 
relations with the developing world. Lomé not only 
removed reciprocity, it expanded the scope of 
relations beyond the historical aspects of trade. 
Equality and stability replaced dependency as the 
defining characteristics (…) Lomé was historically 
important for creating a new actor in international 
affairs – the ACP – and it was this framework that 
dominated Europe’s perspective on Third World 
relations for the remainder of the twentieth 
century” (Holland 2002). 
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No obstante, Lomé reflejó también el contexto de profunda crisis 
económica de los años setenta, la dependencia energética y la voluntad europea de 
mantener su influencia en África, factores que constituyeron la razón de ser 
principal del fomento de las relaciones euro-africanas. Aunque el discurso oficial 
se centraba en los dos elementos de continuidad presentes desde el 
establecimiento original de las relaciones de asociación, es decir, la promoción de 
relaciones comerciales de naturaleza preferente (a la par que discriminatoria como 
hemos visto) y la provisión de ayuda financiera, el componente político del 
Convenio era innegable e impregnó las relaciones con el mundo en desarrollo: 
“Presenting the Lome relationship as politically 
neutral was a well-established Community policy. 
However, the EEC-ACP relationship was in fact 
politically discreet rather than politically neutral. The 
Community’s overriding political aim was to maintain its 
presence and influence in the ACP. But by keeping the 
appearance of political neutrality, disturbing charges of 
neo-colonialism were minimized and difficult political 
issues were largely kept at bay” (Marjorie 1988). 
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CAPÍTULO 3:  
 
LA EVOLUCIÓN DE LA POLÍTICA 
E U R O P E A  D E  D E S A R R O L L O :  L A 
I N T R O D U C C I Ó N  D E  L A 
C O N D I C I O N A L I D A D 
1. La evolución de la cooperación al desarrollo de la Comunidad 
Europea durante los años ochenta: El declive de la dimensión 
Norte-Sur en la formulación de la política comunitaria 
1.1. El Segundo Convenio de Lomé (1979 -1985) 
1.1.1. El proceso negociador y las innovaciones introducidas 
El 31 de octubre de 1979 se firmó el Segundo Convenio de Lomé (Lomé 
II), que supuso una renovación del Primer Convenio, entre los nueve Estados 
miembros de la CEE (posteriormente diez Estados, con la adhesión de Grecia en 
1981) y cincuenta y ocho Estados ACP, entrando en vigor el 1 de marzo de 1980, 
hasta su expiración el 1 de marzo de 1985. Lomé II mantuvo el mismo enfoque y 
finalidad de Lomé I, así como los mismos elementos básicos principales presentes 
desde Yaundé, los acuerdos comerciales preferenciales y la asistencia técnica y 
financiera, atribuida bajo el quinto FED, para el periodo 1980-1985, con un 
aumento en su dotación respecto al anterior fondo, alcanzando los 4542 millones 
de ecus, que se completaron con la ayuda provista por el BEI hasta un total de 
5700 millones de ecus.41 
                                                 
41 Véase http://www.acp.int/content/lome-convention 
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Lomé II representa una continuación de Lomé I, sin cambios importantes 
en relación con las anteriores disposiciones. Si bien durante las negociaciones del 
nuevo convenio se planteó la posibilidad de establecer una nueva iniciativa, se 
decidió finalmente proseguir la línea comenzada con Lomé I, y construir el nuevo 
convenio sobre las bases de lo ya desarrollado. En ello influyó el contexto 
internacional de crisis económica que afectaba tanto a los países europeos como al 
grupo de los Estados ACP. 
La negociación del Segundo Convenio de Lomé no se realizó de forma 
fluida y evidente, dada la diferencia de las posiciones de partida entre los 
representantes de la CEE, que preferían seguir una línea de continuidad, 
consolidando y actualizando los mecanismos establecidos en Lomé I, para un 
nuevo periodo quinquenal; y el enfoque de los representantes del grupo de países 
ACP, que aspiraban a establecer un nuevo tipo de relaciones, sustituyendo el 
convenio ya existente por otro que garantizara el acceso totalmente gratuito de los 
productos ACP al mercado comunitario, un aumento significativo de la ayuda, y 
una cooperación en términos de igualdad real. El resultado final de las 
negociaciones privilegió el enfoque comunitario continuista, que propugnaba el 
mantenimiento del acervo de Lomé I. Ravenhill considera que: 
 “the Commission's conservative 
negotiating position was a major cause of the 
evaporation of the goodwill that the 1975 
agreement had generated. It was not so much the 
failure to grant significantly greater concessions 
(…) but the generally negative attitude on the part 
of the Commission which alienated the ACP 
group” (Ravenhill 1979/1980). 
El difícil contexto económico en el momento de las negociaciones de 
Lomé II condicionó la adopción de esta línea continuista. Por un lado, los países 
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de la Comunidad se encontraban en un momento de recesión económica profunda 
en 1979. Por otro lado, los países del Tercer Mundo habían visto cómo sus 
aspiraciones de constituir un Nuevo Orden Económico Internacional, y los 
esfuerzos realizados durante la década de los años setenta, no habían dado los 
frutos esperados, de forma que “the campaign for a world order which reflected 
their needs and priorities had become bogged down in a deadlocked North–South 
dialogue”. Además, la situación política de la Guerra Fría determinaba en gran 
medida las relaciones Norte-Sur y las actitudes con los países occidentales. En 
esta tesitura, se firmó el Segundo Convenio de Lomé sin ánimo de efectuar 
reformas importantes, y sin atender a las críticas de los países ACP sobre el 
funcionamiento del convenio y las limitaciones observadas, perpetuando la 
desigualdad y asimetría en las relaciones entre la Comunidad y el grupo ACP 
(Brown 2002). En este sentido, Ravenhill afirma que: 
 “the lack of unity among the ACP states further 
undermined their already weak bargaining position and 
restricted the range of negotiating tactics that might be 
pursued. In an asymmetrical relationship such as the Lomé 
Convention, threats by the weaker partner are in the best 
of circumstances barely credible” (Ravenhill 1979/1980). 
Sin embargo, se atendieron parcialmente las reclamaciones de los países 
ACP, incluyendo la modificación y mejora de algunos aspectos cuyos déficits 
habían sido criticados en los años anteriores en materia de cooperación comercial 
y financiera, y se concedió una especial atención a los países ACP menos 
desarrollados, sin litoral e insulares. Por último, se introdujeron algunas 
innovaciones, particularmente en lo referente al sector minero y energético de los 
países ACP (Chikeka 1993, Lemesle 1995). 
Así pues, el establecimiento de Lomé II conllevó la introducción de 
algunos reajustes y de algunas modificaciones, siendo la más significativa la 
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concepción de un sistema denominado SYSMIN (System for Safeguarding and 
Developing Mineral Production) o MINEX, análogo al sistema de estabilización 
STABEX pero en el ámbito de los minerales, para ayudar a restablecer la 
rentabilidad de la industria minera de los países ACP dependientes de dicho 
sector. Así se expone en el artículo 49 del Segundo Convenio entre la CEE y los 
países ACP: 
“With a view to contributing towards the 
creation of a more solid basis for the development 
of the ACP States whose economies are largely 
dependent on the mining sectors and in particular 
towards helping them cope with a decline in their 
capacity to export mining products to the 
Community and the corresponding decline in tneir 
export earnings, a system shall be established to 
assist these States in their efforts to remedy the 
harmful effects on their income of serious 
temporary disruptions affecting those mining 
sectors and beyond the control of the ACP States 
concerned” (ACP-EEC 1979Art. 49). 
No obstante, el establecimiento de SYSMIN parecía obedecer más 
concretamente a la preocupación europea por el descenso de la producción de 
minerales africanos y el efecto de la caída de los niveles de exportación hacia la 
Comunidad de algunos productos del sector minero. En este sentido Grilli afirma 
que: 
 “SYSMIN was from the very beginning an 
instrument designed more to ensure mineral 
supplies to EC consumers than to stabilize or 
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increase export revenue in ACP producers” (Grilli 1993). 
Otras innovaciones de carácter menor abarcan el refuerzo de la 
cooperación agrícola (técnica y financiera), incluyendo la promoción del 
desarrollo rural y asuntos de seguridad alimentaria. Estos temas son el objeto del 
Título VI del convenio: 
 “to resolve problems relating to rural development 
and the improvement and expansion of agricultural 
production for domestic consumption and export and 
problems they may encounter with regard to security of 
food supplies for their populations” (ACP-EEC 1979Art. 
83). 
También Lomé II vio la expansión del régimen STABEX, con el 
incremento del porcentaje de la ayuda financiera respecto a Lomé I y el aumento 
de la cobertura de productos. Previsto en un principio para doce productos de los 
cuales los países ACP eran altamente dependientes, el esquema vio la cobertura 
de nuevos productos aumentar gradualmente, y en Lomé II se acometió una nueva 
ampliación de la lista, pasando de treinta y cuatro a cuarenta y cuatro productos 
con una importancia crucial en la exportación agrícola y en la economía de los 
Estados ACP (Lemesle 1995, Hewitt, Stevens 1981). 
Además, la cooperación comercial se refuerza, “confirmando la apertura 
del mercado comunitario” a las exportaciones ACP (Lemesle 1995); se intenta dar 
un impulso a la cooperación en materia industrial “acknowledging the pressing 
need to promote the industrial development of the ACP States” (ACP-EEC 
1979Art. 65); se otorga una mayor importancia a la integración regional, mediante 
la asistencia técnica y financiación de proyectos intra-regionales, con el objetivo 
principal de “accelerate economic co-operation and development both within and 
between the regions of the ACP States” (ACP-EEC 1979Art. 133, apart. 1 a); y se 
introdujo un título especialmente dedicado a las provisiones relativas a los países 
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ACP menos desarrollados, sin litoral e insulares, los cuales constituían treinta y 
cinco del total de los cincuenta y ocho países. 
1.1.2. La emergencia de las cuestiones relativas a los derechos humanos, asunto 
clave en la agenda negociadora 
Uno de los asuntos más interesantes y cruciales en el proceso de 
negociación de Lomé II fue la pretensión de la CEE de introducir una cláusula 
sobre los derechos humanos en el convenio, sin resultado positivo. Esta aspiración 
reflejaba la inquietud europea en relación con las violaciones de los derechos 
humanos cometidas en varios países ACP. La calidad contractual del Convenio de 
Lomé I, y la ausencia de referencias o disposiciones específicas relativas al 
cumplimiento de los derechos humanos, habían impedido la suspensión de 
relaciones con determinados países asociados a la Comunidad, la cual deseaba 
condicionar las ventajas y trato preferencial otorgado bajo el Convenio a 
estándares democráticos y al respeto de los principios del Derecho Internacional 
de los Derechos Humanos (Bartels 2007, Arts 2000). 
Uno de los casos más llamativos corresponde a las atrocidades cometidas 
por el régimen de Idi Amin en Uganda durante el periodo de implementación de 
Lomé I. A pesar de las violaciones flagrantes de los derechos humanos cometidos 
por Amin, la CEE no había sido capaz de suspender la provisión de ayuda a 
Uganda, en cumplimiento legal del texto del primer convenio de Lomé, creando 
una situación muy incómoda para los países europeos. (Brown 2002, Young-
Anawaty 1980). 
A pesar de no romper las relaciones contractuales establecidas mediante el 
Convenio de Lomé, la Comunidad Europea manifestó formalmente su 
preocupación por la situación de los derechos humanos en Uganda mediante la 
adopción por el Consejo de una declaración en la que deploraba “the consistent 
denial of basic human rights to the people of Uganda”. La Declaración sobre la 
situación en Uganda, más conocida como las “Uganda Guidelines” (o Directrices 
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para Uganda), afirmaba, en cuanto a la provisión de ayuda por parte de la 
Comunidad, la voluntad de no reforzar la gravedad de la situación en materia de 
derechos humanos: 
“The Council agrees to take steps within the 
framework of its relationship with Uganda under the Lomé 
Convention to ensure that any assistance given by the 
Community to Uganda does not in any way have as its 
effect a reinforcement or prolongation of the denial of 
basic human rights to its people” (EC 21 June 1977). 
Como consecuencia de las llamadas “Uganda Guidelines”, la Comunidad 
redujo considerablemente los flujos de ayuda financiera asignados al país (no así 
los fondos Stabex, de carácter automático, que no se vieron afectados por las 
directrices), suspendiendo prácticamente la ayuda e iniciando la posibilidad de 
modificar los canales utilizados para la ayuda al desarrollo, comúnmente entre la 
Comunidad y el gobierno de turno (Arts 2000, Bartels 2005). 
El caso de Uganda supuso un hito en lo que respecta a la introducción de 
cláusulas y condiciones para la provisión de ayuda al desarrollo por parte de la 
Comunidad a terceros países, en contraposición con las políticas adoptadas en las 
décadas previas, hasta mediados de los años setenta, donde la Comunidad 
consideraba, al contrario, que el desarrollo constituía la condición previa para el 
respeto de los derechos humanos y no a la inversa (Bartels 2005). 
La misma política se aplicaría posteriormente en otros casos como 
respuesta a actuaciones en contra de los derechos humanos. La Comunidad 
estudió la introducción de cláusulas que permitieran la suspensión de la 
cooperación en casos similares al de Uganda, de forma que se vinculara la agenda 
del Convenio de Lomé con el cumplimiento de las normas de derechos humanos. 
Esta ambición responde al nuevo contexto político internacional de la década de 
los años ochenta. Durante la década de los años setenta los productores de 
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materias primas y productos energéticos habían gozado de una capacidad y poder 
de negociación reforzados, gracias a las crisis petroleras, situación que no se 
reprodujo en los años ochenta. Además, la calificación de los países en desarrollo 
como ‘víctimas’ de un orden económico internacional injusto empezó a dar paso 
en los años ochenta a una crítica de los sistemas domésticos de los países en vías 
de desarrollo, considerados “a key to their sub-standard economic performance”. 
Esta visión conllevó la creciente condicionalidad de la ayuda a criterios de 
funcionamiento y rendimiento de las políticas nacionales, y a la supervisión de su 
comportamiento por parte de organizaciones internacionales (Grilli 1993). 
Desde la firma en Roma el 4 de noviembre de 1950, bajo los auspicios del 
Consejo de Europa, del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos 
Humanos y de las Libertades Fundamentales, más conocido como el Convenio 
Europeo de Derechos Humanos (CEDH), y su entrada en vigor el 3 de septiembre 
de 1953 (enmendado por protocolos adicionales posteriores), los países del 
Consejo de Europa se habían dotado de un instrumento para dar efecto y validez 
legal vinculante a los derechos enunciados en la Declaración Universal de 
Derechos Humanos, proclamada por la Asamblea General de las Naciones Unidas 
el 10 de diciembre de 1948, en la que se inspira el CEDH. 
Así pues, en el preámbulo del CEDH, el Consejo de Europa reafirma: 
 “su profunda adhesión a estas libertades 
fundamentales que constituyen las bases mismas de 
la justicia y de la paz en el mundo, y cuyo 
mantenimiento reposa esencialmente, de una parte, 
en un régimen político verdaderamente 
democrático, y, de otra, en una concepción y un 
respeto comunes de los derechos humanos que 
ellos invocan” (Consejo de Europa 
1950Preámbulo) 
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. 
El artículo 1 compromete a los Estados signatarios a reconocer “a toda 
persona dependiente de su jurisdicción los derechos y libertades definidos en el 
Título I del presente Convenio”, título que enumera los derechos humanos 
regulados por el CEDH (derechos civiles y políticos), en sus artículos 2 a 18. 
Desde ese momento, los sucesivos tratados de la Comunidad/Unión 
Europea han incluido referencias al respeto de los derechos fundamentales que el 
Convenio garantiza, y los Estados miembros de la Comunidad/Unión se han visto 
comprometidos a su observancia y aplicación. Asimismo, el respeto de los 
derechos humanos ha constituido, desde el origen del proceso de integración, uno 
de los valores fundamentales de la Comunidad Europea a nivel interno, y también 
uno de los principios que han guiado la acción exterior y el diálogo con terceros 
países. 
Sin embargo, en el caso de Lomé II, la CEE no consiguió incluir una 
referencia específica o condicionar la aplicación del Convenio a las normas y 
principios de derechos humanos, en gran parte por la oposición del grupo de 
países ACP, que temían que la inclusión de cualquier referencia en la convención 
a los derechos humanos “would be used as a pretext for intervening in their 
countries’ internal affairs” y por la consideración de la naturaleza de Lomé como 
un acuerdo centrado en el comercio, el desarrollo económico y la cooperación 
financiera, no en asuntos políticos (Young-Anawaty 1980). 
1.1.3. Importancia y significación de Lomé II 
La negociación del Segundo Convenio de Lomé supuso una especie de 
prueba para la cooperación CEE-ACP en pro del desarrollo, centrada en los 
métodos que se podrían utilizar “to redefine the objectives of financial 
cooperation and assistance in humanitarian terms” (Young-Anawaty 1980). La 
falta de acuerdo entre las partes, así como la falta de innovaciones en el Convenio, 
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son una muestra de la ausencia de progreso significativo en la naturaleza de las 
relaciones y en las bases de la cooperación entre la CEE y el grupo de países 
ACP. 
Esta falta de entendimiento se puede extrapolar a un marco más amplio de 
las relaciones Norte-Sur: 
“This mirrored the wider North-South 
picture, where the North’s human rights agenda has 
gained ground only slowly, the southern states 
using the norms of sovereign independence as 
justification for a refusal to allow discussion of 
internal political matters. It was not until the end of 
the Cold War that a more far-reaching revision of 
such norms – and of Lomé – were to be achieved” 
(Brown 2002). 
A pesar de la resolución expresada por las Partes en el Preámbulo del 
Segundo Convenio de Lomé “to continue and intensify their efforts to establish a 
model for relations between developed and developing States which is compatible 
with the aspirations of the international Community towards the establishment of 
a new, more just and more balanced international economic order” (ACP-EEC 
1979preámbulo) 
, Lomé II, a excepción de algunas modificaciones, constituyó 
prácticamente una réplica del Primer Convenio. 
Las aparentes mejoras en la cooperación o en la ayuda se quedaron en 
papel mojado. La falta de avances significativos y la ausencia de voluntad política 
para lograr compromisos favorables para los países ACP constituyen una muestra 
de los cambios en el contexto internacional y en la distinta capacidad negociadora 
de ambos grupos en relación con la situación durante las discusiones del Primer 
Convenio de Lomé (Grilli 1993). 
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El poder negociador de los países ACP sufrió cambios significativos, 
desde su posición de fuerza en el Primer Convenio de Lomé a su relativa 
debilidad en el Segundo. Tampoco la CEE obtuvo el apoyo necesario para 
introducir la cláusula sobre derechos humanos en el acuerdo, asunto espinoso que 
representaba uno de los únicos temas en los que pretendía realizar cambios 
fundamentales. 
Aunque la CEE no atendió las reclamaciones de los países ACP en 
términos de incremento de la ayuda y modificación en las modalidades de la 
cooperación, tampoco consiguió imponer la condicionalidad del Convenio al 
comportamiento político en materia de derechos humanos, dando lugar a un 
convenio meramente continuista, sin esencia, transitorio y sin una visión 
comprehensiva de las relaciones CEE-ACP. 
En consecuencia, podemos afirmar que Lomé II vio el estancamiento de 
las relaciones entre los dos grupos: 
“If the first Convention institutionalized the high 
point of ACP power on the crest of the wave of Third 
World radicalism, the second reflected the stalemate of the 
so called ‘North–South’ dialogue in a context of deep 
recession in western countries” (Brown 2002). 
1.2. El Tercer Convenio de Lomé (1984 – 1990) 
1.2.1. Contexto y negociación 
Durante la década de los años ochenta las relaciones entre la Comunidad 
Europea y los países en vías de desarrollo representados (aunque de forma 
restrictiva) por el cada vez más amplio grupo ACP se vieron marcadas por el 
problema de la crisis de la deuda externa que afectó gravemente a los países de 
África Subsahariana y por la subsiguiente adopción de modelos económicos 
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inspirados por las instituciones financieras internacionales (IFI), 
fundamentalmente el Banco Mundial y el Fondo Monetario Internacional, que 
respondieron a la crisis impulsando medidas de corte neoliberal inspiradas por el 
denominado Consenso de Washington y plasmadas en los Planes de Ajuste 
Estructural. 
Si bien durante los años setenta, los países de África Subsahariana eran 
dependientes de acreedores privados: “commodity price windfalls and the 
exploitation of oil reserves in Africa led to a rash of syndicated loans to the 
continent from ill-informed and ill-prepared commercial banks between 1973-80”, 
esta tendencia cambió drásticamente durante la década de los años ochenta, 
cuando “the IMF and the multilateral development Banks (MDBs) stepped in to 
finance the partial bail-out of commercial banks, resulting in the proportion of 
IMF and MDB debt and debt service rising rapidly between 1980-90” (Mistry 
1996). 
 El padre del Consenso de Washington, John Williamson, definió una lista 
con las diez prescripciones de política económica que constituían el denominado 
Consenso, a saber: 1) disciplina fiscal, 2) reorganización de las prioridades del 
gasto público, 3) reforma fiscal, 4) liberalización de los tipos de interés, 5) un tipo 
de cambio competitivo, 6) liberalización comercial, 7) liberalización de la 
inversión extranjera directa, 8) privatización, 9) desregulación de los mercados y 
10) garantizar los derechos de propiedad (Williamson 2009). 
Estos diez puntos constituían los “diez mandamientos” (Raffer, Singer 
2001) o conjunto de políticas capaces de concitar el consenso “in some significant 
part of Washington, either the US government or the IFIs or both, or perhaps both 
plus some other group” sobre lo que deberían hacer los países en vías de 
desarrollo para salir de la crisis (Williamson 2009). 
De hecho, el modelo económico conocido como el Consenso de 
Washington, o bien “the neoliberal ideological view of “the market” as 
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synonymous with economic growth a-la-modernization theory” se convirtió en la 
década de los años ochenta en la visión predominante de las teorías y políticas 
económicas desarrollistas, es decir, el Consenso “emerged as de rigueur 
development policy of powerful industrial states and international institutions 
toward the third world” (Westra 2010). 
Por ende algunos autores califican la década de los años ochenta como “la 
década de la victoria del neoliberalismo”, caracterizada por “a pronounced 
backswing of the pendulum towards anti-Keynesianism, anti-interventionism and 
monoeconomics”. El posterior desmembramiento de la Unión Soviética en los 
años noventa, aclamado como una victoria del capitalismo, contribuyó a la 
prevalencia e impulso de la ideología neoliberal imperante desde los años ochenta, 
la cual impregnó las políticas de desarrollo de los conceptos de liberalización 
económica del mercado y del comercio, la reducción del papel del Estado y la 
privatización, con el objetivo de estimular el crecimiento económico (Raffer, 
Singer 2001). 
A pesar de las diferentes interpretaciones y usos que se han hecho del 
“Consenso de Washington”, en su origen el término era equivalente a las políticas 
que aplicaron las instituciones de Bretton Woods en los países clientes, “or 
perhaps the attitude of the US government plus the Bretton Woods institutions” 
(Williamson 2009), en referencia a las políticas económicas de reforma y ajuste 
estructural promovidas por el FMI y el BM en respuesta a la crisis de los años 
ochenta, que conllevaron una creciente liberalización de la economía de los países 
en que se ejecutaron, con el objetivo de estimular el crecimiento, reduciendo el 
gasto público y el déficit externo. 
El Banco Mundial aspiraba a establecer programas y políticas en África 
Subsahariana que respondieran a las preguntas fundamentales sobre crecimiento 
económico sostenible y equidad en el continente: 
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“The experience of the first generation of 
Africans after independence raises some searching 
questions. Does Africa face special structural 
problems that have not been properly understood? 
(…) Are external assistance and debt relief 
appropriate and adequate? More fundamentally, is 
there a long-term vision that is both credible and 
energizing?” (World Bank 1989). 
No obstante, el enfoque adoptado por el BM y el FMI en su aproximación 
hacia África adoleció de una estrecha visión de miras, al obviar la diversidad y 
diferencia de los países africanos, tratando al continente como un todo homogéneo 
y similar. La elaboración de los Planes de Ajuste Estructural (PAE) se realizó 
sobre unos supuestos elementos, características y problemas comunes, a los que se 
les ofreció por ende recetas o soluciones también comunes, fruto de un 
diagnóstico erróneo falto de distinciones relevantes tanto en el plano económico 
como en el social (Hoogvelt, Phillips & Taylor 1992). 
“there are surprising commonalities in the 
problems facing Sub-Saharan countries: high rates 
of population growth, low levels of investment and 
saving (except in a few of the mineral-rich 
economies), inefficient resource use, weak 
institutional capacity and human resources, and a 
general decline in income and living standards. It is 
therefore possible to draw out common themes that 
provide a framework for discussing the problems 
of Sub-Saharan Africa as a whole” (World Bank 
1989). 
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Las políticas de ajuste estructural patrocinadas por el BM y el FMI durante 
la década de los años ochenta, implementadas en los países del Sur, tuvieron 
efectos perjudiciales en la economía de los países africanos e impusieron procesos 
de liberalización y condiciones que comprometían su soberanía económica.42 
Podemos afirmar que la década de los ochenta vio cómo las políticas 
desarrollistas se imbuían de una creciente condicionalidad. La  provisión de la 
ayuda comenzó a vincularse a determinados criterios, de tal forma que los 
receptores de la ayuda actuaran de acuerdo con la visión y directrices marcados 
por los donantes, con el objetivo de que los recursos financieros se utilizasen en la 
forma que los donantes considerasen más apropiada para alcanzar el crecimiento 
económico. 
Polak define la condicionalidad  como el término técnico acuñado para 
referirse “to the conditions of economic policy a lender stipulates as a basis for 
concluding a loan arrangement and for allowing subsequent drawings under such 
an arrangement” (Polak 2005). 
                                                 
42 La ‘imposición’ de los programas de ajuste estructural en los países de África 
Subsahariana tuvo consecuencias muy negativas para las estructuras económicas nacionales. 
Aunque se obtuvieron algunos resultados positivos a corto plazo, la evaluación de los resultados a 
largo plazo ha sido contraproducente para el desarrollo y el crecimiento económico de los países 
donde se aplicaron los programas: “sub-Saharan Africa saw its growth rate decline from 2 per cent 
per capita in the period leading up to the economic problems of the 1970s to negative growth in 
the 1980s and ’90s” (Brown 2002). 
A pesar del innegable papel del BM y del FMI en la promoción del proceso, algunos 
autores inciden en la parte de responsabilidad que ostentan los propios gobiernos africanos: “the 
‘Structural Adjustment’ programmes themselves may even be disfunctional because they obscure 
the lines of responsibility. The typical programme occurs at a time of national crisis. Living 
standards are falling and may fall further because the onset of the crisis has been delayed by past 
mortgaging. The government has an interest in off-loading responsibility for these circumstances. 
Bank and Fund conditionality provide convenient scapegoats for the decline in living standards 
since the government can genuinely maintain that current policy changes are not of its choosing” 
(Collier 1991).  
En su análisis sobre el impacto de las medidas del FMI en el caso específico de Ghana, 
Akonor considera que las élites nacionales gobernantes estaban en realidad deseosas de ser 
cooptadas o intimidadas para acatar las medidas y condiciones impuestas por el Fondo, al ser los 
beneficiarios directos de los programas de ajuste, y por tanto “the politics of adjustment in Ghana 
preserved the existing class configurations in the country, which was elite-driven and supported by 
foreign capital interests” (Akonor 2006). 
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En su caso de estudio de los préstamos del FMI, la motivación o propósito 
de la condicionalidad sería “to make as sure as possible that a country drawing on 
the Fund’s resources pursues a set of policies that are, in the Fund’s view, 
appropriate to its economic situation in general and its payments situation in 
particular” (Polak 1991). 
La Comunidad Europea seguirá la misma línea de acción que las IFI, 
reorientando las modalidades de la cooperación al desarrollo mediante la adopción 
de criterios de condicionalidad política que se harán visibles a partir de Lomé III y 
fundamentalmente en Lomé IV y en los acuerdos posteriores con el grupo de 
países ACP. 
En este sentido, si Lomé II constituyó una suerte de convenio continuista y 
no introdujo cambios significativos en las relaciones de cooperación entre la CEE 
y el grupo ACP, generando un cierto estancamiento y decepción, en el Tercer 
Convenio de Lomé se observa el nacimiento de una nueva línea de acción que va 
a prefigurar la nueva concepción y evolución de las relaciones euroafricanas, 
afianzadas en Lomé IV y Cotonú, mediante la incorporación del diálogo político 
como un componente fundamental que va a condicionar las relaciones entre las 
partes. 
El Tercer Convenio de Lomé (Lomé III) se firmó el 8 de diciembre de 
1984, entre la Comunidad Europea y sus diez Estados miembros por una parte 
(que llegarían a ser doce en 1986 con la adhesión de España y Portugal a la 
Comunidad), y el grupo de sesenta y cinco Estados ACP por otra parte, entrando 
en vigor a partir de marzo de 1985, hasta su expiración en 1990. El principal 
instrumento financiero, el sexto FED, vigente desde 1985 a 1990, asignó 7440 
millones de ecus, que junto con la aportación del BEI, generaron un volumen total 
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de ayuda comunitaria de 8500 millones de ecus, muy superior al volumen 
financiero de Lomé II.43 
La negociación de Lomé III refleja la continuidad del patrón asimétrico de 
relaciones CEE-ACP que observamos a principios de la década de los ochenta, 
durante las discusiones del convenio predecesor. El declive del poder negociador 
del grupo de Estados ACP, desde su relativa posición de fuerza durante la década 
de los años setenta, se hace patente en las discusiones del Tercer Convenio, donde 
el grupo, para amortiguar los efectos de la recesión económica, el aumento de la 
deuda y la caída de las exportaciones, así como para garantizar la provisión de 
ayuda, se ve obligado a aceptar algunas de las presiones de la Comunidad en el 
marco negociador de Lomé, aumentando su dependencia y disminuyendo su 
capacidad de acción y de proposición. Asimismo, la distinta capacidad de 
negociación de las contrapartes va a reflejarse en los esfuerzos europeos por 
cambiar y redefinir la orientación de la cooperación, que se manifestará más 
profundamente en Lomé IV en forma de Programas de Ajuste Estructural y 
criterios de condicionalidad política (Grilli 1993, Brown 2002, Hill 1985). 
En este contexto de debilidad relativa de los países ACP respecto a la 
posición de la Comunidad, las reclamaciones recurrentes del grupo, presentes en 
su mayor parte en los anteriores convenios, en cuanto a la gestión conjunta del 
convenio en términos de igualdad, el acceso gratuito e ilimitado al mercado 
comunitario, la abolición de la cláusula de salvaguardia, la protección de las 
preferencias comerciales, la extensión de la cobertura del sistema STABEX a 
cuarenta nuevos productos, el aumento de los minerales cubiertos por SYSMIN, 
la mejora de los desembolsos, prácticas y procedimientos de ayuda, no obtendrán 
una respuesta satisfactoria de parte de la CEE (Brown 2002, Hill 1985). 
De hecho, los esfuerzos financieros adicionales acometidos por la 
Comunidad para paliar la crisis económica en el continente africano, fueron 
                                                 
43 Véase http://www.acp.int/content/lome-convention 
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realizados predominantemente a través de las instituciones financieras 
internacionales (FMI, BM), sin implicar en ningún momento el proceso 
negociador de Lomé, y de igual manera se evitó tratar el tema de la reducción de 
la deuda en el marco institucional de las relaciones entre la CE y el grupo ACP 
(Grilli 1993). Es por ello que Grilli afirma: 
 “EC Europe, in fact, far from trying to 
extend the Lomé model in functional scope or 
geographical reach, had been intent for many years 
on only managing the existing relationship, 
accepting some marginal adaptation to either its 
specific goals or to the resources devoted to it, but 
no real innovation” (Grilli 1993). 
Algunas novedades del Tercer Convenio incluyen el énfasis en los 
programas de ayuda temáticos, prestando asistencia en ‘áreas prioritarias’ a nivel 
nacional y regional; la introducción de la dimensión social y cultural en el 
Convenio (objeto de un capítulo especial, bajo el título VIII); y de disposiciones 
para promover el desarrollo del turismo y del sector servicios. Lomé III también 
reforzó la cooperación en materia de desarrollo agrícola y rural, incluyendo 
apartados dedicados a la seguridad alimentaria y al control de la desertificación y 
la sequía. Al igual que en Lomé II, se aumentó la cobertura de los productos del 
esquema STABEX, y se reforzó SYSMIN para revitalizar el sector minero y 
frenar el declive del monto de las exportaciones (ACP-EEC 1985). 
No obstante, algunos autores consideran que la Comunidad aportó poco 
más que palabras: 
“On the whole, however, these were verbal 
concessions to developing countries’ goals and 
concerns, void of real substance”(Grilli 1993).  
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Además, en el área comercial, la cláusula de salvaguardia específica que 
figura en los acuerdos de Lomé, permite a la Comunidad la modificación de las 
normas de acceso de los productos ACP en caso de problemas o polémicas 
particulares, lo cual no concuerda con los principios y objetivos económicos y 
sociales de los convenios: 
 “Given the scope of the Lomé safeguard clause, 
any significant export achievement by an ACP 
undertaking may give rise to circumstances in which the 
safeguard clause would arguably apply” (Girard 1984). 
En síntesis, podemos afirmar que no se venció la inercia en las relaciones, 
lo cual hubiera permitido recobrar el impulso de la cooperación entre la CEE y los 
países ACP: 
“continuity rather than change is the hallmark of 
the main provisions on trade and aid relations” (Cosgrove 
1985). 
1.2.2. Una nueva perspectiva: La cooperación condicionada al diálogo político 
Uno de los objetivos específicos de la CE a la hora de negociar el Tercer 
Convenio de Lomé fue la reforma de las bases de la cooperación con el grupo de 
Estados ACP, modificando los principios y la naturaleza misma de las relaciones, 
mediante la introducción del “diálogo político” y la concentración sectorial de la 
ayuda. Estos asuntos habían sido ya esbozados en el denominado ‘Memorando 
Pisani’ sobre la política de desarrollo publicado por la Comisión en septiembre de 
1982 (Memorandum on the Development Policy of the European Community), 
dando una idea sobre la postura negociadora de la CE (Brown 2002, Eisold, Hasse 
1984). 
El diálogo político y la reorientación de la ayuda constituyeron los puntos 
más candentes de las negociaciones: 
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“the conditionality that the new dialogue 
brought to Lomé was the key change (…) Lomé III 
also therefore reflected the rise of policy 
conditionality in relations between donors and 
recipients” (Brown 2002). 
La Comunidad veía necesario el establecimiento de un diálogo político 
conjunto en el ámbito del desarrollo, que fuese más allá de la simple negociación 
sobre la financiación de proyectos, al considerar que la ayuda podía ser eficaz sólo 
“if the LDCs themselves work out better goals and objectives by making the 
necessary fundamental economic and political decisions and if the economic 
interests of donor countries are taken into account (supply security)”, generando 
“a new, cooperative form of aid conditionality” (Eisold, Hasse 1984). 
Además, en Lomé III se introdujo por primera vez una mención específica 
al respeto de los derechos humanos, en el preámbulo del Convenio: 
“REAFFIRMING their adherence to the 
principles of the said Charter [Charter of the 
United Nations] and their faith in fundamental 
human rights, in the dignity and worth of the 
human person, in the equal rights of men and 
women and of nations large and small” (ACP-EEC 
1985Preámbulo). 
Y una declaración expresa en el Anexo I (Joint declaration on Article 4) al 
Convenio, en relación con la dignidad humana y los derechos humanos: 
“In this respect the Contracting Parties 
reaffirm their obligation and their commitment 
under international law to fight for the elimination 
of all forms of discrimination based on ethnic 
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group, origin, race, nationality, colour, sex, language, 
religion or any other situation. They proclaim their 
determination to work effectively for the eradication of 
apartheid which constitutes a violation of human rights 
and an affront to human dignity” (ACP-EEC 1985Annex 
I). 
No obstante, el grupo de Estados ACP veía las proposiciones de la CE 
relativas al diálogo político, la reforma de la ayuda y la inclusión de menciones a 
los derechos humanos como una estrategia europea que sería aplicada en 
detrimento de los beneficios y los derechos reconocidos para los países ACP en el 
Convenio de Lomé (Bartels 2007, Brown 2002, Hill 1985). 
El grupo ACP consideraba que el énfasis en el diálogo político y la 
condicionalidad del acervo de Lomé al cumplimiento de los principios relativos a 
los derechos humanos constituía una forma de condicionar la ayuda concedida en 
virtud del convenio: 
“the ACP believed policy dialogue was nothing 
more than a disguised attempt to make Lome aid 
conditional upon EC-approved policies being pursued by 
ACP governments in those sectors receiving aid” (Hill 
1985). 
Podemos concluir esta sección afirmando que, pese a la adaptación y 
modificación progresiva de Lomé, el principio general que ha regido la evolución 
del Convenio ha sido la inercia burocrática derivada del afianzamiento de las 
actitudes en las relaciones Norte-Sur: 
“during the first fifteen years of Lomé, no 
adaptation of the Lomé model was proposed. ACP 
countries as much as European countries continued to 
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benefit from the system without trying to improve 
it, despite identified limits and problems. All 
participants found the game profitable but instead 
of sharing common interests, Europe at one side 
and the ACP at the other progressively started to 
perpetuate the Convention for their own interests” 
(Claeys 2004). 
Asimismo, la ambición de establecer un diálogo y un partenariado CEE-
ACP en términos de igualdad, que reflejara un patrón más amplio de equidad en 
las relaciones Norte-Sur, se había visto erosionado, la posición negociadora del 
grupo de países ACP se había deteriorado, y las relaciones se habían tornado cada 
vez más desiguales y asimétricas, generando un contexto poco favorable para la 
subsiguiente negociación del Cuarto Convenio de Lomé (Montana 2003). 
2. Hacia un nuevo enfoque en la década de los años noventa y 
principios del 2000: La introducción de criterios políticos para la 
cooperación 
Las relaciones entre la UE y los países ACP durante la década de los años 
noventa van a reflejar cambios más amplios a nivel global en las relaciones Norte-
Sur. Varios factores internos y acontecimientos internacionales van a influir en la 
transformación de las relaciones bajo el Cuarto Convenio de Lomé, de los cuales 
tres nos parecen fundamentales: el final de la Guerra Fría y la consiguiente 
reordenación del sistema internacional, la profundización del proceso de 
integración europea y la creciente importancia del desarrollo sostenible, de los 
derechos humanos, y del paradigma del desarrollo humano en la formulación de 
las políticas de desarrollo. 
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El fin de la Guerra Fría y el colapso del comunismo en el antiguo bloque 
soviético trajeron consigo cambios sin precedentes en el orden político y 
económico mundial. El declive del interés de la visión del mundo en un eje Este-
Oeste debido al final del conflicto ideológico conllevó en los años noventa el 
desplazamiento del foco hacia un eje Norte-Sur. No obstante, el fenómeno 
creciente de la globalización no iba a favorecer a los países en desarrollo, 
particularmente en África, cuyos Estados “appeared to be the main losers in this 
process, with a declining share of world trade, investment and production” 
(Dearden, Salama 2002). La visión del eje Norte-Sur suponía una representación 
de dos mundos en oposición, un Norte próspero, industrializado y en paz y un Sur 
pobre, subdesarrollado y conflictual. 
Como vimos en el anterior epígrafe, durante la década de los años ochenta 
las relaciones Norte-Sur habían emprendido una serie de cambios profundos, 
marcados por la crisis de la deuda y por la introducción de criterios de 
condicionalidad de la ayuda manifestados en los Programas de Ajuste Estructural 
de las Instituciones Financieras Internacionales, que promovían reformas 
esenciales en las economías de los países en desarrollo. La aceptación de tales 
condiciones había erosionado la autonomía y la posición de los Estados del Tercer 
Mundo a la hora de negociar las modalidades de ayuda, reflejando una creciente 
asimetría en las relaciones con el Norte, y cambios de gran calado en la economía 
política de los países en desarrollo. 
En los años noventa veremos la continuación de esta línea de actuación, y 
la ampliación del proceso de reforma y de la condicionalidad al ámbito de los 
asuntos políticos de los países en desarrollo. En este periodo van a proliferar por 
tanto los términos de condicionalidad asociados a criterios de gobernanza, 
democracia y derechos humanos, entre otras cuestiones políticas, lo cual reflejaría 
un patrón más generalizado de cambios en función de una doctrina neoliberal a 
nivel global, o bien “a more general process at the level of the international 
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political economy involving the rise of a more liberal international outlook” 
(Brown 2002). 
Por otra parte la UE, durante los años noventa, centró sus esfuerzos en el 
proceso de integración interna, experimentando cambios esenciales y de gran 
calado tanto en su construcción institucional como en su proyección hacia el 
exterior. Con la firma del Tratado de la Unión Europea (TUE) o Tratado de 
Maastricht el 7 de febrero de 1992 (en vigor desde el 1 de noviembre de 1993) 
comenzó un periodo de desarrollo exponencial de las instituciones y de la 
configuración interna de la Unión, proceso consolidado o reforzado con la firma 
el 2 de octubre de 1997 del Tratado de Amsterdam (en vigor el 1 de mayo de 
1999). 
El TUE supuso la adaptación a la reorganización del orden internacional 
nacido con el final de la Guerra Fría, y surgió como una reacción ante los cambios 
estratégicos experimentados en el continente europeo con la caída del muro de 
Berlín y la desintegración del bloque soviético. 
En este sentido, uno de los objetivos de la Unión era: 
“afirmar su identidad en el ámbito 
internacional, en particular mediante la realización 
de una política exterior y de seguridad común 
[PESC] que incluya, en el futuro, la definición de 
una política de defensa común que podría conducir, 
en su momento, a una defensa común” (Art. B, 
segundo párrafo, Tratado de Maastricht). 
La UE se dota de esta manera de una dimensión exterior que le facilite la 
posibilidad de actuación más allá de las fronteras europeas y que le permita 
adquirir una serie de capacidades para afrontar los nuevos retos y amenazas 
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surgidos con la transformación de los conflictos en la pos Guerra Fría y las 
consecuencias derivadas de la naturaleza cambiante de la seguridad internacional. 
Los cinco objetivos principales de la PESC se definieron de la siguiente 
manera: 
“la defensa de los valores comunes, de los intereses 
fundamentales y de la independencia de la Unión; el 
fortalecimiento de la seguridad de la Unión y de sus 
Estados miembros en todas sus formas; el mantenimiento 
de la paz y el fortalecimiento de la seguridad 
internacional, de conformidad con los principios de la 
Carta de las Naciones Unidas, con los principios del Acta 
Final de Helsinki y con los objetivos de la Carta de París; 
el fomento de la cooperación internacional; el desarrollo y 
la consolidación de la democracia y del Estado de 
Derecho, así como el respeto de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales” (Tratado de Maastricht, 
Título V, Art. J1, P.2). 
En el ámbito de la cooperación al desarrollo, el proceso de reforma interior 
de la UE conllevó la reformulación de la política comunitaria en función de los 
principios de complementariedad y de coordinación de la política de la 
Comunidad y de las llevadas a cabo bilateralmente por cada uno de los Estados 
miembros, concertando los programas de ayuda y adaptándolos también a las 
líneas de acción preponderantes a nivel internacional (Tratado de Maastricht, 
Título XVII, Arts. 130 U, P. 1 y 130 X, P. 1). A estos principios se añade el 
énfasis en el principio de coherencia, es decir, en tener en cuenta los objetivos de 
desarrollo en las políticas aplicadas por la Comunidad que pudieran afectar a los 
países en desarrollo (Tratado de Maastricht, Título XVII, Art. 130 V). 
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Asimismo, la progresiva adaptación de la UE a los cambios de la sociedad 
internacional trajo consigo dos cambios importantes en la política comunitaria de 
desarrollo. Por un lado, el apoyo a los Programas de  Ajuste Estructural; por otro 
lado, la introducción de criterios de condicionalidad política, esbozados en los 
años ochenta y convertidos en fundamentales en los años noventa: 
“La política de la Comunidad en este 
ámbito [cooperación al desarrollo] contribuirá al 
objetivo general de desarrollo y consolidación de la 
democracia y del Estado de derecho, así como al 
objetivo de respeto de los derechos humanos y de 
las libertades fundamentales” (Tratado de 
Maastricht, Título XVII, Art. 130 U, P. 2). 
Como veremos más abajo, la tendencia general de las relaciones de la 
Comunidad con el mundo en desarrollo, y con África en particular, va a estar 
orientada “dans le sens d’une réduction de l’intensité et d’un accroissement de la 
politisation des relations avec l’Afrique subsaharienne” (Stevens 1993). 
Finalmente, es importante remarcar el ansia de la UE de seguir las líneas 
de acción formuladas a nivel global, coordinando y concertando sus programas 
“en el marco de organizaciones internacionales y de conferencias internacionales” 
Tratado de Maastricht, Título XVII, Art. 130 X, P. 1). 
En este sentido, el proceso general de reformulación y adaptación de la 
política europea de desarrollo, coincidente con el momento de revisión del Cuarto 
Convenio de Lomé a mediados de los noventa, va a incidir en términos como el 
desarrollo sostenible y los derechos humanos, asuntos fundamentales discutidos 
en las Conferencias mundiales auspiciadas por Naciones Unidas en 1992 en Río 
de Janeiro y en 1993 en Viena, en el marco más amplio de una concepción del 
desarrollo que sitúa al ser humano en el centro del interés, en pos de un nuevo 
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paradigma del desarrollo humano que amplía la visión centrada únicamente en el 
crecimiento económico. 
2.1. El Cuarto Convenio de Lomé (1989 – 1999)  
2.1.1. Marco contextual de la negociación 
Lomé IV fue firmado el 15 de diciembre de 1989, entre la Comunidad y 
sus doce Estados miembros por una parte, y el grupo de sesenta y nueve Estados 
ACP por otra parte (setenta en 1993 con la independencia de Eritrea), entrando en 
vigor el 1 de septiembre de 1991. Constituye el primer convenio de cooperación 
CE-ACP con una duración de diez años que favorece una implementación de los 
programas a más largo plazo, correspondiente al periodo 1990-1999, con una 
revisión intermedia en 1994-1995, hasta su sustitución por el Acuerdo de Cotonú 
firmado en el año 2000. El séptimo y octavo FED que acompañan al Cuarto 
Convenio de Lomé, corresponden a los protocolos financieros quinquenales para 
el periodo 1990-1995 (10800 MECU, que junto con la aportación del BEI 
proveyeron 12000 MECU) y 1995-2000 (14625 MECU).44 
La negociación de Lomé IV a finales de los años ochenta se vio 
profundamente afectada por la crisis de la deuda y por los PAE fomentados por 
las IFI, que impulsaron reformas drásticas e intervinieron las políticas económicas 
de numerosos países en desarrollo, particularmente en África Subsahariana. En 
este contexto, la implementación de los programas establecidos bajo Lomé se vio 
condicionada por los cambios internos en materia económica de los países ACP 
sometidos a las medidas de ajuste, y las duras consecuencias sociales. Como 
consecuencia, la ayuda comunitaria bajo el Cuarto Convenio CE-ACP se reorientó 
hacia el apoyo financiero y técnico del ajuste estructural, de forma que se 
continuasen las reformas económicas, colaborando con los objetivos de las 
instituciones de Bretton Woods y adecuando las políticas para trabajar en la 
                                                 
44 Véase http://ec.europa.eu/development/body/cotonou/lome_history_en.htm  
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misma dirección que el FMI y el BIRD, aunque intentando suavizar los ásperos 
efectos sociales  (Lemesle 1995, Commission of the European Communities 1990, 
Grellet 1990, Stevens 1990). 
Los países ACP tenían sin embargo una visión diferente de los cambios 
fundamentales que deberían realizarse en la estrategia de cooperación: “the quest 
for a fundamental change in our production structures with emphasis on local 
processing of our raw materials the production of processed and other 
manufactured goods and the development of services”, lo cual implicaría mejoras 
significativas en el régimen comercial y en las provisiones acerca de la inversión 
extranjera y constituiría una forma de cooperación pionera “in the international 
division of labour between the developed industrialised EEC and the generally 
primary-producing ACP States” (Sefali 1990). 
Otro de los factores fundamentales durante la negociación de Lomé IV, 
consecuencia de los cambios geoestratégicos derivados del final de la Guerra Fría, 
fue  el creciente interés de la Comunidad hacia los países de la Europa del Este, 
tras la caída del bloque soviético, lo cual hizo temer a los países ACP una 
disminución de la ayuda para trasladarla a los países del espacio post-soviético 
(Lemesle 1995, Commission of the European Communities 1990). 
Además, la perspectiva de la entrada en vigor de los resultados de la 
Ronda Uruguay del GATT y la firma del TUE en 1992, con el consiguiente 
establecimiento de la UE, la plena realización del mercado único y una 
transformación profunda a nivel institucional45 hacían presagiar un viento 
proteccionista en una “Europa fortaleza” con un menor interés hacia la política de 
desarrollo y hacia el continente africano, contrarrestado por un mayor énfasis 
interno hacia el propio proceso incremental de la integración europea (Chikeka 
                                                 
45 El TUE estructura la UE en tres pilares (estructura que se instaura en el TUE y durara 
hasta la entrada en vigor del Tratado de Lisboa en 2009) y se centra en desarrollar 
institucionalmente las diferentes burocracias asociadas a cada uno de los pilares: el pilar 
comunitario, el pilar correspondiente a la política exterior y de seguridad común (la PESC), y el 
pilar relativo a la cooperación policial y judicial en materia penal. 
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1993, Commission of the European Communities 1990, Overseas Development 
Institute 1989, The Courier 1990).(Overseas Development Institute 1989) 
No obstante, el monto de la ayuda asignada a Lomé IV no se vio reducida, 
sino incrementada, aunque diversificada en un mayor número de partidas. El 
Cuarto Convenio prosiguió los dos elementos tradicionales de Lomé, los acuerdos 
comerciales preferenciales (manteniendo el acceso al mercado comunitario para 
las exportaciones de los países ACP, y ampliando las concesiones comerciales a 
nuevos productos agrícolas) y la provisión de ayuda técnica y financiera, así como 
las áreas e instrumentos de cooperación, con algunos cambios adicionales. 
El aumento de la ayuda en términos nominales ascendió a un cuarenta por 
ciento, pasando de un volumen de ayuda de 8500 MECU (Lomé III) a 12000 
MECU (Lomé IV), aunque en términos reales supuso un aumento del veinte por 
ciento, y en términos per cápita el aumento descendía hasta aproximadamente un 
siete por ciento (Brown 2002, Commission of the European Communities 1990). 
En consecuencia, algunos autores relativizan la importancia otorgada por la 
Comunidad al incremento de la ayuda: 
“the overall amount of aid was not a significant 
increase when compared to the serious deterioration in the 
state of the ACP economies during the 1980s, the level of 
the debt problems they faced or the number of new 
features of Lomé IV which required funding” (Brown 
2002). 
Se observan también en este periodo, con el fin de la Guerra Fría, cambios 
significativos en las políticas de algunos Estados miembros hacia África 
Subsahariana, principalmente Reino Unido y Francia, que habían estado 
implicados durante la Guerra Fría mediante programas bilaterales en torno a 
motivos y preocupaciones políticas y estratégicas, para mantener su influencia en 
los antiguos espacios coloniales. 
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En 1990, en la Cumbre Franco-Africana celebrada en la ciudad francesa de 
La Baule, el Presidente francés François Mitterrand marcó un hito al anunciar una 
nueva doctrina (Paristroika) para la política francesa en África Subsahariana, 
centrada en el cambio político y en el fomento de los procesos de 
democratización.  La retórica en torno a la condicionalidad política, el respeto de 
los derechos humanos y el Estado de derecho parecía señalar un nuevo camino, 
marcado por los informes del Banco Mundial, alejado de la política de las décadas 
precedentes, que había estado marcada por relaciones clientelares y por la 
continuación de métodos conservadores y neocoloniales. Sin embargo, muy 
pronto se vio que la posición de Mitterrand y el desarrollo de una nueva política 
hacia África que aunara la ayuda y la reforma política no irían más allá de la 
retórica sobre la interrelación entre la seguridad, el desarrollo y la democracia. Se 
rebajó el tono de las declaraciones sobre la democracia y prosiguieron las líneas 
políticas de sus antecesores, es decir, el apoyo (político y militar) de algunos 
regímenes políticos despóticos, el mantenimiento de las esferas de influencia en el 
continente, la protección de los intereses comerciales y la continuidad de la 
política intervencionista francesa en función de sus intereses (Cumming 1996b, 
Pulido Escandell 1996). 
Como expone Cumming: “the more contentious elements of the La Baule 
Doctrine like ‘multi-party democracy’ have gradually been supplanted by 
concepts such as ‘institutional development’ and ‘the rule of law’, which are more 
broadly acceptable to the aid community as a whole. It could perhaps be argued 
that these ‘new’ priorities are only acceptable to French policy makers since they 
build upon Paris’ long-standing policy of assistance for public sector reforms and 
army training and since they allow France to continue to provide aid to non-
democratic countries which enforce the rule of law and sound public sector 
management policies” (Cumming 1996b). 
En el caso de Reino Unido, 1990 supuso también el momento en el que el 
Gobierno decidió vincular la asistencia económica a los países africanos con los 
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procesos de reforma democrática, defendiendo la condicionalidad política y la 
necesidad de respetar los derechos humanos a la hora de distribuir y asignar la 
ayuda. Durante los años setenta y ochenta Reino Unido había concentrado sus 
programas de ayuda en las antiguas colonias, con un ligero sesgo anticomunista 
que recompensaba a los países más pro occidentales y a los regímenes que 
aceptaran los programas de ajuste estructural del BM y el FMI, instituciones que 
guiaron el planteamiento y formulación de los programas de ayuda de Occidente 
en general, en torno a los derechos humanos en los ochenta, y con un énfasis en el 
buen gobierno a partir de los noventa (Cumming 1996a). 
Hasta los años noventa, la ayuda bilateral británica carecía de 
condicionalidad política, se concentraba en las antiguas colonias anglófonas en 
pos del mantenimiento de una esfera de influencia en el continente y de preservar 
los intereses comerciales (Maizels, Nissanke 1984). La decisión en 1990 de 
vincular los programas de ayuda a los procesos de reforma democrática en los 
países receptores conllevó la suspensión de la ayuda al desarrollo en el caso de 
regímenes que no respetaran los derechos humanos y emprendiesen reformas 
políticas, como fue el caso de Sudán y Somalia en 1991, y otros países africanos a 
principios de los noventa, aunque fueran suspensiones selectivas en determinados 
países y situaciones. No obstante, Cumming arguye que el interés del Gobierno 
británico no se centraba en las reformas políticas en sí mismas, sino que las 
consideraba una forma de promover la liberalización de las fuerzas del mercado y 
el crecimiento económico (Cumming 1996a), y considera que la retórica en torno 
a la condicionalidad política no han ocasionado cambios transformadores en 
cuanto a volumen o composición de la ayuda, si bien la nueva orientación política 
ha servido a algunas funciones internas, a nivel político y económico, como la 
disminución del monto de la ayuda: “the new policy seemed to offer the UK the 
opportunity to put its relations with recalcitrant African leaders on a sounder 
footing and to establish links with newly elected representatives (…) good 
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government seemed to hold out the prospect of aid savings where recalcitrant 
regimes refused to reform” (Cumming 1996a). 
2.1.2. Elementos novedosos y cambios principales del Convenio 
En Lomé IV las prioridades se centraron en la deuda y en el ajuste 
estructural, asuntos fundamentales tratados en los artículos 239-250, donde se 
afirma la necesidad de actuar urgentemente en pos de los problemas sociales y 
económicos de los Estados ACP, proveyendo apoyo al ajuste estructural y 
trabajando para disminuir la carga de la deuda. 
Otras novedades (de carácter menor) en las áreas de cooperación 
conciernen la importancia otorgada al medio ambiente, al sector privado y el 
desarrollo de la empresa, y a la cooperación cultural y social (ACP-EEC 1990). 
Por otro lado, en cuanto a los objetivos y principios de la cooperación es relevante 
destacar la introducción de una modalidad de cooperación descentralizada y 
participativa, asunto en relación con el paradigma imperante, a nivel de las 
discusiones globales sobre la cooperación, en torno al desarrollo humano: 
“Cooperation shall be aimed at supporting 
development in the ACP States, a process centred 
on man himself and rooted in each people's culture. 
It shall back up the policies and measures adopted 
by those States to enhance their human resources, 
increase their own creative capacities and promote 
their cultural identities. Cooperation shall also 
encourage participation by the population in the 
design and execution of development operations” 
(ACP-EEC 1990Art. 13, párr. 1). 
El eje principal de interés de la Comunidad en Lomé IV, con la caída de 
los precios de las materias primas y de los productos básicos agrícolas, y la deuda 
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de los países ACP como protagonista, se reorientó hacia los programas de reforma 
macroeconómica, concediendo más del noventa por ciento de la ayuda en forma 
de subvenciones para su financiación (Chikeka 1993, Lemesle 1995, Commission 
of the European Communities 1990, Matthews 1991-1992). 
“One of the greatest innovations of the new 
Convention is the formal inclusion of a mechanism to 
support the structural adjustment of the economies of the 
ACP countries. This is a new direction, as well as a 
logical, important and original development of Lomé 
policy” (Marin 1990b). 
Los recursos asignados al primer protocolo financiero (1990-1995), que 
ascendían como hemos visto a 12000 MECU, se dividían en una dotación de 
10800 MECU para el séptimo FED, y 1200 MECU a través del BEI (en forma de 
créditos para proyectos nacionales y regionales). La ayuda canalizada a través del 
FED se dividía en las siguientes partidas (en MECU): “Grants for national and 
regional programmes 6215, Structural adjustment 1150, Stabex 1500, Sysmin 
480, Emergency aid 250, Refugee aid 100, Interest rate subsidies 280, Risk capital 
825” (Commission of the European Communities 1990). Esta adjudicación dista 
mucho de parecerse a la efectuada bajo el Tercer Convenio de Lomé, que incidió 
en los problemas a largo plazo de los países ACP (la seguridad alimentaria, el 
desarrollo rural, la sequía y la desertificación), permitiendo que la mayoría de los 
fondos (en la mayor parte de los casos, entre el 60 y el 90 por ciento de los 
Programas Indicativos Nacionales) se destinaran a un sector principal, 
frecuentemente el agrícola (Commission of the European Communities 1990). 
El apoyo de Lomé IV al proceso de ajuste estructural se produjo en forma 
de subvenciones, a diferencia de los préstamos a las naciones endeudadas de los 
programas de ajuste de las IFI, pero trabajando en la misma línea de acción de 
reforma macroeconómica promovida por las mismas, lo cual reflejaba una 
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tendencia internacional en las relaciones Norte-Sur, y en el caso de la UE, una 
forma de implicarse en el proceso así como un prerrequisito de estabilidad 
necesario para poder implementar los programas de ayuda bajo los convenios de 
cooperación: 
“There is no way that the viability and 
efficiency of projects in these countries can be 
ensured without general or sectoral reforms and 
structural adjustment is the result of this need to 
strike all the balances again - a new factor in the 
ACP economies which Lomé IV could not 
ignore”(Marin 1990a). 
El apoyo al ajuste estructural como prioridad para la UE representa la 
reacción del Convenio de Lomé a las condiciones globales de relaciones Norte-
Sur, la implicación e integración en el proceso dirigido por las IFI y la adaptación 
a un nuevo modelo de relaciones más político y sujeto a condiciones, aun sin 
perjuicio para los intercambios comerciales liberales. 
La otra gran línea de reorientación de las prioridades de Lomé IV, que 
supone un cambio fundamental en las relaciones UE-ACP respecto a los 
convenios predecesores, y que responde a la adaptación de la Comunidad a una 
transformación más profunda de la cooperación a nivel internacional, es la 
introducción de condicionalidad en la esfera de los asuntos políticos, incidiendo 
en la promoción de los derechos humanos y el respeto de la dignidad humana, 
siendo el desarrollo humano uno de los objetivos declarados del Convenio: 
“Cooperation shall be directed towards 
development centred on man, the main protagonist 
and beneficiary of development, which thus entails 
respect for and promotion of all human rights. 
Cooperation operations shall thus be conceived in 
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accordance with the positive approach, where respect for 
human rights is recognized as a basic factor of real 
development and where cooperation is conceived as a 
contribution to the promotion of these rights”(ACP-EEC 
1990Art. 5, punto 1). 
La introducción del tema de los derechos humanos deseada por la CEE y 
los Estados miembros se había mostrado escurridiza y difícil de realizar en Lomé 
III, debido a las reticencias del grupo de los países ACP, quedando relegada a la 
mención en un anexo del Convenio. En Lomé IV, sin embargo, las referencias a 
los derechos humanos se hacen explícitas en el cuerpo del texto, en concreto en el 
artículo quinto del capítulo primero de la primera parte del Convenio: 
“the Parties reiterate their deep attachment to 
human dignity and human rights, which are legitimate 
aspirations of individuals and peoples. The rights in 
question are all human rights, the various categories 
thereof being indivisible and interrelated, each having its 
own legitimacy: non-discriminatory treatment; 
fundamental human rights; civil and political rights; 
economic, social and cultural rights (…) The Contracting 
Parties hereby reaffirm their existing obligations and 
commitment in international law to strive to eliminate all 
forms of discrimination based on ethnic group, origin, 
race, nationality, colour, sex, language, religion or any 
other situation (…)” (ACP-EEC 1990Art. 5, punto 2). 
El tema de los derechos humanos constituye un aspecto político 
fundamental del Convenio, implicando un alto grado de condicionalidad política 
en su implementación, como veremos en la revisión quinquenal de Lomé IV o 
Lomé IV bis, y demostrando el carácter eminentemente político de Lomé IV y la 
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asimetría del poder de negociación entre las Partes, desequilibrado hacia una 
posición de fuerza de la UE que decide en mayor parte las líneas de acción y el 
contenido del acuerdo. 
En este sentido, Brown va más allá afirmando que en realidad las 
ambiciones y aspiraciones de los Estados ACP no se han satisfecho generalmente, 
y de forma más grave “on issues of principle the ACP have achieved no single 
demand since the original Convention”, a pesar de las reiteradas discusiones en 
torno a los principios de equidad, soberanía e igualdad entre los socios. En el 
marco más amplio de las relaciones Norte-Sur, Lomé IV representa el aumento de 
la brecha y la desigualdad entre ambos polos: “The continuation of EU support 
under tighter conditions reflects the wider shift in North–South relations that 
conditionality represented and which further constrained the position of ACP 
states” (Brown 2002). 
2.2. La revisión quinquenal de Lomé IV  
2.2.1. La introducción de criterios de condicionalidad política 
La novedad más significativa de la revisión del Cuarto Convenio a nivel 
político fue la introducción por parte de la Comunidad de cláusulas de 
condicionalidad para acceder a los privilegios y beneficios de Lomé, en función 
del cumplimiento de principios democráticos y de la obligación del respeto de los 
derechos humanos, lo cual supuso una característica de diferenciación respecto a 
las anteriores políticas de desarrollo comunitarias, iniciando una nueva línea de 
acción que va a cambiar las siguientes formulaciones de las políticas europeas en 
relación con la cooperación al desarrollo y la provisión de ayuda. 
Esta reformulación de la política se inserta en una dimensión global donde 
algunos de los principales países e instituciones donantes relacionan la provisión 
de ayuda con un marco de referencia liberal que enfatiza en el respeto a los 
derechos humanos, el buen gobierno, el Estado de derecho y los procesos de 
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democratización, considerando la suspensión de la ayuda si tales criterios no son 
respetados, generando de esta forma a partir de los años noventa una nueva 
generación de políticas de ayuda sujeta a condicionalidad política, cuya 
repercusión y consecuencias llegan hasta el día de hoy (Brown 2002, Flint 2008). 
La revisión de Lomé IV enmendó el texto del artículo 5 del Convenio en el 
que se hacen explícitas las referencias sobre los derechos humanos, de forma que 
el respeto de los derechos humanos, los principios democráticos y el Estado de 
derecho pasan a constituir “elementos esenciales” del Convenio: 
“Respect for human rights, democratic principles 
and the rule of law, which underpins relations between the 
ACP States and the Community and all provisions of the 
Convention, and governs the domestic and international 
policies of the Contracting Parties, shall constitute an 
essential element of this Convention”(ACP-EC 1996Art. 
5, P.1). 
En consecuencia se acepta la posibilidad de suspensión de la 
implementación del Convenio, aunque se considera una medida de última 
elección tras la celebración de las consultas oportunas, en el caso de que los países 
ACP no cumplan sus obligaciones en el terreno de los denominados elementos 
esenciales del Convenio, lo cual es expresado en el nuevo artículo 366a: 
“if in spite of all efforts no solution has been 
found, or immediately in the case of urgency or refusal of 
consultations, the Party which invoked the failure to fulfil 
an obligation may take appropriate steps, including, where 
necessary, the partial or full suspension of application of 
this Convention to the Party concerned. It is understood 
that suspension would be a measure of last resort” (ACP-
EC 1996Art. 366a, P.3). 
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No obstante, a pesar de que tales cláusulas han sido invocadas por la 
Comunidad en numerosas ocasiones y se ha suspendido eventualmente la ayuda 
financiera, las disposiciones en materia de comercio se han mantenido 
generalmente intactas, salvo en el caso de Zimbabue (Bartels 2007, Arts, Byron 
1997, Brown 1999). 
La condicionalidad política representa el culmen de la asimetría en la 
capacidad negociadora de las dos Partes, dejando a los países ACP en una 
posición de desigualdad pese al discurso de equidad enunciado en los textos. La 
Comunidad, en línea con las iniciativas a nivel global, introduce elementos 
políticos y de seguridad en el Convenio de Lomé, lo cual va a modificar 
sustancialmente las relaciones con el grupo de los países ACP y las prioridades de 
su política de cooperación. 
Como conclusión, estamos de acuerdo con Brown al afirmar que Lomé IV 
significó “not just a change in the EU–ACP relationship, but reflected a 
fundamental shift in the character of post-war North–South relations”, desde un 
enfoque centrado en los aspectos económicos y financieros, mediante la reforma y 
reestructuración de la relación entre el Estado, la economía y el mercado en los 
países del Sur, hasta una perspectiva más política, que cuestiona los Gobiernos y 
regímenes del Sur, e incluso la esencia y naturaleza del propio Estado (Brown 
2002). 
3. El Acuerdo de Cotonú: Negociación, objetivos y novedades 
3.1. Contexto y proceso de las negociaciones en el marco del debate global 
sobre el desarrollo 
El Acuerdo de asociación ACP-CE o Acuerdo de Cotonú (AAC), supuso 
por un lado la adaptación de la política comunitaria de desarrollo a la evolución de 
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la realidad contemporánea y al consenso global sobre la concepción e 
implementación de las políticas de ayuda al desarrollo, culminando el proceso de 
reflexión efectuado en la década de los años noventa. Por otro lado, el Acuerdo 
pretendió marcar la diferencia con los Convenios de Lomé que habían organizado 
las relaciones UE-África desde 1975, así como superar los escasos resultados 
obtenidos en cuanto al desarrollo de los países implicados y la diversificación de 
su balanza comercial. 
El AAC se firmó en Benín el 23 de junio de 2000 y entró en vigor en abril 
de 2003, tras un largo periodo transitorio para las correspondientes ratificaciones. 
El Acuerdo tiene, en virtud del artículo 95, una duración de veinte años, expirando 
el 1 de marzo de 2020, y prevé revisiones quinquenales, las cuales se han llevado 
a cabo en 2005 en Luxemburgo y en 2010 en Uagadugú (Burkina Faso). 
Cotonú constituye el Acuerdo más amplio y comprehensivo de la UE con 
los países en vías de desarrollo y desde el año 2000 es el marco de las relaciones 
de la Unión con setenta y nueve países ACP. La operatividad del Acuerdo se basa 
en documentos específicos para cada país (Country Strategy Paper) y región 
(Regional Strategy Paper), que se negocian entre la Comisión Europea y el 
Gobierno del país correspondiente y establece el programa para la ayuda al 
desarrollo. El instrumento financiero fundamental para  prestar la asistencia 
necesaria bajo el Acuerdo de Cotonú sigue siendo el Fondo Europeo de 
Desarrollo, el cual opera fuera del presupuesto normal de la Unión y es financiado 
por contribuciones de los Estados Miembros. Se han destinado 22.7 billones de 
euros al décimo FED, para cubrir el periodo 2008-2013, lo cual implica un 
aumento de casi un 65% en comparación con el noveno FED, que cubrió el 
periodo 2000-2007 con un presupuesto inicial de 13.8 billones de euros.46 
                                                 
46 Intra-ACP Cooperation 10th EDF: 2008-2013 Strategy Paper and Multiannual 
Indicative Programme, p.8, en 
http://ec.europa.eu/development/icenter/repository/strategy_paper_intra_acp_edf10_en.pdf 
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El nuevo ‘contrato’ de asociación establecido en Cotonú, en los albores del 
siglo XXI, aspiraba a iniciar una nueva era en las relaciones de la Unión Europea 
con el grupo de los países ACP, en un momento de profunda reflexión 
internacional en torno a la concepción e implementación de las políticas de ayuda 
al desarrollo, la efectividad de la ayuda y las estrategias para erradicar la pobreza 
y conseguir un desarrollo sostenible; reflexión en la que van a tomar parte la UE y 
sus Estados miembros, y que va a influenciar las decisiones europeas. En este 
momento de cambios significativos, la comunidad internacional va a intentar ir 
más allá de los debates internacionales sobre el desarrollo de la década de los años 
noventa, centrados en buena medida en los efectos de la mundialización y en las 
necesidades de desarrollo, tras los magros resultados obtenidos en términos de 
crecimiento, de reducción de la pobreza y de integración en el mercado global. 
En el caso de la UE, con el objetivo de remediar el descontento y la 
decepción generados por los pobres efectos de los Convenios de Lomé, y de 
reformar su política de desarrollo al aire de los nuevos tiempos y cambios 
globales, la organización estableció mediante Cotonú un nuevo acuerdo con un 
tipo de asociación más comprehensiva, donde la dimensión política de las 
relaciones UE-ACP se vio reforzada. En Cotonú, las partes reafirmaron: 
 “su voluntad de revitalizar sus relaciones 
privilegiadas y de aplicar un enfoque global e 
integrado con el fin de crear una asociación 
reforzada basada en el diálogo político, la 
cooperación para el desarrollo y las relaciones 
económicas y comerciales” (ACP-CE 
2000Preámbulo). 
 Uno de los eventos principales en la arena política internacional, que 
resume y asimila los resultados de los debates globales sobre la ayuda y el 
desarrollo, tuvo lugar en septiembre de 2000, durante la clausura de la Cumbre del 
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Milenio en Nueva York, donde 189 Estados adoptaron de forma unánime, en el 
seno de la Asamblea General, la “Declaración del Milenio de Naciones Unidas”, 
fortaleciendo el compromiso político a escala global en la respuesta a los 
problemas de desarrollo. El documento se adscribe a una serie de principios y 
valores que “son esenciales para las relaciones internacionales en el siglo XXI”, y 
formula una serie de objetivos clave “para plasmar en acciones estos valores 
comunes”, en los ámbitos de la paz, la seguridad y el desarme; el desarrollo y la 
erradicación de la pobreza; la protección del medio ambiente; los derechos 
humanos, la democracia y el buen gobierno y la protección de las personas 
vulnerables. El documento establece una serie de plazos para la realización de los 
diversos objetivos y planes de acción, y presta una atención especial al continente 
africano y al refuerzo de la organización de las Naciones Unidas (Asamblea 
General de las Naciones Unidas 13 septiembre 2000). 
Los Objetivos de Desarrollo del Milenio (ODM), derivados de la 
Declaración del Milenio, constituyen las metas específicas a alcanzar en materia 
de desarrollo, en torno a ocho objetivos fundamentales, siendo el primer objetivo 
la erradicación de la pobreza extrema y el hambre. Los ODM han sido 
interpretados como la “agenda social” de la globalización, es decir, como el 
reflejo de un imperativo moral que incide en cuestiones de equidad social para 
que el proceso de globalización, inserto en un paradigma neoliberal, se torne 
incluyente e igualitario: 
“Creemos que la tarea fundamental a que nos 
enfrentamos hoy es conseguir que la mundialización se 
convierta en una fuerza positiva para todos los habitantes 
del mundo, ya que, si bien ofrece grandes posibilidades, en 
la actualidad sus beneficios se distribuyen de forma muy 
desigual al igual que sus costos. Reconocemos que los 
países en desarrollo y los países con economías en 
transición tienen dificultades especiales para hacer frente a 
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este problema fundamental. Por eso, consideramos 
que solo desplegando esfuerzos amplios y 
sostenidos para crear un futuro común, basado en 
nuestra común humanidad en toda su diversidad, se 
podrá lograr que la mundialización sea plenamente 
incluyente y equitativa” (Asamblea General de las 
Naciones Unidas 13 septiembre 2000). 
En este contexto tuvo lugar en noviembre de 2001 la Cuarta Conferencia 
Ministerial de la Organización Mundial del Comercio (OMC), celebrada en Doha 
(Qatar), que abordó entre otros asuntos la inserción de los países menos 
adelantados en el comercio internacional, y la mejora del acceso de las 
exportaciones de los países en desarrollo a todos los mercados. 
Sin embargo, precisamente el rol de los ODM como parte de la “agenda 
social” de la globalización, y su ambición de tornar el proyecto más igualitario e 
inclusivo, puede comprender otra interpretación más crítica. Duffield afirma que 
el hecho mismo de la exclusión implica a su vez la existencia de criterios de 
inclusión, los cuales tienen un carácter muy selectivo bajo la agenda liberal de la 
gobernanza global: 
“Southern governments, project partners 
and populations now have to show themselves fit 
for consideration. That is, they have to meet 
defined standards of behaviour and normative 
expectations. In the case of governments, this 
could mean following neoliberal economic 
prescriptions, adhering to international standards of 
good governance or subscribing to donor-approved 
poverty reduction measures (…) Indeed, the more 
extensive and significant application of an 
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exclusionary logic is contained in the nuanced and 
complex interface of partnership, cooperation and 
participation through which the North now engages and 
selectively incorporates the South” (Duffield 2001). 
En marzo de 2002, tras un largo proceso preparatorio, se celebró la 
Conferencia Internacional sobre la Financiación para el Desarrollo, en Monterrey 
(Méjico), en la que participaron, además de representantes gubernamentales de 
alto nivel, incluyendo 50 Jefes de Estado y de Gobierno, representantes del sector 
privado, de la sociedad civil, y de las partes interesadas institucionales (FMI, BM, 
OMC), para deliberar e intercambiar opiniones respecto a cuestiones financieras y 
económicas a nivel global, así como sobre el compromiso del mantenimiento de la 
ayuda, la movilización de recursos internos y de financiación externa, y las 
perspectivas futuras de financiación del desarrollo, para alcanzar los objetivos de 
desarrollo del milenio. 
El documento fundamental resultado de la Conferencia fue el denominado 
“Consenso de Monterrey”, que enunció los principales objetivos y ambiciones 
para los países en desarrollo ante los problemas planteados por la mundialización: 
“La movilización de recursos financieros, el 
aprovechamiento de esos recursos y el logro a nivel 
nacional e internacional de las condiciones económicas 
necesarias para alcanzar las metas de desarrollo 
convenidas internacionalmente, en particular las 
consignadas en la Declaración del Milenio, de eliminar la 
pobreza, mejorar las condiciones sociales, y los niveles de 
vida y proteger el medio ambiente, será el primer paso que 
daremos para asegurar que el siglo XXI sea el siglo del 
desarrollo para todos” (Naciones Unidas 12 marzo 2002). 
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El Consenso de Monterrey pretendía alejarse del paradigma de desarrollo 
clásico manifestado en el Consenso de Washington de las precedentes décadas de 
los años ochenta y noventa, orquestado por las instituciones financieras 
internacionales, el FMI y el BM, junto con el Tesoro de los EEUU, y cuyo  
hincapié en la liberalización a ultranza del comercio y del mercado de capitales no 
dejó lugar para tratar asuntos de sostenibilidad y de equidad (Stiglitz 2006). 
Monterrey refleja un nuevo consenso internacional que reforma la “arquitectura 
internacional para el desarrollo” mediante la adopción de un enfoque centrado en 
los temas globales, no únicamente limitado a los esfuerzos nacionales de reforma 
estatal y ajuste estructural, y preocupado por los temas de inclusión y de equidad. 
No obstante, la ideología económica neo-liberal persiste en la aplicación del 
Consenso de Monterrey. 
Estos eventos, junto con la Cumbre Mundial sobre el Desarrollos 
Sostenible, celebrada en Johannesburgo (Sudáfrica) en septiembre de 2002, donde 
se aprobó la Declaración con el mismo nombre, en la que se afirma el 
compromiso “a construir una sociedad mundial humanitaria y equitativa y 
generosa”(Naciones Unidas 2002) sentaron las bases de un diálogo a nivel global 
sobre los problemas y desafíos para los países en desarrollo, y para el 
establecimiento de una nueva agenda para el desarrollo y el cambio social a partir 
de la década del 2000, en el seno de un proyecto de globalización estructurado en 
torno a un modelo económico resultado de las políticas de liberalización. 
En consecuencia podemos afirmar la existencia de un cambio de 
paradigma en el desarrollo, y la formulación de “a radical process of social 
change”. Este cambio social se pretende participativo y es planteado “around a 
wide-ranging and liberal process of ‘consensus building’ that encourages 
ownership and participation” (Duffield 2001). 
La Unión Europea y sus Estados miembros participaron activamente en los 
debates internacionales sobre las diferentes cuestiones de desarrollo, en las 
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iniciativas de carácter multilateral, y reafirmaron en todo momento su adhesión a 
los principios de la Carta de las Naciones Unidas. 
De acuerdo con las líneas estratégicas definidas a nivel internacional, la 
Comunidad Europea formuló en el año 2000 las bases y la estrategia para la 
reforma de la política de desarrollo comunitaria, reflejada en la Declaración del 
Consejo y de la Comisión sobre la política de desarrollo de la Comunidad 
Europea adoptada el 10 de noviembre de 2000, sobre la base de una precedente 
Comunicación de la Comisión al Consejo y al Parlamento Europeo (Política de 
desarrollo de la Comunidad Europea) de 26 de abril de 2000. En ambos 
documentos se insertó expresamente la acción europea en una “estrategia 
internacional en la que actualmente va emergiendo un punto de vista 
generalizado” sobre las políticas de desarrollo. Al mismo tiempo se planteó la 
necesidad de dar respuesta a los problemas de la globalización ya que “más allá de 
sus aspectos positivos, la globalización implica riesgos aún mayores de 
marginación” y se reconoció la necesidad de adoptar un nuevo enfoque de 
desarrollo en torno al concepto de “desarrollo sostenible”: 
“Las relaciones “Norte-Sur” se han modificado 
fundamentalmente en los últimos 10 años y la evolución 
política, económica y social ha puesto en tela de juicio las 
políticas de cooperación al desarrollo (…) La Comunidad 
considera que la política de desarrollo es un proceso 
pluridimensional que abarca, desde un punto de vista 
amplio, el crecimiento equitativo, los servicios sociales, el 
medio ambiente, las cuestiones de género, la creación de 
capacidades y de instituciones, el desarrollo del sector 
privado, los derechos humanos y las mejores prácticas de 
gobierno” (Comisión de las Comunidades Europeas 2000). 
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Por otro lado, el documento reafirmó la orientación de la política de 
desarrollo comunitaria hacia el objetivo principal de reducción de la pobreza, muy 
presente en las discusiones internacionales desde la introducción de los ODM. 
Con el fin de potenciar el impacto de la Comunidad como donante, se hizo 
especial hincapié en fomentar el valor añadido y las características específicas de 
la Comunidad en el ámbito de la cooperación al desarrollo: 
“su capacidad para garantizar la coherencia 
y las sinergias entre el comercio, la ayuda, la 
cooperación económica y el diálogo político; su 
neutralidad y su afán por conseguir todos los 
intereses globales de la Comunidad; su masa crítica 
en términos financieros pero también en términos 
de peso económico y político y de influencia a 
nivel internacional; la dimensión global de su 
política de desarrollo, su presencia en el terreno y 
en los organismos multilaterales, su experiencia en 
cuanto a integración regional y, finalmente, el 
papel de la Comunidad como ancla para la 
coordinación y la coherencia de los esfuerzos de 
desarrollo” (Comisión de las Comunidades 
Europeas 2000). 
No obstante, el objetivo primordial de reducción de la pobreza se presenta, 
tanto en el documento de abril como en el de noviembre de 2000, ligado al 
establecimiento de un diálogo político efectivo y condicionado a criterios de buen 
gobierno que tengan en cuenta los resultados obtenidos por los países socios en un 
marco de funcionamiento transparente y responsable de los gobiernos: 
“las condiciones de desembolso no estarán 
ya relacionadas únicamente con las medidas que 
 209 
 
 
 
 
impongan los gobiernos sino más bien con los resultados 
obtenidos, sobre la base de indicadores de impacto 
aprobados de antemano” (Comisión de las Comunidades 
Europeas 2000). 
“the European Union attaches prime importance to 
the quality of the dialogue with the partner countries. That 
dialogue should make it possible to ensure coherence 
between the policies pursued by the country and 
Community support operations. It should also deal with 
conditions for efficient cooperation, directed in particular 
towards capacity-building in the partner country and good 
governance, with a view to ensuring transparent and 
responsible management of all the resources devoted to 
development. Those parameters should be taken into 
account in the distribution of development aid in order to 
allocate it to where it has the greatest chance of reducing 
poverty efficiently and sustainably” (European 
Commission 2000b). 
El Tratado de Niza firmado en 2001 (en vigor el 1 de febrero de 2003) 
incorpora e institucionaliza los principales elementos discutidos a nivel global en 
el ámbito de la cooperación al desarrollo (desarrollo sostenible, erradicación de la 
pobreza, inserción en las dinámicas de la globalización) con el objetivo de 
favorecer “el desarrollo económico y social duradero de los países en desarrollo y, 
particularmente, de los más desfavorecidos”, procurar “la inserción armoniosa y 
progresiva de los países en desarrollo en la economía mundial” y perseguir “la 
lucha contra la pobreza en los países en desarrollo”. Además, la política de la 
Comunidad se llevará a cabo en un marco de actuación para un buen gobierno, 
imbuido de la “consolidación de la democracia y del Estado de Derecho” y 
contribuirá al objetivo “de respeto de los derechos humanos y de las libertades 
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fundamentales”, teniendo en cuenta “los objetivos que han acordado en el marco 
de las Naciones Unidas y de otras organizaciones internacionales competentes” 
(Tratado de Niza 2001Art. 177). 
En este contexto tanto internacional como interno, el nuevo Acuerdo de 
Cotonú de cooperación entre la Comunidad Europea y los países ACP 
representaba para la UE una de las primeras aplicaciones del nuevo enfoque de 
desarrollo consensuado en la arena internacional. Del mismo modo, constituía una 
oportunidad para desarrollar de forma concreta una acción específica europea, la 
cual, en aras de garantizar una política comprehensiva y coherente, combinaba 
“un diálogo político importante entre los socios con un régimen comercial 
innovador y nuevos mecanismos para la cooperación al desarrollo” y aspiraba al 
establecimiento de un nuevo tipo de asociación Norte-Sur, particularmente en lo 
respectivo a las relaciones con el continente africano, que superase el restrictivo 
marco de Lomé. 
3.2. Objetivos y novedades en el contenido del Acuerdo 
La firma del Acuerdo de Asociación de Cotonú supuso la formulación de 
objetivos más ambiciosos en la cooperación entre la Comunidad Europea y sus 
Estados miembros, por una parte, y el grupo de países ACP, por otra parte. El 
nuevo acuerdo de cooperación se inscribía en el marco del debate internacional 
sobre el desarrollo, en torno a un nuevo enfoque para la cooperación internacional 
que tuviera en cuenta los efectos de la globalización, el concepto de desarrollo 
sostenible y la reorientación de las políticas de desarrollo hacia el objetivo 
principal de reducción de la pobreza. Ello se ve expresado en diversos artículos 
del acuerdo, entre ellos, en el párrafo segundo del artículo primero, relativo a los 
objetivos de la asociación: 
“La asociación se centrará en el objetivo de 
reducción y, a largo plazo, erradicación de la 
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pobreza, de forma coherente con los objetivos del 
desarrollo sostenible, y de una integración progresiva de 
los países ACP en la economía mundial” (ACP-CE 
2000Art. 1, párr. 2) (Acuerdo de Asociación de Cotonú 
2000, Art.1, párr. 2) 
Los principios fundamentales de la cooperación ACP-CE, enunciados en el 
artículo segundo del acuerdo, incluyen la “igualdad de los socios y apropiación de 
las estrategias de desarrollo”, en virtud de la cual “los Estados ACP determinarán 
de forma soberana las estrategias de desarrollo de sus economías y sus 
sociedades”; la participación, además del Estado como socio principal, de otros 
actores no estatales del sector privado y de las organizaciones de la sociedad civil; 
el papel central del diálogo y el cumplimiento de los compromisos mutuos 
asumidos en el marco de tal diálogo como “el núcleo de la asociación y las 
relaciones de cooperación”; la diferenciación, atendiendo a los diferentes niveles 
de desarrollo y necesidades de los socios, y la regionalización, concediendo “un 
trato especial a los países menos desarrollados” y teniendo en cuenta “la 
vulnerabilidad de los países sin litoral e insulares” (ACP-CE 2000Art. 2). 
Si bien el Acuerdo de Cotonú siguió la estela de los anteriores Convenios 
de Lomé, se introdujeron algunos cambios fundamentales que alteraron 
profundamente las relaciones entre la Comunidad Europea y el grupo de Estados 
ACP. La transformación estructural de las relaciones UE-ACP manifestada en el 
nuevo Acuerdo de Asociación incluye el desarrollo explícito de una fuerte 
dimensión política, la evolución hacia una participación más amplia de actores no 
estatales implicados en el proceso de desarrollo, y la modificación/reforma de los 
dos puntales que habían sido permanentes desde las disposiciones enunciadas en 
el Tratado de Roma para los PTU a finales de los años cincuenta, es decir, las 
relaciones comerciales preferenciales y la provisión de ayuda financiera exterior. 
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3.2.1. Innovaciones en las relaciones comerciales entre las Partes 
Cotonú planteó la sustitución del anterior régimen comercial preferencial 
con la UE por nuevos acuerdos denominados “Acuerdos de Asociación 
Económica” (AAE o EPAs por sus siglas en inglés), destinados a liberalizar el 
comercio, fomentar la integración regional y ajustar el sistema a las normas de la 
OMC, terminando con el principio de no-reciprocidad de los Convenios de Lomé, 
y con las críticas a la CE de discriminar a los países en vías de desarrollo no 
pertenecientes al grupo ACP. 
El énfasis de la UE en adoptar una estrategia basada en el regionalismo, 
abandonando el principio de no-reciprocidad no permitido en el sistema de la 
OMC se explicita en el artículo 35 del Acuerdo: 
“La cooperación económica y comercial se 
basará en las iniciativas de integración regional de 
los Estados ACP, teniendo presente que la 
integración regional es un instrumento clave de su 
integración en la economía mundial” (ACP-CE 
2000Art. 35, párr. 2). 
No obstante, se mantuvo el principio de no reciprocidad durante el periodo 
transitorio, en virtud del artículo 36 del Acuerdo de Cotonú: 
“Con el fin de facilitar la transición hacia 
los nuevos acuerdos comerciales, las preferencias 
comerciales no recíprocas aplicadas en el marco 
del cuarto Convenio ACP-CE se mantendrán 
durante el período preparatorio para todos los 
países ACP, según las condiciones definidas en el 
anexo V del presente Acuerdo” (ACP-CE 2000Art. 
36, párr. 3). 
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El Acuerdo preveía la negociación e introducción progresiva de los nuevos 
acuerdos comerciales entre la CE y los diferentes grupos regionales47 del grupo 
ACP, durante un periodo preparatorio que debía finalizar el 31 de diciembre de 
2007, para su entrada en vigor el 1 de enero de 2008, aunque las negociaciones se 
extendieron más allá en el tiempo debido a las dificultades encontradas y a la 
diferencia de opiniones, pudiéndose afirmar que la negociación de las nuevas 
disposiciones comerciales “triggered a veritable storm in ACP–EU relations” 
(Pape 2013). 
A pesar de la introducción de cierta flexibilidad en las negociaciones de 
los Acuerdos de Asociación Económica, teniendo en cuenta la diferente situación 
de partida de los países ACP y del proceso de integración regional, el objetivo 
principal de los AAE era: 
 “la supresión progresiva de los obstáculos a los 
intercambios entre las Partes, de conformidad con las 
normas de la OMC sobre este tema” (ACP-CE 2000Art. 
37, párr. 7). 
En este sentido, Cotonú supone, en la evolución de las relaciones entre la 
CE y los Estados ACP, el culmen del proceso de adaptación de la UE a las 
condiciones económicas creadas por el proceso de la globalización, y reflejan su 
posición en los debates internacionales en torno a temas fundamentales de 
desarrollo y de comercio, desarrollando una agenda complementaria con las 
disposiciones de la OMC: 
“()While WTO rules do not allow for non-
reciprocal agreements, they do allow for Economic 
                                                 
47 Las regiones mencionadas son la región del Caribe, África Oriental y Austral, la región 
de la Comunidad para el Desarrollo del África Meridional, África Central, África Occidental y la 
región del Pacífico. Para ver los países que forman parte de cada una de las regiones, se puede 
visitar la página siguiente: 
http://exporthelp.europa.eu/thdapp/display.htm?page=cd/cd_AcuerdosDeAsociacionEconomica.ht
ml&docType=main&languageId=ES 
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Partnership Agreements (EPAs): agreements 
between economic blocs. It is for this reason that 
the EU chose to build the post- Lomé strategy on 
regionalism” (Flint 2008). 
Cotonú podría considerarse “a continuation of the neoliberalisation of the 
EU–ACP relationship”. Se basa en las medidas que fueron desarrollándose en el 
tiempo durante las últimas décadas, en el marco de los sucesivos Convenios de 
Lomé, fundamentalmente los cambios introducidos en Lomé IV en términos de 
condicionalidad de la ayuda y de apoyo a medidas de liberalización del comercio 
y de la economía. Por ende representa de forma plausible “a substantial shift 
towards the adoption of neoliberal values”, cambiando de forma profunda la 
naturaleza de las relaciones UE-ACP (Hurt 2003), derivándose un enfriamiento de 
las relaciones entre las partes que terminaría con la ‘relación especial’ entre la UE 
y los Estados ACP, tan cacareada desde los orígenes de la Comunidad Europea y 
formalizada en la era de Lomé (Flint 2009). 
El AAC se inserta de este modo en un enfoque neoliberal adoptado por la 
UE en torno a dos elementos principales: por un lado, la elaboración de un 
discurso que propugna elementos y objetivos comunes, por otro lado, la 
relevancia fundamental del libre mercado, y la adaptación de las economías al 
proceso de globalización. De hecho, ambos elementos están interrelacionados: 
“the neoliberal position assumes that commonality of interests can be found 
through market transactions”. Las recetas europeas responden a los imperativos 
del mercado, es decir, “the neoliberal ‘solution’ offered is more markets, and a 
normative vocabulary codifies behaviour” (Marriage 2013). En el caso de que no 
se cumplan los dictados liberales (con el objetivo de liberalizar para conseguir el 
desarrollo), una agenda realista entraría en juego, de forma que se prescriben 
medidas correctivas o coercitivas que responden a los intereses del Norte, 
fundamentalmente en materia de seguridad (Marriage 2013). 
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En consecuencia, a través de la lente de los estudios críticos de seguridad, 
Marriage identifica una contradicción fundamental al aplicar conjuntamente una 
aproximación neoliberal y un enfoque realista en las relaciones de los donantes 
del Norte con el Sur global, lo cual genera simultáneamente elementos de 
inclusión y de exclusión: 
“Neoliberal ideology promotes institutional 
compliance through mechanisms such as technical support 
and capacity building; it is fundamentally inclusive. 
Realism implies the existence of ragged threats and the 
need to confront, contain or protect against them; as such 
it is exclusive” (Marriage 2013). 
En esta línea de pensamiento, desde una perspectiva neo-gramsciana, Hurt 
identifica elementos de consenso (Marriage habla de intereses comunes que son 
expresados en la formulación de las políticas) y de coerción (Marriage se refiere 
también a un patrón de coerción o elementos de disenso que se manifiestan en la 
forma y calendario de implementación de las políticas), en el Acuerdo de Cotonú: 
“The language of the Cotonou Agreement cleverly 
blends ideas of consent and coercion (central to a neo-
Gramscian perspective). Consent is achieved through 
notions of ‘dialogue’, ‘partnership’ and of ACP states 
‘owning’ their own development strategies. Coercion is 
present in the EU’s presentation of Economic Partnership 
Agreements (EPAs) as the only viable alternative and also 
through the implementation of frequent reviews of aid 
provision that have conditionalities attached” (Hurt 2003). 
De hecho, la dimensión de consenso / intereses comunes es central en el 
texto del Acuerdo de Cotonú, definido como un Acuerdo de “Asociación” o de 
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“Partenariado” que reconoce el principio fundamental de igualdad entre los socios 
y la necesidad de apropiación de las estrategias de desarrollo: 
“para la realización de los objetivos de la 
asociación, los Estados ACP determinarán de 
forma soberana las estrategias de desarrollo de sus 
economías y sus sociedades en cumplimiento de 
los elementos esenciales contemplados en el 
artículo 9; la asociación fomentará la apropiación 
de las estrategias de desarrollo por parte de los 
países y poblaciones de que se trate”, así como el 
“papel central del diálogo y cumplimiento de los 
compromisos mutuos” (ACP-CE 2000art. 2). 
Sin embargo, el énfasis en el término ‘partenariado’ ha pesado más en la 
retórica europea que en las prácticas adoptadas, calificadas de profundamente 
asimétricas: “The present “partnership” is an Orwellian relation where one partner 
has no rights at all, the other perfect arbitrariness”. El discurso europeo adopta el 
término en voga: ‘asociación’, al igual que otras instituciones, “although not 
necessarily the underlying concept of equality” (Raffer 2001). Por ende, gran 
parte del grupo ACP perciben Cotonú y los nuevos Acuerdos de Asociación 
Económica “as a diktat rather than a true partnership agreement” (Flint 2009). 
En consecuencia, uno de los aspectos más criticados del Acuerdo de 
Cotonú, que refleja la dimensión de disenso / coerción, ha sido la introducción de 
la condicionalidad de la ayuda, según la cual la ayuda quedaría supeditada a 
criterios políticos de buena gobernanza, dejando de basarse exclusivamente en 
criterios de necesidad. 
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4. La dimensión política del Acuerdo de Cotonú y el auge de las 
estrategias de condicionalidad de la ayuda 
El Acuerdo de Cotonú ha reforzado la dimensión política de las relaciones 
entre la UE y los países ACP. Los anteriores Convenios de Lomé se habían 
definido como políticamente neutros en sus relaciones con los países ACP 
basadas en el comercio y en la ayuda, distanciándose de forma expresa de la 
posición de algunos Estados miembros y de su pasado colonial. No obstante, 
como vimos anteriormente, la representación de Lomé como un acuerdo no-
político no se correspondía con la realidad, sino más bien, con la intención de la 
CE de ser considerada un socio equitativo y no imperialista. Es por ello que Lister 
califica las relaciones euroafricanas bajo Lomé de “discreet entente”, con un perfil 
político bajo que respondía a intereses particulares europeos: 
 “Unlike a partnership, a political alliance or 
entente does not imply the equality or complete 
coincidence of interests of the participants. The Lomé 
Convention was such an unequal entente. It was a well-
defined policy on the part of the EEC to foster relations of 
every kind with Africa. The outstanding feature of the 
EurAfrican entente was its carefully cultivated low 
political profile” (Marjorie 1988). 
A pesar de los avances realizados en los primeros tiempos de Lomé, Lomé 
IV y Cotonú alejan el enfoque de la política comunitaria de desarrollo de una 
representación apolítica y neutra, evidenciando unas características determinadas 
en la relación entre las Partes, “encapsulating particular political and economic 
relationships”, y reflejando un patrón más amplio de reestructuración de las 
relaciones Norte-Sur “según orientaciones liberales y multilaterales”, en 
contraposición con las ambiciones en torno a la generación de un nuevo orden 
mundial y a las reflexiones sobre la construcción de relaciones interestatales 
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Norte-Sur más equitativas que habían imbuido las aproximaciones 
internacionalistas y los paradigmas  de desarrollo durante los años sesenta y 
setenta (Brown 2000). 
En Cotonú, la UE y el grupo ACP decidieron incentivar el diálogo político, 
aunque no fue fácil ponerse de acuerdo en el contenido del mismo, ante la 
insistencia europea de incluir un cierto número de condicionalidades y “una 
evaluación periódica de la situación relativa al respeto de los derechos  humanos, 
los principios democráticos, el Estado de derecho y la buena gestión de los 
asuntos públicos” (ACP-CE 2000Art. 8, apart. 4), que no fue bien acogida por los 
países ACP. 
Otros asuntos políticos fundamentales en el diálogo remiten a la 
promoción de la paz y la resolución de conflictos, de forma que los asuntos de 
seguridad y estabilidad democrática se inmiscuyen en la esfera de la cooperación 
al desarrollo, y se acompañan de obligaciones para conseguir un entorno político 
estable, dada “la necesidad de tener en cuenta plenamente el objetivo de la paz y 
la estabilidad democrática en la definición de los ámbitos prioritarios de la 
cooperación” (ACP-CE 2000Art. 8, apart. 5). Este aspecto diferencia Cotonú de 
los anteriores Convenios de Lomé, y se exacerbará en el momento de la primera 
revisión del acuerdo en 2005, a tenor de determinados acontecimientos 
internacionales.   
En Cotonú, el papel primordial del componente político se hace evidente, 
determinando el cumplimiento de las obligaciones mutuas asumidas por las Partes 
del Acuerdo. En el texto del Acuerdo proliferan de esta manera las referencias a 
los derechos humanos, la democracia basada en el Estado de derecho y los 
elementos de buen gobierno, considerados necesarios para conseguir un desarrollo 
sostenible a largo plazo: 
“El respeto del conjunto de los derechos 
humanos y de las libertades fundamentales, 
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incluido el respeto de los derechos sociales fundamentales, 
la democracia basada en el Estado de derecho y una 
gestión transparente y responsable de los asuntos públicos 
forman parte integrante del desarrollo sostenible” (ACP-
CE 2000Art. 9.1, párr. 2). 
Aunque este cambio ya se había hecho visible en el Cuarto Convenio de 
Lomé, donde la dimensión política se había esbozado y el respeto de los derechos 
humanos pasó a ser parte fundamental de las relaciones CE-ACP, condicionando 
la provisión de ayuda europea, en Cotonú se refuerzan las menciones a estos 
principios como “elementos esenciales” (los derechos humanos, la democracia y 
el Estado de derecho) y “elemento fundamental” (el buen gobierno) de la 
dimensión política, expresados en el artículo 9. 
Además, en virtud de la introducción en el Acuerdo de una cláusula 
relativa a los derechos humanos (el Artículo 96: Elementos esenciales: 
procedimiento de consulta y medidas pertinentes respecto de los derechos 
humanos, los principios democráticos y el Estado de derecho), la violación de 
tales principios conllevaría la adopción de un proceso de consulta y de las 
“medidas pertinentes”, “adoptadas de conformidad con el derecho internacional y 
proporcionales a la violación”, pudiéndose llegar en “último recurso” a la 
suspensión de la ayuda y de la cooperación (ACP-CE 2000Art. 96, 2 c). Así, 
Cotonú hace referencia al artículo 60 de la Convención de Viena de mayo de 1969 
sobre el Derecho de los Tratados, según el cual se puede terminar un tratado o 
suspender su aplicación como consecuencia de su violación (también denominado 
cláusula de incumplimiento o no ejecución). 
Aunque el grupo de países ACP se oponía a la introducción de una 
cláusula específica sobre los derechos humanos, la democracia y el Estado de 
derecho, no consiguió evitar la introducción del artículo 96 y la consiguiente 
posibilidad de adoptar acciones de carácter unilateral en “casos de urgencia 
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especial” relativos a “casos excepcionales de violaciones especialmente graves y 
evidentes de alguno de los elementos esenciales” (ACP-CE 2000Art. 96, 2 b). 
Así pues, la asignación de la ayuda bajo Cotonú dependería de dos 
factores: por un lado, de las necesidades de los países receptores, por otro lado, de 
los resultados obtenidos y del comportamiento de tales países en términos de 
respeto de los elementos esenciales. Esta modificación en la modalidad de la 
asistencia europea responde al proceso interno de reforma en el seno de la 
institución a tenor de las orientaciones internacionales, más que a una negociación 
consensuada entre las Partes del Acuerdo de partenariado, es decir, constituye un 
procedimiento autorreferencial o hacia dentro, con motivaciones internas: 
“The departure from the aid entitlement 
principle, more than the result of consensual 
negotiations, was a consequence of a general 
reform of EU external assistance launched by the 
European Commission to counter criticism and 
threats of aid repatriation made by several Member 
States” (Carbone 2013). 
La posibilidad de suspensión de la ayuda bajo ‘circunstancias especiales’ 
ya había sido introducida en al anterior Convenio de Lomé (Lomé IV y IV bis), 
aunque tales circunstancias carecían de una definición sistemática y específica. 
Ello ha sido interpretado como una forma de otorgar flexibilidad y capacidad de 
maniobra a la Comunidad Europea a la hora de tener que aplicar eventualmente la 
suspensión de la ayuda,  y como una modalidad que facilitaría la introducción de 
los intereses efectivos de los Estados miembros en la política de cooperación, 
vinculando los intereses de política exterior y de seguridad con la ayuda al 
desarrollo, o bien, la fusión de las actividades de los antaño denominados primer y 
segundo pilar: 
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“This mechanism allows the European Community 
to ‘transpose’ foreign policy decisions taken under the 
inter-governmental structures of the European Union into 
the ‘communitarized’ policy of development co-operation. 
Aid suspension under this procedure is intimately linked to 
the foreign policy decisions taken by EU member states 
represented in the council” (Santiso 2003). 
Además, el papel privilegiado del diálogo político 
y la necesaria observancia de las condiciones europeas en 
las áreas relativas a los elementos esenciales y al elemento 
fundamental enumerados anteriormente, parecen socavar 
uno de los principios fundamentales del Acuerdo de 
Asociación, el de “igualdad de los socios y apropiación de 
las estrategias de desarrollo”. La apropiación de las 
estrategias de desarrollo por parte de los países del grupo 
ACP se somete a cierta tensión al venir el principio de 
igualdad acompañado del necesario cumplimiento “de los 
elementos esenciales contemplados en el artículo 9” 
(ACP-CE 2000Art. 2, párr. 1). 
El énfasis europeo en los elementos esenciales y en el elemento 
fundamental constituido por el buen gobierno fue percibido por el grupo de 
Estados ACP como una desviación del que debía ser el principal objetivo de las 
estrategias de desarrollo, el alivio de la pobreza, y como una eventual forma de 
inmiscuirse en la escena política de los Estados ACP por parte de los poderes 
europeos: 
“the principle of non-interference in the internal 
affairs of a sovereign state was also seen by ACP states as 
deserving to be fully respected, containing the assurance 
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that external influence would not be exercised to 
undermine popular expressions of democracy that 
may not be favoured by European powers” (Gomes 
2013). 
No obstante, el grupo ACP sí consiguió tras arduas negociaciones que los 
principios y prácticas de buen gobierno no fueran considerados uno de los 
‘elementos esenciales’ del acuerdo. Los Estados ACP lograron negociar una 
solución de compromiso aceptable para ambas Partes, incluyendo el buen 
gobierno en el Acuerdo como ‘elemento fundamental’, de naturaleza jurídica no 
vinculante (cuyo incumplimiento no conlleva la suspensión de la ayuda), a 
diferencia de los elementos esenciales de la asociación (Dearden, Salama 2002, 
Santiso 2003). En el caso del ‘elemento fundamental’ constituido por el buen 
gobierno, únicamente “los casos graves de corrupción deberían ser objeto de 
consultas entre las Partes”, así como el procedimiento de consultas y la adopción 
de las medidas pertinentes deberían dar “prioridad a las medidas que menos 
perturben la aplicación del presente Acuerdo”  (ACP-CE 2000Art. 97, apart. 1 y 
3). 
El buen gobierno forma parte del enfoque holístico o integral en el que se 
inserta la acción internacional de la UE desde principios del nuevo milenio, 
constituido por el triángulo formado por la política de desarrollo, el ámbito de la 
seguridad y el buen gobierno. Dado su carácter multi-institucional y la diversidad 
de instrumentos y mecanismos (tanto civiles como militares), la UE considera 
tener un valor añadido para abordar los problemas y crisis del entorno 
internacional, y “the African continent would seem to fit with this multi-
functional approach” (Bagoyoko, Gibert 2009) 
Sin embargo, como veremos más abajo, la UE, al igual que otros donantes, 
continúa haciendo prevalecer sus motivaciones internas e intereses, utilizando su 
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poder a la hora de definir la modalidad de las relaciones Norte-Sur (verticales y 
asimétricas): 
 “Hidden under the guise of the rubrics ‘good 
governance’ and ‘incentives’, the EU continues to coerce 
development partners to follow EU positions and policies 
(…) this practice lacks transparency and results in a lack 
of ownership among the countries targeted by the policies 
(Slocum-Bradley, Bradley 2010). 
4.1. El refuerzo de la asimetría en las relaciones de ‘partenariado’ 
A pesar de la insistencia en el término ‘partenariado’ a la hora de definir 
las relaciones entre la UE y el grupo ACP bajo el Acuerdo de Cotonú, ello no ha 
conllevado en la práctica una relación de cooperación basada verdaderamente en 
la igualdad, y las asimetrías de poder han impregnado por completo el Acuerdo de 
Asociación, perpetuando las relaciones verticales Norte-Sur, donde la UE 
ostentaría el poder en su calidad de donante: 
“The EU can use development aid, trade 
preferences and other ‘carrots’ to push its agenda and 
interests, and the (threat of) withdrawal of these as 
‘sticks’. The ability to distribute these resources affords 
the EU with a considerable degree of ‘power’ (…)” 
(Slocum-Bradley, Bradley 2010). 
La introducción de la condicionalidad en el Acuerdo de Asociación 
disminuye la dimensión de ‘partenariado’, de consenso y de elementos comunes, 
y favorece la dimensión de disenso, de coerción y de asimetría, mediante la 
posibilidad de suspensión de la ayuda y habida cuenta de la realidad de la 
negociación, donde “the European Union was able to impose certain conditions 
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upon its erstwhile partner that the latter was unable to refuse due to asymmetric 
bargaining strengths” (Farrell 2005). 
La relación entre las Partes del Acuerdo de Cotonú manifiesta de esta 
manera su carácter asimétrico, donde la UE representa el socio más fuerte capaz 
de imponer condiciones a su contraparte ACP y defender sus propios intereses, 
politizando y securitizando la cooperación al desarrollo: 
“development cooperation is a political 
engagement between the ACP Group of developing 
countries and the more industrialized EU, the 
world’s second largest trading bloc. This inevitably 
entails asymmetrical power relations and implies 
that the interests that are invariably satisfied are 
those of the party with more power” (Gomes 
2013). 
Algunos autores van más allá afirmando la voluntad normativa de la UE de 
imponer sus propios valores a los países africanos, de forma similar al 
cumplimiento necesario de las condiciones o criterios de adhesión para los 
Estados candidatos a entrar en la Unión, aunque sin gozar de las ventajas que ello 
conlleva: 
“Although the African countries are not 
applicants for EU membership, they are required to 
meet the same stringent conditions as the 
prospective candidates. This is certainly one 
effective way by which the EU can seek to impose 
its values upon other countries, and without the 
responsibilities that would normally be owed to 
new member states” (Farrell 2005). 
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Además, el énfasis en el diálogo político y en los elementos esenciales y 
en el elemento fundamental del Acuerdo de Cotonú parecen alejar el eje del 
interés de las estrategias de desarrollo europeas de su objetivo original centrado en 
tener un impacto positivo en el alivio de la pobreza, contribuir a una pauta de 
desarrollo sostenible y fomentar una dinámica de integración regional y de 
inserción mundial en el proceso de globalización.  
La erradicación de la pobreza pasaría a un segundo plano, y los elementos 
políticos adquirirían más relevancia, favoreciendo los intereses securitarios de la 
agenda europea en detrimento de las ambiciones del grupo ACP, para los cuales 
“development strategies to address poverty reduction occupied the highest and 
most urgent place in their national goals and overriding political interests” 
(Gomes 2013). 
Esto genera problemas en la concepción e implementación de la política 
comunitaria de desarrollo y conlleva una cierta desvinculación respecto del 
objetivo primordial de luchar contra la pobreza. Es decir, aparece una cierta 
confusión en la determinación de las prioridades de la política comunitaria de 
desarrollo, lo cual llevaría a preguntarse si las innovaciones de Cotonú pueden dar 
respuesta a los desafíos planteados en términos de democratización y cambio 
político: 
“Promoting democracy, enhancing the rule of law 
and strengthening good governance are now standard 
components of aid strategies. However, the template of 
available aid instruments encounters great difficulty in 
adequately responding to insidious threats to democracy 
(…) Transforming the co-operation into a performance-
based partnership based on mutual obligations and 
commitments represents a daunting task” (Santiso 2003). 
 226 
 
 
 
 
Además, en términos generales, las estrategias adoptadas por los donantes 
para abordar los problemas de democratización, gobernanza y prevención de 
conflictos suelen ser inefectivos en su implementación, y reflejan un patrón de 
convergencia o fusión de la política exterior y de seguridad con la ayuda al 
desarrollo. En consecuencia, por un lado se genera una aproximación que 
responde a motivaciones diferentes de las planteadas en términos de erradicación 
de la pobreza y crecimiento sostenible, limitando el alcance de las políticas de 
desarrollo al concentrar el interés en materia de seguridad e inestabilidad política; 
por otro lado la prominencia de las cuestiones relativas a la seguridad pone en tela 
de juicio el verdadero significado y naturaleza de la asociación entre las Partes. 
En el próximo capítulo desarrollaremos de forma más extensa el nexo 
entre seguridad y desarrollo, en el marco del enfoque integral u holístico 
promovido por la UE desde principios del nuevo milenio, que vincula la 
seguridad, la política de desarrollo y los ámbitos del buen gobierno y la 
democratización, con la ambición de intervenir en su periferia cercana y lejana 
para incrementar la estabilidad política y prevenir o gestionar las eventuales crisis 
y conflictos. 
Nuestro objetivo será abordar este enfoque holístico o integral formulado 
en algunos documentos fundamentales como la Estrategia Europea de Seguridad 
de 2003, para analizar posteriormente los elementos que responden (como 
enunciamos en nuestro marco teórico) a una funcionalidad interna (Bickerton 
2011a), a un enfoque hacia dentro o autorreferencial (Olsen 2009b, Chandler 
2007) o a dinámicas institucionales y burocráticas internas, donde las capacidades 
e intereses de los diferentes actores que constituyen la UE predominan ante el 
análisis de la realidad y de las necesidades de los países africanos (Bagoyoko, 
Gibert 2009). 
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CONCLUSIÓN 
 
DE LA PRIMERA PARTE 
En esta primera parte hemos analizado cómo las relaciones entre la Unión 
Europea y los países en vías de desarrollo se han establecido y consolidado 
progresivamente, teniendo en particular consideración las relaciones con África 
Subsahariana. Las relaciones han atravesado tres momentos históricos muy 
importantes, desde las relaciones coloniales de algunas potencias europeas con sus 
imperios en el continente africano, hasta el periodo de la Guerra Fría y el orden 
internacional surgido con el fin de la misma. La influencia del pasado colonial se 
ha mostrado decisiva para la definición de las primeras políticas de desarrollo de 
la Comunidad Europea, privilegiando las tesis de Francia a la hora de formular las 
incipientes políticas comunitarias, que enfatizaron un concepto asociacionista y un 
enfoque geográfico limitado a sus esferas de influencia en el continente africano. 
La política comunitaria en materia de desarrollo evolucionó posteriormente hacia 
una política de carácter geográfico global, pero la visión original ha influido a 
largo plazo en la evolución de las relaciones con el mundo en desarrollo y con 
África en particular, mediante el establecimiento de los convenios de asociación 
de Yaundé y de Lomé, los cuales arrastraron la misma limitación estructural, el 
protagonismo de los lazos históricos (relaciones especiales) en lugar de criterios 
de necesidad en el terreno (centrados en la lucha contra la pobreza). Observamos 
así en las relaciones de la UE con los países en desarrollo una predominancia de 
las funciones internas y del enfoque introspectivo de la Unión, de forma que la 
política de desarrollo y la relación UE-África se sitúa en una posición secundaria 
en relación con los argumentos e intereses intraeuropeos. 
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En segundo lugar, el análisis de los instrumentos legales de la cooperación 
(los sucesivos convenios estudiados) nos ha mostrado cómo la política de 
cooperación comunitaria se cincela y evoluciona muy lentamente, manteniendo 
una continuidad en la definición de los principales instrumentos y modalidades de 
cooperación, como muestra la persistencia (con algunas modificaciones) a lo largo 
de los años de los dos elementos fundamentales que caracterizaron el 
establecimiento de las bases legales de la relación con África, las relaciones 
comerciales de carácter preferente y el instrumento financiero de ayuda exterior 
(el FED). Por otro lado, la política de desarrollo de la CE/UE ha experimentado 
un proceso continuo de evolución que ilustra su adaptación a los cambios 
internacionales y a la transformación de los debates globales sobre el desarrollo y 
la provisión de ayuda. De esta forma, las relaciones entre la UE y los países ACP 
van a reflejar cambios más amplios a nivel global en las relaciones Norte-Sur. 
Por último, la introducción de criterios de condicionalidad de la ayuda a 
partir de la década de los años noventa implica una erosión de la autonomía y de 
la posición de los Estados del Tercer Mundo a la hora de negociar las modalidades 
de la ayuda, reflejando una creciente asimetría en las relaciones con el Norte, y 
cambios de gran calado en la economía política de los países en desarrollo. La 
proliferación de los términos de condicionalidad asociados a criterios de 
gobernanza, democracia y derechos humanos, entre otras cuestiones políticas, va a 
reflejar un patrón más generalizado de cambios a nivel global, en función de una 
doctrina liberal. La aplicación concreta de los convenios y especialmente de las 
condicionalidades la abordaremos más profundamente en próximos capítulos al 
examinar el estudio de caso sudanés.
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S E G U N D A  P A R T E : 
 
L A  U E  C O M O  A C T O R  D E 
SEGURIDAD GLOBAL EN EL 
MARCO DEL DESARROLLO DEL 
“ E N F O Q U E  I N T E G R A L ” 
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INTRODUCCIÓN 
 
A LA SEGUNDA PARTE 
En esta segunda parte abordaremos los desarrollos principales de la UE 
como actor en el ámbito de la seguridad internacional, analizando las 
motivaciones internas y el contexto global que han impulsado el establecimiento 
de políticas europeas en materia de prevención de conflictos y gestión de crisis, 
así como la formulación de un enfoque holístico o integral (comprehensive 
approach) que vincula las cuestiones de seguridad y desarrollo. 
Analizaremos el cambio de dirección emprendido por la UE en su acción 
exterior a partir de 2002-2003, imbuida de una lógica centrada en las cuestiones 
de seguridad. Este momento de cambio se ve reflejado en el proceso de reflexión 
y el discurso europeo sobre el nexo seguridad-desarrollo, plasmado en la 
elaboración de algunos documentos fundamentales que veremos en este capítulo. 
Este discurso se pondrá en práctica con el establecimiento de un conjunto de 
medidas e instrumentos  políticos que van a ocasionar cambios interesantes a nivel 
institucional, y que se van a implementar por primera vez en África Subsahariana, 
que va a servir de terreno de experimentación (asunto que ahondaremos en el 
siguiente capítulo, en el desarrollo de nuestro estudio de caso). 
Aplicaremos nuestro marco teórico a este proceso que representa la 
formulación europea de un enfoque integral de su acción exterior, para determinar 
si este giro decisivo en la política exterior de la UE responde a un interés por 
convertirse en un actor de seguridad global que implementa efectivamente el nexo 
seguridad-desarrollo, o si bien predominan las motivaciones y funciones internas, 
en el marco de un enfoque introspectivo o autorreferencial, donde el enfoque 
integral constituye paradójicamente una aproximación retórica que evita a los 
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Estados miembros y a la UE en su conjunto una verdadera implicación en 
escenarios complejos de violencia y conflicto en el mundo en desarrollo. 
Para comprender el desarrollo progresivo de la UE como actor de 
seguridad, examinaremos el surgimiento y la evolución histórica de la política 
exterior europea, fundamentalmente en sus manifestaciones más importantes a 
partir de los años noventa, observando las diferentes modalidades de implicación 
en la esfera internacional, así como la promoción de la paz y la seguridad más allá 
de las fronteras europeas, en un marco que supera y desborda el concepto 
primigenio de la paz en su dimensión interior de evitar toda guerra en Europa. Es 
decir, trataremos de comprender la evolución de las cuestiones de seguridad y de 
dar forma a la naturaleza dinámica de la UE, en función de las circunstancias 
internas y del contexto cambiante de las relaciones internacionales, que genera la 
aparición e interpretación de nuevos tipos de amenazas y riesgos para la seguridad 
de la Unión. 
En función de nuestro enfoque introspectivo o hacia dentro (Chandler 
2007) y de la tesis de la funcionalidad defendida por Bickerton en su estudio de la 
política exterior europea (Bickerton 2011a), que sostienen la base de nuestro 
marco teórico, junto con las aportaciones de Olsen sobre la aproximación de la 
UE a África Subsahariana en el terreno de la seguridad, y otros autores 
destacados, analizaremos hasta qué punto se hace patente la lógica de la 
funcionalidad interna en el caso de la actuación de la UE en el ámbito de la 
política exterior y de seguridad, particularmente en la esfera de la gestión de 
crisis, prestando especial interés a la formulación y planteamiento del nexo 
seguridad-desarrollo en el discurso europeo y en la configuración institucional.  
Un aspecto relativamente reciente en el que incidiremos para comprender 
la funcionalidad y las motivaciones europeas en el ámbito de la seguridad, es el 
reconocimiento por parte de la Unión de la interrelación entre el desarrollo, la 
seguridad y los asuntos de gobernanza o el buen gobierno. La reorganización del 
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sistema internacional consiguiente al final de la Guerra Fría, los problemas 
derivados de la pobreza y los conflictos internos han llevado a los Estados y a las 
organizaciones internacionales a integrar el nexo seguridad-desarrollo en la 
formulación de sus políticas, es decir, la premisa de que para tener desarrollo 
necesitamos unas condiciones previas que garanticen la paz y la seguridad, y 
viceversa (Duffield 2001, 2007). 
Así pues, la comunidad internacional ha abrazado desde mediados  de los 
años noventa la creciente fusión entre los conceptos de seguridad y desarrollo, lo 
cual se ha visto reforzado de forma sustancial a raíz de los acontecimientos del 11 
de septiembre de 2001. Esta vinculación va a implicar la politización y 
securitización del modelo de cooperación al desarrollo occidental y va a influir de 
forma decisiva en la agenda y en la posición adoptada por los donantes 
occidentales. Consiguientemente, este enfoque va a afectar a la política europea 
de desarrollo, que va a reformularse a mediados de la década del 2000 en torno 
precisamente a esta interrelación del desarrollo y la seguridad. El documento 
estratégico primordial de la Unión, la Estrategia Europea de Seguridad (EES) de 
2003, confirmará el establecimiento de lo que se ha denominado un enfoque 
‘holístico’, ‘integral’ o ‘comprehensivo’ (una aproximación que aúne las acciones 
en el ámbito de la seguridad y del desarrollo, así como una coherencia y 
coordinación entre las distintas acciones y agentes), y poco después se va a 
generar una nueva estrategia europea sobre el desarrollo plasmada en el 
documento fundamental que supone el Consenso Europeo sobre Desarrollo de 
2005, donde se subraya dicho enfoque. 
En la EES la UE define tres objetivos estratégicos “para defender su 
seguridad y promover sus valores”, que serían en primer lugar hacer frente a las 
amenazas que puedan afectar a la Unión, en segundo lugar crear seguridad en los 
países vecinos, y en tercer lugar promover la existencia de un orden internacional 
basado en un multilateralismo eficaz. Si bien la política exterior y de seguridad 
europea se centra esencialmente en garantizar la estabilidad en los países 
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limítrofes (cercana periferia), la UE considera que la lejana periferia presenta 
desafíos de seguridad que pueden afectar tanto a esos países vecinos como 
indirecta o directamente a la UE: “en esta época de globalización, las amenazas 
lejanas pueden ser tan inquietantes como las cercanas” (Consejo de la Unión 
Europea 2003b). Por ende, la UE considera que una de las premisas principales 
para evitarlo es garantizar la buena gobernanza mediante la promoción del 
imperio de la ley, la democracia, los derechos humanos y el libre mercado. En 
consecuencia la UE va a establecer alianzas y partenariados con los Estados y 
organizaciones que se basan en los mismos criterios políticos, y si no es el caso, 
aspira a la generación de esas normas y estándares.  
En el caso concreto de África Subsahariana, eje de nuestro interés 
específico, esto se refleja en la evolución de la relación de la UE con la Unión 
Africana, llegando a constituir en la actualidad lo que se ha denominado una 
“asociación estratégica”, plasmada en la “Estrategia Conjunta África-Unión 
Europea” (JAES), aunque el engranaje institucional ha tenido más protagonismo 
que los efectos o impacto en el terreno (segunda función). 
En esta parte abordamos también la agenda política de la Unión en África, 
para explorar la desconexión o la distancia existente entre la retórica declarativa 
de la UE en su relación con África Subsahariana, el establecimiento de 
instrumentos y acciones políticas específicos, y la realidad de la implementación 
de algunas de las políticas del ámbito de la seguridad en el terreno. Con el foco 
puesto en la formulación de nuevas políticas y documentos estratégicos hacia 
África, veremos si la formulación del nexo entre la seguridad y el desarrollo 
(núcleo y principio rector del enfoque integral) responde a motivaciones y 
funciones internas (en pos de nuestro enfoque introspectivo o autorreferencial), 
aspecto reflejado en los intereses de los Estados miembros y en dinámicas de 
carácter institucional, o si obedece a la preocupación y necesidad de reaccionar 
ante los acontecimientos externos (fundamentalmente crisis y conflictos), lo cual 
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implicaría el desarrollo de acciones relevantes y adaptadas a los escenarios de 
conflicto. 
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CAPÍTULO 4:  
 
LA CONFIGURACIÓN DE LA POLÍTICA 
EXTERIOR Y DE SEGURIDAD EUROPEA 
1. La política exterior, de seguridad y defensa europea: Evolución 
y marco conceptual 
Durante la década de los años noventa, la Unión Europea comenzó a 
fraguar, siguiendo las tendencias de la comunidad internacional ante la 
proliferación de guerras civiles e inestabilidad política en África Subsahariana, 
una aproximación al desarrollo que centraba su eje de interés en el vínculo entre la 
seguridad y el desarrollo. El énfasis en esta interrelación, tanto a nivel retórico 
como en la práctica política, tuvo consecuencias para la orientación de la política 
de la UE hacia África, que se vio imbuida en un primer momento, como vimos en 
el capítulo anterior, de criterios de condicionalidad política en lo que habían sido 
programas de desarrollo más clásicos orientados al crecimiento económico, 
tendencia visible a partir del Tercer Convenio de Lomé, y fundamentalmente a 
partir de Lomé IV y Lomé IV bis. 
El nexo entre la seguridad y el desarrollo se vio complementado por la 
interrelación entre el desarrollo y las prácticas de buen gobierno, que ponía el 
punto de mira en las discusiones globales sobre la fragilidad del Estado y los 
Estados fallidos. Esta nueva dimensión considera que las principales causas del 
subdesarrollo y de la conflictividad en los países africanos se deben a la debilidad 
del Estado, y ante este diagnóstico la solución más adecuada pasaría por la 
reforma de la gobernabilidad a través de reformas institucionales amplias y 
profundas (Bagoyoko, Gibert 2009, Youngs 2008). 
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El nexo entre seguridad y desarrollo ha sido criticado por múltiples 
autores. Algunos ven probable el surgimiento de un enfoque militar de la 
cooperación al desarrollo, donde las prioridades en el ámbito de la seguridad 
prevalecen sobre los objetivos de desarrollo económico y sobre la agenda de 
gobernabilidad, llegando a incluir actividades de asistencia militar en el 
presupuesto de desarrollo (Châtaigner 2004, citado en Bagoyoko, Gibert 2009), 
mientras otros analizan los intereses que subyacen al proceso de la 
‘securitización’ del desarrollo. Entre estos intereses de los países donantes se 
encuentra el de su propia seguridad, es decir, la tesis de la percepción del 
subdesarrollo del Sur como fuente de amenazas a la seguridad, que afectaría tanto 
al Sur como a la seguridad internacional en general  (Duffield 2001). Este enfoque 
responde a una lógica realista de las relaciones internacionales, en las que el Norte 
antepone sus preocupaciones e intereses securitarios a la realidad social o a las 
necesidades en el terreno, considerando determinadas situaciones en el Sur como 
amenazas a las que hay que hacer frente para evitar sus efectos perniciosos 
(Marriage 2013). 
El análisis de las dinámicas de seguridad de Buzan, Waever y de Wilde 
desde una óptica constructivista social  nos advierte además de las posibles 
consecuencias de la denominada ‘securitización’, es decir, del proceso mediante el 
cual determinados sectores y asuntos se convierten en potenciales amenazas u 
objetos de interés de las políticas de seguridad. Ello podría conllevar, según los 
autores “the designation of an existential threat requiring emergency action or 
special measures and the acceptance of that designation by a significant audience” 
(Buzan, Wæver & de Wilde 1998). En relación con estas ‘medidas especiales’, 
Duffield considera que los países occidentales justifican intervenciones militares 
en algunos países del Tercer Mundo incapaces o poco dispuestos a proteger y 
garantizar la seguridad de sus poblaciones, interfiriendo en su soberanía y en su 
gobernanza, para restablecer la condición de Estado en función de un proyecto 
hegemónico de corte liberal (Duffield 2007). 
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Durante la Guerra Fría, el conflicto entre los dos bloques se caracterizaba 
por su carácter político y eminentemente ideológico, donde la posibilidad de un 
estallido de violencia provenía fundamentalmente de una amenaza de carácter 
interestatal. Con el fin de la Guerra Fría y el advenimiento de la globalización, o 
más bien, debido a las condiciones particulares del periodo histórico posterior a la 
Guerra Fría, la posibilidad de asistir a un conflicto violento entre entidades 
estatales se vio reducida, aunque no eliminada, y sin embargo se observó una 
proliferación  de guerras civiles e inestabilidad política particularmente en África 
Subsahariana. Este cambio ha sido definido por algunos autores como una nueva 
forma de conflicto (‘radicalmente nueva’), también denominado ‘nuevas guerras’ 
por oposición a la prevalencia de las guerras de liberación nacional del momento 
histórico inmediatamente anterior o ‘viejas guerras’ (Kaldor 2001, Kaldor 2006 
(1999)). 
Los nuevos conflictos en el Sur se han interpretado frecuentemente no 
como consecuencia de diferencias  ideológicas, sino como el fruto de diferencias 
identitarias y llevan frecuentemente asociada la etiqueta de ‘conflicto étnico’ 
(Dannreuther 2007) Esto ha generado  una visión del Sur como territorio de 
violencia causada por las diferencias identitarias, donde las visiones particularistas 
se oponen, según algunos autores, a la situación en el Norte, pacífico, democrático 
y cosmopolita (incluyente) (Kaldor 2006 (1999)) 
Esta caracterización presenta limitaciones que han sido puestas en 
evidencia por diversos autores, ya que representan una visión simplista que ha 
generado una visión disociada del escenario internacional, donde el Sur presenta 
desafíos de seguridad ingentes, y el Norte, con su visión cosmopolita, actúa en el 
Sur para promover un enfoque normativo basado en la paz, la democracia y los 
valores liberales. De aquí surge el planteamiento de la paz liberal y la persecución 
de esos valores y principios a través de programas de desarrollo, intervenciones 
humanitarias y gestión de conflictos en el Sur. 
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El fenómeno de las nuevas guerras ha sido escrutado desde distintos 
ángulos de análisis por distintos autores48. Dannreuther identifica tres 
interpretaciones diferentes  Por un lado, los que consideran que la diferencia 
fundamental estriba en la desaparición del factor ideológico como impulso para el 
conflicto, siendo sustituido por el sentimiento identitario, ya sea de grupo 
nacional, étnico o religioso. Por otro lado, los que consideran el fenómeno de la 
globalización y sus consecuencias como los factores dominantes para la 
caracterización de las nuevas guerras. Por último, el enfoque que privilegia, como 
vimos en el caso de la aproximación europea, los problemas de gobernanza y 
capacidad institucional presentes en la mayoría de los países que sufren la 
violencia de las nuevas guerras, generando Estados fallidos o incluso la 
desintegración de las estructuras de gobierno (Dannreuther 2007). 
De hecho, la misma desaparición de la prevalencia de guerra interestatal 
entre los principales polos de poder ha sido un factor facilitador de la ampliación 
de la agenda de seguridad, que ha incorporado (o ‘securitizado’), en ausencia de 
su tradicional foco de atención, otros asuntos como el “medio ambiente, los 
recursos y la migración” (Dannreuther 2007). Si la agenda de seguridad durante la 
Guerra Fría estaba focalizada principalmente en el estudio de la estrategia y de los 
asuntos militares, los enfoques posteriores han ampliado el espectro, enfatizando 
una concepción más normativa del Estado y la naturaleza política  de la seguridad, 
                                                 
48 Sin embargo, hay muchos autores que ponen en duda la novedad de estos tipos de violencia 
organizada y la división (radical) pre y pos Guerra Fría que los caracteriza. Kalyvas defiende que 
la caracterización de las ‘nuevas guerras’ como “criminales, despolitizadas, privadas y 
depredadoras” en contraste con las ‘viejas guerras’ representadas como “ideológicas, políticas, 
colectivas e incluso nobles” no es una distinción  que sirva a objetivos meramente clasificatorios o 
de comprensión académica, sino que responde a criterios políticos y motiva respuestas políticas 
específicas que pueden incluir la intervención humanitaria (Kalyvas 2001). Aunque las viejas 
guerras no son tan diferentes de las nuevas guerras, y se han exagerado el carácter criminal y la 
violencia en detrimento de los aspectos políticos, no obstante, el cambio de naturaleza  de los 
conflictos contemporáneos y de los significados y significaciones asociados al término ‘seguridad’ 
son un hecho palpable en la literatura académica y en la realidad social: “les critères mis en avant 
par les adeptes des “nouvelles guerres” sont éminemment contestables car déjà bien établis dans 
les “anciennes”, mais cela n’implique pas que rien n’ait changé et que les modalités de la guerre 
aujourd’hui soient les mêmes qu’avant la fin de la Guerre froide et/ou l’avènement de la 
globalisation” (Marchal 2003). 
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ya que como afirma Fierke “the question of how or who one protects is 
fundamentally a political one” (Fierke 2007). Los cambios que se han dado en la 
comprensión del término seguridad han venido acompañados o motivados por los 
cambios políticos en la escena internacional, y por ende, son continuamente 
volubles. Esta noción de cambio es inherente a los estudios críticos de seguridad y 
a la óptica constructivista, al definir la realidad como una construcción social, y 
por tanto, sujeta a variación (Buzan, Wæver & de Wilde 1998). 
A pesar de las limitaciones y críticas a la percepción del subdesarrollo 
como fuente de amenazas, y a la fusión entre la seguridad y el desarrollo de forma 
más general, la agenda de política exterior y de seguridad de la UE, especialmente 
en África, se ha visto influenciada por tal articulación (al menos de manera 
discursiva), de forma que el enfoque hacia el continente africano emprendido a 
partir de los años noventa ha estado impregnado por las preocupaciones 
securitarias. La naturaleza cambiante de la definición y de la significación del 
concepto de seguridad, así como las nuevas formas de conflicto e inseguridad 
identificadas en el periodo posterior a la Guerra Fría se han visto reflejadas en la 
política europea hacia África en el desarrollo prioritario de políticas de prevención 
de conflictos y de gestión de crisis, lo cual se ha acentuado desde principios del 
nuevo milenio. 
1.1. La génesis de la política exterior, de seguridad y defensa europea 
A finales de la Guerra Fría, los doce Estados miembros de la todavía CEE 
estaban centrados en la dimensión económica de la Unión, mientras que los 
aspectos políticos quedaban en el dominio nacional, y la Alianza Atlántica era la 
garante de la seguridad europea. Durante los años noventa y a principios del 
nuevo milenio, la UE experimentó cambios esenciales y de gran calado como 
consecuencia de los cambios sustanciales en el entorno de seguridad regional y 
mundial y como adaptación progresiva al voluble orden internacional. Estos 
desarrollos políticos y cambios en la estructura interna influenciaron tanto el 
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proceso de integración y de construcción institucional como la proyección hacia el 
exterior en términos de una aproximación liberal y normativa. El carácter 
cambiante de la sociedad internacional contribuyó a la modulación de los cambios 
a nivel de la organización de la UE, y a la evolución de las prioridades en la 
agenda de seguridad, así como a la definición transitoria de la naturaleza de las 
amenazas. 
Las motivaciones principales para la creación de una política exterior y de 
seguridad propia de la Unión (la Política Exterior y de Seguridad Común o PESC) 
en los años noventa, que permitiera jugar un papel como actor de la escena 
política internacional, fueron los conflictos violentos vividos tanto dentro de 
Europa (en los Balcanes) como fuera de Europa (en África Subsahariana), a los 
cuales la UE se mostró incapaz de hacer frente: “the liberal mind-set proved 
tragically unsuited to deal with the claims of competing ethno-national 
communities seeking national self-determination and their own sovereign 
statehood” (Hyde-Price 2007). 
Además, habida cuenta de los cambios en el entorno de seguridad, el 
mayor desafío declarado de la Unión, una vez conseguida la paz en Europa, sería 
la difusión de la paz y del progreso democrático más allá de sus fronteras, 
proyectando una identidad europea centrada en la importancia de los valores 
compartidos, dimensión que convergería con la tercera función interna que 
mencionamos anteriormente, la función ontológica que respondería a la búsqueda 
de significado de la UE toda vez que la paz en Europa tras el cataclismo de las dos 
Guerras Mundiales estaría garantizada. 
No obstante, aunque no ahondaremos aquí en este tema por exceder el 
objetivo del capítulo, la auto-consideración de la UE como un ente pos 
Westfaliano que constituye un modelo de referencia a seguir es problemática y 
puede conllevar la construcción de los terceros países (westfalianos o 
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premodernos) como inferiores o necesitados de una intervención europea, que 
ejercería su poder para modelarlos según sus principios: 
“by constructing a post-Westphalian social persona 
for itself, the EU at the same time designates states that 
lack this persona (…) as inferior or underdeveloped 
‘others’ (…) CSDP governmentality constructs third 
countries as inferior, as problem- spaces in need of EU 
intervention (…) this inside- outside distinction is not seen 
as an unbridgeable boundary. CSDP governmentality 
assigns to Brussels the power to remake the outside in 
particular in its neighbourhood in its own image” 
(Merlingen 2012). 
Como consecuencia fundamentalmente de los conflictos en los Balcanes y 
los conflictos africanos de los años noventa, las principales antiguas potencias 
coloniales, Francia y Reino Unido, impulsaron a finales de la década la creación 
de la Política Europea de Seguridad y Defensa (PESD)49 en el marco de la PESC, 
con el objetivo de desarrollar las capacidades de la Unión como actor en materia 
de seguridad y defensa. 
A pesar de las diferencias de posiciones entre ambos Estados europeos, y 
de la práctica autoexclusión de Reino Unido del proceso de creación de la PESD 
hasta el momento de la Cumbre Franco-Británica de Saint-Malo en diciembre de 
1998, Blair y Chirac firmaron el 4 de diciembre la “Declaración Conjunta sobre 
Defensa Europea” (o Declaración de Saint-Malo) que marca el ‘punto de partida’ 
para la construcción de la PESD (Mérand 2012). Por otra parte, al esbozar Reino 
Unido su participación en el ámbito de la seguridad europea, desafió el anhelo 
francés de liderar la PESC y la PESD, adelantando futuras disputas en torno a 
                                                 
49 La PESD pasó a denominarse PCSD (Política Común de Seguridad y Defensa) después de la 
entrada en vigor del Tratado de Lisboa en 2009. 
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intereses contrapuestos y divergencias en la concepción de seguridad de la UE  
(García Cantalapiedra 2004). 
La motivación de Reino Unido para implicarse en el desarrollo de las 
capacidades militares de la UE responde a una preocupación por el creciente 
aislacionismo americano. EEUU quería que los países europeos asumieran sus 
propias responsabilidades en el ámbito de la planificación militar, aunque 
desconfiaba de un desarrollo en el ámbito de la UE, privilegiando la Alianza 
Atlántica. Reino Unido aspiraba a fortalecer la seguridad en Europa con el 
desarrollo en el seno de la UE de capacidades militares, aunque priorizando la 
compatibilidad de la PESD con la OTAN y su capacidad para realizar misiones de 
combate de alta intensidad, para garantizar el mantenimiento sin polémica de sus 
relaciones especiales con EEUU. Así pues, adelantándose a la evolución futura 
del proceso de construcción de la PESD, establecía la previsión de generar una 
institución que fuera compatible con la OTAN. Por su parte, la posición de 
Francia se centró en introducir disposiciones flexibles, por si el tradicional 
alineamiento de Reino Unido con EEUU provocaba un desentendimiento en la 
evolución de la PESD, evitando así correr el riesgo de acciones oportunistas en el 
futuro, y conservando su pleno control en los asuntos militares (Weiss 2011). 
Para hacer frente a los desafíos de seguridad, el Consejo Europeo de Niza 
de diciembre de 2000 decidió establecer estructuras permanentes de orden político 
y militar. Así, la Unión pretende funcionar como una “fuerza estabilizadora” en el 
mundo, adoptando un papel protagonista en la prevención de conflictos, 
operaciones de mantenimiento de la paz, la lucha antiterrorista y el 
fortalecimiento de la seguridad internacional.50 La PESD, formaría de esta manera 
parte del enfoque holístico adoptado por la UE a partir de los años noventa (que 
encontramos usualmente en los documentos oficiales bajo la denominación de 
                                                 
50 “Through conflict prevention,  peace-keeping operations and combating terrorism the EU can 
act as a force for stability, cooperation and understanding in the wider world”, European 
Commission External Relations, Peace and Security, en 
http://ec.europa.eu/external_relations/peace_security/what_en.htm 
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“enfoque comprehensivo”51), manifestado en el vínculo entre seguridad, 
desarrollo y buen gobierno. 
Veremos cómo la aparición y significación del enfoque integral está en 
relación con el enfoque introspectivo o hacia dentro de la Unión, según el cual, las 
acciones en el ámbito de la política exterior y la seguridad responderían más a 
intereses internos de la Unión que a la realidad presente en el terreno de acción, 
retroalimentando fundamentalmente la primera función interna de Bickerton, las 
estrategias nacionales de los Estados miembros, que aprovecharían la acción a 
través de la UE para evitar una mayor implicación directa bilateral. Además, esta 
función se relacionaría con la noción de anti-política exterior de Chandler, en su 
dimensión de evitar la adopción de una verdadera estrategia política y una política 
de poder, y con la aproximación racionalista de Olsen en su identificación del 
continente africano como un desafío secundario en términos de seguridad para la 
UE, que actuaría motivada por sus propios intereses no obstante las necesidades 
en el terreno. 
1.2. Conceptualización e institucionalización de la política exterior y de 
seguridad de la UE 
Con el final de la Guerra Fría, el continente europeo tuvo que adaptarse a 
los cambios estratégicos estructurales y a la reorganización del orden 
internacional debidos a la desintegración de la URSS y la desaparición de la 
amenaza soviética, junto con la posición de primacía de los Estados Unidos en el 
orden mundial. Estos acontecimientos significaron “the sudden implosion of a 
long-reigning security paradigm” y llevaron a repensar y rediseñar la estructura de 
seguridad en Europa, dando lugar al nacimiento de la PESC (Boin, Ekengren & 
Rhinard 2013). 
                                                 
51 La PCSD sería de esta forma “an integral part of the EU's comprehensive approach towards 
crisis management, drawing on civilian and military assets”, European Union External Action, 
Security and Defence, en http://eeas.europa.eu/csdp/index_en.htm  
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Durante los años noventa, el proceso de integración europea se desarrolló 
de forma exponencial. Podemos decir que desde la firma del Tratado de 
Maastricht o Tratado de la Unión Europea (TUE) el 7 de febrero de 1992 (en 
vigor desde noviembre de 1993), hito en el proceso de creación de la UE (que 
sustituye oficialmente a la Comunidad Económica Europea), comienza un periodo 
intenso de configuración interna y de desarrollo incremental de las instituciones. 
En este sentido, el artículo B del TUE, correspondiente a los objetivos de 
la recién constituida Unión Europea, exponía como uno de los objetivos de la 
Unión para “afirmar su identidad en el ámbito internacional” la creación de una 
política exterior y la ambición de llegar a establecer una defensa común: 
 “la realización de una política exterior y de 
seguridad común que incluya, en el futuro, la 
definición de una política de defensa común que 
podría conducir, en su momento, a una defensa 
común” (UE 1992Título 1, Art. B, párr. 2). 
El objetivo de crear una política exterior y una defensa comunes en el seno 
de Europa datan prácticamente del mismo momento del inicio del proceso de 
integración con la firma en París del Tratado Constitutivo de la CECA en 1951. El 
año siguiente, el 27 de mayo de 1952, los seis Estados firman también en París el 
Tratado de la Comunidad Europea de Defensa (CED), con el objetivo de integrar 
los ejércitos nacionales en una estructura supranacional europea, de una manera 
similar a como ya habían hecho con la CECA, en este caso con objetivos 
exclusivamente defensivos y “comprising common institutions, common Armed 
Forces, and a common budget” (CED 27 May 1952). Si bien Winston Churchill 
había enunciado en 1949 la conveniencia de la formación de un ejército europeo 
integrado, el promotor en 1950 de la iniciativa formal de creación de un ejército 
europeo fue el Primer Ministro francés René Pleven, con ánimo de controlar de 
alguna manera el rearme alemán. 
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El Tratado se firma en 1952, incluyendo en el Artículo 38 la constitución 
de una Asamblea ad hoc provisional que establecería en marzo de 1953 una 
Comunidad (Política) Europea (CPE) de carácter supranacional para ejercer un 
control democrático sobre la CED. La Comunidad “relegaba claramente a los 
Estados miembros a una posición secundaria” (Hill, Smith 2000), también en 
materia de política exterior y de  relaciones internacionales, y esbozaba ya en este 
momento temprano una arquitectura institucional elaborada para la Comunidad 
que incluía un Parlamento, un Consejo Ejecutivo Europeo, un Consejo de 
Ministros Nacionales, una Corte de Justicia y un Consejo Ecónómico y Social 
(EPC 10 March 1953). 
Sin embargo, a pesar de la ratificación de cuatro de los seis Estados 
firmantes de la CED, y de la disposición de Italia de hacer lo propio, el proyecto 
de creación de unas fuerzas armadas europeas fracasó cuando la Asamblea 
Nacional francesa denegó la ratificación del Tratado en agosto de 1954, debido 
por un lado, a la reticencia de Francia de ceder parcialmente el control sobre sus 
medios militares, y por otro lado, debido a la preocupación ante un rearme y 
eventual dominio militar de Alemania en Europa, lo cual constituía un objetivo 
americano en el contexto de la Guerra de Corea, para poder hacer frente a la 
amenaza soviética. Ante el fracaso del Tratado de la CED, los británicos, con 
respaldo americano, propusieron en octubre de 1954 la creación de la Unión 
Europea Occidental (UEO), establecida en 1955, para paliar el colapso de la CED, 
solventar de alguna manera el “problema alemán” e integrar a la Europa 
Occidental en un marco transatlántico en torno a la OTAN y opuesto a la Europea 
del Este soviética (Smith 2002, Terpan 2010). 
 Tras otros intentos fallidos de crear una ‘Unión Política Europea’, como 
los tres Planes Fouchet propuestos por el Presidente de la República francesa De 
Gaulle a principios de los años sesenta, que nunca fueron implementados, o el 
informe Davignon en los años setenta, germen de la Cooperación Política Europea 
que se institucionalizó en el Acta Única Europea en 1987, se convocó una 
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conferencia intergubernamental sobre la unión política, cuyo resultado fue la 
creación de la UE en el Tratado de Maastricht, que establece los objetivos 
políticos de la Unión en su Artículo 2 e introduce un título específico relativo a la 
política exterior y de seguridad común, el Título V del TUE. 
La PESC, heredera de la CPE, se constituyó en Maastricht como un pilar 
intergubernamental diferenciado, el denominado segundo pilar del edificio en 
forma de ‘templo griego’ (que se instaura en el TUE y dura hasta la entrada en 
vigor del Tratado de Lisboa en 2009), cuyo funcionamiento estaba basado, a 
diferencia de las disposiciones del pilar comunitario y del pilar correspondiente a 
la cooperación policial y judicial en materia penal, en el consenso entre los 
Estados miembros (o regla de la unanimidad), expresado mediante la adopción de 
posiciones comunes y el desarrollo gradual de acciones comunes, previa adopción 
de las decisiones en el seno del Consejo de Ministros de Asuntos Exteriores 
(CAE). El nacimiento de la PESC supuso un salto cualitativo en la  cooperación 
política entre los Estados miembros, una proyección exterior colectiva más allá de 
las fronteras europeas y un desarrollo gradual de capacidades civiles y militares 
que permitieran a la Unión afrontar las nuevas situaciones surgidas en el ámbito 
de la seguridad internacional, incluyendo los retos y amenazas procedentes de la 
transformación de los conflictos en la pos Guerra Fría. 
En el artículo J.1 del Título V del Tratado (disposiciones relativas a la 
política exterior y de seguridad común), se establecen los cinco objetivos de la 
PESC, a saber: 
“la defensa de los valores comunes, de los 
intereses fundamentales y de la independencia de 
la Unión; el fortalecimiento de la seguridad de la 
Unión y de sus Estados miembros en todas sus 
formas; el mantenimiento de la paz y el 
fortalecimiento de la seguridad internacional, de 
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conformidad con los principios de la Carta de las Naciones 
Unidas, con los principios del Acta Final de Helsinki y 
con los objetivos de la Carta de París52; el fomento de la 
cooperación internacional; el desarrollo y la consolidación 
de la democracia y del Estado de Derecho, así como el 
respeto de los derechos humanos y de las libertades 
fundamentales” (UE 1992Título V, Art. J.1, P.2). 
Las transformaciones subsiguientes de la UE van a estar condicionadas por 
la situación de guerra en el propio continente europeo y por los conflictos 
armados en África Subsahariana. La cambiante naturaleza de los conflictos tras el 
final de la Guerra Fría se hizo evidente en el corazón de Europa con la 
desintegración de la antigua Yugoslavia y la Guerra de los Balcanes. Después de 
la institucionalización de la PESC en 1993 acudimos a un proceso de debate en 
torno a la definición progresiva de una política de defensa europea, que 
desembocará en la creación de la PESD en 1999, y de reflexión interna en 
relación con la definición de la UE como actor de seguridad, en el marco 
conceptual de una perspectiva integral de la seguridad. 
                                                 
52 El Acta Final de Helsinki (1975) fue elaborada en la tercera fase de la Conferencia sobre la 
Seguridad y la Cooperación en Europa (CSCE, ahora OSCE) celebrada del 30 de julio al 1 de 
agosto de 1975, donde se adoptaron una serie de diez principios que rigen las relaciones entre los 
Estados participantes: Igualdad soberana, respeto de los derechos inherentes a la soberanía, 
abstención de recurrir a la amenaza o al uso de la fuerza, inviolabilidad de las fronteras, integridad 
territorial de los Estados, arreglo de las controversias por medios pacíficos, no intervención en los 
asuntos internos, respeto de los derechos humanos y de las libertades fundamentales, igualdad de 
derechos y libre determinación de los pueblos, cooperación entre los Estados, cumplimiento de 
buena fe de las obligaciones contraídas según el derecho internacional. La Carta de París para una 
nueva Europa (1990) se firmó en la Cumbre de la CSCE celebrada en París del 19 al 21 de 
noviembre de 1990, donde se reafirmaron los compromisos contraídos en Helsinki y se ampliaron 
los acuerdos e iniciativas para garantizar la “nueva era de democracia paz y unidad en Europa”. 
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2. La Política Europea de Seguridad y Defensa y la capacidad 
europea de gestión de crisis 
El punto de partida concreto para la institucionalización de la PESD se dio 
en diciembre de 1998, cinco años después de la entrada en vigor del Tratado de 
Maastricht, con la celebración de la Cumbre Franco-Británica de Saint-Malo, 
donde los Jefes de Estado y de Gobierno de Francia y Reino Unido, Jacques 
Chirac y Tony Blair, firmaron una declaración conjunta impulsando el proceso de 
creación de una dimensión securitaria y defensiva para la UE. Ello advino tras el 
cambio de posición británico respecto a una autonomía defensiva de la Unión, 
afirmando que la UE “needs to be in a position to play its full role on the 
international stage”, y para ese fin “the Union must have the capacity for 
autonomous action, backed up by credible military forces, the means to decide to 
use them, and a readiness to do so, in order to respond to international crises”, 
mostrando la determinación de unir esfuerzos “to enable the European Union to 
give concrete expression to these objectives” (Franco-British Summit 1998). 
Este primer paso definitivo se vio seguido por una multitud de propuestas 
y documentos relativos a la concretización de los esfuerzos defensivos bajo la 
PESD, teniendo en cuenta el contexto y debate intraeuropeo tras el fracaso de la 
gestión de la guerra en la ex-Yugoslavia, la falta de reacción ante la masacre de 
Srebrenica en julio de 1995 y los bombardeos de la OTAN en Kosovo en 1999, 
dirigidos por EEUU. La situación de guerra en Europa contradecía los objetivos y 
la razón de ser primigenia y fundamental del proyecto de integración europea, a 
saber, garantizar la paz en el continente, a la vez que mostraba a la UE la 
vulnerabilidad de sus fronteras y su incapacidad como actor político y de 
seguridad incluso en su vecindario más inmediato. 
No obstante, como argumenta Bailes, la motivación en el momento de la 
creación de la PESD no respondía a un compromiso ético de la Unión, o a la 
aspiración de hacer el bien en escenarios de crisis mundiales, sino que “a lot of 
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people were thinking about the good of Europe”. La inacción e incapacidad de la 
UE de actuar en los conflictos en los Balcanes y en Kosovo llevaron a los Estados 
miembros a reflexionar sobre la necesidad de desarrollar las capacidades 
adecuadas para la gestión de crisis “to use on its own chosen ground and under its 
own control in future” (Bailes 2008). 
Es decir, la motivación originaria para la creación de la PESD no 
respondería a una aproximación altruista de actuar en conflictos internacionales 
para tratar de superar o combatir las crisis por el bien de la población, ni a una 
ambición normativa de extensión de los principios y valores fundamentales en la 
base de la Unión, sino que respondería a intereses más realistas de los Estados 
miembros y de la Unión, ante el temor de ver afectada su propia seguridad por los 
efectos adversos derivados de las crisis en su vecindario, lo cual se sitúa en 
consonancia con la primera función de Bickerton y con la posición racionalista 
defendida por Olsen en su análisis de la gestión militar de crisis de la UE (Olsen 
2009b). 
Por otra parte, desde la creación de la PESC y la PESD, los Estados 
miembros van a contar con una “institutional choice” en materia de política 
exterior y de seguridad, pudiendo elegir si actúan a través de la UE, a través de 
otras organizaciones internacionales, o mediante cauces bilaterales o incluso 
unilaterales (Gross 2009). A nosotros nos interesa determinar por qué y cuándo 
los Estados miembros deciden actuar a través de al UE, con el objetivo de 
confirmar nuestra hipótesis expresada en relación con la primera función interna y 
el enfoque introspectivo. 
Tres acontecimientos fundamentales se suceden en 1999: la entrada en 
vigor del Tratado de Ámsterdam en el mes de mayo, la institucionalización de la 
PESD en el Consejo Europeo de Colonia en el mes de junio y la definición de un 
‘Headline Goal’ u Objetivo Principal de capacidades militares en el Consejo 
Europeo de Helsinki en diciembre. Posteriormente, la celebración del Consejo 
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Europeo de Feira en junio de 2000, será fundamental para la definición de los 
aspectos civiles de la gestión de crisis. 
El Tratado de Ámsterdam reforzó el carácter operativo de la PESC, 
introduciendo la estrategia común como nuevo instrumento de política exterior 
que venía a añadirse a las posiciones comunes y acciones conjuntas introducidas 
en Maastricht, así como incorporando las misiones Petersberg realizadas hasta ese 
momento por la Unión Europea Occidental (UEO) y creando la figura del Alto 
Representante de la PESC, cargo que ocuparía Javier Solana53. Las estrategias 
comunes de la Unión “en ámbitos en los que los Estados miembros tengan 
                                                 
53 Javier Solana ejerció como Alto Representante para la Política Exterior 
y de Seguridad Común de la UE durante diez años, desde octubre de 1999 hasta 
diciembre de 2009, siendo responsable de la formulación del primer concepto 
estratégico de la UE, expresado en la Estrategia Europea de Seguridad, y dando 
operatividad a la política europea de gestión de crisis, con la puesta en marcha de 
diversas misiones, tanto civiles como militares, en el ámbito de la PESD. Antes de 
ser nombrado como el primer Alto Representante, Solana había sido Secretario 
General de la OTAN (1995-1999), asunto ciertamente sorprendente dada su 
precedente oposición a la presencia de bases militares americanas  y a la 
integración de España en la OTAN (adhesión realizada en 1982, bajo el Gobierno 
UCD liderado por Adolfo Suárez y Leopoldo Calvo-Sotelo, si bien la integración 
en la estructura militar de la Organización no se realizó hasta 1999) , aunque una 
vez el partido socialista ganó las elecciones de 1982, el Gobierno dio un giro pro-
atlantista a su política y defendió la continuidad de España en la Alianza del 
Atlántico Norte. Solana ejerció su mandato de Secretario General de la OTAN en 
un momento de reestructuración de las estructuras políticas y militares, y en un 
contexto muy delicado para Europa, marcado por la guerra en la antigua 
Yugoslavia y la redefinición de las relaciones con Rusia con vistas a integrar a los 
países del centro y del Este de Europa en la Alianza (Ortiz de Zárate 2015) 
. El papel de Solana en la OTAN fue un factor fundamental para ser elegido 
posteriormente Alto Representante de la PESC. Ante las diferencias de concepción de la defensa 
europea manifestadas en las posiciones francesa y británica, y su competición por construir una 
verdadera defensa de la UE o dejar a Europa únicamente bajo el paraguas de la OTAN, Solana 
representó el candidato del consenso, conocedor de las dos dimensiones, pudiendo representar y 
negociar teniendo en cuenta las divergencias, construyendo progresivamente las capacidades en el 
ámbito de la seguridad y la defensa, sin dejar de respetar las posiciones de los Estados más pro 
atlantistas, y sus contenciones o frenos ante una eventual defensa común. 
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importantes intereses en común” serán definidas por el Consejo Europeo, 
responsable asimismo de definir, en virtud del artículo J.3, los principios y las 
orientaciones generales de la PESC, “incluidos los asuntos que tengan 
repercusiones en el ámbito de la defensa” (Tratado de Ámsterdam 1997Art. J.3). 
Tras la entrada en vigor del Tratado de Ámsterdam se incluyeron las 
nuevas misiones (Petersberg) en el Título V (disposiciones relativas a la PESC) 
del Tratado de la UE: 
“misiones humanitarias y de rescate, misiones de 
mantenimiento de la paz y misiones en las que intervengan 
fuerzas de combate para la gestión de crisis, incluidas las 
misiones de restablecimiento de la paz” (Tratado de 
Ámsterdam 1997Título V, Art. J.7, P.2). 
En Ámsterdam se opera asimismo un cambio en la financiación de los 
gastos operativos de la PESC, que a diferencia de las disposiciones del TUE, que 
preveía un procedimiento complejo que implicaba tanto al presupuesto 
comunitario como a los Estados miembros, “correrán a cargo del presupuesto de 
las Comunidades Europeas”, excepto en el caso de los gastos “relativos a las 
operaciones que tengan repercusiones en el ámbito militar o de la defensa y los 
casos en que el Consejo decida, por unanimidad, otra cosa” (Tratado de 
Ámsterdam 1997Art. J.18). En estos casos de operaciones con implicaciones 
militares o defensivas, los Estados miembros no están obligados a contribuir a su 
financiación siempre y cuando se hayan abstenido en la votación correspondiente 
en el seno del Consejo y hayan realizado una declaración formal, de conformidad 
con el contenido del artículo J. 13 (Tratado de Ámsterdam 1997Art. J. 13, apart. 1, 
párr. 2) 
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. En caso contrario, los Estados miembros que corran con los gastos lo 
harán en función de una distribución basada en el producto nacional bruto, salvo 
en situaciones en que el Consejo decida lo contrario por unanimidad. 
Al integrar las misiones Petersberg, el Tratado mostraba la voluntad 
europea de visibilizar su política exterior y de asumir nuevas funciones en el 
ámbito de la seguridad global, principalmente en el ámbito de la prevención de 
conflictos y gestión de crisis más allá de sus fronteras, otorgando un peso 
específico al rol internacional de la UE y a su proyección exterior. En función de 
nuestro marco teórico, ello sería coincidente por un lado con la tercera función de 
Bickerton relativa a la finalidad política de la Unión, aplicada a la constitución de 
la UE como actor de seguridad en la escena mundial. Por otro lado con el enfoque 
introspectivo de la Unión, reflejado en intereses institucionales y en intereses 
políticos de los Estados miembros o la voluntad común “de garantizar la 
seguridad en Europa por medio de operaciones tales como las misiones 
humanitarias o de restablecimiento de la paz” (Summaries of EU Legislation), en 
el sentido de evitar que las consecuencias de crisis lejanas afecten al territorio 
europeo de una forma u otra. Por último, en relación con la primera función y con 
la tesis de la anti-política exterior de Chandler, el Tratado de Ámsterdam, al igual 
que las iniciativas posteriores, muestra cómo la militarización de la UE no se 
corresponde con una ambición y asunción real de responsabilidades en el ámbito 
de la seguridad internacional. La PESD implica una “securitización de la entidad e 
imagen de la UE” al mismo tiempo que se mantiene el Tratado del Atlántico 
Norte como el marco principal para la defensa común de (casi todos) los Estados 
miembros de la Unión, en lo que cabría definir como “a continuing evasión of 
strategic responsibility” (Bailes 2008 énfasis en el original). La segunda función, 
relativa a las dinámicas institucionales, se hará cada vez más visible a medida que 
la Unión se dote de las capacidades necesarias para llevar a cabo las misiones 
PESD y necesite de terrenos para su experimentación. 
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Bajo Presidencia alemana, los miembros del Consejo Europeo reforzaron 
las iniciativas europeas en materia de seguridad y defensa, con la mira puesta en 
que “la Unión Europea desempeñe plenamente su papel en la escena 
internacional” (Consejo Europeo de Colonia 1999). 
Será en el Consejo Europeo de Colonia cuando se institucionalice la 
PESD, con el objetivo de permitir a la Unión dotarse de los instrumentos 
necesarios para desarrollar sus capacidades civiles y militares de gestión de crisis 
y de prevención de conflictos a escala internacional, para poder así llevar a cabo 
las misiones Petersberg definidas en el Título V del Tratado de la UE: 
“Estamos convencidos de que, para asumir 
plenamente sus misiones en el ámbito de la prevención de 
conflictos y la gestión de crisis, la Unión Europea debe 
tener a su disposición los oportunos recursos e 
instrumentos. Por consiguiente, nos comprometemos a 
seguir desarrollando unos recursos militares europeos más 
eficaces a partir de los actualmente existentes a escala 
nacional, binacional y multinacional, y a reforzar nuestros 
propios recursos a tal efecto. Esto exige mantener un 
esfuerzo de defensa sostenido, realizar las adaptaciones 
necesarias en los ámbitos del reconocimiento estratégico, 
el transporte estratégico y el mando de las fuerzas 
armadas. Exige también procurar adaptar, entrenar y 
aglutinar unas fuerzas europeas nacionales y 
multinacionales” (Consejo Europeo de Colonia 1999). 
El establecimiento de la PESD centró su eje de interés en el desarrollo de 
capacidades tanto civiles como militares para poder realizar operaciones de 
gestión de crisis, descuidando el ámbito conceptual, al no especificar los objetivos 
políticos, la visión estratégica o las motivaciones para llevar a cabo las 
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operaciones. La asunción de las misiones Petersberg de la UEO aportó algo de 
claridad respecto al tipo de misiones que realizaría la UE, aunque la finalidad 
política permaneció sin definir, vaguedad que se explicaría por las diferencias 
entre los Estados miembros a la hora de afrontar los retos del desarrollo de una 
defensa europea (Bailes 2005). 
Esta limitación remite a la preeminencia de los medios sobre los fines, lo 
cual provoca contradicciones a la hora de actuar en determinados escenarios de 
crisis, donde “what the EU does is determined to a large extent by its own 
capacity rather than by what a particular situation requires. The ‘what-can-be-
done’ approach seems to prevail over the ‘what-must-be-done’” (Tardy 2009a). 
En diciembre de 1999, bajo presidencia finlandesa se celebró el Consejo 
Europeo de Helsinki, durante el cual se definió un Objetivo Principal o General 
(Headline Goal) para la PESD en términos de capacidades militares, según el 
cual: 
“cooperando voluntariamente en 
operaciones dirigidas por la UE, los Estados 
miembros, a más tardar en 2003, deben estar en 
condiciones de desplegar en el plazo de sesenta 
días y mantener durante un mínimo de un año 
fuerzas militares de hasta 50.000 o 60.000 personas 
capaces de ejercer toda la gama de misiones de 
Petersberg” (Consejo Europeo de Helsinki 10 y 11 
de diciembre de 1999II, apart. 26). 
La UE reafirmaba así su ambición de participar en el ámbito de la 
seguridad internacional, determinada a dotarse de una “capacidad de decisión 
autónoma” y de “la capacidad de iniciar y llevar a cabo operaciones militares 
dirigidas por la UE en respuesta a crisis internacionales”, siempre y cuando no 
participase la OTAN en su conjunto, para evitar “duplicaciones innecesarias”, y 
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dejando claro que estos avances en materia defensiva no implicaban en ningún 
momento la creación de un ejército europeo (Consejo Europeo de Helsinki 10 y 
11 de diciembre de 1999II, P. 27). 
En Helsinki se especificaba de esta manera que las capacidades militares 
de la PESD estaban orientadas hacia fuera, hacia la intervención en crisis más allá 
de las fronteras de Europa, y no a la defensa colectiva del territorio europeo, que 
los Estados miembros deseaban seguir manteniendo bajo la égida de la OTAN y 
la alianza estratégica con los EEUU. Esta posición se ha mantenido de forma 
constante hasta el día de hoy, a pesar de algunos extractos de narrativa 
institucional relativos a la defensa común de la Unión, y no se prevé que cambie 
en un futuro inmediato, como arguye Bailes: 
“Whatever any new treaty document may say 
about formulating a mutual military defence commitment, 
no one yet envisages the EU machinery taking charge of 
Europe’s total military inventory or planning for the direct 
defence of European territory any day soon” (Bailes 
2008). 
Otros autores consideran que en Europa coexisten dos formas en la 
gobernanza de la seguridad, en función de la naturaleza westfaliana de la OTAN y 
poswestfaliana de la UE: “the post-Westphalian security community 
institutionalized in the EU; a collective defence arrangement underpinning a 
Westphalian security community institutionalized in NATO” (Sperling 2009). 
Tras el protagonismo dado en Helsinki al desarrollo de las capacidades 
militares de la PESD, el Consejo Europeo de Feira de junio de 2000, bajo la 
Presidencia portuguesa, definió la política de la Unión respecto a la gestión civil 
de las crisis, creando por decisión del Consejo adoptada el 22 de mayo de 2000 un 
Comité para los aspectos civiles de la gestión de crisis (el CIVCOM). El 
desarrollo y fortalecimiento de las capacidades civiles de gestión de crisis de la 
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Unión tenía como objetivos “actuar para evitar el surgimiento y escalada de 
conflictos; consolidar la paz y la estabilidad interna en períodos de transición; 
garantizar la complementariedad entre los aspectos militar y civil de la gestión de 
la crisis cubriendo plenamente todas las misiones de Petersberg” (Consejo 
Europeo de Santa Maria da Feira 19 y 20 de junio de 2000). 
Para hacer frente a las crisis desde el punto de vista de los aspectos civiles, 
el Consejo identificó cuatro áreas prioritarias: la policía, el fortalecimiento del 
Estado de derecho (principalmente la asistencia al restablecimiento del sistema 
judicial y penitenciario), el fortalecimiento de la administración civil y la 
protección civil (incluyendo la búsqueda y rescate en operaciones de socorro en 
caso de desastre). En el sector de la policía los Estados miembros reconocieron su 
papel fundamental en las operaciones internacionales de gestión de crisis, y 
fijaron un objetivo concreto (Objetivo Principal Civil o Civilian Headline Goal) 
que deberían alcanzar en 2003: “suministrar hasta 5000 agentes en misiones a 
nivel internacional de toda la gama de operaciones de prevención y gestión de 
crisis y como respuesta a las necesidades específicas que se planteen en las 
distintas fases de estas operaciones”. En el marco del Objetivo Principal de 
capacidades civiles, los Estados miembros privilegiaron la capacidad de 
despliegue rápido, comprometiéndose a “poder determinar y desplegar, dentro de 
un plazo de 30 días, fuerzas de policía que puedan ejecutar operaciones y 
misiones de asesoramiento, formación y supervisión policial, así como de policía 
operativa” (Consejo Europeo de Santa Maria da Feira 19 y 20 de junio de 2000). 
Así pues, en Feira el Consejo Europeo mostró su determinación para dotar 
a la Unión de las capacidades civiles necesarias para hacer frente a crisis 
internacionales según dos modalidades diferentes, “tanto en respuesta a la petición 
de un organismo importante como las Naciones Unidas o la OSCE o, cuando 
corresponda, en acciones autónomas de la UE”. 
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Si bien la narrativa de la UE plantea una aproximación altruista y 
normativa como razón para el desarrollo de las capacidades “con un objetivo de 
mejorar su potencial para salvar vidas humanas en situaciones de crisis, para 
mantener el orden público básico, evitar una mayor escalada, facilitar el regreso a 
una situación pacífica, estable y autosostenible”, también admite motivaciones 
internas como “gestionar los efectos adversos en los países de la UE”, según un 
enfoque realista que defiende los intereses securitarios de Europa. Otro aspecto 
autorreferencial fundamental sería la búsqueda de “la visibilidad de la Unión”, en 
relación con la tercera función ontológica, que coadyuvaría a la construcción de la 
identidad de la UE, a su proyección exterior y a la búsqueda de significado. En 
este sentido, la Unión defendió desde Feira la existencia de un “valor añadido” de 
la UE en las áreas prioritarias de gestión civil de las crisis. Considerando que las 
organizaciones internacionales más importantes en el mantenimiento de la paz no 
habían prestado la atención suficiente a los sectores de la gestión civil de las 
crisis, la UE se autoproclamaba un actor que podría hacer en este ámbito una 
“respetable contribución cuantitativa y cualitativa”, otorgando a la Unión unas 
funciones y unas competencias determinadas en la gobernanza de la seguridad 
internacional, fomentando su visibilidad como un actor con poder y peso 
específico en las áreas de prevención de conflictos y gestión civil de crisis 
(Consejo Europeo de Santa Maria da Feira 19 y 20 de junio de 2000). 
Esta especificidad europea se materializará posteriormente a la hora del 
despliegue de las operaciones europeas, la mayoría de las cuales serán de 
naturaleza civil, en lo que consideramos, desde nuestra posición teórica, como un 
síntoma de la tercera función, en forma de la búsqueda de un rol particular que 
visibilice la acción europea que acabamos de enunciar, y de la primera función, en 
línea con la elusión de una mayor responsabilidad o implicación en la seguridad 
internacional. 
Además, la gestión civil de crisis, a diferencia de la militar, recae tanto en 
el segundo pilar, de carácter intergubernamental, como en el primer pilar, 
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comunitario, donde la Comisión Europea estaba implicada en acciones de 
prevención de conflictos antes del desarrollo de la PESD. La Comisión se 
manifiesta de esta manera como un escenario propicio para la vinculación de la 
seguridad y el desarrollo, reflejada en su papel en el ámbito de la prevención de 
conflictos y gestión civil de crisis (Tardy 2009a). 
En el segundo semestre de 2000, durante la Presidencia francesa, se 
celebró el Consejo Europeo de Niza, que reflejará las decisiones y medidas 
adoptadas en materia de seguridad y defensa en los Consejos anteriores. Se 
establece en el seno del Consejo el Comité Político y de Seguridad (PSC o COPS) 
y se crean las estructuras militares de la UE, el Comité Militar (CMUE) y el 
Estado Mayor Militar (EMUE)54, responsables del proceso de decisión y 
planeamiento de las funciones de gestión de crisis. Se incluye la asunción formal 
de las misiones Petersberg de la UEO y se establecen los canales 
interinstitucionales de cooperación entre la UE y la OTAN, formalizados en los 
Acuerdos Berlín Plus de 2003, según los cuales la UE podía hacer uso de los 
medios y capacidades de la OTAN en el caso de que ésta no estuviera involucrada 
en una determinada gestión de crisis (Consejo Europeo de Niza 2000). En Niza se 
sientan las bases operativas de la PESD, tras la tensión manifiesta entre las 
ambiciones declaradas en política exterior y de seguridad de la UE y la 
insuficiencia de las capacidades y los medios a su alcance, para dar cuerpo de 
manera formal a la nueva política e iniciar la operatividad de la Unión en el 
ámbito de la prevención de conflictos y gestión de crisis, funciones esenciales de 
la PESD. 
En el Consejo Europeo celebrado en Laeken en 2001 se declaró 
formalmente la operatividad de la PESD: 
                                                 
54 Frecuentemente denominados por sus siglas en inglés: EU Military Committee 
(EUMC) y EU Military Staff (EUMS). 
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“Gracias a la continuación del desarrollo de la 
PESD, al fortalecimiento de sus capacidades, tanto civiles 
como militares, y a la creación en su seno de las 
estructuras adecuadas, la Unión es ya capaz de conducir 
operaciones de gestión de crisis” (Consejo Europeo de 
Laeken 14 y 15 de diciembre de 2001b). 
En Laeken se adoptó también una declaración importante sobre el futuro 
de la UE, donde se insiste en el proceso de integración realizado en Europa, 
pasando de ser un “continente maltrecho por dos sangrientas guerras y por el 
declive de su posición en el mundo”, a “un éxito”, una región próspera que “vive 
en paz desde hace más de medio siglo” (Consejo Europeo de Laeken 14 y 15 de 
diciembre de 2001a). 
En un contexto marcado por la globalización y los recientes 
acontecimientos del 11 de septiembre, la Unión se pregunta por su razón de ser: 
“¿Cuál es el papel de Europa en este mundo transformado?”. La respuesta a esta 
pregunta, el sentido de la existencia de la Unión, se va a desplazar de un eje 
interno (las motivaciones primigenias de conseguir una paz y estabilidad en 
Europa) a un eje exterior, en función de su rol en el mundo mediante la asunción 
de “su responsabilidad en la gobernanza de la globalización”, donde pueden jugar 
un papel importante las capacidades adquiridas en el ámbito de la prevención de 
conflictos y la gestión de crisis: 
“El papel que debe desempeñar es el de una 
potencia que lucha decididamente contra cualquier 
violencia, terror y fanatismo, pero que tampoco cierra los 
ojos ante las injusticias flagrantes que existen en el 
mundo” (Consejo Europeo de Laeken 14 y 15 de 
diciembre de 2001a). 
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Los ataques del 11 de septiembre de 2001 en Estados Unidos van a tener 
un impacto directo en el proceso de reflexión de la UE en relación con la 
seguridad internacional, y junto con la invasión de Irak de 2003 por la coalición 
liderada por EEUU y la división en el seno interno de la Unión, van a influenciar 
el camino a seguir. En este sentido, un texto fundamental verá la luz en diciembre 
de 2003, la Estrategia Europea de Seguridad (EES), el documento estratégico de 
la Unión que pretende abarcar la totalidad de la política exterior de la Unión así 
como dar sentido a la dimensión militar desarrollada mediante la PESD, 
constituyendo un marco de referencia fundamental para la acción exterior de la 
UE que no existía con anterioridad: 
“without a foreign policy strategy it was far 
from clear in support of which political objectives 
forces were to be deployed under the EU flag” 
(Biscop 2008). 
Si bien en un principio podría haberse interpretado como una forma de 
retomar la unidad de los Estados miembros después de la división causada por la 
posición en Irak, “a step of high symbolic value but with little impact on actual 
policy-making”, el documento pronto se hizo indispensable en el discurso político 
europeo, con continuas referencias a su contenido e implicaciones prácticas 
(Biscop, Andersson 2008). 
La EES menciona la creación de una agencia en el ámbito de la defensa, 
para el desarrollo de medios militares europeos más flexibles y eficaces. Esta 
medida se había puesto en marcha en el Consejo Europeo de Salónica celebrado 
en junio de 2003, y se hizo realidad en julio de 2004, en virtud de una Acción 
Común del Consejo, que especifica los objetivos principales de la Agencia, entre 
los que destacan el desarrollo de capacidades de defensa  en el ámbito de la 
gestión de crisis, el fomento y mejora de la cooperación europea en materia de 
armamento, el fortalecimiento en el ámbito de la defensa de las bases industriales 
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y tecnológicas europeas y el fomento de la creación de un mercado europeo 
competitivo en el sector del material de defensa, y el aumento de la eficacia de la 
investigación y la tecnología europeas en el ámbito de la defensa (Consejo de la 
Unión Europea 2004Art. 5). 
La EES insiste en la necesidad de que la UE desarrolle y aumente sus 
capacidades, tanto militares como civiles, para poder influir en la seguridad de 
Europa y de los terceros países. En este sentido, el Consejo Europeo celebrado el 
17 y 18 de junio de 2004, además de reiterar la importancia de la EES como 
“marco clave para la formulación de políticas”, aprobó el Objetivo Principal para 
2010, un nuevo objetivo de capacidades militares que reemplaza al Objetivo 
Principal aprobado en Helsinki en 1999, el cual había previsto la creación para 
2003 de una fuerza de reacción rápida que pudiera acatar las misiones Petersberg, 
consistente en sesenta mil efectivos con capacidad de despliegue rápido, en un 
tiempo máximo de sesenta días, y capaces de mantenerse durante un año. Los 
escasos y lentos avances de la UE en este ámbito llevaron a la elaboración de un 
Plan de Acción Europeo de Capacidades en la Cumbre de Laeken, donde a pesar 
de las deficiencias, se declaró la operatividad de la PESD. La influencia de la EES 
y de las primeras operaciones PESD realizadas por la Unión55, las limitaciones 
observadas y la falta de cumplimiento de los compromisos, llevaron a la 
redefinición de los Objetivos Principales, tanto en el ámbito civil como militar. 
El Objetivo Principal Civil para 2008 fue aprobado por el Consejo 
Europeo celebrado en Bruselas el 17 de diciembre de 2004. La rapidez en la 
reacción de la UE se consideró fundamental para la eficacia de la intervención. 
Consiguientemente la UE se fijó como objetivo decidir el lanzamiento de una 
                                                 
55 La primera operación PESD autorizada por el Consejo fue una operación civil, 
ejecutada en Bosnia y Herzegovina en 2003. En 2004 se realizaron otras tres operaciones civiles y 
una misión de observación. La primera operación militar de la PESD fue la Operación Concordia, 
desarrollada en 2003 en la Antigua República Yugoslava de Macedonia (recurriendo a los medios 
de la OTAN en virtud de los acuerdos Berlín Plus), y la primera operación realizada fuera de 
Europa (y sin utilizar las capacidades de la OTAN) fue la Operación Artemis, desarrollada en 2003 
en la República Democrática del Congo, concretamente en la población de Bunia. 
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misión en los cinco días siguientes a la aprobación por el Consejo del concepto de 
gestión de crisis, y desplegar las capacidades civiles específicas en un plazo de 
treinta días tras la decisión de lanzar una misión (Consejo Europeo de Bruselas 
2004b). Un nuevo Objetivo Principal Civil para 2010 sería adoptado el 1 de enero 
de 2008, teniendo en cuenta las lecciones aprendidas de las anteriores misiones 
civiles de la PESD y las limitaciones encontradas. 
El Objetivo Principal Militar para 2010 (Headline Goal 2010) fue 
aprobado por el Consejo de Asuntos Generales y Relaciones Exteriores el 17 de 
mayo de 2004 y ratificado por el Consejo Europeo celebrado en Bruselas en junio 
de 2004. El énfasis del Objetivo se situó en la disponibilidad, la capacidad de 
despliegue, la sostenibilidad y la interoperabilidad, de donde se derivó la 
determinación de desarrollar fuerzas más pequeñas y efectivas que las fuerzas 
planteadas en Helsinki, fuerzas de reacción rápida inspiradas en las de la OTAN 
(Nato Response Force) y basadas en el concepto de “grupos de combate” o 
“agrupaciones tácticas”, más conocidos como “battlegroups” (Consejo Europeo 
de Bruselas 2004a). 
El germen de este concepto se encuentra en la Cumbre franco-británica 
celebrada en Le Touquet el 4 de febrero de 2003, sobre el desarrollo de las 
capacidades operativas en el seno de una “Europa de la defensa”. La propuesta se 
hizo más explícita en la Cumbre franco-británica celebrada en Londres el 24 de 
noviembre de 2003, donde los dos Estados miembros afirmaron la necesidad de 
desarrollar las capacidades de la UE en la gestión de crisis, desarrollando fuerzas 
de reacción rápida que tomen como ejemplo “el éxito de la operación Artemis”, 
primera operación PESD de carácter autónomo llevada a cabo en la República 
Democrática del Congo bajo liderazgo francés, al igual que la operación 
Concordia en Macedonia, liderada también por Francia, aunque de carácter no 
autónomo al recurrir a los medios y capacidades de la OTAN. Tomando como 
base estos precedentes, los dos países propusieron el desarrollo de los 
“battlegroups”: 
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“The EU should be capable and willing to deploy 
in an autonomous operation within 15 days to respond to a 
crisis. The aim should be coherent and credible battle-
group sized forces, each around 1500 troops, offered by a 
single nation or through a multinational or framework 
nation force package, with appropriate transport and 
sustainability”(Franco-British Summit 2003). 
Alemania respaldó la iniciativa franco-británica y el concepto de 
battlegroup en febrero de 2004, antes de que fuera sometido al COPS el día 10 de 
febrero, aprobado en mayo por el CAGRE, y adoptado formalmente en el Consejo 
Europeo de junio. El concepto de battlegroup consiste en una fuerza de 1500 
soldados altamente capacitados, con apoyo aéreo y naval, desplegables en quince 
días y sostenibles al menos treinta días (hasta 120 días, con rotaciones). Deben ser 
flexibles para desplegarse en escenarios de crisis remotos y en ambientes hostiles, 
como una fuerza autónoma o bajo mandato de la ONU, y ser capaces de preparar 
el terreno para operaciones de mantenimiento de la paz tradicionales y de mayor 
tamaño de la ONU o de los Estados miembros. Los battlegroups necesitan 
transporte estratégico y capacidades de combate, lo cual la UE estaba muy lejos 
de poseer, por lo que el concepto de battlegroup remite de forma específica a las 
carencias de la PESD y a la necesidad de un proceso de desarrollo de capacidades 
para poder experimentar en el ámbito de la gestión de crisis (Quille 2006). 
No obstante, las ambiciones de la UE de ser capaz de desplegar fuerzas de 
forma rápida y autosostenible no han sabido corresponderse con la 
implementación del concepto en la práctica, disminuyendo unas expectativas 
sobredimensionadas. De hecho, a pesar de que los battlegroups alcanzaron su 
plena capacidad operativa a principios de 2007, “and since that date, when 
responding to a crisis the EU is able to undertake two rapid-response deployments 
of limited duration if so decided by the Council, either as stand-alone actions or as 
part of a larger operation”, la UE nunca ha movilizado los battlegroups en sus 
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acciones de gestión de crisis, sino que ha empleado mecanismos ad hoc, 
reflejando por un lado los problemas financieros: “the high operational tempo, the 
substantial costs associated with the preparation and the possible deployment of 
Battlegroups, combined with current financial crisis and austerity, pose, however, 
challenges to fill the Battlegroup Roster”; y por otro lado las divergencias 
políticas para poner en práctica iniciativas, incluso una vez institucionalizadas, en 
el ámbito de la defensa y de la seguridad internacional (Council of the European 
Union 2007 (updated 2013)). 
La UE ha dispuesto de múltiples ocasiones para el despliegue de los 
battlegroups en situaciones de crisis incipientes, considerando su utilización para 
la gestión de crisis en el continente africano, en la República Democrática del 
Congo en 2008, en el Sur de Sudán en 2010 o en Mali en 2012.56 Sin embargo, no 
existió la voluntad política, sustentada por los recursos necesarios, para 
comprometerse en el ámbito del mantenimiento de la paz: “The reluctance to lend 
political support for military intervention shows that although member states are 
prepared to pledge their contributions in principle, the commitments are not 
generally seen as binding and tend not to materialise when called in” 
(Barcikowska 2013). 
2.1. Visiones y contradicciones: El desarrollo de la PESC y la PESD bajo la 
luz de la tesis de la funcionalidad 
La génesis y el desarrollo de la Política Exterior y de Seguridad Común de 
la UE, y de la Política Europea de Seguridad y Defensa, reflejan un patrón de 
actuación de la UE que se ha mantenido relativamente constante a lo largo de la 
                                                 
56 Aunque la crisis en Mali era vista como el tipo de situación para el que estaba diseñado 
el concepto de los battlegroups, las diferencias de posición entre los Estados miembros produjeron 
la inacción y la ausencia de su despliegue, como relataba sintéticamente un artículo de The 
Economist: “The unit currently on the roster, the “Weimar battlegroup”, is led by Poland with 
contributions from France and Germany. But for the Poles, already committed in Afghanistan, 
Mali is a foreign war too many. And the Germans are always reluctant to put boots on the ground” 
(Charlemagne (columnist) 2013). 
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evolución en este ámbito político. En este epígrafe intentaremos establecer 
conexiones importantes entre el desarrollo de la política de prevención de 
conflictos y gestión de crisis de la Unión y algunos de los conceptos 
fundamentales de nuestro marco teórico centrado en la tesis de la funcionalidad y 
el enfoque introspectivo de la Unión. 
En el informe presentado por el Secretario General y Alto Representante al 
Consejo de Niza se enuncian algunas de las motivaciones y visiones de la 
aproximación europea al ámbito de la prevención de conflictos y la gestión de 
crisis, que se van a mantener más o menos constantes a lo largo del tiempo, con 
pequeñas variaciones en función de los acontecimientos globales. Podemos 
utilizarlo para relacionar la perspectiva europea con algunos aspectos 
fundamentales de nuestro marco teórico y así observar a qué funciones internas 
responde de forma específica, lo cual nos ayudará a comprender posteriormente 
las motivaciones subyacentes para la aproximación europea al continente africano 
en el ámbito de la seguridad. 
En primer lugar, la autoconsideración de la UE como un caso ideal de 
prevención de conflictos, al haber sido capaces de construir una unión económica 
y política tras haber vivido los horrores de las guerras mundiales: “Conflict 
prevention is at the heart of the European Union which is in itself a strikingly 
successful example of how reconciliation, stability and prosperity can be 
promoted through closer cooperation and understanding” (Secretary General and 
the Commission 2000). En este sentido, la UE se considera un ejemplo o modelo 
que se puede imitar o replicar en otros escenarios de conflicto, coincidente con 
nuestra tercera función (búsqueda de significado y motivos normativos). 
Adicionalmente, la propia experiencia conflictual se considera un factor 
determinante para el desarrollo de la política exterior europea: 
“Our experience of the consequences of conflict 
has been instrumental in the development of civilian and 
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military crisis management capabilities, and is a 
driving factor in the development of a more 
effective and responsive common foreign and 
security policy” (Secretary General and the 
Commission 2000). 
De esta manera se funde o confunden dos dimensiones, la UE como 
modelo o ejemplo de prevención de conflictos y la UE como actor (bueno) hacia 
el exterior. En esta visión subyace una contradicción que se manifiesta a la hora 
de emprender acciones en el exterior, y es la diferencia entre ser un buen ejemplo 
y las posibilidades de hacer el bien que tiene Europa. Bailes lo define como sigue: 
“one supreme  ambivalence in the EU’s 
overall strategy between doing good - through 
visible, active intervention - and being good - that 
is, the assumption that the Union’s creation and 
survival is something of existential value for the 
world” (Bailes 2008). 
En segundo lugar, la construcción de la PESD en el seno de la PESC 
centró y limitó desde el principio sus esfuerzos al desarrollo de una política de 
prevención de conflictos y gestión de crisis, orientando su acción hacia el exterior, 
es decir, hacia una participación en la esfera de la seguridad internacional, 
dejando la defensa colectiva de Europa en manos de la OTAN. Así pues, el 
desarrollo de las capacidades militares de la UE se debe considerar desde su 
ambición de constituirse en un actor internacional (tercera función) “that is 
regionally based but that aspires to be of global reach”, para lo cual necesita 
equilibrar “its global aspirations with its non-global capabilities” (Tardy 2009a). 
“Preserving peace, promoting stability and 
strengthening international security worldwide is a 
fundamental objective for the Union, and 
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preventing violent conflict constitutes one of its most 
important external policy challenges” (Secretary General 
and the Commission 2000). 
En tercer lugar, otros motivos de los Estados miembros para el desarrollo 
de la PESD y de las capacidades para la gestión de crisis serían de corte realista, 
en el sentido de garantizar sus intereses y la seguridad de la propia Europa: 
“Conflict bears a human cost in suffering and 
undermines economic development. It also affects EU 
interests by creating instability, by reducing trade and 
putting investments at risk, by imposing a heavy financial 
burden in reconstruction and ultimately by threatening the 
security of its citizens. The financial costs of preventing 
conflict are small compared to the cost of addressing its 
consequences” (Secretary General and the Commission 
2000). 
Estos intereses se hacen más evidentes ante la perspectiva de la ampliación 
de 2004, en vista de la preparación, los desafíos y las perspectivas de esta quinta 
ampliación de la UE, cuando diez nuevos países57 y unos setenta y cinco millones 
de habitantes se adhirieron a la Unión Europea, si consideramos que para la 
acción exterior de la UE las regiones próximas a las fronteras de la UE son 
prioritarias, con el fin de garantizar su seguridad interior. Esta ampliación 
histórica de la Unión de quince a veinticinco miembros cierra un largo proceso de 
adhesión que ha permitido la reunificación del pueblo europeo, dividido durante 
medio siglo por el telón de acero y la Guerra Fría. 
                                                 
57 La UE pasó de quince a veinticinco miembros en 2004, con la adhesión de tres antiguas 
repúblicas soviéticas (Estonia, Letonia y Lituania), cuatro antiguos satélites de la URSS (Polonia, 
República Checa, Hungría y Eslovaquia), una antigua república yugoslava (Eslovenia) y dos islas 
mediterráneas (Chipre y Malta). 
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En cuarto lugar, el desarrollo de las capacidades civiles para la gestión de 
crisis refleja además, como vimos más arriba, la ambición de la UE de ocupar un 
lugar concreto en el sistema  de gobernanza mundial de la seguridad, al cubrir un 
espacio desocupado o de menor interés para otras organizaciones cuyo cometido 
principal es el mantenimiento de la paz, como la ONU o la OTAN. Las cuatro 
áreas prioritarias de gestión civil de crisis establecidas en Feira (policía, 
fortalecimiento del Estado de derecho, fortalecimiento de la administración civil y 
protección civil) le dan a la UE la posibilidad de intervenir en las crisis al lado de 
otros actores centrados en los aspectos que implican el uso de fuerzas militares u 
otras acciones de peacekeeping, mientras las operaciones europeas pueden 
encargarse de acciones en áreas importantes para el estadio de la reconstrucción 
posconflicto o para una prevención de conflictos de carácter estructural, 
generando un “valor añadido” y una determinada identidad como actor de 
seguridad. 
Esta especificidad implica por un lado la presencia simultánea en el 
terreno de la UE y otros actores en el ámbito de la seguridad, lo cual conlleva la 
redefinición de las relaciones entre la UE y los otros actores, fundamentalmente la 
ONU y la OTAN58, pero también la OSCE, la Unión Africana y otros actores 
regionales, evidenciando que los esfuerzos de la UE por alcanzar sus objetivos a 
escala mundial necesitan del establecimiento de asociaciones o partenariados con 
otras organizaciones internacionales (Tardy 2009a). 
“The causes of conflict are usually complex 
and therefore require complex policy responses 
which can only be delivered by a broad range of 
                                                 
58 El caso de la OTAN es particular, al depender la UE de sus capacidades a la hora de 
desplegar las operaciones militares PESD. En el Consejo Europeo de Niza se sientan las bases de 
las consultas y la cooperación entre las dos organizaciones, y posteriormente los Acuerdos Berlín 
Plus, adoptados en marzo de 2003, especificaron cómo la Alianza Atlántica podía apoyar las 
operaciones PESD de gestión militar de crisis dirigidas por la UE (siempre y cuando no participe 
la OTAN en su conjunto), garantizando el acceso de la UE a las capacidades de planificación de la 
OTAN. 
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actors, some of whom have specific mandates under 
international law. Recent experience clearly demonstrates 
the need for the European Union to cooperate closely in 
this area with other regional and international 
organisations as well as with the non-governmental 
sector” (Secretary General and the Commission 2000). 
Por otro lado, esta particularidad de la UE refleja un patrón acentuado de 
intervenir en las crisis evitando una participación de mayor calibre en las mismas, 
sirviendo de esta manera a los intereses y objetivos de los Estados miembros. Es 
decir, una implicación sin un verdadero compromiso para terminar con las causas 
y las consecuencias de los conflictos, evitando una política de poder y sin contar 
con una verdadera estrategia, lo cual responde a nuestra primera función, 
legitimando la inacción de los Estados miembros, y a un patrón de anti-política 
exterior, que se refleja en la forma en la que la UE se sirve de la PESD: 
“the deliberate avoidance of obligations and risks 
that might overstretch the capacity (or the subjective 
confidence) of the emergent EU security community - 
combined, ideally, with finding some else (often the 
United States) to take on the ‘dirty work’” (Bailes 2008). 
Al no poseer las capacidades necesarias, la implicación de la UE en las 
crisis internacionales sería moralmente discutible al ignorar “some of the literal 
and metaphorical cries for help that ought to mean most for a European sense of 
values” (Bailes 2008). 
Además, la elección europea de llevar a cabo misiones que minimizan 
tanto el componente militar, privilegiando el civil, como el riesgo de su actuación 
en el terreno, abre algunos interrogantes acerca de la identidad  y las motivaciones 
de la UE en su ambición de convertirse en un actor de seguridad, presentándose 
en el campo de las intervenciones internacionales como un actor (secundario) 
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bueno, responsable o ético. Mientras, como afirma Bailes, algunos Estados 
miembros no dudan en implicarse por otras vías en escenarios de conflicto que 
implican un mayor riesgo y participación militar, como en las operaciones 
llevadas a cabo por EEUU en Irak, por la OTAN en Afganistán, el Reino Unido 
en Sierra Leona o Francia en Costa de Marfil (Bailes 2008). 
En quinto lugar, en relación con nuestra segunda función (el equilibrio de 
poder y las dinámicas institucionales) y con el enfoque introspectivo o 
autorreferencial de la Unión, el propio desarrollo de la PESD se constituye en una 
motivación per se, en un momento en el que la UE no conseguía avanzar en otros 
aspectos fundamentales (Tratado constitucional), sirviendo de motor para 
mantener el impulso europeo y la progresión en el proceso incremental de 
construcción institucional del proyecto de integración europea. 
3. La Estrategia Europea de Seguridad y el enfoque integral de la 
UE 
La característica principal de la política exterior europea ha sido, es y 
sigue siendo su naturaleza intergubernamental, donde rige la regla de la 
unanimidad, por lo que el aspecto clave de los procesos de toma de decisiones 
reside en la voluntad política de los Estados miembros, según sus intereses 
nacionales a la hora de actuar o no actuar, y su concepción del uso de la fuerza y 
de la intervención externa. En función de esta premisa básica, el consenso de los 
Estados miembros condiciona la posición y la actuación de la UE en materia de 
política exterior, las iniciativas en relación con los temas globales más 
importantes y el establecimiento de mecanismos o instrumentos para avanzar (o 
no) en este sentido. En esta tesitura compleja (la unanimidad deviene, en 
ocasiones, el principal factor limitante) se sitúa la construcción progresiva del rol 
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internacional de la UE enmarcado en un enfoque integral u holístico de la política 
exterior y de seguridad. 
La Estrategia Europea de Seguridad (EES), cuyo título versa: “Una Europa 
segura en un mundo mejor”, fue adoptada por la Unión Europea en diciembre de 
2003, y representa, junto con el informe sobre su aplicación de diciembre de 2008 
(“Ofrecer seguridad en un mundo en evolución”) la dimensión exterior de la 
seguridad de Europa.59 
En un escenario global marcado por los acontecimientos del 11 de 
septiembre de 2001 y por la invasión de Irak de 2003, se intensificó el proceso de 
reflexión en torno a los ámbitos de la política exterior y de seguridad europea, con 
la adopción en diciembre de 2003 de la Estrategia Europea de Seguridad, donde se 
identifican determinadas amenazas prioritarias y objetivos estratégicos, aunque el 
                                                 
59 No desarrollaremos en este capítulo la Estrategia de Seguridad Interior 
de la Unión Europea (“Hacia un modelo europeo de seguridad”) que fue adoptada 
por el Consejo de Justicia y Asuntos de Interior en su sesión de los días 25 y 26 de 
febrero de 2010 y aprobada por el Consejo Europeo en su reunión del 25 y 26 de 
marzo de 2010, y cuyos sendos informes sobre su aplicación se elaboraron en 
noviembre de 2011 y en abril de 2013. La Estrategia de Seguridad Interior de la 
UE: Hacia un modelo europeo de seguridad, remite de forma sintética a “los 
principales riesgos y amenazas para la seguridad a los que se enfrenta hoy Europa, 
como el terrorismo, la delincuencia organizada y grave, el tráfico de drogas, la 
ciberdelincuencia, la trata de seres humanos, la explotación sexual de menores y 
la pornografía infantil, la delincuencia económica y la corrupción, el tráfico de 
armas y la delincuencia transfronteriza, se adaptan muy rápidamente a la 
evolución científica y tecnológica, en su intento de aprovecharse ilegalmente y 
socavar los valores y la prosperidad de nuestras sociedades abiertas” (Consejo 
Europeo 2010). Una Comunicación posterior de la Comisión al Parlamento 
Europeo y al Consejo, el 22 de noviembre de 2010,  propuso cinco objetivos 
estratégicos con acciones específicas para poner en práctica la Estrategia durante 
el periodo 2011-2014, “para superar los retos más urgentes y hacer que la UE sea 
más segura”(Comisión Europea 2010) 
. 
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documento tiene una orientación demasiado general y no especifica 
detalladamente las líneas de acción concretas a seguir. 
El también denominado “Documento Solana” pretendía ser una estrategia 
comprehensiva de seguridad y una referencia conceptual para la acción exterior de 
la Unión. Con la Estrategia, la Unión Europea pretendía dar un paso adelante 
introduciendo un ‘enfoque holístico’, ‘integral’ o ‘comprehensivo’, que abarcara e 
integrase todas las dimensiones de la política exterior y superase los enfoques 
desarrollados en la pos Guerra Fría, teniendo en cuenta la incertidumbre creada 
después de los ataques del 11 de septiembre y reaccionando a la formulación de la 
Estrategia de Seguridad Nacional de EEUU (US National Security Strategy 
(NSS)) de septiembre de 2002. En este sentido, la EES significa el intento de 
restablecimiento del vínculo transatlántico tras las tensiones creadas con el énfasis 
americano en el unilateralismo y en el uso de la fuerza, presentando prácticamente 
la misma definición de las amenazas que la NSS (Tardy 2009a, Biscop 2008). 
No obstante, la EES hace hincapié en “un orden internacional basado en 
un multilateralismo eficaz”, respetando el Derecho internacional, actuando según 
“el marco fundamental para las relaciones internacionales” que es la Carta de las 
Naciones Unidas, y haciendo uso de medios tanto militares como civiles, 
incluyendo “la labor diplomática y las políticas de desarrollo, comercio y medio 
ambiente” (Consejo de la Unión Europea 2003b), para diferenciarse de la NSS y 
su énfasis en el uso de medios coercitivos e instrumentos militares de forma 
unilateral, subordinando los enfoques multilaterales y el derecho internacional a 
cuestiones de seguridad nacional y de integridad territorial(Biermann 2009). 
La UE estaría promoviendo desde principios de siglo un enfoque holístico 
triangular, según el cual la seguridad, el desarrollo económico y los asuntos de 
gobernanza democrática son considerados “essential contributions to the 
generation of political stability in the EU’s international environment” 
(Bagoyoko, Gibert 2009). En términos reales, tanto la NSS como la EES suponen 
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una securitización de determinados aspectos de la política exterior, como el 
énfasis en la democracia, los derechos humanos o el comercio. Esta securitización 
representaría la instrumentalización de las dimensiones no militares de la política 
exterior para servir a intereses políticos o securitarios, estando en el caso de la 
NSS en relación estrecha con la prioridad de la Guerra contra el Terror declarada 
por la Administración Bush tras los ataques del 11 de septiembre (Biscop 2008). 
La Estrategia Europea identifica cinco amenazas principales a las que debe 
enfrentarse la UE: el terrorismo, la proliferación de armas de destrucción masiva, 
los conflictos regionales, la descomposición del Estado y la delincuencia 
organizada. El documento recalca que “en esta época de globalización, las 
amenazas lejanas pueden ser tan inquietantes como las cercanas” y afirma la 
naturaleza dinámica de las nuevas amenazas en la pos Guerra Fría, y los cambios 
en la manera de afrontarlas: “nuestro concepto tradicional de autodefensa, hasta el 
final de la Guerra Fría, se basaba en el peligro de invasión. Con las nuevas 
amenazas, la primera línea de defensa estará a menudo en el extranjero” (Consejo 
de la Unión Europea 2003b). 
Al afirmar que la primera línea de defensa está en el extranjero, la Unión 
defiende la necesidad de una proyección de poder europeo hacia el exterior y de 
asumir responsabilidades mundiales en el ámbito de la paz y la seguridad, por lo 
que algunos autores consideran que la voluntad del documento es “a tacit calling 
for a more extrovert and active role of the Union in the world” (Haine 2008). 
El documento ahonda en conseguir el objetivo de crear un orden 
internacional basado en un multilateralismo eficaz: 
“En un mundo de amenazas, mercados y medios de 
comunicación globales, nuestra seguridad y nuestra 
prosperidad dependen cada vez más de la existencia de un 
sistema multilateral eficaz. Nuestro objetivo es el 
desarrollo de una sociedad internacional más fuerte, con 
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instituciones internacionales que funcionen 
adecuadamente, y de un orden internacional basado 
en el Derecho” (Consejo de la Unión Europea 
2003b) 
Esta declaración se puede interpretar como sirviendo a la función política 
de restaurar la credibilidad de las Naciones Unidas después de la situación de 
descrédito creada con la invasión de Irak, y en lograr un consenso interno sobre el 
papel de la ONU en los tiempos por venir (Gowan 2008). 
El documento estratégico sirve también para presentar el concepto de 
asociación o partnership60 como el modelo a seguir en las relaciones con terceros 
Estados u organizaciones: 
“Pocos son los problemas, si es que hay 
alguno, a los que podamos hacer frente en solitario. 
Las amenazas a las que hemos aludido son 
amenazas comunes, que compartimos con nuestros 
socios más cercanos. La cooperación internacional 
es un imperativo” (Consejo de la Unión Europea 
2003b). 
En este sentido, encontramos en la Estrategia la defensa de intereses 
comunes o preocupaciones compartidas que servirían, como en otras ocasiones, 
                                                 
60 Este concepto de asociación convive con el de ‘asociación estratégica’ o 
‘strategic partnership’, expresión ya introducida a finales de los noventa, en las 
conclusiones del Consejo Europeo de diciembre de 1998. En la EES se hace 
hincapié en la importancia del establecimiento de asociaciones estratégicas con 
algunos países clave: EEUU, Rusia, Japón, China, Canadá y la India, “así como 
con todos los países que comparten nuestros objetivos y nuestros valores y estén 
dispuestos a apoyarlos”, aunque no se define el concepto ni su alcance (Consejo de 
la Unión Europea 2003b, Consejo de la Unión Europea 2003b) 
. 
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para justificar el desarrollo de relaciones asimétricas cuando los terceros países no 
comulgan con los preceptos establecidos por los países del Norte (Marriage 2013) 
En el ámbito geográfico de África Subsahariana, la visión de la UE en 
cuanto a la percepción del continente y de los desafíos a la seguridad que de él 
emanan, constituye una visión bastante limitada e imbuida de la vinculación entre 
las dimensiones securitaria y desarrollista, en el seno de un enfoque de carácter 
liberal, que privilegia la búsqueda de la seguridad, y justifica de esta manera el 
desarrollo de un tipo de intervencionismo en pos de un proceso de 
(re)construcción de las estructuras del Estado que garanticen la estabilidad y 
eviten la diseminación de las amenazas. 
Por otro lado, el discurso relativo a África Subsahariana, y la preocupación 
acerca de los conflictos violentos, el subdesarrollo y la debilidad de las estructuras 
estatales, no se ve acompañado de la formulación de una línea de acción coherente 
y específica, generándose una brecha entre los objetivos ambiciosos en el papel en 
términos de seguridad, y la limitada atención que se puede o quiere prestar al 
continente, tanto en la esfera de la seguridad como en el ámbito del desarrollo. 
3.1. La búsqueda de un marco de acción exterior para el conjunto de la UE 
3.1.1. Contexto político global, avances institucionales y causas inmediatas para 
la formulación de la EES 
El nacimiento de la EES en 2003 se dio en uno de los momentos políticos 
más críticos para la Unión desde la guerra de los Balcanes, el momento de la 
guerra de Irak y la división de los entonces quince Estados miembros entre los que 
apoyaban la invasión más fervientemente (Reino Unido, España e Italia) y los que 
se oponían a ella (liderados por la posición de Francia y Alemania), demostrando 
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las divergencias entre la UE y EEUU, así como una profunda escisión europea y 
la inexistencia flagrante de una política exterior y de seguridad común.61 
Chirac y Schröder declararon el 22 de enero de 2003 en una sesión 
plenaria conjunta para celebrar los cuarenta años de la firma del Tratado del 
Elíseo su rechazo a la intervención armada antes de tener el informe de los 
inspectores en desarme de la ONU que demostrara la existencia de armas de 
destrucción masiva en Irak, y si no existía la aprobación del Consejo de Seguridad 
de la ONU, afirmando la necesidad de “hacer todo lo posible para evitar la 
guerra” (EFE 2003). 
Como afirma Mac Queen, en 2003 la empatía generada por los ataques del 
11 de septiembre en EEUU estaba desapareciendo a causa del malestar y la 
preocupación creciente por la dirección que estaba tomando la Guerra contra el 
Terror (War on Terror) en términos de unilateralismo y su ‘carácter imperial’, 
pero sobre todo “the sense of common interest that European states had shared 
with Washington over Afghanistan simply did not exist in relation to Iraq. For 
many in Europe, it was not only an immoral and illegal war, it was an 
incomprehensible one” (MacQueen 2004). 
La oposición de Francia y Alemania a la guerra en Irak provocó unas 
declaraciones del Secretario de Estado norteamericano, Colin Powell, en las que 
afirmaba que Francia y Alemania obstaculizaban los esfuerzos internacionales 
para desarmar a Irak. Por su parte, el Secretario de Defensa, Donald Rumsfeld, 
menospreció en rueda de prensa el 22 de enero de 2003 la posición de las dos 
                                                 
61 La Comisión Europea, en contra de la invasión, manifestó su disgusto por la división de 
los EEMM en el seno del CSNU. Por un lado, Francia, Alemania, Países Bajos, Luxemburgo, 
Suecia, Austria y Finlandia se mostraron en contra de la guerra, dado la ausencia de mandato bajo 
Consejo de Seguridad de la ONU ni la autorización del uso de la fuerza.  Por otro lado, Reino 
Unido, España, Portugal, Italia y Dinamarca se alinearon a favor de la intervención militar de la 
coalición en Irak (así como la mayoría de los países candidatos a adherir a la UE: Polonia, 
Hungría, Estonia, Letonia, Lituania, Eslovaquia, Bulgaria, República Checa y Rumanía). Grecia, 
Irlanda y Bélgica manifestaron también su oposición al conflicto, aunque Bélgica permitió la 
utilización de su espacio aéreo (Salmon 2004). 
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potencias de la UE, declarando que su opinión representaba a la “vieja Europa”, 
en minoría frente a la “nueva Europa”, en referencia a los países de la OTAN de 
Europa Central y Oriental, cuya posición se alineaba con la de EEUU, 
respaldando la operación en Irak.62 
El debate entre la vieja y la nueva Europa se estableció en función de la 
adhesión o no a la posición americana, lo cual aparejaba una determinada visión 
de la defensa nacional, de la seguridad internacional y de la forma en que se 
debían afrontar las nuevas amenazas, más pro-atlántica o pro-europea. Al tomar 
parte por un lado u otro, a favor o en contra de la guerra, los Estados miembros 
estaban también posicionándose a favor de un enfoque securitario más tradicional 
(poder duro, militar, realista, estatocéntrico), defendido por EEUU, o en una 
óptica conceptual diferente con una tendencia más liberal y caracterizado por una 
visión normativa, donde la cooperación y el multilateralismo predominan (Roter, 
Šabič 2004, Salmon 2004). 
La profunda división en el seno de la UE y la constitución de dos frentes 
antagónicos en Europa se mostró abiertamente el 30 de enero de 2003, con la 
publicación de la “Carta de los Ocho” en el Times (Londres), firmada por los 
líderes de cinco Estados miembros de la UE (Reino Unido, España, Italia, 
Portugal, Dinamarca) y de tres países candidatos a la adhesión en 2004 (Polonia, 
Hungría y República Checa). Ante la oposición de Francia y Alemania a 
participar en una intervención militar en Irak, y su rechazo a emprender 
preparativos militares bajo la OTAN, el grupo de ocho Estados reafirmó su 
respaldo a Estados Unidos y al vínculo transatlántico: “la relación transatlántica 
no debe convertirse en una víctima de los constantes intentos del actual régimen 
                                                 
62 La respuesta original de Rumsfeld a la pregunta de un periodista sobre la oposición en 
Europa a una intervención militar en Irak: “You're thinking of Europe as Germany and France. I 
don't. I think that's ‘old Europe’. If you look at the entire NATO Europe today, the center of 
gravity is shifting to the East. And there are a lot of new members. And if you just take the list of 
all the members of NATO and all of those who have been invited in recently - what is it, 26, 
something like that? [But] you're right. Germany has been a problem, and France has been a 
problem” (Baker 2003). 
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iraquí de amenazar la seguridad mundial”, expresó la necesidad de mantener la 
credibilidad del Consejo de Seguridad de la ONU: “es esencial que el Consejo de 
Seguridad mantenga su credibilidad a través de la eficacia plena de sus 
Resoluciones”, y su objetivo “firme e inequívoco de liberar al mundo del peligro 
que supone la posesión por parte de Sadam Husein de armas de destrucción 
masiva” (El Mundo (Times) 2003). 
Días después, el 6 de febrero de 2003, el “Grupo de Vilna” (Vilnius Ten), 
formado por diez países de Europa del Este (Albania, Bulgaria, Croacia, Estonia, 
Letonia, Lituania, Macedonia, Rumanía, Eslovaquia y Eslovenia), en su mayoría 
candidatos al ingreso en la UE y la OTAN, manifestaron públicamente su apoyo a 
la intervención militar americana en Irak firmando otra carta donde expresaron su 
voluntad de participar en la coalición internacional: “the clear and present danger 
posed by Saddam Hussein’s regime requires a united response from the 
community of democracies” (Gherghisan 2003), ahondando la fractura interna en 
el seno de la UE. 
La reacción de Chirac a la carta del Grupo de Vilna vino a echar más leña 
al fuego de la división europea, cuando el Presidente de la República caracterizó a 
los signatarios de irresponsables y manifestó que los diez países del Grupo de 
Vilna “habían perdido una buena ocasión de callarse”. Chirac calificó la iniciativa 
del grupo de infantil y peligrosa, pudiendo despertar un sentimiento de hostilidad 
en los países de la UE ante la perspectiva de la ampliación, fundamentalmente en 
el caso de la opinión pública de los países donde se celebraría un referendo para la 
ratificación de la ampliación.63 
                                                 
63 En la transcripción de la declaración original el Presidente afirma : “(…) entrer dans 
l’Union européenne, cela suppose tout de même un minimum de considération pour les autres, un 
minimum de concertation. Si, sur le premier sujet difficile, on se met à donner son point de vue 
indépendamment de toute concertation avec l’ensemble dans lequel, par ailleurs, on veut entrer, 
alors, ce n’est pas un comportement bien responsable. En tous les cas, ce n’est pas très bien élevé. 
Donc, je crois qu’ils ont manqué une bonne occasion de se taire (…) au-delà du côté un peu 
plaisant ou enfantin de la démarche, elle est dangereuse. Il ne faut pas oublier que plusieurs pays 
vont avoir, parmi les Quinze, la nécessité de ratifier l’élargissement par la voie du référendum  
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La decisión de EEUU de actuar de forma unilateral, sin la autorización o el 
mandato de Naciones Unidas, creando una coalición de voluntarios (coalition of 
the willing) en la que participaban únicamente algunos de los Estados miembros 
de la UE, mientras otros se oponían, generó una crisis política en el seno de la 
Unión con consecuencias importantes para la PESC y la PESD, mostrando la 
necesidad de generar un consenso y superar la desunión existente, la falta de una 
posición común y las divergencias nacionales. 
En 2003 la UE se encontraba además a un paso de llevar a cabo la 
ampliación más importante de sus Estados miembros, pasando de quince a 
veinticinco miembros en 2004, divididos entre los que tenían una visión afín a la 
de EEUU en su consideración de Irak como Estado canalla poseedor de armas de 
destrucción masiva, amenaza ante la cual era imperativo actuar por la fuerza, y los 
que rechazaban la invasión unilateral y preferían llevar el asunto de forma 
multilateral, bajo la autoridad de la ONU. La ampliación podía hacer bascular el 
equilibrio en el seno de la Unión hacia una posición más pro-atlantista, con lo cual 
los Estados miembros vieron aconsejable llegar a un acuerdo en materia de 
seguridad antes de la expansión del proyecto de integración. 
En un sentido más amplio, la crisis afectó a la función ontológica o 
búsqueda de significado de la UE en el ámbito de la política exterior (tercera 
función), cuestionando la posibilidad de proyección exterior del poder europeo y 
el ejercicio de una responsabilidad a nivel global. 
La falta de cohesión de los Estados miembros, y su diferente posición en 
materia PESD y en la relación con EEUU, junto con la escasez de medios a su 
alcance, llevaron a considerar la UE como un actor incapaz de actuar en la esfera 
de la gobernanza global y de afrontar los nuevos retos y amenazas a la seguridad 
                                                                                                                                     
(…) une démarche comme celle que vous soulignez ne peut que renforcer, dans l’opinion publique 
des Quinze et notamment de ceux qui feront une ratification par voie de référendum, un sentiment 
d’hostilité (…) Donc, ces pays ont été (…) pas très bien élevés et un peu inconscients des dangers 
que comportait un trop rapide alignement sur la position américaine” (Chirac 2003). 
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que habían guiado la acción internacional de EEUU desde los ataques del 11 de 
septiembre, y que serán definidas en la EES de forma prácticamente análoga a su 
formulación en la NSS (Bailes 2008, Bailes 2005)(Tardy 2009a, Bailes 2005, 
Salmon 2004). 
No obstante la división europea en torno a la cuestión iraquí, el conjunto 
de los quince Estados miembros habían mostrado su oposición a otros aspectos de 
la política exterior de la Administración Bush, como su posición en asuntos 
internacionales concernientes a la Corte Penal Internacional (CPI), el Protocolo de 
Kyoto, la seguridad humana o el uso de la fuerza sin mandato internacional 
(Bailes 2005). 
Esta posición es convergente con la visión defendida por Kagan en 2003, 
según la cual la UE representa un actor kantiano frente al poder de los EEUU de 
naturaleza hobbesiana: 
“Europe is turning away from power, or to 
put it a little differently, it is moving beyond power 
into a self-contained world of laws and rules and 
transnational negotiation and cooperation. It is 
entering a post-historical paradise of peace and 
relative prosperity, the realization of Immanuel 
Kant's “perpetual peace.” Meanwhile, the United 
States remains mired in history, exercising power 
in an anarchic Hobbesian world where 
international laws and rules are unreliable, and 
where true security and the defense and promotion 
of a liberal order still depend on the possession and 
use of military might” (Kagan 2003). 
En 2003 la distancia entre EEUU y Europa no se basa únicamente en una 
brecha de poder (power gap), sino que responde también a una brecha ideológica. 
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La concepción del poder en Europa es diferente a la posición americana, y la 
cultura estratégica moderna en Europa implica el rechazo de una política de 
poder: 
“the emphasis on negotiation, diplomacy, and 
commercial ties, on international law over the use of force, 
on seduction over coercion, on multilateralism over 
unilateralism. It is true that these are not traditionally 
European approaches to international relations when 
viewed from a long historical perspective. But they are a 
product of more recent European history (…) The 
Europeans, who invented power politics, turned 
themselves into born-again idealists by an act of will” 
(Kagan 2003). 
Este rechazo de poder se sitúa en relación con nuestra primera función, 
aunque en nuestra argumentación la motivación es diferente del razonamiento 
defendido por Kagan. En nuestra visión, se trata de un rechazo tácito de 
implicación. Los Estados miembros sí continúan haciendo uso de una política de 
poder bilateralmente en asuntos prioritarios de su interés, sin embargo cuando 
actúan a través de la UE es para alcanzar sus intereses nacionales por otros 
medios, delegando las acciones a las que no quieren enfrentarse bilateralmente, en 
los escenarios conflictivos donde no quieren involucrarse o comprometerse 
profundamente. 
Al margen del contexto político, algunos autores consideran que la 
adopción de la EES, diez años después de la institucionalización de la PESC, se 
hizo posible gracias a la existencia de un acervo de política exterior precedente en 
el que se apoya la EES, cuyo contenido se desarrolla en función de las áreas en las 
cuales los Estados miembros habían alcanzado un consenso previamente, dejando 
otros asuntos fuera o incluidos de forma deliberadamente vaga (Biscop 2008). En 
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este sentido, la Estrategia puede considerarse “a conceptual and procedural 
turning point” en el continuum del desarrollo de la PESC, así como un paso 
adelante “in the developing self-awareness and ambition of the EU as a player in 
the global arena” (Bailes 2005). 
En 2003, la UE estaba inmersa en un proceso global de reflexión, la 
Convención Europea de 2002-2003, y la Conferencia Intergubernamental 
subsiguiente, cuyo objetivo era redactar una Constitución Europea. En este 
contexto institucional, y con ánimo de reparar la desunión creada por la crisis 
iraquí, fomentando el consenso y la cohesión entre los Estados miembros, la UE 
consideró necesario articular las bases conceptuales de la PESC y de la PESD, 
cuyo desarrollo se había minimizado hasta el momento. Los distintos 
acontecimientos políticos internos y globales mencionados llevaron a los Estados 
miembros a encomendar al Alto Representante, durante una reunión informal de 
Ministros de Asuntos Exteriores en Kastellorizo en mayo de 2003, la formulación 
de un “concepto estratégico europeo”. Solana y su equipo presentaron una primera 
versión ante el Consejo en junio de 2003, y el documento estratégico final se 
adoptó en el Consejo Europeo del 12  de diciembre de 2003 en Bruselas. El 
documento se sometió a discusión interna y externa. Tres conferencias de 
investigación celebradas en los meses de septiembre y octubre bajo la égida del 
EUISS proveyeron al documento con la visión y feedback de expertos y 
académicos internacionales. Posteriormente, las discusiones prosiguieron a nivel 
de los Estados miembros y de la Comisión, realizando las modificaciones 
necesarias, hasta la adopción en diciembre del documento de forma consensuada 
(Bailes 2005). 
Esta modalidad de discusión y revisión del texto, tomando en 
consideración tanto a los Estados miembros como a la Comisión, y a la 
comunidad científica y académica de los estudios de seguridad, reflejan un nuevo 
patrón procedimental más colectivo, con ánimo de inclusión de los diferentes 
actores implicados y con el objetivo de generar aceptación y visibilidad en aras de 
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lograr legitimidad así como un amplio apoyo político para minimizar los 
trastornos del disenso. En palabras de Bailes: 
“the EU community was starting to realize how 
important it could be (for European credibility and impact) 
not just to produce the right message but to be able to get 
it across, in the right words and at the right time, with the 
right intellectual allies” (Bailes 2005). 
3.2. Contenido estratégico y guía para las acciones de la PESC y la PESD 
La EES comienza con una introducción en la que la UE manifiesta su 
ambición de convertirse en un actor global con responsabilidades “en el 
mantenimiento de la seguridad mundial y la construcción de un mundo mejor”.  
Ya en el título de la Estrategia se refleja esta voluntad, al situar la propia 
seguridad (“Una Europa segura”) en relación o interdependencia con el contexto 
global (“en un mundo mejor”), en el que la UE desea intervenir. El documento 
presenta a continuación una estructura tripartita donde se expone el contexto de 
seguridad (desafíos mundiales y principales amenazas), los objetivos estratégicos 
y las implicaciones estratégicas para Europa, cerrando con una pequeña 
conclusión (Consejo de la Unión Europea 2003b). 
El contenido de la EES, adoptada en 2003, ha sido comparado 
frecuentemente con el de la Estrategia de Seguridad Nacional de EEUU publicada 
en septiembre de 2002, el cual constituye un documento de referencia para la 
elaboración de la EES al coincidir en algunos aspectos fundamentales  como la 
identificación de las nuevas amenazas, a pesar de divergir en otros, como la forma 
de afrontarlas, desde un punto de vista unilateral vs multilateral, dando 
protagonismo a medios coercitivos vs una diversidad de instrumentos civiles y 
militares, y a la diferente importancia otorgada a las instituciones internacionales. 
Los elementos de convergencia de la EES con la NSS responderían a la voluntad 
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de restablecer el vínculo transatlántico después de la división de los Estados 
miembros con respecto a la cuestión iraquí, haciendo manifiesta la importancia de 
la relación entre Europa y EEUU para la seguridad mundial: 
“La relación transatlántica es insustituible. 
Actuando juntos, la Unión Europea y los Estados 
Unidos pueden constituir una fuerza extraordinaria 
en pro del bien en el mundo” (Consejo de la Unión 
Europea 2003b). 
La Estrategia Europea de Seguridad es el documento que especifica de 
forma directa el conjunto de amenazas y desafíos a la seguridad que la UE 
considera prioritarios en la nueva tesitura internacional generada tras el final de la 
Guerra Fría. A nivel global, la UE considera que los cambios en el contexto de 
seguridad de la pos Guerra Fría y de la mundialización han traído consigo una 
mayor interdependencia entre los aspectos internos y externos de la seguridad, así 
como la vinculación entre la seguridad y el desarrollo. Por ende, la UE, en su afán 
de constituirse en un actor de seguridad, manifiesta la necesidad de actuar en 
coordinación con otros actores internacionales, interviniendo en distintos sectores 
y áreas políticas, generando un enfoque holístico o comprehensivo de la 
seguridad. 
“La seguridad es una condición para el 
desarrollo. El conflicto no sólo destruye las 
infraestructuras, incluidas las sociales, sino que 
también fomenta la delincuencia, disuade a los 
inversores e imposibilita la actividad económica 
normal. Varios países y regiones han quedado 
atrapados en un ciclo de conflicto, inseguridad y 
pobreza” (Consejo de la Unión Europea 2003b). 
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Las principales amenazas que identifica la Estrategia Europea son el 
terrorismo, la proliferación de armas de destrucción masiva, los conflictos 
regionales, la descomposición del Estado y la delincuencia organizada. La 
definición de las nuevas amenazas toma como referencia la nueva agenda de 
seguridad definida por EEUU en la NSS un año antes. En el informe de revisión 
publicado cinco años después a la formulación de la Estrategia, la UE añadió los 
retos de la ciberseguridad, la seguridad energética y el cambio climático. 
Asimismo, sitúa la proliferación de armas de destrucción masiva, el terrorismo y 
la delincuencia organizada en primera línea de interés, considerando necesaria una 
mejor conciliación de las dimensiones exterior e interior de la seguridad. 
En la Estrategia Europea de Seguridad la región de África Occidental se 
manifiesta como una zona de especial preocupación, en particular por la presencia 
de conflictos violentos sin resolver y por la amenaza a la seguridad que suponen 
los denominados Estados fallidos o frágiles: “Si se los descuida, los Estados en 
descomposición y la delincuencia organizada se extienden, como hemos podido 
ver en África occidental”. De forma más general, África Subsahariana es 
caracterizada en el texto como un continente pobre, donde “en muchos casos, el 
fracaso económico está ligado a problemas políticos y a conflictos violentos” 
(Consejo de la Unión Europea 2003b). 
Al describir las amenazas y retos a la seguridad, el análisis de la EES hace 
hincapié en la interrelación entre los aspectos económicos, sociales y políticos 
como fuente de los conflictos violentos y la inseguridad, según un enfoque 
posmoderno o poswestfaliano de la gobernanza mundial, mientras la NSS, 
marcada por los ataques terroristas del 11 de septiembre de 2001, enfatiza en su 
discurso la existencia de enemigos y Estados canalla que pueden afectar a los 
intereses nacionales de EEUU, en una óptica más tradicional realista y 
westfaliana. La EES prefiere extenderse en la definición de las principales 
amenazas y sus consecuencias para la gobernanza mundial, distanciándose de la 
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NSS y de su análisis focalizado en los riesgos que pueden acarrear los conflictos 
armados para la seguridad nacional de EEUU (Bailes 2005). 
De la identificación de las amenazas prioritarias para la seguridad europea 
deriva la formulación de los tres objetivos estratégicos de la Unión, centrados en 
“hacer frente a las amenazas” enumeradas anteriormente, “crear seguridad en los 
países vecinos” para de esta forma garantizar la seguridad de la UE, y fomentar la 
existencia de “un orden internacional basado en un multilateralismo eficaz” para 
hacer frente a las amenazas a la seguridad internacional desde un sistema basado 
en el Derecho y en el buen gobierno (Consejo de la Unión Europea 2003b). 
En primer lugar, para hacer frente a las nuevas amenazas, la UE considera 
que, a diferencia de la situación de la época de la Guerra Fría, no basta con tener 
la capacidad militar adecuada: “ninguna de las nuevas amenazas es meramente 
militar, ni puede atajarse únicamente con medios militares”, sino que se necesita 
una combinación de instrumentos. En este sentido, la EES se distancia de la NSS, 
donde el uso de la fuerza militar es fundamental para afrontar los desafíos a la 
seguridad que acechan a los EEUU. La UE, al haberse dotado tanto de 
capacidades militares como civiles para la gestión de crisis desde la 
institucionalización y operatividad de la PESD, se muestra a sí misma como un 
actor idóneo para la gestión de crisis, cuya idiosincrasia sería precisamente poseer 
la combinación adecuada de los instrumentos cívico-militares para hacer frente a 
las nuevas amenazas: “La Unión Europea está especialmente preparada para 
responder a estas situaciones multidimensionales” (Consejo de la Unión Europea 
2003b). 
Además, la UE insiste en la importancia de la prevención de conflictos: 
“debemos estar preparados para actuar antes de que se produzca una crisis. Nunca 
es demasiado pronto para empezar a prevenir los conflictos y las amenazas” 
(Consejo de la Unión Europea 2003b), pero no defiende, como la NSS, las  
acciones militares preventivas unilaterales, estando el documento imbuido de 
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referencias al multilateralismo y a la acción internacional enmarcada en torno a 
las instituciones internacionales responsables del mantenimiento de la paz y 
seguridad internacionales. 
En segundo lugar, generar seguridad en los países vecinos, se manifiesta 
como un objetivo estratégico fundamental en el contexto de la ampliación de la 
Unión prevista para 2004, poco después de la adopción de la EES: “La integración 
de los Estados adherentes aumentará nuestra seguridad, pero también acercará 
Europa a zonas conflictivas. Nuestra tarea es promover un conjunto de países bien 
gobernados al este de la Unión Europea y en las orillas del Mediterráneo (…)”. En 
este objetivo, la UE expresa de forma clara y contundente sus propios intereses 
securitarios a la hora de conseguir un vecindario bien gobernado, para evitar que 
el conflicto violento y la debilidad de los Estados alteren la estabilidad europea, al 
proliferar la delincuencia organizada, los problemas sociales o los fenómenos 
migratorios que podrían alterar el equilibrio interno de la Unión. En este punto 
podemos ver cómo la política de gestión de crisis desarrollada por la UE no tiene 
un objetivo principal hacia fuera (resolver los conflictos en la periferia de la UE), 
sino que responde a intereses internos o hacia dentro (garantizar la seguridad de la 
UE), según el enfoque introspectivo que definimos en nuestro marco teórico. 
En tercer lugar, en relación con la función ontológica de búsqueda de 
significado, expresada en la ambición de constituirse en un actor en la gobernanza 
mundial, la UE inserta su acción en un sistema multilateral basado en el Derecho 
internacional, donde “el marco fundamental para las relaciones internacionales es 
la Carta de las Naciones Unidas”. La UE, a diferencia del unilateralismo y 
excepcionalidad de las acciones americanas cuando se trata de la seguridad 
nacional, se define como un actor con vocación normativa que otorga una 
relevancia fundamental a las instituciones internacionales: “Queremos contar con 
organizaciones, regímenes y tratados internacionales eficaces para hacer frente a 
las amenazas a la paz y la seguridad internacionales, y debemos, por tanto, estar 
 290 
 
 
 
 
dispuestos a actuar cuando se vulneren sus normas” (Consejo de la Unión Europea 
2003b). 
No obstante, el compromiso con un sistema internacional multilateral 
basado en el Derecho no respondería únicamente a la vocación normativa de la 
UE, y a la implementación de sus principios y valores, sino que obedecería 
también a intereses europeos en términos de estabilidad, que influirían a la hora de 
contribuir al desarrollo de la gobernanza global y de las organizaciones regionales 
e internacionales, aunque la estrategia no especifica cómo la UE debería 
posicionarse en el nuevo orden mundial multipolar ante la emergencia de nuevas 
potencias no occidentales (Keohane 2013). 
Tras la formulación de los objetivos estratégicos de la UE, la EES termina 
con las implicaciones estratégicas para Europa, centrada en la voluntad de la UE 
de ser “más activos”, “más capaces”, “más coherentes”, en colaboración “con 
nuestros socios”. Si bien en el momento de formulación y adopción de la 
Estrategia, la UE había recorrido un camino importante en el desarrollo de la 
PESC y de la PESD, la operatividad de esta última, aunque declarada en Laeken, 
era todavía muy precaria, y no se habían alcanzado los objetivos definidos en los 
Objetivos Principales (Headline Goals) sobre las capacidades militares y civiles. 
Es en este contexto intraeuropeo en el que la UE declara su ambición, todavía 
irrealizada, de devenir un actor de seguridad. 
Para ello se explicita la necesidad de ser más activos en el uso de la 
panoplia de instrumentos militares y civiles, además de en las actividades 
tradicionales en el ámbito del comercio, el desarrollo y la diplomacia, y en el 
apoyo a las acciones de la ONU, con el objetivo de adquirir un mayor peso 
político y presencia internacional que contribuya a su identidad como actor: “Una 
Unión Europea que asuma una mayor responsabilidad y que desempeñe un papel 
más activo tendrá mayor peso político”. En estrecha relación, la UE manifiesta su 
voluntad de ser más capaz, desarrollando los recursos militares y sobre todo 
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civiles para hacer frente a las nuevas amenazas, aunque no se especifica de qué 
forma ni qué capacidades serían necesarias para afrontar cada amenaza, o cómo 
está previsto combinar los recursos, simplemente se menciona de forma vaga e 
inespecífica. Por otro lado, la UE manifiesta su voluntad de ser más coherentes, 
asociando y relacionando las actividades de los diferentes pilares y las acciones 
exteriores de los Estados miembros, aunque no se especifica ninguna acción 
concreta o específica. 
La Estrategia se cierra con una breve apología del multilateralismo, 
separándose de la visión unilateralista americana: “Pocos son los problemas, si es 
que hay alguno, a los que podamos hacer frente en solitario. Las amenazas a las 
que hemos aludido son amenazas comunes, que compartimos con nuestros socios 
más cercanos. La cooperación internacional es un imperativo”, y expone la 
necesidad de estrechar relaciones con los socios internacionales, generando 
asociaciones estratégicas “con todos los países que comparten nuestros objetivos y 
nuestros valores y estén dispuestos a apoyarlos”, realzando el discurso sobre la 
vocación normativa de la Unión para conseguir “un mundo más justo, más seguro 
y más unido” (Consejo de la Unión Europea 2003b). 
4. El nexo entre la seguridad y el desarrollo, el enfoque 
introspectivo y la funcionalidad en la EES 
4.1. La formulación del enfoque integral o comprehensivo de la seguridad 
Uno de los aspectos fundamentales del enfoque integral de la seguridad es, 
como hemos visto, la relación que establece entre la seguridad y el desarrollo, es 
decir, la interdependencia y la vinculación estrecha entre ambos, o bien, la 
relación entre el subdesarrollo y la inseguridad o el conflicto. 
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La EES define un enfoque integral que vincula indisolublemente la 
seguridad y el desarrollo, en el marco de una acción con vocación normativa 
dentro de un sistema multilateral basado en el Derecho internacional sobre la base 
de un conjunto de Estados democráticos bien gobernados. 
“La seguridad es una condición para el 
desarrollo. El conflicto no sólo destruye las 
infraestructuras, incluidas las sociales, sino que 
también fomenta la delincuencia, disuade a los 
inversores e imposibilita la actividad económica 
normal. Varios países y regiones han quedado 
atrapados en un ciclo de conflicto, inseguridad y 
pobreza” (Consejo de la Unión Europea 2003b). 
Este nexo seguridad-desarrollo, el enfoque de la paz liberal y las 
intervenciones del nuevo humanitarismo, responden a una lógica realista de las 
relaciones internacionales, en la que el Norte global prioriza sus preocupaciones e 
intereses securitarios y ve las situaciones en el Sur global como amenazas a las 
que hay que hacer frente para evitar sus efectos perniciosos (Marriage 2013). Otra 
característica fundamental es que las políticas de desarrollo y seguridad se 
construyen desde un discurso impregnado de intereses compartidos y 
preocupaciones comunes, es decir, propugnan “the assertion of a commonality of 
interests”, en palabras de Marriage.64  
Los cambios en la naturaleza y modalidad de los conflictos durante los 
años noventa se vieron acompañados de la introducción de medidas de resolución 
de conflictos y gestión de crisis en los programas de ayuda. Las críticas y la 
percepción de la ayuda al desarrollo como ineficaz desde la década de los años 
                                                 
64 Marriage se refiere a “the assertion of a commonality of interests” en estrecha 
vinculación con “neoliberal notions of security based on consensus”. Los donantes buscan el 
consenso con el Sur a la hora de promover sus políticas securitarias y de buen gobierno, aunque 
esta aproximación consensual puede desaparecer cuando los gobiernos del Sur no responden a las 
demandas del Norte de la forma deseada y voluntariamente(Marriage 2013). 
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ochenta condujeron a una necesidad ingente de idear nuevas fórmulas para 
superar la crisis de la cooperación al desarrollo, ante los magros progresos para 
reducir la pobreza o generar desarrollo económico. Este fracaso y limitación en el 
ámbito del desarrollo se va a intentar superar redefiniendo la ayuda en torno a 
cuestiones de seguridad, introduciendo la prevención de conflictos y la gestión de 
crisis en los programas de ayuda, y tomando conciencia de los problemas 
securitarios en relación estrecha con los problemas del subdesarrollo: 
“War has been appropriated in such a way as both 
to reproblematise security in terms of underdevelopment 
becoming dangerous and, through its radicalisation, to 
reinvent the role of development as well (…) development 
has emerged reinvigorated. It has been given a new sense 
of purpose and international role (Duffield 2001). 
El mundo subdesarrollado de la inseguridad puede así afectar al mundo 
desarrollado seguro. La división u oposición Norte-Sur trae consigo una 
consecuencia fundamental, la asociación o vinculación entre la seguridad y el 
desarrollo en las agendas de política exterior, o bien, la percepción del 
subdesarrollo como la fuente de amenazas a la seguridad, tanto para el Sur como 
para la seguridad internacional en general. Una vez establecida esta politización y 
securitización del desarrollo (“la fusión del desarrollo y la seguridad”), los países 
de Occidente se otorgan la misión de gestionar la inseguridad en el Sur a través de 
intervenciones que incluyen la gestión de crisis y la intervención humanitaria, 
bajo la égida de una construcción y mantenimiento de la paz de carácter liberal 
(Duffield 2001, 2007). 
El mundo queda así dividido en dos, el mundo desarrollado y el mundo 
subdesarrollado, dentro del cual se dan las circunstancias que generan amenazas 
que afectan tanto al Sur como al Norte, porque una de las características de los 
nuevos conflictos es que no conocen de fronteras, así que se expanden y pueden 
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llegar a penetrar y afectar la seguridad e intereses de Occidente: “El contexto de 
seguridad a que ha dado lugar el fin de la guerra fría se caracteriza por una 
apertura cada vez mayor de las fronteras que vincula indisolublemente los 
aspectos internos y externos de la seguridad” (Consejo de la Unión Europea 
2003b). 
Ya desde mediados de la década de los años noventa, los países del Norte 
representaron las ‘nuevas’ crisis del Sur no como desastres humanitarios 
únicamente, sino como amenazas de carácter político y estratégico que podrían 
afectar a la seguridad internacional. En otras palabras, los conflictos o amenazas 
lejanas pueden afectar los intereses internos y causar inestabilidad (Dannreuther 
2007, Farer 2003). O como se dice en la EES: “incluso en una era de 
globalización, la geografía sigue siendo importante. A Europa le conviene que los 
países limítrofes estén bien gobernados” y “en esta época de globalización, las 
amenazas lejanas pueden ser tan inquietantes como las cercanas” (Consejo de la 
Unión Europea 2003b). 
La EES se enmarca en el contexto cambiante de la seguridad generado con 
el final de la Guerra Fría, tras la descomposición del bloque comunista y el fin del 
conflicto ideológico entre los dos polos principales de poder. El documento hace 
referencia indirecta al fenómeno de las denominadas ‘nuevas guerras’, al escribir: 
“desde 1990 han muerto en guerras casi cuatro millones de personas, el 90% de 
ellas civiles”, considerando esa conflictividad y sus consecuencias devastadoras 
uno de los principales desafíos mundiales a la seguridad, causando un ciclo 
vicioso de “conflicto, inseguridad y pobreza” (Consejo de la Unión Europea 
2003b). 
El fenómeno de las denominadas ‘nuevas guerras’ ha sido escrutado desde 
distintos ángulos de análisis por distintos autores.65 Además de la interpretación 
que pone el énfasis en el sentimiento identitario como factor principal para el 
                                                 
65 Véase una síntesis de las principales interpretaciones en (Dannreuther 2007). 
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conflicto (“conflictos interétnicos”), en la Estrategia Europea de Seguridad está 
presente otro enfoque que privilegia los problemas de gobernanza y capacidad 
institucional presentes en la mayoría de los países que sufren la violencia de las 
nuevas guerras, generando Estados fallidos o incluso la desintegración de las 
estructuras de gobierno, y considera que “la mejor protección para nuestra 
seguridad es un mundo de Estados democráticos bien gobernados” (Consejo de la 
Unión Europea 2003b). 
El epicentro del interés se sitúa en el Estado, y en consecuencia, las 
intervenciones en el mundo en desarrollo, y particularmente en África 
Subsahariana, van a tener como objetivo fundamental el proceso de construcción 
del Estado (‘statebuilding’) para generar condiciones de estabilidad que eviten la 
propagación de las amenazas citadas anteriormente y que permitan  el desarrollo 
en una fase posterior: 
“El colapso del Estado puede asociarse a amenazas 
evidentes como la delincuencia organizada o el terrorismo. 
Su descomposición es un fenómeno alarmante que debilita 
la gobernanza mundial y aumenta la inestabilidad 
regional” (Consejo de la Unión Europea 2003b). 
El objetivo fundamental no sería por tanto el desarrollo económico en 
primer lugar, sino la consecución de una situación de seguridad y estabilidad. 
Algunos Estados en el continente africano no protegen a la población ni proveen 
los servicios básicos necesarios, sino que constituyen en algunos casos la amenaza 
para su propia población y los depredadores de los recursos. Esto favorece la 
justificación para que la comunidad internacional se erija en protector o proveedor 
de esas poblaciones, favoreciendo un enfoque que enfatiza la necesidad de 
intervenir66 y de implementar programas de desarrollo, dando un nuevo sentido en 
                                                 
66 Aunque ello pueda conllevar en muchas ocasiones consecuencias más 
negativas que positivas. Nos referimos, como afirman algunos analistas, a que “el 
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la pos Guerra Fría a la política de desarrollo, acomodándola en una perspectiva 
securitaria, para responder a las nuevas características de los conflictos: 
“Conflict has been accepted into 
mainstream development policy for a number of 
interconnected reasons. That new types of conflict 
exist is only one of these; there are also important 
governance and organizational interests to 
consider. The emergence of new forms of 
instability has reinforced the symbolic line that aid 
policy has drawn between the pre- and post-Cold 
War periods. Not only has conflict been 
rediscovered, but development assistance has 
simultaneously been granted a new lease of life as 
a structural form of conflict prevention. Hence, 
despite a history of failure, it has been repackaged 
as a valuable, indeed, as an essential weapon in the 
armoury of liberal peace” (Duffield 2001). 
De esta manera, la violencia desatada en las guerras civiles del Sur 
desemboca en el Norte en el auge de las intervenciones internacionales para 
terminar los conflictos y en la invocación de una responsabilidad u obligación 
ante la tragedia humana de la población que sufre los conflictos. Es decir, que 
acudimos a un “revival of liberal internationalism” y a la emergencia de una 
norma de intervención humanitaria (Dannreuther 2007). 
                                                                                                                                     
énfasis en la seguridad y la restauración de las estructuras militares y de seguridad 
no garantizan per se ni el desarrollo ni los derechos humanos, la igualdad de 
género, etc., sino que por el contrario puede ser claramente contraproducente” 
(Ruiz-Giménez Arrieta, Benavides de la Vega, Lourdes (colab.) 2011) 
. 
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El auge de las intervenciones humanitarias desde principios de los años 
noventa ha reforzado la visión y el vínculo entre seguridad y desarrollo. Con el fin 
de la Guerra Fría, la Organización de las Naciones Unidas llevó a cabo un 
despliegue de operaciones en el Sur global, intentando hacer frente a las nuevas 
situaciones generadas por la naturaleza cambiante de las guerras, cuyas 
consecuencias cruentas y violaciones de los derechos humanos han servido de 
justificación para el despliegue de las operaciones humanitarias. 
A principios de la década de los años noventa, con el fin de la Guerra Fría, 
la ONU atisbó la posibilidad de superar el patrón de actuación limitado y los 
continuos vetos entre los miembros permanentes del Consejo de Seguridad debido 
al enfrentamiento ideológico de las décadas anteriores, estableciendo una ‘Agenda 
para la paz’ o ‘Programa de paz’ con un optimismo renovado: 
“Los decenios de antagonismo de la Guerra Fría 
impidieron que se pudiera cumplir la promesa original de 
la Organización (…) se ha vuelto a presentar una 
oportunidad de alcanzar los grandes objetivos de la Carta: 
unas Naciones Unidas capaces de mantener la paz y la 
seguridad internacionales, de hacer respetar la justicia y 
los derechos humanos, y, como dice la propia Carta, de 
promover “el progreso social y... elevar el nivel de vida 
dentro de un concepto más amplio de la libertad”. Esa 
oportunidad no debe desperdiciarse” (Boutros-Ghali 
1992b). 
En su análisis, el entonces Secretario General de las Naciones Unidas67, 
Boutros Boutros-Ghali, revisó las formas y medios de la ONU para alcanzar la 
paz en escenarios de conflicto, a través de un amplio abanico de actividades 
                                                 
67 Boutros Boutros-Ghali, de nacionalidad egipcia, fue el sexto Secretario General de las 
Naciones Unidas, ocupando el cargo desde el 1 de enero de 1992 hasta el 31 de diciembre de 1996, 
véase http://www.un.org/es/sg/formersg/ghali.shtml 
 298 
 
 
 
 
reflejado en los conceptos de prevención de conflictos o diplomacia preventiva 
(preventive diplomacy): “tratar de determinar, en sus comienzos mismos, las 
situaciones que pudieren ocasionar conflictos y, por conducto de la diplomacia, 
tratar de eliminar las fuentes de peligro antes de que estalle la violencia”; el 
establecimiento de la paz (peacemaking): “en los casos en que se desencadene un 
conflicto, tomar medidas de establecimiento de la paz para resolver los problemas 
que hayan ocasionado el conflicto”; el mantenimiento de la paz (peacekeeping): 
“tratar de preservar la paz, por frágil que sea, en los casos en que se haya puesto 
fin a la lucha y ayudar a aplicar los acuerdos a que hayan llegado los encargados 
de establecer la paz”; la consolidación de la paz después de los conflictos (post-
conflict peacebuilding): “restableciendo las instituciones y la infraestructura de las 
naciones devastadas por la guerra y los conflictos civiles, y creando vínculos de 
beneficios mutuos en tiempo de paz entre las naciones antes en guerra”; y en una 
perspectiva más amplia y estructural “tratar de poner fin a las causas más hondas 
de los conflictos: la desesperación económica, la injusticia social y la opresión 
política” (Boutros-Ghali 1992b). 
Una de las novedades principales introducidas por Boutros-Ghali en su 
informe es el concepto de imposición de la paz (peace enforcement). Si en las 
tareas de mantenimiento y establecimiento de la paz la ONU trabaja generalmente 
con el consentimiento de las partes implicadas en el conflicto, y a través de 
medidas pacíficas bajo el Capítulo VI de la Carta de la ONU, en el caso de las 
‘unidades de resguardo de la paz’ (más conocidas como peace-enforcement units), 
la Organización se dotó de medidas coercitivas. Se admite de esta forma, cuando 
los medios pacíficos han fallado a la hora de mantener o restablecer la paz, el uso 
de fuerza militar bajo el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, ante una 
grave amenaza para la paz o para reaccionar a un acto de agresión, medida 
considerada “esencial para la credibilidad de las Naciones Unidas” como garante 
de la paz y la seguridad internacional (Boutros-Ghali 1992a). 
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Esta conceptualización en la base de las operaciones de paz de la ONU, y 
la gama de actividades necesarias para llevar a cabo los objetivos de seguridad 
internacional, junto con el optimismo imperante en los primeros años de la década 
de los noventa, llevaron a la adopción de las definiciones de Naciones Unidas por 
otras organizaciones y Estados. Por otra parte, ha influido en el establecimiento 
posterior de capacidades y fuerzas de reacción rápida para actuar en el ámbito de 
la gestión de crisis y la resolución de conflictos, como muestran, entre otras, las 
iniciativas de la UE (Battle Groups), la OTAN (Fuerza de Respuesta), la UA 
(Standby Force) o EEUU (la iniciativa ACRI o ACOTA)68, aunque su uso ha sido 
muy limitado o inexistente a la hora de afrontar serias crisis internacionales. 
Estas limitaciones se hicieron evidentes  en el momento del genocidio de 
Ruanda, que reflejó el fracaso de la prevención de conflictos y la gestión de crisis 
a nivel de la comunidad internacional, tanto Estados como organizaciones 
internacionales, reflejando la distancia entre una retórica de preocupación por la 
falta de respeto de los derechos humanos y la realidad marcada por una falta de 
voluntad política o el deseo de no implicarse en situaciones difíciles que afectan a 
otros: 
“Leaders of better resourced states tend to prefer 
sympathetic posturing in the face of disaster while their 
                                                 
68 La iniciativa Africa Crisis Response Initiative (ACRI, 1997) fue ideada 
durante la Administración Clinton, por el Departamento de Estado y manejada por 
el Departamento de Defensa. El objetivo de ACRI es fortalecer la capacidad de 
una selección de ejércitos africanos, para así aumentar su capacidad de gestionar 
operaciones humanitarias y de peacekeeping en el continente. Bajo la 
Administración Bush, la African Crisis Response Initiative se transformó en un 
nuevo programa llamado African Contingency Operations Training and 
Assistance (ACOTA), que consiste en el entrenamiento de entrenadores militares 
y en el equipamiento de militares nacionales africanos para llevar a cabo 
operaciones de paz y asistencia humanitaria (Alaminos Hervás 2008) 
 
 300 
 
 
 
 
intelligence agencies inform those same leaders of 
serious human rights abuses quite literally as they 
occur. Many of these politicians command well-
equipped armies. Very few will risk their citizens 
or tax revenue in the suppression of gross abuses 
via rapid reaction forces – even (or perhaps 
especially) in the service of explicit treaty and 
customary obligations to prevent genocide” 
(Patterson 2009). 
La adopción e incluso apropiación de los términos definidos en la agenda 
onusiana para la paz tiene su reflejo en el caso de la UE, que a partir de los años 
noventa va a centrar su interés de política exterior en los ámbitos de la prevención 
de conflictos y gestión de crisis, aunque existen algunas diferencias conceptuales 
y terminológicas69, y la UE se aproxima a la seguridad internacional en pos de un 
enfoque más comprehensivo o de naturaleza integral. 
Como hemos visto, la asociación conceptual entre seguridad y desarrollo 
es evidente en el documento estratégico de 2003, lo cual refleja una visión de la 
seguridad compleja y con elementos polémicos, discutida más arriba. La EES 
insiste en estar “especialmente preparada para responder a estas situaciones 
multidimensionales”, y defiende una visión integral de la seguridad internacional, 
que abarca las diferentes dimensiones de la seguridad, conscientes de la necesidad 
de combinar medios e instrumentos, ya que “ninguna de las nuevas amenazas es 
meramente militar, ni puede atajarse únicamente con medios militares” (Consejo 
de la Unión Europea 2003b). Esta visión responde a la necesidad de adaptarse a 
                                                 
69 Ramon señala por ejemplo como para la ONU el ámbito de la prevención de conflictos 
se define como una actividad de naturaleza esencialmente no coercitiva, mientras la UE no 
descarta de manera absoluta el uso de medidas coercitivas, aunque nunca se hayan puesto en 
práctica. Además, el enfoque holístico de la UE en cuanto a la prevención de conflictos se plasma 
en el énfasis en una doble dimensión, a largo plazo o estructural (el ámbito de la Comisión) y a 
corto plazo (los medios e instrumentos del Consejo, incluyendo las capacidades militares) (Ramon 
2009). 
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las transformaciones globales y de dar respuesta a los crecientes desafíos del 
mundo globalizado y a sus amenazas dinámicas, que son variables en función de 
la evolución del entorno estratégico. 
Además, el enfoque integral de la UE o “comprehensive approach” es un 
concepto que remite al “enfoque multidimensional” de Naciones Unidas. Ambas 
organizaciones han desarrollado progresivamente en las últimas décadas un 
enfoque holístico como guía de su actividad en el ámbito de la seguridad, de 
forma particular en lo referente a la gestión de crisis y la resolución de conflictos 
(Comisión Europea, Alta Representante de la UE 2013). La Estrategia Europea se 
inserta en un marco multilateral, considerado necesario e imprescindible ya que 
“no hay país que pueda hacer frente en solitario a los complejos problemas del 
mundo de hoy” (Consejo de la Unión Europea 2003b). 
Sin embargo, el término “enfoque integral” es ambiguo, se define de forma 
amplia pero inespecífica y genera diversas interpretaciones en función de los 
objetos que hay que asegurar, del porqué y de la forma para hacerlo, mediante la 
integración o coordinación de diversas políticas, mecanismos e instrumentos.70 El 
nexo seguridad-desarrollo genera una aproximación discutida que puede favorecer 
la búsqueda de objetivos meramente securitarios, obviando otras dimensiones, 
como el desarrollo económico, centrando de esta manera el interés en el fomento 
de la propia seguridad, en detrimento de relaciones equilibradas con los terceros 
países y alejándose del análisis de las necesidades sobre el terreno: 
“The reinvention of development as a form of 
conflict prevention is an important part of the 
radicalisation of developmental politics. Indeed, it denotes 
a new commitment to those strategies and forms of 
intervention that are geared to the direct attempt to 
                                                 
70 Véase a este respecto por ejemplo el análisis de Drent (Drent 2011) o Woollard 
(Woollard 2013). 
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transform whole societies, including the beliefs and 
attitudes of their members. Consequently, although 
poverty has always been part of development 
the radicalisation of the latter has required that 
poverty be reincorporated in a new way” (Duffield 
2001). 
Además, la Estrategia vincula las dimensiones de la seguridad, el 
desarrollo y el buen gobierno sin especificar las implicaciones políticas de esta 
interrelación, o las modalidades de implementación. El documento presenta esta 
vinculación en términos vagos y generales, obviando incluir aspectos concretos 
que dieran profundidad al nexo seguridad-desarrollo, que se presenta de forma 
retórica, más bien como un lema de referencia que como una guía de acción, 
generando una brecha entre la narrativa y realidad que deriva en inacción política. 
4.2. La EES en el marco conceptual de la funcionalidad política y del enfoque 
introspectivo 
La EES se formuló a partir de la base existente de un acervo europeo en 
materia de política exterior y de seguridad, que había venido desarrollándose 
desde el principio del proyecto de integración europea, y que había cristalizado a 
principios de los años noventa con la creación de la PESC y a finales de la misma 
década con la institucionalización de la PESD. Sin embargo, el contexto 
internacional fue determinante para el análisis y contenido de la Estrategia, que en 
algunos apartados toma como referencia la NSS de EEUU adoptada poco después 
de los ataques del 11 de septiembre, aunque distanciándose de las premisas 
americanas más criticadas en torno a la acción unilateral, la subordinación de las 
instituciones internacionales a los asuntos de seguridad nacional y la posibilidad 
de llevar a cabo acciones preventivas. 
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El elemento histórico considerado causa inmediata desencadenante para la 
adopción de la Estrategia fue la invasión de Irak liderada por los Estados Unidos y 
la división en el seno de la UE, donde los Estados miembros se alinearon en dos 
posiciones enfrentadas, a favor o en contra de la guerra en Irak. En función de 
nuestro marco teórico elaborado en torno a un enfoque introspectivo (Olsen 
2009b, Chandler 2007) y a la tesis de la funcionalidad (Bickerton 2011a), la EES 
nos permite establecer conexiones con la lógica del enfoque autorreferencial y con 
dos funciones en particular. 
Por un lado, la primera función (estrategias nacionales), en el sentido de 
que la política exterior de la UE permite a los Estados miembros limitar su 
implicación en los asuntos internacionales, que huirían del ejercicio del poder y de 
la formulación de una auténtica estrategia política y un compromiso auténtico, 
derivando hacia la inacción y la anti-política exterior. También la política exterior 
europea permitiría definir un mínimo común denominador en el que los Estados 
miembros se muestren de acuerdo, generando de esta forma un consenso a nivel 
básico y evitando divisiones intraeuropeas que pudieran afectar el desarrollo del 
proceso de integración. 
En este sentido, Bickerton analiza cómo la política exterior de la UE ha 
sido utilizada por  Alemania “as a source of national legitimization”, cuya 
narrativa en materia de política exterior  se centra en sus obligaciones y 
compromisos europeos dado su rechazo “to take on the role of regional hegemon” 
y de involucrarse en los conflictos internacionales. El caso de Francia es más 
complejo (Bickerton 2011a). Hasta hace poco el Estado miembro ha utilizado 
tradicionalmente la política europea para sus fines nacionales, 
instrumentalizándola y multiplicando sus acciones a través de la UE. Sin 
embargo, en el periodo de la pos Guerra Fría, esta posición se muestra más 
ambivalente, y el autor defiende que ha entrado en una era post-gaullista en la que 
la política exterior de la Unión le sirve como un fin en sí mismo, retirándose de la 
implicación en determinados asuntos internacionales: “From being a means to a 
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national strategic end, Europe is today an end in the absence of a national strategy 
(Bickerton 2011a). 
Por otro lado, la tercera función (ontológica), según la cual la política 
exterior de la UE nos conduce a elaborar una reflexión más amplia en torno a la 
identidad de la Unión y su finalidad o motivación como actor político en la escena 
internacional. En el caso de la Estrategia de Seguridad, la UE aspira a la creación 
de seguridad más allá de sus fronteras en función de una vocación normativa y 
multilateral, construyéndose así una imagen particular como actor internacional y 
visibilizando su papel político. 
La UE se considera un actor normativo, cuya política de seguridad se aleja 
del pensamiento westfaliano centrado en la seguridad nacional y en el Estado 
como referente de la seguridad. La UE defiende el concepto de seguridad humana, 
cuyo objeto referente es el ser humano, y aspira, al menos en su narrativa, a 
propagar y universalizar los derechos humanos, a través de acciones multilaterales 
en pos de su adhesión a la visión y los principios de la Carta de las Naciones 
Unidas (Ellner 2008). 
No obstante, el enfoque autorreferencial está siempre presente, y la Unión 
no esconde que tales acciones están en estrecha relación con la búsqueda de su 
propia seguridad; las acciones en el exterior repercuten en el interior, es decir el 
papel de la UE como actor de seguridad genera un proceso de realimentación71, en 
búsqueda de la protección de la propia seguridad. 
En cuanto al enfoque introspectivo, la elaboración de la EES, cuyo 
contenido se orienta hacia el exterior, definiendo un contexto global donde 
florecen nuevos conflictos y amenaza, y unos objetivos estratégicos para la Unión, 
                                                 
71 A pesar de la extensión en la literatura del anglicismo ‘feedback’ y de su traducción 
literal al español ‘retroalimentación’, en este trabajo utilizamos indistintamente feedback o el 
término ‘realimentación’, por su mayor corrección lexical y semántica, en su acepción, tomada del 
ámbito de la electrónica y trasladada metafóricamente a nuestro campo politológico, de “retorno 
de parte de la salida de un circuito o sistema a su propia entrada” (Véase la página web de la Real 
Academia Española, www.rae.es). 
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se muestra como un documento vago, ambiguo, cuya principal misión parece 
conseguir un consenso entre los Estados miembros después de la división creada 
por la crisis iraquí. La EES fue fundamental para reconciliar de alguna manera la 
posición de los Estados europeos en un momento de profunda división a raíz de la 
división de los Estados miembros ante la invasión de Irak por la coalición liderada 
por EEUU. 
En consecuencia, la estrategia se insertaría adecuadamente en nuestro 
enfoque hacia dentro o autorreferencial, donde las acciones europeas hacia fuera u 
orientadas hacia fuera generan una realimentación, sirviendo a funciones internas. 
No se trata del impacto hacia el exterior, sino hacia el interior, en coherencia con 
la tesis de la funcionalidad y en contraposición con el énfasis en la efectividad. 
Este enfoque introspectivo se manifiesta incluso antes de la implementación de las 
medidas, ya en la fase de formulación, que depende de factores internos, y 
legitima la inacción de los Estados miembros. 
“The ESS was an example of the member states 
appearing to do something significant at the level of 
collective declarations but actually doing little in terms of 
actual commitments to actions on the ground” (Bickerton 
2011a). 
En este sentido, la formulación del enfoque integral manifiesto en la 
vinculación entre la seguridad y el desarrollo, nos muestra también la existencia 
de motivaciones internas. El objetivo de la UE de convertirse en un actor de 
seguridad, llevando a cabo operaciones de gestión de crisis fuera de las fronteras 
europeas se sitúa en relación con el mantenimiento y la protección de la seguridad 
interna de la UE, para evitar que las consecuencias de los conflictos violentos en 
la periferia o lejana periferia afecten la estabilidad de Europa en forma de 
migraciones ilegales, delincuencia organizada y otras repercusiones que generen 
inseguridad e inestabilidad. Asimismo, se sitúa en relación con la función interna 
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de búsqueda de significado (la finalidad política de la Unión), evidenciando y 
visibilizando la acción internacional de los actores que componen la UE y su 
colaboración con otros actores internacionales, aunque esta acción colectiva y 
multilateral en lugar de lograr un marco y estrategia política consensuada, deriva 
en la falta de un compromiso y determinación, justificando la inacción de los 
Estados miembros (anti-política exterior). 
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CAPÍTULO 5:  
 
EL NEXO ENTRE LA SEGURIDAD Y EL 
D E S A R R O L L O  E N  L A  P O L Í T I C A 
E X T E R I O R  E U R O P E A 
1. La securitización de la política de desarrollo de la UE 
A partir de la década de los años noventa el sistema de la cooperación 
internacional al desarrollo se vio sometido a cambios fundamentales, en el 
contexto del final de la Guerra Fría y la consiguiente reordenación del sistema 
internacional. La creciente importancia del desarrollo sostenible y de los derechos 
humanos dio paso a un paradigma centrado en el desarrollo humano a la hora de 
formular las políticas de desarrollo. 
De igual forma, en los años noventa se acentuó la línea de actuación 
emprendida ya en los años ochenta con la introducción de criterios de 
condicionalidad de la ayuda. Van a proliferar los términos de condicionalidad 
asociados a criterios de gobernanza, democracia y derechos humanos, entre otras 
cuestiones políticas, en el marco de un patrón generalizado de actuación 
internacional en función de una doctrina neoliberal. Así pues, la provisión de 
ayuda va a estar condicionada por el respeto de los derechos humanos, el buen 
gobierno, el Estado de derecho y los procesos de democratización en los países en 
desarrollo, pudiendo suspender la ayuda en caso de no respetar tales criterios. 
Estos cambios y cláusulas de condicionalidad se verán reforzados de forma 
considerable a partir de 2001 y a mediados de la década del 2000, y se van a 
concretar en la irrupción del ámbito de la política de seguridad en la política de 
desarrollo. Los problemas de inconsistencia derivados de la condicionalidad y los 
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intereses de los donantes, así como otros problemas de asimetría de las relaciones, 
falta de apropiación y armonización de la ayuda al desarrollo, serán abordados en 
la Conferencia de París de 2005 en el marco del debate global sobre la eficacia de 
la ayuda, y en su Programa de Acción adoptado en Accra en septiembre de 2008. 
La subordinación de la agenda de desarrollo a la agenda de seguridad 
occidental se acompaña del auge de iniciativas de buena gobernanza, construcción 
del Estado (statebuilding) y construcción de la paz (peacebuilding) en países en 
desarrollo para evitar su fragilidad o incluso el colapso que podrían afectar a la 
estabilidad regional. La comunidad internacional elabora en consecuencia un 
enfoque holístico que aúna los conceptos de seguridad, desarrollo económico y 
buen gobierno, partiendo de la base de que únicamente se puede alcanzar el 
desarrollo en condiciones de seguridad y en un ambiente de buena gobernanza. 
Sin embargo, este enfoque holístico o integral se caracterizaría, según 
algunos autores, por la vaguedad y la ausencia de un verdadero enfoque político, o 
bien, “the loss of a strategic framework rather than the creation of one” (Chandler 
2007), lo cual llevaría a una desconexión flagrante entre la retórica sobre el nexo 
seguridad-desarrollo a nivel internacional y las realidades políticas en los niveles 
nacionales y sectoriales (International Peace Academy 2006). 
Este gap entre la realidad y el discurso se manifiesta así pues en una 
desconexión entre la retórica que empapa los documentos oficiales imbuidos de 
una óptica “universalista” y la realidad desprovista de mecanismos políticos de 
implementación eficaces. Para paliar esta distancia, la realidad “se niega” o 
incluso se “inventan historias y fantasía” a la hora de justificar las acciones 
complejas llevadas a cabo en situaciones de conflicto, evitando así la asunción de 
la propia responsabilidad ante tales situaciones (Marriage 2006). 
En esta línea de argumentación, las declaraciones políticas de intenciones 
a nivel internacional se acompañarían de una falta de compromiso en la 
formulación seria de políticas en las regiones de interés, lo cual sería convergente 
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en el caso de la UE con la primera función, previniendo y limitando los daños o 
diferencias entre los Estados miembros y legitimando el desinterés y la falta de 
implicación de los mismos, que delegan sus acciones a la política exterior de la 
UE cuando no les interesa intervenir de forma bilateral. 
Además de una falta de voluntad política para alcanzar un acuerdo y tomar 
acciones concretas, hablaríamos también de la falta (previa) de un enfoque 
político y de una estrategia o marco político que pudieran dirigir las acciones 
hacia fines políticos concretos. Más allá del vacío entre el discurso y la práctica de 
las instituciones, la discusión se centraría en el gap entre la retórica política y los 
intereses políticos, lo que Chandler ha denominado la anti-política exterior. Ante 
la ausencia de una estrategia política clara, nos encontraríamos con acciones y 
reacciones ad hoc a los distintos acontecimientos, de forma más o menos urgente, 
lo cual se manifiesta en el deseo de diluir la responsabilidad y en el rechazo de 
marcos de acción dirigidos por objetivos concretos (Chandler 2007). 
En el caso de la Unión Europea, los cambios en el orden internacional de 
la pos Guerra Fría, la securitización del desarrollo y su propia evolución como 
potencia del sistema internacional van a influir en el desarrollo de la política 
exterior y de seguridad de la Unión, originando prácticas en ocasiones muy 
alejadas de las realidades políticas y sociales sobre el terreno. Veremos si esta 
brecha entre la formulación de las políticas europeas y su implementación 
provoca reacciones insuficientes que no responden a la realidad de los retos que se 
desea enfrentar, reflejando en el enfoque integral y el nexo seguridad-desarrollo 
una formulación política simbólica que responde a intereses y funciones internas, 
alejando a la UE del ejercicio de una verdadera responsabilidad política en la 
esfera internacional. 
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1.1. La formulación de un enfoque integral centrado en el nexo entre la 
seguridad y el desarrollo 
La Unión Europea ha desarrollado desde los años noventa un enfoque de la 
cooperación para el desarrollo basado en la interrelación entre la seguridad, el 
buen gobierno y el desarrollo, de conformidad con la línea de actuación adoptada 
por la comunidad internacional de donantes. Como vimos en el anterior capítulo, 
en la década de los años noventa la UE comenzó a introducir criterios políticos 
para la cooperación, mencionados ya en el Tercer Convenio de Lomé, esbozados 
en Lomé IV y desarrollados ampliamente a partir de la revisión del Cuarto 
Convenio o Lomé IV bis, en el que figuran cláusulas concretas de condicionalidad 
política, que ligaban el acceso a los beneficios comerciales y la obtención de 
ayuda financiera al respeto de los derechos humanos, el cumplimiento de 
principios democráticos y al Estado de derecho, denominados ‘elementos 
esenciales’ del Convenio. 
Este cambio fundamental de las relaciones de la UE con el grupo de países 
ACP refleja un patrón más amplio de modificación de las relaciones de los 
donantes del Norte con los países del Sur, en función de la fusión de las políticas 
de desarrollo y seguridad , que ha traído consigo importantes consecuencias 
políticas al cuestionar las políticas económicas, la naturaleza del Estado y los 
regímenes gubernamentales del Sur, y tratar de transformar las sociedades de 
conformidad con el modelo democrático liberal (Duffield 2001, Brown 2002). 
De esta forma, las políticas de la Unión hacia el continente africano van a 
verse imbuidas, desde los años noventa, y particularmente desde el nuevo milenio, 
con la firma del Acuerdo de Cotonú, de este nexo seguridad-desarrollo, también 
denominado o desarrollado en los documentos oficiales y en la literatura como 
‘enfoque holístico’, ‘enfoque integral’ o ‘enfoque comprehensivo’. 
Esta fusión entre seguridad y desarrollo se va a experimentar 
particularmente en la aproximación de la UE hacia África, y tiene tres 
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consecuencias importantes para nuestro marco de análisis en función del enfoque 
hacia dentro que definimos anteriormente, y de las tres funciones o motivaciones 
internas que identificamos para la política exterior y de seguridad europea. 
Por un lado, la formulación del ‘enfoque integral’ supondría en realidad la 
formulación de un marco de acción demasiado ambicioso y caracterizado por su 
vaguedad, su retórica y su escasa definición en términos políticos concretos (como 
vimos también en el caso de la EES), constituyendo en este sentido una expresión 
de ‘anti-política exterior’, al no existir un marco político o estrategia que dirija 
efectivamente las acciones (Chandler 2007). Ello respondería a una (primera) 
función interna según la cual los Estados miembros se alejarían del ejercicio de 
una política de poder o ‘power avoidance’, para evitar involucrarse en áreas de 
conflicto (Bickerton 2011a), ‘europeizando’ las políticas bilaterales de los Estados 
miembros en el ámbito de la seguridad africana (Bagoyoko, Gibert 2009). 
Por otro lado, la aserción del vínculo inseparable entre desarrollo y 
seguridad impulsa a la UE a desarrollar políticas e instrumentos que den sustancia 
a tal vínculo, generando dinámicas a nivel institucional o interno donde distintos 
actores compiten para experimentar sus políticas y capacidades en el ámbito de la 
seguridad africana (Bagoyoko, Gibert 2009, Gibert 2009), en relación con una 
segunda función interna en la que se hace patente la rivalidad interinstitucional y 
las luchas de poder y de influencia en el seno de la Unión (Bickerton 2011a). 
Por último, el nexo seguridad-desarrollo respondería a una tercera función, 
ontológica, que coadyuvaría a la búsqueda de significado de la UE y a la 
construcción de su identidad a través de su actuación internacional: 
“Developmental approaches to security have long been seen as integral to the 
EU’s distinctive international identity” (Youngs 2008). La Unión define su 
identidad en torno a unos determinados valores y principios que guían su acción 
exterior, que están presentes en las políticas de desarrollo y de seguridad 
(esencialmente en materia de prevención de conflictos y gestión de crisis), y 
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muestran su adhesión a un marco de carácter moral o ético, con connotaciones 
normativas: “These values may contribute to explaining why the EU has 
emphasized conflict prevention and conflict management within its general 
foreign policy” (Olsen 2009b). 
1.1.1. La adopción de una nueva orientación centrada en la seguridad a partir de la 
primera revisión quinquenal del Acuerdo de Cotonú 
El Acuerdo de Cotonú fue revisado por primera vez en 2005, de forma 
prematura al haber transcurrido únicamente dos años desde su entrada en vigor, 
pero en un clima muy diferente al de la negociación del Acuerdo a finales de los 
años noventa, hasta su firma en el 2000. En la revisión de Cotonú se observa el 
cambio de enfoque y el nacimiento de una aproximación securitaria, en función de 
las nuevas aproximaciones al desarrollo a nivel internacional, que particularmente 
a partir de los acontecimientos de 2001 pusieron el acento en la seguridad, 
instrumentalizando la ayuda e incluyendo en la agenda de la cooperación al 
desarrollo asuntos relacionados con la prevención y resolución de conflictos, la 
construcción de la paz, la gestión de crisis y el buen gobierno, entre otras 
cuestiones de naturaleza muy política (y controvertida), y alejándose de la 
narrativa en torno a relaciones equitativas y una asociación entre iguales. 
Además de esta dimensión global, existían algunos factores intraeuropeos 
relevantes en el momento de la primera revisión de Cotonú. Por un lado, la 
ampliación de la UE en 2004 a diez nuevos países, en su mayoría del Este de 
Europa, que podía hacer bascular el eje de interés de la política de desarrollo 
europea, al estar las relaciones políticas e internacionales de los nuevos países 
alejados de la órbita africana y del grupo ACP en general. En segundo lugar, la 
Comisión había abierto un debate en torno a la integración del FED en el 
presupuesto general de la UE, con el objetivo de financiarlo por el sistema general 
de recursos, garantizar un control parlamentario y facilitar su implementación. Si 
bien este debate no era nuevo y el objetivo no se ha llegado a realizar hasta el día 
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de hoy72, en el momento de la revisión los Estados ACP preveían aspectos 
negativos al respecto, en forma de una disminución de la ayuda otorgada y de una 
tendencia a impulsar prioridades a corto plazo alejándose de una visión estructural 
del desarrollo a largo plazo. En tercer lugar, el proceso de profundización europea 
plasmado en el Tratado por el que se establece una Constitución para Europa, no 
había definido claramente las directrices de la política de cooperación al 
desarrollo, y existía la posibilidad de que la ‘relación especial’ con el grupo ACP 
se viera afectada, en favor de los Estados menos desarrollados, y de una agenda 
donde primaran los asuntos de seguridad (Concord Cotonou Working Group 
2004). 
La dimensión global centrada en la seguridad tendrá mucha importancia en 
la revisión del Acuerdo de Cotonú, donde los asuntos políticos y de seguridad van 
a adquirir una relevancia fundamental. Esto responde a la voluntad de garantizar 
el cumplimiento de las iniciativas y los compromisos políticos adoptados por la 
UE en los años posteriores al 11 de septiembre en relación con la lucha contra el 
terrorismo, la proliferación de armas de destrucción masiva (ADM) y la Corte 
Penal Internacional (CPI) y el Estatuto de Roma entre otros asuntos. 
En el Consejo Europeo de Sevilla celebrado en junio de 2002 se adoptó 
una declaración sobre la contribución de la PESC (incluida la PESD) en la lucha 
contra el terrorismo. En el contexto posterior a los ataques terroristas del 11 de 
septiembre, el Consejo expresaba su disposición “para la incorporación de la 
lucha contra el terrorismo en todos los aspectos de la política de relaciones 
exteriores de la Unión”, y afirmaba que la Unión se encontraba abocada a “hacer 
que el diálogo político con terceros países se centre en la lucha contra el 
terrorismo, así como en la no proliferación y el control de armamentos” y a 
“incluir cláusulas antiterroristas en los acuerdos de la UE con los terceros países” 
                                                 
72 En noviembre de 2014, el Servicio Europeo de Investigación Parlamentaria organizó un 
foro informal de discusión a este respecto: Forum on the European Development Fund and the EU 
Budget, European Parliamentary Research Service, accesible en 
http://epthinktank.eu/2014/11/21/forum-on-the-european-development-fund-and-the-eu-budget/ 
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(Consejo Europeo de Sevilla 21 y 22 de junio de 2002Punto 4). No obstante, la 
introducción de la cláusula antiterrorista en los acuerdos de asociación y 
cooperación con terceros países, incluyendo el Acuerdo de Cotonú, se considera 
no esencial, es decir, que no conlleva la suspensión de los acuerdos, y está además 
limitada por la legislación y regulación nacional y por los compromisos 
adquiridos en las convenciones internacionales por parte de los países (Concord 
Cotonou Working Group 2004, Burgess, Spence 2004). 
El compromiso adoptado contra la proliferación de armas de destrucción 
masiva en el Consejo de noviembre de 2003 (la cláusula de no proliferación o la 
cláusula de las ADM), se vio reforzado por la adopción por el Consejo el 9 de 
diciembre de 2003 de la “Estrategia de la UE contra la proliferación de armas de 
destrucción masiva” (Consejo de la Unión Europea 2003a). La aprobación de la 
Estrategia de no proliferación se dio prácticamente de manera simultánea a la 
adopción de la Estrategia Europea de Seguridad, que definía la proliferación de 
armas de destrucción masiva como potencialmente “la amenaza más grave para 
nuestra seguridad” (Consejo de la Unión Europea 2003b). 
Además, en el momento de formulación de la Estrategia confluyeron otros 
factores, principalmente los antecedentes recientes de los ataques terroristas del 
11 de septiembre, ante los cuales “the EU was under pressure to respond to the 
possibility of non-state actors carrying out mass-impact terrorist attacks, including 
attacks using WMD”; y la invasión de Irak en marzo de 2003, cuya intención 
justificatoria era eliminar las armas de destrucción masiva supuestamente 
producidas por Irak, la cual causó una grave división entre los Estados miembros 
de la UE, y con los EEUU, generando la necesidad de reducir las tensiones y 
conseguir cierta unidad consensuando las posiciones políticas de los Estados 
miembros (Grip 2009). 
A diferencia de la cláusula anti-terrorista, la cláusula de no proliferación sí 
es de naturaleza esencial, por lo cual podría llevar a la suspensión de la 
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cooperación en caso de incumplimiento, y debía ser incluida en todos los 
acuerdos, nuevos o revisados, entre la UE y terceros países. La UE negoció con 
los países ACP la inclusión de esta cláusula y el cumplimiento de las obligaciones 
internacionales bajo el Tratado de no Proliferación y otras obligaciones de 
desarme, a pesar de que el grupo ACP no se mostró de acuerdo con la 
introducción de provisiones de no proliferación bajo la forma de elemento 
esencial del Acuerdo de Cotonú al implicar la posibilidad de suspensión de la 
cooperación, y sintieron la presión de la UE como una muestra de “unilateralismo 
europeo” (Concord Cotonou Working Group 2004). 
El énfasis en la seguridad internacional en la revisión quinquenal de 
Cotonú se alinea de esta forma con las orientaciones políticas de la UE adoptadas 
los años posteriores al 11 de septiembre, enmarcadas en un contexto global, y con 
los desafíos y principales amenazas identificados en la Estrategia Europea de 
Seguridad de 2003, fundamentalmente en materia de terrorismo y proliferación de 
armas de destrucción masiva. Como consecuencia, en 2005 se incorporan al 
Acuerdo dos nuevos artículos en el Segundo Título de la Primera Parte del 
Acuerdo de Cotonú, correspondiente a “la dimensión política”, el artículo 11a 
(lucha contra el terrorismo) y el artículo 11b (cooperación en la lucha contra la 
proliferación de armas de destrucción masiva), según el cual “las Partes acuerdan 
cooperar y aportar su contribución para impedir la proliferación de armas de 
destrucción masiva y sus medios de suministro mediante el total cumplimiento y 
la aplicación nacional de sus obligaciones actuales en virtud de los tratados y 
acuerdos internacionales de desarme y no proliferación y de otras obligaciones 
internacionales pertinentes”, explicitando la cualidad de elemento esencial a pesar 
de las reticencias del grupo ACP durante las negociaciones: “las Partes coinciden 
en que esta disposición constituye un elemento esencial del presente Acuerdo” 
(ACP-CE 2005Art. 11b, P.1). 
Además, después de la entrada en vigor del Estatuto de Roma en julio de 
2002, durante el Consejo Europeo de Salónica, celebrado en junio de 2003 la UE 
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manifestó su apoyo a la Corte Penal Internacional “como importante paso hacia la 
aplicación del Derecho internacional humanitario y los derechos humanos”, 
afirmando que seguirían “trabajando activamente en favor de la universalidad de 
la Corte y contribuiremos a su funcionamiento efectivo” (Consejo Europeo de 
Salónica 2003). En la Posición Común del Consejo de 16 de junio de 2003, la UE 
se había comprometido a lograr que la Corte recibiera un apoyo universal, 
afirmando que: 
“la Unión y sus Estados miembros no 
escatimarán esfuerzos para que el mayor número 
posible de países participen en la Corte Penal 
Internacional. Tendrán en cuenta este objetivo 
durante las negociaciones (bilaterales o 
multilaterales) y el diálogo político con terceros 
países y organizaciones regionales” (Consejo de la 
Unión Europea 2003c). 
En este sentido, se incluyó una disposición relativa a la CPI y el Estatuto 
de Roma en el preámbulo del Acuerdo de Cotonú revisado, considerando que “los 
delitos más graves que afectan a la comunidad internacional no deben quedar 
impunes y que el procesamiento efectivo de los mismos debe garantizarse 
mediante la adopción de medidas a nivel nacional y la intensificación de la 
colaboración a nivel mundial” y que el establecimiento y funcionamiento de la 
CPI “constituyen avances importantes para la paz y la justicia internacionales”, así 
como en el texto del Acuerdo, expresando la determinación de las Partes “de 
tomar medidas encaminadas hacia la ratificación y la aplicación del Estatuto de 
Roma y de instrumentos con él relacionados” (ACP-CE 2005Preámbulo y Art. 11, 
P. 6). 
Podemos concluir afirmando que una de las motivaciones principales a la 
hora de modificar el Acuerdo de Cotonú fue la de incluir las preocupaciones y 
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nuevas orientaciones políticas de la UE en materia de seguridad internacional. 
Aunque la retórica de la UE al respecto fue la de preservar el acervo de décadas 
de relaciones y cooperación entre la CE (UE) y el grupo ACP, la realidad fue que 
el Acuerdo introdujo cambios radicales en determinadas áreas de la cooperación 
(European Commission 2005). Se potenció así la dimensión política y de 
seguridad del Acuerdo, por encima de objetivos centrados en reforzar la 
asociación entre iguales, mejorar la modalidades de implementación de la ayuda o 
luchar contra la pobreza, con lo cual la posición del grupo ACP estimó que “the 
EU’s view touches upon the very heart of the Cotonou Agreement” (Concord 
Cotonou Working Group 2004). 
1.1.2. El reconocimiento de la fusión entre seguridad y desarrollo en la nueva 
visión común expresada en el Consenso Europeo sobre Desarrollo 
La cooperación al desarrollo de la UE adoptó una nueva orientación en la 
década de los años noventa y principios del 2000 con la introducción de criterios 
políticos para la cooperación, como vimos en el capítulo anterior. En abril de 
2000 la Comisión Europea elaboró un documento titulado “Política de Desarrollo 
de la Comunidad Europea”, que aspiraba a constituir una estrategia global de la 
Comunidad en el ámbito del desarrollo, definiendo un enfoque focalizado en el 
desarrollo sostenible, convergente con la visión internacional emergente sobre el 
desarrollo, y un objetivo principal centrado en la reducción de la pobreza 
(Comisión de las Comunidades Europeas 2000). Este documento, junto con la 
firma del Acuerdo de Cotonú en junio de 2000, marcó el resultado del proceso de 
reflexión europeo durante la década de los años noventa, en línea con la visión 
internacional emergente sobre el desarrollo. 
Sin embargo, al comenzar el siglo XXI la UE se vio rápidamente inmersa 
en una nueva fase donde por un lado los ataques terroristas del 11 de septiembre 
de 2001 marcaron el inicio de un periodo centrado en prioridades de seguridad, y 
por otro lado los debates globales sobre la ayuda focalizaron el interés en asuntos 
de eficacia, coordinación, coherencia y complementariedad. Así pues, a principios 
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de siglo, a partir de 2002-2003, la UE y sus Estados miembros llevaron a cabo un 
proceso de reflexión a nivel interno, con el ánimo de generar su propia definición 
y filosofía de acción respecto al desarrollo y su visión en la formulación de 
políticas a largo plazo, teniendo en cuenta los debates y las iniciativas de carácter 
multilateral. 
En consecuencia, los Presidentes de la Comisión, del Parlamento y del 
Consejo firmaron el 20 de diciembre de 2005 una declaración conjunta sobre la 
política de desarrollo de la UE titulada “El Consenso Europeo sobre Desarrollo”, 
que presenta por primera vez una visión y una estrategia comunes en materia de 
cooperación al desarrollo, tanto a nivel de los Estados miembros como de la 
Comunidad. El documento está estructurado en dos partes, una primera parte 
centrada en la visión común que debe guiar la actuación de la UE, especificando 
los objetivos, valores y principios comunes  para la cooperación internacional; y 
una segunda parte en la que se expone la renovación de la política de desarrollo de 
la CE, su valor añadido, y se precisan las modalidades de puesta en práctica de los 
compromisos definidos en la visión común y prioridades de actuación concreta 
(Parlamento Europeo, Consejo & Comisión 2006). El Consenso Europeo 
constituye la esencia del momento de cambio en la política de desarrollo de la UE, 
junto con el “Código de Conducta sobre la complementariedad y la división del 
trabajo en la política de desarrollo” adoptado por el Consejo de Asuntos Generales 
y Relaciones Exteriores (CAGRE) y por los representantes de los Estados 
miembros en mayo de 2007 para aumentar la coherencia y mejorar la distribución 
de las tareas de desarrollo implementadas por los diferentes donantes europeos en 
los terceros países (Comisión de las Comunidades Europeas 2007a). 
El Consenso Europeo sustituye la estrategia definida en la Política de 
desarrollo de la Comunidad y supone la culminación del proceso de reflexión de 
la UE llevado a cabo durante la primera mitad de la década del 2000, con base en 
una agenda y estrategia global. En el año 2002, la UE mostró su alineamiento con 
las posiciones defendidas en al Consenso de Monterrey sobre la necesidad de 
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incrementar de manera sustancial el volumen de la ayuda, resultado de la 
Conferencia Internacional sobre la Financiación al Desarrollo, celebrada en marzo 
de 2002, manifestando su voluntad “en cumplimiento del compromiso de estudiar 
los medios y el calendario que permitan a cada Estado miembro lograr el objetivo 
de las Naciones Unidas del 0,7% de AOD/RNB”; y con la Declaración de la 
Cumbre Mundial sobre el Desarrollo Sostenible celebrada en Johannesburgo en 
septiembre de 2002, subrayando “la importancia de una mejor gobernanza 
mundial en este ámbito” (Consejo Europeo de Barcelona 2002). 
El Consenso Europeo sobre Desarrollo se sitúa así en un marco global de 
referencia que coadyuva a su formulación. Pocos meses antes de la adopción del 
Consenso tuvieron lugar dos acontecimientos relevantes a nivel internacional en el 
ámbito del desarrollo que van a ejercer una influencia en la formulación del 
Consenso Europeo. Por un lado, el Consenso abrazó los principios para aumentar 
la eficacia de la ayuda y la coordinación de los donantes de la “Declaración de 
París sobre la eficacia de la ayuda al desarrollo” de marzo de 2005 (apropiación, 
armonización, alineación y resultados y mutua responsabilidad), resultado del 
segundo Foro de Alto Nivel sobre la Eficacia de la Ayuda al Desarrollo, en la que 
se manifestó la resolución “a emprender acciones de largo alcance y supervisables 
con vistas a reformar las formas en las que suministramos y gestionamos la 
ayuda” (OCDE 2005). Por otro lado, en el contexto de los Objetivos de Desarrollo 
del Milenio (ODM), la celebración en el mes de septiembre de la Cumbre 
Mundial de 2005, en la sede de las Naciones Unidas en Nueva York, supuso la 
realización de un seguimiento sobre los progresos realizados y la reafirmación del 
compromiso con los objetivos de la Cumbre del Milenio del año 2000, adoptando 
nuevas decisiones en el ámbito del desarrollo y la seguridad. 
El Consenso, donde por primera vez se define una concepción europea 
común sobre las políticas de cooperación con los países en desarrollo, y el Código 
de Conducta de 2007, con el objetivo de mejorar la calidad y la eficiencia de la 
ayuda, se ubican también en relación con otros dos documentos fundamentales a 
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nivel intraeuropeo. Por un lado, la adopción de la EES en 2003, primer documento 
estratégico de referencia para la UE. Por otro lado, en 2005 se formuló la 
“Estrategia de la UE para África”, que define un marco de acción común para el 
conjunto de los Estados miembros, con el énfasis puesto en acelerar el desarrollo 
y alcanzar los ODM en África. Estos documentos de principios de la década del 
2000 representan en su conjunto un punto de inflexión en la construcción de la UE 
como actor internacional y un nuevo camino en las relaciones de la UE con el 
mundo en desarrollo, o como dice Carbone el comienzo de “a new season” para la 
política de desarrollo de la UE (Carbone 2007b, Carbone 2008). 
Además, de forma significativa, todos estos documentos fueron adoptados 
tanto por las instituciones europeas (Comisión, Consejo y Parlamento) como por 
los veinticinco Estados miembros, con lo cual proveen un marco común de acción 
para la UE en su conjunto, con la adopción de objetivos, principios y valores 
comunes tanto para la Comisión como para los Estados miembros: (Gänzle, 
Grimm & Makhan 2012, van Reisen 2007, Carbone 2007b). 
“Los Estados miembros y la Comunidad 
están igualmente comprometidos con los principios 
básicos, valores fundamentales y objetivos de 
desarrollo acordados en el plano multilateral (…) 
el “Consenso Europeo sobre Desarrollo” determina 
por primera vez una visión común que guíe la 
actuación de la UE en materia de cooperación para 
el desarrollo, tanto a nivel de los Estados miembros 
como de la Comunidad” (Parlamento Europeo, 
Consejo & Comisión 2006P.3). 
Este último aspecto es importante en relación con el enfoque 
autorreferencial y con las funciones primera y tercera definidas en nuestro marco 
teórico, en el ámbito de las relaciones exteriores con el mundo en desarrollo. Los 
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Estados miembros han rechazado tradicionalmente cualquier intrusión en la 
soberanía nacional, defendiendo vehementemente sus competencias. Sin embargo, 
en el momento de cambio o giro en la política exterior que hemos identificado, a 
partir de 2001-2002, los Estados miembros mostraron una mayor voluntad para 
afrontar los retos de manera conjunta y adoptar documentos guía que 
determinaran la implicación de la UE en su totalidad. Este cambio nosotros lo 
vamos a situar en un contexto en el que a los Estados miembros les interesa actuar 
por la vía multilateral más que bilateralmente, delegando parte de sus acciones 
(intereses secundarios o no prioritarios), lo cual justificaría la inacción a nivel 
nacional, eludiendo una mayor implicación y responsabilidad. Por otro lado, los 
cambios operados en la política de desarrollo de la UE, el proceso de reflexión 
para generar una visión propia de la cooperación, en el marco del debate global, y 
las medidas para aumentar el volumen y la eficacia de la ayuda, responderían a 
una finalidad interna según la cual la UE podría utilizar el ámbito del desarrollo 
para proyectar sus principios y valores, aumentar su presencia y visibilidad 
internacional y fortalecer su presencia e identidad como actor en los asuntos 
globales. 
El momento crucial de cambio en las relaciones de la UE con los países en 
desarrollo, expresado en estos tres documentos clave, se manifiesta de forma 
preponderante por la vinculación, en todos ellos, de la seguridad y el desarrollo 
(esencia del enfoque integral, junto con los asuntos de gobernanza), que ya vimos 
en el caso de la EES, y veremos posteriormente para el caso de la Estrategia de la 
UE para África. En cuanto al Consenso Europeo sobre Desarrollo, también 
encontramos la afirmación de este nexo: “La seguridad y el desarrollo constituyen 
aspectos importantes y complementarios de las relaciones de la UE con los 
terceros países”, y la coexistencia de objetivos de desarrollo con otros objetivos 
en materia de política exterior y de seguridad: 
“La realización de los ODM ha de contribuir a la 
paz y la seguridad colectivas e individuales a largo plazo. 
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No habrá desarrollo ni erradicación de la pobreza 
sin paz y seguridad, y sin desarrollo y erradicación 
de la pobreza no habrá paz duradera. Además, el 
desarrollo es la respuesta a largo plazo más eficaz 
frente a la migración forzosa e ilegal y el tráfico de 
seres humanos” (Parlamento Europeo, Consejo & 
Comisión 2006P. 37 y P. 40). 
Estos cambios conceptuales y operativos en la política exterior europea, 
consecuencia del proceso de reflexión de la década de los años noventa y de la 
evaluación de las iniciativas y políticas europeas acometidas, conllevan también 
una reflexión sobre la condición del continente africano, y un debate sobre la 
articulación de determinados principios que entraña la aceptación por parte de los 
africanos de un número de tesis, que van a verse reflejadas en el proceso de 
creación de la Unión Africana (UA) y de su Consejo de Paz y Seguridad (CPS). 
A partir de 2001-2002 se van a producir cambios fundamentales también 
en África. La creación de la Unión Africana73 en 2002 supone un salto cualitativo 
importante en términos institucionales y con respecto a las cuestiones de 
soberanía nacional e independencia de los Estados africanos, en reacción a los 
acontecimientos del 11 de septiembre y a la política de injerencia exterior de los 
años noventa, fundamental para comprender el intervencionismo en el continente: 
                                                 
73 La UA es heredera de la Organización de la Unidad Africana (OUA), fundada el 25 de 
mayo de 1963 en Addis Abeba, con la firma de la Carta de la OUA por parte de treinta y dos 
Gobiernos africanos, a la que se incorporaron a lo largo de los años otros veintiún países. La OUA 
supuso un foro importante para los Estados miembros a la hora de conseguir un consenso 
internacional en apoyo de las luchas de liberación y contra el apartheid. Las iniciativas tomadas 
por la OUA abrieron el camino al nacimiento de la UA. En julio de 1999, la Conferencia de Jefes 
de Estado y de Gobierno decidió celebrar una sesión extraordinaria para acelerar el proceso de 
integración económica y política en el continente. A partir de ese momento se celebraron cuatro 
Cumbres que dieron lugar al establecimiento oficial de la UA: La sesión extraordinaria de la 
Conferencia, celebrada en Sirte el 9 de septiembre de 1999, decidió la creación de la UA; la 
Cumbre de Lomé (2000) adoptó el Acta Constitutiva de la UA; la Cumbre de Lusaka (2001) 
estableció el programa para la implementación de la UA; y la Cumbre de Durban (2002) puso en 
marcha la UA, seguida de la celebración de la Sesión  inaugural de la Conferencia de Jefes de 
Estado y de  Gobierno de la Unión (African Union Commission). 
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“il n’est pas sûr que le 11 septembre représente 
uniment une discontinuité aussi radicale dans les 
prescriptions occidentales vis-à-vis des crises africaines 
(…) Depuis la fin de la guerre froide, plusieurs opérations 
internationales de maintien de la paix ont servi de points 
d’inflexion et ont redessiné les cadres de l’intervention et 
l’entendement de son mandat (…)” (Marchal, Banegas 
2005). 
Como organización continental, la UA se centra fundamentalmente en la 
promoción de la paz, la seguridad y la estabilidad en el continente como 
prerrequisito para la puesta en marcha de su programa en el campo del desarrollo 
y de la integración. Uno de los órganos fundamentales de la organización es el 
Consejo de Paz y Seguridad, creado por decisión de la Cumbre de Lusaka de julio 
de 2001,(African Union Peace and Security Department 2015) para la prevención 
y resolución de conflictos. Compuesto por 15 miembros, sus objetivos son 
promover la paz, seguridad y estabilidad en África; prevenir los conflictos; 
promover la reconstrucción post-conflicto; coordinar y armonizar los esfuerzos 
del continente para combatir el terrorismo internacional; desarrollar una política 
de defensa común; promover la democracia y proteger los derechos 
fundamentales (African Union Peace and Security Department 2015). 
La creación del CPS de la UA supone la culminación de una reforma muy 
importante desde el punto de vista africano. A pesar del pluralismo subregional 
africano, la Unión Africana se ha establecido a nivel continental con objetivos 
precisos y ambiciosos, a nivel político, económico y social, siendo uno de los 
propósitos fundamentales de la organización el mantenimiento de la paz y 
seguridad en el continente, para lo cual ha puesto en práctica acciones en materia 
de prevención y resolución de conflictos, cuyo primer reto fue la crisis de Darfur. 
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Desde el final de la Guerra Fría, los actores africanos se han implicado en 
la gestión de crisis en el continente, evidenciando una nueva realidad, a saber, que 
“les questions de sécurité ne sont plus l’apanage des seules grandes puissances et 
de leurs plus importants clients en Afrique” (Marchal, Banegas 2005). Esta 
apropiación parcial de las cuestiones de seguridad se inserta en un marco de 
actuación  internacional que defiende el lema “soluciones africanas para los 
problemas africanos”, promovido por las potencias occidentales ante el fracaso de 
las operaciones de paz de la ONU, siendo el caso de Ruanda paradigmático en 
este sentido. 
No obstante, como defienden Marchal y Banegas, esta reivindicación de la 
necesidad de apropiación del ámbito de seguridad por los actores africanos remite 
también a los intereses de las mismas potencias que lo defienden, pero lo aplican 
de forma parcial y selectiva, mostrando las contradicciones subyacentes así como 
“les rapports de puissance qui participent de la construction des problèmes et des 
menaces globales”. Por un lado “les États occidentaux ne mettent pas en oeuvre 
les solutions qu’ils promeuvent sur le continent européen”, lo cual se hizo 
palpable con la guerra en la antigua Yugoslavia y la intervención americana. Por 
otro lado, cuando las potencias internacionales tienen importantes intereses en 
juego, el mantra relativo a las soluciones africanas se reduce hasta desaparecer, y 
los actores internacionales intervienen sin el acuerdo o participación de sus socios 
africanos. Por último, si bien los africanos consideran lógico y necesario ser los 
protagonistas de las decisiones que conciernen su sociedad y su política, la 
extensión de la concepción ‘África para los africanos’ refleja un patrón asimétrico 
y una continuidad de la injerencia en los asuntos políticos de múltiples maneras 
(una de las cuales sería la inclusión de condiciones en las políticas de ayuda), 
aplicando los criterios defendidos de forma parcial y selectiva, lo cual nos lleva a 
afirmar que “un tel unanimisme sur cette pétition de principe de “l’Afrique aux 
Africains” doit interroger la vision occidentale de la “nécessité de proteger” et la 
renégociation en cours de la souveraineté nationale” (Marchal, Banegas 2005). 
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En el capítulo anterior vimos cómo en la década de los años noventa se 
había operado la introducción de criterios políticos para la cooperación, 
condicionando la provisión de ayuda al respeto de los derechos, la promoción de 
la democracia y el buen gobierno. En la institucionalización de la PESC en el 
Tratado de Maastricht, se definía uno de los objetivos principales de la Política 
Exterior y de Seguridad Común de la siguiente forma: “el desarrollo y la 
consolidación de la democracia y del Estado de Derecho, así como el respeto de 
los derechos humanos y de las libertades fundamentales”. Para dar operatividad a 
este objetivo de la PESC, se introdujo una dimensión política en los acuerdos de 
asociación y de cooperación regional de la UE. En el caso de las relaciones con el 
grupo ACP, se había esbozado esta dimensión política a partir del Cuarto 
Convenio de Lomé, reforzándola en su revisión quinquenal, y afianzándola en el 
Acuerdo de Cotonú, distanciándose así de los anteriores Convenios de Lomé, que 
se habían definido como políticamente neutros y habían basado la cooperación en 
las relaciones comerciales preferentes y en la provisión de ayuda financiera. En 
Cotonú se decidió potenciar el diálogo político, y los derechos humanos, la 
democracia y el Estado de derecho se introdujeron como “elementos esenciales” 
del Acuerdo, siendo el buen gobierno un “elemento fundamental” de Cotonú, pero 
no esencial, ante la oposición de los países ACP. La violación de los principios 
esenciales podía entrañar tomar las “medidas pertinentes”, pudiendo llegar a la 
suspensión de la ayuda y de la cooperación (ACP-CE 2000). 
Desde Maastricht, esta dimensión política va a estar muy presente en las 
relaciones exteriores de la UE, a través de la promoción de un diálogo político en 
torno a las cuestiones de derechos humanos, los principios democráticos y el 
Estado de derecho. No obstante, a partir de principios del 2000, en el nuevo 
corpus de documentos europeos cruciales para comprender el giro de la política 
exterior europea, el énfasis se va a situar en la interdependencia de la seguridad, el 
desarrollo y el buen gobierno, generando una aproximación holística que se ha 
denominado ‘enfoque integral’ o ‘comprehensivo’. 
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La CE había definido su enfoque en materia de buen gobierno74 en una 
Comunicación de 2003 titulada “Gobernanza y Desarrollo”, donde se afirma su 
importancia para la política de desarrollo europea: “una buena gobernanza es un 
factor clave de cara a la eficacia de la ayuda al desarrollo y a la consecución de los 
objetivos que debemos esforzarnos por alcanzar”; su vinculación con la seguridad: 
“una deficiente gobernanza motivada por la pobreza contribuye de forma decisiva 
a la aparición de brotes de violencia”; y se declara la interrelación triangular 
desarrollo-seguridad-gobernanza que caracteriza el enfoque integral de la UE en 
su acción exterior hacia los países en desarrollo: “La gobernanza constituye un 
componente esencial de las políticas y reformas orientadas a la reducción de la 
pobreza, la democratización y la seguridad mundial” (Comisión de las 
Comunidades Europeas 2003Puntos 7, 22 y 3). 
La política de desarrollo de la UE elaborada en el Consenso Europeo se 
posiciona en el marco de los ODM, concediendo especial atención a la lucha 
contra la pobreza, objetivo principal de la cooperación: 
“La actuación de la UE en favor del 
desarrollo, centrada en la erradicación de la 
pobreza en el contexto de un desarrollo sostenible, 
supone una contribución importante dirigida a 
                                                 
74 Pese a no contar con una definición precisa de la gobernanza, la CE 
define su concepción del término de la siguiente manera: “La gobernanza alude a 
la capacidad del Estado de servir a los ciudadanos. La amplitud de semejante 
enfoque permite deslindar conceptualmente la gobernanza de otros temas, como 
los derechos humanos, la democracia o la corrupción. La gobernanza se refiere a 
las normas, procesos y conductas a través de los que se articulan intereses, se 
gestionan recursos y se ejerce el poder en la sociedad. Lo fundamental, en este 
contexto, es la manera en que se desempeñan las funciones públicas, se gestionan 
los recursos públicos y se ejercen las facultades normativas públicas” (Comisión de 
las Comunidades Europeas 2003Punto 4) 
. 
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lograr los máximos beneficios del proceso de 
globalización y repartir sus costes de forma más equitativa 
equitativa para los países en desarrollo” 
No obstante, la seguridad se considera una precondición necesaria para la 
realización de este objetivo central: “no habrá desarrollo ni erradicación de la 
pobreza sin paz y seguridad”, y viceversa: “sin desarrollo y erradicación de la 
pobreza no habrá paz duradera” (Parlamento Europeo, Consejo & Comisión 
2006P. 39 y P 40). 
El nexo entre el desarrollo y la seguridad (y el buen gobierno) queda así 
bien establecido en los documentos medulares del nuevo ciclo de política exterior 
de la UE iniciado aproximadamente desde 2002. Los documentos básicos de 
naturaleza estratégica y referencial sobre seguridad, desarrollo y relaciones con 
terceros países muestran un cambio de dirección ostensible a nivel reflexivo y 
teórico, a pesar de la generalidad de sus afirmaciones, y por ende, su consiguiente 
vaguedad y ambigüedad. Su puesta en práctica se llevará a cabo inicial y 
principalmente en el caso de África Subsahariana, incluyendo la implementación 
de una serie de medidas, instrumentos y mecanismos institucionales, así como la 
experimentación con las nuevas líneas de acción, aunque veremos en próximos 
capítulos (en el caso de Sudán) cómo existen lagunas entre los grandes objetivos 
declarados y su aplicación local, por falta e inadecuación de recursos, pero 
también por la falta de un verdadero marco político y guía estratégica de las 
acciones. 
2. La consolidación de la interdependencia entre la seguridad y el 
desarrollo en el discurso sobre el enfoque integral de la UE 
A partir de 2002-2003 la UE inició la formulación de un enfoque integral, 
cuyo núcleo principal lo conforma el nexo seguridad-desarrollo, expresado en dos 
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documentos de referencia como son la EES y el Consenso Europeo sobre 
Desarrollo, bases conceptuales primarias del enfoque holístico, que introducen 
una nueva visión y estrategia para la política de desarrollo y la política de 
seguridad de la Unión en su conjunto (whole of EU approach), tanto a nivel de las 
instituciones como de los Estados miembros. 
 Con el objetivo de aportar mayor coherencia y consistencia a las acciones 
emprendidas en el ámbito del desarrollo, la UE procedió a adoptar una serie de 
documentos clave que constituyen una nueva conceptualización sobre cómo llevar 
a cabo las relaciones con el mundo en desarrollo. De ella se deriva una nueva 
orientación para la implementación, destacando los cambios introducidos en la 
revisión quinquenal del Acuerdo de Cotonú en 2005 y la adopción de la 
“Estrategia de la UE para África” en 2005, que veremos más detalladamente en el 
siguiente epígrafe. 
Rápidamente la narrativa sobre el enfoque integral, y sobre la acción 
conjunta de los actores que conforman la UE superó su marco inicial centrado en 
la política de desarrollo, para abordar las políticas de gestión de crisis en el ámbito 
de la seguridad, y la acción exterior de la UE de forma general, planteando 
objetivos más ambiciosos en el marco de una acción más amplia, coherente y 
eficaz. 
En consecuencia, el discurso político de la UE se orientó hacia la 
promoción de un enfoque comprehensivo, necesario para atajar las causas de los 
problemas relativos a la paz y la seguridad, encarnado en la EES y el Consenso 
Europeo sobre Desarrollo. Las primeras manifestaciones geográficas de este 
enfoque se centraron en el continente africano, foco de conflictos violentos y 
terreno de experimentación propicio para las acciones de la UE. 
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2.1. El apoyo al nexo seguridad-desarrollo en el Tratado de Lisboa 
Tres documentos fundamentales vieron la luz en el segundo semestre de 
2007, bajo Presidencia portuguesa del Consejo. Por un lado, las Conclusiones de 
la Presidencia sobre Seguridad y Desarrollo de noviembre de 2007; por otro lado, 
la firma del Tratado de Lisboa en diciembre, y finalmente, en el ámbito 
geográfico africano, la adopción en diciembre de 2007 de la Estrategia Conjunta 
África-UE (JAES por sus siglas en inglés), que veremos posteriormente. 
El Tratado de Lisboa, firmado el 13 de diciembre de 2007 (en vigor el 1 de 
diciembre de 2007), establece una serie de objetivos y principios para la acción 
exterior de la UE, que se sitúan en consonancia con los anteriores tratados.75 Sin 
embargo, en Lisboa, con la finalidad de constituir una Unión más eficaz y mejor 
capacitada para abordar los problemas globales, se defiende la necesidad de 
definir y poner en práctica un “enfoque común” para la PESC, garantizando la 
convergencia de las actuaciones de los Estados miembros para que la Unión pueda 
ejercer una influencia en la escena internacional, defendiendo sus intereses y 
proyectando sus valores (UE 2007Art.16). 
En esta línea de acción, se adoptan algunos cambios simbólicos, como el 
hecho de que las posiciones comunes pasan a ser “posiciones de la Unión”, o la 
PESD pasa a ser la Política Común de Seguridad y Defensa (PCSD), y otros 
cambios institucionales más significativos para armonizar la acción exterior de la 
UE y “hablar con una sola voz”. 
                                                 
75 En cuanto a los principios, se afirma que “la acción de la Unión en la escena 
internacional se basará en los principios que han inspirado su creación, desarrollo y ampliación y 
que pretende fomentar en el resto del mundo: la democracia, el Estado de Derecho, la 
universalidad e indivisibilidad de los derechos humanos y de las libertades fundamentales, el 
respeto de la dignidad humana, los principios de igualdad y solidaridad y el respeto de los 
principios de la Carta de las Naciones Unidas y del Derecho internacional” (UE 2007Art. 10 A, 
apart.1). Entre los objetivos de la Unión se encuentran “mantener la paz, prevenir los conflictos y 
fortalecer la seguridad internacional, conforme a los propósitos y principios de la Carta de las 
Naciones Unidas, así como a los principios del Acta Final de Helsinki y a los objetivos de la Carta 
de París, incluidos los relacionados con las fronteras exteriores” (UE 2007Art. 10 A, apart. 2c). 
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El Tratado de Lisboa termina con la estructura en pilares vigente desde el 
Tratado de Maastricht, con el objetivo de generar un enfoque más coordinado y 
coherente entre las políticas asociadas a los diferentes pilares, de forma que los 
distintos ámbitos de acción exterior se integren unos con otros, incluyendo la 
vinculación de las actividades de desarrollo y de seguridad (Keukeleire, Raube 
2013). 
Así pues se introduce el nuevo puesto de Alto Representante de la Unión 
para Asuntos Exteriores y Política de Seguridad, que presidirá el Consejo de 
Asuntos Exteriores, formulará y ejecutará la PESC junto con los Estados 
miembros, y representará a la Unión en materia PESC, dirigiendo el diálogo 
político con terceros países y expresando la posición de la UE en los foros 
internacionales. Para ayudar a ejercer el mandato del Alto Representante, se 
introduce un nuevo servicio diplomático de la UE, denominado Servicio Europeo 
de Acción Exterior76, formado por funcionarios de la Secretaría General del 
Consejo y de la Comisión (de las antiguas Direcciones Generales de Relaciones 
Exteriores (DG RELEX) y Desarrollo (DG DEV)77), así como por personal en 
comisión de servicios de los servicios diplomáticos nacionales   (UE 2007Art. 13 
bis). 
El Alto Representante será además uno de los Vicepresidentes de la 
Comisión, para así lograr una mayor coherencia de la acción exterior de la Unión, 
ocupándose de las responsabilidades que incumben a la Comisión en el ámbito de 
las relaciones exteriores (UE 2007Art. 9 E, apart. 4). 
Para desarrollar una acción concertada en pos de un enfoque común, se 
afirma que el Alto Representante coordinará su actuación con los Ministros de 
                                                 
76 SEAE o EEAS por sus siglas en inglés: European External Action Service, puesto 
formalmente en marcha el 1 de enero de 2011. 
77 A partir de enero de 2011, la fusión de DG DEV y DG Europe Aid origina una nueva 
estructura, DG DEVCO, la nueva Dirección General de Cooperación Internacional y Desarrollo de 
la Comisión, responsable de establecer la política europea de cooperación internacional y 
desarrollo, a nivel de formulación y de suministro de la ayuda, y de impulsar la coordinación entre 
la UE y sus Estados miembros. 
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Asuntos Exteriores de los Estados miembros en el seno del Consejo, y las 
misiones diplomáticas de los Estados miembros cooperarán con las delegaciones 
de la Unión en los terceros países (UE 2007Art. 16 c). 
A pesar del doble sombrero del cargo de Alto Representante, éste no es en 
la práctica responsable de la totalidad de las relaciones exteriores de la UE, 
coexistiendo con otros Comisarios en el ámbito del desarrollo o de la política de 
vecindad, es decir, “the security-development nexus has not materialized within 
the EU’s political leadership”; y tampoco el SEAE es responsable de cada área de 
la acción exterior europea, ni de cada etapa en el proceso de toma de decisiones, 
al convivir con DG DEVCO y otras estructuras, generando una división de 
políticas e instrumentos y limitando la realización efectiva del nexo seguridad-
desarrollo (Keukeleire, Raube 2013). 
El enfoque común defendido en el Tratado de Lisboa para llevar a cabo la 
PESC se centra en asuntos de coordinación y convergencia de las acciones entre 
las instituciones europeas, fundamentalmente el Consejo y el Consejo Europeo, y 
los Estados miembros. Los cambios introducidos en la acción exterior definida en 
el Tratado son autorreferenciales y parecen responder a nuestra primera función 
interna. Con el objetivo de evitar episodios de ruptura o grave división de 
posiciones de los Estados miembros, como los que sucedieron con la guerra de 
Irak, y así evitar afectar el acervo común conseguido a lo largo del proceso de 
integración europea, la UE intenta establecer los mecanismos adecuados para 
prevenir o limitar los daños potenciales. La tercera función impregna el 
documento, orientado a construir una UE más eficaz y activa en el mantenimiento 
de la paz y seguridad internacionales. 
Por otro lado, la segunda función se hace aparente con la lucha interna o 
fricción a nivel institucional para responsabilizarse de la acción exterior de la UE, 
donde el Alto Representante y el SEAE comparten la tarea con determinadas DG 
y servicios de la Comisión, que mantienen sus misiones en el ámbito del 
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desarrollo, la cooperación y las relaciones exteriores. Éste es el caso concreto de 
DG DEVCO como indican Keukeleire y Raube: “The EEAS is responsible for 
strategic planning and overall external action toward developing countries; DG 
DEVCO is responsible for the implementation and management of development 
policies and, most importantly, of the various financial instruments, including the 
APF” y del Servicio de Instrumentos de Política Exterior (FPI por sus siglas en 
inglés), que es un servicio de la Comisión Europea que depende directamente del 
Alto Representante y trabaja en cooperación con el SEAE, con el que comparte 
edificio en Bruselas. El FPI es responsable, entre otros, de la gestión e 
implementación de algunas áreas de la PESC, de las Misiones de Observación 
electoral  y del Instrumento de Estabilidad (IfS por sus siglas en inglés), aunque 
no de las decisiones políticas pertinentes: “Whereas the EEAS is responsible for 
political decisions on the use of the IfS, the FPI is responsible for the management 
and implementation of the IfS”. Las tensiones entre el SEAE, DG DEVCO y el 
FPI son una realidad que refleja nuestra segunda función, entrando en el terreno 
de conflictos de competencias o de protagonismo entre las diferentes estructuras y 
su posición en la UE (Keukeleire, Raube 2013). 
2.2. Propuestas y documentos de referencia en el segundo semestre de 2007: 
seguridad, desarrollo y fragilidad 
A pesar de la preferencia europea reciente de hablar de enfoque 
comprehensivo o integral, su núcleo subyacente es el nexo seguridad-desarrollo, 
que implica la inclusión de criterios de seguridad en las políticas de desarrollo 
desde principios del nuevo milenio. Este nuevo enfoque, influenciado por los 
ataques terroristas del 11 de septiembre de 2001, ha provocado el 
condicionamiento de la ayuda a criterios de buen gobierno, y la proliferación de 
intervenciones humanitarias y acciones de desarrollo orientadas hacia fines 
políticos. El enfoque integral de la acción exterior europea reconoce la 
complejidad de los desafíos, riesgos y amenazas de la seguridad internacional, y 
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considera que una perspectiva holística que abarque múltiples dimensiones 
(seguridad, desarrollo, gobernanza) es necesaria al enfrentarse a escenarios de 
conflicto, donde se necesita una coherencia y coordinación de diferentes políticas 
e instrumentos (que abarque a toda la UE) para llevar a cabo una gestión de crisis 
eficaz. 
Los países en vías de desarrollo se construyen de esta forma como una 
potencial fuente de amenazas que pueden afectar a la seguridad, entendiendo la 
“seguridad del primer mundo”, que reacciona incluyendo criterios de 
condicionalidad en las políticas e instrumentos de desarrollo para luchar contra 
tales amenazas, que han sido identificadas y definidas por los países del Norte 
(Robinson 2006). De la definición de las amenazas se deriva la formulación de las 
políticas y los mecanismos institucionales que sirven de base a la acción política 
en los asuntos que se pueden denominar como “domains of insecurity” 
(Huysmans 2006). La cuestión de la invocación de la (in)seguridad tiene 
consecuencias en la manera de estructurar las relaciones entre la UE y el entorno 
exterior, generando una distinción dentro-fuera a nivel general y en aspectos 
concretos, como por ejemplo en la clara distinción expresada entre los ciudadanos 
de la UE y los de terceros países en las políticas de inmigración (Van Munster 
2009). 
La defensa del nexo seguridad-desarrollo se explicita en las Conclusiones 
del Consejo sobre Seguridad y Desarrollo de 19-20 de noviembre de 2007, donde 
el Consejo afirma que: 
“este nexo entre desarrollo y seguridad debería 
informar todas las estrategias y políticas de la UE con 
vistas a contribuir a la coherencia de la acción exterior de 
la UE, reconociendo al mismo tiempo que las 
responsabilidades y las funciones de los actores en el 
ámbito del desarrollo y la seguridad son complementarias 
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aunque siguen siendo específicas”(Consejo de la 
Unión Europea 2007a). 
Se reconoce la necesidad de aumentar la coherencia entre la seguridad y el 
desarrollo en el ámbito de las políticas y en el operativo, tanto a corto plazo como 
en una actuación a largo plazo, y se identifican algunas “medidas prácticas 
iniciales” para aumentar la coherencia en los ámbitos considerados pertinentes 
para el nexo seguridad-desarrollo. En el ámbito del planeamiento estratégico, los 
esfuerzos deben centrarse en mejorar la coordinación civil-militar; en la reforma 
del sector de la seguridad “es necesaria una coordinación de todo el gobierno 
entre el planeamiento y las actuaciones a corto y largo plazo”; en el área de las 
asociaciones con organizaciones regionales y subregionales el Consejo destaca la 
Asociación UE-África como un marco de referencia y “un avance en el camino 
hacia un planteamiento coherente y holístico de los retos de la seguridad y el 
desarrollo”; por último en el ámbito titulado “ayuda humanitaria y seguridad”, el 
Consejo considera por un lado que se debe proteger la imparcialidad, humanidad, 
neutralidad e independencia de la acción humanitaria, aunque por otro lado, de 
forma controvertida y contradictoria subraya que “aunque los actores de los 
ámbitos humanitario, del desarrollo y militar y de seguridad tienen papeles y 
mandatos distintos aunque complementarios, debe garantizarse que puedan 
interactuar y cooperar” (Consejo de la Unión Europea 2007a). 
En el segundo semestre de 2007, durante la Presidencia portuguesa del 
Consejo, se ahondó en el debate iniciado en 2002-2003 sobre la nueva orientación 
de la política exterior europea en el marco de la vinculación de la seguridad, el 
desarrollo (y los asuntos de gobernanza). Faria afirma que este nexo constituyó 
una prioridad para la Presidencia portuguesa, que impulsó el debate en el seno de 
la UE para identificar “operational solutions to adapting EU policy and 
operational responses to situations of fragility, and enhance the security-
development nexus”, generando algunos avances en la aproximación al enfoque 
integral, a pesar de las dificultades de organización y coordinación entre los 
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diferentes actores de la UE y la falta de un análisis conjunto, entre otras 
limitaciones que todavía hoy no se han resuelto (Faria 2014). 
Junto a la declaración sobre seguridad y desarrollo, las Conclusiones del 
Consejo de junio de 2007 adoptaron también “la respuesta de la UE ante las 
situaciones de fragilidad”78, que fueron precedidas por una comunicación de la 
Comisión sobre el mismo tema. El Consejo reitera la necesidad de un enfoque 
integral que aúne diferentes políticas e instrumentos: 
“la respuesta de la UE debe combinar instrumentos 
políticos, diplomáticos, humanitarios, de desarrollo y de 
seguridad”, y muestra una orientación imbuida de asuntos 
de gobernanza a la hora de abordar las situaciones de 
fragilidad: “el Consejo destaca la importancia de la 
gobernanza democrática, el Estado de Derecho, el respeto 
de los derechos humanos y las libertades fundamentales y 
la erradicación de la pobreza, así como de los problemas 
del cambio climático y las migraciones” (Consejo de la 
Unión Europea 2007b). 
Con el fin de transformar la narrativa en realidad, en las Conclusiones el 
Consejo, éste solicitó a la Comisión y a la Secretaría General del Consejo 
cooperar con los EEMM para preparar un plan de acción con vistas a aplicar las 
                                                 
78 En el documento, el Consejo entiende que el término fragilidad “se 
refiere a la debilidad o descomposición de las estructuras y a las situaciones en las 
que el contrato social se ha roto por no tener el Estado capacidad o voluntad de 
asumir sus funciones básicas, cumplir sus obligaciones y responsabilidades en 
cuanto al Estado de Derecho, la protección de los derechos humanos y de las 
libertades fundamentales, la seguridad y protección de la población, la reducción 
de la pobreza, la prestación de servicios, la transparencia y equidad en la gestión 
de los recursos y el acceso al poder” (Consejo de la Unión Europea 2007b) 
. 
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acciones enunciadas, tomando como base “las enseñanzas extraídas de las 
experiencias pasadas y la adopción de medidas concretas en determinados países”, 
en concreto los países en los que se han llevado a cabo misiones y operaciones 
PESD o actividades en el marco de la PESC, con el objetivo “de hallar la forma 
de mejorar la secuenciación y la coordinación de las actividades de la UE” 
(Consejo de la Unión Europea 2007a). 
Después de un proceso interno de discusión y reflexión, la Comisión y la 
Secretaría del Consejo elaboraron un borrador de plan de acción sobre seguridad, 
desarrollo y fragilidad, el cual debía presentarse al Consejo en 2010. Sin embargo, 
como expone Faria, el proceso quedó paralizado ante los cambios institucionales 
derivados de la entrada en vigor del Tratado de Lisboa, principalmente la puesta 
en marcha del SEAE en diciembre de 2010, con la consiguiente confusión ante la 
modificación de las estructuras y funciones, la transferencia de las estructuras para 
la gestión de crisis del Consejo al SEAE, y a causa de otras prioridades políticas 
en el contexto internacional de los eventos de la denominada Primavera Árabe. A 
pesar de que la creación del SEAE responde a un interés europeo de mejorar la 
coordinación y coherencia de su acción exterior, desde su implantación se han 
experimentado comúnmente disputas interinstitucionales sobre las competencias y 
funciones, por ejemplo en el área de planificación y programación de las 
prioridades (Faria 2014). 
A nivel práctico, la implementación inicial de medidas formuladas según 
la concepción del enfoque holístico va a dirigirse en su mayor parte hacia el 
continente africano. La aproximación europea del enfoque integral se verá así 
plasmada en la adopción de la Estrategia Conjunta África-UE (JAES) en 
diciembre de 2007 y de su primer plan de acción para el periodo 2008-2010, 
durante la segunda Cumbre entre la UE y África celebrada en Lisboa. El 
continente africano sirvió como laboratorio para la experimentación de la nueva 
orientación de la acción exterior, al menos en la narrativa de la JAES, que incluye 
de forma explícita la fusión entre la seguridad y el desarrollo en una sección 
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esencial que trata de la paz y la seguridad, y pretende establecer un marco 
completo y conjunto para las relaciones entre la UE y África, como veremos en el 
siguiente epígrafe. 
Posteriormente, en 2011, se adoptarán tras un largo proceso de discusión la 
Estrategia de la UE para el Sahel y la Estrategia para el Cuerno de África, con el 
objetivo de servir como marco estratégico para la acción exterior de la UE en 
dichas regiones, en virtud de una implicación integral según el denominado 
‘comprehensive approach’. Otros documentos específicos para determinados 
países verán la luz en el mismo periodo, como la formulación de un 
“comprehensive approach” para Sudán también en 2011, que veremos 
posteriormente 79 y para Somalia en 2012. 
2.3. La culminación narrativa en el documento crucial de 2013: El enfoque 
integral de la UE en relación con los conflictos y las crisis exteriores 
Tras la entrada en vigor del Tratado de Lisboa, y los consiguientes 
cambios a nivel institucional en el seno de la UE, incluyendo la creación del cargo 
de Alto Representante de la Unión para la Política Exterior y de Seguridad, que es 
también Vicepresidente de la Comisión, así como el establecimiento del Servicio 
Europeo de Acción Exterior, la UE reafirmó su ambición de desarrollar una 
acción exterior que aglutinara los distintos instrumentos y políticas, para ser, 
como dice la EES, más activos, coherentes y capaces. 
El núcleo subyacente a la nueva orientación dada a la política exterior 
europea desde 2002-2003 y expresada en algunos documentos fundamentales que 
hemos estudiado, es la vinculación o nexo entre seguridad y desarrollo, cuya 
formulación se ha ido afinando desde principios del 2000, incluyendo 
                                                 
79 Aunque el documento sobre Sudán no se hizo público, su uso interno fue fundamental 
como guía y referencia para abordar los problemas de desarrollo y seguridad. No obstante, la 
autora tuvo acceso al documento, y su contenido en términos bastantes vagos no le merece la 
denominación de estrategia política. 
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progresivamente asuntos relativos a la gobernanza y la fragilidad del Estado, hasta 
configurar un nuevo paradigma conceptual en torno al ‘enfoque integral’ de la 
UE. 
En 2007 este nexo se hizo explícito con la adopción por el Consejo de 
Conclusiones en las que la prioridad se centraba en asuntos de seguridad, 
desarrollo y fragilidad como guía de la acción exterior de la Unión. No obstante, 
el Plan de Acción sobre seguridad, desarrollo y fragilidad de 2009-2010 cayó en 
el olvido, aunque la UE continuó su orientación basada en el nuevo paradigma del 
enfoque integral a través de otras iniciativas y medidas prácticas. 
A nivel discursivo, este proceso culminará con la adopción en 2013 del 
“Enfoque integral de la UE en relación con los conflictos y las crisis exteriores” y 
las Conclusiones del Consejo sobre el enfoque integral de mayo de 2014, donde a 
la relación entre la seguridad y el desarrollo como principio clave del enfoque 
integral, se añaden la necesidad del análisis contextual, para reaccionar a la 
realidad concreta y específica de las situaciones, la implicación y responsabilidad 
de todos los agentes de la UE “en Bruselas, en los Estados miembros y sobre el 
terreno en los terceros países”, y el respeto a las diferentes competencias de las 
instituciones y los Estados miembros en cuanto a la ayuda humanitaria, la 
cooperación al desarrollo y las operaciones PCSD. 
Si bien el enfoque integral responde a una nueva dirección de la acción 
exterior europea en su conjunto, la Comunicación conjunta de la Comisión y la 
Alta Representante de la Unión de diciembre de 2013 limita el alcance del 
enfoque integral a la actuación de la UE frente a los conflictos y las crisis 
exteriores. Esta limitación puede generar confusión sobre el enfoque holístico, que 
ha venido desarrollándose durante la última década para responder a los desafíos 
de la Unión en términos globales (con énfasis en la seguridad), y que influye en el 
conjunto de la acción exterior europea, tanto en materia de seguridad, como en su 
política de desarrollo y en otras facetas de la construcción de la UE como actor 
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global. El eventual sentido que encontramos a esta aproximación restrictiva está 
relacionado con la construcción de la política exterior y de seguridad europea, que 
desde el inicio puso su foco en las acciones de prevención de conflictos y gestión 
de crisis. La seguridad de Europa se mantuvo deliberadamente en el seno de la 
OTAN, y la construcción de la PESC y la PESD centró sus prioridades en las 
crisis exteriores, con el objetivo de dotar a la Unión de mecanismos e 
instrumentos para actuar más allá de sus fronteras, generando una mayor 
visibilidad internacional de la UE y un mayor peso específico como actor y 
potencia a nivel global. 
En este sentido, la Comunicación da lugar a ambigüedad al restringir su 
aproximación a la gestión de crisis, pero no pone en tela de juicio la importancia 
del desarrollo del enfoque integral para el conjunto de la acción exterior: “la Alta 
Representante y la Comisión exponen su interpretación común del enfoque 
integral de la UE en relación con las crisis y los conflictos externos y se 
comprometen plenamente a aplicarlo de consuno en la política exterior de la UE y 
en las acciones correspondientes” (Comisión Europea, Alta Representante de la 
UE 2013). 
El enfoque integral remite a dos vertientes: “al despliegue coordinado de 
los instrumentos y los recursos de la UE” y “a la responsabilidad compartida de 
los Estados miembros y de los agentes de dimensión europea”. Sin embargo, el 
énfasis se sitúa en la primera vertiente, con la enumeración de la “amplia gama de 
políticas, herramientas e instrumentos pertenecientes a los ámbitos de la 
diplomacia, la seguridad, la defensa, el comercio, las finanzas, la cooperación al 
desarrollo y la ayuda humanitaria (…) La UE dispone de una red sin igual de 
delegaciones en 139 países, de personal diplomático experto en el Servicio 
Europeo de Acción Exterior (SEAE), incluidos los Representantes Especiales de 
la UE, e interviene sobre el terreno a través de las misiones y las operaciones 
desarrolladas en el marco de la Política Común de Seguridad y Defensa (PCSD)” 
(Comisión Europea, Alta Representante de la UE 2013). 
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La UE considera que su idiosincrasia se debe por un lado a su propio 
proceso de creación, tras las guerras mundiales que asolaron el continente, lo cual 
la constituiría en un modelo a imitar: “la UE está ampliamente considerada como 
un ejemplo de paz y de estabilidad por los países vecinos y otras regiones del 
mundo”; por otro lado, a su naturaleza característica que la conforma como un 
actor sui generis, al coexistir estructuras supranacionales junto a los Estados 
miembros, cuya acción concertada puede tener consecuencias importantes para 
construir un actor más unificado y eficaz: 
“Al agrupar todos esos recursos y aunar a la 
Comisión Europea y a los veintiocho Estados 
miembros para trabajar siguiendo un planteamiento 
coordinado y estratégico, la UE puede definir y 
defender mejor sus intereses y valores 
fundamentales, promover sus objetivos políticos 
clave y prevenir las crisis o ayudar a restablecer la 
estabilidad”. Es en este último aspecto en el que la 
UE cifra la esencia del enfoque integral: “La UE 
resulta más fuerte, más coherente, más visible y 
más eficaz en sus relaciones exteriores cuando 
todas sus instituciones y Estados miembros 
colaboran ateniéndose a un análisis estratégico 
compartido y una visión de futuro común. En esto 
es en lo que consiste el enfoque integral” 
(Comisión Europea, Alta Representante de la UE 
2013). 
En consecuencia, la segunda vertiente del enfoque en torno a la 
responsabilidad queda desdibujada a favor del despliegue y utilización de los 
diferentes instrumentos y recursos de la UE. El documento expone algunas 
medidas para “mejorar la coherencia y la eficacia de la política exterior de la UE y 
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su actuación en situaciones de crisis o conflicto”, mediante el desarrollo de un 
análisis compartido, la definición de una visión estratégica común, la elaboración 
de acciones de prevención de conflictos, el uso de las diferentes capacidades de la 
UE, en particular las medidas a largo plazo. A su vez se vinculan las políticas y la 
acción interior y exterior, se pone de relieve el papel de las delegaciones de la UE 
en los terceros países, y la asociación de la UE con sus socios internacionales y 
regionales (Comisión Europea, Alta Representante de la UE 2013). 
Sin embargo, las medidas y acciones concretas que define el documento no 
aclaran la modalidad de su puesta en práctica. Además, como señalan algunos 
autores, en ningún momento se expresa cómo se va a poner en práctica la 
responsabilidad compartida de los distintos agentes de la UE, no se plantean 
mecanismos de coordinación para el enfoque integral ni se aclaran las 
modalidades de trabajo que deben realizar conjuntamente las instituciones 
europeas, éstas y los Estados miembros, y sus socios internacionales, por lo que 
“some member states sense there is no real commitment within the EU institutions 
to take this forward, recalling the failure to come up with an Action Plan 
requested by the Council in late 2007, and fear the Comprehensive Approach will 
remain an occasional and/or discretionary process (Faria 2014) 
En las Conclusiones del Consejo de 2014 se reafirma la particularidad de 
la UE y sus Estados miembros a la hora de actuar en el escenario internacional, 
que reside en “la capacidad única de combinar, de modo coherente y congruente, 
unas políticas y unos instrumentos que van desde la diplomacia, la seguridad y la 
defensa hasta las finanzas, el comercio, el desarrollo y los derechos humanos, así 
como la justicia y la migración. Ello contribuye en gran medida a la capacidad de 
la Unión para desempeñar un papel positivo y transformador en sus relaciones 
exteriores y como actor a escala mundial” (Consejo de la Unión Europea 2014). 
El hecho de poder utilizar una amplia gama de políticas e instrumentos se asocia 
en una relación causal algo inexplicable al rol internacional de la UE en términos 
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de poder bueno, sin abordar las modalidades o el uso de los diferentes 
mecanismos de acción. 
Después de invitar a los órganos de trabajo pertinentes del Consejo a que 
dieran su opinión para hacer avanzar el debate en torno al enfoque integral, el 
Consejo Europeo introdujo en sus Conclusiones una perspectiva más amplia del 
enfoque integral, para todo el espectro de la acción exterior de la UE, aunque 
haciendo hincapié en las situaciones de crisis y en la fragilidad de los Estados. No 
obstante, las limitaciones a la hora de especificar las modalidades de trabajo 
conjunto de los agentes que conforman la UE para lograr “una respuesta rápida y 
eficaz de la UE” (Consejo de la Unión Europea 2014) todavía quedan en el aire. 
Las afirmaciones de coherencia y de coordinación no se ven realmente 
acompañadas de una verdadera estrategia política con un plan de acción 
cuantificable, lo que nos lleva a pensar en la persistencia de la grandilocuencia de 
las afirmaciones discursivas frente a la falta de pensamiento estratégico que se 
traduce en la inexistencia de un verdadero compromiso político en escenarios de 
crisis y conflicto. Existe un discurso y los instrumentos políticos, pero no se han 
definido los medios para llevar a cabo las acciones políticas, ni el marco 
institucional de coordinación del trabajo conjunto. Ello reforzaría la primera 
función interna y el concepto de anti-política exterior, quedando el debate en 
torno al enfoque integral en un nivel de reflexión teórico, sin verse acompañado 
por un plan de acción concreto, derivando una vez más en un patrón de inacción y 
falta de implicación de la UE y los Estados miembros. 
3. Las relaciones entre la UE y África Subsahariana en el marco 
del enfoque integral 
La UE ha emprendido una serie de cambios fundamentales en la 
orientación de su acción exterior desde hace poco más de una década, con la 
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formulación y el desarrollo progresivo de un enfoque holístico, donde la 
seguridad, el desarrollo y los asuntos de gobernanza se muestran como elementos 
fundamentales, junto con la ambición de actuar de forma conjunta como UE 
(whole of EU approaches), al menos en lo que concierne a la narrativa europea, 
siendo los procesos de implementación de naturaleza dispar. 
La Guerra en la antigua Yugoslavia durante los años noventa, con la 
internacionalización del conflicto y el fracaso de gestión por parte de la UE, junto 
con el conflicto de Kosovo y los bombardeos de la OTAN, han jugado un rol 
predominante como precedentes para el desarrollo de la política europea de 
gestión de crisis y la focalización en los asuntos de seguridad que puedan tener 
consecuencias para Europa. Como afirma Marquina: 
“Nowadays scenarios for EU crisis management 
are more related to former experiences in its geographical 
proximity. The serious consequences for the EU of the 
wars in the Balkans have shown the vital importance of 
keeping an eye on the periphery. The question of 
preservation of statehodd and prevention of failed states is 
without a doubt the main priority for the EU crisis 
management” (Marquina Barrio 2003). 
El nuevo rumbo de la política exterior europea ha concentrado sus primero 
pasos en África Subsahariana, que ha servido como terreno de experimentación 
para los cambios operados a nivel conceptual y operativo, tanto a nivel de la 
política de desarrollo, como vimos en el capítulo anterior, como en lo relativo a la 
política europea de seguridad. Un primer hito se dio en 2005 con la formulación 
de la Estrategia para África, resultado del proceso de debate interno cristalizado 
en los dos documentos cruciales que suponen la EES y el Consenso Europeo 
sobre Desarrollo. Posteriormente, en 2007, la UE adoptará la Estrategia Conjunta 
África-UE (JAES), reflejo del proceso de discusión, tanto a nivel interno como 
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internacional, suscitado en torno al nexo entre la seguridad y el desarrollo, que se 
vio expresado en la adopción por el Consejo de Conclusiones sobre el nexo 
seguridad-desarrollo y sobre las situaciones de fragilidad. Este nexo seguridad-
desarrollo es el núcleo o principio principal que subyace al denominado enfoque 
integral de la acción exterior de la UE, acompañado de otros principios que 
pretenden garantizar el uso coordinado, coherente y conjunto de los instrumentos 
y medios de la política exterior europea. 
El continente africano sirve así como terreno de experimentación para la 
UE, para plasmar su visión del nexo seguridad-desarrollo, de la securitización de 
las políticas de desarrollo y del enfoque integral de forma más amplia. No 
obstante, este proceso debe situarse en un contexto más amplio y escéptico, 
teniendo en cuenta que si bien África sirve como terreno para intentar nuevas 
aproximaciones y para probar nuevas modalidades de implementación de las 
capacidades e instrumentos adquiridos progresivamente para hacer frente a los 
desafíos a la paz y a la seguridad, las medidas adoptadas son en su mayoría 
medidas que delegan el ejercicio de una verdadera responsabilidad internacional 
de la UE. En este sentido, el mantra repetido en la UE de “soluciones africanas 
para problemas africanos” sirve así a una (primera) función interna legitimadora 
de la inacción de los Estados miembros, que prefieren evitar su implicación en 
escenarios complejos de conflicto y delegar sus acciones al ente europeo, con el 
objetivo de visibilizar una acción colectiva a la vez que se retiran de una situación 
difícil. 
En este epígrafe analizaremos las relaciones entre la Unión Europea y el 
continente africano, centrándonos los dos documentos estratégicos recientes 
cruciales para África Subsahariana, en el contexto de la nueva orientación de la 
acción exterior de la UE vista más arriba, la Estrategia para África y la Estrategia 
Conjunta África-UE, que establece una nueva asociación estratégica entre Europa 
y África. Esta nueva modalidad de relación adopta un enfoque comprehensivo que 
considera a África en su unidad y en su totalidad, se asienta sobre  las relaciones 
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de la Unión Europea con la Unión Africana como interlocutor privilegiado en el 
continente, y se cimienta en la construcción de un diálogo político profundo y a 
todos los niveles.80  
No pretendemos expresar que las estrategias en relación con África 
supongan el único vector de las relaciones políticas de la Unión con los países 
africanos, sino que constituyen una capa más de la política europea hacia África. 
Los pilares de las relaciones entre la Unión Europea y África se sustentan sobre 
una serie de políticas diferentes que se solapan parcialmente, entre las que 
destacan la Política Europea de Vecindad en su vertiente Sur, es decir, con los 
países de la ribera Sur del Mediterráneo; el Acuerdo de Cotonú, marco de las 
relaciones de la Unión con los países de África, Caribe y Pacífico; y la Asociación 
Estratégica con Sudáfrica, la única asociación estratégica bilateral de la Unión con 
un país africano, centrada en el Acuerdo de Comercio, Desarrollo y Cooperación. 
La Política Europea de Vecindad (PEV), de la que forman parte todos los 
países del Norte de África, se desarrolló formalmente en 2004, con el objetivo de 
evitar el surgimiento de líneas divisorias entre la UE ampliada y sus vecinos y 
para reforzar la “prosperidad, estabilidad y seguridad” de todos los países 
incluidos en la PEV(Comisión de las Comunidades Europeas 2004). En este 
sentido, la PEV también trata de afrontar los objetivos estratégicos establecidos en 
la Estrategia Europea de Seguridad de diciembre de 2003 y se ocupa parcialmente 
de la implementación y supervisión de la Estrategia Conjunta UE-África al tener a 
                                                 
80 Obviamente no pretendemos expresar que las estrategias en relación con África 
supongan el único vector de las relaciones políticas de la Unión con los países africanos, sino que 
constituyen una capa más de la política europea hacia África. Los pilares de las relaciones entre la 
Unión Europea y África se sustentan sobre una serie de políticas diferentes que se solapan 
parcialmente, entre las que destacan la Política Europea de Vecindad en su vertiente Sur, es decir, 
con los países de la ribera Sur del Mediterráneo; el Acuerdo de Cotonú, marco de las relaciones de 
la Unión con los países de África, Caribe y Pacífico; y la Asociación Estratégica con Sudáfrica, la 
única asociación estratégica bilateral de la Unión con un país africano, centrada en el Acuerdo de 
Comercio, Desarrollo y Cooperación. En este epígrafe centramos nuestro interés en el marco 
político expresado en las estrategias hacia África en su totalidad (no veremos aquí las estrategias 
más recientes para los ámbitos geográficos del Sahel y del Cuerno de África de 2011), habiendo 
sido el Acuerdo de Cotonú estudiado en el capítulo anterior, y siendo los otras políticas 
mencionadas de interés secundario para esta investigación. 
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Argelia, Túnez, Egipto, Jordania y Marruecos integrados en su asociación. Nos 
encontramos de esta manera con un desafío de coherencia y coordinación que 
consiste en integrar los objetivos del Proceso de Barcelona y de la PEV con los 
objetivos de la Asociación Estratégica (Europafrica.net). 
Por otro lado las relaciones con los países de África Subsahariana 
(exceptuando a Sudáfrica) son responsabilidad de la Dirección General para el 
Desarrollo y la Cooperación Internacional de la Comisión Europea. Como vimos 
en el capítulo anterior, la política africana de la Unión tiene su origen en el 
Tratado de Roma y en la evolución posterior de una serie de acuerdos, 
comenzando por los Convenios de Yaundé (1963-75), seguidos por los Convenios 
de Lomé (1975-2000) hasta llegar, en el año 2000, a la firma del Acuerdo de 
Cotonú con el grupo de países ACP. 
Si bien el Acuerdo de Cotonú siguió la estela de los anteriores Convenios 
de Lomé, se introdujeron cambios fundamentales. Los más relevantes fueron,  en 
primer lugar, la introducción de la condicionalidad de la ayuda, basada no sólo en 
las necesidades sino también en los resultados; en segundo lugar, las nuevas 
relaciones comerciales, en las que se sustituyeron los acuerdos de comercio 
preferenciales por nuevos acuerdos de libre comercio; en tercer lugar, se 
evolucionó hacia una participación más amplia de actores no estatales implicados 
en el proceso de desarrollo; y en cuarto lugar, se incentivó el diálogo político y 
otros asuntos políticos fundamentales relacionados con la paz y la seguridad, 
anteriormente fuera del campo de la cooperación al desarrollo, aspectos que 
adquirirían un rol central en el proceso de la Primera Revisión del Acuerdo en 
2005 (Carbone 2010). 
Otro de los vectores en los que se basa la política de la UE hacia África es 
el de la relación con Sudáfrica, basada en un acuerdo bilateral que incluye el 
comercio, el desarrollo y la cooperación. 
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En este epígrafe centramos nuestro interés en el marco político expresado 
en las estrategias hacia África en su totalidad81, habiendo sido el Acuerdo de 
Cotonú estudiado en el capítulo anterior, y siendo los otras políticas mencionadas 
de interés secundario para esta investigación. 
En el próximo capítulo abordaremos las acciones en el ámbito de la 
seguridad, fundamentalmente la prevención de conflictos y gestión de crisis de la 
UE en África, en nuestro estudio de caso sobre Sudán, para intentar elucidar las 
motivaciones y relacionarlas con nuestro marco teórico. En este sentido, 
observaremos cómo en África convergen diferentes instrumentos y políticas en 
aras de la puesta en práctica del nexo seguridad-desarrollo. El continente sirve 
como laboratorio para la implementación del enfoque integral debatido interna y 
externamente, e insertado en el discurso institucional de la UE. La 
implementación y ejecución se manifiestan en la adopción, entre otros 
instrumentos, de la Facilidad para la Paz Africana (African Peace Facility, APF) 
en 2004, del Instrumento Europeo para la Democracia y los Derechos Humanos 
(European Instrument for Democracy and Human Rights, EIDHR) en 2006, junto 
con el Programa temático de Agentes no estatales y autoridades locales en el 
desarrollo (Non State Actors and Local Authorities in Development, NSA-LA), y 
del Instrumento de Estabilidad (Instrument for Stability, IfS) en 2007, junto con 
las misiones y operaciones de la PCSD para el mantenimiento de la paz y la 
gestión de crisis. Todos estos instrumentos han sido puestos en funcionamiento en 
el caso sudanés, laboratorio complejo para las políticas europeas. 
En esta sección concentramos nuestro interés en la Estrategia Conjunta 
África-Unión Europea, que muestra la aspiración de la UE de establecer una 
política exterior estructural hacia el continente, en la que la cooperación al 
desarrollo no sea el centro de las relaciones, sino que se amplíen los asuntos de 
interés mutuo y la cooperación a nivel político, económico y de seguridad. Las 
                                                 
81 No veremos aquí las estrategias más recientes para los ámbitos geográficos del Sahel y 
del Cuerno de África de 2011. 
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relaciones entre la UE y África a nivel político se han incrementado notablemente 
desde los años noventa, favoreciendo una dimensión política impregnada de 
cuestiones relativas a los derechos humanos, el Estado de derecho y la 
democracia, como pudimos ver en las modificaciones llevadas a cabo en el seno 
de los últimos Convenios de Lomé y en Cotonú. Posteriormente, una dimensión 
centrada en los asuntos de seguridad ha sido la visión predominante de las 
relaciones UE-África hasta hoy, la cual ha condicionado las iniciativas llevadas a 
cabo, a pesar de carecer frecuentemente de un marco político y estratégico que 
funcione como guía y referencia para una implicación efectiva y una 
implementación ajustada a las necesidades en el terreno. 
3.1. Una nueva era en las relaciones UE-África: Del desarrollo a la seguridad 
Durante la Guerra Fría, la CE se relacionaba con África a través de los 
sucesivos Convenios de Lomé. A partir del final de la Guerra Fría, el cambio del 
contexto geopolítico y la reordenación del sistema internacional hicieron evidente 
que una aproximación diferente era necesaria. En el caso de África Subsahariana, 
la CE/UE ha mantenido relaciones constantes desde el inicio del proceso de 
integración, pero con un enfoque distinto en el tiempo, en función de los cambios 
a nivel global y de la transformación a nivel interno. En todo caso, la política 
europea se ha visto muy influenciada por las políticas de las antiguas potencias 
coloniales, fundamentalmente Francia y Gran Bretaña, que han intentado 
mantener sus esferas de influencia tras la desintegración de sus imperios 
coloniales africanos,82 y han ejercido un liderazgo notable en la definición 
progresiva de las relaciones exteriores de la CE/UE con el continente. 
                                                 
82 Campos afirma que una consecuencia muy relevante de la colonización europea para 
las relaciones internacionales de África tras la descolonización fue la dependencia del continente 
respecto de las antiguas metrópolis, tanto en términos económicos como políticos. Ello se debería 
por un lado a la vinculación de la política y la economía africana al sistema político y económico 
europeo durante el periodo de imperialismo colonial, y por otro lado a las formas que adoptó el 
poder en los nuevos Estados independientes (Campos Serrano 2000). 
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Aunque en un primer momento el enfoque europeo estaba centrado en la 
provisión de ayuda al desarrollo y trato comercial preferente, con el fin de la 
Guerra Fría y el surgimiento de numerosos conflictos violentos en África en la 
década de los años noventa, el enfoque cambió de dirección hacia una política 
más centrada en asuntos políticos (derechos humanos, democracia, Estado de 
derecho) y en asuntos de seguridad, fundamentalmente la prevención de conflictos 
y la gestión de crisis. A partir de 2002-2003 el debate sobre el continente va a 
hacer énfasis en el nexo seguridad-desarrollo, lo cual es consistente con la 
evolución general de la política exterior de la UE, con la persistencia de 
importantes conflictos armados en África y la continuidad de las operaciones 
internacionales de mantenimiento de la paz,83 y con las dinámicas internacionales 
reactivas a los ataques del 11 de septiembre. 
Este cambio sustancial ha condicionado la aproximación de la CE/UE 
hacia África desde el final de la Guerra Fría hasta la actualidad, generando un 
enfoque que prioriza los asuntos de seguridad y estabilidad. A pesar de que en la 
última década la UE ha defendido un enfoque más holístico o integral, el eje de 
los debates bruselenses ha girado de forma regular, al menos discursivamente, en 
torno a las cuestiones securitarias. 
Como vimos en el capítulo anterior, la UE se encontraba a finales de los 
años noventa y en el año 2000 en pleno proceso de reflexión y de incorporación 
                                                 
83 Desde los años noventa, las crisis africanas han generado un auge del intervencionismo 
internacional, principalmente occidental, desplegando misiones de mantenimiento de la paz que 
han “rediseñado los marcos de la intervención y la comprensión de su mandato”. Durante los años 
noventa, el fracaso ante el genocidio de Ruanda, el desastre de la Operación de Naciones Unidas 
en Somalia, la inestabilidad y los distintos conflictos armados en la región de los Grandes Lagos, 
la Misión de las Naciones Unidas en la República Democrática del Congo (MONUC), llevaron a 
un proceso de reflexión e introspección sobre la gestión de crisis y mantenimiento de la paz. 
Posteriormente la Misión de la ONU en Sierra Leona (UNAMSIL) y la intervención militar de 
Reino Unido (Operación Palliser) en 2000, la primera Misión PESD en África (Operación 
Artemis), la Operación en Costa de Marfil (UNOCI) a partir de 2004, la ONUB en Burundi, etc., 
conllevan la construcción de una cierta concepción y consenso sobre la intervención ante las crisis 
africanas. Podemos afirmar que estas operaciones : “sans forcément s’ajouter les unes aux autres 
dans la construction d’une doctrine dotée d’une grande cohérence, toutes participent d’une 
sédimentation des modes de penser et de mener l’intervention” (Marchal, Banegas 2005). 
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de los elementos más decisivos en el plano internacional a su política exterior, lo 
cual se vio reflejado en la adaptación de la política comunitaria de desarrollo al 
consenso global sobre la concepción e implementación de las políticas de ayuda al 
desarrollo, incluyendo de esta forma una dimensión política mucho más presente 
en el momento de la negociación y firma del Acuerdo de Cotonú. Tras una época 
de énfasis en el desarrollo sin resultados positivos palpables, y ante la afluencia 
durante los noventa de conflictos internos y guerras civiles en África 
Subsahariana y en el mismo continente europeo, la UE adoptó a partir del año 
2000 un enfoque centrado en la prevención de conflictos y la gestión de crisis, 
otorgando a la seguridad un lugar cada vez más predominante en los años 
posteriores. Para poder llevarlo a cabo se desarrollaron nuevos instrumentos y 
mecanismos en el seno de la PESC y se dio operatividad a la PESD. Ambas 
políticas se desarrollaron incrementalmente en el tiempo a la par que se utilizaron 
en algunos escenarios internacionales, coadyuvando a la construcción progresiva 
de la UE como actor en el ámbito de la seguridad y proporcionándole mayor 
visibilidad. 
El cambio y la transición de la aproximación hacia África centrada en la 
cooperación al desarrollo al enfoque focalizado en la gestión de crisis, o en 
palabras de Olsen, el paso del debate sobre el desarrollo y la prevención de 
conflictos de la década de los años noventa al debate político-militar centrado en 
los asuntos de seguridad a partir de 2002-2003, refleja la emergencia de un 
modelo de relaciones orientado a la seguridad, manifestado en la importancia del 
vínculo seguridad-desarrollo, o bien en el proceso de cómo conseguir estabilidad 
política y seguridad utilizando instrumentos tradicionales de desarrollo. El nuevo 
enfoque centrado en la seguridad acompaña la visión de la UE sobre África 
Subsahariana hasta el momento actual, y lo vemos reflejado en los distintos 
documentos y políticas de la UE hacia el continente, donde encontramos de forma 
recurrente un énfasis en las políticas de construcción de la paz (Olsen 2009a). 
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El enfoque securitario se sitúa en un marco más amplio, en el seno del 
debate europeo sobre el enfoque holístico. En este sentido, el desarrollo de 
instrumentos y acciones políticas para la implementación y ejecución del enfoque 
integral muestran la interrelación de la seguridad, el desarrollo y los asuntos de 
gobernanza, a la par que una falta de visión estratégica o marco de acción político 
que pueda dirigir y coordinar las acciones desarrolladas según el enfoque integral 
de forma que generen un impacto efectivo en el terreno. Esta limitación es 
inherente al enfoque integral y responde a una (primera) función interna que 
legitima la falta de implicación de los Estados miembros a la vez que otorga 
visibilidad a la restringida acción colectiva de los agentes de la UE. 
La institucionalización de las relaciones entre la UE y la Unión Africana 
en el marco de la JAES, la adopción de la Facilidad para la Paz Africana en 2004, 
las líneas presupuestarias EIDHR y NSA-LA en 2006, y el Instrumento de 
Estabilidad en 2007, son ejemplos de implementación del debate europeo 
focalizado en los asuntos de seguridad, en el nexo seguridad-desarrollo y en el 
enfoque integral.84 Son el fruto directo de la reflexión de la UE en un contexto 
global marcado por las prioridades securitarias, de forma particular tras los 
ataques del 11 de septiembre, y reflejan su forma de adaptarse a la nueva situación 
de seguridad global, definiendo un enfoque integral que abarca diversas 
dimensiones, otorgando un papel protagónico a las cuestiones de seguridad (tanto 
exterior como en lo que puedan afectar a la seguridad interior de Europa) y a 
cómo las políticas de desarrollo pueden coadyuvar a alcanzar los objetivos de 
seguridad. 
El denominado debate político-militar se manifiesta en el desarrollo 
institucional y práctico de la PESD y en el progresivo despliegue de operaciones 
civiles y militares en África. Esto refuerza las capacidades de la UE para realizar 
tareas de prevención de conflictos y gestión de crisis, a la vez que utiliza los 
                                                 
84 Serán estudiados en profundidad en el próximo capítulo al analizar el caso sudanés. 
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escenarios africanos como laboratorio para poner en práctica sus nuevas 
capacidades y analizar su funcionamiento o fallos. Por otro lado, la pequeña 
dimensión y alcance de las operaciones PESD, o su incongruencia ante la realidad 
que desean enfrentar o transformar, ocasiona un impacto limitado en el terreno. La 
limitación de las capacidades y de la visión estratégica es anterior a la fase de 
implementación, generando una modalidad de acción que no se encuentra en 
consonancia con la realidad en el terreno, negando su complejidad, o admitiendo 
la complejidad pero negando una mayor implicación que realmente comprometa a 
los actores políticos europeos. Esto nos lleva a preguntarnos cuáles son las 
verdaderas motivaciones para lanzar estas iniciativas, cuáles son los diferentes 
intereses que colaboran a su formulación, y analizar si responden más bien a 
prioridades internas en pos de un enfoque orientado hacia el propio interés de la 
Unión y no una preocupación por África, reforzando la consideración, expresada 
por Olsen, de África como un desafío securitario secundario para la UE (Olsen 
2009a). 
3.2. La aplicación de la nueva orientación de la política exterior europea: La 
Estrategia de la UE para África 
La adopción de la EES en 2003 y del Consenso Europeo sobre desarrollo 
en 2005 cristalizaron la definición de un nuevo rumbo para la acción exterior de la 
UE, cuya primera aplicación práctica va a darse en 2005, con la adopción de la 
Estrategia de la UE para África. Si bien la cooperación al desarrollo ha constituido 
uno de los pilares de las relaciones con África desde el principio del proceso de 
integración europeo, la UE pretendía fortalecer y reforzar también otros aspectos 
de las relaciones exteriores, proponiendo “un marco global, integrado y enfocado 
a largo plazo para sus relaciones con el continente africano” (Comisión de las 
Comunidades Europeas 2005). 
Las relaciones entre Europa y África hunden sus raíces en la historia 
colonial de algunas de las potencias europeas, y se han llevado a cabo de diversas 
 353 
 
 
 
 
formas y en diferentes niveles de actuación marcadamente asimétricos. La Unión 
Europea (o previamente la Comunidad Europea) ha mantenido relaciones 
institucionalizadas con África desde el mismo origen de la integración europea, 
como vimos anteriormente, pero no fue hasta 2005 con la adopción de la 
Estrategia para África cuando la Unión formuló un enfoque comprehensivo o 
integral que enmarcara sus relaciones con el continente africano como un todo: “la 
Estrategia de la UE para África se dirigirá por primera vez a África como una sola 
entidad” (Keukeleire, MacNaughtan 2008, Comisión de las Comunidades 
Europeas 2005). 
En los últimos años la UE ha pretendido fortalecer sus relaciones con 
África en su totalidad, incrementando el diálogo político y la dimensión política 
en los acuerdos de cooperación. En el año 2000 se celebró en El Cairo la primera 
Cumbre UE-África, que dio comienzo a un diálogo político más estructurado 
entre los dos continentes. Sin embargo, las relaciones avanzaron lentamente 
debido en parte a la evolución de los procesos de integración en ambos 
continentes. En 2001 se creó la Nueva Asociación para el Desarrollo de África 
(NEPAD) y, en 2002 la Unión Africana (UA) sucedió a la Organización para la 
Unidad Africana (OUA). Por su parte, la UE se encontraba inmersa en un 
complejo proceso de adhesión ante el reto de la incorporación de diez nuevos 
países prevista para 2004. La preparación de la ampliación más grande de su 
historia, junto con la necesidad de abordar procesos de profundización que 
acompañaran a los de ampliación, desplazaron el interés hacia asuntos internos. 
De esta forma, en 2003 habría debido tener lugar en Lisboa una segunda cumbre, 
pero ésta fue aplazada (hasta 2007) debido entre otros factores a la prioridad 
política dada a otros asuntos y a controversias sobre la participación del 
Presidente de Zimbabue Robert Mugabe (Comisión de las Comunidades Europeas 
2007b). 
En un contexto internacional marcado por el debate sobre la eficacia y 
coherencia de la ayuda, y en un contexto interno de adaptación a los compromisos 
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internacionales para aumentar la cantidad de la ayuda, expresados en el Consenso 
de Monterrey, y la calidad y la eficacia de la ayuda, según los principios 
aprobados en la Declaración de París, para así intentar lograr los ODM, la UE 
alineó su posición con las iniciativas a nivel global, formulando una visión del 
desarrollo propia de la UE, cuyos principios fueron plasmados en el Consenso 
Europeo sobre Desarrollo. Asimismo la Comisión adoptó en octubre de 2005, 
durante una reunión conjunta con la Comisión de la UA, la Comunicación sobre la 
“Estrategia de la UE para África: Hacia un pacto euroafricano para acelerar el 
desarrollo en África”, primera tentativa de puesta en práctica de la visión común 
expresada en el documento del Consenso. En diciembre de 2005, el Consejo 
Europeo ratificó las propuestas del documento de la Comisión y adoptó la primera 
estrategia de la Unión sobre África, titulada “La UE y África: Hacia una 
Asociación Estratégica”, destacando “la importancia de incrementar el diálogo 
político entre la UE y África” (Consejo Europeo de Bruselas 2005). 
En la Estrategia para África están presentes todos los elementos del 
enfoque integral de la Unión. Por un lado, se insiste en la coherencia, 
coordinación y complementariedad de las políticas en favor del desarrollo, tanto 
en el seno de la UE, mediante la coordinación de las políticas de la Comisión y de 
los Estados miembros respecto a África, como a nivel internacional, regional y 
nacional, para lograr una acción sostenible a largo plazo. Por otro lado, la nueva 
estrategia pretendía constituir un marco de relaciones comprehensivo con el 
continente africano, incluyendo una dimensión política en todas las acciones 
emprendidas hacia África. Por último, el nexo seguridad-desarrollo, esencia del 
enfoque integral, está muy presente en el documento, que define la paz, la 
seguridad y la buena gobernanza como condiciones previas para la consecución 
de los ODM. La seguridad es una prioridad para Europa: “desde el 11 de 
septiembre de 2001, la seguridad se ha convertido en una completa prioridad en 
todo el mundo”, estrechamente relacionada con los asuntos de gobernanza: “una 
gobernanza buena y eficaz constituye el segundo requisito previo para un 
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desarrollo sostenible”, asuntos que se van a plasmar en la Iniciativa de la UE para 
la gobernanza y en la financiación de operaciones de paz lideradas por la UA con 
cargo a la APF (Comisión de las Comunidades Europeas 2005). 
La Estrategia UE-África constituye el primer ejemplo práctico de la 
aplicación del Consenso Europeo, y su objetivo principal se centra en el 
desarrollo: “es la respuesta de la UE al doble reto que consiste en volver a situar a 
África en la vía del desarrollo sostenible y en alcanzar los ODM para 2015. Esa es 
nuestra misión común y nuestro deber conjunto”. No obstante, la consecución de 
los objetivos de desarrollo se enmarca en un contexto donde la paz, la seguridad y 
la gobernanza son identificadas por la UE como condiciones previas 
indispensables. La interrelación entre la seguridad y el desarrollo se muestra como 
un elemento fundamental para lograr el desarrollo sostenible de África. Dado que 
las crisis y conflictos violentos presentes en África en las últimas décadas han 
terminado con millones de vidas y con varias décadas de desarrollo económico, la 
UE explicita en la Estrategia para África que “debería intensificar su ayuda en los 
ámbitos considerados como condiciones previas a la realización de los ODM, es 
decir, la paz, la seguridad y la buena gobernanza, necesarias para crear un entorno 
propicio al crecimiento económico, a los intercambios y a las interconexiones y a 
la cohesión social y medioambiental” (Comisión de las Comunidades Europeas 
2005). 
En diciembre de 2005, los participantes en la quinta reunión ministerial 
UE-África en Bamako acordaron avanzar hacia una próxima etapa en la que se 
desarrollara una estrategia conjunta. Tras confirmar esta posición el Consejo 
Europeo de diciembre de 2006 y  la Cumbre de la UA en enero de 2007, dos años 
después de la adopción de la Estrategia de la UE para África, la UE y África 
pasaron a otra etapa en 2007, redefiniendo su asociación con el objetivo de 
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desarrollar una Estrategia Conjunta UE-África (JAES)85, a la luz de las 
transformaciones experimentadas durante los últimos años, estrategia adoptada 
durante la Segunda Cumbre UE-África celebrada en Lisboa en 2007. 
El proceso iniciado con la celebración de la Primera Cumbre UE-África en 
el año 2000 va a ser fundamental para el establecimiento de relaciones 
multilaterales continente a continente. En los documentos pertinentes, las 
relaciones entre la UE y la UA están impregnadas de un lenguaje igualitario, 
donde los dos “socios” definen una “asociación estratégica” de forma conjunta. La 
realidad es más compleja y asimétrica, donde “the EU is the dominant partner, 
taking the initiative in most situations and providing the bulk of the resources to 
sustain the relationship”. Ello se hace visible por ejemplo en el desarrollo de un 
Fondo para la paz en África (APF) a cargo del FED, sin el cual no habría sido 
posible la financiación de las actividades de la Arquitectura de Paz y Seguridad en 
África (APSA) y de la Fuerza Africana de Reserva (African Standby Force) 
(Olivier 2011). 
La misma Comisión Europea admitió las limitaciones y asimetrías en la 
adopción de la Estrategia de África, considerando que había sido “desarrollada sin 
las consultas suficientes y ha conservado elementos del planteamiento tradicional 
unilateral donante-receptor”, aun conservando su interés “como marco político o 
acervo y como proceso político” (Comisión de las Comunidades Europeas 
2007b). 
Además, la financiación de las iniciativas africanas de seguridad 
responden al  nuevo mantra defendido en Europa “problemas africanos, 
soluciones africanas”, aunque su planteamiento no responde a criterios de 
empoderamiento o apropiación, sino a la ambición de la UE de delegar la 
responsabilidad en materia de mantenimiento de la paz a la UA, para así no 
                                                 
85 La “Africa-EU Strategic Partnership” o “Joint Africa-EU Strategy” suele denominarse 
JAES por sus siglas en inglés. 
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aportar tropas en suelo africano. Este aspecto fundamental de las relaciones UE-
UA es convergente con la primera función de la tesis de la funcionalidad, que 
implica una falta de implicación de los agentes de la UE, legitimada a través de 
una intervención multilateral poco significativa para la resolución de los 
problemas que se enfrentan, generando una acción que revierte en beneficios 
internos, en pos de un enfoque introspectivo que definimos anteriormente. 
Otros motivos que han guiado la asociación contemporánea de la UE con 
África dependen de criterios securitarios, ante el miedo a que el subdesarrollo y la 
inestabilidad en el Sur y sus consecuencias puedan afectar a Europa.86 También 
reflejan la reacción europea ante la creciente presencia y expansión de los países 
asiáticos en el continente, que han causado una grave erosión de la influencia 
europea. La Unión aspira por otra parte a que África se convierta en un continente 
vecino más estable, un socio comercial y económico compatible con los principios 
y valores europeos. Por último, los motivos europeos buscan reforzar la 
construcción de la UE como actor global y fortalecer su visibilidad, utilizando sus 
acciones en el continente para profundizar en los mecanismos y eficacia de su 
política exterior (Olivier 2011). 
4. La ambición de establecer una política exterior estructural y 
comprehensiva hacia el continente africano: La Estrategia 
Conjunta África-UE 
4.1. Concepción y construcción de la nueva asociación estratégica 
Algunos documentos fundamentales han visto la luz desde la celebración 
en El Cairo de la Primera Cumbre UE-África, en el año 2000. Tras idear una 
                                                 
86 No abordaremos aquí, por exceder el objeto de la investigación, las políticas europeas 
en el área de la migración y del control de fronteras, para la cual la UE creó la Agencia FRONTEX 
(European Agency for the Management of Operational Cooperation at the External Borders of the 
Member States of the European Union) en 2004; véase http://frontex.europa.eu/ 
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“Estrategia para África” en 2005, la UE y África han redefinido su asociación, 
pasando de una estrategia “para” África a una asociación estratégica “con” África 
en 2007 (Comisión de las Comunidades Europeas 2007b). La nueva asociación 
estratégica, fruto de la Segunda Cumbre UE-África celebrada en Lisboa en 
diciembre de 2007, supuso un punto de inflexión en las relaciones 
intercontinentales enfatizando la importancia del diálogo político al más alto nivel 
y estableciendo una asociación “genuina” que toma al continente africano en su 
unidad y totalidad. 
Desde la Cumbre de El Cairo, tanto la situación en Europa como en 
África, así como en el plano global, ha cambiado. Ambos continentes han tenido 
que adaptarse a los cambios internos y externos, y amoldar sus relaciones a las 
nuevas condiciones en materia de seguridad y otros asuntos. La Estrategia 
Conjunta pretende hacer frente a estos cambios e inaugurar un periodo de diálogo 
político continente a continente que refuerce la cooperación entre los vecinos. 
Este nivel de diálogo complementa a los ya existentes, es decir, “is thus added on 
top of the huge variety of existing dialogues at national and sub-regional levels, 
between official instances and between non state actors” (ECDPM 2006). 
La asociación estratégica se basa, al menos en el papel, en una vision 
compartida: “a Euro-African consensus on values, common interests and common 
strategic objectives” y se guía por una serie de principios fundamentales: “the 
unity of Africa, the interdependence between Africa and Europe, ownership and 
joint responsibility, and respect for human rights, democratic principles and the 
rule of law, as well as the right to development” (Council of the European Union 
2007aI, apart. 4 y 6). 
Los objetivos políticos principales de la Estrategia Conjunta son “reforzar 
y elevar la asociación política UE-África para que se convierta en una auténtica 
relación entre iguales; seguir promoviendo la paz y la seguridad, la gobernanza y 
los derechos humanos, el comercio y la integración regional en África, así como 
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otras cuestiones de desarrollo importantes; abordar los retos mundiales de forma 
conjunta; facilitar y promover una asociación amplia y destinada al conjunto de la 
población de África y de Europa” (Comisión de las Comunidades Europeas 
2007b). Estos cuatro objetivos principales de la asociación estratégica establecen 
el marco comprehensivo a largo plazo para la actuación y elaboración de medidas 
específicas, a saber, en los campos de la paz y seguridad, gobernanza y derechos 
humanos, comercio e integración regional, y asuntos relacionados con el 
desarrollo. 
Aunque la Estrategia es conceptualmente innovadora en muchos aspectos, 
se enfrenta a graves problemas de implementación, debido a la limitación o 
inexistencia de instrumentos y mecanismos financieros y operativos específicos 
para llevar a cabo los ambiciosos objetivos. No obstante, la JAES establece 
sucesivos Planes de Acción trianuales como parte fundamental operativa de la 
Estrategia. En el desarrollo del Primer Plan de Acción, para el periodo 2008-2010, 
se especificaron propuestas concretas (‘priority actions’) estructuradas en torno a 
ocho asociaciones estratégicas temáticas distintas: paz y seguridad; gobernanza 
democrática y derechos humanos; comercio, integración regional e 
infraestructura; Objetivos de Desarrollo del Milenio (ODM); energía; cambio 
climático; inmigración, movilidad y empleo; y ciencia, sociedad de la información 
y espacio (Council of the European Union 2007b). 
En este sentido, lo más llamativo es que el nuevo partenariado se plantea la 
actuación en prácticamente todos los ámbitos posibles: “the four main objectives 
of this long-term strategic partnership set the comprehensive framework within 
which specific strategies will have to be put in place in the following areas: (a) 
peace and security, (b) governance and human rights, (c) trade and regional 
integration and (d) key development issues” (Council of the European Union 
2007aIV, apart. 10). 
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Sin embargo, este optimismo en el papel no se ha visto correspondido en 
los años de vida de la Estrategia con una implementación real y efectiva en la 
práctica. Existe una diversidad de motivos que han limitado la implementación de 
la Estrategia en los ámbitos político, institucional y financiero, incluyendo 
factores de índole procedimental  y otros asuntos en clave más profunda, que 
reflejan la asimetría estructural de las relaciones entre la UE y la UA. 
4.2. Enfoque integral y funcionalidad en la JAES: La brecha entre el discurso 
y la práctica 
La JAES pretende superar los anteriores marcos de relación y asociación 
entre la UE y el continente africano. Si bien el marco protagonista de las 
relaciones entre los dos continentes ha sido tradicionalmente la asociación con el 
grupo de países ACP, en virtud de los Convenios de Lomé y del Acuerdo de 
Cotonú, tal marco quedaría superado en algunos ámbitos por las ambiciones de la 
nueva asociación estratégica. En primer lugar, debido a los dos pilares principales 
de Lomé y Cotonú, la cooperación económica y comercial, y la cooperación 
técnica y financiera. Aunque también la dimensión política impregnaba e 
influenciaba el marco de la cooperación al desarrollo, la falta de diálogo político 
“en tant qu’instrument positif et constructif de l’influence européenne 
semble[semblait] se limiter, comme par le passé, à un examen paralysant du 
respect des conditionnalités” (Sourd 2005). En segundo lugar, por la aspiración de 
la UE de constituirse en un actor internacional relevante con una finalidad 
política, un actor global capaz de responder a los nuevos desafíos, de desarrollar 
su influencia y capacidad internacional, y fortalecer sus relaciones exteriores. 
Sin embargo, el papel internacional de la Unión imbuido por el nexo 
seguridad-desarrollo, y su política hacia África, no están exentos de críticas y 
deficiencias: 
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“Exiger d’un côté des pays en développement 
qu’ils améliorent leur gouvernance et se montrer d’un 
autre côté incapable de combler les déficits de la 
gouvernance mondiale est une incohérence qu’illustre la 
manière d’aborder les problèmes de l’Afrique” (Goerens 
2007). 
La Estrategia Conjunta y su Primer Plan de Acción son la demostración 
europea de la puesta en práctica del nuevo enfoque comprehensivo o integral, y 
las nuevas ambiciones de la UE en el continente africano. Sin embargo, la 
aplicación práctica de la Estrategia ha sido limitada por diversos factores de 
índole político, institucional y financiero. 
En el ámbito político, si bien la estrategia plantea como una de sus 
prioridades estratégicas el fortalecimiento de la integración regional87, en la 
práctica se genera una incongruencia o contradicción porque “la negociación por 
parte de Europa de Acuerdos de Asociación Económica (AAE) con Estados 
africanos se viene realizando de modo que menoscaban los objetivos de 
integración regional de la estrategia conjunta” (Bello 2010). La firma de acuerdos 
bilaterales dificulta la integración regional y se muestra incoherente con los 
objetivos de la JAES, al limitar la coordinación con los acuerdos regionales. 
Además, uno de los ejes fundamentales de la Asociación Estratégica, el 
diálogo político continente a continente, no se ha especificado de forma 
sustancial. La débil consideración de la JAES como marco político fundamental y 
comprehensivo entre Europa y África, y la escasa consideración del continente 
africano en su totalidad y unidad, han provocado que la asociación haya quedado 
                                                 
87 La UE pretende la integración socio-económica y política del continente que resulte en: 
“An accelerated integration process with the participation of all stakeholders, including those in 
the informal sector; Improved coherence and convergence of the integration processes between the 
AU Commission and the RECs; Enhanced African capacities to implement the integration agenda; 
Synergies between African integration processes and the EPAs, the Euro-Mediterranean 
Partnership, and bilateral trade agreements” (Council of the European Union 2007bPriority Action 
1). 
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diluida y haya perdido la esencia expresada en la narrativa sobre las relaciones 
UE-África. Por el lado africano, porque ha sido difícil armonizar los marcos 
políticos de la Unión Africana y las Comunidades Económicas Regionales (CER). 
Por el lado europeo, la JAES no ha conseguido aglutinar ni coordinar otras 
políticas africanas de la UE, como el Acuerdo de Cotonú y la Política Europea de 
Vecindad, coexistiendo de esta manera diferentes programas, instrumentos 
financieros y actividades prácticas, derivando todo ello en la carencia de un 
verdadero marco estructural para las relaciones panafricanas (Bossuyt, Sherriff 
2010). 
En el plano institucional, la Estrategia define una arquitectura para la 
implementación de la nueva Asociación Estratégica que se centra en promover un 
diálogo amplio, intensivo y al más alto nivel en todos los asuntos de interés 
mutuo. Para ello la nueva asociación pretende implicar tanto a actores 
institucionales como no institucionales, en África y en la Unión Europea, y a 
todos los niveles (local, nacional, regional, continental) aunque el papel central y 
protagonista queda reservado para las relaciones UE-UA. En la búsqueda de 
coherencia y complementariedad, aspectos importantes del enfoque integral, los 
socios reconocen “a need for a more defined division of roles and responsibilities 
between the pan-African, sub-regional, national and local levels and between the 
different actors on the EU side” (Council of the European Union 2007apara. 97). 
Aunque la UA se erige en interlocutor privilegiado de la UE en los asuntos 
continentales y como socio institucional, muchos desafíos se dibujan para las 
relaciones de los socios. Algunos de los desafíos se hacen presentes en la misma 
Estrategia: 
“One particular challenge is to simplify the 
institutional framework for regional integration and 
its articulation with the EPA-related groupings. 
Regional Economic Communities (RECs) are 
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important for the continental economic and political 
integration agenda and should continue to be key partners 
for the EU in Africa. The EU and AU will aim at 
integrating the RECs and the Sub-Regional Organisations 
(SROs) in the present institutional architecture and at 
minimizing overlap between, and conflicting mandates of, 
the entities concerned. The issue of the configuration of 
the EPA-related groupings is of particular importance in 
this context” (Council of the European Union 2007apara. 
99). 
Otros desafíos derivan de la propia arquitectura institucional proyectada en 
la Estrategia, ya que el diálogo UE-África se desarrolla en diferentes niveles 
(Council of the European Union 2007aDifferent Levels of Interaction): 
Cumbres UE-África cada tres años, alternándose en el continente africano 
y europeo. Tras la celebración de la Cumbre en Lisboa en 2007, la siguiente tuvo 
lugar en Trípoli (Libia) a finales de 2010, y la más reciente tuvo lugar en Bruselas 
en marzo de 2014. Estas cumbres se realizan a nivel de Jefes de Estado y de 
Gobierno, para demostrar la importancia que se otorga a la nueva asociación así 
como para establecer las líneas políticas de actuación a seguir y aprobar los planes 
de acción. 
Reuniones Ministeriales, celebradas en el periodo que transcurre entre las 
cumbres, para la supervisión de la Estrategia y del Plan de Acción 
correspondiente. Estas reuniones se celebran en el formato de Troika, con 
representantes de la UE y de África. “On the EU side, the Troika consists of the 
current and incoming EU Presidency, the European Commission and the EU 
Council Secretariat, while on the African side the Troika consists of the current 
and outgoing Presidencies of the AU and the AU Commission, expanded to 
include chef de file countries at the expert and senior official levels.” 
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Reuniones de la Joint EU-AU Task Force (JTF) para tratar asuntos clave 
en el diálogo continente a continente y facilitar un diálogo permanente y trabajo 
conjunto de las instituciones. 
Diálogo Comisión-Comisión, mediante reuniones anuales de los 
comisarios de la UE y la UA. 
Reuniones Parlamento-Parlamento, para fortalecer el diálogo entre el 
Parlamento Europeo y el Parlamento Panafricano, instituciones que representan a 
las personas de ambos continentes. También se reforzarán las relaciones entre 
otras instituciones como el Consejo Económico, Social y Cultural de la UA 
(ECOSOCC) y los Comités Económico y Social de la UE. 
Reuniones informales de expertos o  Joint Africa-EU Expert Groups (JEG) 
para la supervisión de la implementación del Plan de Acción. 
Y por último, se fortalece la presencia de actores no institucionales de la 
sociedad civil de ambos continentes. La nueva asociación tiene un enfoque de 
“people-centred partnership” y promueve el diálogo de la sociedad civil con las 
autoridades públicas, para así conseguir la implicación de actores no estatales y su 
co-apropiación (co-ownership) del proceso. 
Aunque esta arquitectura institucional en el papel pudiera parecer 
adecuada, en la práctica ofrece límites que se han demostrado insalvables por el 
momento, aun considerando el escaso periodo de tiempo transcurrido desde la 
formulación de la Estrategia Conjunta hasta la actualidad. Las principales 
deficiencias identificadas reflejan nuevamente la disonancia entre el discurso y la 
práctica: 
“Major limits are imposed by the format of 
the troika (the main authority in terms of policy-
making), the lack of involvement and ownership by 
major stakeholders such as Member States and 
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Regional Economic Communities (RECs) and the 
inadequate links between the work of the Joint Expert 
Groups (JEGs) and (political) decision-making processes. 
The JEG structures, in particular, seem to face an 
“impossible mission”. They were supposed to be the 
motor to implementing the JAES. Yet their ability as an 
informal, primarily technical body, to make things happen 
proved rather weak as a result of (i) limited structural links 
with the political level; (ii) available resources; and (iii) 
poor connection to implementation processes”(Bossuyt, 
Sherriff 2010). 
El proyecto político que constituye la nueva asociación estratégica entre 
los dos continentes es una empresa difícil que requiere tiempo y esfuerzo para 
salvar los obstáculos y límites políticos, institucionales y financieros que debe 
afrontar. La asociación corre el peligro de intentar conseguir resultados rápidos e 
inmediatos que dificulten el desarrollo de los objetivos a largo plazo establecidos 
en la Estrategia Conjunta así como existe una tendencia  a burocratizar el proceso 
en lugar de establecer una verdadera asociación en torno a intereses compartidos. 
Como explican investigadores del ECDPM: 
“To some extent, this approach can be understood 
as there were pressures to show results in order to increase 
interest and support for the new policy framework. The 
problem is that the search for quick wins has become so 
dominant that it tends to transform the JAES into a 
bureaucratic tool to implement specific (and often low 
ambition) activities rather than a framework to construct, 
over time, a new partnership between two continents 
around shared interests and global agendas” (Bossuyt, 
Sherriff 2010). 
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Ello refleja también un patrón recurrente en las relaciones de la UE con 
África, expresado en nuestro marco teórico, según el cual los marcos políticos son 
vagos y ambiguos, porque no están creados tanto para guiar la acción de forma 
efectiva, sino para justificar un tipo de intervención que no implica 
profundamente a los actores que componen la UE, legitimando la inacción. 
Además, el énfasis en los mecanismos institucionales y burocráticos genera una 
cierta lucha de competencias entre las distintas estructuras implicadas. 
Finalmente, la UE aborda estos marcos de acción política con el objetivo de 
fortalecer su presencia, contribución y rol en los asuntos globales, otorgándose 
una significación o finalidad en su acción más allá de las fronteras de la UE, como 
actor en la esfera internacional. 
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CONCLUSIÓN 
 
DE LA SEGUNDA PARTE 
En este capítulo hemos visto cómo la aparición y significación del enfoque 
comprehensivo o integral de la UE puede analizarse en relación con nuestro 
enfoque introspectivo o hacia dentro de la Unión, según el cual, las acciones en el 
ámbito de la política exterior y la seguridad responderían más a intereses internos 
de la Unión que a la realidad presente en el terreno de acción, retroalimentando 
fundamentalmente la primera función interna de Bickerton, basada en las 
estrategias nacionales de los Estados miembros, que aprovecharían la acción a 
través de la UE para evitar una mayor implicación directa bilateral, justificando e 
incluso legitimando su inacción. Además, esta función se relaciona con la noción 
de anti-política exterior de Chandler, en su dimensión de evitar la adopción de una 
verdadera estrategia política y una política de poder, y converge con la 
aproximación racionalista de Olsen en su identificación del continente africano 
como un desafío secundario en términos de seguridad para la UE, que actuaría 
motivada por sus propios intereses no obstante las necesidades en el terreno. 
Si bien la UE ha buscado una aproximación holística que integre los 
conceptos de seguridad, buen gobierno y desarrollo, algunos autores sostienen que 
esta perspectiva ha conllevado la falta de acción en el terreno (primera función) y 
ha significado en la práctica “a retreat from strategic policy-making and a more 
inward-looking approach to foreign policy, more concerned with self-image than 
the policy consequences in the areas concerned” (Chandler 2007). 
En este sentido, las agendas políticas que conjugan los conceptos de 
seguridad y desarrollo y proponen políticas comprehensivas se ven ensombrecidas 
según esta perspectiva analítica por la distancia insalvable entre la retórica de las 
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declaraciones y la implementación efectiva en el terreno. Ello conllevaría la falta 
de un marco político real y la desconexión entre la formulación de objetivos 
universalistas y la realidad de la implementación de las operaciones en el terreno 
(Marriage 2006, Chandler 2006). 
En el caso de la UE en África Subsahariana, las políticas de construcción 
de la paz, prevención de conflictos y gestión de crisis, cooperación al desarrollo y 
reducción de la pobreza, parecerían estar justificadas por sí mismas, por sus 
objetivos o por el dinero destinado para su ejecución. También reflejan la 
responsabilidad que la UE considera tener en lo que respecta a determinados 
contextos políticos (como el sudanés, como veremos en el próximo capítulo), 
cuando afirma su “profunda preocupación” sobre el sufrimiento y las condiciones 
de vida de la población civil (tercera función, la búsqueda de significado para la 
acción de la UE). 
Sin embargo, las políticas formuladas o adoptadas no constituyen una 
respuesta coherente e integral a la compleja realidad social, sino más bien “a wide 
range of contradictory policy statements that read more like rhetorical wish lists 
than seriously considered policy options” (coincidiendo con la primera función). 
En esta perspectiva, la implementación de las políticas se aleja de un verdadero 
compromiso en el terreno, las declaraciones y la retórica institucionales se 
desvinculan de una estrategia política real y la consideración del éxito de las 
políticas se torna auto-referencial, relativo a la reorganización y coordinación de 
diferentes mecanismos institucionales (reflejando la segunda función y el enfoque 
hacia dentro) (Chandler 2007). 
En el caso de la UE, esta desvinculación va de la mano de cierta confusión 
terminológica en torno a la interrelación de los conceptos de seguridad y 
desarrollo, así como de las implicaciones institucionales y consecuencias políticas 
de su fusión: 
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“Few in the EU would doubt that security and 
development go together; but differences abound over 
what this implies for the allocation of finite resources and 
the nature of diplomatic engagements. The EU still has no 
clearly thought-out vision of the balance or direction of 
causality between these two policy goals, but rather an ad 
hoc approach based on the rather easy assumption that “all 
good things go together” (Youngs 2008). 
Ante la falta de un auténtico marco estratégico que guíe la acción de la 
UE, el interés se traslada de la situación en el terreno a la situación interna en 
Europa, que propone iniciativas políticas y desarrolla instrumentos, generando 
una actividad institucional prolífica que hace avanzar el proyecto de integración, y 
donde África pasaría a un segundo plano, sirviendo como terreno para la 
experimentación de las nuevas políticas y mecanismos europeos, particularmente 
en el ámbito de la PESC y la PESD. 
África se presenta también como un laboratorio para la securitización de la 
política de desarrollo, aunque el énfasis en la seguridad se traduce en la 
implementación de determinados instrumentos (APF, IfS, EIDHR, NSA-LA) 
cuyo objetivo principal es la asunción, por parte de las estructuras africanas de paz 
y seguridad, de su propia responsabilidad, delegando la Unión de esta forma las 
acciones en materia de seguridad en función del mantra “problemas africanos, 
soluciones africanas”. Esta aproximación es consistente con la primera función, 
manifestada en la ambición europea de no implicarse en escenarios complejos de 
conflicto en el continente, y con la tercera función, reflejada en la construcción de 
un rol e identidad internacional de la Unión y una búsqueda de significado a 
través de su acción exterior. Los diferentes instrumentos y modalidades de 
implementación de la política africana de la Unión serán estudiados en un capítulo 
posterior, al abordar el estudio de caso centrado en Sudán. 
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T E R C E R A  P A R T E : 
 
ESTUDIO DE CASO DE SUDÁN 
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CAPÍTULO 6:  
 
EL PROCESO DE FORMACIÓN DEL 
E S T A D O  S U D A N É S :  R A Í C E S 
H I S T Ó R I C A S  Y  N A T U R A L E Z A 
En el presente capítulo desarrollaremos los antecedentes históricos más 
relevantes para comprender el proceso de formación del Estado sudanés y sus 
características. Examinaremos, así pues, el significado y la importancia de los 
principales acontecimientos histórico-políticos con el objetivo de aprehender 
cómo Sudán se constituye en un sistema de desigualdad social estructural que 
deriva en una crisis del sistema político que conduce en última instancia al 
estallido de la violencia y a la persistencia de focos de conflicto a lo largo de toda 
la historia sudanesa. 
El propósito de este capítulo es establecer los orígenes o causas profundas 
que abocaron a la(s) guerra(s) civil(es) sudanesa(s), centrando nuestro interés en 
la condición del Estado contra el cual nace la resistencia y rebelión del Sur de 
Sudán y de otras áreas geográficas del país. Desarrollaremos este capítulo en 
torno a los conceptos de formación de la nación y del Estado durante el periodo 
histórico del colonialismo, estudiando en primer lugar los años de ocupación del 
Gobierno turco-egipcio o Turkiyya; en segundo lugar, los años correspondientes a 
la Mahdiyya, que pueden ser considerados como años de ‘colonialismo interno’ 
en los que prosiguen la desigualdad y persiste la estratificación social; en tercer y 
último lugar, abordaremos el dominio británico del Condominio anglo-egipcio. 
Analizaremos por tanto la generación durante este periodo (siglo XIX y 
mediados del siglo XX) de patrones de desigualdad política, social y económica 
de naturaleza estructural que van a influir en la organización de la sociedad 
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sudanesa. Introduciremos los principales elementos que han contribuido a la 
definición y construcción de las diferentes identidades y la manera en la que 
dichas identidades han sido sometidas a un proceso de jerarquización que ha 
tenido como consecuencia la estratificación social de los diferentes grupos que 
componen la heterogénea sociedad sudanesa. Veremos cuáles son las 
consecuencias de este proceso de estratificación social a la hora de configurar 
Sudán como un sistema de desigualdad estructural, y en cuanto a la generación de 
impedimentos para la creación de una identidad nacional y de un eventual proceso 
de construcción de un Estado incluyente. 
Uno de los elementos fundamentales para la comprensión de los procesos 
políticos en África es la experiencia diferente de formación del Estado en el Norte 
y en el Sur global. La experiencia histórica de formación del Estado-nación en 
Europa responde a un proceso largo y conflictivo derivado de guerras cruentas 
que fomentaron el patriotismo, la formación de identidades nacionales y los 
procesos de centralización  de los ejércitos que favorecieron la penetración de 
estructuras institucionales posteriormente (Tilly 1975, 1990). 
Sin embargo, los Estados africanos no han vivido la misma experiencia 
que Europa en su construcción nacional a través de la guerra. Al contrario, la 
formación del Estado en África ha seguido un proceso diametralmente opuesto, en 
el que las presiones externas y la conquista militar durante el periodo de la 
colonización han condicionado la constitución de las estructuras estatales en el 
periodo postcolonial, que han resultado en instituciones débiles, y la definición de 
las fronteras, creadas de manera artificial por las potencias colonizadoras. Incluso 
después de adquirir la independencia formal, los Estados africanos se vieron 
limitados para llevar a cabo una construcción nacional desde dentro y continuaron 
a operar en un entorno internacional dominado por las potencias del Norte y por 
las normas establecidas en el sistema internacional, ambos elementos responsables 
de garantizar el mantenimiento del statu quo en África mediante la protección de 
las antiguas metrópolis o de las grandes potencias, y mediante la movilización de 
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recursos en las zonas de influencia (Dannreuther 2007, Bayart 1989, Badie 1992, 
Clapham 2003). 
La diferente experiencia de la formación del Estado en Europa y en África 
nos presenta una aparente paradoja en cuanto a que se necesitó la guerra en 
Europa para conseguir la ‘paz democrática’; y por el contrario la ausencia de la 
guerra a gran escala en África se puede relacionar con la escalada contemporánea 
de conflictos internos. Por un lado, la guerra entre las potencias y las amenazas a 
la seguridad han tenido un papel fundamental en la historia de la formación de la 
nación y del Estado en Europa, generando la legitimidad de la razón de Estado y 
el fortalecimiento de la autoridad y del control territorial. Es por tanto la guerra la 
que ha permitido a posteriori el desarrollo político y la consecución de una paz 
democrática en Occidente (Tilly 1975). Por otro lado, la ausencia de la guerra 
masiva en África y la formación del Estado como una imposición desde el 
exterior son los factores que han provocado la fragilidad de muchos de los 
Estados africanos, y la debilidad de la autoridad interna (Clapham 2003). 
Con el fin de la Guerra Fría y la pérdida de relevancia estratégica de 
África, los Estados africanos, herederos de estructuras débiles o artificiales, vieron 
como el alejamiento paulatino de las grandes potencias abría las puertas a una 
nueva situación en la que debían hacer frente a las amenazas provocadas por las 
diferencias internas (Clapham 2003). El fenómeno del ‘Estado fallido’ o incluso 
de la desintegración del Estado o ‘Estado colapsado’ es uno de los grandes 
debates en la disciplina de las relaciones internacionales desde el final de la 
Guerra Fría. El Estado en el Sur, que ha sido históricamente deudor de las fuerzas 
externas y de las presiones internacionales, comenzó a ‘fallar’ con el fin de la 
Guerra Fría: 
“The withdrawal of automatic support from the 
superpowers revealed the weakness of non-material forms 
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of security relating to identity and ideology, as well 
as the institutions that constitute plausible states” 
(Fierke 2007). 
La diferente trayectoria de la formación estatal en Europa y en África se 
convierte de este modo en un elemento clave para la comprensión de la escalada 
de la violencia  y de la proliferación de los conflictos internos en África. El 
argumento defendido por Dannreuther liga la formación del Estado en África 
directamente con los conflictos intraestatales y considera la concepción de la 
seguridad en África como comprendida “in terms of internal threats, where state 
elites are generally more concerned about the threats from within their own 
societies than from the threat of external aggression” (Dannreuther 2007). 
Para Ayoob, existen dos factores fundamentales que determinan las 
características de los Estados del mundo en desarrollo, tanto sus características 
sociales como económicas. Por un lado, los Estados del Tercer Mundo se 
encuentran en las primeras etapas del proceso de construcción del Estado y 
construcción de la nación; por otro lado, los Estados del Tercer Mundo son los 
últimos en incorporarse al sistema internacional como miembros formales del 
sistema de Estados independientes y soberanos. Estas dos variables contribuyen a 
la definición de los atributos políticos y socioeconómicos de los Estados del 
Tercer Mundo, o bien, la falta de cohesión social y la situación de dependencia 
económica. Estas características provocarían la extrema vulnerabilidad de tales 
Estados a las divisiones domésticas y a la injerencia externa, influenciando su 
actitud en relación con las intervenciones humanitarias y las medidas de 
administración internacional (Ayoob 1995, Ayoob 2004). Además, la experiencia 
de los Estados bajo un sistema de normas internacionales contribuye de esta 
manera a que el sistema limite la capacidad de los Estados para actuar, es decir, 
tendría una influencia negativa sobre el proceso de construcción del Estado, o en 
otras palabras, las mismas normas internacionales que pretenden coadyuvar al 
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proceso de construcción estatal podrían ser un elemento de deconstrucción del 
Estado (Ayoob 1997). 
Las peculiaridades del proceso de construcción del Estado en África y su 
relación con la concepción de la seguridad en términos de las amenazas internas 
más que en función de la agresión proveniente del exterior, unido a la promoción 
de la intangibilidad de las fronteras heredadas de la colonización, influyen en el 
análisis de nuestro estudio de caso, a la hora de estudiar la guerra civil sudanesa 
entre el Norte y el Sur y la intervención en este proceso de las principales 
potencias occidentales. 
En esta tesis estudiamos el papel de la Unión Europea en Sudán en 
relación con las características particulares del Estado sudanés que emergió tras la 
independencia formal del Condominio anglo-egipcio, en función de la rebelión en 
el Sur y de la formación del SPLM/A. La dicotomía entre el Norte y el Sur vista 
como el fruto de diferencias identitarias, étnicas, culturales y religiosas 
(musulmanes contra cristianos) no es por sí sola capaz de dar respuesta al dilema 
sudanés. Ni el Norte ni el Sur constituyeron zonas homogéneas ni “l’opposition 
entre les deux était irréconciliable du fait d’une sorte d’essentialisme interne à 
chacune” (Prunier 2005). 
La guerra civil entre el Norte y el Sur de Sudán se enmarca en un contexto 
más amplio de marginación de las regiones periféricas sudanesas en 
contraposición con la acumulación del poder en la región central. La Segunda 
Guerra Civil comenzada en 1983, a diferencia de la Primera Guerra Civil, acentuó 
considerablemente la conciencia de las “verdaderas contradicciones nacionales” 
(Prunier 2005, cursiva en el original). 
Una de las manifestaciones del patrón generalizado de marginación de las 
periferias sudanesas lo constituye el conflicto en la región occidental de Darfur, 
existente desde los años noventa, y visibilizado con el estallido de la violencia e 
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inestabilidad a partir de 2002-2003, generando un importante conflicto armado sin 
resolver hasta el día de hoy. Como se expresa en el Manifiesto del SPLM de 1983: 
“The so-called “Problem of Southern 
Sudan” is really a general problem in the Sudan. It 
is generally a “problem of Backward Areas” in the 
whole country that is particularized and 
exacerbated in the South by successive oppressive 
minority clique regime in Khartoum” (Sudan 
People's Liberation Movement 1983). 
La representación de la guerra civil como una guerra entre el Norte 
islamista y el Sur cristiano constituye una visión restrictiva de la realidad social 
sudanesa. No obstante, como explica Marchal al referirse al papel de Estados 
Unidos en la mediación, esta visión esencialista ha guiado en gran medida el papel 
de los negociadores internacionales, y ha tenido consecuencias negativas a la hora 
de abordar asuntos fundamentales en relación con la ciudadanía y la acomodación 
de los sudaneses del Sur en el Norte; ha creado categorías estáticas de los dos 
grupos, dificultando la construcción de una identidad nacional común, y ha 
obstaculizado una eventual posibilidad de coexistencia entre las poblaciones al ser 
definidas en torno a “identidades religiosas universalistas” (Marchal 2004). De 
forma análoga, es importante observar cuál ha sido la visión y representación del 
conflicto sudanés en el caso de la Unión Europea,  para comprender cómo ésta ha 
guiado su implicación en el terreno de la mediación política y en el ámbito 
humanitario y del desarrollo, lo cual veremos en un capítulo posterior. 
El final de la guerra civil sudanesa con la firma del Comprehensive Peace 
Agreement (CPA) o Acuerdo General de Paz en enero de 2005, no ha sido capaz 
de dar respuesta a las causas profundas y estructurales que subyacen a la guerra 
civil entre el Norte y el Sur de Sudán. El proceso de construcción de la paz según 
un modelo liberal (liberal peacebuilding) no ha traído consigo un resultado 
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político inclusivo, sino la persistencia de los patrones de desigualdad, y la 
continuidad del conflicto armado, tanto en el Norte (en las denominadas tres 
áreas, y en Darfur) como en el Sur (inmerso en una guerra civil desde la 
proclamación de su independencia), mostrando los límites de los valores e 
intereses promovidos por la ambición de construcción y mantenimiento de la paz 
en África, en un escenario en el que el Norte global se ha constituido en contexto 
de seguridad, mientras que el Sur global es percibido como fuente de amenazas, 
conflicto e inseguridad. 
La importancia del Estado africano en el análisis y en la disciplina de las 
relaciones internacionales deriva de la implicación de las fuerzas externas en su 
formación, predominantemente los procesos de colonización europea, y de la 
debilidad subsiguiente de las estructuras creadas. En el contexto de la Guerra Fría, 
la presión de las dos grandes potencias para mantener alianzas y garantizar el statu 
quo promovió unas características determinadas que favorecían a la política 
interna de EEUU o de la URSS, en detrimento de una construcción nacional 
autóctona y de un ejercicio efectivo de la soberanía. Este enfoque alejó el análisis 
académico del estudio del Estado africano en relación con la propia sociedad 
africana, y se encuentra en la base de las dificultades de los Estados africanos para 
llevar a cabo procesos de construcción nacional comprehensivos en el periodo de 
la pos Guerra Fría (Clapham 1996). 
El nuevo orden global establecido en la pos Guerra Fría, junto con la 
violencia interna desatada en África, han visto en consecuencia un aumento 
exponencial de la implicación internacional de manera diferente a las 
intervenciones de las épocas anteriores, para intentar lograr una estabilidad 
política en el Sur y para frenar las condiciones de inseguridad, mediante la 
proliferación de iniciativas humanitarias y la promoción de acuerdos de paz de 
corte liberal. 
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1. Relaciones entre el Estado y la sociedad 
1.1. Algunos aspectos historiográficos 
La mayoría de los historiadores de la modernidad sudanesa, afirma Seri-
Hersch, utilizan el término “modernización” en sus estudios sobre el país, en 
contraposición con el término “modernidad” que remite a un periodo histórico 
concreto, aun con límites difusos, lo cual implica una diferencia semántica de 
consecuencias importantes: 
“la modernisation se réfère au processus qui 
transforme une entité en entité moderne, lui 
permettant “d’accéder” à la modernité. La société 
qui vit la modernisation (…) semble avoir besoin 
d’un processus actif pour devenir “moderne”; elle 
ne le devient pas par elle-même” (Seri-Hersch 
2012). 
Un número menor de historiadores sudaneses desarrollan interpretaciones 
sobre la base de las teorías de la dependencia que vimos en un capítulo anterior, 
como reacción crítica a las teorías de la modernización, desarrollando un enfoque 
centrado en los cambios endógenos y en la transformación de Sudán, que se 
convierte, “par le biais de l’impérialisme étranger, en une nouvelle périphérie du 
système capitaliste mondial” (Seri-Hersch 2012). 
En este capítulo centramos nuestro interés en la historia sudanesa 
contemporánea de los siglos XIX y XX, cuyo legado, fundamentalmente en 
términos de esclavitud y colonialismo, nos parece fundamental para aprehender el 
proceso de formación del Estado en Sudán y para comprender los fenómenos  
acaecidos tras la independencia del país. 
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No adherimos nuestro análisis a las teorías de la modernización, que 
implican un rol necesario del mundo desarrollado occidental como guía en 
relación con los países subdesarrollados para “l’internalisation de valeurs 
modernes occidentales”. Huimos de aproximaciones que impliquen un 
evolucionismo social donde el mundo periférico no occidental debería atravesar 
una serie de estadios progresivos para alcanzar la cualidad de modernidad, es 
decir, “la modernisation comme processus d’inclusion dans l’ordre occidental” 
(Seri-Hersch 2012). 
Sin embargo, a pesar de estas reservas, tomamos en consideración para 
nuestro breve recorrido histórico de los siglos XIX y XX las obras de referencia 
de historiadores fundamentales para comprender la historia y la evolución de 
Sudán, como Hill, Warburg, O’Fahey, Spaulding, Collins, Deng, Daly, Holt,  
Sharkey, y otros (Hill 1959, Warburg 1971, 1985, O'Fahey, Spaulding 1974, 
Collins, Deng 1984, Daly 1991, Holt, Daly 2000, Sharkey 2003, Collins 2008), 
cuya aportación nos resulta imprescindible en términos históricos, aunque 
incluyan de forma más o menos explícita, y en mayor o menor grado, la 
consideración de modernidad en relación con un cierto progreso proveniente o 
impulsado por agentes externos (turco-egipcios o europeos), que habrían influido 
o permitido la modernización de Sudán (Seri-Hersch 2012). 
1.1.1. La primacía del eje Norte-Sur 
Para comprender el origen de las desigualdades y de las rebeliones contra 
el Estado en Sudán, debemos examinar la creación y la naturaleza del Estado 
sudanés, y su relación con la sociedad, lo cual nos proporciona algunas de las 
claves para entender las complejidades históricas y en términos de identidad que 
rodean a los conflictos internos del país. 
La gran diversidad racial, étnica, cultural y religiosa deriva de factores 
históricos y geográficos, siendo Sudán (hasta 2011, con la independencia del Sur 
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de Sudán) el país más grande de África y con una interacción constante con sus 
ocho vecinos fronterizos. 
 
 
Figura 1: Sudán y Sudán del Sur, junto a las fronteras con sus países 
limítrofes (2015); fuente: Perry Castañeda Library Map Collection, University of 
Texas.88 
A pesar de que Sudán ha sido caracterizado comúnmente según una 
dicotomía Norte – Sur, la situación real es más compleja, las identidades no son 
binarias, y ni el Norte ni el Sur pueden caracterizarse por la homogeneidad de su 
sociedad, sino por una concepción heterogénea de los diferentes grupos, que 
elaboran patrones identitarios en función de factores variados y subjetivos. 
                                                 
88 Accesible en la siguiente página: http://www.lib.utexas.edu/maps/sudan.html 
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Además, la emergencia de un foco de conflicto en Darfur en 2002-2003 ha 
estimulado un replanteamiento de la discusión politológica sobre Sudán y ha 
llevado a criticar “the primacy of the North-South identity polarity in the Sudan” 
(De Waal 2007). De hecho, Darfur tiene su propia historia en el proceso de 
construcción del Estado, y constituyó el Sultanato independiente de Keira desde 
principios del siglo XVII hasta 1916, exceptuando el periodo entre 1874 y 1898 
en que fue conquistado por Al-Zubayr primero e incorporado a la Mahdiyya 
después, lo cual ha llevado a reconsiderar la existencia de “tres Sudanes”: 
“A separate centre of state formation from that of 
the Nile Valley, at times more powerful than its riverain 
competitors, the sultanate has been grossly neglected in 
the ‘Nilocentric’ historiography of Sudan. Rather than the 
‘two Sudans’ familiar to scholars and politicians, 
representing North and South, we should consider ‘three 
Sudans’ and include Dar Fur as well” (De Waal 2005b). 
La mayor parte de la producción académica sobre Sudán adopta de forma 
explícita o implícita la división y la diferenciación entre el Norte y el Sur del país, 
obviando una aproximación más amplia que abarque también la dimensión Este-
Oeste, así como una imagen más matizada de la heterogeneidad de la región, que 
reconsidere la importancia de los diferentes factores internos y externos que han 
contribuido a la formación de las diferentes identidades en la República de Sudán 
en el curso del proceso de formación del Estado. 
Desde poco antes del momento de la independencia formal de Sudán el 1 
de enero de 1956 hasta la secesión del Sur de Sudán en 2011, el país ha 
experimentado una guerra civil durante prácticamente todo su recorrido histórico 
(exceptuando un breve periodo de diez años entre el fin de la Primera Guerra Civil 
sudanesa en 1972 y el inicio de la Segunda Guerra Civil en 1983) con 
consecuencias desastrosas en términos humanitarios. Por este motivo, algunos 
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observadores consideran que el Estado sudanés es un ‘Estado fallido’, en el 
sentido de que no ha sido capaz de proveer seguridad a sus ciudadanos, y en 
cuanto su autoridad y soberanía han sido cuestionadas desde antes de la 
independencia por la rebelión en el Sur de Sudán. Otros autores consideran que 
Sudán es un ‘Estado exitosamente fallido’, haciendo referencia a la eventualidad 
de que los líderes políticos “may knowingly create state failure in the process of 
achieving their own narrow objectives” (Prunier, Gisselquist 2003). 
Sin embargo, estamos de acuerdo con renombrados especialistas en Sudán 
que no comparten tal caracterización de Sudán como un Estado fallido. Aun 
identificando efectivamente que una de las principales debilidades de Sudán 
resulta de la incapacidad para constituir un cuerpo político legítimo y un liderazgo 
fuerte, estos académicos no consideran que Sudán sea un Estado fallido, debido a 
la prevalencia del dominio del régimen del Norte en términos políticos, 
económicos y militares (Marchal 2004, De Waal 2007). 
1.1.2. La importancia del periodo precolonial 
Antes de la conquista turco-egipcia en 1820-21, dos Estados dominaron las 
provincias del Norte y del Oeste de Sudán. Por una parte, el Reino Funj, con 
capital en Sennar, fundado en 1504-5. A pesar de la imprecisión de las fronteras, 
podemos delimitar la zona geográfica que abarcaba el Sultanato de los Funj en 
torno al Valle del Nilo, entre Egipto, las tierras altas de Etiopía y los cenagales 
pantanosos del Sur de Sudán. Por otra parte, el Sultanato Keira en Dar Fur89, con 
centro en las montañas de Jebel Marra, y cuyo núcleo estaba formado por diversos 
clanes del pueblo Fur (O'Fahey, Spaulding 1974). Desde su origen, los Reinos 
Funj y Dar Fur practicaron la esclavitud, que se convirtió en “an integral part of 
the social, economic, and political structures of both kingdoms” (Idris 2013). 
                                                 
89 Los historiadores suelen utilizar la denominación Dar Fur para referirse a la entidad 
independiente que constituyó el sultanato durante el periodo 1600-1916, y Darfur para hacer 
mención a la región anexionada a Sudán en tiempos modernos.  
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El Sultanato Funj, cuyo origen sigue siendo un misterio, existió hasta la 
conquista turco-egipcia de 1820, que obligó al último soberano Funj, Badi VI, a 
rendirse ante el invasor en 1821. El Sultanato de Dar Fur, sin embargo, mantuvo 
su independencia hasta el siglo XX, cuando el último príncipe Fur, Ali Dinar, 
perdió el control del territorio que fue anexionado a Sudán en 1916. 
Anteriormente, Dar Fur había sido invadido brevemente por los turco-egipcios en 
1874, y conquistado por las fuerzas del Mahdi en 1883, aunque el Ansar no 
terminó con la insurrección en Dar Fur, y en 1898-99 el Reino Fur fue 
reestablecido por Ali Dinar. Tanto el Reino Funj como el Sultanato de Dar Fur 
habían abrazado el Islam como la religión de Estado, y reclamaban orígenes 
emparentados con el Profeta para legitimar su autoridad. En este sentido, Searcy 
afirma que la profesión del Islam en ambos reinos facilitó el proceso de 
islamización de Sudán anterior al establecimiento de la Mahdiyya (Searcy 2011). 
Asimismo, Nicole Grandin arguye que la historiografía del Valle del Nilo 
durante el siglo XIX y la primera mitad del siglo XX, ha estado dominada por una 
tendencia eurocentrista que no ha acordado una identidad propia a las regiones 
nilóticas situadas al Sur de Asuán más allá que en su condición de doblemente 
colonizadas, reduciendo de esta forma su historia a la de Egipto en primer lugar, y 
a la penetración de las potencias europeas en segundo lugar (Grandin 1982). 
Si bien en este capítulo abordaremos el periodo del colonialismo del siglo 
XIX y XX en Sudán, es importante tener en cuenta también el periodo precolonial 
para comprender dichas experiencias coloniales. Sin embargo, al considerar que 
son tres momentos de especial relevancia en el proceso de construcción del Estado 
moderno sudanés, analizaremos el periodo del Gobierno turco-egipcio (1820-21 a 
1883) y del Condominio anglo-egipcio (1898-1955), junto con el periodo 
intermedio de la Mahdiyya (1881/5 a 1898). Estos tres periodos son 
fundamentales para entender la formación de un sistema de desigualdad social en 
Sudán (no exclusivamente en una óptica Norte-Sur), y de una relación dialéctica 
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entre las diversas identidades que componen la entidad política que en época 
moderna denominamos Sudán. 
No obstante, debemos hacer patente la importancia del periodo 
precolonial90 en el desarrollo posterior de tales experiencias coloniales, debido a 
que algunos de los procesos más importantes de estructuración política y 
estratificación social no tuvieron un origen colonial, sino anterior, aunque la 
experiencia colonial exacerbó tanto las diferencias como las dinámicas principales 
de conflicto y violencia, incluyendo la pervivencia de la esclavitud. En este 
sentido, Mamdani afirma el origen precolonial de la esclavitud: 
“Slavery in northern Sudan - in both the 
Sultanate of Funj and that of Dar Fur - was not 
introduced from the outside. All evidence points to 
slavery’s developing as a local institution, 
alongside the development of centralized power in 
the two sultanates. Despite the expression Arab 
slavery in Sudan, we must be aware that the entry 
of non-Sudanese - both Europeans and Arabs - into 
the slave trade really followed the advent of Turco-
Egyptian rule in the early nineteenth century” 
(Mamdani 2009, cursiva en el original). 
En el Estado sudanés precolonial el fenómeno de la esclavitud ya existía, 
aunque limitado a la nobleza y élites de los Reinos Funj y Dar Fur (el Sultanato 
independiente de Keira). Aunque era un fenómeno aceptado socialmente, éste se 
limitaba a la nobleza y élites de los Reinos, que contaban con esclavos para las 
labores domésticas y agrícolas, principalmente. En el periodo de la Turkiyya, la 
                                                 
90 Véanse en relación con el periodo precolonial, que aquí no puede tratarse por exceder el 
alcance de la tesis, entre otras, las obras (o capítulos en dichas obras) de (O'Fahey, Spaulding 
1974, Holt, Daly 2000, Collins 2008, De Waal 2005b, Grandin 1982, Deng 1995, Johnson 2003, 
Jalata 2004, Arkell 1955, Holt 1999). 
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magnitud del comercio de esclavos adquirió proporciones que nunca se habían 
alcanzado antes en Sudán, para satisfacer las necesidades militares del ejército 
turco-egipcio. En el periodo de la Mahdiyya la esclavitud prosiguió de forma 
intensiva, y a pesar de los intentos abolicionistas, la esclavitud siguió existiendo y 
pervive hasta el día de hoy. 
De Waal calcula en el Sudán contemporáneo la existencia de más de diez 
mil seres humanos “employés comme travailleurs captifs et considérés par leurs 
propriétaires et par eux-mêmes comme esclaves” (De Waal 1997a). Es por ello 
que Jok considera que la delimitación académica que distingue entre esclavitud 
precolonial, colonial y poscolonial es artificial “because all three periods are 
connected concerning the practice of slavery”, afirmando el autor la semejanza 
entre “nineteenth-century and contemporary racial foundations of slavery in 
Sudan (Jok 2001). 
1.2. Aproximación geográfica y heterogeneidad identitaria 
Sudán era, hasta 2011, el país más grande de África, con una extensión de 
2.505.810 km2, fronteras terrestres con ocho países africanos: Egipto (1.273 km), 
Libia (383 km), Chad (1.360 km), República Centroafricana (1.165 km), 
República Democrática de Congo (628 km), Uganda (435 km), Kenia (232 km), 
Etiopía (1.606 km) y Eritrea (605 km), y una población de aproximadamente 40 
millones de habitantes.91 
Los desafíos que presenta Sudán92, y su difícil categorización en términos 
étnicos, religiosos y culturales, se hacen manifiestos, por ejemplo, en la 
                                                 
91 Datos extraídos de The World Factbook, CIA, accesible en 
https://www.cia.gov/library/publications/the-world-factbook/geos/su.html 
92 Nos referimos a Sudán junto con Sudán del Sur. Como en este capítulo nos 
remontamos a los antecedentes históricos de los siglos XIX y mediados del XX, consideramos 
pertinente considerar Sudán y Sudán del Sur como la unidad que formaban en ese momento, en el 
recorrido histórico anterior a la independencia de este último en 2011, para comprender el sistema 
de desigualdad generado en el país y para simplificar las remisiones a Sudán (Norte) o Sudán del 
Sur. 
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clasificación administrativa del país en el seno de los diversos ministerios de 
asuntos exteriores mundiales, algunos de los cuales optan por clasificarlo como un 
país de África Subsahariana, mientras otros lo consideran un país árabe-musulmán 
del Norte de África, y el resto lo inserta en la óptica de Oriente Medio (Deng 
1995). 
Si consideramos el Cuerno de África en sentido amplio, o ‘Gran Cuerno de 
África’ tal y como lo define la Autoridad Intergubernamental para el Desarrollo 
(IGAD) o la Unión Africana, estaría constituido por los países de Etiopía, Yibuti, 
Somalia (junto con Somalilandia y Puntlandia), Eritrea (desde su independencia 
en 1993), Sudán (junto con, desde 2011, el Estado independiente de Sudán del 
Sur), Kenia y Uganda. 
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Figura 2: El Gran Cuerno de África (2009); fuente: Perry Castañeda 
Library Map Collection, University of Texas.93 
Sudán es un país que ha despertado el interés de la comunidad 
internacional por motivos diferentes en distintos momentos históricos. Durante la 
Guerra Fría Sudán era objeto de interés de la política exterior de Estados Unidos 
principalmente por su importancia geoestratégica y por su interacción con Etiopía, 
                                                 
93 Accesible en línea en la página http://www.lib.utexas.edu/maps/africa.html; mapa 
producido por la Agencia Central de Inteligencia estadounidense (CIA). 
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que junto con Somalia, representaban los países del Cuerno de África en los que 
recaía principalmente el interés de EEUU (Woodward 2006).94 
Asimismo, la relación histórica del Cuerno de África con la Península 
Arábiga  tiene consecuencias a la hora de estudiar el contexto político de los 
países que lo conforman, el cual depende tanto de las interacciones africanas 
como de las relaciones forjadas con Arabia, incluyendo el proceso de expansión 
del Islam.95 En este sentido, la situación estratégica del Cuerno de África, en 
relación con África del Norte, África Subsahariana y la Península Arábiga, así 
como su importancia para las rutas de navegación del Mar Rojo, el valor 
estratégico fundamental del Estrecho de Mandeb (Bab al-Mandeb) y el Golfo de 
Adén, genera el imperativo de contextualizar la definición de la política exterior 
tanto en función del papel jugado en África por los diferentes actores 
internacionales en distintas fases históricas ,como del contexto político en Oriente 
Medio, incluyendo el conflicto árabe-israelí (Woodward 2006). 
En el caso de Sudán, como del resto de países que conforman el Cuerno de 
África, el país se encuentra a caballo entre las dos regiones geográficas que 
conforman África y Oriente Medio, y sirve asimismo de bisagra entre África del 
Norte y África Subsahariana, lo cual ha tenido una influencia fundamental en el 
carácter de la formación del Estado sudanés. Además, la inmensa heterogeneidad 
                                                 
94 No abordamos en este capítulo la política de EEUU en el Cuerno de África, asunto que 
excede el objeto de nuestro análisis. Simplemente mencionaremos que la intervención política, 
económica o militar de EEUU en el Cuerno de África durante la Guerra Fría respondía, como en 
otras regiones, a imperativos generados por la competición ideológica con la Unión Soviética, y la 
presencia de ésta en Etiopía y Somalia. En el caso de Sudán, EEUU comenzó a realizar a mediados 
de los setenta ejercicios militares conjuntos y acercamientos políticos, en respuesta a la amenaza 
soviética presente en Etiopía y a las políticas socialistas de Mengistu Haile Mariam. Remitimos al 
lector a literatura específica en la materia: un artículo sintético sobre las causas de la inestabilidad 
en el Cuerno de África (con énfasis en Etiopía) durante la Guerra Fría: (Olsen 1991); un artículo 
centrado en la evolución política de Sudán durante la pos Guerra Fría y en el análisis de la política 
americana en relación  con el mismo país (Marchal 2002); un artículo que trata el impacto de los 
atentados del 11 de septiembre para la política americana en el Cuerno de África, principalmente 
los casos de Sudán y Somalia (Morrison 2002); y  a un libro que detalla la política americana en el 
Cuerno de África (durante la Guerra Fría y en la pos Guerra Fría), analizando extensamente la 
importancia de las relaciones con Sudán y le intervención en Somalia (Woodward 2006). 
95 Véase a este respecto (Arkell 1955). 
 391 
 
 
 
 
interna de Sudán en términos étnicos, lingüísticos y religiosos, unido al tamaño 
del país, han llevado a describir Sudán como un ‘microcosmos de África’96 (Deng 
1995, Bechtold 1991). 
1.2.1. Construcción y movilización de la identidad 
Sudán es, como todos los países de África, un país étnicamente muy 
heterogéneo, que comprende hasta 600 grupos diferentes cuyos miembros hablan 
más de 400 lenguas y dialectos (Collins 2008, Levinson 1998). 
Es además un país multirreligioso, donde conviven el Islam sunní (70% de 
la población aproximadamente), el Cristianismo (10%) y las religiones 
tradicionales animistas (20%), habiendo sido las tres religiones influenciadas por 
los sistemas de creencias religiosas provenientes de Oriente Medio, Occidente y 
África Subsahariana respectivamente. A pesar de la importancia de la religión a la 
hora de definir la propia identidad, la religión en Sudán “is not necessarily aligned 
with a particular ethnicity or a specific culture, as the north-south binary model 
seems to suggest”, aunque sí se manifiesta en gran medida distribuida según un 
enfoque geográfico, donde la población musulmana se sitúa en el Norte y centro 
del país, y los cristianos y animistas en la parte Sur (Essien, Falola 2009). 
La religión cristiana en Sudán se remonta a los tiempos del Reino de 
Nubia, que abarcaba un territorio situado entre el Sur de Egipto y la parte Norte 
del Sudán moderno, a lo largo del Valle del Nilo, entre la primera y la sexta 
catarata del Nilo aproximadamente. Los primeros cristianos en Sudán se remontan 
a la Edad Media, tras la caída del Reino de Kush y el afianzamiento de los reinos 
de Nobatia, Makuria y Aloa, convertidos al cristianismo. El Islam penetró en la 
región paulatinamente desde el siglo VII, hasta su expansión definitiva en el siglo 
                                                 
96 La expresión es utilizada en la actualidad de forma frecuente para manifestar la 
heterogeneidad y riqueza en cuanto a diversidad cultural de Sudán, aunque uno de los primeros 
autores en emplear la expresión, Kaplan, lo hizo con una connotación peyorativa, asociando a 
Sudán, en su calidad de microcosmos de África, una serie de problemas o ‘enfermedades’ que el 
autor encontraba de forma generalizada en el continente africano (Kaplan 1986). 
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XIV. El Sur de Sudán no experimentó los procesos de arabización e islamización 
que sucedieron en el Norte, cultivando ritos y cultos  tradicionales, así como 
prácticas cristianas fomentadas por los colonizadores británicos y por las 
actividades de los misioneros occidentales97 presentes en el terreno desde el 
periodo del Condominio hasta la actualidad (Essien, Falola 2009). 
El énfasis puesto por núcleos de la población árabe musulmana del Norte, 
en diferentes momentos históricos de Sudán, en crear un Estado basado en los 
preceptos islámicos e imponer la ley islámica o Sharía a todos los segmentos de la 
población han generado desacuerdos acérrimos con la población del Sur del país, 
exacerbando las diferencias basadas en criterios religiosos, generando tensión y 
violencia a lo largo del país. 
Aunque la diversidad y heterogeneidad de la población de Sudán se ha 
clasificado generalmente en función de una dicotomía entre árabes y africanos, 
correspondiente a la división geográfica entre el Norte, que comprende dos tercios 
de la población y territorio del país, y el Sur de Sudán, la situación real no sigue 
un criterio de linealidad sino una relación dialéctica, y la formación de las 
respectivas identidades, también en términos políticos, depende de factores más 
complejos. Como dice Deng, “the words Arabism and Africanism have multiple 
meanings in the Sudanese context” (Deng 1995). 
En consecuencia, las dicotomías Norte-Sur y árabe-africano resultan 
simplificadoras a la hora de estudiar la situación política sudanesa, ya que ni la 
población del Norte ni la del Sur presentan una homogeneidad en términos 
culturales y étnicos que permita considerarlos como un grupo distinto y esencial 
en términos absolutos, y diferente al otro (Idris 2012). 
                                                 
97 Algunas instituciones cristianas presentes en Sudán desde los siglos XIX y XX 
incluyen: “the Greek Orthodox Church, the New Apostolic Church, the Church of Christ, the 
Seventh-Day Adventist Church, the Episcopal Church, the Catholic Church, the Coptic Church, 
the Coptic Orthodox Church, the Presbyterian Church, the Apostolic Church, the Sudan 
Pentecostal Church, the Jehovah’s Witnesses, the Evangelical Church, the Anglican Church and 
scores of others” (Essien, Falola 2009). 
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La formación de diferentes identidades raciales, étnicas y culturales 
responden a dinámicas más complejas que necesitan la comprensión de los 
sucesivos procesos históricos, particularmente de los fenómenos de esclavitud en 
el Sudán precolonial y colonial, y la influencia del Gobierno colonial en la 
formación de la estructura administrativa y social del Sudán moderno. Estos 
elementos han tenido una influencia directa en la estructura del Estado 
poscolonial sudanés, en la naturaleza de las relaciones entre la sociedad y el 
Estado, y en las desigualdades en el ámbito del acceso a los recursos políticos y 
económicos del país (Deng 1995, Idris 2005). 
De hecho, la identidad en términos étnicos proporciona una forma de 
identidad política que puede ser movilizada fácilmente, a través de prácticas 
específicas, para la generación de redes patronos-clientes que contribuyan a la 
producción y mantenimiento de ciertas formas de poder político y garanticen la 
lealtad al gobernante (Idris 2012, Clapham 1985, Idris 2004). 
Las diferencias entre grupos étnicos no son consideradas en esta tesis 
como factores fundamentales para explicar las raíces de los conflictos en Sudán, 
sino que tendremos en cuenta de forma particular la movilización de las diferentes 
identidades políticas basadas en la etnia y la interacción entre dichas identidades 
en los procesos involucrados en la acomodación al grupo central (dominante) o en 
la exclusión y marginación de los grupos periféricos del sistema político. 
“Ethnic politics turns not only on numbers, but on 
the special advantages or disadvantages which groups may 
gain from differing patterns of incorporation into the 
economy or political system, often following from the 
socially discriminatory effects of colonial rule” (Clapham 
1985). 
Nuestro enfoque toma en consideración  los procesos de formación del 
Estado (y la ‘etnización de las identidades’ o politización de la etnicidad) y las 
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consecuencias en términos de inseguridad, violencia y guerra civil que han traído 
consigo (Deng 1995, Idris 2012, Clapham 1985). 
Examinaremos a continuación la evolución del proceso de creación del 
Estado moderno sudanés a lo largo de los tres periodos históricos que conforman 
la Turkiyya, la Mahdiyya y el Condominio anglo-egipcio, con el propósito de 
establecer y analizar, si existen, los elementos más importantes que coadyuvan a 
la generación de un sistema de desigualdad social y contribuyen al origen y la 
continuidad de la violencia en el periodo histórico posterior. 
2. Los años de dominio turco-egipcio de Sudán (1820-21 – 1885) 
2.1. La conquista de Sudán y el establecimiento de la Turkiyya 
Los geógrafos medievales árabes dieron el nombre de bilad-al-sudan (“la 
tierra de los negros”) a las tierras situadas al Sur del desierto del Sáhara, desde el 
Río Senegal hasta la costa del Mar Rojo. El término ‘Sudán’ ha visto restringido 
su significado en época moderna, mediante la división por los historiadores del 
cinturón africano sudánico en tres regiones diferentes, occidental, central y 
oriental, la última de las cuales correspondería aproximadamente a las fronteras 
del Estado moderno sudanés (O'Fahey, Spaulding 1974). El nombre ‘Sudán’ 
procede del siglo XIX y tiene un origen administrativo, cuya función pragmática 
era designar la zona conquistada por Muhammad Ali y sus sucesores en su 
expansión hacia el Sur desde Egipto (Holt, Daly 2000). 
Cuando observamos la historia del territorio que en época moderna 
denominamos Sudán, podemos afirmar que las causas originarias de la guerra 
civil sudanesa no dependen únicamente, como suele atribuirse, de un 
enfrentamiento racial o de tipo étnico, y que las etiquetas utilizadas hoy para 
definir los conflictos no se aplican en el pasado con la misma connotación. Sin 
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embargo descubrimos, desde la antigüedad, patrones de desigualdad  y la 
existencia de centros de acumulación de poder a lo largo del Valle del Nilo, cuya 
mano de obra y riqueza provenía de las regiones adyacentes. Estos Estados 
centralizados primigenios, de los cuales es heredero el Sultanato Funj en torno a 
Sennar, tenían como una de sus actividades principales el comercio de esclavos, 
en su mayoría provenientes de las zonas periféricas o ultraperiféricas. Esto creaba, 
por un lado, una suerte de estratificación social, en función del origen territorial 
(centro-periferia), y por otro lado, una distinción entre la condición de 
servidumbre y la libertad (Johnson 2003). Para algunas tribus nilóticas, como los 
Dinka, la captura de esclavos entre sus miembros representa “an age-old 
phenomenon dating back to the earliest memories and myths of the Dinka” 
(Beswick 2004).98 
También en Dar Fur, el proceso de formación del Estado con centro en 
Jebel Marra, y su expansión más allá de este núcleo originario, se vio facilitado 
por el comercio de esclavos y otras mercancías, el cual se realizaba según dos 
ejes. Un eje principal, la ruta de los cuarenta días (darb al-arba’in), cuyas 
caravanas atravesaban el desierto en dirección hacia el Alto Egipto, por el cual se 
enviaban principalmente esclavos y marfil, de la misma forma que lo hacía el 
Sultanato de Sennar. Y un eje secundario Este-Oeste que constituía parte de la 
ruta de peregrinación desde la región occidental sudánica hacia las ciudades 
santas de Arabia (O'Fahey, Spaulding 1974). 
Los esclavos eran también utilizados de forma intensiva como mano de 
obra en Dar Fur: 
                                                 
98 Además es un fenómeno que ha continuado de forma intermitente a lo largo de los 
siglos, incluso en época reciente. “In the sixteenth and seventeenth centuries the increasingly 
powerful Islamic Sinnar Sultanate enslaved numerous Nilotic peoples on its southern frontier in 
the Gezira. In the eighteenth century slaves raids conducted by the Islamic Baggara (people of 
West African descent also referred to as “Arabs” by South Sudanese) in the Dinka territories 
represented, once again, “northern hostilities”” (Beswick 2004). 
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“The sultans made extensive use of slaves 
and in a variety of ways, as soldiers, as agricultural 
labourers on the royal domain, as gifts to the 
powerful and holy, and as bureaucrats”(O'Fahey, 
Spaulding 1974). 
Tanto en el Reino Funj como en Dar Fur la esclavitud era un fenómeno 
presente, reflejando la existencia de esta práctica antes de la invasión turco-
egipcia en Sudán. De la misma manera, en Egipto la esclavitud estaba extendida y 
normalizada, y con la conquista se siguió el mismo patrón en Sudán. 
En efecto, el comercio de esclavos se intensificó durante el periodo de 
Gobierno del Imperio turco-egipcio en Sudán, también denominado al-Turkiyya: 
“After Muhammad Ali’s armies conquered 
Darfur, Sennar, and much of the rest of Sudan in 
1820-21, thousands of slaves traveled the Forty 
Days Road” (Troutt Powell 2012). 
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Figura 3: Expansión turco-egipcia en Sudán: la Turkiyya (1820-1885); 
fuentes: Egypt Eyalet (Wikipedia)99 y History of Egypt (How Stuff Works)100. 
En 1820-1821 Sudán fue invadido desde Egipto y las regiones del Norte 
fueron progresivamente conquistadas por Muhammad ‘Ali (Mehemet ‘Ali), el 
Virrey turco del Sultán otomano en Constantinopla (Estambul), que gobernaba en 
Egipto desde el fin de las guerras napoleónicas de forma cada vez más autónoma 
y emancipada del Imperio Otomano, y los sucesores de su dinastía. De hecho, 
cuando hablamos de ocupación ‘egipcia’ de Sudán, el término ‘egipcio’ no 
corresponde a lo que entendemos en la actualidad por egipcio, aunque suele 
emplearse ese término porque la invasión se realizó desde Egipto por parte de los 
                                                 
99 Imagen de la izquierda accesible en la página: 
https://en.wikipedia.org/wiki/Egypt_Eyalet 
100 Imagen de la derecha accesible en línea: http://history.howstuffworks.com/african-
history/history-of-egypt3.htm 
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gobernantes de Egipto. Sin embargo, desde tiempos medievales Egipto era 
gobernado por una élite dominante de habla turca, por lo que el periodo de sesenta 
años de ocupación de Sudán se denomina ‘al-Turkiyya’ y los gobernantes eran 
conocidos como ‘los turcos’ (al-Turk) (Hill 1959, Collins 2008). 
Hill afirma que los verdaderos egipcios “natives of the Lower Nile, were 
given no part in the direction of political and military affairs either in Egypt or in 
the conquered Sudan; they filled the safer roles of religion, the sacred law, 
conscript military service in the ranks, artisanship, and minor clerical and 
financial work in the government service” y que Sudán fue ‘egipcio’ “only in the 
sense that it was a dependency of the Ottoman province of Egypt” (Hill 1959). 
Los historiadores son cautos también con el empleo del término ‘turcos’ u 
‘otomanos’ para referirse a los gobernantes de Egipto, constituidos por una élite 
de carácter multirracial leal al sultán del Imperio Otomano, denominados turcos a 
pesar de sus diferentes orígenes étnicos: 
“Of 23 ‘Turkish’ rulers of the Sudan during 
the period between 1821 and 1885, 8 were 
Circassians, 2 Kurds, 2 Greeks, 1 Albanian, 1 
Berberine Egyptian, 4 of unidentified origin, and 
only 5 known to be Turks in the ethnic sense” (Hill 
1959). 
En consecuencia, dada la tesitura según la cual los términos ‘egipcio’, 
‘turco’ u ‘otomano’ resultan insuficientes para caracterizar la Turkiyya, en esta 
tesis emplearemos, siguiendo la tendencia académica contemporánea, el término 
‘turco-egipcio’101 (Collins 2008). 
                                                 
101 Algunos autores prefieren emplear el término ‘otomano-egipcio’. 
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2.1.1. Motivaciones políticas y económicas 
La expansión del ejército hacia el Sur, bajo el mando de Isma’il Kamil 
Pasha, hijo de Muhammad ‘Ali, aspiraba a extraer recursos de Sudán en forma de 
esclavos para su ejército renovado (“negroes of the Upper Nile”) y de oro para 
sostener sus campañas (“the reputed wealth of Sennar, where gold was said to 
exist in large quantities”) (White 1899). 
Sudán no era la única ni la principal preocupación de Muhammad ‘Ali, 
cuyas conquistas se expandían a Arabia, Siria, Grecia o Creta. La principal 
aspiración del Virrey de Egipto respondía a la formación de su nuevo ejército 
regular o ‘nizam al-yadid’ mediante el reclutamiento (a vida) de un gran número 
de negros procedentes de Sudán. Las cifras oscilan al calcular el número de 
esclavos sudaneses trasladados a los campos del nizam en el Alto Egipto, 
estimando para el periodo 1822-1823 cifras de unos treinta mil negros (Hill 
1959).102 
Aunque el motivo principal para la invasión turco-egipcia de Sudán fue la 
obtención de oro y esclavos negros para el ejército y como mano de obra 
doméstica, agrícola e industrial, Hill identifica una serie de motivos de índole 
política y económica. Un motivo importante lo conformó la condición en sí de 
Sudán, con la desintegración del Sultanato Funj, como territorio donde reinaba la 
fragmentación: “the whole region from Dongola to Sinnar was split into tribal 
factions without an overlord”, proporcionando un terreno óptimo para llevar a 
cabo una invasión satisfactoria sin implicar un gran esfuerzo. Además, 
Muhammad ‘Ali pretendía terminar con los mamelucos instalados en Argo y 
                                                 
102 En la década de 1860, Collins proporciona cifras anuales estimadas de entre 12.000 
y15000 esclavos capturados en las regiones del Sur para servir las necesidades del Gobierno turco-
egipcio, ayudado en sus operaciones por los ‘jallaba’ sudaneses, produciendo una creciente espiral 
de violencia y razias que han generado una dialéctica en la historia de la Cuenca Alta del Nilo 
marcada por los fenómenos brutales de las incursiones para obtener esclavos y los fenómenos de 
resistencia de las poblaciones locales (Collins 2008). Prunier estima un promedio anual de 
esclavos sudaneses enviados a Egipto durante la Turkiyya que oscila entre tres mil y cinco mil 
personas, incluyendo hombres, mujeres y niños, aunque Muhammad ‘Ali estaba interesado 
únicamente en hombres robustos en edad militar (Prunier 1992). 
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Dongola de una vez por todas, tras haberlos masacrado en Egipto y expulsado a 
los supervivientes de la región de Nubia. Por último, Sudán constituía un enclave 
geoestratégico para dominar el Mar Rojo y los crecientes flujos comerciales en las 
costas de Arabia  (Hill 1959). 
La ocupación de Sudán se llevó a cabo con poca resistencia de los jefes 
tribales, desunidos y fragmentados, hasta la rendición del último Sultán Funj, Badi 
VI, en junio de 1821. Los turco-egipcios impusieron un régimen de impuestos 
muy duro, extrayendo esclavos, explotando a la población y sus recursos, lo que 
desembocó en una revuelta que terminó con la vida de Isma’il y su séquito. La 
represión ordenada por Muhammad ‘Ali no se hizo esperar, destruyendo todo a su 
paso, no habiendo durante las siguientes décadas intentos unificados de rebelión 
contra los sucesivos gobernadores turcos, que contaron con el apoyo de la 
confederación sudanesa de la Shaiqiyya en la invasión y en el control militar de 
los territorios sudaneses, cuya capital se estableció en Jartum, ciudad fundada en 
1825 por Uthman Bey, el Gobernador General que sucedió a Isma’il.103 Hasta el 
final de la Turkiyya, la administración turco-egipcia prosiguió las expediciones 
para capturar esclavos provenientes de las regiones de las Montañas Nuba, el Nilo 
Azul y el Nilo Blanco que satisficieran las necesidades del régimen, hasta la 
apertura de nuevas vías en el Nilo Blanco que permitieron el acceso más allá de 
los humedales del Sudd, lo que constituyó “the singular and most dramatic 
turning-point in the history of Sudan”, abriendo las regiones del Sur a la 
explotación y al comercio de esclavos (Collins 2008). 
Las tasas y altos tributos impuestos a la población, junto con la 
generalización de la captura y del comercio de esclavos (que antes de la Turkiyya 
                                                 
103 Bajo Muhammad Sa’id se llevó a cabo la unión administrativa de Egipto y Sudán, que 
pasó a depender directamente de El Cairo, aboliendo los órganos de Gobierno central presentes en 
Sudán: “From Khartoum Sa’id issued orders for the decentralization of its government. The 
governorate-general was to be abolished and its archives were to be sent to Cairo. Each Sudanese 
province was to be independent of Khartoum and dependent directly on the Viceregal Government 
in Egypt (…) Thus Said’s reorganization knit the Sudan to Egypt and made the two territories a 
single administrative unit” (Hill 1959). 
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se habían limitado a las élites de los Reinos Sudánicos) conllevaron la 
colaboración de algunos grupos sudaneses, incluyendo los Shaiqiyya del Norte de 
Jartum, los Rufa’a del Nilo Azul o los Baggara del Nilo Blanco y del Oeste de 
Sudán, que se implicaron en la explotación de las regiones del Sur, hasta los 
intentos de abolición de finales de la década de 1870, que no consiguieron 
terminar de forma definitiva con el fenómeno esclavista (Johnson 2003). 
Si bien el legado de la Turkiyya en cuanto a la generalización y expansión 
de la esclavitud resulta fundamental para comprender la generación de patrones de 
desigualdad en Sudán, con la apertura del Sur a la subyugación, la influencia 
turco-egipcia fue importante también en otros ámbitos de la sociedad sudanesa. 
De hecho, el legado del periodo de dominio turco-egipcio tiene una influencia 
muy relevante en todas las esferas para el Norte de Sudán, desde el ámbito militar 
hasta el cultural. Hill escribe que “much more has survived of Egyptian influence 
than at first appears”, en referencia a la importancia fundamental de las 
estructuras y de la administración que dejaron los egipcios y a partir de las cuales 
los británicos construyeron el Condominio anglo-egipcio (Hill 1959).104 
Además, los lazos religiosos de Sudán con Egipto son particularmente 
importantes. De hecho, la dimensión religiosa de la Turkiyya fue fundamental y 
constituyó un momento de gran reforma religiosa. Los turco-egipcios 
promovieron una enseñanza más ortodoxa y legalista del Islam y los textos 
fundamentales, en contraposición con la tendencia sufista sudanesa marcada por 
el misticismo y la adoración de los santos. Hill resalta la importancia e influencia 
de la penetración de una teología sunnita en Sudán durante la Turkiyya: 
                                                 
104 Elnur considera que se han exagerado, tanto en la academia como en las narrativas 
populares sobre Sudán, las dos motivaciones principales de Muhammad Ali para la conquista de 
Sudán, a saber, la adquisición de esclavos para el ejército turco-egipcio, y la explotación de los 
recursos naturales de la región. La estructura socio-política del Norte de Sudán era de carácter 
jerárquico y “a slave mode of production” mucho antes de la conquista turco-egipcia, lo que 
constituiría según el autor el factor principal que obstaculizó el proyecto de “modernización” de 
Muhammad Ali en Sudán, que acometió algunas reformas para mejorar y potenciar la producción 
agrícola e iniciativas para impulsar la industria extractiva como la minería de hierro, con magros 
resultados (Elnur 2009). 
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“If it had not been for the infusion of a 
disciplined, Sunnite theology into the Sudan in the 
nineteenth century, Sudanese Islam would 
probably have continued to be what it had been 
before the Egyptians came. A vast field of 
exploitation for all the mercenary wonder-workers 
of the sufi world” (Hill 1959). 
El Islam ortodoxo de los líderes turco-egipcios penetró gradualmente 
durante la Turkiyya, pero no terminó con las aproximaciones tradicionales 
sudanesas al Islam, dominadas por un enfoque místico sufista105. Este enfoque era 
considerado por los egipcios un remanente de ignorancia y superstición, en 
comparación con su aproximación más formal y legalista, pero sirvió para 
movilizar a la población, bajo la revuelta mahdista, contra el invasor turco-
egipcio, y pervive aún en la actualidad en zonas rurales del país  (Collins 2008). 
Como afirma Warburg, durante la Turkiyya “an abortive attempt was 
made by the Egyptian rulers to introduce a so-called brand of Orthodox Islam, on 
the al-Azhar model, into the Sudan”. Sin embargo, no consiguieron terminar con 
el enfoque tradicional sudanés al Islam, marcado por un acercamiento sufista y 
por el culto a familias y personas santas (denominadas ‘fikihs’), que tuvieron un 
                                                 
105 El Sufismo representa la tradición mística musulmana. La peculiaridad principal que 
caracteriza esta corriente mística es la creencia en la continuidad de la vida del Profeta en cada 
época histórica, a través de un intermediario humano al que se le aparecería en sueños o incluso en 
momentos de vigilia (normalmente santos o maestros sufíes); o a través de las instituciones o 
hermandades sufíes (tariqa, plural turuq), constituyendo el Profeta por tanto “the crucial link 
between God and humankind”, a diferencia de la aproximación formal que se caracteriza por la 
separación absoluta entre Dios y los seres humanos, no existiendo ningún mediador humano entre 
los vivos y los muertos, sino el legado del profeta, en forma del Corán y la Sunna (el conjunto de 
los hadices, que establecen la Tradición, o segunda fuente del Islam), como modelo para guiar la 
vida y conducta de los hombres (Lawrence 2010). Las órdenes sufíes presentes en Sudán han 
ejercido tradicionalmente una influencia importante tanto en el ámbito religioso como en el 
político, derivando su legitimidad y autoridad (espiritual) de la figura de su fundador (un hombre 
santo) o incluso del Profeta. Los adherentes al camino sufí emprenden un ‘viaje místico’, guiado 
por un maestro o jeque sufí, a través del cual van alcanzando progresos espirituales que los acercan 
a la unión con la divinidad. A pesar de que el Sufismo no se considera una religión en sí misma, 
las hermandades sufíes se consideran ‘indisolublemente unidas’ al Islam (Searcy 2011). 
 403 
 
 
 
 
papel fundamental “in kindling anti-colonial feelings, aimed at Egypt, and in 
ultimately leading Sudanese Muslims to a proto-nationalist revolt under the 
banner of the Mahdiyya against their northern Muslim neighbours and colonizers” 
(Warburg 2009). 
2.2. La generación de patrones de desigualdad: Ocupación y esclavitud 
Durante el periodo de la Turkiyya, que conllevó más de sesenta años de 
ocupación de Sudán, podemos identificar la apertura del Sur de Sudán a la 
explotación comercial de sus recursos naturales y humanos por parte de los grupos 
sudaneses del Norte, que acompañaban y colaboraban con la Administración 
turco-egipcia en sus expediciones en busca de suministros, generando una primera 
diferenciación entre Norte y Sur cuyas consecuencias perduran hasta el día de hoy 
(Collins 2008, Johnson 2003). 
“The incorporation of the whole of the South as the 
state’s exploitable hinterland, the intensification of racial 
stratification and the widespread identification of people 
from the South with low status were thus consequences of 
the economic and political system of Turco-Egyptian 
colonialism” (Johnson 2003). 
De hecho, determinados sectores de la sociedad  norsudanesa participaron 
en la administración local desde el mismo principio de la invasión turco-egipcia 
“for this was an economical way of keeping order and collecting taxes” (Hill 
1959), y se implicaron en las capturas y comercio de esclavos. El comerciante de 
esclavos del Norte de Sudán más importante fue Zubeir Rahama Mansour106, 
cuyas razias en la región de Bahr el-Ghazal en el siglo XIX son consideradas las 
                                                 
106 También llamado Zubeir Pasha, tras recibir el título de Pachá utilizado en el Imperio 
otomano para los individuos con algún mando superior en el ejército o cargo como gobernador 
político. Zubeir fue nombrado gobernador de algunas partes de la región de Bahr el-Ghazal y de 
Darfur en la década de 1830, recibiendo entonces el título otomano (Jok 2001). 
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más feroces de toda la historia sudanesa: “he has taken more South Sudanese into 
slavery than anyone else in the history of Sudanese slavery” (Jok 2001). 
En el Sur de Sudán, Clapham afirma que “the most prominent historical 
legacy of Arab involvement was not the relatively benign one represented by 
conversion to Islam, but the hostile one represented by the slave trade” (Clapham 
1996). En efecto, la historia de la esclavitud y violencia en Sudán es fundamental, 
junto con el colonialismo, para comprender el proceso de formación del Estado al 
desarrollar patrones de discriminación y fomentar la construcción de identidades 
políticas diferenciadas (Idris 2012). 
En esta línea, algunos autores consideran que la historia de Sudán del Sur 
es un “continuum of colonization”, habiendo experimentado los pueblos del Sur 
de Sudán el sometimiento colonial así como “interconnected policies of 
oppression” a lo largo de los periodos de la Turkiyya, la Mahdiyya, el 
Condominio Anglo-Egipcio y el Estado independiente de Sudán, hasta terminar 
con la dominación extranjera y emerger en 2011 como un nuevo país 
independiente “united by its history of struggle” (Jok 2011) 
La expedición para la apertura del Nilo Blanco a la navegación supuso un 
terrible ‘punto de inflexión’ en la historia de Sudán y del Sur de Sudán, al facilitar 
el contacto con las poblaciones del Sur y abrir el territorio a la explotación107, por 
parte del Gobierno asentado en el Norte, de los recursos naturales y humanos, 
mediante el florecimiento del comercio de esclavos (Collins 2008, Idris 2004). 
Esta apertura a la navegación del Nilo Blanco proporcionó la vía 
fundamental para el transporte de mercancías y de personas, convirtiendo el Sur 
de Sudán en una región periférica de la cual extraer esclavos para satisfacer las 
necesidades del colonizador turco-egipcio; y a partir de la década de 1840-1850 
                                                 
107 De hecho, durante la época precolonial del Sultanato Funj, los cazadores de esclavos 
no tenían como objetivo el Sur: “the frontiers of slave hunting in that period extended from 
Fazughli to Jabal Al Dayer in central Sudan. To the east, the Funj preyed on the Hamaj and 
Gumuz, and to the west on the Nuba” (Khalid 2003). 
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de los comerciantes privados, tanto europeos como sudaneses, asentados en las 
regiones del Norte (Elnur 2009, Breidlid, Said & Breidlid 2010). 
 
Figura 4: Mapa de Sudán donde podemos observar, en el recuadro, las 
áreas de proveniencia de la mayor parte de los esclavos capturados por el 
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Gobierno turco-egipcio y los mercaderes de esclavos norsudaneses; fuente: 
sudanupdate.org.108 
Los años del dominio o colonialismo turco-egipcio de Sudán se 
caracterizaron por las incursiones en el Sur de Sudán para la explotación y trata de 
esclavos. De hecho, los términos para referirse a los ‘negros’ y a los esclavos se 
hicieron equivalentes. El término ‘sudanés’ (‘sudani’ en árabe proviene del radical 
de la palabra ‘aswad’ que designa el color negro) se utilizaba en esta época para 
referirse a los esclavos, o a los descendientes de esclavos, los cuales provenían de 
forma general de grupos no musulmanes109 de las regiones del Sur y de las 
Montañas Nuba, y tenía una connotación despectiva y servil (Sharkey 2003). 
“To Northerners, who regarded themselves 
as Arabs, being “Sudanese” meant being “Black”, 
as the Arabic root of the term denoted, and being 
“Black”, in turn, meant having low social status” 
(Sharkey 2003). 
Esta percepción y estratificación social persisten en la actualidad. En esta 
dirección, De Waal afirma lo siguiente: 
“sociocultural classification based on skin 
color corresponds closely with power and wealth, 
and that members of the northern establishment 
justify their dominance with reference to racial 
categories” (De Waal 2007). 
O’Fahey arguye, de forma relevante para el proceso de construcción del 
Estado sudanés, que este grupo del Norte de Sudán posee una trayectoria histórica 
común que no comparten el resto de las regiones que conforman el moderno 
                                                 
108 Accesible en línea: 
http://www.sudanupdate.org/REPORTS/Slavery/slavery%20report/slv-maps2.htm 
109 En principio, el Islam prohíbe la esclavitud de los musulmanes. 
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Sudán, ni las regiones del Sur ni Darfur en el Oeste, y los grupos ‘Beja’ del Este 
sólo hasta cierto punto: 
“These awlad al-balad (sons of the land), to use 
the older term, possess a common history, medieval 
Nubia, the Funj Kingdom of Sinnar (1504–1821), 
Egyptian colonial rule (1821–1885); a common language, 
Arabic, even if some groups use Nubian; and a common 
religion, an Islam heavily saturated by Sufism. No other 
area or ethnic grouping within the boundaries of the 
present Sudan share the same history and culture with 
awalad al-balad (…)” (O'Fahey 1995citado en Elnur 2009, 
5). 
Asistimos de esta forma a un primer momento de la historia colonial 
sudanesa en el que se empieza a diferenciar la sociedad con la formación de una 
élite norsudanesa (de habla árabe y de religión musulmana) en la zona central del 
país a lo largo del Nilo: “the Turko-Egyptian conquest initially laid the foundation 
of a central state in Northern Sudan on the wreckage of the regional governments” 
(Jalata 2004); por contraposición con una región Sur cuya función principal era 
servir como fuente de recursos para las necesidades del colonizador y de sus 
colaboradores sudaneses. 
En este sentido, la construcción de identidades polarizadas en torno a 
elementos raciales, étnicos y religiosos constituye una característica secundaria 
para comprender las dinámicas y conflictos sudaneses. El aspecto clave reside en 
la propia estructura (asimétrica y jerárquica) social y política del ente sudanés, 
que otorga un poder excesivo a las élites dominantes de la parte central del Norte 
de Sudán, que concentran la riqueza y explotan las regiones periféricas, generando 
un paradigma centro-periferia frecuente en la literatura académica sobre Sudán, 
que De Waal combina con una aproximación a lo que denomina “persistent 
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instability at the center of power”, manifiesta en la incapacidad  de las distintas 
facciones de los grupos centrales del Norte para lograr una dominación política 
indiscutible del Estado sudanés (De Waal 2007). 
Como hemos visto, el comercio de esclavos no era un fenómeno 
desconocido en Sudán, sino que estaba ya presente en la base de la estructura 
social y política del periodo precolonial, anterior a la Turkiyya110, aunque con el 
dominio turco-egipcio las razias se hicieron de forma continua y a gran escala. De 
esta manera el número de esclavos aumentó de forma considerable, tanto para uso 
militar en el ejército turco-egipcio como para su uso doméstico en el Norte de 
Sudán. 
Por otra parte, la institución por el Gobierno turco-egipcio de un régimen 
de impuestos muy duro e impopular a la población sudanesa, junto con la reforma 
de la propiedad y el uso de la tierra, provocó múltiples levantamientos y 
rebeliones, además de causar el empobrecimiento de determinadas zonas y 
pueblos del Norte de Sudán (Collins 2008). 
Johnson ve una correlación entre la depauperación de las regiones del 
Norte y la explotación y captura de esclavos en las regiones del Sur de Sudán: 
“hardship created by the government’s 
economic policies in the North contributed to the 
exploitation and subjugation of the South, and gave 
certain sections of the Muslim and Arabic-speaking 
population of the North a personal stake in its 
subjugation, a pattern which would be repeated in 
the 1980s and 1990s” (Johnson 2003). 
                                                 
110 Elnur afirma la interrelación entre dos dinámicas principales de la sociedad 
norsudanesa: “The Nubiazation of both Islam and Arabism progressed simultaneously with the 
‘slave mode of production’ in riverain Sudan” (Elnur 2009). 
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Este empobrecimiento causado por la recaudación de altos tributos, junto 
con la abolición de la esclavitud al final de la Turkiyya que terminó con los 
beneficios que aportaba a algunos grupos y sectores del Norte de Sudán, 
prepararon el camino para las revueltas lideradas por el Mahdi, que acabaron con 
décadas de ocupación de Sudán e iniciaron un breve periodo de gobierno 
nacionalista. 
3. La rebelión y dominación mahdista de Sudán (1881/5 – 1898) 
3.1. El advenimiento del Estado mahdista (1881-1885) 
El descontento popular culminó entre 1881 y 1885 en una serie de 
revueltas o ‘jihad’ (guerra santa) lideradas por Muhammad Ahmad ibn ‘Abdallah 
y sus partidarios o ‘Ansar’. Muhammad Ahmad, originario de Dongola, se había 
proclamado ‘Mahdi’ (el mesías esperado y guiado por el Profeta) en El Obeid, 
capital de Kordofán, después de experimentar en marzo de 1881 en Aba Island111, 
su lugar de retiro, varias visiones en las cuales el Profeta lo denominaba como el 
‘Esperado Mahdi ’(Collins 2008, Holt 1970).112 
                                                 
111 Aba Island es una pequeña isla de 14 km de longitud en el Nilo Blanco, al Sur de 
Jartum y cerca de Kosti, considerada como la base espiritual del Mahdismo, ya que fue allí donde 
Muhammad Ahmad vivió su retiro ascético, donde experimentó las visiones en las que el Profeta 
lo nombraba Mahdi y donde surgieron sus primeros seguidores. 
112 Muhammad Ahmad no se autoproclamó ‘Mahdi’, sino que fue el 
mismo Profeta quien lo proclamó como Mahdi durante una visión, 
constituyéndose así en su successor y mediador humano:  “And the Prophet (may 
the peace and blessings of God be upon him) informed me that I am the expected 
deliverer (al-mahdī al-muntaẓar) and the Messenger (peace and blessings of God 
be upon him), appointed me as his successor by seating me on his chair in the 
presence of the caliphs, the hierarchy of saints, and al-Khiḍr (peace be upon him) . 
. . and the Prophet girded me with his sword, in addition he supported me with ten 
angels and ʿAzrāʾīl [the angel of death] will always accompany me. And I 
continue to receive support and information from the Prophet (peace be upon him) 
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En aquel momento Sudán comprendía aproximadamente un territorio de 
“1.650 miles long and 1400 miles wide. It extended from Aswan to the Equator, 
and from Darfur to the Red Sea” (Budge 1905), y una población estimada en 
8.525.000 habitantes, que fue reducida a una cifra aproximada de 1.870.000 
después del periodo mahdista, cuyos partidarios perdieron la mayor parte de sus 
efectivos en las batallas contra los soldados británicos y egipcios que terminaron 
con el Mahdismo y establecieron el Condominio anglo-egipcio en 1899 (Budge 
1905). 
                                                                                                                                     
in the presence of a gathering of the most devoted saints” (al-Mahdī 1969, citado en 
Searcy 2010, 57) 
. 
 411 
 
 
 
 
 
Figura 5: El Estado mahdista (1885-1898) en relación con la frontera 
moderna de Sudán; fuente: US Library of Congress.113 
El Mahdi y sus fuerzas defendían la necesidad de aplicar los principios de 
un Islam renovado, condenando al Gobierno turco-egipcio por su permisividad 
religiosa, así como por la explotación de los recursos de Sudán y por la 
interrupción del comercio de esclavos desde finales de 1870114, que había 
                                                 
113 Accesible en línea: http://www.loc.gov/maps/?q=sudan&sp=1 
114 Según el Convenio Anglo-Egipcio contra la Trata de Esclavos de agosto de 1877 el 
comercio de esclavos de Sudán debía interrumpirse en 1880. Sin embargo, debido al estallido de la 
revuelta mahdista y el triunfo del Gobierno del Mahdi en Sudán, el Convenio no fue 
implementado. Reino Unido y Egipto firmaron un nuevo Convenio para la Supresión de la 
Esclavitud y la Trata de Esclavos en noviembre de 1895. Anteriormente, en 1880, se había 
fundado un Departamento para la Represión de la Trata de Esclavos en Egipto, bajo la dirección 
del Ministerio de Interior, y en  1896 el Gobierno egipcio adoptó una ley donde enumeraba las 
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generado descontento en términos económicos entre muchos sudaneses 
dependientes de ello (Troutt Powell 2003). 
La figura mesiánica del Mahdi se asocia en la tradición musulmana suní 
con una misión guiada por la divinidad. En el caso de Muhammad Ahmad, ésta 
sería por un lado terminar con la opresión del pueblo sudanés a manos del 
Gobierno turco-egipcio, el cual había ocupado el territorio ilegítimamente; por 
otro lado, revitalizar el Islam en Sudán, terminando con el deterioro y la 
aproximación religiosa del régimen turco-egipcio, para entregarse al Corán y la 
Sunna y extenderlo más allá de las fronteras mediante la jihad (Searcy 2011). 
Muhammad Ahmad había estado muy en contacto con la tradición sufí 
sudanesa, y había sido educado por maestros sufíes, hasta graduarse y devenir él 
mismo un maestro de la orden ‘Sammaniyya’. Este bagaje vital y educativo del 
Mahdi sudanés explica la asociación estrecha de la Mahdiyya con el Sufismo 
durante los primeros años de la revolución. Sin embargo, una vez que el 
movimiento se asentó y expandió a lo largo de Sudán, tanto el Mahdi como su 
sucesor el Califa Abdullahi rehusaron las reclamaciones de los jeques sufíes por 
obtener parcelas de liderazgo, aludiendo a la existencia de un único líder, el 
Mahdi, con contacto directo con el Profeta para guiar su misión, constituyendo su 
visión el único culto correcto y verdadero, al que deberían adherir las distintas 
hermandades sufíes, que así lo hicieron en su mayoría (Warburg 2009). 
                                                                                                                                     
sanciones en casos de trata de esclavos. Después de la ‘reconquista’ de Sudán y el establecimiento 
del Condominio anglo-egipcio, en enero de 1899 la trata de esclavos en Sudán fue declarada 
ilegal, prohibiendo toda importación y exportación de esclavos en el país, recayendo la 
responsabilidad de abolir la esclavitud e implementar el Convenio en el Departamento para la 
Represión de la Trata de Esclavos, que abrió delegaciones en Sudán. No obstante, a pesar de los 
Convenios y regulaciones para abolir la esclavitud y terminar con la trata de esclavos, el fenómeno 
se redujo pero continuó. La continuidad del comercio de esclavos se debió, por un lado, a las 
dificultades técnicas y burocráticas para implementar los controles necesarios, la falta de personal 
y de fondos, y  las malas comunicaciones. Por otro lado, a aspectos económicos y sociales, como 
la extensión y aceptación del fenómeno en la sociedad sudanesa, la continuidad de la demanda de 
esclavos, y la presión de los comerciantes, que no querían perder la fuente de ingresos 
considerable que conseguían gracias a la esclavitud (Warburg 1971, Sikainga 1996). 
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De las principales órdenes sufíes sudanesas (Qadiriyya, Jatmiyya, 
Sammaniyya y Tiyaniyya), la mayoría adhirió al movimiento mahdista sin 
desafiar o contradecir la autoridad del Mahdi. La Jatmiyya o Mirganiyya (por su 
fundador, Sayyid Mohammed Osman al-Mirgani al-Jatim), una de las 
hermandades sufíes más importantes, no reconoció sin embargo la autoridad del 
Mahdi, y sus líderes se vieron obligados a exiliarse en Egipto, hasta la 
‘reconquista’ de Sudán y el establecimiento del Condominio anglo-egipcio, 
circunstancia que favoreció su retorno y participación en el nuevo Gobierno 
(Warburg 2009). 
Muhammad Ahmad aspiraba a una purificación y renovación del Islam, 
devolviendo el protagonismo y autoridad a las únicas fuentes religiosas válidas 
para el buen comportamiento de los musulmanes, el Corán y la Sunna, legados 
por el Profeta. Como explica Searcy, en este enfoque no tenían cabida los 
símbolos y ceremonias empleados en la tradición sufí sudanesa: “the visitation of 
saints’ tombs, excessive wailing at funerals, and Sufi orders were considered by 
Muḥammad Aḥmad to be innovation”. A pesar de la crítica y proscripción de 
estas “innovaciones”, el Mahdi utilizó los símbolos, ceremonias y rituales 
tradicionales sufíes con un objetivo político, para garantizar una base social a su 
movilización: 
“the Sudanese Mahdī, used many of the symbols of 
the Sufi orders, as well as the emulation of the Prophetic 
precedent, in order to articulate his claims to power (…) 
the use of these symbols resonated within the religious 
consciousness of the populace; this in turn affirmed the 
Mahdī’s legitimacy” (Searcy 2011). 
Los dos factores determinantes para el nacimiento de la Mahdiyya fueron 
por un lado, el elemento religioso y espiritual movilizado por el Mahdi y sus 
discípulos; por otro lado, el intento de abolición de la esclavitud y la imposición 
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de tributos muy elevados por parte del Gobierno turco-egipcio, que se vio 
acompañado por el aumento de “Egypt’s imperial avarice in the Sudan”, mediante 
la expansión de los territorios ocupados, incluyendo áreas importantes para el 
comercio de esclavos por parte de los mercaderes sudaneses. La Turkiyya impuso 
tasas obligatorias para los habitantes de dichos territorios situados bajo 
administración turco-egipcia, asunto muy criticado por el Mahdi, al considerar 
que el único impuesto lícito y legítimo que debe pagar un musulmán es el 
‘zakat’115 (Searcy 2011). 
El Mahdi criticó duramente la Turkiyya desde el principio de su revuelta, 
por la recaudación de impuestos y por su falta de aplicación de un Islam puro: 
“Verily those Turks, when God granted 
them grace and well-being, believed that all 
authority resided in their hands. They opposed the 
commands of God and His prophets and followed 
the example of those who ruled in a manner 
opposed to what was revealed by God and the law 
of the Prophet Muḥammad. They insulted the 
religion of God and levied the jizya tax on your 
necks, and none of this is a matter sanctioned by 
God or His Prophet” (al-Mahdī 1990, citado en 
Searcy 2010, 72). 
Ante la amenaza mahdista y las derrotas de las fuerzas turco-egipcias por 
el Mahdi y sus seguidores, primero en Aba Island, después en Sur Kordofán  en El 
Obeid, sitiada por el Ansar, los británicos, que habían ocupado Egipto en 1882, 
decidieron intervenir, enviando al antiguo Gobernador General, el General 
                                                 
115 El ‘zakat’ o azaque es uno de los cinco pilares del Islam, consistente en un impuesto 
que deben pagar todos los musulmanes para redistribuir los beneficios entre la población 
musulmana más desfavorecida. 
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Charles Gordon Pasha, “the ‘only General’” (White 1899), a defender Jartum, la 
capital turco-egipcia. 
Gordon llegó a la ciudad de Jartum en febrero de 1884, en una situación en 
la que la paz con el Mahdi o la evacuación de la guarnición turco-egipcia se 
presentaba imposible y la única opción restante era la defensa de la ciudad con 
unos efectivos insuficientes y desmoralizados, hasta que llegaran los refuerzos 
británicos en su ayuda. El Mahdi llegó desde Kordofán en octubre y se estableció 
en Omdurmán, al Oeste de Jartum, desde donde ordenó al Ansar el ataque de la 
ciudad el 26 de enero de 1885.116 
Gordon nada pudo hacer, sin la ayuda de la expedición de rescate, que 
llegó dos días más tarde, ante el ataque que terminó con su vida, destruyó la 
ciudad y derrocó al Gobierno turco-egipcio, lo cual llevó al establecimiento de un 
Estado teocrático centralizado basado en principios islámicos, la Mahdiyya, en 
1885, con capital en Omdurmán. El Mahdi falleció seis meses después por una 
enfermedad, y fue sucedido por el Califa Abdullahi (Abdullahi ibn Muhammad), 
apoyado por sus efectivos Baggara, aunque su sucesión no se realizó sin 
sobresaltos, generando la oposición interna de otros posibles sucesores, que 
desafiaron su Gobierno y a los que tuvo que contener para imponer su autoridad 
(Sharkey 2003, Collins 2008). 
El Califa, organizó el territorio y la administración del nuevo Estado 
mahdista117, creando instituciones embrionarias, y prosiguió el objetivo del Mahdi 
de expandir un Islam puritano a través de la ‘jihad’, principalmente hacia el Oeste, 
                                                 
116 La guarnición de Gordon era de seis mil hombres únicamente, mientras el Mahdi había 
agrupado aproximadamente 40.000 hombres y 20.000 rifles desde el comienzo de la rebelión 
mahdista (Barthorp 1984). 
117 El Califa dividió Sudán en diez provincias militares, administradas cada una de ellas 
por un emir general; creó un ejército de 105.000 hombres para hacer respetar su autoridad; los 
asuntos de justicia civil y penal quedaron en manos de  los cadis, aunque creó también una Corte 
Suprema en Omdurmán, siendo la ley islámica la referencia; creó también una serie de cajas para 
los gastos y financiación del régimen, centralizado en Omdurmán; y un sistema de tasación, cuyos 
impuestos variaban de unas provincias a otras (Colin 1936). 
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en Darfur (1888-1889), y hacia el Este, en la frontera con Etiopía (1887-1889). En 
ambos casos, el ejército del Califa encontró la oposición de los grupos africanos 
de Darfur y del ejército etíope, y a pesar de lograr la victoria de sus tropas, las 
revueltas locales contra la autoridad mahdista nunca cesaron. En el Sur, donde el 
Ansar había ocupado  Bahr al-Ghazal en 1883-1884, el Califa decidió retirar las 
tropas y desplazarlas hacia Darfur, para apagar una insurrección de un grupo 
Rizeigat Baggara. Nunca regresaron a Bahr al-Ghazal, aunque sí intentaron 
terminar con los últimos signos de la administración turco-egipcia en Ecuatoria, 
donde fueron derrotados, “leaving no trace of the Mahdist State in southern 
Sudan”. La dificultad de controlar las periferias se hizo evidente, acentuándose 
con la falta de recursos para mantener la expansión de los ejércitos mahdistas en 
los distintos frentes, debido a los episodios de sequía y hambrunas durante esos 
años, y la autoridad del Califa se vio cuestionada por continuas insurrecciones 
(Collins 2008). 
Los británicos, que habían sufrido una derrota muy criticada en Jartum en 
1885 a manos del Mahdi, pretendían restablecer su prestigio y expandir sus 
posesiones imperiales en el continente africano, en un momento clave de 
repartición de los territorios entre las potencias coloniales, con la ambición de que 
ningún poder europeo afectase a la autoridad británica en Egipto y a su control del 
Canal de Suez. Escudándose en las reivindicaciones territoriales de Egipto sobre 
Sudán, los británicos planearon la reconquista de Sudán, que comenzó en 1885 y 
culminó en 1898, cuando el Coronel Horatio Herbert Kitchener terminó con el 
poder mahdista en la batalla de Omdurmán el 2 de septiembre, en la planicie de 
Karari. El ejército anglo-egipcio derrotó al Ansar gracias a la superioridad técnica 
de las armas de fuego utilizadas118, ocasionando la muerte de 11.000 partidarios 
mahdistas e hiriendo a otros 16.000, mientras las víctimas de las fuerzas anglo-
                                                 
118 La artillería egipcia contaba con “two batteries of field artillery armed with Maxim-
Nordenfeldt quick-firing 9-pounders or 18-pounders with a double shell (…) The horse battery 
was armed with 12-pounder Krupp guns, and the other two field batteries with 9-pounders (…) all 
the gunners were Egyptian conscripts and the battery commanders British (Wilkinson-Latham, 
Roffe 1976). 
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egipcias no llegaron a cincuenta y unas centenas de heridos119. En 1899, Sudán 
fue declarado ‘Condominio anglo-egipcio’, designando el dominio conjunto del 
territorio por parte de Egipto y Gran Bretaña, aunque de facto constituyó una 
colonia británica, quedando Egipto excluido del uso de su autoridad (Sharkey 
2003, Collins 2008). 
3.2. Colonialismo interno y estructuración social durante la Mahdiyya (1885-
1898) 
El periodo del Estado islámico mahdista (1885-1898) se caracterizó por 
una continuidad de los patrones de desigualdad establecidos durante la época del 
colonialismo turco-egipcio, prolongando las capturas y el comercio de esclavos 
del Sur de forma intensiva para el suministro de las necesidades del Norte de 
Sudán. Durante este periodo, junto con la Turkiyya y el colonialismo británico, se 
van a gestar algunas de las características principales del Estado sudanés, en 
términos de estructura política y estratificación social, que van a generar 
consecuencias secundarias en forma de conflictos identitarios, instrumentalizando 
diversas categorías étnicas y religiosas. Asimismo, durante la Mahdiyya 
percibimos la emergencia de un Estado central cuyo Gobierno va a llevar a cabo 
la explotación económica de los recursos de unas periferias poco controladas 
políticamente, como muestra la ausencia de autoridad del Califa Abdullahi en las 
distintas periferias sudanesas, rebeladas continuamente contra el Estado mahdista. 
Idris considera que existe un componente ideológico en la continuación de 
la trata de esclavos durante el Gobierno Mahdista, originando un “choque de 
identidades racializadas”: 
“the slaving area was constructed by those 
involved in the slave trade in terms of Islamic versus non- 
Islamic, Arab versus non-Arab descent, brown versus 
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black color (…) the people of the Southern Sudan, 
the Nuba Mountains, and the Upper Blue Nile 
became prey for northern Muslim slave traders” 
(Idris 2005)”. 
Los comerciantes de esclavos del Norte de Sudán, los denominados 
‘jallaba’, procedían de distintos grupos, arabizados e islamizados, pero se 
consideraban miembros y herederos de una misma “comunidad árabe”, y la 
incorporación de las tribus nómadas del Norte fue definiendo progresivamente “a 
‘northern entity’” y una creciente “northern identity” (Elnur 2009) . Estos grupos 
que van a dominar el Estado sudanés constituían una élite con una identidad 
árabe, la cual va a construirse en contraposición con la de otros grupos no árabes, 
principalmente en el Sur, denominados peyorativamente ‘ibd’ o ‘abid’, término 
sinónimo a esclavo(s) utilizado para referirse a los sudaneses del Sur (Idris 2004). 
Esta construcción social de la raza va a tener consecuencias que perduran 
hasta el día de hoy: “North Sudanese regard themselves as Arabs, whereas South 
Sudanese identify themselves as predominantly African, or rather call themselves 
by the specific ethnic groups to which they belong”, y las distintas identidades 
raciales reflejan connotaciones de superioridad o inferioridad de unos grupos 
respecto a otros: 
“The violent enslavement of Southerners is 
a result of enslaving communities having 
developed a racist ideology which ascribes 
subhuman status to the enslaved communities” 
(Jok 2001). 
El régimen mahdista prosiguió el ejercicio de la violencia internamente al 
distinguir y oponer los distintos pueblos de Sudán, discriminando a las periferias, 
explotando sus hombres y sus recursos para satisfacer el Gobierno autocrático 
central. Por ende, durante el proceso de creación del Estado sudanés en el periodo 
 419 
 
 
 
 
precolonial y durante el siglo XIX se generó una estructuración social 
marcadamente desigual y diferenciada: 
“This sharp distinction between freemen and 
enslaveable peoples in the Sudan, and the political 
ideology that was articulated around it, were deeply 
embedded into the structure of the society. These 
precolonial processes of enslavement imposed social 
meanings on social, cultural and religious differences 
among the people of the Sudan and served as the basis for 
the structuring of society” (Idris 2004). 
Aunque el periodo de la Mahdiyya es frecuentemente visto en la 
actualidad  como una especie de ‘proto-nacionalismo’ (Warburg 2009) o 
nacionalismo sudanés temprano, Johnson considera que es una lectura equivocada 
de un momento histórico en el que persistieron la esclavitud y la diferenciación en 
términos raciales, generando una forma de ‘colonialismo interno’ que perpetuó las 
estructuras desiguales que habían imperado durante los siglos XVIII y XIX. El 
Estado Mahdista había impuesto obediencia y fidelidad mediante la expansión de 
un modelo renovado de Islam y a través de juramentos de lealtad a las figuras 
carismáticas de sus líderes, el Mahdi primero y el Califa Abdullahi después. El 
país se dividía de esta manera entre los partidarios del Mahdi y los que no lo eran, 
generando un protagonismo de los sudaneses del centro, que fueron nombrados 
para gobernar zonas rurales en las áreas periféricas del Oeste, el Sur y el Este, en 
la frontera entre Etiopía y Sudán (Johnson 2003). 
La distinción entre el Ansar y los grupos no partidarios del Mahdi explica 
cómo el establecimiento posterior del Condominio anglo-egipcio pudo apoyarse 
en determinados grupos sudaneses que se oponían al Gobierno Mahdista y 
colaboraron en su derrocamiento. En consecuencia, arguye Johnson, los orígenes 
de los problemas contemporáneos de Sudán se encuentran ya en el periodo de la 
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Mahdiyya, al igual que en la Turkiyya, precediendo por tanto el legado de 
desigualdad y las consecuencias del colonialismo anglo-egipcio del siglo XX. De 
hecho, desde la independencia de Sudán han reaparecido los patrones de asimetría 
e iniquidad, reflejados en “the exploitative nature of the central state towards its 
rich, but uncontrolled hinterland, the coercive power of the army in economic as 
well as political matters, the prerogative of the leader in redistributing revenues to 
the peripheries, [and] the ambiguous status of persons who are not fully part of the 
central heritage”  (Johnson 2003). 
Una de las consecuencias más importantes del periodo de la Mahdiyya y 
su proyecto reformista fue la consideración del Islam como religión de Estado y el 
establecimiento por tanto de un vínculo entre la religión y la política en Sudán 
(Warburg 2003), es decir, el periodo mahdista constituyó “the trigger that 
‘politicised’ Islam in Sudan” (Woodward 2004). 
De hecho, el Mahdi pretendía establecer un Estado mahdista semejante a la 
comunidad islámica originaria fundada por el Profeta en la ciudad de Medina en 
el siglo VII, aunque afirmó su legitimidad como líder y núcleo de la Mahdiyya 
mediante aspectos sufíes, por un lado, su identificación como mediador o 
encarnación del Profeta (a través de visiones), por otro lado, la utilización de 
símbolos de autoridad sufíes, que respondían a una función política: “as a 
reaffirmation to the populace that the Mahdī was the exemplary center of the 
Mahdiyya, and all authority emanated from him” (Searcy 2011). 
El Mahdi consiguió el apoyo de la mayoría de las órdenes sufíes presentes 
en Sudán, lo cual conllevó la incorporación política de las periferias occidental y 
oriental al Estado Mahdista, bajo la autoridad del Mahdi como único líder, aunque 
esta incorporación no fue de naturaleza completa, y las manifestaciones de 
resistencia y revueltas contra su control se hicieron patentes muy pronto. No 
obstante, el proceso de formación del Estado se desarrolló de forma incluyente 
(aunque parcialmente, manteniendo el liderazgo de la zona central o ribereña) en 
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el Norte, mientras el Sur quedó relegado a una posición secundaria, como fuente 
de recursos para los traficantes de esclavos, es decir, como zona de explotación 
sometida al dominio del Norte. 
4. Colonialismo y formación del Estado durante la época del 
Condominio anglo-egipcio (1899-1955) 
4.1. Motivaciones para la reconquista anglo-egipcia de Sudán 
La ‘reconquista’ o reocupación anglo-egipcia de Sudán experimentó varias 
fases fundamentales, desde el avance hacia Dongola en 1896 y la batalla de 
Omdurmán el 2 de septiembre de 1898, en la que el General Kitchener derrotó al 
Ansar, hasta el enfrentamiento con los franceses en Fashoda a finales de 1898. La 
firma el 19 de enero de 1899 del Acuerdo relativo a la administración de Sudán120, 
entre los Gobiernos británico y egipcio, culminó el establecimiento del 
Condominio anglo-egipcio en Sudán121 (Abbas 1952, Woodward 1990). 
Debemos hacer notar la predominancia británica tanto en la reconquista 
como en la posterior administración de Sudán122, y la posición simbólica de 
                                                 
120 El título original completo del Acuerdo es el siguiente: Agreement Between Her 
Britannic Majesty's Government and the Government of His Highness the Khedive of Egypt, 
Relative to the Future Administration of the Sudan (1899), consultado en el Apéndice de 
(Churchill 1899). 
121 El Gobierno de Sudán constaba de un Gobernador General, en el que recaía toda la 
autoridad, y que era simultáneamente el Sirdar del ejército egipcio, y de una serie de Secretarios 
que le asistían en sus funciones (secretario financiero, legal y civil), así como un Inspector General 
y varios directores de departamento. Además, “the Egyptian Government keep an Inspector-
General of Irrigation at Khartum and have their office for Slavery Repression represented”. Sudán 
fue dividido en trece provincias (Bahr-el-Ghazal, Berber, Blue Nile, Dongola, Halfa, Kassala, 
Khartum, Kordofan, Mongalla, Red Sea, Sennar, Upper Nile, White Nile) y en distritos militares 
de primera y segunda clase, prácticamente coincidentes con las provincias (Sladen 1908). 
122 Los británicos van a evitar la participación egipcia a la hora de gobernar y administrar 
Sudán, a pesar de que los egipcios aportaron el grueso de las tropas para la reconquista de Sudán, y 
dos tercios de la financiación para la reocupación del territorio: “Les forces mises à la disposition 
de Kitchener pour écraser les mahdistes se composent de vingt-deux mille hommes, dont près de 
quatre-vingt pour cent sont originaires de la vallée du Nil répartis en douze bataillons – huit 
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Egipto, ocupado por los británicos desde 1882, y excluido del ejercicio del poder 
(Sharkey 2003). A este respecto Woodward afirma lo siguiente: 
“As far as Egypt was concerned, the whole 
reconquest and the Condominium was little more 
than having her face rubbed in the dirt by her 
British oppressors (…) As for the Condominium 
Agreement, it was not so much an agreement as a 
British-made façade at best and a sleight of hand at 
worst. Egypt had paid for the expedition and 
provided many of the troops; now she was being 
fobbed off with little more than a symbolic role in 
her former territories” (Woodward 1990). 
El acuerdo, que introducía bajo la denominación de ‘condominio’ una 
estructura política innovadora en términos de derecho internacional, en realidad 
supuso una artimaña británica para controlar tanto Sudán como el Valle del Nilo 
de forma más general, desde la posición británica privilegiada en Egipto, y gracias 
a las tropas y al tesoro turco-egipcio, aunque ignorando las reclamaciones 
territoriales del antiguo colonizador de Sudán: 
“The British and Egyptian flags flew side-
by-side over administrative buildings in Khartoum, 
but it was clear to most that the so-called 
condominium paid only sanctimonious attention to 
Egyptian claims to the Sudan. Many nationalists 
were left wondering what the next step should be, 
and how to free Egypt and the Sudan together from 
                                                                                                                                     
bataillons de soldats égyptiens et quatre de Soudanais. A côté, cinq bataillons de Britanniques sont 
venus renforcer l’Armée égyptienne; la contribution britannique est également financière, elle 
s’élève à huit cent mille livres égyptiennes, soit près d’un tiers du montant global de la campagne” 
(De Gayffier-Bonneville 2015). 
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the grips of Great Britain’s powerful empire”(Troutt 
Powell 2003). 
Si bien una de las razones esgrimidas por la propaganda británica durante 
la Mahdiyya para justificar su presencia en Sudán había sido terminar con la trata 
de esclavos (Daly 1991), las motivaciones principales de la reconquista de Sudán 
fueron de naturaleza menos loable y obedecían a razones relacionadas 
directamente con el dominio colonial de África y la ambición expansionista por 
parte de las principales potencias europeas implicadas, que desafiaban la posición 
británica en la región y su control del Valle del Nilo. 
 Algunos autores argumentan que la reconquista de Sudán constituyó para 
los británicos “the answer to French Chauvinism and Gallic aggression which was 
registered at Fashoda (…) It was a race for Fashoda, or what Fashoda implied in 
the scheme of French annexationists” (White 1899). En otras palabras, “the Sudan 
campaigns had been undertaken by the British to protect their imperial position as 
well as the Nile waters” (Collins 1984). 
En efecto, en el momento de la reconquista de Sudán, los británicos 
estaban preocupados por la creciente actividad europea en enclaves importantes 
en el Sur y el Este de Sudán. Los franceses se habían establecido en Bahr-el-
Ghazal en 1896 y el Capitán Marchand avanzaba hacia Fashoda en 1897; por otro 
lado, los belgas ocuparon Lado en 1897; y los italianos, actuando desde el Este, 
habían tomado Kassala en 1897, lo que hacía temer a los británicos la pérdida del 
control del territorio sudanés y su posición estratégica para las comunicaciones 
con el Extremo Oriente a través del Mar Rojo (Sidahmed, Sidahmed 2004). 
El incidente de Fashoda el 18 de septiembre de 1898, que llevó a Gran 
Bretaña y Francia al borde de la guerra, ocasionó “the tensest moment in the 
scramble for the continent” (Woodward 1990). El episodio terminó de forma 
diplomática con la retirada de las tropas francesas del Capitán Marchand tres 
meses después de la crisis, y con la firma el 21 de marzo de 1899 de un Convenio 
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anglo-francés que limitaba la expansión francesa hacia el este de África a la 
Cuenca del Nilo (Collins 1984).  
No obstante, el enfrentamiento con los franceses en Fashoda tuvo 
consecuencias a largo plazo para las relaciones entre las dos principales potencias 
coloniales rivales en África, y “for a century after Fashoda, Anglo-French 
relations south of the Sahara were essentially characterized by competition rather 
than cooperation” (Chafer, Cumming 2010). 
 
Figura 6: Etapas de la formación del Estado sudanés desde el periodo de 
la Mahdiyya hasta los primeros años del Condominio; fuente: Whkmla Historical 
Atlas.123 
La competición y rivalidad entre las potencias europeas durante el periodo 
colonial fue así pues una de las razones fundamentales de la decisión de Gran 
Bretaña de expandirse hacia el Sur desde Egipto, para evitar la intromisión de 
otras potencias europeas en Sudán, y así poder continuar el control en el Valle del 
Nilo, aprovechar sus recursos y garantizar el acceso al Mar Rojo,  controlando las 
vías de comunicación fundamentales para el acceso a Oriente. 
                                                 
123 Accesible en http://www.zum.de/whkmla/histatlas/northafrica/haxsudan.html 
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4.2. Implicaciones del colonialismo británico para el proceso de formación 
del Estado sudanés 
Tras la reconquista del territorio, los británicos establecieron un Gobierno 
de marcado carácter militar en los primeros años del Condominio, para garantizar 
el orden, evitar el resurgir de la Mahdiyya y pacificar el territorio. De hecho, los 
primeros Gobernadores Generales nombrados en Sudán fueron militares: Lord 
Kitchener (1899-1900), Sir Reginald Wingate (1900-1916) y Sir Lee Stack (1916-
1924). Sin embargo, dada la falta de recursos en términos humanos y financieros, 
la administración colonial británica adoptó una posición (el régimen de gobierno 
indirecto) de búsqueda de lealtades y cooperación con jefes de los grupos tribales 
locales para implementar sus políticas, generando un sistema de administración 
nativa; y líderes religiosos, comenzando por las órdenes religiosas que se habían 
opuesto al establecimiento de la Mahdiyya, como había sido el caso de la tariqa o 
hermandad sufí de la Jatmiyya, liderada por Al-Mirgani, quien fue traído de vuelta 
a Jartum desde su posición en Suakin, en el Este del país (Sidahmed, Sidahmed 
2004). 
 426 
 
 
 
 
 
Figura 7: Evolución del proceso de formación del Estado sudanés durante 
el Condominio anglo-egipcio; fuente: Whkmla Historical Atlas.124 
El proceso de formación del Estado bajo dominio anglo-egipcio estuvo 
condicionado por el hecho de que la administración británica de Sudán siguió un 
patrón muy diferente en la región del Norte y en el Sur de Sudán. En el Norte, el 
nuevo Gobierno colonial estableció  alianzas con los grupos que durante la 
Turkiyya habían colaborado con el dominio turco-egipcio, así como con grupos 
que se habían opuesto al movimiento mahdista, garantizando una serie de 
lealtades así como el control del territorio. En consecuencia, la transición de la 
conquista militar a la administración civil fue relativamente rápida en el Norte, 
anterior al estallido de la Primera Guerra Mundial, y contó con la participación e 
integración de parte de la sociedad sudanesa en las unidades de policía y militares 
(Johnson 2003). 
Sin embargo, en el Sur de Sudán, las condiciones fueron muy diferentes. 
Por un lado, no había una base social a la que convencer y garantizar su lealtad, 
                                                 
124 Accesible en http://www.zum.de/whkmla/histatlas/northafrica/haxsudan.html 
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debido a la ausencia de la influencia del Mahdismo en el Sur, salvo en enclaves 
particulares (Johnson 2003). Por otro lado, la competencia de las potencias 
coloniales en África, y los movimientos expansionistas de Francia y Bélgica en la 
zona eran motivo de preocupación para Gran Bretaña, que pretendía controlar al 
menos los enclaves estratégicos de las regiones del Sur de Sudán y reclamar su 
propiedad legítima en aras de su antigua pertenencia al territorio egipcio (Johnson 
2003, Woodward 1990). 
Para los sudaneses del Sur y para los habitantes de la región de las 
Montañas Nuba, tanto el periodo de la Turkiyya como de la Mahdiyya se habían 
caracterizado por su incorporación al Estado sudanés en calidad de región 
periférica para la explotación de sus recursos y la esclavización de su población 
para servir al ejército del Norte y a las necesidades domésticas. Por tanto, la 
resistencia en el Sur a la ocupación británica, “was essentially a replication of 
earlier resistance to experiences of state-building” (Woodward 1990), lo cual 
remite a la relación particular y asimétrica entre la sociedad del Sur y el Estado 
sudanés. 
Además, el Sur de Sudán era desconocido para los británicos, que tenían 
una percepción de sus sociedades como grupos primitivos y salvajes “and 
therefore as requiring of its early administration not the refined and cultured elite 
of the civil service125 but tougher military men (…)” (Deng, Daly 1989). Ello trajo 
consigo la represión violenta de la resistencia en el Sur por parte de las tropas 
anglo-egipcias durante décadas. 
Los británicos reprodujeron los patrones de agresión que las sociedades del 
Sur habían experimentado bajo dominios anteriores, terminando con las revueltas 
locales de forma violenta, quemando aldeas, confiscando cabezas de ganado, y 
tomando prisioneros de guerra. El proceso de ‘pacificación’ del Sur, el cual se 
                                                 
125 El grupo de administradores civiles británicos del ‘Sudan Political Service’ estaba 
formado por un grupo pequeño de miembros (150 personas simultáneamente como máximo) 
procedentes de las universidades de Oxford y Cambridge (Woodward 1990). 
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extendió hasta la década de los años 1920, se logró a través del uso de la fuerza y 
perpetuó la visión del Estado como un ente represivo y violento (Johnson 2003, 
Woodward 1990). 
Por el contrario, la situación en el Norte, con el precedente de la revuelta 
del Mahdi a principios de la década de 1880, que había logrado expulsar al 
invasor turco-egipcio, hizo que la utilización de la violencia en la región fuera 
más cauta y tuviera en cuenta la relación de la sociedad con la religión islámica y  
sus connotaciones políticas (Woodward 1990). 
En este terreno, algunos autores otorgan una influencia fundamental al 
aspecto religioso: 
“British policy toward the regions was 
complicated by European missionary societies 
which competed for influence. According to Daud 
Abd al-Latif, the policy of separating north and 
south was essentially a byproduct of religious 
policy” (Deng, Daly 1989). 
Además, el Gobierno publicó en 1922 la Ordenanza sobre Pasaportes y 
Permisos, según la cual el movimiento entre el Norte y el Sur de Sudán quedaba 
restringido, coartando cualquier proceso de incorporación del Sur con las partes 
centrales del país, o de integración de las distintas regiones en una unidad común. 
Esta medida generó la separación de las dos partes del país126 y el mantenimiento 
del Sur como región periférica sin acceso a los recursos económicos y políticos 
del Norte (Elnur 2009, Sidahmed, Sidahmed 2004). 
                                                 
126 El Sur de Sudán se veía más bien asociado a la región de África Oriental, y no fue 
hasta 1946 cuando Sudán fue administrado como un único país, restableciendo los intercambios 
entre el Norte y el Sur, y readmitiendo la administración del Norte en los enclaves del Sur (Elnur 
2009). Esta unión podríamos calificarla de reunificación virtual, y junto con  la “adherence to the 
principle of respect for existing boundaries helped to protect the central government against 
secessionist claims”{{386 Clapham, Christopher 1996/s48;}}. 
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El aspecto más importante para esta tesis se encuentra en relación con el 
origen de la diferenciación de las dos regiones, donde no existe un nacionalismo 
sudanés que considere al Estado como una entidad incluyente y abarcadora. El 
Sur desarrolla su propio nacionalismo en oposición a la formación del Estado que 
acumula los recursos en el Norte y que explota las periferias (no únicamente la 
periferia Sur, sino también las periferias de los otros ejes cardinales), generando 
un patrón histórico de desigualdad y de inestabilidad que desemboca en la 
utilización política de las identidades étnicas y en el estallido y persistencia de la 
guerra civil. 
Los antecedentes históricos de la violencia, la esclavitud, la racialización 
de las poblaciones y la construcción de identidades étnicas y culturales son 
factores que se encuentran ligados íntimamente al desarrollo político y social en la 
base del proceso de formación del Estado sudanés. La desigualdad y desequilibrio 
estructural del sistema sudanés, expresado en el paradigma centro-periferia, y sus 
consecuencias en términos de conflictos asociados a etiquetas identitarias 
determinadas, constituyen las causas profundas del devenir histórico del país y de 
su carácter inestable o turbulento. La comprensión de la evolución y formación 
del Estado sudanés se inserta en un contexto más amplio (donde hemos situado el 
objeto de investigación), el cual vincula inexorablemente la trayectoria de la 
formación del Estado en Sudán y la génesis de la guerra y de la inseguridad, 
aspecto que nos permitirá, posteriormente, abordar la intervención internacional a 
la luz del conocimiento de la naturaleza particular del Estado. 
5. Conclusión 
En este capítulo hemos realizado una visión de conjunto de los 
antecedentes históricos sociopolíticos más destacados para entender el proceso de 
formación del Estado sudanés y sus características particulares, muchas de las 
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cuales se gestaron en el periodo precolonial y durante el colonialismo de los siglos 
XIX y XX. 
Los tres periodos más relevantes para comprender la construcción y 
estructura del Estado moderno sudanés serían el periodo del Gobierno turco-
egipcio (1820-21 a 1883), el periodo Mahdista (1883-85 a 1898) y el subsiguiente 
establecimiento del Condominio anglo-egipcio (1898-1955). En estos tres 
momentos de colonialismo (externo o interno) podemos identificar algunos 
elementos importantes que han supuesto un continuum en la turbulenta historia 
sudanesa hasta la actualidad. 
Por un lado, la explotación constante a lo largo de la historia de los 
recursos humanos y materiales de las periferias sudanesas por parte del centro. El 
fenómeno persistente de la esclavitud de las poblaciones periféricas, 
principalmente del Sur de Sudán, ha causado agravios y humillaciones imposibles 
de borrar de la memoria histórica de las poblaciones esclavizadas. La constitución 
de un sistema de desigualdad social estructural, donde el poder político y 
económico recae en los grupos del Norte, derivó en los albores de la 
independencia en una crisis del sistema político que condujo  en última instancia 
al estallido de la violencia y a la perpetuación de focos de conflicto a lo largo de 
toda la historia sudanesa. 
Por otro lado, derivado del patrón centro-periferia, observamos la 
construcción sociocultural de una identidad en los grupos centrales del Norte 
como una élite ‘árabe’ e ‘islámica’ dominante, en contraposición con la identidad 
de los grupos periféricos, considerados inferiores, cuya explotación ha sido 
constante a lo largo de la historia. El comercio de esclavos llevado a cabo 
fundamentalmente por los comerciantes Baggara y otros grupos de la región del 
Norte en el seno de las poblaciones del Sur ha causado una diferenciación entre 
Norte y Sur reflejada en la construcción de identidades contrapuestas e 
irreconciliables, llegando a describir a los habitantes del Sur de Sudán con 
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palabras sinónimas al término ‘esclavo’, banalizando la violencia y la explotación 
ejercidos contra ellos. 
“Successive governments in Khartoum have 
adopted “Arab” and “Islamic” identities reflexively, 
regularly making Arabization and Islamization into 
designed political projects. However, the most powerful 
engine of sociocultural change is not official policy but the 
sheer imbalance in power, wealth, and cultural assets 
between center and periphery” (De Waal 2007). 
Por último, a pesar de la explotación económica de las periferias 
sudanesas, las insurrecciones contra la autoridad colonizadora y la violencia en las 
provincias no han permitido el establecimiento de un control político efectivo de 
las mismas, quedando fuera del dominio político y fuera también de una eventual 
participación en las estructuras centrales de Gobierno, coadyuvando a la 
formación de un sistema de desigualdad y a la diferenciación de las distintas 
regiones que componen Sudán. Si bien la dicotomía Norte-Sur se ha erigido en el 
paradigma de la oposición política e identitaria de la estructura política sudanesa, 
también  las periferias occidental y oriental han llevado a cabo una relación en 
términos asimétricos con los sudaneses de la región central, exacerbados con las 
experiencias coloniales y reiterados en el desarrollo posterior de patrones 
similares de estratificación social.127 
Los siglos XIX y XX se manifiestan de esta manera como momentos 
históricos de relevancia fundamental en términos de construcción sociopolítica, 
reflejando las principales dinámicas de iniquidad, conflicto y violencia que van a 
                                                 
127 De Waal afirma los efectos duraderos de este patrón: “The country possesses a deep 
historical pattern, which reached its extreme in the mid-nineteenth century but which has older 
roots and newer manifestations, in which the Sudanese state has a dominant but factionalized core, 
an inner periphery of relative stability but highly exploitative relations of production, and an outer 
periphery or frontier marked by extreme violence and disorder” (De Waal 2007). 
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marcar el Estado y la sociedad sudanesa a lo largo de los siglos XX y XXI, como 
veremos próximamente. 
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CAPÍTULO 7:  
 
SUDÁN EN EL MARCO DE LA POLÍTICA 
EUROPEA DE DESARROLLO: FACTORES 
P O L Í T I C O S  Y  A D A P T A C I Ó N 
I N S T I T U C I O N A L 
En este capítulo analizamos la actuación de la UE en Sudán en el ámbito 
de la política de desarrollo y la implementación de los programas de cooperación. 
Estudiaremos las distintas fases que ha atravesado la política europea de 
desarrollo en Sudán, comenzando a principios del periodo poscolonial, durante el 
cual la implicación de la CE era prácticamente inexistente, al estar las relaciones 
comunitarias con el mundo en desarrollo fundadas sobre un concepto 
asociacionista y un enfoque geográfico limitado a las antiguas colonias francesas 
en el continente africano. 
Seguiremos con el examen de las relaciones durante los años setenta y 
ochenta, periodo caracterizado por tres factores interrelacionados. Por un lado, la 
confrontación bipolar Este-Oeste y su manifestación en la lucha por zonas de 
influencia geoestratégica en el Tercer Mundo, donde Sudán va a jugar un papel 
muy importante dada su relevancia como actor regional en el Cuerno de África. 
Las dinámicas de la Guerra Fría van a determinar la distribución de los flujos de 
la ayuda, conforme a motivaciones geopolíticas. Por otro lado, a mediados de los 
años setenta, la CE va a establecer por primera vez una base legal para las 
relaciones con Sudán, que va a firmar el Primer Convenio de Lomé, al que 
seguirán un Segundo y Tercer Convenio en los años ochenta. Sudán va a 
insertarse así en el grupo de países ACP, y va a optar a dotaciones económicas 
comunitarias para implementar programas de desarrollo en el país que acompasen 
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sus esfuerzos nacionales en materia de desarrollo rural fundamentalmente, aunque 
se verán obstaculizados por la crisis económica desde finales de los setenta y por 
la deuda exterior. Por último, los resultados de la cooperación en este periodo 
muestran las dificultades de implementación, en relación con un escenario político 
interno marcado por la reanudación de la guerra civil en Sudán, y por una política 
gubernamental más preocupada por la supervivencia del propio poder que por la 
distribución de los recursos. 
Posteriormente introduciremos el nuevo enfoque adoptado por la UE en la 
década de los años noventa, caracterizado por la elaboración de criterios políticos 
que van a transformar profundamente las relaciones con Sudán (y las relaciones 
Norte-Sur en general). El énfasis en los derechos humanos, la democracia y el 
buen gobierno van a provocar la suspensión unilateral de la ayuda bajo el Cuarto 
Convenio de Lomé ante el golpe de Estado de 1989, coadyuvando (junto a la 
acción de otros actores internacionales, esencialmente Estados Unidos) al 
aislamiento de Jartum. No obstante, la UE va a mantener su implicación en Sudán, 
a través de la financiación de operaciones humanitarias, generando una 
aproximación europea de desentendimiento de los problemas políticos y el curso 
de la guerra en Sudán. 
Por último, veremos las dinámicas de las relaciones entre la UE y Sudán 
en el marco del Acuerdo de Cotonú, que muestra la continuidad de la línea de 
acción empezada en los años noventa, y su profundización hacia una 
securitización de la política de desarrollo de la UE.  La reanudación de la 
cooperación al desarrollo en 2005 va a estar caracterizada por su vinculación al 
progreso de las negociaciones del proceso de paz, es decir, la cooperación 
comunitaria será desde el principio una cooperación politizada, como explican 
funcionarios europeos entrevistados en la Delegación de la UE en Jartum. Esta 
politización y condicionalidad verán su apogeo ante las dificultades generadas por 
la orden de arresto de la Corte Penal Internacional contra Bashir. 
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Por otra parte, según la tesis de la funcionalidad que guía este trabajo, y la 
hipótesis del enfoque introspectivo (según el cual las acciones de la UE en Sudán 
responden a un diagrama circular que realimenta a la propia Unión), algunos 
resultados importantes emergen del análisis, corroborando las tres funciones en 
distintos momentos de la implicación europea en Sudán. 
En esta perspectiva, Sudán sirve como laboratorio para la experimentación 
de la nueva orientación de las políticas europeas en los años noventa y en el nuevo 
milenio (la politización y securitización de la ayuda), pero también muestra la 
adaptación de la UE a un escenario complejo de conflicto y a la falta de interés y 
cooperación de las élites gubernamentales sudanesas. Ante esta tesitura, la UE se 
ha visto obligada a generar nuevos mecanismos e instrumentos de actuación, y 
nuevas modalidades de relación que escaparan a las limitaciones que representan 
algunas medidas tradicionales, inaplicables en Sudán. En consecuencia, la 
implicación europea en Sudán ha ocasionado algunas adaptaciones y cambios 
institucionales interesantes para el desarrollo de la arquitectura europea y su 
eventual uso en futuros escenarios de dificultad semejante, en el ámbito del 
desarrollo y de los instrumentos financieros.128 
1. La presencia internacional en Sudán desde la independencia 
(1956) hasta el final de la Primera Guerra Civil (1972) 
El legado histórico del pasado colonial británico en Sudán es un factor 
importante para la configuración interna del país, y para sus relaciones con la 
Comunidad Europea. Sin embargo, en los primeros tiempos de la era poscolonial, 
la CE no tuvo prácticamente ningún papel en Sudán, debido por un lado al 
incipiente proyecto de integración europea, por otro lado al hecho de que Reino 
Unido no formaba parte de los miembros fundadores, datando su adhesión a la 
                                                 
128 También en el ámbito de la seguridad, objeto del siguiente capítulo. 
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Comunidad en 1973, y por último, a la situación de guerra permanente en Sudán 
desde 1955, antes de su independencia formal, hasta 1972, cuando terminó la 
denominada Primera Guerra Civil Sudanesa. 
La independencia de Sudán el 1 de enero de 1956 fue el resultado de un 
proceso particularmente complejo debido a la dependencia de dos poderes 
coloniales estructurados en un Condominio, aunque como vimos en capítulos 
anteriores, la predominancia británica y la dificultad de las relaciones entre 
británicos y egipcios caracterizaban el dominio anglo-egipcio, alejando el interés 
de las negociaciones políticas sobre las modalidades para llegar a ciertos acuerdos 
en materia gubernativa en los albores de la independencia sudanesa: 
“Sudan had to free itself from two countries 
that, in theory, ruled it jointly as a condominium, 
but were in reality at odds with each other on key 
issues, including, notably, the fate of Sudan itself 
(…) Sudan’s nationalists found that their attention 
in the 1940s and 1950s was focused on the 
manoeuvrings of the co-domini, Britain and Egypt, 
rather than on issues of a suitable constitution and 
other matters of governance” (Woodward 2012). 
En febrero de 1953, británicos y egipcios firmaron un acuerdo sobre la 
introducción del autogobierno en Sudán, que sería seguido de la 
autodeterminación del país. En 1954 se eligió el primer parlamento sudanés, 
comenzando un periodo transitorio de tres años, establecido en el acuerdo con el 
objetivo de proveer “full self-government for the Sudanese”. El acuerdo anglo-
egipcio incluía un Estatuto para la introducción del autogobierno, el cual 
constituía de facto una Constitución transitoria a la espera de sancionar una 
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permanente129 una vez conseguida la independencia (Government of the United 
Kingdom, Egyptian Government 1953). 
En octubre de 1954 se celebró en Juba una conferencia (también conocida 
como Both Diu Conference) que agrupó a una base muy amplia de líderes 
políticos y tribales del Sur de Sudán, con el objetivo de discutir una política 
común para el Sur, decidiendo el establecimiento de un sistema federal en el 
Sudán independiente, de forma que se salvaguardara el interés del Sur en el nuevo 
país, otorgando un alto grado de autonomía administrativa y política a la región 
del Sur de Sudán. Se resolvió apoyar la independencia si se respetaban esas 
condiciones fundamentales, y en su ausencia, se reservaría el derecho a la 
autodeterminación del Sur (cita conferencia). Johnson arguye que la resolución de 
la conferencia de Juba fue fundamental para el estallido de la guerra civil y 
posteriormente “and remains at the centre of Sudanese politics today” (Johnson 
2000). 
Tras las primeras elecciones de 1954, el descontento en la región del Sur 
ante la creciente presencia de oficiales y administradores del Norte para 
gestionarla llevó a las unidades del Sur de las Fuerzas de Defensa de Sudán a 
amotinarse en agosto de 1955 en Torit, ante el temor a una dominación por parte 
del Norte. Este motín marcó el inicio de los episodios violentos entre el Norte y el 
Sur130, y definió la atmósfera en la que se consumaría la independencia formal de 
Sudán en 1956. 
Como expone Johnson, los acontecimientos en la región del Sur reflejaron 
la falta de control político y territorial de los británicos en Sudán, aumentando su 
voluntad de desentenderse de los problemas sudaneses. De esta forma, los 
                                                 
129 Sin embargo, la Constitución transitoria prolongó su vida más allá de la 
independencia, ante la incapacidad de los sucesivos gobiernos de ponerse de acuerdo en el 
contenido de la nueva Constitución permanente. 
130 Algunos autores consideran el motín de Torit como el punto de partida de la Primera 
Guerra Civil sudanesa, mientras otros lo califican de episodio esporádico y fechan el inicio formal 
de la rebelión en el Sur a principios de los años sesenta.  
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británicos iniciaron un proceso para acelerar la autodeterminación de Sudán, 
establecida en el Acuerdo anglo-egipcio, adelantando la fecha de la independencia 
al 1 de enero de 1956, a pesar de la existencia evidente de múltiples cuestiones sin 
resolver en términos de identidad, nacionalidad y poder, generando un precedente 
de elusión de las medidas legales que ha aparecido frecuentemente en la escena 
política sudanesa a lo largo del tiempo: 
“The final paradox of Sudanese 
Independence was that it was thrust upon the 
Sudan by a colonial power eager to extricate itself 
from its residual responsibilities. It was not 
achieved by a national consensus expressed 
through constitutional means. A precedent was set 
that has haunted Sudanese politics ever since: the 
precedent of taking the popular will for granted, 
and therefore circumventing agreed legal 
procedures in all major constitutional issues” 
(Johnson 2003). 
En consecuencia, Sudán obtuvo la independencia con una Constitución 
transitoria y la consideración del país como una unidad, sin resolver las dos 
cuestiones fundamentales que han atormentado la política sudanesa desde ese 
momento, por un lado la adopción de un sistema federal o la permanencia en un 
Estado unitario, y por otro lado la cuestión de la laicidad del Estado o su carácter 
islámico. La negativa de adoptar un sistema federal por parte de los dos 
principales partidos del Norte de Sudán poco después de la independencia llevó al 
Sur (y en menor medida a las otras regiones periféricas) a reorganizarse como un 
bloque federal en el Parlamento, causando una situación de caos que llevó a la 
toma del poder por el General Ibrahim Abbud, y al establecimiento del primer 
régimen militar en el periodo 1958-1964  (2003, Woodward 2012, Johnson 2000). 
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Los dos partidos políticos de más larga tradición en Sudán, que han 
cobrado un protagonismo fundamental durante los periodos de democracia 
parlamentaria son el Partido Umma, creado en 1945, liderado por los 
descendientes del Mahdi, quien había instigado la rebelión contra el invasor turco-
egipcio de Sudán en el siglo XIX; y el Partido Democrático Unionista (PDU, en 
su origen denominado Partido Nacional Unionista), formado en los años cuarenta 
sobre las bases de la hermandad sufí de la Jatmiyya o Mirganiyya, la cual no 
reconoció la autoridad del Mahdi en su proclamación como ‘el esperado’, 
provocando el exilio de su líder, Mohammed Osman al-Mirgani, hasta el 
momento de la reconquista de Sudán y el establecimiento del Condominio anglo-
egipcio, lo cual favoreció su retorno a Jartum y su participación en el Gobierno.131 
Estos dos partidos tradicionales han movilizado a sus seguidores religiosos 
y han tenido una influencia y presencia recurrente en la política sudanesa, en los 
breves e inestables periodos de Gobierno civil.132 Los Unionistas ganaron las 
elecciones de 1953, nombrando a su líder Ismail al-Azhari Primer Ministro, 
aunque poco después, en 1956, su partido se fragmentó en dos facciones, 
creándose el Partido Democrático Popular (PDP), que se alió con el Partido 
Umma,  ganando las elecciones de 1958, bajo el liderazgo de Abdullah Khalil, 
que fue a su vez desplazado por el régimen militar del General Abbud a finales de 
1958 (Woodward 2012, Marchal 1996). 
                                                 
131 Para profundizar en este punto véase el capítulo relativo a los antecedentes históricos 
sudaneses.  
132 Desde la independencia de Sudán, la escena política se ha visto inmersa en una 
sucesión inestable de gobiernos civiles en alternancia con golpes de Estado y regímenes militares: 
un periodo democrático entre 1953 y 1958, el primer régimen militar en el periodo 1958-1964, un 
segundo momento de Gobierno democrático en 1965-1969, seguido de un segundo régimen militar 
en 1969-1985, un tercer momento de democracia multipartidista en 1986-1989, y un último 
periodo militar desde 1989, legitimado por la celebración de elecciones generales en 2010 (aunque 
sus resultados fueron cuestionables). Ante esta visión de la política sudanesa, Marchal propone 
otra perspectiva más interesante para comprender las dinámicas políticas  internas que destaca la 
importancia de los impulsos democráticos: “la démocratie et la culture démocratique sont bien 
plus qu’une parenthèse dans l'histoire post-coloniale du Soudan. Une seconde manière de 
considérer la vie politique du Soudan est, de manière diamétralement opposée, de souligner la 
vivacité de la démocratie qui a su jusqu'à présent toujours s'imposer malgré des expériences 
autoritaires à l'intérieur de ses frontières et un environnement régional qui n'a guère joué en faveur 
d'un relâchement des tensions” (Marchal 1996). 
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En los albores de la independencia, las regiones adyacentes de Sudán 
estaban mucho menos representadas en la política sudanesa, al no existir 
estructuras sociales comparables a las bases religiosas movilizadas como 
electorado en la región del Norte133, instaurando el germen de la falta de 
representación de dichas regiones en las estructuras de poder, y la fragmentación 
del liderazgo a nivel central y local. 
Tanto el régimen militar de Abbud como el segundo momento de 
Gobierno civil inestable que lo sucedió en el periodo 1965-1969, trataron de 
superar la gran división entre el Norte y el Sur mediante la imposición de 
determinadas políticas de arabización e islamización en el Sur, que intensificaron 
los enfrentamientos armados. El Sur acusaba a Jartum de preocuparse únicamente 
del Norte del país y marginar al resto de la población, y afianzaba la organización 
de un movimiento rebelde que iba progresivamente aglutinando distintos sectores 
de la población y creciendo en intensidad (Breidlid, Said & Breidlid 2010, 
Johnson 2000). 
En mayo de 1969, el Gobierno civil fue depuesto por un golpe militar que 
impuso a Yafar al Nimeiri, instaurando el segundo régimen militar en Sudán, que 
duraría hasta 1985. Nimeiri pretendía establecer un Gobierno que modificara la 
organización política del país134, inspirado por el golpe de Estado en 1952 del 
movimiento de los Oficiales Libres fundado por Yamal Abdel Nasser en Egipto. 
Otros oficiales del nuevo Gobierno mostraban sin embargo una mayor afinidad 
con el Partido Comunista de Sudán (PCS). 
                                                 
133 Woodward argumenta que ello se debió en gran parte a la marginación del Sur en el 
periodo del Condominio: “The very limited educational system of Condominium rule had 
produced only a tiny intelligentsia in the south, and few southerners made it to the country’s only 
university in Khartoum”, resultado “a lack of representation in Sudan’s centralized national 
politics, and a growing alienation from it” (Woodward 2012). 
134 A diferencia del golpe de Estado de 1958, cuando oficiales de alto rango instalaron un 
régimen conservador “caretaker”, en 1969, una serie de mandos medios intentaron crear un 
“breakthrough regime” para cambiar la organización política del país (Woodward 1990, 2012). 
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En julio de 1971 algunas de estas figuras pro-comunistas del Consejo del 
Mando Revolucionario acometieron un fallido golpe de Estado para deponer a 
Nimeiri. Aunque éste sobrevivió, su liderazgo se vio resentido, quedando aislado 
políticamente. Además, los rebeldes del Sur eran destinatarios de ayuda militar 
proveniente de Etiopía y crecientemente de Israel a raíz de la Guerra Árabe-Israelí 
de junio de 1967. En este contexto, Nimeiri se vio obligado a buscar respaldo y 
nuevos aliados políticos en Sudán, siendo este factor político fundamental para 
generar una dinámica que impulsara la negociación del fin de la guerra (Johnson 
2000, Poggo 2009) 
En consecuencia, Nimeiri empezó a buscar la paz con los países vecinos 
(Etiopía y Uganda) y con los rebeldes del Sur, organizados en el denominado 
movimiento Anyanya, cuyos comandantes locales se habían unido en enero de 
1971  a otras fuerzas y líderes políticos opuestos a Jartum para formar el Southern 
Sudan Liberation Front (Posteriormente Southern Sudan Liberation Movement, 
SSLM) bajo el liderazgo de Joseph Lagu, constituyéndose en el interlocutor para 
negociar con el Gobierno (Johnson 2003, Jok 2007). 
En febrero de 1972 se firmaba así en Addis Abeba un Acuerdo de Paz 
entre el Gobierno y el SSLM. El Acuerdo de Addis Abeba establecía una región 
autónoma en el Sur (compuesto por las tres provincias de Ecuatoria, Bahr al 
Ghazal y el Alto Nilo), con una Asamblea Regional y un Consejo Ejecutivo135, la 
integración de la guerrilla Anyanya en el ejército nacional y el desarrollo 
económico en el Sur, devastado por la guerra. 
No obstante, las disposiciones del Acuerdo nunca fueron implementadas, y 
las Partes no consiguieron abordar los problemas estructurales subyacentes, tanto 
en lo referente a las relaciones Norte-Sur, como en la competición entre grupos 
                                                 
135 Abel Alier se convirtió en el primer Presidente del Consejo Ejecutivo, mientras Joseph 
Lagu se integró en las Fuerzas Armadas Sudanesas como Alto Comandante, y posteriormente 
sustituyó a Alier como Presidente del Consejo (Oromo 2015). 
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étnicos del Sur, lo cual hizo fracasar el proceso de paz y retomar las armas once 
años después de la firma del Acuerdo de Addis Abeba: 
“Negotiations were proposed with a united 
Sudan as the one precondition (…) there was a 
clear difference of understanding between the 
government and SSLM delegations about the 
‘regional autonomy’ then proposed for negotiation. 
To the SSLM ‘autonomy’ meant federation, and 
they came armed with a proposal for a full federal 
structure. In the end they were offered, and finally 
accepted, something far less in what became the 
Southern Regional Government” (Johnson 2003). 
Durante la mayor parte de la Primera Guerra Civil sudanesa (1955-1972) 
no hubo apenas implicación internacional, en parte por el desconocimiento del 
conflicto y en parte por la doctrina de no interferencia en los asuntos internos de 
los Estados, plasmada en la Carta de las Naciones Unidas y promovida por la 
OUA, exceptuando la presencia de misioneros europeos y la asistencia de 
Naciones Unidas a los refugiados sudaneses que cruzaron a los países fronterizos 
huyendo del conflicto. Al final de la Primera Guerra Civil, con el golpe de Estado 
de Nimeiri en 1969, las dinámicas de la Guerra Fría impregnaron la política 
sudanesa, que se orientó hacia la Unión Soviética para establecer un programa de 
desarrollo económico. Sin embargo, el fallido golpe del Partido Comunista en 
1971 cambió la orientación del régimen de Nimeiri, virando su atención hacia 
Occidente y abriendo el país a la ayuda internacional de Estados Unidos a partir 
de la década de los setenta, tras la firma del Acuerdo de paz, para hacer frente a 
los problemas de reconstrucción, y a las sequías y hambrunas que asolaron el país 
en la primera mitad de los años setenta y ochenta (Large 2012). 
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2. La cooperación al desarrollo y las relaciones comunitarias con 
Sudán en el periodo de los tres primeros Convenios de Lomé 
(1975-1990) 
2.1. El Primer Convenio de Lomé: Factores políticos y resultados 
La firma del Primer Convenio de Lomé en Togo el 28 de febrero de 1975 
(en vigor el 1 de abril de 1976) introdujo a Sudán en un marco legal de relaciones 
con la CEE, y la firma del Acuerdo de Georgetown el 6 de junio de 1975 lo 
confirmó como parte constituyente del Grupo de Estados ACP, creado con el 
propósito de coordinar y facilitar la negociación y la implementación de los 
acuerdos de cooperación con la Comunidad Europea. 
Lomé I supuso una ampliación muy importante del grupo de países en 
desarrollo que establecía relaciones formales con la Comunidad, añadiendo a los 
diecinueve Estados africanos del grupo EAMA firmantes de Yaundé, veintiún 
países pertenecientes a la Commonwealth y seis Estados africanos que no tenían 
relaciones previas de asociación con la CEE, entre ellos el caso de Sudán.136 
Un factor fundamental para la expansión de la política asociacionista 
europea y la firma de Lomé I a mediados de los setenta fue la adhesión de Reino 
Unido a la CEE en 1973, como resultado de la primera ampliación de la 
Comunidad, que incorporó a Reino Unido, Irlanda y Dinamarca. La adhesión de 
Reino Unido modificaba significativamente el ámbito de las relaciones exteriores 
de la CEE, mostrando la necesidad de adaptar los Convenios europeos a los 
intereses británicos en sus antiguas colonias. De esta forma, la influencia 
tradicional de la visión francesa se difuminaba en pos de una mayor amplitud en 
la consideración de las relaciones comunitarias con el mundo en desarrollo. 
                                                 
136 La lista detallada de los países y la evolución de la adhesión al Grupo ACP y a los 
sucesivos Convenios de Lomé puede consultarse en el capítulo previo correspondiente. 
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El segundo factor más relevante lo constituye la crisis del petróleo de 
1973, la cual evidenció en la Comunidad Económica Europea que debían tomarse 
medidas para hacer frente a la gran dependencia de las importaciones de petróleo 
y otras materias primas en los países industrializados de Occidente. 
El Presidente de la Comisión presentó en su programa para 1975 las 
medidas para promover la cooperación internacional, fomentando las políticas de 
cooperación económica e industrial, “the main purpose being to promote more 
practical cooperation with other non-member countries, for example the oil-
producing countries”. En este contexto, la política europea de desarrollo plasmada 
en el Convenio de Lomé revestía una importancia particular a la hora de 
posibilitar el acceso a los grandes mercados de los países asociados y permitir la 
continua expansión económica de los Estados miembros comunitarios: “Although 
financial aid is an important aspect, what really matters is that these agreements 
provide access to large markets, income stabilization cushioning the associates 
against a sudden fall in world prices, systematic cooperation to speed up 
industrialization, and political institutions” (Ortoli 1975). 
Este factor influyó de forma decisiva en las negociaciones del Primer 
Convenio de Lomé con algunos países africanos. En el caso de Sudán, si bien 
todavía no se había descubierto el petróleo en la región del Sur, la compañía 
americana Chevron y la francesa Total habían obtenido concesiones para realizar 
estudios de prospección y perforación. De hecho, en los años setenta comenzaron 
las exploraciones petrolíferas en Sudán, y Chevron halló petróleo por primera vez 
en 1978 en el Alto Nilo,  realizando estimaciones preliminares sobre las reservas 
de crudo sudanesas que ascendían a diez billones de barriles (Johnson 2003, 
International Crisis Group 2002, Human Rights Watch 2003). 
El tercer factor favorable para la negociación del Primer Convenio de 
Lomé con Sudán era el contexto interno sudanés, que se mostraba particularmente 
propicio. Por un lado, la firma del Acuerdo de Addis Abeba en 1972 entre el 
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Gobierno y el SSLM había traído la paz al país, terminando con la Primera Guerra 
Civil Sudanesa Por otro lado, tras el intento de golpe de Estado por parte de 
miembros del Partido Comunista en 1971, Nimeiri había dado la espalda a su idea 
original de elaborar un programa de desarrollo nacional de inspiración socialista, 
que había comenzado a implementar brevemente tras la toma del Gobierno en 
mayo de 1969: “President Nimeiri, combining Arab nationalism and anti-
Americanism, dreamed of Khartoum becoming the Havana of Africa. During a 
programme of extensive nationalization, Sudan saw thousands of Western 
expatriates leave and Soviet and East European technicians arrive”. Después del 
episodio de julio de 1971, Nimeiri se abrió a la ayuda de Occidente, los soviéticos 
dejaron Sudán y la ayuda americana comenzó a fluir, implantando proyectos de 
desarrollo y cooperación para las industrias extractivas (Large 2012). 
En la década de 1970, el desarrollo rural fue un elemento fundamental en 
el impulso estatal de desarrollo económico fomentado por Nimeiri, con el objetivo 
de convertir Sudán en un granero potencial a nivel regional, dados sus enormes 
recursos de tierra y agua. Los objetivos de desarrollo agrícola se centraban en 
aumentar de forma considerable la producción de alimentos para la exportación, y 
en apoyar los esfuerzos internos con financiación externa y programas de 
desarrollo, abriendo el país a la actuación de las agencias occidentales, y en 
particular de Estados Unidos, aliado de Nimeiri tras la intervención de los 
comunistas que habían intentado desplazarlo del poder en 1971. 
También se iniciaron diversos proyectos de infraestructura para la 
modernización y mecanización de los procesos agrícolas. El proyecto más 
ambicioso, propuesto en 1974 y comenzado en 1978, fue la construcción del 
Canal de Jonglei, una obra hidráulica de gran envergadura interrumpida en 1983 
por incidentes violentos ligados al comienzo de la Segunda Guerra Civil 
Sudanesa, e inconclusa hasta el día de hoy. El proyecto del Canal de Jonglei se 
centra en desviar el agua del Nilo Blanco poco después de su entrada en el Sur de 
Sudán procedente de Uganda, para sortear la zona de humedales del Sur 
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denominada ‘Sudd’, donde se pierde prácticamente la mitad de su caudal. El 
Canal, de una longitud de 360 kilómetros, desviaría el agua de la zona del Sudd, 
uniendo las ciudades de Bor y Malakal, favoreciendo la existencia de un caudal 
más alto en los tramos del río una vez pasadas las zonas pantanosas del Sudd. El 
propósito del Canal era aumentar el rendimiento hídrico aguas abajo para permitir 
un aprovechamiento intensivo de las aguas para la irrigación de la agricultura en 
el Norte de Sudán y en Egipto, como parte de la estrategia de convertir a Sudán en 
un granero mundial (Howell, Lock & Cobb 1988). 
No obstante, la estrategia de desarrollo económico de Nimeiri fue muy 
criticada por parte del Gobierno regional del Sur de Sudán, que veía cómo el 
Gobierno central acaparaba los recursos, sin cumplir las obligaciones estipuladas 
en el Acuerdo de Addis Abeba sobre el desarrollo del Sur y la reconstrucción de 
las zonas afectadas por la guerra.137 Marchal afirma que durante los años setenta 
“des centaines de millions ont été investis au Soudan, mais on sait bien que cet 
argent n’y est pas allé ou resté et s’est retrouvé sur des comptes personnels en 
Egypte et ailleurs: les économistes soudanais parlaient alors de la corruption 
comme d’un cinquième facteur de production dans leur pays…” (Marchal 2004). 
Según Johnson durante el periodo 1972-1978 la región del Sur “received 
annually on average only 23.2% of the central government’s allocated grant for 
the special development budget” y que “few development programmes ever really 
got under way” (Johnson 2003), continuando así el patrón generalizado de 
desigualdad en el acceso a los recursos económicos, concentrados en el Sudán 
central. 
Sudán comenzó a recibir inversión extranjera procedente de los países 
árabes y ayuda exterior, principalmente de Estados Unidos. Sudán se convirtió en 
el mayor receptor de ayuda de USAID en África Subsahariana, recibiendo más de 
                                                 
137 En  este periodo, el trabajo de las ONG internacionales en el Sur se dedicó a proveer 
servicios básicos en comunidades del Sur, sustituyendo al Gobierno regional. 
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1.4 billones de dólares en total, para proyectos en el ámbito de la agricultura y el 
desarrollo rural, como los desarrollados en la zona de Abyei y en la provincia del 
Nilo Azul. La dependencia de Estados Unidos se manifestó también ante la 
necesidad de renegociar el pago de la creciente deuda y la necesidad de recibir 
préstamos del FMI ante la primera crisis económica que sobrevino en 1977-1978 
(2003, Johnson 2000, Large 2012). 
Si bien los países árabes y EEUU eran los mayores proveedores 
financieros para Sudán, la CEE comenzó en el mismo periodo a cooperar con 
Sudán tras la firma del Primer Convenio de Lomé, a través del Cuarto FED para el 
periodo 1975-1980. En este marco la CEE asignó a Sudán 53.2 millones de ECU 
de ayudas no programadas, de los cuales 41.8 millones se destinaron a Stabex, el 
Sistema de Estabilización de los Ingresos por Exportación introducido en Lomé I 
para compensar financieramente las pérdidas de los países menos desarrollados 
(categoría en la que la CEE situaba a Sudán) en los ingresos de las exportaciones 
por motivos de cambios o fluctuaciones importantes en los precios, 
particularmente en el caso de los productos agrícolas. La Comunidad asignó 
también 90.6 MECU en ayudas programables (programas indicativos ACP y otras 
ayudas), centrándose en proyectos de producción y desarrollo rural, en 
convergencia con la estrategia nacional de desarrollo y con las acciones de los 
otros donantes (Official Journal of the European Communities 1982). 
Sin embargo la cooperación de la CEE con Sudán bajo el Primer Convenio 
de Lomé no tuvo el impacto esperado. La ayuda no programada sí se implementó, 
pero la ayuda programable sufrió retrasos importantes en la implementación. De 
hecho, de la dotación de 90.6 MECU de ayudas programables para Sudán, a fecha 
de 31 de diciembre de 1981 sólo se habían realizado pagos de 32.8 millones, es 
decir, un tercio del total, imposibilitando el desarrollo de los proyectos y 
mostrando las dificultades de implementación de la ayuda (Official Journal of the 
European Communities 1982),  
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De todas formas, aun en el caso de que se hubieran hecho los pagos, no 
está claro que hubieran podido cumplir su propósito ante el contexto político y 
económico cada vez más complicado de mediados y finales de los años setenta en 
Sudán, marcado por la corrupción y la deuda. La estrategia de desarrollo nacional 
y la asistencia externa fracasaron, la producción agrícola y las exportaciones 
descendieron, y la deuda externa aumentó, llevando al país a una crisis económica 
importante en 1977-1978, fruto de la corrupción y la acumulación de los recursos 
en Jartum: 
“Development was central to Nimeiri’s 
attempt to spearhead Sudan’s modernization and 
national renewal. But the foreign assistance it 
provided, however, coupled with Khartoum’s 
manipulation of Sudan’s strategic advantages in the 
Cold War, instead became critical to his regime’s 
survival. Rather than a bread-basket, the reality 
that emerged was a story of wasted resources, 
mismanagement and corruption. In the phrase of 
the time, not a breadbasket but a basket-case (…) 
Nimeiri is said to have boasted that Sudan could 
soak up development finance like a sponge” (Large 
2012). 
Ante esta tesitura, Nimeiri abandonó el Plan para el Desarrollo Económico 
y Social de seis años (1977-1983), sustituyéndolo por medidas para paliar el 
desequilibrio en la balanza de pagos, y emprendió una serie de acercamientos 
políticos internos (con los partidos tradicionales islamistas) e internacionales (con 
su principal aliado del momento, EEUU) para garantizar la supervivencia del 
régimen. 
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De hecho, Sudán era un aliado muy importante de Estados Unidos durante 
la década de los años setenta y principios de los ochenta, en el marco de la Guerra 
Fría. Su papel a nivel regional era fundamental, sobre todo después del golpe de 
Estado en Etiopía en 1974, que estableció un Estado socialista bajo el control del 
Coronel Mengistu Haile Mariam. La relevancia geopolítica de Sudán se manifestó 
en el aumento de los flujos de ayuda  americanos, y en el apoyo al régimen de 
Nimeiri, quien a cambio apoyó los Acuerdos de Camp David de 1978, y cooperó 
con la CIA en sus operaciones encubiertas contra Libia y Chad. El patrocinio 
americano del régimen de Nimeiri causó un sentimiento antiamericano en gran 
parte de la población sudanesa, que veían su participación en la prolongación de 
un aparato de gobierno represor (Large 2012). 
2.2. La década de los años ochenta: De aliado estratégico a la caída en 
desgracia 
2.2.1. Sudán como uno de los mayores receptores de ayuda internacional 
En la primera mitad de la década de los años ochenta, Sudán constituyó un 
receptor importante de ayuda oficial para el desarrollo, alcanzando su máximo en 
1985 (1907 millones de dólares). La cooperación al desarrollo descendió 
dramáticamente durante los años noventa (hasta cifras de 100 millones de dólares 
en 1996), cambiando radicalmente el patrón de intervención internacional hacia 
objetivos humanitarios “with over 80 per cent of donor resources going to relief 
and emergency operations, leaving less than 20 per cent for development” (UNDP 
1997). 
La Comunidad Europea firmó en octubre de 1979 el Segundo Convenio de 
Lomé (en vigor en marzo de 1980), sin cambios aparentes. Se mantuvo el mismo 
enfoque de Lomé I, así como los mismos elementos básicos principales presentes 
desde Yaundé en las relaciones de la Comunidad con el mundo en desarrollo, los 
acuerdos comerciales preferenciales y la asistencia técnica y financiera, atribuida 
bajo el quinto FED, para el periodo 1980-1985. 
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La asignación de la ayuda, basada vagamente en criterios como el tamaño 
del país, la población y la renta per cápita, aumentó ligeramente.138 La CEE 
asignó a Sudán 89.5 millones de ECU de ayudas no programadas, de los cuales 
40.7 millones para Stabex, manteniendo prácticamente la misma aportación 
realizada bajo Lomé I, pero se aumentaron las ayudas excepcionales y de urgencia 
a 38.6 MECU (respecto a 4.9 MECU en Lomé I). Por otra parte, la Comunidad 
asignó 103 MECU en ayudas programables, mejorando la realización de los 
pagos, que a fecha de 31 de diciembre de 1987 habían alcanzado los 75.8 
millones. A esa fecha, de un total  ascendente a 177.6 MECU se habían pagado 
156.7 MECU (ayudas no programadas y ayudas programables) (Diario Oficial de 
las Comunidades Europeas 1988). 
Las ayudas por sector económico privilegiaron la producción rural (66.3 
MECU), seguido de las ayudas excepcionales y de urgencia y de las transferencias 
Stabex vistas más arriba. Otras aportaciones incluyeron 12.4 MECU para la 
industrialización, energía y minería; 18.8 millones para transportes y 
comunicaciones; 3 millones para enseñanza y formación y 0.1 para la promoción 
comercial y el turismo (situación a 31 de diciembre de 1987) (Diario Oficial de las 
Comunidades Europeas 1988). 
El énfasis en el desarrollo y la producción rural remite a la introducciones 
de algunas innovaciones en el Convenio para reforzar la cooperación agrícola 
(título VI), y responde a las características propias de Sudán como país, donde la 
                                                 
138 La asignación de la ayuda financiera a los países receptores de los sucesivos 
Convenios de Lomé  se realiza de manera unilateral por parte de la CEE, en función de sus propios 
criterios no publicados: “the amount of money to be provided was not “negotiated” but was rather 
a matter of unilateral decision by the EC. Moreover, although the EC does indeed agree upon a 
“National Indicative Program” with each ACP state, the allocation of this “programmable aid” 
between the members of the ACP Group is decided solely by the EC according to its own, 
unpublished, criteria”. Estos criterios incluyen cuestiones objetivas relacionadas con el tamaño del 
país, el crecimiento de la población o la renta per cápita, pero el análisis estadístico de Danes sobre 
la asignación de los fondos en los distintos países revela la importancia también de otros asuntos 
no relacionados con las necesidades del país receptor, como su localización geográfica o “the 
nature of a recipient’s prior association with the Community” (Anyadike-Danes, Anyadike-Danes 
1992). 
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mayoría de la población (80%), excepto en los núcleos urbanos, vive en zonas 
rurales y se dedica a la agricultura, siendo uno de los objetivos prioritarios de los 
planes de desarrollo a nivel nacional (Widaa 2007). 
La ayuda internacional hacia Sudán durante los años ochenta no se limitó a 
la cooperación al desarrollo, sino que la situación política de la Guerra Fría 
determinaba en gran medida las relaciones entre el Norte y el Sur, y las actitudes 
de los países occidentales con el mundo en desarrollo. En esta tesitura, Estados 
Unidos, bajo la Administración Reagan, mantuvo a Sudán como aliado 
estratégico, proporcionando grandes cantidades de ayuda al desarrollo y 
humanitaria, además de otros tipos de ayuda económica y militar. 
El apoyo americano fue fundamental para la supervivencia del régimen de 
Nimeiri, que aprobó la Operación Moisés en 1984, una operación secreta para 
trasladar a los judíos de las comunidades etíopes a Israel, a través de Sudán. 
Durante la Operación Moisés llegaron a Israel unos ocho mil judíos, hasta su 
suspensión por las reacciones del mundo árabe y las protestas de la población 
sudanesa contra el Presidente sudanés, cuyo liderazgo y popularidad habían caído 
en picado (Rapoport 1986, Ministerio israelí de la Aliá y de la Integración n/d). 
El comienzo de la Segunda Guerra Civil sudanesa en 1983 y la desastrosa 
situación ecológica de los años ochenta marcaron un periodo caracterizado por la 
violencia, la sequía, las hambrunas y dependencia internacional del Estado 
sudanés: “Khartoum was becoming progressively delinked from domestic 
accountability: it was insulated from without by international patronage, and from 
within  by the gradual privatization of government welfare provision. The role of 
international agencies in this process was influential” (Large 2012). 
El Acuerdo de Paz de Addis Abeba había sido violado sistemáticamente 
por el Gobierno desde su firma. El recurso a una mayor islamización y el 
descubrimiento a finales de los setenta de petróleo en el Sur fueron factores 
fundamentales para el resurgir de la guerra. El Acuerdo de Paz fue revisado de 
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manera inconstitucional en 1977 y las tropas del Norte se desplegaron en Bentiu, 
ciudad rica en pozos de petróleo. Las tropas del Sur se amotinaron contra el 
Gobierno a comienzos de 1983. Nimieri revocó el Acuerdo de Addis Abeba en 
junio de 1983, disolvió las garantías constitucionales del Sur y declaró el árabe 
lengua oficial. Se impuso la Sharia o Ley Islámica como única fuente para la Ley 
de Sudán en septiembre de 1983, independientemente de las creencias o prácticas 
religiosas de cada ciudadano y de cada región. Esta imposición supuso la retirada 
inmediata de los líderes del Sur y el inicio de la guerra por medio de su brazo 
armado, el Sudan People’s Liberation Army (SPLA), dirigido por John Garang, 
contra el Gobierno Central. 
La vuelta a la guerra en 1983 supuso la interrupción en 1984 de muchos de 
los proyectos de desarrollo en el Sur del país, y la paralización de la exploración y 
perforación de las compañías petroleras presentes en Sudán, ante los ataques que 
terminaron con la vida de tres empleados de Chevron en febrero en las 
concesiones de Bentiu, mientras la compañía francesa Total también decidió 
evacuar a sus expatriados ante los ataques sufridos por operarios franceses 
responsables de las obras del Canal de Jonglei. 
2.2.2. Hacia la marginación internacional del Estado sudanés 
La situación ecológica de los años 70 y 80 fue desastrosa sobre todo para 
la población de Darfur y de Bahr al Ghazal, tanto para las poblaciones nómadas 
como para las sedentarias, llegándose a la terrible situación de las hambrunas de 
los años 1984-1985  y 1988-1989. Un aspecto fundamental de las hambrunas, que 
constituye uno de los factores más importantes a la hora de comprender el origen 
del conflicto de Darfur en 2002-2003, es el hecho de que el cambio de las 
condiciones climáticas y ecológicas en Darfur no sólo alteró las actividades 
agrícolas, sino también alteró “la geografía moral de Darfur, el orden moral de la 
sociedad” (De Waal 1997b, 2005a). 
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El descontento y las protestas populares terminaron con el derrocamiento 
de Nimieri por una insurrección popular en 1985 y cuando de nuevo se celebraron 
elecciones en 1986, el gobierno recayó sobre Sadiq al Mahdi139 del partido 
Umma, que formó un Gobierno de coalición incapaz de abordar los problemas 
políticos, económicos y sociales heredados de la deuda externa, la hambruna y la 
guerra en el Sur. 
Además, las sequías de los años 1986, 1987 y 1988 fueron seguidas por 
inundaciones intermitentes que devastaron las principales regiones agrícolas, y la 
ayuda al desarrollo sirvió de instrumento para proseguir la violencia: “the civil 
war, related conflicts and natural disasters have exacerbated the problem by 
diverting scarce financial and human resources away from development” (UNDP 
1997). 
La Comunidad Europea firmó el Tercer Convenio de Lomé en diciembre 
de 1984  (entrando en vigor en marzo de 1985). El sexto FED (1985-1990) asignó 
a Sudán 70.2 MECU de ayudas no programadas, aumentando la aportación para 
Stabex a 60.1 MECU, y disminuyendo las ayudas excepcionales y las ayudas de 
urgencia (1.1 MECU había sido pagado a fecha de 31 de diciembre de 1987). La 
cuantía programable ascendía a 145 MECU140, ligeramente superior a la dotación 
bajo el quinto FED, enfatizando nuevamente el sector de producción rural (Diario 
Oficial de las Comunidades Europeas 1988). 
La intensificación de la guerra, las hambrunas y la grave situación 
humanitaria llevaron a la implicación de la comunidad internacional mediante 
programas de ayuda alimentaria en la región Occidental de Sudán y al 
establecimiento en 1989 de una operación humanitaria, coordinada por Naciones 
Unidas, de gran envergadura en el Sur, la Operación Lifeline Sudan, que fue “the 
                                                 
139 Descendiente del mítico Mahdi del siglo XIX. 
140 A fecha de 31 de diciembre de 1987 los pagos efectuados sobre ese total eran 
prácticamente inexistentes (1.2 MECU), mostrando los frecuentes retrasos en la ejecución 
financiera. La ayuda no programable, de un total de 70.2 millones sí había sido gastada (hasta un 
importe de 63.4 millones) (Diario Oficial de las Comunidades Europeas 1988). 
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first humanitarian programme that sought to assist internally displaced and war-
affected civilians during an ongoing conflict within a sovereign country, as 
opposed to refugees beyond its borders” (Karim 1996). 
En julio de 1989, otro Golpe militar acabó con el Gobierno civil y puso en 
el Gobierno a un grupo de militares, dirigido por el General Omar Hassan Ahmed 
al Bashir. Mientras el Gobierno mantenía conversaciones de paz con el SPLM/A, 
con el respaldo de la Organización para la Unidad Africana,  en Jartum, el Frente 
Islámico Nacional (NIF)141 se convertía en la organización política más 
importante del régimen. El NIF, organización fundamentalista musulmana 
dirigida ideológicamente por Hassan al Turabi, demostró su influencia sobre el 
Gobierno cuando consiguió en 1991 de nuevo imponer la Sharia. El NIF dio 
marcha atrás en el proceso hacia la paz, revocó la Constitución, prohibió los 
partidos de la oposición y estableció un sistema de justicia islámico. El NIF llegó 
a considerar el conflicto Norte-Sur como la Yihad contra el Sur no musulmán. 
Mientras el NIF daba la cobertura política que el régimen de Bashir 
precisaba, el ejército intentaba aprovechar a su favor las disensiones interétnicas 
surgidas entre los combatientes del SPLA desde comienzos del decenio de 1990: 
la facción  ‘Torit’, mayoritariamente perteneciente al pueblo Dinka, leal a Garang, 
y la facción ‘Nasir’ mayoritariamente perteneciente al pueblo Nuer. En abril de 
1993, ante el efecto que estas divisiones estaban ocasionando en el enfrentamiento 
contra el Gobierno de Jartum lograron aparcar las diferencias. Por otra parte, la 
represión ejercida por el ejército sobre la población civil facilitó el reclutamiento 
de nuevas fuerzas para las tropas del SPLA. El SPLA se debilitó también por la 
caída del régimen del Presidente Mengistu de Etiopía lo cual supuso la pérdida de 
su principal apoyo en el exterior, forzándole a buscar otros sitios seguros en las 
zonas fronterizas con Uganda. El SPLA mantuvo su posición gracias a alianzas 
convenientes con movimientos del Norte opuestos al NIF y sobre todo gracias al 
                                                 
141 National Islamic Front. 
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apoyo regional. Eritrea se convirtió en la base de operaciones de la oposición al 
Gobierno de Sudán después de que Eritrea acusara a Jartum de apoyar insurgentes 
islámicos yihadistas. El empeoramiento de las relaciones del Gobierno de Sudán 
con los países vecinos, especialmente Uganda y Etiopía, favoreció la obtención de 
apoyos logísticos al SPLA por parte de estos países (Johnson 2003, Marchal 
1992). 
A finales de los años ochenta vemos dos cambios importantes en la 
implicación de la Comunidad Europea (e internacional en términos más generales) 
en Sudán. Por un lado, se observa un cambio en la modalidad de la ayuda. Si 
durante los años setenta y ochenta Sudán había sido uno de los receptores más 
importantes de ayuda al desarrollo, fundamentalmente debido a su alianza con 
Estados Unidos, este apoyo decayó a finales de los ochenta, ante el golpe de 
Estado que llevó a los islamistas al Gobierno. En los noventa se observa cómo 
Occidente se implica en Sudán de una manera diferente, paralizando los proyectos 
de desarrollo y canalizando la ayuda a través de agencias humanitarias. Este 
cambio responde a algunas funciones interesantes que veremos en el apartado 
siguiente, y tiene consecuencias para la definición del actor europeo en su 
implicación en el escenario sudanés. 
Por otro lado, desde la negociación de Lomé III la Comunidad Europea 
adoptó un nuevo enfoque según el cual la cooperación al desarrollo estaría 
condicionada al establecimiento de un diálogo político. Con el objetivo de 
reformar las bases de la cooperación con los países ACP, la Comunidad manifestó 
la necesidad de establecer un diálogo político conjunto, centrado específicamente 
en materia de derechos humanos. El énfasis en el respeto a los derechos humanos 
mostraba una voluntad normativa de la CE como donante, y fue recibido con 
resistencia por el grupo de Estados ACP, que no quería ver el Convenio de 
cooperación condicionado al cumplimiento de principios políticos. Esta nueva 
aproximación en las relaciones entre la CEE y el grupo ACP verá su culminación 
en la negociación de Lomé IV y Cotonú. Sudán será el primer caso en el que la 
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Comunidad aplique medidas negativas, cristalizando la nueva orientación de la 
cooperación en la suspensión de la ayuda en 1990.142 
3. La politización y condicionalidad de la ayuda comunitaria en 
Sudán en la década de los años noventa 
3.1. La utilización de medidas negativas en el caso sudanés: Suspensión 
unilateral de los programas de cooperación comunitarios 
Durante la década de los años noventa, las relaciones entre la UE y Sudán 
estuvieron marcadas por la supresión de la ayuda al desarrollo143  bajo el 
Convenio de Lomé (IV y IV bis) ante la preocupación por el curso de la guerra 
civil y la situación de los derechos humanos, la democracia y el Estado de derecho 
tras el golpe de Estado en 1989 que llevó a Omar al Bashir a la Presidencia del 
Gobierno.144 
                                                 
142 De forma general tenemos además que tener en cuenta, por un lado, que los cambios 
internos derivados del avance del proyecto europeo, con la segunda ampliación hacia el Sur y el 
correspondiente proceso de integración de los nuevos Estados miembros (Grecia, España y 
Portugal) durante la década de los ochenta ocupó gran parte del interés y de la agenda de la 
Comunidad Europea, marginando de cierta manera las relaciones con terceros países. Por otro 
lado, la adhesión de dichos países proporcionó a la Comunidad una mayor autosuficiencia 
alimentaria respecto a ciertos productos antes importados de los países ACP y de los países 
mediterráneos, pero también acercó geográficamente a la Comunidad al espacio mediterráneo, 
cambiando en cierta forma el centro de gravedad europeo y generando mayores relaciones de 
interdependencia entre las dos orillas del Mediterráneo, y preocupación en cuanto a situaciones de 
inestabilidad que pudieran afectar a la seguridad de Europa y a su abastecimiento energético 
(Colombo, Abdelkhaliq 2012). 
143 La Comunidad Europea no fue el único donante que suspendió la ayuda a Sudán, sino 
uno de la gran mayoría que decidió no facilitar ayuda por motivos políticos, aunque algunas 
agencias continuaron operando en Sudán “including IFAD, IDB, OPEC Fund, the UN Agencies 
and a few bilateral donors”. La consecuencia inmediata fue una disminución radical de la ayuda al 
desarrollo: “The decrease in oficial development aid from $41 per capita in 1982 to $29 in 1990 
and $6 in 1995” y muestra el aislamiento internacional al que fue sometido el régimen de Jartum 
en los años noventa (Republic of the Sudan, European Community 2005).  
144 Un Gobierno militar llegó al poder en Sudán tras el golpe de Estado de 1989 bajo el 
mando de Omar Al Bashir, que estableció el Consejo de Mando de la Revolución para la 
Salvación Nacional para gobernar Sudán, impuso la Sharia en el Sur y apoyó una solución militar 
contra el SPLA . En el Gobierno de la década de 1990 Bashir puso en marcha en varias ocasiones 
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Los cambios sustanciales en la ayuda a partir de los años noventa 
responden por un lado a los cambios geopolíticos en las relaciones Norte-Sur con 
el fin de la Guerra Fría y la reorganización del orden político y económico 
mundial: 
“Au cours de la longue période de guerre froide, la 
mauvaise conscience postcoloniale et le désir de contenir 
les ambitions soviétiques dans les pays pauvres ont 
contribué à maintenir l’aide à des niveaux élevés jusqu’à 
ce que la chute du mur de Berlin prive l’aide de ses 
puissantes racines géopolitiques (…) Que l’aide soit 
efficace ou non n’avait vraiment pas d’importance, par 
exemple, si elle consolidait des régimes politiques amis” 
(Severino 2012). 
Por otro lado, la utilización de medidas negativas, como la suspensión total 
o parcial de los programas de cooperación comunitarios, es la culminación de un 
proceso iniciado en los años ochenta. En efecto, en la década de los ochenta las 
relaciones entre los países occidentales y el mundo en desarrollo habían 
comenzado una serie de cambios muy importantes, perceptibles ante la crisis de la 
deuda y la introducción de criterios de condicionalidad de la ayuda en los 
Programas de Ajuste Estructural de las Instituciones Financieras Internacionales. 
Estos programas habían limitado la capacidad estatal y habían agudizado las 
desigualdades sociales, erosionando la posición de los Estados del Tercer Mundo 
al negociar cuestiones que les afectaban internamente, como las modalidades de 
financiación e implementación de la ayuda. La Comunidad apoyaba estos 
programas, e introdujo en el Cuarto Convenio de Lomé algunas disposiciones para 
ayudar a los países en desarrollo a cumplir las obligaciones contraídas con las IFI, 
                                                                                                                                     
los dispositivos militares y se repitieron los bombardeos aéreos contra objetivos civiles en el Sur 
de Sudán. 
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reorientando la ayuda comunitaria hacia el apoyo financiero y técnico del ajuste 
estructural, colaborando con los objetivos de las instituciones de Bretton Woods. 
La implementación de los programas se vio así influenciada por los 
cambios internos en materia económica de los países ACP sometidos a las 
medidas de ajuste, modificando sensiblemente las relaciones con el grupo ACP: 
“Ceci soulève la possibilité de voir la 
Convention, initialement acclamée en tant que 
partenariat d’égaux sur le chemin d‘un nouvel 
ordre économique international (NOEI), devenir de 
plus en plus une relation entre patrons et clients, 
alors que la dépendance des ACP à l’égard des 
transferts de la CE s’accroît et que l’intérêt 
européen pour les marchés africains décline” 
(Stevens 1993). 
Además, desde mediados de los años ochenta, la Comunidad otorgó una 
creciente importancia al ámbito de los derechos humanos, lo que ha llevado a 
algunos autores como Arts a afirmar que “perhaps the most important contribution 
of the decade was the gradually increased practice of Community statements and 
demarches in the human rights sphere” (Arts 2000). Esta línea de actuación va a 
continuar en los años noventa y se va a intensificar, mediante la aplicación de 
criterios de condicionalidad políticos para la provisión de ayuda a los países en 
desarrollo. Entre otros asuntos políticos fundamentales, se van a elaborar criterios 
en torno a cuestiones de derechos humanos, democracia y buen gobierno. 
En Lomé IV las referencias a los derechos humanos se hicieron explícitas, 
constituyendo el aspecto político fundamental del Convenio, e implicando un alto 
grado de condicionalidad política en su implementación. A diferencia de los 
anteriores Convenios y políticas de asociación con los países en desarrollo, el 
Cuarto Convenio de Lomé introdujo cláusulas de condicionalidad para acceder a 
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los beneficios de Lomé, en función del cumplimiento de principios democráticos 
y de la obligación del respeto de los derechos humanos. 
En el caso de Sudán145, la Comisión decidió suspender la cooperación 
técnica y financiera en marzo de 1990 y no implementar el Cuarto Convenio de 
Lomé “por los serios problemas políticos y económicos” en el país (Commission 
of the European Communities 1993). Entre los motivos aducidos para la 
suspensión se encontraban “el aumento de la inseguridad en Sudán, el 
estancamiento en el inicio de las negociaciones de paz, la inadecuada cooperación 
de las autoridades en el esfuerzo internacional por aportar ayuda humanitaria y la 
precaria situación de los derechos humanos”. La actuación de la Comisión 
pretendía mostrar “claramente al gobierno sudanés su firme desacuerdo con las 
políticas aplicadas y urgía [urgir] al gobierno a que mejorara su actuación en 
dichos sectores” (Diario Oficial de las Comunidades Europeas 1992). 
La suspensión de la cooperación fue una decisión unilateral de la 
Comunidad Europea, fuera del marco del Convenio de Lomé IV, al no haberse 
desarrollado todavía los procedimientos para ello. Como vimos en capítulos 
anteriores, en la revisión quinquenal de Lomé IV en 1995 se introdujeron una 
serie de cláusulas de condicionalidad para el acceso a los beneficios de Lomé, en 
función del cumplimiento de los principios democráticos y de la obligación del 
respeto de los derechos humanos. En el momento de la revisión se aceptó la 
posibilidad de suspensión de la implementación del Convenio, aunque se 
consideraba una medida de última elección tras la celebración de las consultas 
oportunas entre las Partes, en el caso de que los países ACP no cumplieran sus 
obligaciones en el ámbito de los denominados elementos esenciales del Convenio 
(el respeto de los derechos humanos, los principios democráticos y el Estado de 
derecho): 
                                                 
145 Otros países en los que no se implementó el Convenio (total o parcialmente) por las 
violaciones a los derechos humanos son Haití, Liberia, Somalia y Zaire, aunque Sudán fue el 
primer país en el que se suspendió la ayuda, ejemplificando la aplicación del nuevo enfoque 
político de la ayuda comunitaria. 
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“If one Party considers that another Party 
has failed to fulfil an obligation in respect of one of 
the essential elements referred to in Article 5, it 
shall invite the Party concerned, unless there is 
special urgency, to hold consultations with a view 
to assessing the situation in detail and, if necessary, 
remedying it (…) if in spite of all efforts no 
solution has been found, or immediately in the case 
of urgency or refusal of consultations, the Party 
which invoked the failure to fulfil an obligation 
may take appropriate steps, including, where 
necessary, the partial or full suspension of 
application of this Convention to the Party 
concerned. It is understood that suspension would 
be a measure of last resort. The Party concerned 
shall receive prior notification of any such measure 
which shall be revoked as soon as the reasons for 
taking it have disappeared” (ACP-EC 1996Art. 
366a, apart. 2 y 3). 
Así pues, la decisión de suspender los programas de cooperación al 
desarrollo bajo Lomé IV en Sudán en 1990 fue una decisión que se tomó antes de 
la existencia de una base legal para ello, la cual no apareció hasta Lomé IV bis en 
la forma del artículo 366a visto más arriba (posteriormente expresada en el 
artículo 96 del Acuerdo de Cotonú). No hubo ningún proceso de consultas con el 
Gobierno de Sudán, sino que “la Comisión comunicó a las autoridades sudanesas 
que no consideraba que las circunstancias imperantes en Sudán constituyeran una 
base aceptable para iniciar conversaciones relevantes de planificación respecto de 
los nuevos recursos financieros que aporta Lomé IV” (Diario Oficial de las 
Comunidades Europeas 1992). Esta decisión unilateral, sin consulta previa, 
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representó una medida sin precedentes en la historia de las relaciones de la 
Comunidad Europea con el grupo de países ACP (Arts 2000). 
De hecho, cuando la Comunidad retomó el diálogo político con Sudán en 
1999 y comenzó a dar los pasos necesarios para reestablecer los programas de 
cooperación en el marco del Acuerdo de Cotonú firmado en 2000, la Comisión 
decidió revisar la situación particular de Sudán, ante la ausencia de una base legal 
que la justificara, y ante las acusaciones de “dobles estándares” utilizados en el 
caso sudanés, cuyo expediente en el ámbito de los derechos humanos no era peor 
que el de otros países ACP en los que la cooperación comunitaria no había sido 
interrumpida (Lehtinen 2001). 
El Embajador Abdelwahab Higazi, Director del Departamento de Asuntos 
Europeos en el Ministerio de Asuntos Exteriores en Jartum nos decía a este 
respecto: 
“Relations with the EU have not been good since 
the eighties. Officially - even that is mentioned in the EU 
website - the development aid was cancelled in 1990. And 
all the period from 1990 until 2005 - all this period 
actually - we haven’t received any kind of considerable 
assistance from the EU. Not like the other ACP member 
states for example. Only in 2000 - 2001, after this political 
dialogue between the two sides, the EU started to give us 
what they called a ‘Humanitarian Plus Programme’. We 
received for the first year 15 million euro, and for the 
second year about 18 million euro. And this is why we in 
Sudan think that we are somehow, I don’t want to say 
betrayed … but we are not treated equally, we were not 
treated like other ACP members, as equal as other ACP 
members. We are members of the Cotonou agreement, but 
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we also belong to the Arab and Middle East 
regions. And what we see when we compare 
ourselves to the North African states for example, 
or the other Arab states … we find this very 
difficult to understand why we have this kind of 
tough message from the European Commission” 
(Entrevista Abdelwahab Higazi, Ministry of 
Foreign Affairs, marzo 2011). 
La Comisión nunca inició conversaciones para planificar la nueva 
asignación de fondos bajo Lomé IV (séptimo FED) y Lomé IV bis (octavo FED), 
aunque mantuvo los proyectos en curso financiados bajo Lomé II y Lomé III, 
centrados en operaciones de emergencia, y canalizó fondos liberados procedentes 
del cuarto, quinto y sexto FED con una cuantía total de 103 millones de euros 
(Lehtinen 2001). Ante esta tesitura, dada la inexistencia de cooperación y de 
relaciones con el Gobierno sudanés, la Comisión se comprometió “a mantener la 
asistencia humanitaria con el objetivo de beneficiar a la población directamente” 
(Diario Oficial de las Comunidades Europeas 1992). 
3.1.1. Adaptación y aprendizaje institucional 
Durante los quince años de suspensión de la ayuda al desarrollo a Sudán, 
la UE no podía cooperar con un Gobierno que no consideraba legítimo, tras el 
golpe de Estado de 1989, imposibilitando la implementación de los recursos 
asignados al FED, que requiere una asociación con el Gobierno del país receptor y 
un trabajo de formulación conjunto. 
En este sentido, un diplomático de un Estado miembro admitía: 
“cuando se nos presenta un caso 
excepcional, como es Sudán y la cuestión de la no 
ratificación del Acuerdo de Cotonú revisado, no 
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sabemos muy bien qué hacer. En cuanto un país se sale del 
marco que hemos definido, nos encontramos con 
dificultades muy importantes para conducir las relaciones” 
(Entrevista Primer Secretario de un Estado Miembro, 
Jartum, enero 2011). 
En la misma línea de argumentación se sitúa el trabajo de Portela, quien 
considera que: 
“the assessment that the EU lacks an appropriate 
legal framework and operational instruments to deal with 
the complex political emergency in Sudan appears to be 
accurate. The EU’s approach suffers from the fact that it 
has to deal with Sudan within a framework that was 
designed for ‘regular’ settings, i.e. situations where there 
is no conflict, or where the government has effective 
control over the entire territory of the state” (Portela 
2010). 
No obstante, con el objetivo de no dejar a Sudán fuera de los programas 
europeos e intentar paliar la ausencia de un marco legal de relaciones, la Comisión 
ideó una nueva fórmula para poder actuar en el ámbito del desarrollo 
(confirmando nuestra segunda función interna sobre la experimentación y el 
desarrollo de dinámicas institucionales interesantes para el proceso de 
integración), fórmula  impregnada tanto de preocupaciones securitarias como 
humanitarias: 
“There is a mounting awareness within the 
Commission that disengagement from states that fall 
outside the selectivity criteria for mainstream development 
is not a viable option. This trend has been driven partly by 
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security concerns and partly by pressure to reach 
the UN Millennium Development Goals” 
(Versluys 2008). 
Así pues, bajo el denominado programa Humanitarian Plus, que aborda 
terrenos difíciles que deben lidiar con las consecuencias de conflictos 
prolongados, la UE constituyó en noviembre de 2000 un instrumento de carácter 
mixto que permitía la distribución de la ayuda humanitaria y el inicio de acciones 
en el ámbito del desarrollo. A pesar de estar financiado por el FED, el programa 
Humanitarian Plus no requería la figura del ordenador nacional de pagos (NAO) 
que sí necesitan las acciones de cooperación bajo el marco legal tradicional de los 
Convenios de Lomé y Cotonú, sino que su implementación se realizaba a través 
de canales no gubernamentales en un periodo de tres años, evitando así la 
implicación del Gobierno sudanés. 
El convenio de financiación se firmó en abril de 2001 y el programa se 
inauguró en 2002, aportando 15 millones de euros procedentes de fondos no 
comprometidos del sexto FED para tareas que fueran más allá de la asistencia 
humanitaria: “The programme aims to provide a framework and a strategy with a 
long-term perspective, linking relief operations to rehabilitation” (Lehtinen 2001). 
Esta innovación institucional utilizada en Sudán se reproducirá, aunque de 
forma algo diferente, cuando el Gobierno de Sudán decida no ratificar la revisión 
del Acuerdo de Cotonú, ideando los Fondos Especiales para Sudán, cuya 
implementación obviará igualmente la participación del Gobierno. 
3.2. El énfasis en la ayuda humanitaria como paliativo ante la ausencia de 
ayuda al desarrollo 
En consecuencia, ante la ausencia de un marco legal para los programas de 
cooperación al desarrollo durante los años noventa, la UE canalizó sus esfuerzos a 
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través de ECHO146 para la provisión de ayuda humanitaria. La UE asignó a Sudán 
a través de ECHO, el principal actor implicado, una media de veintitrés millones 
de euros anuales desde 1993 hasta 2001, financiando operaciones humanitarias 
principalmente en el Sur de Sudán, donde se consideraba que la necesidad de 
asistencia era mayor, tanto en áreas controladas por los rebeldes como en áreas no 
controladas por el SPLM, aunque esta posición cambió en el 2000 ante la falta de 
avance en las negociaciones de paz, suspendiendo los proyectos de las ONG en 
las zonas controladas por el SPLM (Human Rights Watch 2003). 
ECHO se convirtió en uno de los principales donantes de ayuda 
humanitaria para Sudán, proveyendo un total de 176 millones de euros desde 1993 
hasta 2002 (European Commission 2003). Sudán devino en este periodo el tercer 
receptor de ayuda humanitaria de ECHO, después de Rwanda / Grandes Lagos 
(456 millones de euros, el 8% del total) y muy por detrás de la antigua República 
de Yugoslavia, que acumuló la mayor parte de los recursos (2.3 billones de euros, 
el 41% del total) entre 1993 y 2000. De hecho, casi la mitad (47%) del 
presupuesto de ECHO fue suministrado en Europa Central y Oriental, incluyendo 
la Antigua Yugoslavia, y menos de un tercio (32%) se proveyó al conjunto de los 
78 países del grupo ACP, reflejando claramente las prioridades europeas (Randel, 
German 2002).147 
La coordinación de las acciones de ECHO y de las relaciones con sus 
socios implementadores en el terreno se estableció en el marco de las Naciones 
                                                 
146 ECHO es el acrónimo correspondiente a “European Community Humanitarian Aid 
Office”, establecida en 1992, que en la actualidad ha pasado a denominarse “European 
Commission’s Humanitarian Aid and Civil Protection Department”. 
147 Aunque Sudán fue uno de los diez máximos receptores de ayuda humanitaria de 
ECHO, la importancia dada por la Comunidad a las crisis sudanesas es bastante relativa al 
compararla con las aportaciones otorgadas a situaciones políticas prioritarias en el continente 
europeo: “Of the top 50 recipients (by volume) of bilateral humanitarian assistance between 1996 
and 1999, the top five were all political hotspots: states of the former Yugoslavia were numbers 
one (Bosnia), two (Serbia and Montenegro) and four (ex-Yugoslavia, unspecified); the other two 
were Israel and Iraq. The next five were all low-income countries: Rwanda, Sudan, Afghanistan, 
Angola and Indonesia. Total volume for these five was $1,388m, half of the total for the top five, 
which was $2,725m” (Randel, German 2002). 
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Unidas y la Operación Lifeline Sudan puesta en marcha en 1989, 
complementando el sistema de vuelos de Naciones Unidas con vuelos propios de 
ECHO y colaborando con el Programa Mundial de los Alimentos. De esta forma, 
ante la suspensión de la cooperación al desarrollo, la aportación europea a la 
gestión de crisis en Sudán en el periodo 1993-2001 se realizó mediante la 
financiación de operaciones humanitarias (Manners 2008). En este sentido, 
Duffield afirma que “during the first half of the 1990s the main concern of the 
international community regarding conflict was that of humanitarian intervention” 
(Duffield 2001). 
Esta implicación de la UE mediante las actividades humanitarias 
financiadas por ECHO desde 1993, cuyos  proyectos eran los únicos que se 
podían llevar a cabo ante la ausencia de cooperación al desarrollo,  sirvió como 
argumento a los Estados miembros para justificar su aportación a la gestión de la 
crisis, en relación con nuestra primera función interna y la inacción de los Estados 
miembros a nivel nacional. Brusset argumenta en este sentido: 
“This has suited all the European member 
states, who cite the ECHO support as their 
contribution to the alleviation of the crisis (…) no 
Joint Actions has as yet been taken, far less a Joint 
Strategy. Sudan does not represent a sufficiently 
strategic interest for any EU member state to 
justify such an investment in EU foreign policy” 
(Brusset 2000). 
Es decir, la acción de ECHO en Sudán podría relacionarse con la primera 
función interna de nuestro marco teórico. La consideración de Sudán como un 
escenario político complejo en el que la UE no desea implicarse conllevaría la 
participación en las operaciones humanitarias para justificar de alguna forma su 
papel en la gestión de crisis: “the main risk is of over-specialisation, with the 
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humanitarian aid system becoming significant only in those parts of the world 
where Europe does not want to intervene in any systematic way” (Brusset, 
Tiberghien 2002). 
Podemos deducir que Sudán no constituía una prioridad para Europa, que 
se limitó a responder humanitariamente a las crisis sudanesas durante los años 
noventa, sin implicarse en los problemas políticos y en un eventual proceso de 
paz. La decisión de excluir las cuestiones fundamentales sobre la guerra civil, 
centrando el interés en la provisión de ayuda (en su mayoría a través de la 
Operación Lifeline Sudan) refleja cómo los donantes  “did not concern themselves 
with a peaceful resolution to the conflict, either because of their own political 
considerations or due to lack of interest (Soderlund et al. 2008). 
En este sentido, Barltrop arguye que tanto Estados Unidos como Europa se 
concentraron en aplicar una política de contención hacia Sudán durante los 
noventa, al no tener nada que ganar de una hipotética intervención mediadora para 
terminar con la guerra: “given the course of Sudan’s international relations over 
this period, it is understandable that the USA and Europe saw little to be gained 
from mediating in the war”. El autor considera que esta política de contención 
obtuvo algunos resultados importantes en Sudán: “in so far as external pressure on 
Sudan was responsible for the re-orientation of its foreign policy and outward 
behaviour after 1997, containment was broadly successful”; aunque no tuvo el 
mismo éxito respecto a objetivos específicos “such as counter-terrorism co-
operation and preventing the destabilisation of neighbouring states” (Barltrop 
2011). 
La aplicación de medidas negativas por parte de la UE no consiguió 
terminar con la violación de los derechos humanos, modificar el curso de la guerra 
civil, o colaborar en su resolución, sino que conllevó un desentendimiento de los 
Estados miembros de cualquier posibilidad de mediación, mostrando que Sudán 
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no era una prioridad y orientando el compromiso a la provisión de ayuda 
humanitaria: 
“D’un point de vue de ressources on n’était 
pas l’acteur le plus engagé. Et d’un point de vue 
politique, très honnêtement… pour moi, quand on 
voit les acteurs qui comptent c’est clair que ce 
n’est pas l’UE” (Entrevista funcionario europeo, 
Delegación de la UE en Jartum, enero 2011). 
Este enfoque negativo, marcado por la suspensión de la cooperación al 
desarrollo, mostró rápidamente sus limitaciones, por lo que la UE reorientó su 
política hacia Sudán a partir de 1999-2000, cambiando las prioridades políticas y 
estableciendo una nueva aproximación más constructiva y adaptable. 
3.2.1. La necesidad de un nuevo planteamiento: El reinicio del diálogo político 
La UE adoptó un nuevo enfoque hacia Sudán a finales de 1999, con el 
objetivo de superar las limitaciones impuestas por la ausencia de un marco legal 
de relaciones, pasando de una aproximación coercitiva a una posición más 
constructiva. Los motivos para este cambio son varios, y están tratados más 
exhaustivamente en el capítulo correspondiente, pero mencionaremos aquí por un 
lado, el cambio de postura de Estados Unidos y su mayor implicación en el 
proceso de paz de Sudán, por otro lado, la ambición de la UE de participar 
también en dicho proceso y mostrarse visiblemente como un actor implicado en la 
gestión de crisis; además la provisión de ayuda humanitaria había mostrado sus 
efectos negativos en el terreno, colaborando en algunos casos en las dinámicas de 
la crisis y la continuación de la violencia; por último, el enfoque coercitivo no 
había demostrado ningún beneficio o mejora en la situación de los derechos 
humanos en Sudán, por lo que un diálogo político constructivo podría quizás abrir 
una ventana de oportunidad para tratar asuntos políticos sensibles y modificar la 
situación de los derechos humanos y la gobernanza en Sudán, en relación con la 
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tercera función (búsqueda de significado y finalidad política) y la ambición 
normativa europea. 
Por tanto, el 10 de noviembre de 1999 la UE restableció oficialmente 
relaciones, iniciando de nuevo un diálogo político con el Gobierno sudanés, ante 
los signos de pacificación reflejados en el acercamiento de posiciones entre el 
Gobierno de Sudán y el SPLM para finalizar la Segunda Guerra Civil y firmar un 
acuerdo de paz, y sobre la base de la percepción europea de ciertos avances por 
parte del Gobierno de Sudán en el ámbito de los derechos humanos y la 
democracia. El objetivo declarado de la UE a la hora de adoptar este cambio de 
enfoque y reanudar el diálogo político se situaba en línea con una ambición 
normativa, para ejercer una cierta influencia en determinadas áreas de la 
gobernanza del escenario político sudanés: 
“The continuation of the EU–Sudan dialogue is the 
only way through which influence can be exercised over 
Sudan, especially in the areas of human rights and 
democratisation. The decision to renew the dialogue was 
taken on the basis of tangible, though still insufficient 
improvements in the performance of the Sudanese 
government in the areas that had been particularly 
criticised in the past, i.e. respect for human rights, 
democracy and freedom of the press and religion” 
(European Commission 2000acitado en Lehtinen 2001, 
24). 
Durante el periodo inicial del renovado diálogo político, se llevaron a cabo 
quince reuniones entre las autoridades sudanesas y representantes de los Estados 
miembros de la UE y de la Comisión Europea en Jartum, centrando el interés del 
diálogo en varias áreas prioritarias: el proceso de paz, los derechos humanos, la 
democratización, el Estado de derecho, las políticas contra el terrorismo y las 
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relaciones con los países fronterizos. Un año después de iniciar el diálogo, en 
noviembre de 2000, una misión de la Troika148 fue enviada a Sudán para evaluar 
el progreso en el diálogo, valorando los resultados de forma muy positiva. 
Las dos partes se comprometieron a continuar el diálogo durante otro año 
y  emitieron una breve declaración en diciembre de 2000 donde se reducían las 
áreas de interés del diálogo: “the peace process in southern Sudan, human rights 
and democratization and civil liberties”, obviando las otras dos cuestiones ante la 
mejora de las relaciones con los vecinos (a raíz de la nueva alianza regional en el 
eje Sudán-Etiopía que vimos anteriormente) y en materia de terrorismo. Ante los 
avances significativos en el proceso de diálogo, la Unión Europea decidió 
proponer la implementación de un programa de rehabilitación denominado 
“Humanitarian Plus”, con fondos que ascendían a quince millones de euros 
provenientes de fondos no comprometidos disponibles del sexto FED, que 
constituía una fórmula intermedia entre lo humanitario y el desarrollo: “This 
programme, designed to go beyond a strictly humanitarian approach, should allow 
beneficiary populations to reduce their dependency on emergency aid”  
(Government of the Republic of the Sudan, European Union 2000) 
Además, se planteó un avance global en las relaciones eurosudanesas y la 
posibilidad de iniciar un eventual proceso de consultas para el restablecimiento de 
la cooperación al desarrollo: “the future of Euro-Sudanese relations is considered 
more broadly with the aim of reaching complete normalization of relations and the 
reestablishment of full development cooperation”, de manera condicionada al 
avance en el diálogo, que podría proceder en el futuro en el marco del Acuerdo de 
Cotonú149  (Government of the Republic of the Sudan, European Union 2000). 
                                                 
148 La troika es el término empleado desde el Tratado de Ámsterdam para referirse al 
grupo formado por el país que ejerce la Presidencia rotatoria de la Unión Europea, el país al que le 
corresponda ejercerla en el siguiente semestre y por la Comisión. 
149 En virtud del artículo 8 sobre el diálogo político: “Las Partes mantendrán, con carácter 
periódico, un diálogo político global, equilibrado y profundo que conduzca a compromisos mutuos 
(…) El diálogo se concentrará, entre otros aspectos, en temas políticos específicos que presenten 
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Sin embargo, desde la visita de la Troika y la declaración conjunta de 
diciembre de 2000, el diálogo político empeoró, coincidiendo con un momento 
complicado en la política interior sudanesa. Por un lado, en Jartum, el 
enfrentamiento entre Bashir y Turabi había provocado la fractura del partido 
único del Gobierno en dos frentes diferenciados, la disolución de la Asamblea 
Nacional y la declaración del Estado de emergencia. Por otro lado, el resurgir de 
la violencia hacia la región del Sur, ayudado en parte por los beneficios obtenidos 
del petróleo, había reactivado los ataques y las incursiones aéreas, provocando el 
desplazamiento de la población cercana a los bloques petroleros. 
En este sentido, una Resolución sobre Sudán de la Asamblea 
Parlamentaria Conjunta UE-ACP en noviembre de 2001 remarcó el deterioro del 
diálogo político: “noting with disquiet the apparent slowdown and consequent 
lack of progress in the EU-Sudan political dialogue” a la vez que manifestaba 
tener constancia de “the currently destabilising effects of oil production but also 
of its extremely valuable potential contribution to the country’s economic 
development”, afirmando que “oil production has increased the stakes in the civil 
war” (ACP-EU Joint Parliamentary Assembly 2001apart. J, K, 15). Después de un 
año restableciendo el diálogo político y la confianza, el nuevo ‘enfoque 
constructivo’ de la UE hacia Sudán se vio obstaculizado a medida que la escena 
política interna se complicaba en un clima de vuelta a la violencia. 
                                                                                                                                     
un interés común o general en relación con los objetivos enunciados en el Acuerdo, en particular, 
en ámbitos como el comercio de armamento, gastos militares excesivos, la droga y la delincuencia 
organizada, o la discriminación étnica, religiosa o racial. Incluye también una evaluación periódica 
de la situación relativa al respeto de los derechos humanos, los principios democráticos, el Estado 
de derecho y la buena gestión de los asuntos públicos” (ACP-CE 2000Art. 8, apart. 1 y 4). 
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4. El refuerzo de la condicionalidad política y la securitización de 
la ayuda en Sudán en el nuevo milenio 
4.1. La adopción de un “enfoque constructivo”: La reanudación de la 
cooperación formal y otras medidas positivas en función de la evolución del 
proceso de paz 
En julio de 2002 el SPLM y el GOS firmaron el Protocolo de Machakos, el 
primero de una serie de acuerdos que compondrían el CPA, firmado en enero de 
2005. La UE, como incentivo ante el progreso hacia el acuerdo de paz, comenzó 
la implementación del programa Humanitarian Plus en 2002, elevó el nivel de 
diálogo político y comenzó los trámites para asignar recursos a Sudán bajo el 
Acuerdo de Cotonú, del que Sudán es signatario. 
Después de quince años de suspensión de la cooperación con Sudán, la UE 
retomó formalmente los programas de ayuda al desarrollo inmediatamente 
después de la firma del CPA en 2005, como una recompensa por la negociación 
del acuerdo de paz. Se elaboró un Country Strategy Paper para Sudán (2005-207) 
y se asignaron recursos financieros bajo el noveno FED (2000-2007) del Acuerdo 
de Cotonú, que destinó a Sudán un paquete de 400 millones de euros.150 
Simultáneamente, desde el estallido del conflicto de Darfur, la UE aumentó la 
aportación en términos de ayuda humanitaria, de forma que Sudán se convirtió en 
receptor tanto de ayuda humanitaria para las zonas con necesidades apremiantes, 
como de desarrollo, mediante la reanudación de una cooperación de carácter más 
estructural financiada por el FED y programada de forma conjunta con el 
Gobierno. 
                                                 
150 Una dotación programable de aproximadamente 300 millones de euros, y una cantidad 
de 80 millones de euros no programable, para necesidades imprevistas, préstamos o ayuda de 
emergencia. La definición de los sectores prioritarios de la ayuda se centró en la seguridad 
alimentaria y la educación, dedicando recursos de unos 30 millones de euros para cada uno de 
dichos sectores. Otras intervenciones incluían el apoyo al proceso de paz y a las iniciativas de 
construcción de la paz; la creación de capacidad institucional para actores no estatales, derechos 
humanos, democracia, Estado de derecho y buen gobierno; y salud, con una dotación de 67.7 
millones de euros para el conjunto de todas ellas (Republic of the Sudan, European Community 
2005). 
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En Sudán, podemos observar cómo la UE decidió centrar el interés en el 
diálogo político y vincular la reanudación de la ayuda a los progresos realizados 
en el proceso de paz entre el Norte y el Sur, y en el ámbito del respeto a los 
derechos humanos: “With the new approach of constructive engagement, the EU 
can address problematic areas, such as the peace process and human rights, 
through the EU-Sudan political dialogue, combining both ‘sticks’ and ‘carrots’” 
(Lehtinen 2001). 
La escalada del conflicto de Darfur en 2002-2003 complicó el 
planteamiento de actuación de la UE en Sudán, pero no modificó su posición, que 
junto con la de los mediadores del proceso, privilegió el proceso de paz entre el 
Norte y el Sur, dejando el conflicto de Darfur fuera de las negociaciones (con las 
consecuencias que esto tuvo en términos políticos y humanitarios). En Darfur la 
UE se implicó fundamentalmente a través de las aportaciones humanitarias de 
ECHO151, cuyo presupuesto ha oscilado entre 80 y 140 millones de euros al año 
desde el inicio del conflicto (Entrevista Bernard François, Delegación de la UE en 
Jartum, febrero 2011). 
La correlación entre la firma del CPA y la reanudación de los programas 
de desarrollo muestra hasta qué punto las relaciones entre la UE y Sudán se 
asientan sobre postulados políticos, y cómo la ayuda ha estado condicionada no 
tanto por las necesidades en el terreno como por la evolución de los 
acontecimientos políticos y criterios ligados a la estabilidad y la seguridad:152 
                                                 
151 La implementación de las actividades humanitarias la realizan las contrapartes (locales 
o internacionales) en el terreno. 
152 Como vimos en capítulos anteriores, el objetivo fundamental no sería por tanto el 
desarrollo económico en primer lugar, sino la consecución de una situación de seguridad y 
estabilidad. Si se considera que determinados Estados africanos no realizan su función de 
protección ni proveen los servicios básicos necesarios, sino que constituyen una amenaza para su 
propia población a la vez que acumulan los recursos económicos y políticos, esta premisa favorece 
la justificación para que la comunidad internacional se erija en protector o proveedor de esas 
poblaciones, favoreciendo un enfoque que enfatiza la necesidad de intervenir  y de implementar 
programas de desarrollo, dando un nuevo sentido en la pos Guerra Fría a la política de desarrollo, 
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“Il y a le fait remarquable que le neuvième 
FED a été signé trois semaines après la signature 
du CPA, ce qui a donné le ton de la coopération au 
développement entre l’UE et le Soudan. C’est très 
clair que l’on a une coopération qui est totalement 
politique, beaucoup plus que dans d’autres pays ; 
une coopération totalement liée à la relation 
politique, c’est très clair. Ça a été une grosse 
carotte pour dire ‘on appui l'accord de paix’ ; ça a 
été un cadeau, puisque ça a été signé juste après 
l'accord de paix. Ensuite, jusqu'en 2008 il y a eu un 
processus vertueux ou l'UE et les autres bailleurs 
ont eu une approche conjointe, unie, harmonisée 
qui a mené à la constitution du MDTF [Multi-
Donor Trust Fund]. Et puis comme l'affaire de 
Darfour, ce qui s’est développé en parallèle à partir 
de 2003, a commencé à repourrir la situation, la 
relation à nouveau a changé à cause de 
l’événement politique qui a été la mise en 
accusation de Bashir par la CPI [en mars 2009] 
clairement” (Entrevista funcionario europeo, 
Delegación de la UE en Jartum, enero 2011). 
Además, en Sudán la UE eligió como marco para restablecer las relaciones 
un proceso de diálogo político ad hoc, fuera del cauce de consultas que se puede 
establecer en virtud del artículo 96 del Acuerdo de Cotonú, vinculando (y 
condicionando) de esta forma el proceso de normalización de las relaciones a la 
situación particular de la guerra y el proceso de paz en el país, y a los avances en 
                                                                                                                                     
acomodándola en una perspectiva securitaria, para responder a las nuevas características de los 
conflictos. 
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torno a cuestiones políticas. Como afirma el Jefe de Cooperación de la Delegación 
de la UE en Sudán: 
“On a une coopération ici qui est extrêmement 
politique. Je veux dire que notre coopération était 
d’emblée politique, quant à son redémarrage, alors que 
dans les autres pays en Afrique subsaharienne c’est avec 
l’introduction du dialogue politique selon l'article 8 du 
Cotonou, à partir de 2000 et la mise  en œuvre des 
programmes en 2003 (…) Les décisions et le cadre dans 
lequel s’inscrit cette coopération est un cadre très 
politique” (Entrevista Bernard François, Delegación de la 
UE en Jartum, enero 2011). 
Esta politización y securitización de la política de desarrollo de la UE es 
consistente con el nuevo enfoque desarrollado por la Unión en su política exterior 
a partir de 2001-2002, según el cual existe un vínculo indisoluble entre la 
seguridad y el desarrollo, el cual se sitúa en la base de un enfoque integral que 
asocia también la dimensión del buen gobierno: “Development was not just about 
concluding trade agreements and building infrastructures; political stability and 
democratisation had become new essential conditions for its realisation” (Gibert 
2006). 
“Je découvre au Soudan plus qu’ailleurs que la 
coopération est l’outil de la mise en œuvre des 
concrétisations de la politique. Pour soutenir la mise en 
œuvre du CPA, c’est-à-dire, les peace dividends, le 
support des élections, le Referendum... Il est clair que 
toute la coopération était utilisée dans le but global d’une 
politique qui était liée au CPA et leurs dividendes de la 
paix. Donc la coopération en soi est totalement politique. 
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On le voit dans le fonctionnement au quotidien de 
la coopération, du fait que quand on est dans la 
coopération ‘élections, referendum’ on devient le 
principal pourvoyeur d'information de la section 
politique” (Entrevista funcionario europeo, 
Delegación de la UE en Jartum, febrero 2011). 
Por otra parte, durante el periodo 2001-2005, la ayuda humanitaria de la 
UE a Sudán aumentó de manera considerable (ante la ausencia de cooperación al 
desarrollo), de forma que esta ayuda ha podido reforzar los objetivos y las 
iniciativas europeas en el ámbito de la seguridad y la prioridad de la gestión de 
crisis en África (Olsen 2009a). Este aumento en Sudán coincide y es consistente 
con el nuevo enfoque de la política exterior europea, orientada a los asuntos de 
seguridad y al desarrollo de políticas de gestión de crisis en escenarios 
conflictivos. En estos escenarios, la UE concede importante cantidades de ayuda 
financiera para operaciones humanitarias o programas de desarrollo, obviando una 
implicación en otras áreas más complejas. 
La formulación del enfoque integral centrado en el nexo entre la seguridad 
y el desarrollo se manifiesta así en Sudán en sus distintas dimensiones. Por un 
lado, se formula un marco de acción demasiado ambicioso, que se traduce en una 
insuficiente definición de acciones concretas en el terreno político y la 
consiguiente desvinculación ante los problemas en el terreno (primera función 
interna). Por otro lado, la UE define su identidad en torno a unos principios y 
valores fundamentales, elaborando una acción exterior en función de un marco 
normativo, lo cual explica su posicionamiento ante determinados acontecimientos 
sudaneses, y la búsqueda de su significado a través de su actuación en pos de un 
orden internacional con bases normativas (tercera función). 
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4.2. El deterioro de las relaciones: La no ratificación de la revisión del 
Acuerdo de Cotonú ante la orden de arresto de la Corte Penal Internacional 
Las relaciones entre la UE y Sudán se retomaron en 1999 a nivel de 
diálogo político y en 2005 con la firma del CPA se reanudó la cooperación a 
través del marco legal provisto por el Acuerdo de Cotonú. No obstante, las 
relaciones se vieron rápidamente obstaculizadas por el estallido y evolución de la 
crisis en Darfur y por la emisión de una orden de arresto de la Corte Penal 
Internacional (CPI) contra el Presidente Omar Al Bashir en marzo de 2009 por 
crímenes de guerra y crímenes de lesa humanidad en Darfur. Las relaciones 
políticas entre la UE y Sudán se deterioraron desde entonces, disminuyendo 
drásticamente el  nivel y la frecuencia del diálogo político, y afectando a la 
provisión de ayuda por los cauces establecidos en Cotonú. 
Una de las consecuencias inmediatas de la orden de arresto de la CPI  fue 
la no ratificación en julio de 2009 de la revisión del Acuerdo de Cotonú firmada 
en 2005, que debía constituir el principal marco jurídico para la cooperación  de la 
UE con Sudán, como parte del grupo de Estados ACP, produciendo una de las 
crisis más importantes en las relaciones euro-sudanesas, cuyos efectos perduran 
hasta el día de hoy. 
Como consecuencia de la no ratificación por parte de Sudán, la Comisión 
Europea no pudo utilizar los fondos con cargo al X Programa Indicativo Nacional 
del Fondo Europeo de Desarrollo, el principal instrumento financiero para 
implementar la cooperación al desarrollo en los Estados ACP, como vimos en 
capítulos anteriores. El rechazo a la ratificación obstaculizaba el acceso a la 
asignación prevista para Sudán bajo el décimo FED (2008-2013), la cual ascendía 
a un total de 294.9 millones de euros. La no ratificación no afectó a la provisión 
de ayuda humanitaria, que no está cubierta por el Acuerdo de Cotonú, siendo la 
UE el mayor donante de ayuda humanitaria en Sudan (776 millones de euros 
desde 2003). 
 478 
 
 
 
 
La CPI se convirtió en el obstáculo principal para la conducción de las 
relaciones entre las Partes, aunque la renuencia del Gobierno estaba relacionada 
también, de forma secundaria, con reservas en materias de salud reproductiva, 
terrorismo y proliferación de armas de destrucción masiva, cuestiones 
introducidas en la primera revisión de Cotonú. La percepción del Gobierno de 
Sudán al respecto es la de una marcada asimetría en las relaciones de la UE con el 
grupo de países ACP: 
“We have reservations vis-à-vis the 
International Criminal Court, people reproductive 
health, combating terrorism, and combating the 
proliferation of weapons of mass destruction. 
These are the four areas where we have 
reservations in the Cotonou Agreement.  And I 
think that the stand of the EU in these areas has the 
eyes of ignoring our position, or either it is double-
standard, it is for us but not for everyone. If you 
take the example of many EU agreements and 
conventions with other states and regions, they 
don’t oblige them to take the same positions. But, 
because we are somehow weaker - the ACP group 
of states is somehow weaker than the others - and 
because maybe we have less weight and influence 
in the international arena or in affairs inside the 
European states… that is why we are treated like 
this” (Entrevista Abdelwahab Higazi, Ministry of 
Foreign Affairs, marzo 2011). 
Ante estas reservas, Sudán decidió no ratificar la revisión del Acuerdo de 
Cotonú, y quedó fuera de la posibilidad de acceder a los recursos del décimo FED, 
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lo cual consideraba profundamente injusto, máxime después de los esfuerzos 
acometidos para llegar a la firma del CPA: 
“After the completion of the peace process and the 
signing of the agreement [CPA] between the Government 
and the SPLM, the EU restarted the development efforts in 
Sudan. But that was jeopardized by the position of the 
Sudan vis-à-vis the Cotonou Agreement, especially 
regarding some articles (…) Not only because of the 
development assistance, also because we used to have 
some loans from the European Investment Bank for 
example. And we are deprived on this since 1986, almost 
three decades now, and this is unjustified for us” 
(Entrevista Abdelwahab Higazi, Ministry of Foreign 
Affairs, marzo 2011). 
Pero para la UE se trataba de una cuestión de principios, de un imperativo 
moral, no otorgar ventajas a un país dirigido por un presunto criminal de guerra: 
“Il y a un nombre des pays africains qui n’ont pas 
une démocratie du type de celle qui est souhaité aussi dans 
les accords. Donc c’est une tendance générale qui est un 
impératif moral plus qu’une obligation de résultat. Mais 
entre ces états - la masse molle des états africains qui ont 
une démocratie qui fonctionne mal - et des états qui 
commettent des crimes contre leur propre populations, qui 
sont arrangés sous la rubrique ‘crimes contre l'humanité’, 
‘crimes de guerre’.. il y a quand même une sacré 
différence ! (…) Plus le pays est fautif, plus les sanctions 
devraient le frapper. Ça ne veut pas dire tout, mais ça veut 
quand même dire que c’est une exclusion d’une série 
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d'avantages dont bénéficient les autres pays qui 
n’ont pas ces crimes à leur passif” (Entrevista 
Miembro del Parlamento Europeo, Bruselas, julio 
2011). 
El Acuerdo de Cotonú es en la actualidad el único instrumento 
jurídicamente vinculante que incluye una cláusula directamente relacionada con el 
Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional. Se trata del nuevo apartado 6 
añadido al artículo 11 del Acuerdo de Cotonú en la revisión efectuada en 2005, 
que establece lo siguiente: 
“En el fomento de la consolidación de la 
paz y la justicia internacional, las Partes reafirman 
su determinación para: - compartir experiencias 
sobre la adopción de las adaptaciones jurídicas 
necesarias para permitir la ratificación y la 
aplicación del Estatuto de Roma de la Corte Penal 
Internacional, y - luchar contra la delincuencia 
internacional de conformidad con la legislación 
internacional, teniendo debidamente en cuenta el 
Estatuto de Roma. Las Partes tratarán de tomar 
medidas encaminadas hacia la ratificación y la 
aplicación del Estatuto de Roma y de instrumentos 
con él relacionados” (ACP-CE 2005Art. 11, apart. 
6). 
Esta cláusula es considerada por Jartum como una arrogancia de la UE, 
que obliga a los Gobiernos del Sur no sólo a cumplir una serie de 
condicionalidades, sino a ser parte de un acuerdo externo y diferente a Cotonú que 
no han elegido firmar: 
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“To my mind this is unfair. I can clearly say that it 
is as if the EU is trying to manipulate what is providing for 
us - the assistance - to have us committed to other 
agreements (…) Conditionalities in the areas of the three 
embodied rules enshrined in the agreement, there is no 
problem with these - the rule of law, democracy and 
human rights. But to oblige one state to sign another 
agreement which is not linked essentially to the Cotonou 
agreement, to the economic part of agreement, this is 
unfair in our eyes. Not only because of the case of the 
President of the Republic but because of the principle of 
arrogance. The idea of this international justice is biased. 
It is one-sided; it is oriented towards specific kind of 
persons, or groups of people” (Entrevista Abdelwahab 
Higazi, Ministry of Foreign Affairs, marzo 2011). 
No sólo la implementación de los programas de desarrollo se vio afectada 
por la orden de arresto de la CPI, sino que el Gobierno expulsó a las ONG 
occidentales operando en zonas de emergencia, y el diálogo político (con el 
personal de la Delegación de la UE y de las Embajadas de los Estados Miembros 
presentes en Sudán) se vio reducido a momentos puntuales y con personalidades 
de segundo rango, rompiendo la dinámica recomenzada en 1999: 
“La relation s’est transformée et à ce moment on 
peut dire qu’un certain dialogue politique s’est trouvé 
complètement gelé, avec les conséquences immédiates qui 
avaient été les expulsions des ONG occidentales un peu 
partout sur le territoire soudanais. Et depuis ce moment-là, 
le dernier pôle de dialogue politique structuré qu’on ait eu 
avait eu lieu en mars 2010 juste avant les élections, et 
c’était une réunion où le Sous-secrétaire des Affaires 
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Étrangères avait reçu les ambassadeurs européens 
pour donner un peu les perspectives juste avant les 
élections. Mais ça a été depuis longtemps l'unique 
réunion formelle de dialogue politique” (Entrevista 
funcionario europeo, Delegación de la UE en 
Jartum, enero 2011). 
En términos más generales, las dificultades en las relaciones políticas con 
el Norte de Sudán muestran las limitaciones de la implicación europea en el país, 
en parte por la hostilidad del régimen de Jartum y en parte por la falta de una 
posición y estrategia política de la UE hacia el país (coincidente con la 
conceptualización de la anti-política exterior y la primera función interna). Los 
Estados miembros aspiraban a no reproducir este aspecto en el Sur de Sudán tras 
su independencia, de forma que el contexto sudanés favorecía un cierto 
aprendizaje institucional aplicable en el Sur: 
“Sudan isn’t able to receive funds from 
Cotonou, but that does not actually unravel the 
political relationship. And, one of the things that 
we are for example now talking very strongly with 
the EU about, is the fact that in Southern Sudan, 
even before we  get to the point of development 
funds,  it is more important that the EU shows a 
strong leadership in the political and policy 
dialogue. It has been downplayed in the North and 
I think that there are very good reasons; this 
government is a strong and aggressive government 
and you can find yourself sort of shut out from 
things if you take lines that they don’t like” 
(Entrevista Sandra Pepera, DFID, Jartum, febrero 
2011). 
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4.2.1. La adaptación comunitaria: Desarrollo de mecanismos de innovación 
institucional 
La acusación de la CPI dirigida al Presidente Bashir en 2009 tuvo 
consecuencias muy importantes para las relaciones políticas de la Comunidad y 
los Estados miembros con Sudán, siendo las más evidentes la disminución de la 
calidad y frecuencia del diálogo político y la imposibilidad de implementar los 
programas de cooperación ante la decisión del GOS de no ratificar la revisión del 
Acuerdo de Cotonú, por la cláusula relacionada con el Estatuto de Roma. 
Ante esta tesitura, la UE se encontró de nuevo, como durante los años 
noventa, sin la capacidad de asignar recursos bajo el FED, y sin un marco legal de 
relaciones una vez concluyeran los fondos del noveno FED. No obstante, en la UE 
esta situación ya vivida anteriormente se percibía de una manera diferente. Si la 
suspensión de la cooperación tras el golpe de Estado de 1989 había constituido 
una decisión unilateral por parte de Europa, en 2009 era el Gobierno sudanés el 
que decidía retirarse de las enmiendas elaboradas en el Acuerdo de Cotonú en su 
revisión de junio de 2005,  y la UE se consideraba en ese sentido ajena a la 
responsabilidad de la interrupción de la cooperación: 
“Si le Nord se comporte de façon à pouvoir faire 
partie du club, il le fera. Ce n’est pas l’Europe, l’UE qui 
crée cette incompatibilité avec les principes dans le cadre 
de Cotonou. Si Khartoum veut bénéficier de toutes les 
avantages procurés par l'accord de Cotonou, Khartoum n’a 
qu’à se comporter de façon compatible avec les 
stipulations de l’accord (…) On ne peut pas avoir le beurre 
et l'argent du beurre. Si Khartoum veut donc profiter de ça, 
il faut que Khartoum accepte aussi de modifier son 
comportement” (Entrevista Miembro del Parlamento 
Europeo, Bruselas, julio 2011). 
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El Gobierno de Sudán querría haber continuado la cooperación con la UE, 
estableciendo ciertas reservas al Acuerdo de Cotonú por su desacuerdo con los 
cambios introducidos en cuanto a la ratificación de los miembros de Cotonú del 
Estatuto de Roma, y ante la ausencia de mecanismos para hacerlo consideraba la 
situación injusta y asimétrica: 
“We find it unjust and unfair that the whole 
development aid and assistance is linked and 
bound by the position of the Sudan vis-a-vis two or 
three articles on the new amendments, you see (…) 
Sudan is not a signatory to the revised Cotonou 
Agreement in 2005 and also we are not a signatory 
in the Agreement of 2010 because we have some 
reservations regarding the ICC, the International 
Criminal Court. There are also reservations 
regarding what you call sexual health, and 
combating terrorism. We have some reservations 
because all of this. But it is unfair that in the 
Cotonou Agreement there is no way to make some 
kind of reservation regarding the setting up in the 
agreement” (Entrevista Abdelwahab Higazi, 
Ministry of Foreign Affairs, marzo 2011). 
No obstante, el cálculo beneficio-coste de la ratificación de la revisión del 
Acuerdo de Cotonú estaba muy claro para el Gobierno sudanés, que podía 
permitirse perder la aportación financiera de la UE antes que verse afectada por el 
dictamen de la CPI: 
“I was talking with high level people in 
MIC [Ministry of International Cooperation] and in 
the Ministry of Finance. They were putting me 
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very bluntly what we are talking about: ‘Three hundred 
million euros in five years, and you are anyway funding 
Southern Sudan more than Northern Sudan, so are we 
talking about twenty million euros per year? We can do 
without’” (Entrevista asesor REUE, Jartum, 2011). 
Consiguientemente, la UE se vio obligada a encontrar otras vías que le 
permitieran seguir implementando los programas de cooperación en Sudán a partir 
de 2010, fuera del marco del décimo FED, generando un proceso de adaptación a 
la nueva situación que se tradujo en un cierto dinamismo institucional que 
pretendía superar los límites impuestos por la no ratificación de la revisión de 
Cotonú (véase segunda función interna). 
Por un lado, la Comisión movilizó una serie de instrumentos o programas 
temáticos cuya implementación se realiza a través de ONG y grupos de la 
sociedad civil, o a nivel de la administración local, sin implicar al Gobierno 
central de Sudán. Las tres líneas presupuestarias incluyen la Iniciativa Europea 
por la Democracia y los Derechos Humanos (EIDHR), la denominada Actores no 
Estatales y Autoridades Locales en materia de Desarrollo (NSA-LA), y el 
Programa Temático sobre Seguridad Alimentaria (FSTP) para cubrir el vacío de la 
implementación de la segunda fase del programa de vinculación entre ayuda de 
emergencia, rehabilitación y desarrollo (LRRD) proyectado bajo el décimo 
FED.153 
                                                 
153 Esos tres programas temáticos  no eran nuevos en Sudán, sino que se llevaban 
implementando desde la reanudación de la cooperación con el país tras la firma del CPA en enero 
de 2005. El objetivo de EIDHR es trabajar con la sociedad civil en proyectos en el ámbito de la 
democratización y los derechos humanos. La segunda línea presupuestaria, NSA-LA, trabaja con 
ONG nacionales e internacionales en proyectos de desarrollo comunitario. Aunque este último 
programa está diseñado para financiar de preferencia las ONG sudanesas, la mayor parte de la 
financiación se canalizó a través de ONG internacionales aduciendo problemas competenciales de 
las organizaciones locales “whose capacity has not yet reached the same as international ones (…) 
The civil society is very committed to its participation in development, however the capacities 
sometimes do not meet the commitment”. El aspecto más importante en relación con las líneas 
presupuestarias es su implementación al margen del Gobierno de Sudán, financiando directamente 
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La financiación de estos programas temáticos no fue automática, dadas las 
disposiciones presentes en el Reglamento sobre el Instrumento de Financiación de 
la Cooperación al Desarrollo (DCI), en particular sobre el ámbito de aplicación: 
“La Comunidad financiará programas 
temáticos en países, regiones y territorios que 
cumplan las condiciones para acogerse a la 
asistencia de uno de los programas geográficos 
establecidos (…) o a la cooperación geográfica de 
conformidad con el Fondo Europeo de Desarrollo 
(FED)” (Parlamento Europeo, Consejo de la Unión 
Europea 2006Art. 1, apart. 2). 
Como Sudán no podía optar a la cooperación geográfica bajo el FED, no 
era en principio candidato para la financiación de los programas temáticos. Ante 
esta situación, la Comunidad hubo de recurrir a una disposición de 
excepcionalidad aplicable a Sudán, articulada en el artículo 23 del mismo 
Reglamento sobre la adopción de “medidas especiales”: 
“En caso de necesidades o circunstancias 
imprevistas y debidamente justificadas, 
relacionadas con catástrofes naturales y conflictos 
o crisis civiles (…) la Comisión adoptará medidas 
especiales no previstas en los documentos de 
estrategia ni en los programas indicativos 
plurianuales (…) Las medidas especiales también 
                                                                                                                                     
a las organizaciones de la sociedad civil: “There is no coperation with the Government of Sudan in 
these two thematic budget lines. The direct cooperation is between the Delegation and the civil 
society. Hence the Government has no say on geographical or thematic priorities” El énfasis en 
este punto es crucial: “We are not engaging with the government at all. The government has no say 
in our cooperation with the civil society. We don’t need to discuss with the government, we don’t 
need to engage with the government. This is the whole point of the EIDHR and NSA, that what the 
government does is not our problem basically. We are supporting the civil society, we are giving 
the money to people that consider that there is something to be done in a certain specific area. 
That’s it, that’s all (…) The government has nothing to do and nothing to say with what we are 
doing” (Entrevista funcionario europeo, Delegación de la UE en Jartum, febrero 2011). 
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podrán financiar las actuaciones que permitan facilitar la 
transición de la ayuda de emergencia a las actividades de 
desarrollo a largo plazo, incluidas las destinadas a mejorar 
la preparación de las poblaciones para hacer frente a las 
crisis recurrentes” (Parlamento Europeo, Consejo de la 
Unión Europea 2006Art. 23, apart. 1). 
De esta forma se consiguió financiar los tres programas temáticos, aun 
cuando las cantidades menguaron considerablemente respecto a las magnitudes 
accesibles en el periodo anterior: 
“Les chiffres pour les budget lines, grosso modo on 
a 1 million d’euros par an pour EIDHR, 5 million d’euros 
pour NSA, et on va dire entre 6 et 10 millions pour le 
Food Security Thematic Programme. Pense que, en fait, la 
période précédente 2008-2009-2010, c’était 30 million 
d’euros pour les 3 ans, donc 10 million par an. Tandis que 
pour 2011-2012-2013 on aura 20 million, donc ça 
corresponde à 6.3 million d’euros par an” (Entrevista 
Bernard François, Delegación de la UE en Jartum, febrero 
2011). 
Por otro lado,  la Comisión decidió utilizar el Instrumento de Estabilidad154  
(IfS), no afectado por la ausencia de ratificación del Acuerdo de Cotonú revisado. 
Se dotó al IfS con una aportación de 15 millones de euros, centrando su interés en 
                                                 
154 El IfS fue concebido en 2007 para reemplazar al Mecanismo de Reacción Rápida, 
creado en 2001 para responder de manera inmediata y flexible a situaciones de emergencia o de 
crisis. 
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el proceso de preparación y celebración del Referéndum de autodeterminación del 
Sur de Sudán y en proporcionar servicios básicos en el Sur.155 
Por último, con el fin de paliar el vacío de financiación, la UE decidió 
utilizar los fondos globales que no se gastaron del noveno FED, de forma que se 
pudiera mantener la asistencia en 2010 y 2011, hasta encontrar otra fórmula o 
solución a la difícil situación creada en 2009.156 Se establecieron 
consecuentemente los denominados “Fondos Especiales para Sudán” (Special 
Funds for Sudan, SfS), mediante una Decisión del Consejo en julio de 2010, que 
asignó 150 millones de euros (de los cuales, 85 millones de euros para el Sur de 
Sudán) de fondos liberados del noveno FED y de los FED anteriores, “con el fin 
de abordar las necesidades de la población más vulnerable de Sudán” (Consejo de 
la Unión Europea 2010). 
La distribución geográfica de la ayuda favorecía en todo caso a los Estados 
del Sur, del Este y del Oeste, es decir, a las periferias sudanesas, obviando la parte 
central de Sudán: 
“Estos fondos deben utilizarse para abordar 
las necesidades de las poblaciones más vulnerables 
de Sudán, en especial en las áreas afectadas por el 
conflicto, incluido Darfur, el sur de Sudán, el este 
de Sudán y las áreas transitorias”(Consejo de la 
Unión Europea 2010). 
                                                 
155 El IfS ya se había utilizado en Sudán en una primera intervención para facilitar la 
acción conjunta de la UA y Naciones Unidas en Darfur, con un presupuesto de 3 millones de 
euros. 
156 En virtud del artículo 1, apartado 4, del Acuerdo Interno del décimo FED, no se 
excluye la posibilidad de solicitar financiación recurriendo a los fondos no comprometidos del 
noveno FED: “A partir del 31 de diciembre de 2007, los saldos del 9.º FED o de FED precedentes 
y los fondos liberados en relación con proyectos realizados con cargo al 9.º FED no se 
comprometerán, a menos que el Consejo decida por unanimidad lo contrario (…)” (Consejo de la 
UE 2006Art. 1, apart. 4).  
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Este reparto se había previsto ya en los años anteriores, en el momento de 
discusión de las características del décimo FED, teniendo en cuenta básicamente 
criterios en términos de necesidades de reducción de la pobreza: 
“La répartition géographique des Special Funds 
pour le Soudan, donc là aussi le Sud, les dix états du Sud, 
plus les trois états de l’Est, plus les trois états du Darfour, 
plus Blue Nile and Southern Kordofan en ce qui concerne 
le Nord. Ce ciblage correspond déjà aux zones considérées 
comme prioritaires en termes de pauvreté dans les années 
2005-2006, quand il y avait la préparation du dixième 
FED qui n’a jamais été signé ni mis en œuvre” (Entrevista 
Bernard François, Delegación de la UE en Jartum, febrero 
2011). 
Conscientes de que el Sur de Sudán era la parte más afectada por la no 
ratificación157, fondos adicionales por valor de 200 millones de euros, procedentes 
de los fondos liberados de proyectos del noveno FED y de los FED anteriores, 
fueron asignados de conformidad con una nueva Decisión del Consejo en mayo de 
2011, con el fin de responder a la creación del nuevo país en el contexto del “Plan 
trienal para el Desarrollo de Sudán Meridional (2011-13)” del Gobierno de Sudán 
del Sur: 
“En la fase posterior a la independencia, el recién 
creado Estado de Sudán Meridional tendrá que hacer 
                                                 
157 Como nos expuso un asesor político del equipo de la Representante Especial para 
Sudán en Jartum, la falta de acceso a los fondos del décimo FED afectó más al Sur de Sudán que 
al Norte: “The non-ratification of Cotonou by the government here (ndr: en Jartum) influenced a 
lot Southern Sudan, because of course it was a decision made here, rightly so because Sudan 
federal government is our counterpart. The Southern Sudanese couldn’t do much on this, even 
though they were part of the Government of National Unity. But they were the ones resenting 
much more from that, because actually the government here, maybe not now, but at the time.., now 
it would be a bit more sensible about external funding, but at the time they took the decision, they 
really were not interested about ours” (Entrevista asesor REUE, Jartum, 2011). 
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frente a numerosos retos humanitarios y 
socioeconómicos en un contexto de limitada 
capacidad de gobierno y fragilidad política. En 
estas circunstancias, es probable que la ayuda 
exterior sea de la máxima importancia para apoyar 
a Sudán Meridional en la lucha contra la extrema 
pobreza, para capacitar a las comunidades locales y 
que la población obtenga los beneficios derivados 
paz” (Consejo de la Unión Europea 2011). 
Sin embargo, esta modalidad ad hoc y la ausencia de un marco legal de 
relaciones que implicara al Gobierno sudanés en el proceso no era bien percibida 
en Jartum, al no constituir una solución estructural al problema: 
“We are waiting for the European Union to 
tell us what kind of situation we will have, what 
kind of legal framework that will be the base for 
the relationship between the two sides. Because 
now what the EU is doing for financing the 
development assistance in Sudan through 
Decisions from the Council of the EU... Will that 
continue? Are there any way that you can revisit a 
new kind of legal framework to replace the 
Cotonou agremeent? Is there any way to make it 
possible for the Sudan or any other ACP state to 
make these reservations vis-à-vis some articles of 
the Cotonou agreement? We are waiting for an 
answer in these areas, but the Commission is not 
really interested to answer at the moment” 
(Entrevista Abdelwahab Higazi, Ministry of 
Foreign Affairs, marzo 2011). 
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Los aspectos más significativos de los Fondos Especiales para Sudán, 
provenientes de las cantidades no comprometidas del noveno FED, eran por un 
lado la cantidad asignada: “It’s the first time it happens for such an important 
amount” (Entrevista funcionario europeo, SEAE, noviembre 2011); por otro lado, 
la naturaleza de su aplicación, que no se realiza a través del Gobierno central, 
provocando la disminución de las relaciones con el Ministerio de Cooperación 
Internacional (MIC) en Jartum, donde se encuentra el Ordenador Nacional del 
Fondo Europeo de Desarrollo: 
“Il est clair qu’actuellement on est dans un creux. 
On est dans un creux avec des  Special Funds  qui ne 
remplacent pas les 300 millions qui étaient attendus dans 
le dixième FED. On a des relations qui sont de plus en 
plus tièdes avec le Ministère de la Coopération 
Internationale qui est notre ordonnateur national. On le 
voit bien dans le fait que le voyage du Ministre à 
Bruxelles a été suspendu après les problèmes de Sirte,  ou 
bien dans la préparation du Troisième Sommet Afrique-
UE, ou bien de ne pas réussir à envoyer le Soudan dans un 
workshop international sur la culture et le développement 
à Cotonou. Bon, on a beaucoup des signes qui montrent 
l'intérêt décroissant dans nos relations avec le Ministère de 
la Coopération Internationale (…) Depuis l'annonce que 
les 300 millions prévus dans le dixième FED ont été 
remplacés par un Fond Spécial pour le Soudan dont le 
management sera centralisé sans passer par le service de 
l'ordonnateur national … Ça a fait un gros problème” 
(Entrevista funcionario europeo, Delegación de la UE en 
Jartum, febrero 2011). 
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Obviamente esta modalidad de implementación de la ayuda no era bien 
vista en el Ministerio de Cooperación Internacional, donde el Ordenador Nacional 
responsable del FED argumentaba la necesidad de implicar al Gobierno central: 
“I think it was very clear that the Special 
Fund will be implemented and will be internally 
managed by the EU, not by us, which is normal, 
because in the absence of Cotonou EDF procedure, 
this is a normal thing. In principle we don’t have a 
role in it; the EU can manage the money and make 
payments to certain NGOs like in the past. But we 
should agree on the projects and the priorities, and 
we should be in the process of knowing what is 
happening. Our line Ministries, our states that are 
benefitting from this should be there. And we 
should be implementing in a modality which will 
really build the capacity of the implementation 
unit, whether in the line ministries or at the state 
level. This is our concern. Without that we do not 
believe that this money will have the impact that 
they are intent to have” (Entrevista Mekki Mergani 
Osman, Ministry of International Cooperation, 
marzo 2011). 
Este segundo aspecto fue un requerimiento específico de dos Estados 
miembros presentes en Sudán, Reino Unido y Países Bajos, los dos Estados 
miembros con una implicación política más importante en Sudán, y los mayores 
donantes bilaterales dentro del conjunto de los EEMM de la UE. La insistencia de 
que la implementación de los SfS se hiciera sin participación del GOS fue 
iniciativa de ellos dos: 
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“When we negotiated with the member states they 
were very adamant in saying that these funds must not be 
channeled through the central government (…) So when 
implementing those funds we will be dealing with 
authorities at the state level and even below, but not at the 
central government level. That was very important to two 
member states, the UK and the Dutch. They were very, 
very strong about this, and they gave us a hard time really. 
I mean, it took us a few weeks to deblock this issue, but 
we came to a very quick compromise where the European 
Commission at the time, also successfully, you know, 
retained a certain flexibility. We can go through the 
central government, but only under sort of very 
fundamental and general circumstances. And we have 
managed to negotiate with the Dutch and the UK that we 
would also, of course, inform the member states if we 
have the intention to go through the government directly. 
We would have to discuss that with the MS; we would 
have to justify why we would need to do that” (Entrevista 
funcionario europeo, SEAE, noviembre 2011). 
En el MIC, la elusión del Gobierno central se veía como un socavamiento 
de la autoridad sudanesa: 
“Now, without Cotonou, the partnership will not be 
there. The resources will be unilaterally managed (…) But 
our concern is that we do not want projects which do not 
have our priorities. And we do not want programmes to be 
implemented without our knowledge. If the EU has the 
right to pay contractors, we should have the right to decide 
what these contractors should do for us (Entrevista Mekki 
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Mergani Osman, Ministry of International 
Cooperation, marzo 2011). 
No obstante, la mayor dificultad de la UE en el escenario sudanés no 
estaba constituida por la dificultad de financiación de los programas de desarrollo, 
sino que se trataba de una dificultad intrínseca ante la falta de una verdadera 
estrategia e implicación política en el país (primera función): 
SP: The bigger issue is: have we allowed 
the funding stream to override the political stream? 
And I would say that in many places what has 
happened is that, as Europe, we better resource the 
funding stream as opposed to resource single 
strong political engagement and strong political 
element. I don’t know for example how big this, if 
you like, political section of the EU delegation is 
here, how strong is it? 
MA: It’s very small.158 
SP: I think that there is something that is 
not quite as a straightforward as saying: because 
they didn’t ratify Cotonou, we are out of here. I 
would suggest that even before that came along, 
there is an institutional issue about countries where 
the resourcing envelope is so large that we 
sometimes over privilege in the institutional 
                                                 
158 MA corresponde a las iniciales de la autora de la tesis. La sección política (Political, 
Press and Information Section) de la Delegación de la UE en Jartum, donde la autora de este 
trabajo realizó un periodo de prácticas de más de seis meses, estaba constituida en aquel momento 
por un Jefe de Sección, un oficial de prensa y una persona en prácticas. En estas condiciones, la 
realización de un trabajo de análisis político era prácticamente imposible; la carga política de la 
UE en Sudán recaía sobre el equipo de la oficina del REUE. 
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structure the results inside the DEVCO side if you like, as 
opposed to the political side. 
(Entrevista Sandra Pepera, DFID, Jartum, febrero 
2011). 
La Embajada de Países Bajos en Sudán reafirmaba también la importancia 
del elemento político, en contraposición con la primacía del desarrollo en la 
Delegación de la UE en Jartum: 
“[En Sudán] todo es político, todo. Y el hecho de 
que nosotros podemos pensar en la cooperación, 
economía, etc., de una manera totalmente política, es 
positivo para los interlocutores que tenemos, ya sea en el 
Sur, en el Norte, en Darfur, etc. La gente reacciona así, 
ellos mismos son totalmente políticos en todo lo que 
hacen, todo es instrumental para eso. Y tener un 
interlocutor que tiene la misma posición es para ellos una 
manera de reconocer que la otra persona es válida como 
interlocutor. Si tienen una persona que solamente piensa 
en cooperación, finalmente no tiene mucho 
interés...curioso” (Entrevista Norbert Braakhuis, Embajada 
Países Bajos, Jartum, febrero 2011). 
La situación compleja que presentaba Sudán a la UE constituía sin duda un 
desafío para la coordinación de diferentes dimensiones, incluyendo el desarrollo, 
la política, la economía y la seguridad, aunque como hemos visto algunas 
dimensiones quedaron en un segundo plano, coincidiendo con el planteamiento de 
nuestra primera función interna de eludir situaciones que pudieran resultar 
incómodas para los Estados miembros. 
 496 
 
 
 
 
5. Conclusión 
En este capítulo hemos abordado las relaciones entre la UE y Sudán 
respecto a la política comunitaria de desarrollo, analizando la incidencia de 
factores políticos y estudiando los mecanismos de aprendizaje y adaptación 
institucional movilizados a lo largo de las distintas etapas por las que han 
atravesado las relaciones. 
Un primer aspecto que tenemos que destacar es el hecho de que las 
relaciones de cooperación se han establecido de forma ‘normal’ o ‘estándar’, bajo 
los instrumentos legales que caracterizan la construcción del marco de relaciones 
de la UE con África, únicamente en el periodo 1975-1990 con los tres primeros 
Convenios de Lomé. Si bien en dicho periodo la implementación de los 
programas se vio obstaculizada por factores políticos y económicos, como la 
reanudación de la guerra, la corrupción y la crisis de la deuda, e influenciada por 
los cambios internacionales y los debates globales sobre la provisión de la ayuda, 
durante las décadas de los setenta y ochenta las bases legales de la relación 
estaban presentes. Posteriormente, a excepción de un breve intervalo entre 2005 y 
2009, no ha existido un marco legal de relaciones, y la UE ha tenido que recurrir a 
diversos mecanismos e innovaciones institucionales para garantizar una cierta 
continuidad en la implementación de programas de desarrollo en Sudán, 
generando un dinamismo interesante a nivel de las propias instituciones europeas. 
En segundo lugar, la suspensión unilateral de la ayuda al desarrollo 
durante los años noventa rompió la dinámica comenzada por los Convenios de 
Lomé, e ilustró el nuevo enfoque adoptado por la Unión en su relación con los 
Estados del Tercer Mundo. El énfasis en los derechos humanos esbozado ya en los 
años ochenta derivó en los noventa en el auge de criterios de condicionalidad 
asociados a cuestiones de gobernanza, democracia y derechos humanos. Sudán 
fue el primer país en el que la UE aplicó su nueva orientación, reaccionando al 
golpe de Estado de 1989 y a las violaciones de los derechos humanos en el 
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contexto de la Segunda Guerra Civil sudanesa. La suspensión de la ayuda ante el 
incumplimiento de los criterios establecidos en Lomé IV y IV bis informa de la 
dirección política de la UE, siendo la aplicación de estas medidas la muestra del 
enfoque político europeo, pero también el ejemplo de las políticas realistas 
aplicadas hacia los países del Sur cuando no se cumplen los criterios establecidos 
por el Norte. Por otro lado, la implicación a través de operaciones humanitarias 
durante esta década muestra la falta de interés de la UE ante los procesos políticos 
sudaneses o la resolución del conflicto. 
En tercer lugar, después de un breve periodo de normalización de las 
relaciones con la asignación de recursos bajo el noveno FED en 2005 como 
incentivo por la firma del Acuerdo General de Paz, las relaciones se deterioraron 
de nuevo a partir de 2009, por las acusaciones de la CPI contra Bashir, y la 
cláusula sobre el Estatuto de Roma presente en la revisión del Acuerdo de Cotonú. 
Encontramos aquí una cierta contradicción en los principios de la cooperación de 
la UE con Sudán. Aunque en el Acuerdo de Cotonú se afirma la igualdad entre los 
socios, este principio se socava en el momento en el que Sudán decide no cumplir 
una prerrogativa que considera exclusiva de su Gobierno (la firma o no del 
Estatuto de Roma). Se reproduce de esta forma en Sudán la tesis que elabora 
Marriage en su estudio de la República Democrática del Congo. Por un lado, en 
Sudán se promueve una cooperación que depende del cumplimiento institucional 
de los principios y cláusulas incorporados en el Acuerdo de Cotonú, esperando 
que el Gobierno de Sudán los acate voluntariamente. Por otro lado, cuando 
aparecen resistencias al cumplimiento y aceptación de esta agenda de gobernanza, 
como en el caso de la no ratificación de la revisión del Acuerdo de Cotonú por 
parte de Sudán, el enfoque colaborativo entre socios iguales desaparece, se genera 
un patrón de coerción y supervisión, o bien se adapta la agenda de desarrollo y 
gobernanza al fracaso derivado del no cumplimiento de los principios liberales, 
acomodando la política del Norte y modificando la agenda de la ayuda (Marriage 
2013). 
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En el caso de la UE en Sudán, la respuesta de coerción sería la no 
asignación de recursos bajo el décimo FED y la suspensión de la cooperación en 
el marco del Acuerdo de Cotonú. Aunque “the lack of compliance is problematic 
ideologically”, ante la asimetría de poder existente en el binomio donante-
receptor, “Northern donors have the power to intervene at a time and in a manner 
that suits them” (Marriage 2013). 
Por otra parte, contradiciendo parcialmente esa respuesta ante el no 
cumplimiento de las premisas del Acuerdo de Cotonú, la reacción de adaptación 
de la UE a la imposibilidad de acceder al décimo FED se centró en prolongar la 
cooperación al desarrollo por otros cauces, realizando algunas innovaciones 
interesantes en términos institucionales con el objetivo de evitar canalizar la 
ayuda a través del Gobierno. Se asignaron de esta manera fondos liberados del 
noveno FED para constituir lo que se denominó “Fondos Especiales para Sudán”, 
implementando los programas de desarrollo por medio de ONG o 
administraciones locales. 
Aunque la UE  ha proporcionado apoyo financiero bajo el noveno FED y 
otros instrumentos, no está claro en la actualidad cuál será la situación a largo 
plazo para el Norte de Sudán después de la independencia del Sur si no pueden  
acceder al décimo FED y a los siguientes fondos. Uno de los desafíos para la 
Unión Europea a raíz de la independencia es por lo tanto la definición del marco 
de las relaciones tanto con el Norte como con el Sur de Sudán, ante el rechazo del 
marco establecido por el Acuerdo de Cotonú. 
En último lugar, la posición de la UE quedó claramente limitada después 
de la no ratificación de la revisión de Cotonú por parte del Gobierno de Sudán. 
Las relaciones eurosudanesas se vieron muy afectadas, limitando el diálogo 
político de alto nivel debido a la orden de arresto contra Bashir, con lo cual la 
posición negociadora o de gestor de crisis de la UE quedó también mermada, 
disminuyendo su capacidad de maniobra o influencia en el país. 
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Cumming considera que los ‘vastos recursos’ europeos utilizados en 
Sudán, tanto en el ámbito del desarrollo y de lo humanitario como en la 
financiación de las misiones de mantenimiento de la paz desplegadas, no han 
tenido un correlato en la influencia política o negociadora del actor UE en Sudán: 
“The above ‘soft power’ resources were enough to 
secure the EU a place at most top tables. But they afforded 
only limited leverage in a target setting such as Sudan, 
where oil revenues were high and where the regime in 
Khartoum had no interest in resolving humanitarian 
crises” (Cumming 2015). 
Los SfS no consiguieron sustituir las cifras del décimo FED, y las 
relaciones políticas se vieron muy entorpecidas a todos los niveles, mostrando la 
necesidad de encontrar formas innovadoras de negociación e intereses comunes 
con el Gobierno del Norte en el caso de que la UE quisiera elevar su perfil como 
actor político en la evolución de los procesos políticos sudaneses.
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CAPÍTULO 8:  
 
SUDÁN EN EL MARCO DE LA POLÍTICA 
EXTERIOR Y DE SEGURIDAD DE LA UE: 
MODALIDADES DE IMPLICACIÓN EN LA 
G E S T I Ó N  D E  C R I S I S 
En este capítulo emprendemos el análisis de la implicación de la Unión 
Europea en Sudán en el periodo histórico contemporáneo, mediante el estudio de 
la concepción, aplicación y ejecución de la política exterior y de seguridad de la 
UE, principalmente a partir de los años noventa y en el nuevo milenio.159 
Analizaremos la acción europea en dos escenarios principales, por un lado, en el 
conflicto de Darfur, cuyo estallido violento en 2002-2003 atrajo la atención de la 
UE como actor humanitario y de seguridad; por otro lado, en el contexto del final 
de la guerra entre el Norte y el Sur, para observar el papel de la UE como 
mediador en el proceso que culminó con la firma del Acuerdo Global de Paz en 
                                                 
159 En este capítulo no tratamos los años transcurridos desde la independencia de la 
República de Sudán en 1956 hasta el final de la Primera Guerra Civil en 1972, ya que no existe 
apenas implicación europea en Sudán, y las estructuras políticas y de seguridad de la Unión no 
habían sido desarrolladas todavía, debido al incipiente estado del proceso de integración europea. 
La década de los años ochenta se manifestó como un momento fundamental principalmente en el 
ámbito de la política de desarrollo, como vimos en el anterior capítulo, y en relación con las 
dinámicas de la Guerra Fría y la confrontación bipolar en el continente. Es por ello que este 
capítulo pone el énfasis en los momentos clave de implicación europea en Sudán, que incluyen la 
implicación en los años noventa en el proceso de mediación para el final de la Segunda Guerra 
Civil, la reanudación del diálogo político en 1999, la reflexión sobre la normalización de las 
relaciones en 2002-2003, con el reinicio de los programas de cooperación formalmente bajo el 
Acuerdo de Cotonú y el noveno FED a partir de 2005, el colapso de las relaciones en 2009 a causa 
de la orden de arresto emitida por la Corte Penal Internacional y el respaldo europeo a la 
acusación, y la participación en otros acontecimientos fundamentales, en relación con la 
celebración de elecciones generales en abril de 2010, la celebración del Referéndum de 
autodeterminación en enero de 2011, y la independencia formal de Sudán del Sur en julio de 2011. 
El capital de simpatía inicial hacia el nuevo país fue disminuyendo a medida que los episodios de 
violencia fueron originándose una vez obtenida la independencia, hasta el estallido de una guerra 
civil Sur-Sur, cuyo desarrollo escapa no obstante al alcance temporal de nuestra investigación. 
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2005 lo cual llevaría posteriormente a la celebración del Referéndum de 
autodeterminación del Sur de Sudán en enero de 2011 y a su independencia en 
julio del mismo año. 
Veremos la difícil tesitura política desde los años noventa y en el periodo 
de transición de seis años entre la firma del CPA en 2005 y la independencia de 
Sudán del Sur en 2011, ante el desafío de la resolución de los ‘outstanding issues’ 
o asuntos pendientes del Acuerdo General de Paz, principalmente la demarcación 
de fronteras entre Norte y Sur, la situación de las denominadas ‘tres áreas’ (los 
Estados de Nilo Azul, Sur Kordofán y Montañas Nuba, y la región de Abyei), la 
acomodación de los habitantes del Sur en el Norte y viceversa, y el reparto de la 
riqueza (los recursos petrolíferos). 
La actuación de la UE en estos dos casos nos permite examinar la política 
exterior y de seguridad hacia Sudán. Además, el periodo escrutado se muestra 
fundamental al coincidir con momentos de cambios importantes160 de enfoque en 
los años noventa, y con el viraje de la política exterior de la UE a partir de 2001-
2002, orientándose ostensiblemente hacia las cuestiones de seguridad en pos de un 
enfoque holístico en cuya base subyace la vinculación entre la seguridad y el 
desarrollo, o bien, la concepción de las crisis y conflictos de una nueva forma que 
permite la inclusión de la prevención de conflictos y gestión de crisis bajo las 
premisas de la política de desarrollo. 
Teniendo en cuenta nuestro marco teórico, relacionaremos la intervención 
de la UE en Sudán con la tesis de la funcionalidad, con el objetivo de determinar, 
en primer lugar, si la política de la UE ha servido para llevar a cabo las estrategias 
nacionales de los Estados miembros por otros medios, en el sentido de delegar 
acciones polémicas en escenarios de crisis que requieren de una implicación 
diferente y más compleja. Veremos si se legitima así la inacción de los Estados 
miembros, alejándose del compromiso con la realidad en el terreno y 
                                                 
160 Vid. supra capítulos anteriores. 
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distanciándose de la política de poder (la anti-política exterior o la elusión del 
poder), lo cual visibilizaremos al analizar la naturaleza de la implicación europea 
y las bases de su eventual estrategia política. 
Por otro lado, analizaremos las dinámicas institucionales y la influencia de 
los distintos actores para observar el dinamismo institucional y los mecanismos de 
adaptación o innovación. Si bien es un lugar común afirmar que el déficit de 
coordinación entre las instituciones y la falta de coherencia provoca una continua 
reformulación de documentos y políticas entre las instituciones (mostrando 
asimismo la brecha entre la UE en Bruselas y las Delegaciones), encontramos 
también un patrón de innovación institucional que remite a nuestra segunda 
función. Como evidenciamos en el anterior capítulo, ante situaciones inéditas 
propuestas por el caso sudanés, la UE ha sido capaz de innovar y salir de su rutina 
burocrática, adaptando sus respuestas a las restricciones del terreno analizado. 
Por último veremos cómo la proyección de la UE en Sudán responde a la 
función ontológica de la UE, en respuesta a la pregunta sobre la finalidad política 
de la misma, su búsqueda de significado, y la construcción de su identidad a 
través de la actuación en la esfera internacional. Esta función se manifiesta en el 
énfasis en la visibilidad de la Unión como actor global y en el desarrollo de un 
enfoque caracterizado por la retórica de la normatividad, asunto fundamental en el 
caso de la emisión de la orden de arresto de la Corte Penal Internacional contra el 
Presidente de Sudán en 2009, cuyas consecuencias en términos políticos para la 
UE fueron muy importantes. 
La implicación europea en Sudán ha ocasionado un aprendizaje y 
adaptación institucional que ha revertido en el interior de la UE en forma de 
cambios o innovaciones institucionales interesantes para el desarrollo incremental 
de la política exterior y de seguridad europea, y su utilización en escenarios de 
crisis. Entre los más significativos se encuentran la formulación del “Código de 
Conducta” que regula o explicita la modalidad de las relaciones con el Gobierno 
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sudanés ante la orden de arresto de la CPI; el apoyo y la delegación de 
responsabilidad a la UA (en aplicación del precepto según el cual los problemas 
africanos requieren soluciones africanas), tanto en el caso de Darfur, con la 
implementación de la operación de paz AMIS, como en el papel mediador de la 
UA a través del denominado “Panel Mbeki”161 ; y la formulación de un “enfoque 
comprehensivo” para Sudán y Sudán del Sur, constituyendo un caso de aplicación 
del enfoque integral que impregna de forma general el ámbito de la política 
exterior europea, en particular en las relaciones con África Subsahariana. 
1. La conducción del proceso de mediación entre el Norte y el Sur 
A finales de los años ochenta, ante el deterioro de la situación en materia 
de seguridad y la desestabilización en el Cuerno de África, comenzaron una serie 
de iniciativas de mediación con el objetivo de terminar con la lucha armada. 
En un primer lugar, algunas personalidades eminentes se implicaron en 
encontrar una solución a los conflictos. De esta forma, el antiguo Presidente de 
EEUU, Jimmy Carter, se involucró en la región en 1989, para mantener 
conversaciones con los responsables del Gobierno etíope y las guerrillas eritreas 
por un lado, y en Sudán por otro lado, intentando llevar a la mesa de 
negociaciones al Gobierno de Jartum y al SPLA. Cuando las Partes se sentaron a 
la mesa de negociaciones en Nairobi en diciembre de 1989, el ambiente de 
confrontación y el rechazo a tratar temas centrales del proceso de paz, como la 
implantación de la Sharia, llevaron al fracaso inmediato de la iniciativa de 
mediación. Carter afirmó que en su opinión “neither side came to Nairobi 
prepared to take the difficult steps necessary for peace (…) Both sides, at the end, 
                                                 
161 African Union High-level Implementation Panel (AUHIP), dirigido por el antiguo 
Presidente de Sudáfrica, Thabo Mbeki 
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seemed ready to emphasize their differences, postpone further action and let the 
war continue” (AP 1989). 
En 1990, el Gobierno de Estados Unidos se implicó, en un nuevo momento 
de mediación en el Cuerno de África a través del Secretario de Estado Adjunto 
para Asuntos Africanos, Herman Cohen, el cual llevó a cabo reuniones con el 
Gobierno de Etiopía y el Frente de Liberación del Pueblo Eritreo (EPLF) a finales 
de 1990 y principios de 1991, llegando a organizar una Conferencia de Paz en 
Londres en mayo del mismo año, que no llegó a su fin por la caída del régimen de 
Mengistu y su huida del país. Cohen mantuvo también conversaciones por 
separado con el Gobierno de Sudán y con representantes del SPLM en 1990 y 
1991, preparando una propuesta de paz, que fue rechazada tanto por Bashir como 
por Garang (Makinda 1992). 
EEUU no consideró oportuno presentar ninguna revisión de la propuesta 
ante el estallido de la Guerra en el Golfo en agosto de 1990, y la decisión del 
Gobierno sudanés de apoyar a Irak en contra de la posición americana en favor de 
Kuwait. De todas formas, no parece que la perspectiva de la mediación de Cohen 
fuera a aportar ningún fruto ante las posiciones de Jartum y del SPLA en pos de 
un desenlace militar de la guerra, y la escasa disposición en aquel momento a 
aceptar una solución pacífica a la misma. 
Otras iniciativas de buenos oficios tuvieron lugar entre 1989 y 1992, entre 
ellas los esfuerzos del Gobierno ugandés en traer a la mesa de negociaciones al 
Gobierno de Sudán y al SPLM en Jinja (Uganda), o las reuniones en Oslo 
patrocinadas por Noruega entre 1993 y 1994. No obstante, este primer momento 
de iniciativas de mediación mediante buenos oficios y mediante la asistencia de 
personalidades eminentes no aportó ningún fruto al proceso de paz, en parte por la 
falta de voluntad política de las Partes, y la preferencia de una solución militar al 
conflicto bajo el Gobierno de Bashir, y en parte por el insuficiente respaldo 
internacional a las iniciativas externas de mediación (Barltrop 2011). 
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1.1. Iniciativas regionales de mediación 
Un segundo momento de negociaciones tuvo lugar en el marco de 
iniciativas regionales y de mediación africanas. A mediados de 1991, la OUA 
decidió en la Cumbre Anual de la misma que el presidente de turno de la OUA, el 
Presidente de Nigeria Ibrahim Babangida, desarrollara modalidades de mediación 
para intentar resolver la guerra civil sudanesa. Babangida contactó a las Partes en 
conflicto, con el propósito de  celebrar una Conferencia de Paz en Sudán bajo los 
auspicios de la OUA y de la mediación nigeriana. 
La aceptación de las Partes comenzó un periodo de negociaciones de paz 
conocidas como Abuya I (1991-1992) y II (1993), que no consiguieron resolver el 
conflicto, fundamentalmente por factores contextuales internos: “the government 
was still largely uninterested in a negotiated settlement to the war and was trying 
to encourage splits in the SPLM/A, so that it could negotiate from a position of 
greater strength” (Barltrop 2011). 
A pesar del fracaso de las Conferencias de Abuya para lograr terminar con 
el conflicto sudanés, el proceso tuvo algunas consecuencias importantes en 
términos de llamar la atención sobre el conflicto, regionalizando el proceso de 
paz, e introduciendo la guerra civil sudanesa en la agenda internacional de 
resolución de conflictos y construcción de la paz: 
“Although Abuja did not resolve the 
conflict or even halt the fighting in Sudan, it 
resulted in several significant achievements. First, 
it brought the conflict to international attention. For 
the first time since the insurrection flared up in 
1983, a third party offered a forum and assistance 
to the warring parties to negotiate a peace 
settlement. Abuja introduced Sudan to the 
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international agenda of conflict resolution (…)” (Wöndu, 
Lesch 2000) 
Después de diferentes iniciativas para terminar con la guerra civil en 
Sudán, a principios de los años noventa comenzaron las conversaciones entre el 
Sudan People’s Liberation Movement y el Gobierno de Sudán bajo la dirección de 
la Autoridad Intergubernamental para el Desarrollo (IGAD):162 
“President Bashir said in September 1993 that he 
requested Sudan’s neighbors to intervene because they 
knew the problem well. They did indeed. That probably 
explains why IGAD felt competent enough to adopt the 
arbitration approach of intervention” (Wöndu, Lesch 
2000). 
En 1993 se adoptó formalmente la iniciativa para la paz de Sudán durante 
la Cuarta Cumbre de la IGADD celebrada en Etiopía en septiembre, 
constituyendo un Comité para la Paz formado por los Jefes de Estado de Etiopía, 
Uganda, Eritrea y Kenia, bajo la dirección del Presidente de Kenia Daniel arap 
Moi, para la supervisión del proceso de mediación, que sería gestionado por un 
Comité Permanente constituido por los Ministros de Asuntos Exteriores de los 
mismos países. A pesar de que una de las motivaciones principales de los líderes 
regionales para actuar como mediadores era “to integrate and contain Khartoum in 
the interest of regional stability”, el proceso de mediación no progresó apenas 
dado el deterioro de las relaciones bilaterales entre Sudán y la mayoría de los 
países implicados en el proceso, que conllevó la suspensión de relaciones 
diplomáticas con Eritrea en diciembre de 1994, con Uganda en abril de 1995 y 
                                                 
162 En inglés “Intergovernmental Authority on Development in Eastern Africa”, la IGAD 
fue creada en 1996 en sustitución de la IGADD: Intergovernmental Authority on Drought and 
Development, fundada en 1986 por seis países del Cuerno de África (Yibuti, Etiopía, Kenia, 
Somalia, Sudán y Uganda, a los que se uniría Eritrea en 1993), con el ánimo de establecer un 
órgano intergubernamental para fomentar el desarrollo, la cooperación entre los miembros y el 
control de la sequía en la región; véase 
http://igad.int/index.php?option=com_content&view=article&id=93&Itemid=124 
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con Etiopía en septiembre de 1995. Ante esta tesitura “Sudan began to insist that 
any meeting with IGADD leaders should discuss only bilateral relations, and put 
the mediation on hold” (El-Affendi 2001). 
El proceso de mediación quedó paralizado hasta que la firma del Acuerdo 
de Paz de Jartum en abril de 1997 entre el Gobierno de Sudán y tres facciones 
rebeldes sirvió como catalizador para retomar las negociaciones en octubre del 
mismo año, aunque inmediatamente se vieron las limitaciones de las iniciativas de 
mediación de la IGAD, poco sistematizadas y carentes de mecanismos de 
influencia: 
“It was evident that the IGAD Committee 
had made little use of the three-year interval to 
upgrade its performance. Over three weeks of talks 
in Nairobi produced the same old impasse. The 
mediators relied mainly on improvisation and were 
singularly unable to structure the talks to avoid 
sliding into the usual deadlock; it was not at all 
clear why the talks had been called at all before 
some progress had been made on resolving these 
contentious issues (…) as the two sides began to go 
over the points one by one, they became bogged 
down in endless wrangling over interpretation and 
were no nearer an agreement on anything” (El-
Affendi 2001). 
Las relaciones entre las Partes durante los siguientes años siguieron el 
mismo patrón divergente, y ante las crecientes dudas sobre la eficacia de las 
iniciativas de mediación de la IGAD para conseguir la paz en Sudán y sobre las 
limitaciones de la cooperación regional en África, se intentó revitalizar el proceso 
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con apoyo internacional a través del Foro de Socios de la IGAD (IPF)163, creado 
en 1997 para trabajar con la Secretaría de la IGAD a nivel regional: 
“the glaring weaknesses of the IGAD process 
became the focus of intense debate, leading  the mediators 
to accept (reluctantly and under pressure from the IPF) 
proposals from non-governmental organizations to create 
more viable mechanisms and procedures” (El-Affendi 
2001). 
El alejamiento de Estados Unidos tras los bombardeos de una fábrica de 
medicamentos en Jartum y los cambios a nivel regional, mejorando las relaciones 
de Sudán con sus vecinos y su integración regional, provocaron nuevas iniciativas 
promovidas por Egipto y Libia, pero el proceso de mediación se mantuvo en el 
seno de la IGAD, aunque sin capacidad ni progreso aparente. Sin embargo, estos 
dos acontecimientos marcaron la evolución del proceso de paz y ejercieron una 
influencia importante en el Gobierno de Sudán. 
Por un lado, los polémicos bombardeos americanos a la planta 
farmacéutica Al Shifa en Jartum el 20 de agosto de 1998, en respuesta al doble 
ataque de Al Qaeda contra las embajadas de EEUU en Kenia y Tanzania el 7 de 
agosto, que llevaron a la inclusión de Osama bin Laden en la lista de los 
terroristas más buscados. Las sospechas de una eventual participación sudanesa en 
los ataques y la consideración de la planta de Al Shifa como lugar de producción 
de armas químicas no se fundaban sobre bases o evidencias firmes ni existían 
pruebas concretas que lo demostraran, generando críticas a la Administración 
                                                 
163 El IPF (IGAD Partners Forum) está formado por Alemania, Austria, Bélgica, Canadá, 
Dinamarca, Estados Unidos, Francia, Grecia, Holanda, Irlanda, Italia, Japón, Noruega, Reino 
Unido, Suecia, Suiza, el Banco Mundial, la Comisión Europea, la Organización Internacional para 
las Migraciones y el Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo. La UE y sus países 
miembros se implicaron así en la iniciativa regional del proceso de paz de Sudán, aunque su papel 
no fuera protagónico. 
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Clinton y a los servicios de inteligencia (Weiner, Risen 1998)(Weiner, Risen 
1998, Bol 1998). 
Marchal afirma que, si bien “cette opération était basée sur des 
informations contestables recueillies auprès d’un seul opposant soudanais et avait 
été décidée avec tout l’amateurisme dont l’administration Clinton était capable 
dans sa gestion du dossier soudanais”, tuvo consecuencias importantes para la 
modificación de la posición del régimen sudanés : “Les responsables soudanais 
prenaient peur et adoptaient progressivement une attitude plus conciliante sur les 
questions de sécurité, d’abord avec les pays voisins (notoirement l’Egypte) puis, à 
partir du début 2000, avec les Etats-Unis” (Marchal 2004). 
Por otro lado, el contexto regional experimentó cambios importantes para 
Sudán, que mejoró las relaciones con algunos de sus vecinos y miembros de la 
IGAD. En este sentido, la guerra entre Etiopía y Eritrea que se inició en mayo de 
1998 constituyó un elemento fundamental para la formación de una nueva alianza 
regional entre Sudán y Etiopía, cuyas relaciones habían sido suspendidas tras el 
intento de asesinato del Presidente de Egipto, Hosni Mubarak, en junio de 1995 en 
la capital etíope. El acercamiento de posiciones se debió a importantes factores 
políticos, teniendo en cuenta que Jartum pretendía cesar el refuerzo de Etiopía a 
los rebeldes del Sur de Sudán en periodos anteriores, y la animosidad entre Jartum 
y Asmara, que había apoyado el frente de oposición al régimen del Norte, la 
Alianza Nacional Democrática (AND), y apoyaba a grupos insurgentes en las 
fronteras porosas del Este de Sudán. De esta forma, Jartum establecía un nuevo 
contexto regional más benigno para sus intereses, debilitando la oposición interna 
al régimen y terminado con la hostilidad al islamismo que había definido la 
década de los años noventa (2004, Marchal 1999). 
Además, en el plano interno, algunos cambios redefinieron parcialmente el 
paisaje político sudanés. En el Sur de Sudán, los enfrentamientos internos entre 
John Garang y Riek Machar debilitaban su oposición al régimen del Norte de 
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Sudán. Por otra parte, cuando a finales de 1999 Turabi pretendió tomar el control 
del partido y del Gobierno en Jartum, Bashir actuó para frenar su influencia, 
llegando a disolver el Parlamento, suspender la Constitución y declarar el Estado 
de emergencia en el país, iniciando los pasos para establecer un nuevo gobierno 
del que no formaran parte Turabi y sus acólitos. Las diferencias entre Omar Al 
Bashir y Hassan Al Turabi llevaron a la escisión del Gobierno y a su 
fragmentación en dos corrientes enfrentadas y opuestas, el Partido del Congreso 
Nacional bajo el liderazgo de Bashir y Ali Osman Taha, y el nuevo partido creado 
por Turabi, el Partido del Congreso Popular. La nueva estructura gubernamental 
mostró su alejamiento de las tesis más radicales de Turabi y su proyecto islamista, 
manifestando una tendencia más pragmática que se vio reflejada en el 
acercamiento a los países occidentales, con la aspiración de acceder a inversores 
extranjeros (tras el descubrimiento de grandes cantidades de petróleo en el Sur del 
país) y de salir del aislamiento internacional del periodo precedente, para lo cual 
no dudó en colaborar con los servicios de inteligencia de EEUU en la Guerra 
contra el Terror, llegando a arrestar algunos terroristas (2004, Marchal 2002, Shay 
2005). 
Así pues, en 2001, la presión internacional, el cambio de administración 
americana y los ataques del 11 de septiembre consiguieron reactivar el proceso, en 
gran medida por el mayor compromiso de la Administración Bush en apoyar a la 
IGAD para la negociación de un acuerdo entre las Partes, así como por su interés 
en Jartum como eventual socio en la declarada Guerra contra el Terror. El cambio 
de administración supuso un cambio de política radical en relación con Sudán, 
pasando de la confrontación a la acomodación: “Clinton’s departure signaled a 
shift from the core confrontation premises of the Frontline strategy to a policy of 
accommodation and evenhandedness toward Khartoum” (Iyob, Khadiagala 2006). 
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1.2. La internacionalización del proceso de paz 
La implicación americana obedece a razones evidentes de política exterior, 
como la ambición de implicar a Jartum en la Guerra contra el Terror y de 
normalizar las relaciones para manejar el contexto regional, pero también remite a 
elementos fundamentales de política interior. Entre ellos destacan los vínculos 
privilegiados del Presidente Bush con los medios religiosos conservadores 
americanos, que reducían Sudán a un caso de opresión musulmana contra pueblos 
cristianos164; y la presión del ‘black caucus’ del Congreso, que percibía puntos 
comunes con su historia de esclavitud y la segregación racial, y en relación con la 
necesidad de Bush de movilizar en su favor el voto afroamericano. (2004, 
Marchal 2002, Aba 2002, De Waal 2002, Lacoste 2005, Poupin 2005). 
Aunque la intervención de EEUU se insertó en el marco del proceso de 
paz y los esfuerzos de mediación de la IGAD, la posición americana y europea se 
mostraba predominante entre bastidores: “L’implication américaine ne changeait 
pourtant pas le cadre de la médiation: était conservée la fiction d’une facilitation 
dans le cadre de l’organisation sous-régionale de la Corne de l’Afrique, même si 
les Etats-Unis, et leurs partenaires européens à un moindre degré, étaient 
omniprésents et très influents dans les couloirs” (Marchal 2004). 
                                                 
164 Esta posición Norte-Sur, musulmanes vs cristianos es frecuente en los análisis sobre Sudán, 
tanto políticos como académicos, y refleja una visión simplista y reduccionista de los conflictos 
sudaneses. De Waal afirma que “there is a neglected east-west axis along which Sudanese national 
identity also needs to be analyzed – an axis which gives different meanings to the words “African” 
and “Arab” (De Waal 2007). La representación del conflicto en un eje exclusive Norte-Sur, 
asociado a su vez a una identidad religiosa Islam-Cristianismo, ha servido de guía a los 
mediadores, como arguye Marchal, que identifica tres dificultades derivadas de esta aproximación 
esencialista. Por un lado, el estatus de la población del Sur de Sudán que vive en el Norte; por otro 
lado, esta concepción ha fijado de forma rígida la visión de los dos grupos de población y de su 
organización política, sin analizar la realidad social y sus matices; por último, al construir una 
representación de “identidades religiosas universalistas”, se dificulta la posibilidad de una 
coexistencia pacífica en el marco de una ciudadanía común y una identidad sudanesa compartida 
(Marchal 2004). 
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El nombramiento el 6 de septiembre de 2001165 del antiguo Senador 
republicano de Missouri, John Danforth, como enviado especial de EEUU para 
Sudán inició un proceso diplomático con importantes resultados. Danforth 
“decided to test the parties’ commitment by submitting to them a series of 
concrete proposals that would challenge them politically while at the same time 
reduce the suffering of the Sudanese”, elaborando cuatro propuestas concretas. En 
primer lugar, la negociación de un alto el fuego en la región de las Montañas 
Nuba y el establecimiento de un programa de emergencia y rehabilitación para la 
región, lo cual aceptaron el Gobierno de Sudán y el SPLM.  En segundo lugar, el 
establecimiento de “días de tranquilidad”, con el objetivo de favorecer las 
operaciones humanitarias en periodos específicos en que las Partes cesarían las 
actividades militares para permitir el trabajo de las agencias de ayuda. Aunque las 
Partes lo aprobaron, la inseguridad y las interferencias en el trabajo de las 
organizaciones humanitarias prosiguieron. En tercer lugar, el cese de la violencia 
contra la población civil. Aunque se firmó el acuerdo, la violencia y los 
bombardeos aéreos continuaron. Por último, Danforth y su equipo propusieron el 
establecimiento de una comisión de investigación contra la esclavitud, medida 
íntimamente relacionada con la sensibilidad americana en este asunto, como se 
afirma en el informe: “there is probably no issue other than civilian bombings that 
concerns Americans more than the continued existence of slavery in Sudan”, que 
el Gobierno de Sudán puso en marcha, apoyado por una misión de evaluación de 
EEUU, en la que participaron también expertos británicos, noruegos, italianos y 
franceses (Danforth 2002). 
                                                 
165 El interés de Estados Unidos hacia Sudán precede a los acontecimientos del 11 de septiembre. 
Los bombardeos de la planta farmacéutica Al Shifa en 2000 muestran la creciente preocupación 
por Sudán, que había albergado a Osama Bin Laden entre 1991 y 1996, y cuyos vínculos 
empresariales y comerciales se da por descontado que han persistido en Sudán después de su 
expulsión del país (Gibert 2006). El nombramiento de Danforth días antes del 11 de septiembre 
muestra el interés de EEUU por la evolución del proceso de paz en Sudán, en función de 
motivaciones de índole interna, exacerbadas posteriormente por los atentados del 11 S, que 
trajeron a la palestra intereses geopolíticos y de lucha contra el terrorismo (Young 2007). 
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La intervención americana promovió asimismo la reanudación de las 
conversaciones de paz auspiciadas por la IGAD166, bajo la dirección del General 
Lazaro Sumbeiywo, nombrado por el Presidente Moi en octubre de 2001, que 
trajeron a la mesa de negociaciones en Kenia a las dos Partes en mayo y junio de 
2002, con la asistencia de observadores de Estados Unidos, Reino Unido, Noruega 
e Italia, hasta la firma del Protocolo de Machakos el 20 de julio de 2002. 
El Protocolo de Machakos supuso un avance fundamental, aunque parcial, 
en el proceso de paz que sentó las bases para las negociaciones subsiguientes. El 
Protocolo establecía una serie de principios entre los que cabe destacar el derecho 
del Sur de Sudán a la autodeterminación, mediante la celebración de un 
referéndum para determinar la decisión del pueblo del Sur de Sudán tras un 
periodo transitorio de seis años, el establecimiento de una Comisión de 
Evaluación y Valoración (Assessment and Evaluation Commission, AEC) para 
supervisar la implementación del Acuerdo de Paz, y el hecho de que la Sharia 
tendría efecto únicamente en el Norte, y no se aplicaría a los Estados del Sur 
(IGAD 2002). 
No obstante, aunque en Machakos se explicitó la necesidad de abordar las 
causas profundas del conflicto y terminar con la desigualdad en términos de poder 
y riqueza entre las distintas regiones de Sudán, las únicas Partes implicadas en el 
proceso de paz eran el Gobierno de Sudán y el SPLM, obviando otros grupos de 
rebeldes y opositores al régimen, limitando así la negociación a la dimensión 
Norte-Sur, considerada prioritaria en detrimento de un acuerdo más inclusivo, 
                                                 
166 Danforth afirmaba en su informe la voluntad de promover las iniciativas ya en marcha 
y no comenzar un proceso alternativo liderado por EEUU: “the United States does not intend to 
launch a new “American” peace initiative. There are already too many peace initiatives for Sudan 
and our objective should be to consolidate these initiatives, not add to them. Also, rather than 
denigrating the work of the Kenyans, the Egyptians and others, we should encourage them to 
cooperate with each other and build upon their past efforts” (Danforth 2002). 
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aspecto que muestra una postura y una interpretación limitadora del complejo 
escenario político sudanés por parte de los mediadores del proceso.167 
Sin embargo, es esta concepción centrada en la divergencia Norte-Sur la 
que será predominante en la negociación y sucesivos pasos del proceso de paz 
para Sudán, que culminará en 2005 con la firma del Comprehensive Peace 
Agreement entre el Gobierno de Sudán (el Norte) y el SPLM (el Sur): “its basic 
formula is one country (for the interim) with two distinct systems of governance 
for north and south respectively” (De Waal 2007). 
En esta línea, Marchal considera que la firma del Protocolo de Machakos 
supuso un éxito más bien americano que sudanés, subrayando las dificultades para 
llegar a un acuerdo entre las dos Partes, lo cual se realizó en el último momento y 
bajo una presión intensa de la delegación diplomática americana, que propuso “à 
une heure avancée de la nuit un texte de compromis dont ils ne niaient pas les 
énormes ambiguïtés mais qui établissait un ordre du jour pour de futures 
discussions et définissait d’emblée un cadre général de règlement du conflit. 
Chacune des deux délégations dut réagir rapidement et les pressions étaient alors 
telles que le texte fut accepté de part et d’autre malgré de fortes réticences” 
(Marchal 2004). 
                                                 
167 En 1994, poco después del comienzo del proceso mediador regional en 1993, la IGAD 
había emitido una “Declaración de Principios” (DOP) que identificaba los elementos y diferencias 
fundamentales que había que abordar para conseguir llegar a un acuerdo de paz comprehensivo en 
Sudán, entre ellos el reparto de la riqueza y del poder entre los distintos pueblos de Sudán, el 
derecho de autodeterminación para el Sur de Sudán, el establecimiento de un Estado democrático y 
laico, la aceptación y acomodación de la diversidad racial, étnica, religiosa y cultural, y la 
completa igualdad política y social de todos los sudaneses (IGAD 1994). Si bien la declaración 
hacía énfasis en los aspectos centrales para resolver el conflicto, no sirvió como base de las 
negociaciones, ante la negativa del Gobierno de Sudán de adoptarla hasta 1997, cuando la aceptó 
únicamente como ‘base de discusión’. No obstante, las negociaciones de paz siguieron su curso 
teniendo en cuenta principalmente las delegaciones del NCP y del SPLM, obviando otros 
participantes como grupos de la sociedad civil y de la oposición política, y diluyendo el carácter 
inclusivo fundamentado sobre la negociación de los asuntos esenciales mencionados en la DOP, 
necesarios para el establecimiento de una paz estructural (De Waal 2002). En este sentido, Young 
considera que “Machakos was intended to be a simplification, but in practice it ignored key 
principles of the DoP (…) Machakos moved from a broader vision of Sudan’s ails to meeting the 
immediate needs of the ruling NCP” (Young 2007). 
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El Protocolo de Machakos fue el primero de una serie de acuerdos 
firmados entre las Partes con la mediación de la IGAD, apoyada por EEUU (quien 
lideró el proceso) y por el IPF, tanto política como económicamente, implicando 
de manera particular al cuarteto de observadores (y participantes activos) formado 
por EEUU, Reino Unido, Noruega e Italia, internacionalizando en consecuencia el 
proceso de mediación iniciado con carácter regional (Barltrop 2011). Después del 
“éxito” que supuso la firma de Machakos en 2002, numerosos países y 
organizaciones mostraron su interés de venir a la mesa de negociaciones como 
observadores, entre ellos la Comisión Europea, el principal donante, aunque la 
proposición fue rechazada, “probably because two of the Quartet members were 
in any case members of the EC”, y por el interés de EEUU y Sumbeiywo de 
limitar la participación en el proceso “to both reduce the complications involved 
and to better exert control over the process” (Young 2007). 
Poco después de la firma del Protocolo de Machakos, el proceso de paz 
experimentó un periodo de estancamiento, resurgiendo la violencia y las 
operaciones militares, con el fin de hacer avanzar las posiciones políticas por otro 
medios.168  
Después de algunos intentos de negociación frustrados en Nakuru, donde 
el equipo de mediadores y observadores externos intentó acercar posiciones entre 
las Partes, sin resultados positivos, el Vicepresidente Ali Osman Mohamed Taha 
decidió sustituir a Ghazi Salahaddin al-Atabani en las conversaciones con John 
Garang. Algunos autores consideran que la excesiva intervención de los 
                                                 
168 Los episodios de violencia se exacerbaron en parte por los mayores medios militares 
del Gobierno de Sudán, gracias a los beneficios obtenidos del petróleo, que ascendieron “from 
zero in 1998 to almost 42 percent of total government revenue in 2001”. Los gastos militares 
aumentaron exponencialmente, en relación directa con los recursos provenientes del petróleo, 
como afirma un informe de HRW: “The military spending of 90.2 billion dinars (U.S. $ 349 
million) for 2001 was to soak up more than 60 percent of the 2001 oil revenue of 149.7 billion 
dinars (U.S. $ 580.2 million). Cash military expenditures, which did not include domestic security 
expenditures, officially rose 45 percent from 1999 to 2001. This was reflected in the increasing 
government use of helicopter gunships and aerial bombardment in the war” (Human Rights Watch 
2003). 
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diplomáticos y expertos americanos en el proceso puede haber socavado la base y 
la solución propiamente sudanesa del proceso de paz: 
“Simultaneous with the domination of the peace 
process by Garang and Ali Osman was the growing role of 
the foreign, and largely American, experts and think tanks 
who prepared a range of papers and proposals.  Probably 
most significant was the notion of ‘two systems, one 
state’.  These documents and the deferral to Garang and 
Ali Osman served to undermine the efforts of the two 
negotiating teams to reach common understandings and 
agreements (…) Indeed, the relevance of the meetings of 
the negotiating teams declined in tandem with rise of the 
foreign experts and the focus on Garang and Ali Osman.  
The role of Special Envoy Sumbeiywo and the mediation 
team also declined, indeed, they largely lost control of the 
process and were reduced to a formal presence” (Young 
2007). 
Por fin, el 25 de septiembre de 2003, se desbloqueó el proceso con la firma 
en Naivasha de un acuerdo sobre las disposiciones de seguridad durante el periodo 
transitorio de seis años. Las Partes acordaron que durante el periodo provisional 
las Fuerzas Armadas Sudanesas (SAF) y el SPLA se mantendrían separadas, 
fusionándose únicamente si el resultado del referéndum de autodeterminación del 
Sur confirmaba la voluntad de mantenerse unidos. Además de acordar la 
reducción del número de efectivos militares, las Partes acordaron un alto el fuego 
supervisado internacionalmente que entraría en vigor una vez que se firmara el 
Acuerdo General de Paz. Además, las SAF desplegadas en el Sur debían 
redistribuirse hacia el Norte, sin superar la frontera entre el Norte y el Sur 
demarcada en el momento de la independencia de Sudán en 1956, de la misma 
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manera que el SPLA debía trasladar sus fuerzas al Sur del mismo punto de 
referencia. Se planteaba la formación de unidades integradas o conjuntas (JIU) 
con una doctrina militar común, formadas por el mismo número de efectivos de 
las SAF y del SPLA. Las JIU constituirían un núcleo importante para la formación 
de fuerzas armadas a nivel nacional si la opción del referéndum fuera la unidad 
del país; en caso opuesto se disolverían y se reintegrarían a sus respectivas fuerzas 
de origen. El estatus de los otros grupos armados presentes en el país se ligaba a 
las SAF o al SPLA, debiendo integrarse en su estructura, o bien disolverse 
volviendo a la vida civil (GOS, SPLM 2003). 
El avance que supuso la firma del acuerdo sobre las cuestiones de 
seguridad prosiguió meses después con la firma el 7 de enero de 2004 de un tercer 
acuerdo sobre la distribución de la riqueza en el que se enumeraban una serie de 
principios como guía para un reparto equitativo de la riqueza entre el Norte y el 
Sur, que trajera consigo la reconstrucción de las zonas del Sur más afectadas, y en 
estrecha relación con un patrón más amplio de relaciones de igualdad: 
“revenue sharing should reflect a 
commitment to devolution of power and 
decentralisation of decision-making in regard to 
development, service delivery and governance” 
(GOS, SPLM 2004aapart. 1.8).  
El énfasis del Acuerdo se situaba en los recursos procedentes del petróleo 
presente en el Sur de Sudán, pero el aspecto más significativo quizás del Acuerdo 
lo constituye la omisión o no tratamiento de algunos aspectos fundamentales para 
las relaciones futuras entre las Partes: 
“Si le partage des richesses était conçu sur 
une base pratiquement paritaire, il ne concernait 
que les richesses du Sud, rien en particulier n’était 
dit sur la redistribution de la rente pétrolière en cas 
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de nouvelles découvertes ailleurs dans le pays (…) Le 
texte ne revenait pas sur les contrats déjà signés mais 
établissait une commission mixte pour négocier les 
nouveaux (…) Enfin, la question de la gestion des eaux du 
Nil n’était pas mentionnée. Cette absence était d’autant 
plus surprenante que la construction du canal de Jonglei 
avait été l’une des principales causes de mécontentement 
poussant à la reprise des affrontements en 1983” (Marchal 
2004). 
Posteriormente, el 26 de mayo en Naivasha se cerró el núcleo central del 
proceso de paz, con la firma de tres protocolos. El primero, sobre la distribución 
del poder, reconocía “the need for the involvement and participation of the people 
of South Sudan at all levels of government and National institutions as an 
expression of the national unity of the country”. Entre otros asuntos, se adoptaba 
una Constitución Nacional Transitoria, se prohibía formalmente la esclavitud y el 
comercio de esclavos, se afirmaban una serie de derechos civiles y sociales 
básicos para toda la población y se definía el reparto de los escaños en la 
Asamblea Nacional y en el Ejecutivo Nacional antes de que se celebraran las 
elecciones parlamentarias (52% para el NCP, 28% para el SPLM, 14% otras 
fuerzas políticas del Norte y el 6% para otros grupos políticos del Sur). Antes de 
tales elecciones, el Presidente en ejercicio seguiría en su cargo y como 
Comandante en Jefe de las Fuerzas Armadas, y el Presidente del SPLM sería 
investido Primer Vicepresidente, siendo al mismo tiempo el Presidente del 
Gobierno del Sur de Sudán169 y Comandante en Jefe del SPLA, ambos en el seno 
de un Gobierno de Unidad Nacional (GNU) (GOS, SPLM 2004b). 
                                                 
169 La primera Asamblea y el Ejecutivo del Sur de Sudán antes de las elecciones estaban 
constituidos por una representación del 70% del SPLM, un 15% del NCP y un 15% para otras 
fuerzas políticas del Sur.  
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El segundo y tercer protocolos firmados en Naivasha en el mes de mayo 
correspondían a la resolución de conflictos en las áreas disputadas por las dos 
Partes, uno relativo a la situación de los Estados de Sur Kordofán (Montañas 
Nuba) y del Nilo Azul; y otro relativo a la región de Abyei.170 En el caso de Sur 
Kordofán y el Nilo Azul, los poderes ejecutivo y legislativo se distribuirían, antes 
de las elecciones, otorgando un 55% al NCP y un 45% al SPLM. Además, en 
ambos Estados, las Partes se comprometieron a la realización de una “consulta 
popular”171 para llegar a una solución pacífica del conflicto: 
“Popular consultation is a democratic right 
and mechanism to ascertain the views of the people 
of Southern Kordofan/Nuba Mountains and Blue 
Nile States on the comprehensive agreement 
reached by the Government of Sudan and the 
Sudan People’s Liberation Movement” (GOS, 
SPLM 2004c). 
Por otra parte, se otorgaba un estatus administrativo especial a la región de 
Abyei, bajo la institución de la Presidencia. Al final del periodo transitorio se 
redefiniría el estatus de Abyei, zona rica en petróleo, mediante la celebración de 
un referéndum de forma simultánea al referéndum de autodeterminación del Sur 
de Sudán, donde los residentes (en su mayoría Dinka Ngok y Misseriyya) 
decidirían si mantenían su estatus administrativo especial en el Norte, como parte 
de Sur Kordofán, o si se consideraban parte del Sur, en el seno del Estado de Bahr 
el Ghazal (GOS, SPLM 2004d).172 
                                                 
170 Estos tres enclaves cruciales en disputa suelen denominarse “las tres áreas”. 
171 El concepto de “consulta popular” no se define claramente en el Protocolo, parece 
equivaler a un referéndum aunque en un nivel menor de importancia. 
172 El Referéndum fue retrasado por la imposibilidad de las Partes de ponerse de acuerdo, 
y se celebró finalmente en 2013, aunque de forma no oficial y no reconocida, generando un 
resultado abrumador en pos de la pertenencia al Sur.  
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Finalmente, el 5 de junio de 2004 se firmó una Declaración final (Nairobi 
Declaration on the Final Phase of Peace in the Sudan) y se culminó el proceso de 
paz con la firma el 9 de enero de 2005 del Acuerdo General de Paz 
(Comprehensive Peace Agreement) en una ceremonia formal en Nairobi que 
acordaba la paz entre las Partes por primera vez en veinte años, poniendo fin a la 
Segunda Guerra Civil sudanesa. El CPA está constituido por el compendio de los 
diferentes protocolos y acuerdos a los que llegaron el Norte y el Sur de Sudán 
entre 2002 y 2004, fundamentalmente el cese de hostilidades y alto el fuego, el 
reparto equitativo del poder central, el compromiso de celebración de un 
referéndum en 2011, tras un periodo transitorio de seis años, sobre la 
autodeterminación para el Sur; la no aplicación de la Ley Islámica en estas 
provincias, el reparto equitativo de los beneficios del petróleo y el estatus de las 
zonas en disputa. 
La muerte en accidente aéreo del líder del SPLM y Vicepresidente John 
Garang en julio de 2005 volvió a reavivar los enfrentamientos en el Sur del país, 
pero el proceso de paz resistió y en octubre de 2005 se ratificó la nueva 
constitución, se estableció el nuevo Gobierno (con el 52% de los puestos del 
ejecutivo para el National Congress Party (NCP), el partido en el poder,  y el 28% 
para el SPLM) y se confirió un alto grado de autonomía para el Sur. 
A pesar de la euforia inicial, la aplicación del CPA avanzó lentamente 
desde su firma. No lograron resolverse los asuntos pendientes en el seno de la 
AEC durante el periodo transitorio de seis años, mostrando las deficiencias del 
proceso de paz y de una mediación que no había resuelto los problemas 
estructurales del conflicto. Además, el estallido de la violencia en el Sur dejó ver 
una realidad interna a la que los observadores internacionales no habían dado la 
suficiente importancia, manifestando patrones de desigualdad y divergencia Sur-
Sur. Asimismo, la continuidad de la guerra en Darfur hizo patente la continuidad  
del dominio de las élites del Norte respecto al resto de las regiones y pueblos de 
Sudán, en un patrón de marginalización y opresión que estalla periódicamente en 
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conflictos armados en las zonas periféricas de Sudán, como explica De Waal en su 
tesis del “Estado turbulento”.173 
1.2.1. Cuestiones de fondo pendientes después del periodo transitorio 
Durante el periodo transitorio de seis años (2005-2011) establecido por el 
Acuerdo General de Paz, y después del mismo, tanto el Gobierno de Sudán como 
el SPLM se encontraron en una situación de desconfianza, de estancamiento en 
las negociaciones y de vuelta a la violencia. A pesar de la celebración de las 
primeras elecciones generales en el país durante el mes de abril de 2010, las 
primeras en veinticuatro años, y la celebración del Referéndum de 
Autodeterminación del Sur de Sudán en enero de 2011, al que siguió la 
independencia de Sudán del Sur en julio del mismo año, la persistencia de algunas 
de las cuestiones nacionales cruciales en las relaciones entre el Norte y el Sur de 
Sudán siguieron  planteando una serie de desafíos políticos y riesgos de 
desestabilización, que se vieron plasmados en distintos episodios de tensión y 
violencia entre los dos Sudanes, antes y después de la independencia del Sur.174 
Si bien diversos artículos e informes describieron antes de la 
independencia del Sur algunos de los posibles escenarios para el futuro de las 
relaciones entre Sudán y Sudán del Sur, teniendo en cuenta las variables de 
guerra, paz, unidad y secesión del país, la incertidumbre de que el Norte y el Sur 
reemprendieran la guerra después de la independencia se vio rápidamente 
confirmada ante el deterioro de la situación en las zonas fronterizas y la escalada 
de la violencia, al igual que la probabilidad de los conflictos Norte-Norte o Sur-
                                                 
173 La guerra en las provincias de Sudán y la desestabilización sería el modus operandi habitual de 
las élites de Jartum, garantizando un cierto equilibrio en la zona central a costa de tales revueltas y 
conflictos periféricos (De Waal 2007). 
174 Nótese que la delimitación temporal de esta tesis alcanza hasta 2011, momento de la 
independencia de Sudán del Sur. Este epígrafe aborda someramente los desafíos y retos tras el 
Referéndum de autodeterminación y la independencia del Sur, evidenciando la persistencia de las 
cuestiones nacionales clave durante y después del periodo transitorio y dando una idea de la 
situación, pero sin pretender profundizar en los acontecimientos posteriores a 2011, al exceder el 
ámbito temporal del estudio. 
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Sur se vio reflejada en la continuidad del conflicto de Darfur y en la guerra interna 
en el Sur: 
“it is very likely that violence and armed conflict 
will continue in Sudan, and that the present situation will 
deteriorate. The conflict may be between the North and the 
South, and may be fought through the use of divide and 
rule strategies which also stimulate North-North or South-
South conflicts. If the North and South separate 
peacefully, they are likely to each have their own internal 
conflicts. In fact, even in the most peaceful ‘CPA Hurray!’ 
scenario, small-scale conflicts are still likely” (van der 
Lijn 2009). 
Además, otros asuntos fundamentales, como la posibilidad de una 
fragmentación territorial generalizada ante otras reclamaciones de 
autodeterminación, o una imposibilidad de gobernar el país “especially in the 
event that the rulers in Khartoum and Juba find themselves unable to meet the 
financial demands of their respective patronage networks”, acentuaban la 
complejidad de las crisis internas como la de Darfur, ampliando el espectro de los 
escenarios futuros de Sudán (De Waal 2010). 
La independencia de Sudán del Sur supuso el comienzo de un nuevo 
camino lleno de desafíos y decisiones difíciles. Cuestiones esenciales relacionadas 
con las disposiciones del Acuerdo Global de Paz no se resolvieron durante los seis 
años del periodo de la Constitución transitoria. Estos asuntos incluyen algunos 
temas clave como la participación en los ingresos derivados del petróleo, la 
definición de las relaciones Norte-Sur, la demarcación de fronteras, el estatus de 
los Estados de Nilo Azul y Sur Kordofán, y de la región de Abyei; la deuda 
externa, las medidas de seguridad, los problemas de la ciudadanía con el fin de ser 
claros sobre la manera de  acomodar a la población del Sur en el Norte y 
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viceversa. Estos temas  clave aún debían ser negociados entre los dos Gobiernos 
tras la independencia para garantizar futuras relaciones pacíficas. 
Por otra parte, después de la celebración de la independencia, Sudán del 
Sur se enfrentó a desafíos estructurales, a la escalada de violencia en las zonas 
fronterizas con el Norte, y a la emergencia de un conflicto interno Sur-Sur de 
importante magnitud. 
En el caso de Sudán del Sur, la UE y el  grupo de Estados ACP decidieron 
utilizar un “procedimiento flexible” para permitir al recientemente independizado 
país la adhesión al Acuerdo de Cotonú. Una de las consecuencias más importantes 
es que Sudán del Sur reuniría entonces los requisitos para la cooperación al 
desarrollo en el marco del décimo FED. También proporcionaría un marco legal 
para las relaciones y el diálogo político entre la UE y Sudán del Sur, así como 
para eventuales relaciones comerciales. En el momento de plantear el 
procedimiento flexible, ya se reflexionaba sobre la posibilidad de que la adhesión 
de Sudán del Sur al Acuerdo de Cotonú podría no obstante complicar aún más las 
relaciones con Sudán debido a la cláusula sobre el Estatuto de Roma y sus 
implicaciones. De hecho, como se vería posteriormente, el nuevo país decidió no 
firmar el Acuerdo, alegando los problemas derivados de la cláusula sobre la CPI 
en la implementación del Acuerdo General de Paz con Sudán. Ante la ausencia de 
un marco legal de relaciones con Sudán y con Sudán del Sur, la posición de la UE 
en ambos países reviste una dificultad particular, al no poder implementar los 
programas de cooperación al desarrollo que guían su acción exterior hacia el 
grupo de países ACP. En cuanto a la implicación en los procesos políticos 
fundamentales, la implicación de la UE en la región no ha manifestado por el 
momento un perfil elevado. 
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2. Sanciones y medidas restrictivas 
En el marco de la Política Exterior y de Seguridad Común, la UE aplica 
sanciones o medidas restrictivas con el fin de alcanzar los objetivos específicos 
establecidos en el Tratado de la Unión Europea,  en particular, la consolidación de 
la democracia, el Estado de Derecho, los derechos humanos y los principios del 
Derecho internacional en el ámbito de las relaciones internacionales, como se 
explicita en las disposiciones generales relativas a la acción exterior de la Unión: 
“La acción de la Unión en la escena internacional 
se basará en los principios que han inspirado su creación, 
desarrollo y ampliación y que pretende fomentar en el 
resto del mundo: la democracia, el Estado de Derecho, la 
universalidad e indivisibilidad de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales, el respeto de la dignidad 
humana, los principios de igualdad y solidaridad y el 
respeto de los principios de la Carta de las Naciones 
Unidas y del Derecho internacional” (UE 2007Art. 10 A, 
apart. 1). 
Las dos medidas principales adoptadas por la UE en Sudán fueron la 
suspensión en 1990 de la ayuda bajo el Convenio de Lomé IV y la imposición de 
un embargo de armas en 1994, que se vio complementado en 2005 por medidas de 
restricción de admisión (denegación de visado a las personas implicadas en la 
violencia en Darfur). 
La UE no impuso otro tipo de sanciones económicas comerciales aunque 
se vio afectada por el programa de sanciones de Estados Unidos iniciado en 1997, 
que impuso un embargo total sobre el comercio con Sudán y bloqueó los activos 
del Gobierno de Sudán.175 El embargo comercial en todo el territorio sudanés fue 
                                                 
175 En virtud del decreto o Executive Order 13067 de 3 de noviembre de 1997 “finding that the 
policies and actions of the Government of Sudan, including continued support for international 
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modificado en octubre de 2006176, cuando el Gobierno de EEUU decidió eximir al 
entonces Gobierno regional de la región del Sur de Sudán de las sanciones, así 
como a algunas áreas específicas de Sudán (los Estados de Sur Kordofán y Nilo 
Azul, Abyei, Darfur y algunas zonas marginadas alrededor de Jartum). Tras la 
independencia de Sudán del Sur, todas las actividades relacionadas con el petróleo 
y las industrias petroquímicas en el Sur, prohibidas en 1997, quedaron autorizadas 
(Office of Foreign Assets Control 2013). 
Si bien la UE en sí misma no impuso sanciones comerciales a Sudán, 
únicamente en lo que respecta al embargo de armas, se vio afectada por las 
sanciones americanas, las cuales dificultaron las relaciones económicas, al 
imposibilitar la mayoría de las transacciones bancarias: “Any transfer of US 
dollars by the non-U.S. firm in connection with the restricted business is at risk of 
being blocked (frozen) when such funds pass through the US or any US financial 
institution” (Freshfields Bruckhaus Deringer 2009).177 
El Gobierno de Sudán comprendía la posición europea en términos 
pragmáticos: 
 “The Europeans are somehow more 
pragmatic than the Americans. They don’t want to 
provide development assistance, but they don’t 
want to deprive the private sector to involve with 
you, because it is a mutual benefit for both sides. 
So there are many European companies now 
working on the Sudan, from almost all of the EU 
                                                                                                                                     
terrorism, ongoing efforts to destabilize neighboring governments, and the prevalence of human 
rights violations, including slavery and the denial of religious freedom, constitute an unusual and 
extraordinary threat to the national security and foreign policy of the United States” (Office of 
Foreign Assets Control 2013). 
176 Por el Decreto 13412. 
177 Las compañías europeas se ven sometidas a otras restricciones comerciales por las sanciones de 
EEUU en Sudán en el caso de que tengan alguna actividad subsidiaria u otras operaciones 
relacionadas con EEUU. Véase este aspecto en detalle en (Freshfields Bruckhaus Deringer 2009). 
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Member States” (Entrevista Abdelwahab Higazi, Ministry 
of Foreign Affairs, marzo 2011). 
La decisión europea de no imponer sanciones comerciales a Sudán 
responde a una serie de motivaciones principales. Por un lado, la UE era 
consciente de la dificultad de la ineficiencia de las políticas sancionadoras en un 
país con amplios beneficios derivados del petróleo. Las sanciones de los años 
noventa, y la salida de la compañía americana Chevron del país en 1992 habían 
provocado un efecto indeseado para Occidente, que vio cómo las actividades de la 
industria petrolífera en Sudán quedaban en manos de compañías chinas, malasias 
e indias (Large 2012, Cumming 2015). 
Además, la comunidad internacional tomaba conciencia de la ineficiencia 
de las políticas sancionadoras en la consecución de objetivos específicos, y de 
cómo en muchas ocasiones los efectos eran los contrarios a los que se habían 
propuesto: 
“sanctions policies often affect the poorest 
populations on the ground, while the impacts on 
government policies may be minimal” (Lehtinen 2001). 
Por otro lado, a medida que el proceso de paz entre el Norte y el Sur 
avanzaba, la UE no quería quedar fuera de las negociaciones. Aunque su 
participación no fuera protagónica, la UE aspiraba a estar presente y ser visible en 
un momento tan importante para Sudán y para África Subsahariana, ante la 
perspectiva de la independencia del Sur de Sudán y las eventuales oportunidades a 
largo plazo en términos de inversiones, relaciones comerciales y acceso a los 
recursos. Adicionalmente, en el caso sudanés, la influencia china reflejaba un 
patrón más amplio del desplazamiento de Europa de algunas de sus esferas de 
influencia en el continente africano. 
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2.1. El embargo de armas 
La UE impuso un embargo de armas, municiones y equipo militar contra 
Sudán en marzo de 1994, en respuesta a los bombardeos de la población civil en 
el Sur del país.178 Este embargo es parte de la aproximación de la UE a Sudán 
durante los años noventa, caracterizada por un enfoque negativo o sancionador, 
marcado por el acontecimiento fundamental que supuso la suspensión unilateral 
en 1990 de la cooperación al desarrollo.179 
En enero de 2004, la Posición Común 2004/31/PESC modificó el embargo 
europeo de armas, municiones y equipo militar para Sudán, de tal forma que se 
incluyera una prohibición sobre el suministro de asistencia técnica y financiera 
relacionada con actividades militares en Sudán.180 Y en junio de 2004, la Posición 
Común 2004/510/PESC realizó nuevas modificaciones para permitir exenciones 
al embargo en el caso de suministros a las instituciones de las Naciones Unidas, la 
Unión Africana o la Unión Europea presentes en Sudán. 
Naciones Unidas no impuso un embargo de armas contra Sudán hasta 
2004, en reacción a la crisis darfurí, por lo que podemos afirmar que la Decisión 
basada en posiciones comunes definidas por el Consejo de la UE en 1994 
constituyó una decisión propia o “independiente”, es decir, sin relación con una 
resolución del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas sobre el mismo asunto. 
El embargo se inserta de esta manera en el marco de la contribución de la UE a la 
                                                 
178 El embargo incluía las armas diseñadas para matar, así como sus 
municiones, plataformas de combate armadas y no armadas y equipo accesorio; 
igualmente las piezas de recambio, las reparaciones, el mantenimiento y la 
transferencia de tecnología militar. Sin embargo, los contratos anteriores a la 
fecha de entrada en vigor del embargo no se veían afectados (Consejo de la Unión 
Europea 1994) 
. 
179 Véase el capítulo anterior. 
180 La prohibición sobre el suministro de asistencia técnica y financiera relacionada con 
actividades militares se ha ejecutado mediante el Reglamento (CE) Nº 131/2004 del Consejo, de 
26 de enero de 2004, relativo a la adopción de determinadas medidas restrictivas contra Sudán. 
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gobernanza global, en función de los objetivos fundamentales declarados como 
guía de la acción exterior de la UE (Wessel 2005). 
Las resoluciones del CSNU en aplicación del Capítulo VII de la Carta de 
las Naciones Unidas son obviamente de cumplimiento obligatorio para los 
Estados miembros de la UE, aun en la ausencia de una decisión PESC, aunque el 
procedimiento europeo reitera las resoluciones del CSNU en decisiones propias 
PESC, es decir, los Estados miembros de la UE utilizan el marco de la PESC para 
poner en práctica las sanciones impuestas por el CSNU, aunque la UE también 
puede aplicar medidas restrictivas adicionales (PESC 2009). 
La imposición de un embargo de armas en respuesta al curso de la guerra 
civil en Sudán en los años noventa fue una medida sin embargo que se dio en la 
Unión Europea pero no en Naciones Unidas. La ONU impuso una serie de 
sanciones a Sudán entre 1996 y 2001, pero no incluyó un embargo de armas 
(Portela 2010). 
No fue hasta 2004 cuando el Consejo de Seguridad tomó medidas en este 
sentido, como reacción a la crisis de Darfur, actuando en virtud del Capítulo VII 
de la Carta de las Naciones Unidas. Por un lado, en julio de 2004 la Resolución 
1556 del Consejo de Seguridad estableció un embargo de armas en la región de 
Darfur181; por otro lado en marzo de 2005 la Resolución 1591 del CSNU 
complementó la anterior, con la denegación del visado y la congelación de activos 
financieros a las personas responsables de las atrocidades en Darfur, y 
extendiendo el embargo, anteriormente limitado a entidades no gubernamentales y 
                                                 
181 La Resolución 1556 decide “que todos los Estados adopten las medidas necesarias para impedir 
la venta o el suministro, a todas las entidades no gubernamentales y los particulares, incluidos los 
Janjaweed que realicen actividades en los Estados de Darfur Septentrional, Darfur Meridional y 
Darfur Occidental, por parte de sus nacionales o a partir de sus territorios o utilizando buques o 
aeronaves de su pabellón, de armas y pertrechos conexos de todo tipo, con inclusión de armas y 
municiones, equipo y vehículos militares, equipo paramilitar y piezas de repuesto para esos 
elementos, tengan o no origen en su territorio” (Consejo de Seguridad de Naciones Unidas 2004). 
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a individuos, a todas las transferencias de armas a agentes del Gobierno sudanés 
actuando en Darfur.182  
Posteriormente, el 30 de mayo de 2005, el Consejo de la UE adoptó la 
Posición Común 2005/411/PESC, donde la UE confirmaba el embargo de armas, 
e introducía una exención adicional con el fin de adaptar la Posición Común a la 
Resolución 1591 (2005) del CSNU.183 Estados Unidos también adaptó su política 
de sanciones hacia Sudán a la Resolución 1591 del CSNU, emitiendo un 
decreto184 en abril de 2006 que bloqueaba los bienes de determinadas personas 
conectadas con el conflicto de Darfur. 
El Gobierno de Sudán violó sistemáticamente el embargo de armas, 
transfiriendo material y armas a Darfur, suministrando de armas y munición a las 
milicias Janjaweed y continuando los ataques contra los grupos rebeldes. De 
hecho, Jartum declaró abiertamente su oposición a cumplir el embargo de armas, 
reclamando su derecho soberano a transferir tropas y armas a Darfur sin referirlo 
al Comité de sanciones de Naciones Unidas (United Nations Panel of Experts on 
Sudan 2006apart. 88). 
                                                 
182 La Resolución 1591 dicta “que los Estados adopten las medidas necesarias para impedir el 
ingreso en sus territorios o el tránsito por ellos de todas las personas designadas por el Comité”, un 
Comité del Consejo de Seguridad integrado por todos sus miembros para vigilar la aplicación de 
las medidas; y “que todos los Estados congelen todos los fondos, activos financieros y recursos 
económicos que se encuentren en su territorio a la fecha de aprobación de la presente resolución o 
en una fecha posterior y que sean de propiedad o estén bajo el control directo o indirecto de las 
personas designadas por el Comité” (Consejo de Seguridad de Naciones Unidas 2005apart. 3d y 
3e). 
183 Se adoptó en consecuencia un nuevo Reglamento (Reglamento (CE) Nº 838/2005 del Consejo, 
de 30 de mayo de 2005, por el que se modificaba el anterior Reglamento (CE) No 131/2004 
relativo a la adopción de determinadas medidas restrictivas contra Sudán. 
184 Executive Order 13400 de 26 abril 2006. 
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2.2. Implicaciones del ‘enfoque negativo’ 
El embargo de armas impuesto por la UE (y posteriormente por Naciones 
Unidas) no tuvo un efecto visible en Sudán, debido al hecho de que otros actores 
proveyeron de armas al país, China y Rusia en particular. 185 
Sin embargo, en el proceso de imposición de sanciones o medidas 
restrictivas a Sudán encontramos tres elementos interesantes para nuestro análisis. 
En primer lugar,  el caso de Sudán confirma (y es terreno de experimentación 
para) el nuevo enfoque de la política exterior europea a partir de la década de los 
años noventa. A partir de este momento la UE comienza a condicionar la 
provisión de ayuda a criterios de condicionalidad que deben cumplir los terceros 
países, en pos de un enfoque normativo centrado en los valores y principios 
europeos que responde a la tercera función interna (finalidad política y 
construcción de la identidad). En segundo lugar, la evidente ineficacia de las 
medidas sancionadoras en el terreno, sobre todo en el caso del embargo de armas 
muestra la dificultad de la UE para conseguir cambios políticos en el país. En 
tercer lugar, en el caso de la suspensión de la cooperación al desarrollo, 
observamos quizás el efecto contrario al que se desea obtener, al reducir el flujo 
                                                 
185 A pesar de las pruebas halladas en el terreno, tanto Rusia como China negaron oficialmente 
haber violado el embargo y estar vendiendo armas a Sudán. Rusia afirmó apoyar plenamente el 
cumplimiento de las resoluciones de la ONU (Blair 2007) y la portavoz china del Ministerio de 
Asuntos Exteriores Jiang Yu negó en una entrevista en mayo de 2007 los indicios respecto a la 
continuidad de las ventas de armas a Sudán, calificando las acusaciones de irracionales y  
afirmando el carácter estricto de la política china sobre las exportaciones de armas (Reuters 2007). 
No obstante, diversos observadores directos en Darfur declararon haber visto gran  variedad de 
armas pesadas y ligeras de factura china en la región,  como rifles de asalto, ametralladoras 
pesadas, ametralladoras antiaéreas, armas antitanques, morteros, etc. (Amnesty International 2006, 
Human Rights First 2007). Posteriormente agentes chinos tuvieron que admitir que las ventas 
continuaban, pero especificaron que las transferencias eran menores y que no estaban destinadas a 
Darfur.  El Embajador chino en Sudán Li Chengwen, en una entrevista en septiembre de 2007, 
defendió la política que guía la cooperación militar con Jartum: “Do not interfere with internal 
affairs. Do not threaten the stability for the region and do not transfer to a third party (...) we have 
pursued these principles from the beginning to now”, y no mostró preocupación sobre el posible 
uso de las armas chinas en las masacres de Darfur: “Everyone knows that the weapons in Darfur 
come from different sources and over a long period of time and they are not from one country” 
aduciendo que no existía implicación china: “But I can say we have nothing to do with that” 
(McDoom 2007). 
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de ayuda a las poblaciones sudanesas, pero no afectar a la continuidad de las 
políticas gubernamentales. 
Podemos extraer algunas conclusiones en relación con esta dinámica. La 
primera es que la UE pretende mantener su implicación o presencia en el país, a 
pesar de su enfoque negativo. Este enfoque la sitúa en una posición difícil, 
restaurando las relaciones con el mismo régimen al que intenta sancionar, sin que 
haya existido progreso en relación con el proceso de paz o el fin de la violencia. 
Esto muestra la debilidad de la estrategia política europea en Sudán, carente de 
influencia para obtener cambios políticos, pero refleja también la existencia de 
una motivación diferente para la relación de la UE con el país. Si no se han 
conseguido los efectos que se perseguían a través de las sanciones (y en el caso de 
la suspensión de la ayuda los resultados fueron los contrarios de los que se 
deseaban, agravando la situación en el terreno), y la UE decide retomar las 
relaciones, podemos deducir que existen otros aspectos o dimensiones que 
influencian la presencia de la UE en Sudán. El enfoque normativo se diluye en 
este caso, ya que la UE no mantiene la posición que declara ante la persistencia en 
Sudán de violaciones a los derechos humanos y ataques a la población civil (es 
decir, ausencia de la tercera función interna). Sí encontramos elementos de la 
segunda función interna y el enfoque introspectivo, ante la búsqueda y aplicación 
de mecanismos institucionales que doten de una cierta flexibilidad los 
procedimientos burocráticos para distribuir la ayuda por otros medios. Además, a 
la vista del enfoque sancionador, sin influencia política ni marco legal de 
relaciones, la acción europea queda circunscrita a las áreas en las que puede 
actuar, principalmente la humanitaria, garantizando así una cierta presencia en el 
país pero alejándose de una auténtica implicación en los problemas políticos y 
securitarios de fondo (y qué consigue alejándose de los escenarios de crisis). En 
este sentido, se confirmaría la primera función, y la consideración de Sudán como 
un desafío de seguridad secundario, en el que se aplican medidas desarrollistas o 
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humanitarias, pero se excluye una participación más relevante en el ámbito 
político o securitario. 
3. Mecanismos de presión y estrategia política 
3.1. La Corte Penal Internacional 
El cuatro de marzo de 2009 la Sala de Cuestiones Preliminares I de la 
Corte Penal Internacional, con sede en La Haya, emitió una Orden de detención 
del Presidente sudanés Omar Hassan Ahmad Al Bashir, por crímenes de guerra y 
crímenes de lesa humanidad cometidas en Darfur. Se trató de la primera orden de 
detención emitida por la Corte Penal Internacional contra un Jefe de Estado en 
ejercicio, aunque tal condición no excluía su responsabilidad criminal, ni le 
otorgaba inmunidad ante la acusación de la Corte (International Criminal Court 
2009). 
La acusación contra el Presidente de Sudán se debía a su actuación en el 
desarrollo del conflicto de Darfur, donde desde 2003 se enfrentan los grupos 
rebeldes darfuríes con las fuerzas gubernamentales y las milicias Janjaweed. El 
inicio oficial del conflicto suele fecharse en febrero de 2003, aunque las raíces de 
la crisis no son en absoluto recientes, y las causas son enormemente complejas y 
de naturaleza múltiple. Tras los primeros ataques de los grupos  rebeldes a 
objetivos gubernamentales a principios de 2003, el Gobierno de Sudán comenzó 
una campaña brutal de contrainsurgencia contra los dos grupos principales 
(escindidos posteriormente en más de una decena) y la población civil de 
Darfur.186  
                                                 
186 Los grupos identificados en el origen del conflicto eran el SLM/A: Sudan Liberation 
Movement/Army (SLM/A) y el Justice and Equality Movement (JEM), aunque en el curso del 
conflicto se han generado múltiples fragmentaciones y escisiones de los grupos, sumando así 
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Los bombardeos y las violaciones de derechos humanos han sido una 
constante desde el inicio del conflicto, por lo que la CPI consideró que “existía 
una política del Gobierno del Sudán consistente en atacar ilícitamente a la parte de 
la población civil de Darfur – en gran medida perteneciente a los grupos Fur, 
Masalit y Zaghawa – percibida por el Gobierno del Sudán como próxima al 
Movimiento y Ejército de Liberación del Pueblo Sudanés, al Movimiento Justicia 
e Igualdad y a los demás grupos armados de oposición al Gobierno del Sudán en 
el conflicto armado en curso en Darfur”, y que tales ataques eran generalizados y 
sistemáticos. Asimismo los jueces de la Corte Penal Internacional consideran que 
Bashir, como Presidente de Sudán y Comandante en Jefe de las Fuerzas Armadas 
Sudanesas, es sospechoso de haber coordinado, junto con otros dirigentes 
políticos y militares sudaneses de alto rango, el diseño y la aplicación de la 
campaña de represión, así como del control del aparato del Estado para asegurar la 
estrategia de contrainsurgencia (Corte Penal Internacional 2009). 
En función de ello, la orden de arresto contra Bashir enumeraba  siete 
cargos, cinco de crímenes de lesa humanidad y dos cargos de crímenes de 
guerra.187 En Jartum el Gobierno manifestó su desagrado con la decisión de la 
Corte y se sucedieron los comentarios y declaraciones rechazando tanto la Orden 
de Detención como la posibilidad de entregar al Presidente.188  
                                                                                                                                     
dificultades para las negociaciones en pos de un proceso político que consiga establecer la paz en 
la región. 
187 La CPI considera en esta primera orden de detención que Bashir es “penalmente responsable en 
calidad de autor indirecto, o en calidad de coautor indirecto” de siete acusaciones, dos cargos  de 
crímenes de guerra (dirigir intencionalmente ataques contra una población civil como tal o contra 
civiles que no participen directamente en las hostilidades y saqueo) y cinco cargos de crímenes de 
lesa humanidad (asesinato, exterminio, traslado forzoso, tortura y violación) (Corte Penal 
Internacional 2009). 
188 Algunos de los primeros comentarios fueron: “This decision is exactly what we have been 
expecting from the court, which was created to target Sudan and to be part of the new mechanism 
of neo-colonialism” (Mustafa Othman Ismail en la TV sudanesa.). El Presidente, por su parte, dijo 
a la Corte que podía “comerse” la orden de arresto, la cual “[would] not be worth the ink it is 
written on”, antes de bailar ante miles de admiradores sudaneses, los cuales quemaron la efigie del 
Fiscal General Ocampo (BBC 2009). 
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De hecho, Sudán no ha firmado el Estatuto de Roma y no reconoce la CPI, 
que no tiene competencia ni poderes en Sudán, por lo cual la decisión es difícil de 
hacer cumplir, a no ser que Bashir sea detenido en alguno de los países a los que 
viaje, y ello no ha ocurrido a pesar de sus salidas de Sudán, al contar con el apoyo 
de los países árabes y africanos. 
Una de las cuestiones más importantes que se planteó ante la Orden de 
Detención de Bashir fue el dilema entre hacer cumplir la justicia o avanzar en el 
proceso político de paz en Darfur, que ya había sido obviado de las negociaciones 
de paz en torno al conflicto Norte-Sur.  
El Presidente no sólo continuó la campaña de contrainsurgencia, sino que 
obstaculizó la llegada de la ayuda humanitaria y el despliegue de las operaciones 
de paz.189 Además, la reacción inmediata de Jartum ante la emisión de la Orden de 
Detención fue la expulsión de las 13 ONG extranjeras más importantes operativas 
en Darfur, afectando profundamente a la población civil, dejándola  en una 
posición de vulnerabilidad y dificultad de supervivencia extremas.190  
En consecuencia se manifestó una dicotomía sobre el asunto. Por un lado, 
la tendencia que se oponía a la orden de arresto, considerando que no era el 
momento adecuado para ello, ya que obstaculizaría el maltrecho proceso de 
negociaciones y dejaría a la población civil en una posición más insegura.191 Por 
                                                 
189 Bashir se ha escudado continuamente en el Principio de no injerencia en los asuntos internos de 
su país, y en la búsqueda de una solución africana ante un problema africano. De hecho tanto la 
inicial Misión de la Unión Africana en Sudán (AMIS) como la posterior Misión Híbrida NU-UA 
(UNAMID) se vieron obstaculizadas en cuanto al despliegue y desarrollo de sus funciones en el 
terreno. 
190 Las organizaciones expulsadas de Darfur por el Gobierno fueron las francesas Solidarité y 
Action contre la Faim, Médicos Sin Fronteras (MSF-Francia y Holanda), el Consejo Noruego de 
Refugiados, las estadounidenses Care International, International Rescue Committee, Mercy Corps 
y Cooperative Housing Foundation, y las británicas Oxfam y Save the Children (las secciones de 
Reino Unido y EEUU). Otras expulsiones tuvieron lugar posteriormente, como la de Médicos del 
Mundo en febrero de 2011, por supuestamente ayudar a los rebeldes y trabajar como espías bajo la 
excusa del trabajo humanitario (Efe 2011). 
191 Esta posición remite a la inquietud por el momento en el cual se emitió la Orden de Detención, 
por la preocupación ante el empeoramiento de la situación humanitaria y la seguridad de la 
población civil. 
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otro lado, la tendencia que respaldaba sin fisuras la actuación de la CPI en pos de 
un eventual proceso de Bashir, donde se incluye la posición de la UE. 
El espinoso asunto del crimen de genocidio no se incluyó en la primera 
Orden de Detención, al considerar los jueces que las pruebas eran insuficientes 
para creer que el Gobierno de Sudán había actuado con la intención de destruir 
total o parcialmente a los grupos étnicos Fur, Masalit y Zaghawa de Darfur. Sin 
embargo en la Segunda Orden de Detención emitida en julio de 2010, se 
imputaron a Bashir tres cargos por genocidio: genocidio mediante matanza, 
genocidio mediante lesión grave a la integridad física o mental, y genocidio 
mediante sometimiento intencional a condiciones de existencia que hayan de 
acarrear la destrucción física (Corte Penal Internacional 2010). 
3.1.1. Implicaciones fundamentales para la UE 
La emisión de la orden de detención de la CPI contra el Presidente de 
Sudán en 2009 tuvo algunas consecuencias fundamentales para la implicación de 
la Unión Europea, que podemos analizar en relación con nuestro marco teórico. 
En primer lugar, la UE pudo mostrar su apoyo firme a la institución de la 
CPI y a los principios del Estatuto de Roma, alineando su posición con un 
enfoque normativo que subyace en los principios y valores declarados como guía 
de la política exterior europea (en relación con nuestra tercera función interna 
ontológica). De hecho, la UE ha llevado a cabo diversas iniciativas dirigidas a 
promover la difusión de los principios y disposiciones del Estatuto de Roma y de 
los instrumentos conexos, como se vio en el momento de revisar el Acuerdo de 
Cotonú en 2005, donde la UE introdujo un apartado específico enmendando el 
artículo 11 con el fin de que los países del grupo ACP trataran de tomar medidas 
encaminadas hacia la ratificación y aplicación del Estatuto de Roma. 
Si bien la CPI es una institución independiente, el hecho de haber 
introducido en el Acuerdo de Cotonú la cláusula relativa al cumplimiento del 
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Estatuto de Roma, y el apoyo de los Estados miembros a la causa, hacen que el 
Gobierno de Sudán identifique estrechamente a la CPI con la UE, la cual se 
posiciona claramente a favor del cumplimiento de los preceptos de la justicia 
internacional. De hecho, la UE considera la CPI uno de sus mecanismos 
potenciales de presión en Sudán, escasos en comparación con los instrumentos de 
que dispone EEUU para ejercer una influencia en Sudán: 
“Nous, notre poids, notre potentiel de nuisance 
pour le Soudan, c’est la CPI. Et qui est lié en fait à une 
incompréhension du Soudan qui n’arrive pas à 
comprendre de quelle façon cette institution judiciaire est 
totalement indépendante de l’UE, sachant que les 
signataires du Statut de Rome sont les européens, sont une 
grande partie des états ACP…, mais sachant que les 
grandes puissances, la Chine, la Russie, les États Unis 
n’ont pas signé le Statut de Rome. Et que même au 
contraire, les États Unis ont signé des conventions 
séparées avec tous les états africains qui ont signé le Statut 
de Rome, conventions dans lesquelles les pays se sont 
engagés vis-à-vis des États Unis à ne pas appliquer les 
prescriptions de la CPI pour les citoyens américains. 
Donc, l’UE n’est pas puissante comme les États Unis 
puisqu’elle n’a pas les trois instruments qui sont le 
blocage de la dette, la liste noire du terrorisme et la 
troisième chose qui était les sanctions économiques. Et en 
plus on est pénalisé d’une certaine façon par 
l'incompréhension du Soudan vis-à-vis de la CPI qui 
considère qu’il y a un lien de suggestion de la Cour à 
l’Europe ” (Entrevista funcionario europeo, Delegación de 
la UE en Jartum, enero 2011). 
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Aunque la CPI es una institución independiente, la UE la considera su 
mecanismo de presión en el escenario sudanés, generando una posición 
contradictoria que deja intuir la existencia de una politización del proceso, o de 
una significación política de las intervenciones judiciales de la Corte. En este 
sentido, Werner y Nouwen afirman que: 
“the ICC is inextricably intertwined with 
politics. For instance, the Court was created by 
political decisions, it adjudicates crimes which are 
frequently related to politics, and it depends on a 
mysterious and seemingly magical ‘political will’ 
for the enforcement of its decisions. The political is 
not something external to the Court, not just a force 
which potentially compromises the independence 
of the Court and needs to be overcome” (Nouwen, 
Werner 2010). 
La percepción del Gobierno sudanés de las acusaciones de la CPI es la de 
un ataque de los países occidentales contra Sudán, los cuales aplican un doble 
rasero y utilizan la Corte como un instrumento político para los países que no 
comulgan con sus preceptos, o bien un instrumento “to brand it an enemy of the 
international community, as the international condemnations, arms embargo, the 
obligation to disarm the Janjaweed, and the imposition of UN peacekeepers in 
Darfur” (Nouwen, Werner 2010). 
En este sentido, el Gobierno de Jartum manifestaba  su fatiga ante la 
continua caracterización de Sudán como el Estado canalla de la región. Después 
de haber firmado el Acuerdo General de Paz, terminando con la guerra civil 
sudanesa, y haber aceptado el resultado del Referéndum de autodeterminación, 
Jartum se encuentra de nuevo sometido a medidas sancionadoras cuando esperaba 
en su lugar una serie de incentivos  por las acciones llevadas a cabo: 
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“We have fulfilled the agreement; we demonstrated 
that we were genuinely for that, although the sacrifice was 
huge. We’ve lost one fourth of the population in the 
country, one third of our territory, and are still committed 
to the implementation of the Agreement. We are not 
asking for a revolt of the implementation but we are only 
waiting for a new perception about the Sudan, about the 
situation in Sudan. We are very tired of being portrayed as 
the bad guys of the region” (Entrevista Abdelwahab 
Higazi, Ministry of Foreign Affairs, marzo 2011). 
Además, como argumentan Nouwen y Werner, en el caso de Darfur, la 
Corte ha intervenido en la distinción entre los amigos y enemigos de la 
Comunidad internacional, y en el interior de Sudán, ha realizado una distinción 
radical entre el Gobierno de Sudán, responsable de la masacre, y los grupos 
rebeldes darfuríes, dispuestos a colaborar con la Corte. La realidad en el terreno es 
más compleja, y la disposición a la cooperación de los grupos rebeldes con la CPI 
respondería más a una instrumentalización de la situación para legitimarse 
internacionalmente que a una reivindicación o preocupación genuina por hacer 
justicia: 
“they [Darfuri rebel movements] have extolled 
‘justice’ and emphasized that they, unlike the Sudanese 
government, are willing to cooperate with the ICC. Rather 
than looking to the Court for accountability, these leaders’ 
interest in the ICC lies in the fact that it brands their 
opponents as international criminals while they, by paying 
lip-service to fashionable international concepts, can gain 
international legitimacy. But as soon as rebel movements 
are in a militarily and politically weaker position and see 
the ICC as ineffective in changing the Sudanese 
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government, they easily forget about the 
importance of ‘justice’”(Nouwen, Werner 2010). 
En este sentido, el Gobierno sudanés criticaba la poca disposición de los 
grupos rebeldes darfuríes para negociar un acuerdo, así como la predisposición 
europea a albergarlos en sus países: 
“They don’t sit in the negotiations because 
they are happy like this. Abdel Wahid192 is happy 
to be in Paris and go to the Champs Elysées and 
come back. He is not interested in solving the 
problem of hundreds of thousands that are now in 
the camps in Darfur or the refugees in Chad” 
(Entrevista Abdelwahab Higazi, Ministry of 
Foreign Affairs, marzo 2011). 
En segundo lugar, la orden de detención tuvo consecuencias para las 
relaciones diplomáticas entre la UE y el Gobierno de Sudán. Como vimos en el 
capítulo anterior, el diálogo político se deterioró de manera flagrante, quedando 
reducido a momentos puntuales y en un nivel jerárquico inferior a los contactos de 
alto nivel con el Presidente y otras personalidades cercanas, menguando la 
limitada influencia política de la UE en el Gobierno de Sudán: 
“Aún en el mejor de los mundos a Sudán no 
le interesamos sobremanera como interlocutor, hay 
que enfrentar la realidad porque si no, no la puedes 
                                                 
192 Abdel Wahid Mohamed al Nur, líder del grupo rebelde darfurí Sudan Liberation 
Army-Abdul Wahid (SLA-AW), se autoexilió de Darfur después de las conversaciones de paz en 
Abuya que llevaron a la firma del Acuerdo de Paz de Darfur en 2006, un acuerdo parcial que no 
terminó con la violencia en el terreno. El líder original del SLA decidió quedarse en París, 
rechazando acudir a las siguientes conversaciones de paz celebradas en Qatar, alejándose de la 
realidad de sus comandantes en el terreno, y negándose a recibir a personalidades importantes 
sudanesas que incluían algunos líderes de su propia etnia Fur. Estas acciones conllevaron la 
pérdida progresiva del apoyo francés, su salida en 2010 y el deterioro de su imagen ante los 
miembros de su movimiento y antiguos partidarios (HSBA 2011). 
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cambiar. Y luego efectivamente hay un grado de 
desconfianza mutuo muy alto (…) También… el poder 
poder está muy [concentrado] en las manos del Presidente, 
Presidente, con lo cual toda la jerarquía hasta niveles muy 
niveles muy bajos intentará no desagradar al Presidente. 
Presidente. Entonces, si el Presidente a nosotros entiendo 
entiendo que nos tiene poco aprecio, como es natural,  
natural,  pues no querrán incurrir en comportamientos que 
les suponga a ellos problemas de supervivencia política. 
Por eso es un diálogo por el momento condenado” 
(Entrevista Representación Permanente de un Estado 
Miembro, Bruselas, octubre 2011). 
De todas maneras, algunos actores consideraban que el diálogo político 
con el Gobierno de Sudán formalizado bajo el artículo 8 de Cotonú se había 
desarrollado hasta el momento de una manera muy rígida y no había producido 
los resultados esperados, sino que más bien había consistido en pasar revista a una 
lista de puntos preestablecidos: 
“My view was that it is a very formalised structure 
and it wasn’t a particularly productive kind of format. It 
was a very large team, all the EU Ambassadors on one 
side of the table but also the Head of Delegation, and in 
those days the Presidency was speaking; and then on the 
other side you have a large number of Sudanese senior 
officials, and both sides exchange official positions on 
each of the items. And maybe there is a little bit of 
dialogue, but then you move onto the next item. So, it 
never seemed to me to make a huge amount of progress” 
(Entrevista EUSR, Jartum, marzo 2011). 
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Adicionalmente, el rechazo de la Unión Africana a la orden de detención, 
y su percepción general de la CPI como una institución asimétrica cuyas 
actividades manifiestan un doble rasero, al centrarse en los acontecimientos 
africanos, conllevó en la práctica la posibilidad para Bashir de viajar por el 
continente sin ninguna consecuencia en términos de cumplimiento de la orden de 
detención, reduciendo así las expectativas en torno a la cooperación de los 
Estados africanos. 
“For the AU the position is quite clear, that 
there has been a request to defaire?? this issue of... 
But this is not to say that the ICC is not a useful 
tool. It can be a useful tool, but the question is how 
is it going to be used. There are a lot of questions 
that the leadership of the AU has put across and 
said> but how does this thing operate??” 
(Entrevista Boitshoko Mokgatlhe, AU Liaison 
Office, Jartum, marzo 2011). 
De esta manera se socavó la influencia de la UE como actor en Sudán, la 
CPI no sirvió como mecanismo de presión, sino que al contrario se constituyó en 
un factor limitante para la presencia política de la UE. 
En tercer lugar, encontramos un cierto dinamismo institucional con la 
elaboración en 2011 de un “código de conducta” para la UE y sus Estados 
miembros, que limitaba la interacción con Bashir a “contactos esenciales”. Este 
código de conducta pretendía armonizar la posición de los Estados miembros en 
Sudán tras la situación creada por la orden de detención de la CPI: 
“Les chefs de mission ont décidé 
localement et ont fait valider qu’il y aurait rares 
contacts essentiels où la personne du Président 
pouvait être rencontrée. Et qui étaient 
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l’Independence, la fête de la CPA, et la plus grande fête 
musulmane, l’Eid. Avant il y avait des discussions 
extrêmement longues ici qui aboutissaient à des 
propositions ou finalement certains pays faisaient comme 
ci, d’autres pays faisaient comme ça… tandis que là on a 
évolué vers une position plus commune” (Entrevista 
funcionario europeo, Delegación de la UE en Jartum, 
enero 2011). 
No obstante, al limitar el diálogo con la Presidencia, la UE se encontró en 
una situación que dificultó su capacidad de negociar y su implicación en los 
procesos políticos sudaneses. Al no poder acceder a todas las personalidades 
gubernamentales que hubiera deseado, la UE se orientó hacia algunas figuras 
prominentes del Gobierno que sí se mostraban accesibles, y aprovechaba tales 
situaciones para canalizar los mensajes políticos europeos: 
“I think what we need to do is to coordinate our 
political messaging so that whoever gets the opportunity to 
have this sort of conversation with a senior government 
person is putting across a common set of political 
messages from the EU” (Entrevista EUSR, Jartum, marzo 
2011). 
En cuarto lugar, en relación con la adopción del código de conducta, si 
bien existió un alto grado de cumplimiento a la hora de rechazar un eventual 
encuentro con Bashir, también se observó una cierta desunión en los Estados 
miembros, debido a las diversas interpretaciones sobre la significación de los 
“contactos esenciales”. No obstante, sí mejoró claramente la coordinación de la 
posición de los Estados miembros y la Delegación respecto al periodo anterior al 
código de conducta, donde cada Estado miembro adoptaba su posición de forma 
independiente: 
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“Il y a un an et demi, c’était flou. Et ça 
m’est arrivé carrément d'être en réunion des chefs 
de mission ou tout le monde dit ‘on y va’ et puis le 
lendemain j’y vais et je vois qu’en fait personne 
n’est là. Parce que entre la décision des chefs de 
mission qui avait été prise localement (c’était en 
juin, c’était l’ouverture du Parlement après les 
élections), et qui avait été envoyé à Bruxelles, il y 
avait eu d’autres concertations entre les états 
membres qui avaient changé en disant ‘oui, la 
Commission y va plus la présidence espagnole’. 
Alors, entre les deux il y avait des différences. 
Tandis que là on va vers une position plus 
commune et donc plus tranchée” (Entrevista 
funcionario europeo, Delegación de la UE en 
Jartum, enero 2011). 
En conclusión, podemos afirmar que la posición de la UE respecto a la CPI 
y la orden de detención de Bashir es un poco contradictoria. Por un lado, la UE 
muestra su carácter normativo y su firmeza al apoyar la institución de la CPI y los 
principios del Estatuto de Roma, a pesar de que las consecuencias han sido 
negativas para la propia UE y sus Estados miembros al limitar el diálogo político 
y rebajar el perfil político de la UE en Sudán (provocando una mayor 
desvinculación de la situación en el terreno, al disminuir el margen de influencia). 
Por otro lado, la no ratificación por parte de Sudán de la revisión del Acuerdo de 
Cotonú por la cláusula en relación con el Estatuto de Roma constituye una 
resistencia a cumplir los requisitos de la UE en un acuerdo que se supone entre 
iguales, pero que en la práctica se manifiesta asimétrico. Adicionalmente, la 
respuesta de la UE de generar mecanismos alternativos para continuar la 
cooperación al desarrollo por otros medios, contradice su posición normativa, ya 
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que no ha existido cambio de posición en el Gobierno de Sudán. Asimismo la UE 
continúa el diálogo político con el Gobierno de Jartum, intentando canalizar los 
mensajes políticos a través de contactos que sí son accesibles. 
Por último, una segunda función interna se manifiesta en las adaptaciones 
institucionales a la situación creada por la orden de detención, con la elaboración 
de un código de conducta que estipula únicamente relaciones de naturaleza 
esencial con el Presidente del Gobierno. Este código ha tenido un impacto en la 
coordinación de las posiciones de los Estados miembros, pero no ha evitado la 
ambivalencia a la hora de generar diversas interpretaciones sobre qué es 
exactamente un contacto esencial, y algunos países han mantenido una línea más 
férrea que otros, más dispuestos a los encuentros, o a seguir las directrices 
discutidas en las reuniones de Jefes de Misión. 
3.2. La formulación de una estrategia política 
La percepción del Gobierno de Sudán acerca del marco de relaciones 
políticas con la Unión Europea mostraba cierto descontento ante la diversidad y la 
complejidad de las distintas estructuras y la superposición de los objetivos y de 
los distintos niveles de interacción: 
“At one level, you have this Cotonou agreement. 
Cotonou agreement is just another Lomé agreement with 
more conditionalities. You have at another level this 
strategic partnership agreement between the EU and 
Africa [La JAES, firmada en Lisboa en 2007]. At another 
level, a third one, you have the negotiations of the EPA 
with different regions of the ACP group of States, so it is 
somehow complicated (…) Even the countries involved in 
each process is different from the other. For example, in 
the ACP group, in the Cotonou Agreement you don’t have 
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North Africa, you don’t have Egypt, Libya, 
Morocco, and Algeria. With these you have kind of 
association agreements or what you call the 
Neighbourhood policy nowadays. Cotonou 
Agreement for Africa is only for sub-Saharan 
Africa (…) So this, to my mind, complicates 
somehow the relations between the two sides. And 
something even more disturbing than this is that if 
you take the strategical partnership agreement 
[JAES] you have the same subjects than the 
Cotonou Agreement. At the Strategy, you will see 
references to the political conditionalities: rule of 
law, democracy, and alike. The same that you have 
in the Cotonou Agreement you have it again here. 
The same also applies to the EPA negotiations” 
(Entrevista Abdelwahab Higazi, Ministry of 
Foreign Affairs, marzo 2011). 
Además de la superposición y complejidad de los distintos marcos de 
relaciones, otro problema de la UE respecto a Sudán sería la ausencia de una 
estrategia política clara que pudiera guiar las acciones desde un punto de vista 
coordinado y homogéneo.  
De las entrevistas se deduce que el marco político y la estrategia europea 
en Sudán son implícitos, y se expresan en el acervo de los diferentes documentos 
y políticas discutidos y formulados en el seno de las instituciones europeas, 
fundamentalmente en el seno del Consejo, en su formación de Asuntos Exteriores, 
y de sus grupos de trabajo respecto a África (COAFR o Africa Working Group), y 
el Comité Político y de Seguridad (COPS o PSC). El marco político no estaría por 
tanto escrito en sí mismo, pero podría reconstruirse mediante el análisis y la 
síntesis de las diferentes decisiones tomadas a nivel del CAE y de otras 
 547 
 
 
 
 
formaciones del Consejo, las discusiones del COPS, del COAFR, y declaraciones 
del Alto Representante.  
Después de realizar este ejercicio de documentación, análisis y síntesis, 
desde los años noventa hasta la actualidad, encontramos que hasta época reciente 
no ha existido una verdadera estrategia política hacia el país, que muestre en 
detalle los diferentes aspectos de las relaciones. Antes de 2010-2011, los 
documentos públicos muestran la posición o la actitud de la Unión Europea ante 
acontecimientos particulares sucedidos en Sudán, o la declaración de la ‘profunda 
preocupación’ por la situación de violencia en el país, o por las violaciones de los 
derechos humanos en distintos momentos y lugares, pero no determinan una 
política en sí misma de la Unión hacia Sudán.  
Además, la distancia entre el personal de la Delegación de la UE en el 
terreno y los responsables del dossier sudanés en Bruselas no es sólo geográfica, 
sino que se manifiesta en un grado diferente de interés y conocimiento de los 
asuntos políticos en Sudán. Si bien en Bruselas, el  trabajo sobre el terreno se 
encuentra limitado, el énfasis en los asuntos políticos es mayor. En la Delegación 
de la UE en Sudán, el personal se encuentra orientado a asuntos técnicos de 
gestión de programas, y los asuntos políticos quedan relegados a un segundo 
plano, o ni se consideran: 
“I don’t know anything about EU policies. I know 
very little. And I don’t know about policy documents or 
EU approaches to Sudan” (Entrevista funcionario europeo, 
Delegación de la UE en Jartum, febrero 2011). 
La entrada en vigor del Tratado de Lisboa, la puesta en funcionamiento del 
SEAE y la puesta en marcha de secciones políticas en las Delegaciones de la UE 
pueden tener un impacto positivo en este sentido, aunque en el arco temporal 
analizado no ha podido evidenciarse una mejora: 
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“por ahora sólo ha cambiado el rótulo de la 
puerta, en lugar de RELEX ahora está escrito 
EEAS, pero todo sigue funcionando igual” 
(Entrevista funcionario europeo, Delegación de la 
UE en Jartum, febrero 2011). 
La sección política de la Delegación de la UE en Jartum, establecida en 
2010, estaba compuesta únicamente por un funcionario europeo y un oficial local 
dedicado a asuntos de prensa e información. El énfasis en asuntos técnicos y de 
programación de la Delegación dejaba el trabajo político en manos del Jefe de 
Delegación, y principalmente del Representante Especial y su equipo, aunque el 
número de los expertos políticos implicados variaban en el tiempo, pudiendo 
coexistir cuatro, dedicados a diferentes temáticas y áreas geográficas, o 
reduciendo el equipo a un asesor político ante la finalización de las asignaciones 
de los otros, limitando de esta manera la continuidad, la experiencia y la 
dedicación a los asuntos políticos y los desafíos fundamentales de Sudán 
(Entrevistas confidenciales, Jartum y Bruselas, 2011)  
Un avance importante a la hora de formular una estrategia política más 
explícita para Sudán se llevó a cabo en el periodo 2010-2011. El conjunto de 
algunos documentos importantes aprobados en este periodo muestra una mayor 
visión o posición política de la UE hacia Sudán, principalmente expresada en las 
Conclusiones del Consejo de Asuntos Exteriores de 26 de julio de 2010, de 
noviembre y diciembre de 2010, y del 31 de enero de 2011, junto con la 
declaración de la Alta Representante el 7 de febrero de 2011 (en representación de 
la UE en su totalidad), tras el Referéndum de Autodeterminación del Sur de 
Sudán, que tuvo lugar en enero de 2011. 
Esta incipiente estrategia política culminó en la adopción de un “Enfoque 
comprehensivo para Sudán y Sudán del Sur” en el verano de 2011, ante la 
inminente independencia de Sudán del Sur el 9 de julio de 2011. El documento, 
 549 
 
 
 
 
propuesto por la REUE para Sudán, Rosalind Marsden, junto con el SEAE, al 
conjunto de los Estados miembros, supuso un ejercicio de innovación 
institucional, en línea con el enfoque integral de la política exterior europea en 
términos más generales, para presentar una política abarcadora y comprehensiva 
en relación con los dos sudanes. 
El documento, que no se hizo público, incluía una serie de objetivos para 
el desarrollo de la política exterior de la UE en Sudán, evidenciaba el valor 
añadido de la UE en términos normativos (los valores y principios de la UE) y 
financieros, analizaba los principales desafíos en el Norte y en el Sur de Sudán, y 
explicitaba los potenciales escenarios futuros. El punto fundamental del 
documento desarrollaba cuál debería ser la respuesta política de la UE, en todas 
las áreas geográficas de Sudán, aunque la respuesta política al Sur de Sudán se 
mostraba prioritaria (sobre todo en términos de desarrollo) sobre la posición 
respecto al Norte de Sudán (más centrada en temas de gobernanza y derechos 
humanos) (Entrevistas confidenciales, Bruselas, 2011). 
El Enfoque comprehensivo para Sudán y Sudán del Sur fue sin duda un 
paso importante en el análisis y evaluación de la implicación de la UE en Sudán, y 
en la formalización y explicitación de un marco político, aunque el documento no 
mostraba mecanismos concretos de implementación de todos los asuntos tratados, 
excepto determinadas líneas de acción en relación con el Sur y con las relaciones 
entre el Norte y el Sur, sobre todo en lo que respecta a la gestión de la frontera 
entre ambos, asunto que no se ha materializado posteriormente en medidas 
contundentes (Entrevistas confidenciales, Bruselas, 2011), lo que nos hace 
relacionar esta restringida estrategia política con nuestra primera función interna. 
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4. El conflicto de Darfur  
4.1. Inicio y desarrollo del conflicto 
El inicio del conflicto de Darfur suele fecharse el 26 de febrero de 2003, 
cuando un grupo autodenominado Frente de Liberación de Darfur reivindicó un 
ataque a Golo, el principal centro militar en el distrito Jebel Marra. Sin embargo, 
el conflicto tiene raíces histórico-políticas profundas insertas en las dinámicas 
regionales y centro-periferia de la región occidental de Sudán. Antes de esa fecha, 
utilizada formalmente como el comienzo del conflicto, los rebeldes habían 
atacado comisarías de policía, puestos militares y convoyes del ejército, y el 
Gobierno había iniciado un asalto masivo por tierra y aire contra la fortaleza 
rebelde en las montañas de Jebel Marra. 
Después de algunas acciones militares importantes de los rebeldes en 
2002, el 25 de marzo de 2003, los rebeldes conquistaron la ciudad de Tine, junto a 
la frontera de Chad, consiguiendo grandes cantidades de armamento. Las fuerzas 
armadas sudanesas se encontraban desplegadas en el Sur, donde el conflicto 
Norte-Sur se encaminaba a su fin, y en el Este, donde rebeldes promocionados por 
el Gobierno de Eritrea amenazaban el oleoducto recientemente construido para 
transportar petróleo desde las centrales petroleras hacia Port Sudan. El ejército se 
vio impotente para hacer frente a la táctica rebelde de lanzar ataques rápidos 
utilizando vehículos 4x4 por toda la región. Sin embargo destruyeron las 
posiciones rebeldes en las montañas mediante un bombardeo aéreo devastador. El 
25 de abril de 2003 una fuerza combinada del SLM/A y del JEM193 entró en Al-
Fasher y atacó la guarnición mientras dormía. Los rebeldes destruyeron 
bombarderos Antonov y helicópteros de combate, mataron a 75 soldados, pilotos 
y técnicos, y capturaron a otros 32. El éxito de la incursión no tenía precedentes, 
nunca una operación de tal envergadura había sido llevada a cabo por el SPLM en 
                                                 
193 Movimiento de Liberación de Sudán y Movimiento Justicia e Igualdad, cuyas siglas en 
inglés son respectivamente SLM y JEM. 
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el conflicto Norte-Sur. Las Fuerzas Armadas habían sido humilladas y el 
Gobierno se enfrentaba a una situación más complicada estratégicamente de lo 
que había pensado. El Gobierno se dispuso de esta forma a entrenar a los soldados 
en nuevas tácticas y a cerciorarse de la lealtad de los efectivos provenientes de la 
región de los rebeldes (Flint, De Waal 2008, Human Rights Watch 2008). 
En los meses posteriores los rebeldes vencieron en 34 de 38 
enfrentamientos y el SLM comenzó a moverse hacia el Este, amenazando con 
extender la guerra a la provincia de Kordofán. El Gobierno sudanés hubo de 
modificar su estrategia y para ello se basó en tres elementos: la inteligencia 
militar, la fuerza aérea y las milicias Janjawid. El Gobierno armó a estos 
ganaderos baggara y los organizó como una fuerza paramilitar para hacer frente a 
la insurgencia en Darfur. La estrategia gubernamental de contrainsurgencia dio 
pronto sus frutos. En la primavera de 2004 miles de personas fueron asesinadas, la 
mayoría perteneciente a etnias no árabes, y casi un millón de personas fueron 
desplazadas de sus hogares, originando una severa crisis humanitaria en la región. 
La crisis adquirió una dimensión internacional cuando cien mil refugiados  
cruzaron la frontera chadiana huyendo de los Janjawid, los cuales llegaron a 
enfrentarse con tropas del país en la frontera. Más de setenta milicianos y diez 
soldados chadianos murieron en la frontera en el mes de abril (Hoile 2008, 
Masegosa 2008). 
En 2004 Chad patrocinó una serie de negociaciones en Yamena que 
llevaron a la firma el ocho de abril de un Acuerdo de Alto el fuego entre el 
Gobierno de Sudán y los grupos SLM y JEM. Un grupo llamado Movimiento 
Nacional para la Reforma y Desarrollo se escindió del JEM y no participó en las 
negociaciones. Sin embargo el Acuerdo de alto el fuego no impidió que tanto los 
Janjawid como los rebeldes prosiguieran sus ataques. La Unión Africana formó 
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una Comisión para supervisar el Acuerdo de alto el fuego y envió una fuerza 
militar de 150 soldados ruandeses para observar el cumplimiento del acuerdo.194 
La escalada de la crisis reflejaba el desastre que se avecinaba. El entonces 
Secretario de Naciones Unidas Kofi Annan advirtió del riesgo de genocidio en 
Darfur; la violencia y atrocidades de los Janjawid permitían comparar la situación 
con el Genocidio de Ruanda, ante la negación tajante del Gobierno sudanés. 
Observadores independientes remarcaron que las tácticas empleadas por las 
milicias incluían la mutilación y el asesinato de los no combatientes e incluso de 
niños y bebés, lo cual asemejaba más bien al proceso de limpieza étnica empleado 
en Yugoslavia. También alertaron de la existencia de cientos de miles de personas 
aisladas de la posibilidad de recibir ayuda humanitaria (International Crisis Group 
2006, Totten, Markusen 2006). 
La muerte de John Garang, antiguo dirigente del SPLA, quince días 
después de haber jurado su cargo de vicepresidente (10 de julio de 2005), en un 
accidente de helicóptero implicó que las negociaciones entre los grupos rebeldes 
se ralentizaran.La situación se complicó más aún cuando el 18 de diciembre de 
2005 un grupo rebelde de Chad salió de Darfur y atacó la ciudad de Adre, cerca 
de la frontera con Sudán. Chad culpó al Gobierno de Sudán del ataque, el segundo 
de la región en tres días. La escalada de tensión en la región llevó al gobierno de 
Chad a declarar su hostilidad a Sudán y a apelar al pueblo de Chad a movilizarse 
contra el enemigo. El conflicto concluyó poco después con la firma de los 
Acuerdos de Trípoli el 8 de febrero de 2006 (Flint, De Waal 2008). 
El 5 de mayo de 2006 el Gobierno de Sudán firmó un acuerdo con la 
facción del MLS liderada por Minni Minnawi. El Acuerdo fue rechazado por los 
dos otros grupos rebeldes, el MJI y la facción del MLS  dirigida por Abdul Wahid 
Mohamed el Nur. El Acuerdo se firmó en Abuya, Nigeria, en una reunión 
                                                 
194 Esta fuerza se irá incrementando hasta el despliegue en abril de 2005 de siete mil 
soldados. 
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auspiciada por el Subsecretario de Estado estadounidense Robert B. Zoellick, el 
Presidente de Nigeria, el Presidente de turno de la Unión Africana, otros 
representantes de la UA y diplomáticos extranjeros. El Acuerdo ponía el énfasis 
en el desarme de las milicias Janjawid y la disolución del grupo rebelde e 
incorporación al ejército sudanés (Masegosa 2008, Amnesty International 2007). 
A pesar del acuerdo, las luchas se reanudaron en julio y agosto de 2006, 
atacando incluso al personal humanitario desplegado en la región. Kofi Annan, 
Secretario General de Naciones Unidas, pidió la presencia de una fuerza de 
diecisiete mil soldados internacionales en la región, una operación de 
mantenimiento de la paz  que pudiera reemplazar a la misión AMIS de la Unión 
Africana, con siete mil efectivos. El 19 de agosto Sudán expresó su oposición  a 
aceptar la presencia de una fuerza de pacificación de Naciones Unidas que 
reemplazara a la existente de la Unión Africana, y el 24 de agosto, el Gobierno de 
Sudán rehusó acudir a la reunión del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas 
para explicar su plan de enviar diez mil soldados sudaneses a Darfur en lugar de 
los correspondientes a la fuerza de mantenimiento de la paz de UN. El 31 de 
agosto de 2006, el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas aprobó la 
Resolución para enviar una nueva fuerza de pacificación a la región de diecisiete 
mil trescientos soldados, en sustitución de los efectivos de la Unión Africana. 
A pesar de la oposición y resistencia del Gobierno de Sudán, el 31 de julio 
de 2007 el Consejo de Seguridad, mediante la Resolución 1769, autorizó el 
despliegue de una operación híbrida de Naciones Unidas y la Unión Africana, la 
cual sustituyó a la misión AMIS de la Unión Africana, en un acto considerado por 
el Gobierno de Sudán como una imposición e intervención internacional en los 
asuntos internos del Estado (Entrevista confidencial, Jartum, marzo 2011). 
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4.2. La Unión Europea en Darfur 
La actuación de la UE en Darfur comporta dos elementos clave para la 
investigación, la financiación de la misión AMIS, con el objetivo de implementar 
un enfoque según el cual a los problemas africanos hay que atajarlos con 
soluciones africanas, y la utilización de una nueva modalidad de financiación, la 
denominada African Peace Facility (Facilidad para la Paz Africana), a cargo del 
FED, en claro reflejo de la utilización de recursos de desarrollo para políticas 
centradas en la seguridad. 
Desde el comienzo del conflicto de Darfur, la Unión Europea ha declarado 
su apoyo a los esfuerzos de la Unión Africana por estabilizar la situación en el 
terreno. La acción de la Unión Europea en este sentido se basó en dos 
documentos, la “Acción Común 2005/557/PESC, de 18 de julio, sobre la acción 
de apoyo civil-militar de la UE a la misión AMIS II que la Unión Africana está 
desarrollando en Sudán-Darfur”, y la “Acción Común 2005/556/PESC, de 18 de 
julio, por la que se nombraba un Representante Especial de la UE en Sudán.195 
El calendario de la toma de decisiones del apoyo de la UE ha estado sujeto 
al desarrollo de las negociaciones en curso entre las Naciones Unidas, la Unión 
Africana, Sudán y otros actores de la comunidad internacional. Además, en su 
reunión del 21 de junio de 2005, el COPS acordó que el apoyo de la UE a AMIS 
II se realizara en coordinación con la UA, para “salvaguardar el principio de 
liderazgo africano de la misión”. En cuanto al apoyo financiero, la UE aportó a 
AMIS más de 300 millones de euros provenientes de la Facilidad para la Paz 
Africana, durante todo el periodo de duración de la misión (desde junio de 2004 
hasta diciembre de 2007).196 Por su parte, los Estados miembros hicieron 
considerables aportaciones bilaterales,  tanto financieras como en equipos y 
                                                 
195 El Representante Especial de la UE en Sudán, cuyo mandato fue renovado por la 
Acción Común 2006/468/PESC, de 5 de julio, fue Pekka Haavisto. Posteriormente ocuparon el 
cargo Torben Brylle, a partir de 2007 y Rosalind Marsden a partir de 2010. 
196 Con estos fondos se pagaron los salarios de las tropas participantes en la misión, los 
seguros, viajes, comida y costes médicos. 
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personal experto, llegándose a una contribución total de 500 millones de euros 
para el periodo 2004-2007 por parte de la Unión (EU Council Secretariat 2008). 
La UE quería implicarse en los esfuerzos internacionales para contener y 
resolver la crisis de Darfur, aunque desplazando la responsabilidad a la UA. Como 
decía Javier Solana en un artículo de 2006:  
“la Unión Europea está tratando, en todos los 
frentes, de ayudar a encontrar una solución a la crisis de 
Darfur. Darfur es una prioridad para Europa y seguirá 
siéndolo mientras la violencia continúe y hasta que 
retornen a sus hogares las personas desplazadas y los 
refugiados (…) Desde el comienzo del conflicto, la Unión 
Europea ha apoyado los esfuerzos de la Unión Africana 
por estabilizar la situación sobre el terreno” (Solana 2006). 
A pesar de las contribuciones de la UE, fundamentalmente en el aspecto 
humanitario y financiero, la Unión ha sido duramente criticada por no haberse 
implicado de tal forma que pudiera ejercer una mayor presión internacional. 
Desde el estallido de la crisis en el oeste sudanés diversos medios de 
comunicación, think tanks y organizaciones de la sociedad civil criticaron en esa 
línea de pensamiento la actuación de la UE en Darfur, considerando que la 
proliferación de declaraciones manifestando la consternación y preocupación por 
la situación en Darfur no se había visto correspondida por un compromiso real o 
acción política en el terreno, limitándose a financiar AMIS y derivar la 
responsabilidad hacia la UA(Grono 2006, 2007).  
Al comparar las palabras de los líderes europeos con lo que se ha hecho 
realmente, la retórica no se ha correspondido con la acción. Es decir, aunque los 
líderes europeos están ‘preocupados por la situación en Darfur’, hay límites de 
hasta dónde quieren llegar a implicarse, incluyendo la eventualidad de asignar 
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tropas, aunque sí están dispuestos para financiar a la UA así como los esfuerzos 
humanitarios 
4.2.1. Implicaciones y funcionalidad 
El ejemplo de Darfur y la financiación de la misión AMIS ilustran algunas 
de las funciones internas que hemos considerado en la investigación, 
particularmente la primera función, en pos de la aspiración a delegar la 
responsabilidad sobre los africanos, aun aportando una financiación fundamental 
y ayuda humanitaria. Si uno de los instrumentos más adecuados o adaptados para 
la gestión de crisis son las misiones PCSD, en Darfur la UE decidió no desplegar 
ninguna misión, a pesar de las discusiones en torno a la posibilidad de hacerlo, por 
motivos de complejidad del terreno y por la falta de voluntad a la hora de enviar 
tropas europeas: 
“Je dirais que c'est peut être une tendance 
nouvelle, mais depuis quand même plus de dix ans 
il y avait des réticences des politiques je dirais des 
pays occidentaux à engager les troupes. Et surtout 
cette idée qu’on peut faire la guerre sans prendre 
des risques, y compris pour les militaires. Je crois 
que ça montre peut être une évolution d'une société 
qui ne sait-elle pas qu’est-ce qu’elle veut 
finalement. Voire maintenir la paix tout en sachant 
que les professionnels de la guerre ne doivent pas 
prendre des risques, alors... le résultat c’est que 
finalement ce sont les civils qui ont payé le prix” 
(Entrevista Pamphile Sebahara, GRIP, Bruselas, 
agosto 2011). 
La voluntad de cooperar en el desarrollo de la Misión de la Unión Africana 
en Sudán puede servir como ejemplo para ilustrar la contradicción de las acciones 
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de la UE en Sudán. Por una parte, Europa intenta involucrarse en la solución del 
conflicto, consecuentemente con un enfoque normativo dependiente de una 
“responsabilidad moral”. Por otra parte, este compromiso e implicación europeos 
no son tan profundos como la retórica y el discurso que se elaboran acerca de 
dicha participación, las tropas de la misión no son facilitadas por los Estados 
europeos “profundamente preocupados” sino que provienen de países africanos. 
Además, la financiación de AMIS a través de la APF, con cargo al FED, 
evidencia el nexo seguridad-desarrollo expresado en la nueva orientación de la 
política exterior y de seguridad europea. 
Las diferencias de los Estados miembros también jugaron un papel, sobre 
todo a la hora de reaccionar ante la nueva estrategia para Darfur del Gobierno de 
Sudán elaborada en 2010: 
“Pour le Darfour on est arrivé avec des difficultés 
et en deux étapes. Il y a eu une première tentative fin août 
qu’on n’avait pas abouti. Et puis on a repris ça fin 
septembre, du coup ce n’est pas assez à avoir une position 
commune parce qu'il y avait effectivement des 
divergences de vue, par exemple par rapport à la stratégie 
du gouvernement, par rapport au Darfour, des choses 
comme ça. Et finalement il y a eu un accord sur une 
position. La position qui a prévalu est de dire ‘on ne 
reconnais pas, on ne félicite pas le gouvernement pour sa 
stratégie au Darfour, mais on est toujours prêts à discuter. 
Or que dans l’ensemble des pays membres, il y avait 
certains qui étaient plus proactifs et puis d’autres plus 
réservés. Et donc on a trouvé une position commune, et 
finalement c’est les réservés qui ont gagné. Et c’est clair 
qu’il y a des différences de sensibilité dans les états 
membres par rapport l’un à l’autre. Ici on a deux états 
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membres qui ont des positions assez proches et 
assez dures vis-à-vis du Soudan, alors que d’autres 
sont beaucoup plus cool” (Entrevista funcionario 
europeo, Delegación de la UE en Jartum, enero 
2011). 
En este sentido, la situación en Darfur responde bien a la primera función 
interna de huir de una mayor implicación, en un escenario de particular 
complejidad, derivada de las dificultades en el terreno debido a la hostilidad del 
entorno y a la resistencia del Gobierno, además de las abstenciones de China y 
Rusia, para impedir el despliegue de UNAMID, ya que consideran que una misión 
no debe intervenir si no hay una aceptación por parte del Gobierno (Marchal, 
Banegas 2005). 
Las acciones de la UE respecto a Darfur se han manifestado de forma 
indirecta, participando mediante la financiación de iniciativas o el apoyo técnico y 
logístico de otros actores. Esas acciones implican la financiación del despliegue 
de AMIS, una misión de la UA que es fundamental en relación con los cambios en 
el continente, y el establecimiento del Consejo de Paz y Seguridad de la UA, pero 
que tiene los medios suficientes para abordar el terreno darfurí. La UE decide no 
implicarse en una misión propia, aplicando el lema de ‘problemas africanos, 
soluciones africanas’, en una aproximación que consistiría en una forma de huir 
de la responsabilidad de implicarse. Por otro lado, la colaboración con la UA 
supone una innovación, ensayando nuevos mecanismos de colaboración con 
organismos regionales, un camino que la UE ha emprendido recientemente para la 
acción de la UE en el continente, y que se manifiesta en su aplicación práctica en 
Sudán (segunda función). 
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5. Conclusión 
Ante la ineficiencia del enfoque negativo o sancionador de los años 
noventa, la UE comenzó a variar su posición una década después. En 1999 
reanudó el diálogo político con el Gobierno sudanés, en 2002 comenzó la 
implementación del programa Humanitarian Plus, y en 2005 restableció los 
programas de cooperación al desarrollo bajo el Acuerdo de Cotonú. 
Observamos así una cierta contradicción en la política exterior europea 
hacia Sudán, en la que se alternan medidas sancionadoras y medidas 
incentivadoras de forma confusa, es decir, por un lado la UE aplica sus medidas 
negativas (el embargo y la suspensión de la ayuda), con escaso efecto, y comienza 
después a movilizar una serie de dinámicas institucionales complejas para 
implementar programas de ayuda por cauces diferentes a los cauces formales 
establecidos (el programa Humanitarian Plus, financiado por el FED pero cuya 
implementación no requiere la colaboración con el Gobierno, sino que se ejecuta 
por medio de canales non gubernamentales), aunque la situación política que 
causó la imposición de las sanciones no se ha modificado.  
La misma dinámica se observa en la década de 2000, con la imposibilidad 
de asignar recursos bajo el décimo FED ante la no ratificación de la revisión del 
Acuerdo de Cotonú, por la cláusula introducida por la UE en relación con la CPI, 
y la nueva movilización de cauces alternativos para ejecutar programas de ayuda 
por otros medios (los Fondos Especiales para Sudán, cuya implementación se 
realiza por medios no gubernamentales), aunque de nuevo el motivo de la medida 
negativa no ha desaparecido.  
En lugar de una implicación política profunda, la UE ha centrado hasta 
ahora sus acciones en la asistencia financiera y el apoyo de “soluciones africanas 
a problemas africanos” en el contexto sudanés. La falta de una clara estrategia 
política que hubiera podido guiar la acción de la UE hacia objetivos precisos, ha 
originado una respuesta débil. La ayuda humanitaria en Darfur y los proyectos de 
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cooperación al desarrollo en el país han centrado el interés de la institución, y han 
supuesto la justificación para su presencia y una cierta visibilidad como actor 
internacional. Los resultados de esos proyectos o la efectividad de la asistencia 
humanitaria, así como los objetivos políticos subyacentes, han quedado en un 
segundo plano. 
En este sentido, la acción de la UE adolece de una falta de voluntad 
política o incluso de una ausencia de estrategia política. El apoyo logístico, 
técnico y financiero de la UE en Sudán constituiría así una forma retórica de 
reivindicar una participación en la acción internacional en el contexto sudanés, 
pero se alejaría de un verdadero compromiso político, eludiendo cualquier 
aplicación de una política de poder. En realidad el escenario político sudanés 
reviste una complejidad extrema, con la manifestación simultánea de diferentes 
crisis violentas y dinámicas gubernamentales que requieren acciones coordinadas 
en múltiples esferas de actuación para la resolución de los distintos focos de 
conflicto. 
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CAPÍTULO 9: 
 
CONCLUSIONES 
En la presente tesis doctoral hemos abordado el estudio de la política 
exterior y de seguridad de la UE en África Subsahariana desde la perspectiva 
teórica de la tesis de la funcionalidad y el enfoque introspectivo en materia de 
seguridad y desarrollo. La investigación ha acometido el estudio de interrogantes 
esenciales sobre las funciones internas y las motivaciones de la Unión Europea a 
la hora de formular e implementar sus políticas en África Subsahariana. 
Una función interna nos ha mostrado cómo, ante situaciones inéditas, la 
Unión es capaz de emprender procesos de adaptación de las instituciones, 
contribuyendo a que la Unión Europea pueda salir de su rutina burocrática y 
genere mecanismos de innovación institucional. Según otra función, hemos visto 
cómo la política exterior de la UE funcionaría como un mínimo común 
denominador, reduciendo las tensiones existentes entre las diferentes posiciones 
de los Estados miembros, así como proveyendo una justificación para la inacción 
de los Estados miembros a nivel nacional, legitimando su falta de compromiso al 
ver delegada su acción en la política exterior de la UE, generando una menor 
implicación. Por último, la función ontológica nos ha remitido a la ambición 
normativa de la Unión, según la cual los principios y valores europeos generan 
una identidad específica que se manifiesta en la construcción del rol internacional 
de la UE, y en el desarrollo de la política exterior y de seguridad. 
Sudán ha constituido un estudio de caso particularmente relevante para el 
estudio de la política exterior y de seguridad europea, debido a la coexistencia de 
diferentes conflictos y factores políticos fundamentales. La escena política 
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sudanesa, desde la independencia de Sudán en 1956 hasta la secesión de Sudán 
del Sur de Sudán en 2011, ha atravesado diferentes momentos de crisis política 
interna, acompañados de la presencia constante de situaciones de guerra y 
conflicto en el país, todo ello enmarcado en un contexto regional extremadamente 
complicado. La manifestación simultánea de estos elementos políticos ha supuesto 
un arduo desafío para la implicación de la UE en Sudán, cuya política exterior y 
de seguridad se ha formulado e implementado a través de diferentes modalidades 
que no han podido abarcar la dificultad inherente al panorama político sudanés. 
El estudio de caso nos ha permitido recorrer las principales etapas políticas 
de la historia del Sudán moderno, identificando las principales fases de la 
evolución de las guerras civiles sudanesas entre el Norte y el Sur, y el estallido del 
conflicto de Darfur. La amplitud del periodo histórico examinado nos ha 
permitido observar en detalle la evolución de las acciones de la UE en el ámbito 
de la política de desarrollo y de seguridad hacia África Subsahariana, en un 
contexto más amplio que tiene en consideración el progresivo proceso histórico de 
integración europea por un lado, y el contexto global y los acontecimientos 
internacionales más relevantes por otro lado. 
Asimismo, el minucioso análisis, y la interrelación e integración de las 
dimensiones sudanesa, europea e internacional, nos han permitido realizar un 
examen profundo y detallado de la evolución de los principales presupuestos 
teóricos y prácticos en los ámbitos del desarrollo y la seguridad, realizando una 
aportación académica a la disciplina de las relaciones internacionales y los 
estudios africanos. 
Consideramos que el marco teórico ha supuesto una aproximación 
novedosa y original al estudio de la política exterior y de seguridad de la UE 
mediante la aplicación, al caso de África Subsahariana y Sudán en particular, de la 
tesis de la funcionalidad desarrollada por Bickerton, modificando e integrando sus 
tres funciones internas con otras aportaciones teóricas, interrelacionando de esta 
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forma las tesis de Bickerton con la dinámica de elusión de una política de poder y 
el concepto de anti-política exterior de Chandler, con el enfoque introspectivo de 
Olsen, y con el enfoque crítico de seguridad de Marriage, en un ejercicio 
complejo que ha podido aportar una robustez intelectual a la investigación. 
La literatura sobre la política exterior y de seguridad de la UE se ha 
centrado habitualmente en cuestiones predominantemente orientadas hacia 
asuntos de impacto, efectividad y coherencia de la UE como actor internacional, y 
en elucidar la brecha entre las expectativas como actor global y las capacidades 
limitadas efectivas en el terreno. Sin embargo, esta aproximación no responde a 
preguntas cruciales sobre los verdaderos factores que impulsan la política exterior 
y de seguridad europea y que contribuyen a su vez al desarrollo institucional de la 
UE y al proceso de integración europea. De esta forma, las cuestiones 
predominantes sobre la política exterior y de seguridad de la UE han tratado la 
fase a posteriori, es decir, los efectos de la implementación de la política exterior 
del actor UE y su relación con la política internacional (la dimensión exterior de la 
UE), alejándose de las motivaciones internas o raison d’être auténtica de tal 
acción exterior. 
 Nuestra perspectiva, siguiendo a autores como Bickerton,  pone el acento 
en esta dimensión interna de la política exterior, en este a priori de las 
motivaciones de la UE como actor internacional. En este trabajo aplicamos su 
tesis de la funcionalidad, con ciertas modificaciones, para el análisis de las 
“funciones internas” de la política exterior europea y su influencia en el estudio de 
caso sudanés (Bickerton 2011a). 
Así pues, nuestro enfoque es un “enfoque introspectivo”, un enfoque que 
mira hacia dentro y que busca explicitar las preocupaciones e intereses europeos 
en este proceso de acción hacia el exterior, en contraposición con la mirada hacia 
los efectos de la implementación y la discusión polémica sobre el impacto 
generado. 
 564 
 
 
 
 
Esta dimensión teórica se ha complementado con la dimensión empírica 
del estudio, caracterizada por la recogida de datos durante un periodo extenso de 
trabajo de campo en Sudán, Bruselas y varias capitales europeas, generando un 
importante corpus de fuentes primarias mediante la realización de 150 entrevistas 
semiestructuradas a todo el rango de actores implicados en la formulación e 
implementación de las políticas en Sudán. 
El estudio de caso de Sudán se convierte así en un laboratorio para los 
enfoques europeos de política exterior hacia África Subsahariana, a la vez que 
sirve para el desarrollo de las capacidades institucionales de la UE, y nos ayuda a 
establecer una relación entre la dimensión analítica abstracta y la política exterior 
en sus dimensiones concretas, mostrando asimismo la interacción y el cambio de 
los paradigmas explicativos y operacionales. 
Teniendo en cuenta nuestro marco teórico197, en este capítulo analizaremos 
hasta qué punto se hace patente la lógica de la funcionalidad interna en el caso de 
la actuación de la UE en el ámbito de la política de desarrollo y la política exterior 
y de seguridad, prestando especial interés a la formulación y planteamiento de las 
políticas europeas hacia África Subsahariana, y Sudán en particular. 
La primera función interna remite a una motivación según la cual los 
Estados miembros delegan acciones indeseadas o complejas en materia de acción 
exterior a la UE, que actuaría como sustituta de las políticas nacionales 
justificando en muchos casos la no implicación de los Estados miembros, es decir, 
su voluntad de evitar comprometerse realmente en los escenarios de conflicto de 
la política internacional. Se presenta en este caso un patrón de ‘anti-política 
exterior’ (Chandler 2007) o la voluntad de evitar una política de poder (‘power 
avoidance’) (Bickerton 2011a). La política exterior de la UE proveería de esta 
                                                 
197 Recordemos que en nuestra investigación hemos modificado la aproximación 
conceptual de la tesis de la funcionalidad para integrar las posiciones y presupuestos teóricos y 
metodológicos de otros autores, tanto en lo que respecta a la primera función, como a la segunda 
función interna en el estudio de la política exterior y de seguridad de la UE. 
 565 
 
 
 
 
forma un mecanismo para la legitimación de la inacción o la falta de implicación 
de los Estados miembros a nivel nacional, disminuyendo su compromiso al ver 
delegada su acción en la política exterior de la UE, y reflejaría también la 
diversidad entre las políticas de los Estados miembros en Sudán, con prioridades y 
posiciones diferentes en cuanto al papel en la gestión de las crisis difíciles de 
hacer converger. El estudio de caso confirma la hipótesis según la cual la acción 
conjunta ‘UE’ implicaría una cierta homogeneidad de posiciones e intereses de los 
EEMM en Sudán, pero también una condición de mínimo consenso entre los 
Estados, ante la existencia de políticas nacionales divergentes; y por otro lado 
expresaría la voluntad de actuar en conjunto para no implicarse con mayor 
profundidad bilateralmente, alejándose de situaciones incómodas como las que 
plantea el complicado escenario sudanés. 
La segunda función responde a una lógica de luchas institucionales 
internas por la influencia, las competencias o el poder. En nuestro caso, 
modificamos esta visión limitada incorporando el análisis de la adaptación 
institucional en el seno de la UE, de forma que las dinámicas internas llegan a 
dominar la formulación e implementación de la política exterior y de seguridad de 
la Unión, es decir, las dinámicas institucionales se hacen las protagonistas de un 
proceso que deja de estar centrado en las acciones en el terreno (Bagoyoko, Gibert 
2009). Este proceso, que se orienta hacia dentro, reforzaría el desarrollo 
institucional en el seno de la Unión, resultando bueno para Europa y para sus 
propios intereses, quedando en segundo lugar la preocupación por África, que 
serviría de terreno de experimentación para la puesta en práctica de estas 
capacidades institucionales (2009b, Olsen 2009a). Además, esta vitalidad 
institucional genera mecanismos e instrumentos para garantizar el cumplimiento 
de  las medidas estipuladas, y en el caso de resistencias al cumplimiento, 
reacciona modificando la posición de forma coercitiva o adaptando la posición al 
fracaso de una política determinada (Marriage 2013). 
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La tercera función remite a la construcción de un rol y de una identidad 
europea en torno a un concepto particular de la ética y la responsabilidad del ente 
político europeo en los asuntos internacionales. Esta función ontológica está 
influenciada por los valores y principios del ‘modelo europeo’ expresado en la 
ambición normativa de la Unión como base para su acción exterior. La proyección 
de la Unión más allá de sus fronteras conlleva la continuación del proceso de 
integración y contribuye a dar respuesta a la pregunta fundamental del porqué o 
raison d’être de la Unión, es decir, a la ‘búsqueda de sentido’ de la UE (Bickerton 
2011a). 
Si bien esta función ontológica es difícil de trasladar a contextos políticos 
complejos, y de instaurar de forma cotidiana, como muestra el caso de Sudán, la 
Unión mostró su respaldo al enfoque normativo en el momento crucial de fomento 
de la actuación de la Corte Penal Internacional. El apoyo de la UE y los Estados 
miembros a la CPI trajo consigo consecuencias negativas para la eventual 
implicación política de la Unión en los acontecimientos contemporáneos, y un 
deterioro flagrante de las relaciones eurosudanesas. En este sentido, la decisión de 
respaldar los principios de justicia internacional se acompañó paradójicamente en 
última instancia de una desvinculación en el terreno, causada parcialmente por 
este posicionamiento normativo. 
1. Principales resultados de la investigación y verificación de 
hipótesis en el ámbito del desarrollo 
Las relaciones entre la Unión Europea y los países en vías de desarrollo se 
han establecido y consolidado progresivamente. Las relaciones con África 
Subsahariana han atravesado tres momentos históricos muy importantes, desde las 
relaciones coloniales de algunas potencias europeas con sus imperios en el 
continente africano, hasta el periodo de la Guerra Fría y el orden internacional 
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surgido con la caída del Muro de Berlín y el colapso de la Unión Soviética. La 
influencia del pasado colonial se ha mostrado decisiva para la definición de las 
primeras políticas de desarrollo de la Comunidad Europea, privilegiando las tesis 
de Francia a la hora de formular las incipientes políticas comunitarias, que 
enfatizaron un concepto asociacionista y un enfoque geográfico limitado a sus 
esferas de influencia en el continente africano. La política comunitaria en materia 
de desarrollo evolucionó posteriormente hacia una política de carácter geográfico 
global, pero la visión original ha influido a largo plazo en la evolución de las 
relaciones con el mundo en desarrollo y con África en particular, mediante el 
establecimiento de los Convenios de asociación de Yaundé y de Lomé, los cuales 
arrastraron la misma limitación estructural, el protagonismo de los lazos históricos 
(relaciones especiales) en lugar de criterios de necesidad en el terreno (centrados 
en la lucha contra la pobreza). Observamos así en las relaciones de la UE con los 
países en desarrollo una predominancia de las funciones internas y del enfoque 
introspectivo de la Unión, de forma que la política de desarrollo y la relación UE-
África se sitúa en una posición secundaria en relación con los argumentos e 
intereses intraeuropeos. 
La dominación colonial que establecieron las potencias imperialistas de 
Europa, y el proceso subsiguiente de descolonización e independencia africana 
constituyen uno de los gérmenes impulsores de la creación e institucionalización 
del sistema de la cooperación al desarrollo a nivel internacional a partir de la 
década de los años cincuenta. En efecto, el surgimiento de los nuevos países 
independientes africanos fruto del proceso de descolonización, con sus incipientes 
necesidades de asistencia técnica y financiera, junto con los cambios a nivel 
internacional derivados del final de la Segunda Guerra Mundial y del comienzo de 
la Guerra Fría, coadyuvaron al nacimiento de la cooperación al desarrollo. 
Las primeras muestras de resistencia de los países en vías de desarrollo al 
establecimiento de un nuevo orden económico mundial que favorecía a los países 
más ricos e industrializados se concretaron en la celebración en 1955 de la 
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Conferencia Afroasiática de Bandung, cuyos principios, enunciados en la 
declaración final de la Conferencia, inspiraron el establecimiento formal del 
Movimiento de Países no Alineados. En un contexto marcado por la bipolaridad 
de la Guerra Fría, los países en vías de desarrollo intentaron escapar de la lógica 
de las dos grandes potencias a través de su pertenencia al MPNA, reclamando su 
independencia e igualdad soberana, a la vez que reivindicando términos 
económicos del comercio mundial más solidarios en el seno de la CNUCYD, que 
favorecieran el desarrollo social y económico de los países menos desarrollados. 
En el caso de la CEE, los Estados miembros se resistieron firmemente a 
basar su acción comercial en el principio de no reciprocidad, para de esta forma 
proteger los intereses de la Comunidad y de sus países asociados, manteniendo las 
ventajas otorgadas a determinados países africanos en el marco de la política de 
asociación impulsada por Francia y defendida por la Comunidad desde los años 
cincuenta, como se verá en el periodo de vigencia de los Convenios de Yaundé. 
Durante los años setenta, la crisis del petróleo de 1973 hizo patente la 
dependencia de los países europeos en el ámbito de la energía y de las materias 
primas, lo cual influyó de forma determinante en las negociaciones del Convenio 
de Lomé, iniciadas en el mismo período. El debate en torno al NOEI y los 
problemas de los países en vías de desarrollo se vio por tanto desplazado por la 
preocupación en torno a las consecuencias de la crisis económica para los centros 
del sistema y en cómo hacerles frente. 
Esta dependencia reforzó el interés en el progreso de las relaciones euro-
africanas, necesario para cubrir las demandas del desarrollo industrial europeo. 
Asimismo otorgó a los países africanos una posición estratégica como productores 
energéticos a la hora de negociar con Europa la firma del Primer Convenio de 
Lomé. 
Sin embargo, durante la década de los años ochenta las relaciones entre la 
Comunidad Europea y los países en vías de desarrollo representados por el cada 
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vez más amplio grupo ACP se vieron marcadas por el problema de la crisis de la 
deuda externa que afectó gravemente a los países de África Subsahariana y por la 
subsiguiente adopción de modelos económicos inspirados por las instituciones 
financieras internacionales, que respondieron a la crisis impulsando medidas de 
corte neoliberal inspiradas por el denominado Consenso de Washington y 
plasmadas en los Planes de Ajuste Estructural. 
Uno de los cambios más importantes en las relaciones Norte-Sur tendrá 
lugar en los años noventa, con la introducción de criterios políticos para la 
cooperación que reflejan la importancia de la tercera función interna y las 
motivaciones normativas. La introducción de criterios de condicionalidad de la 
ayuda implica una erosión de la autonomía y de la posición de los Estados del 
Tercer Mundo a la hora de negociar las modalidades de la ayuda, reflejando una 
creciente asimetría en las relaciones con el Norte, y cambios de gran calado en la 
economía política de los países en desarrollo. La proliferación de los términos de 
condicionalidad asociados a criterios de gobernanza, democracia y derechos 
humanos, entre otras cuestiones políticas, va a reflejar un patrón más generalizado 
de cambios a nivel global, en función del desarrollo de una doctrina liberal. 
Posteriormente, el Acuerdo de asociación ACP-CE o Acuerdo de Cotonú 
supondrá la adaptación de la política comunitaria de desarrollo a la evolución de 
la realidad contemporánea y al consenso global sobre la concepción e 
implementación de las políticas de ayuda al desarrollo, culminando el proceso de 
reflexión efectuado en la década de los años noventa. Los cambios y cláusulas de 
condicionalidad política se verán reforzados de forma considerable a partir de 
2001 y a mediados de la década del 2000, y se van a concretar en la irrupción del 
ámbito de la política de seguridad en la política de desarrollo, con los 
consiguientes problemas de inconsistencia derivados de la condicionalidad y los 
intereses de los donantes, así como otros problemas de asimetría de las relaciones. 
De conformidad con lo establecido en la Estrategia Europea de Seguridad (EES), 
La UE va a definir una estrategia propia sobre el desarrollo, plasmada en el 
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Consenso Europeo sobre Desarrollo (2005), donde subraya precisamente la fusión 
entre el desarrollo y la seguridad, abriendo la puerta al establecimiento de un 
enfoque holístico o integral que manifiesta el vínculo entre las acciones relativas a 
la prevención de conflictos y la gestión de crisis, y los programas de desarrollo. 
La subordinación de la agenda de desarrollo a la agenda de seguridad 
occidental se acompaña del auge de iniciativas de buena gobernanza, construcción 
del Estado y construcción de la paz en países en desarrollo para evitar su 
fragilidad o incluso el colapso que podrían afectar a la estabilidad regional. La 
comunidad internacional elabora en consecuencia un enfoque holístico que aúna 
los conceptos de seguridad, desarrollo económico y buen gobierno, partiendo de 
la base de que únicamente se puede alcanzar el desarrollo en condiciones de 
seguridad y en un ambiente de buena gobernanza. 
Sin embargo, este enfoque holístico o integral se caracterizaría por la 
vaguedad y la ausencia de un verdadero enfoque político, o bien, “the loss of a 
strategic framework rather than the creation of one” (Chandler 2007), lo cual 
llevaría a una desconexión flagrante entre la retórica sobre el nexo seguridad-
desarrollo a nivel internacional y las realidades políticas en los niveles nacionales 
y sectoriales (International Peace Academy 2006). 
En esta línea de argumentación, las declaraciones políticas de intenciones 
a nivel internacional se acompañarían de una falta de compromiso en la 
formulación seria de políticas en las regiones de interés, lo cual sería convergente 
en el caso de la UE con la primera función interna. Además de una falta de 
voluntad política para alcanzar un acuerdo y tomar acciones concretas, 
hablaríamos también de la falta (previa) de un enfoque político y de una estrategia 
o marco político que pudieran dirigir las acciones hacia fines políticos concretos. 
En lo que respecta a la Unión Europea, los cambios en el orden 
internacional generados con el fin de la Guerra Fría, la securitización del 
desarrollo y su propia evolución como potencia del sistema internacional van a 
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influir en el desarrollo de la política exterior y de seguridad de la Unión. La 
identificación de prácticas en ocasiones muy alejadas de las realidades políticas y 
sociales sobre el terreno remite por un lado a la complejidad de las situaciones a 
las que la UE aspira a hacer frente, y por otro lado a la prioridad otorgada al 
desarrollo interno y al proceso endógeno de construcción institucional de la 
Unión. 
En el estudio de caso de Sudán, vemos cómo la suspensión unilateral de la 
ayuda al desarrollo durante los años noventa rompió la dinámica comenzada por 
los Convenios de Lomé, e ilustró el nuevo enfoque adoptado por la Unión en su 
relación con los Estados del Tercer Mundo. Sudán fue el primer país en el que la 
UE aplicó su nueva orientación, reaccionando al golpe de Estado de 1989 y a las 
violaciones de los derechos humanos en el contexto de la Segunda Guerra Civil 
sudanesa (tercera función). La suspensión de la ayuda ante el incumplimiento de 
los criterios establecidos en Lomé IV y IV bis informa de la dirección política de 
la UE, siendo la aplicación de estas medidas la muestra del enfoque político 
europeo, pero también el ejemplo de la adaptación institucional o las políticas 
realistas aplicadas hacia los países del Sur cuando no se cumplen los criterios 
establecidos por el Norte (en relación con la segunda función). Por otro lado, la 
implicación a través de operaciones humanitarias durante esta década muestra la 
falta de interés de la UE ante los procesos políticos sudaneses o la resolución del 
conflicto (primera función).198 
                                                 
198 En los años noventa además, como vimos en los capítulos correspondientes a la 
política europea de desarrollo, los debates globales van a continuar las líneas emprendidas en los 
años ochenta, ampliando el interés a la reforma y condicionalidad en el ámbito de los asuntos 
políticos de los países en desarrollo. En este periodo van a proliferar por tanto los términos de 
condicionalidad asociados a criterios de gobernanza, democracia y derechos humanos, entre otras 
cuestiones políticas, lo cual reflejaría un patrón más generalizado de cambios en función de una 
doctrina neoliberal a nivel global. En estos años se plantean las grandes cuestiones relacionadas 
con la eficacia de las respuestas europeas en materia de cooperación al desarrollo, y sobre la 
capacidad europea a distanciarse o innovar en su política respecto a las posiciones del Consenso de 
Washington, introduciendo el debate sobre el concepto de la ayuda presupuestaria, y su sujeción a 
condicionalidades para combatir potenciales fuentes de corrupción. 
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Después de un breve periodo de normalización de las relaciones con la 
asignación de recursos bajo el noveno FED en 2005 como incentivo por la firma 
del Acuerdo General de Paz, las relaciones se deterioraron de nuevo a partir de 
2009, por las acusaciones de la CPI contra Bashir, y la cláusula sobre el Estatuto 
de Roma presente en la revisión del Acuerdo de Cotonú. Este aspecto muestra 
cómo la aplicación del enfoque normativo europeo se enmarca en una lógica 
realista de las relaciones internacionales. Cuando aparecen resistencias al 
cumplimiento y aceptación de la agenda de gobernanza, como en el caso de la no 
ratificación de la revisión del Acuerdo de Cotonú por parte de Sudán, el enfoque 
colaborativo entre socios iguales desaparece, se genera un patrón de coerción y 
supervisión, o bien se adapta la agenda de desarrollo y gobernanza al fracaso 
derivado del no cumplimiento de los principios liberales, acomodando la política 
del Norte y modificando la agenda de la ayuda (Marriage 2013). En el caso de la 
UE en Sudán, la respuesta de coerción sería la no asignación de recursos bajo el 
décimo FED y la suspensión de la cooperación en el marco del Acuerdo de 
Cotonú. 
Por otra parte, contradiciendo parcialmente esa respuesta ante el no 
cumplimiento de las premisas del Acuerdo de Cotonú, la reacción de adaptación 
institucional de la UE (segunda función) a la imposibilidad de acceder al décimo 
FED se centró en prolongar la cooperación al desarrollo por otros cauces, 
realizando algunas innovaciones interesantes en términos institucionales con el 
objetivo de evitar canalizar la ayuda a través del Gobierno. Se asignaron de esta 
manera fondos liberados del noveno FED para constituir lo que se denominó 
“Fondos Especiales para Sudán”, implementando los programas de desarrollo por 
medio de ONG o administraciones locales. 
Sudán sirve como laboratorio para la experimentación de la nueva 
orientación de las políticas europeas en los años noventa y en el nuevo milenio (la 
politización y securitización de la ayuda), pero también muestra la adaptación de 
la UE a un escenario complejo de conflicto y a la falta de interés y cooperación de 
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las élites gubernamentales sudanesas. Ante esta tesitura, la UE se ha visto 
obligada a generar nuevos mecanismos e instrumentos de actuación, y nuevas 
modalidades de relación que escaparan de las limitaciones que representan 
algunas medidas tradicionales, inaplicables en Sudán. El análisis de nuestro 
estudio de caso muestra cómo la implicación europea en Sudán ha ocasionado 
algunas adaptaciones y cambios institucionales interesantes para el desarrollo de 
la arquitectura europea y su eventual uso en futuros escenarios de dificultad 
semejante, en el ámbito del desarrollo y de los instrumentos financieros, 
manifestando una preponderancia del enfoque introspectivo y de la segunda 
función interna sobre la primera y la tercera función. 
2. Principales resultados de la investigación y verificación de 
hipótesis en el ámbito de la seguridad 
En la presente tesis hemos abordado los desarrollos principales de la UE 
como actor en el ámbito de la seguridad internacional, analizando las 
motivaciones internas y el contexto global que han impulsado el establecimiento 
de políticas europeas en materia de prevención de conflictos y gestión de crisis, 
así como la formulación de un enfoque holístico o integral (comprehensive 
approach) que vincula las cuestiones de seguridad y desarrollo. 
Para comprender el desarrollo progresivo de la UE como actor de 
seguridad, hemos examinado el surgimiento y la evolución histórica de la política 
exterior europea, fundamentalmente en sus manifestaciones más importantes a 
partir de los años noventa, observando las diferentes modalidades de implicación 
en la esfera internacional, así como la promoción de la paz y la seguridad más allá 
de las fronteras europeas, en un marco que supera y desborda el concepto 
primigenio de la paz en su dimensión interior de evitar toda guerra en Europa. 
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Sudán se manifiesta como un estudio de caso muy relevante para analizar 
la política exterior y de seguridad de la UE, al presentar crisis y conflictos 
violentos de diferente naturaleza y magnitud a lo largo de su turbulenta historia, 
particularmente la  guerra civil entre el Norte y el Sur que constituye el conflicto 
más largo en el continente, y un conflicto en la región occidental de Darfur, 
visibilizando estos dos conflictos dos formas diferentes de implicación de la 
comunidad internacional. La extrema complejidad del escenario político sudanés 
se expresa también en la existencia simultánea de dinámicas de exclusión centro-
periferia, y de una volatilidad política en el centro del sistema en diversos 
momentos históricos, que ha dado lugar a crisis de diversa índole, sin olvidar las 
interacciones entre distintas figuras y visiones políticas, y la influencia del 
islamismo en el Gobierno sudanés. 
Además, los antecedentes históricos del periodo colonial resultan 
fundamentales para comprender el proceso de formación del Estado sudanés y sus 
características. El significado y la importancia de la Turkiyya, la Mahdiyya y el 
Condominio anglo-egipcio en la generación de patrones de desigualdad social 
estructural muestran el germen que deriva en una crisis del sistema político que 
conduce en última instancia al estallido de la violencia y a la persistencia de focos 
de conflicto a lo largo de toda la historia sudanesa. 
Por otra parte, la relevancia estratégica de Sudán a nivel regional lo 
constituye como un estudio de caso de suma importancia para el estudio de la 
política exterior y de seguridad, al insertarse en un contexto regional que 
involucra a algunos de los Estados más importantes para las relaciones de Europa 
con África y con Oriente Medio, particularmente las relaciones con Egipto y con 
Etiopía, a la vez que implica una aproximación con una región bisagra entre el 
mundo árabe y el mundo africano, complicando así las elecciones políticas de los 
actores implicados. 
 575 
 
 
 
 
En consecuencia, hemos podido examinar las modalidades según las 
cuales la UE se ha implicado en las distintas cuestiones de la arena política 
sudanesa, así como los mecanismos de adaptación (o desvinculación) en relación 
con los continuos cambios, desafíos y contingencias políticas a nivel interno, 
regional e internacional. Nuestra aproximación conceptual se ha centrado en las 
motivaciones y funciones internas de la Unión que constituyen y fundamentan la 
razón de ser de la política exterior europea, sin obviar los acontecimientos 
internacionales y la progresiva construcción institucional de la organización. 
La implicación de la UE en Sudán ha acompasado los cambios en el 
terreno, tanto en el escenario de la guerra civil sudanesa entre el Norte y el Sur, 
como en el escenario conflictual de Darfur. La respuesta política de la UE a las 
distintas fases del conflicto y al carácter cambiante de la situación de seguridad 
refleja la concepción de Sudán como un problema de seguridad secundario para la 
Unión, que ha preferido orientar su acción hacia acciones en el campo 
humanitario, o adaptaciones institucionales a las dificultades de implementación y 
ejecución de los programas de desarrollo. En función de nuestro análisis y de los 
datos empíricos recogidos durante el trabajo de campo, podemos afirmar que ello 
responde a la primera función interna, según la cual la UE prefiere alejarse de la 
situación compleja en términos de violencia e inseguridad que presenta Sudán. 
Los recursos se emplearían en ámbitos menos conflictivos, y los Estados 
miembros delegarían en la UE sus acciones, al no tener un interés prominente en 
Sudán, legitimando su inacción a pesar de la retórica institucional. 
La ambición normativa de la UE en relación con la función política 
ontológica impregna la respuesta política de la UE en Sudán, mostrando un 
momento de apogeo en la coyuntura de la emisión de la orden de detención de la 
CPI contra el Presidente de Sudán en 2009. Sin embargo, este énfasis normativo 
se traduce paradójicamente en una menor implicación por parte de la Unión 
Europea, y en una limitación a la hora de actuar en la escena política sudanesa, 
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realimentando la primera función y las motivaciones internas europeas, generando 
un diagrama circular que reafirma el enfoque introspectivo. 
El caso de Sudán refleja las contradicciones de la agenda política de la 
Unión en África Subsahariana, al evidenciar la desconexión o la distancia 
existente entre la retórica declarativa de la UE en su relación con el continente, el 
establecimiento de instrumentos y acciones políticas específicos, y la realidad de 
la implementación de algunas de las políticas del ámbito de la seguridad en el 
terreno. 
Durante la década de los años noventa, la Unión Europea comenzó a 
fraguar, siguiendo las tendencias de la comunidad internacional ante la 
proliferación de guerras civiles e inestabilidad política en África Subsahariana, 
una aproximación al desarrollo que centraba su eje de interés en el vínculo entre la 
seguridad y el desarrollo. El énfasis en esta interrelación, tanto a nivel retórico 
como en la práctica política, tuvo consecuencias para la orientación de la política 
de la UE hacia África, que se vio imbuida de criterios de condicionalidad política. 
El nexo entre la seguridad y el desarrollo se vio complementado por la 
interrelación entre el desarrollo y las prácticas de buen gobierno, que ponía el 
punto de mira en las discusiones globales sobre la fragilidad del Estado y los 
Estados fallidos. 
Esta vinculación va a implicar la politización y securitización del modelo 
de cooperación al desarrollo occidental y va a influir de forma decisiva en la 
agenda y en la posición adoptada por los donantes occidentales. 
Consiguientemente, este enfoque va a afectar a la política europea de desarrollo, 
que va a reformularse a mediados de la década del 2000 en torno precisamente a 
esta interrelación del desarrollo y la seguridad. El documento estratégico 
primordial de la Unión, la Estrategia Europea de Seguridad (EES) de 2003, 
confirmará el establecimiento de lo que se ha denominado un enfoque ‘holístico’, 
‘integral’ o ‘comprehensivo’ (una aproximación que aúne las acciones en el 
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ámbito de la seguridad y del desarrollo, así como una coherencia y coordinación 
entre las distintas acciones y agentes), y poco después se va a generar una nueva 
estrategia europea sobre el desarrollo plasmada en el documento fundamental que 
supone el Consenso Europeo sobre Desarrollo de 2005, donde se subraya dicho 
enfoque.La interdependencia entre la seguridad y el desarrollo y el auge del 
enfoque holístico se consolida institucionalmente mediante la adopción de una 
serie de documentos clave que van a constituir una nueva conceptualización sobre 
la forma de conducir las relaciones con el mundo en desarrollo, en particular en el 
Tratado de Lisboa, algunos documentos de referencia sobre desarrollo, seguridad 
y fragilidad, y en la formulación de un enfoque integral de la UE en relación con 
las crisis exteriores. 
La narrativa sobre el enfoque integral, y sobre la acción conjunta de los 
actores que conforman la UE superó rápidamente su marco inicial centrado en la 
política de desarrollo, para abordar las políticas de gestión de crisis en el ámbito 
de la seguridad, y la acción exterior de la UE de forma general, planteando 
objetivos más ambiciosos en el marco de una acción que se pretende amplia, 
coherente y eficaz. 
En consecuencia, el discurso político de la UE se orientó hacia la 
promoción de un enfoque comprehensivo, necesario para atajar las causas de los 
problemas relativos a la paz y la seguridad. Las primeras manifestaciones 
geográficas de este enfoque se centraron en el continente africano, en el punto de 
mira por los conflictos violentos y por tanto terreno de experimentación propicio 
para las acciones de la UE. 
Con el foco puesto en las políticas hacia África Subsahariana, hemos 
podido observar cómo la formulación del nexo entre la seguridad y el desarrollo, 
núcleo y principio rector del enfoque integral, responde a motivaciones y 
funciones internas en pos de nuestro enfoque introspectivo, aspecto reflejado en 
los intereses de los Estados miembros y en dinámicas de carácter institucional. 
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Esta dimensión autorreferencial despoja a los europeos de la preocupación 
o la necesidad de reaccionar ante determinadas crisis y conflictos externos, 
generando una política de retirada de toda implicación profunda en los escenarios 
de conflicto africanos, donde se prefiere delegar la responsabilidad en actores 
africanos, absteniéndose de comprometerse en la resolución de las causas raíces 
de los conflictos. 
En el ámbito de la política de seguridad, encontramos por tanto una 
preponderancia de la primera función política sobre la segunda y tercera funciones 
internas (las cuales adquieren mayor protagonismo en el ámbito de la política de 
desarrollo), que coadyuvan parcialmente al refuerzo de la primera función. 
En el caso de Sudán, la agenda política de la UE que conjuga los 
conceptos de seguridad y desarrollo, y propone una política comprehensiva, se ve 
ensombrecida en la práctica por la distancia insalvable entre la retórica de las 
declaraciones y la implementación efectiva en el terreno. Ello conllevaría la falta 
de un marco político real y la desconexión entre la formulación de objetivos 
universalistas y la realidad de la implementación de las operaciones en el terreno 
(Marriage 2006, Chandler 2006). 
La implicación de la UE en Sudán en el periodo histórico contemporáneo 
nos ha permitido examinar la concepción y aplicación de la política exterior y de 
seguridad europea en el contexto del final de la guerra civil entre el Norte y el Sur 
de Sudán, para observar el papel de la UE como mediador en el proceso que 
culminó con la firma del Acuerdo Global de Paz, y en el conflicto de Darfur, que 
atrajo la atención de la UE como actor humanitario, y de forma secundaria como 
actor de seguridad. 
El periodo escrutado se muestra fundamental al coincidir con momentos de 
cambios importantes de enfoque político en los años noventa, y con el viraje de la 
política exterior de la UE a partir de 2001-2002, orientándose ostensiblemente 
hacia las cuestiones de seguridad en pos de un enfoque holístico, o bien, la 
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concepción de las crisis y conflictos de una nueva forma que permite la inclusión 
de la prevención de conflictos y gestión de crisis bajo las premisas de la política 
de desarrollo. 
La implicación europea en Sudán ha ocasionado un aprendizaje y 
adaptación institucional que ha revertido en el interior de la UE en forma de 
cambios o innovaciones institucionales interesantes para el desarrollo incremental 
de la política exterior y de seguridad europea, y su utilización en escenarios de 
crisis (segunda función). Entre los más significativos se encuentran la formulación 
del “Código de Conducta” que regula o explicita la modalidad de las relaciones 
con el Gobierno sudanés ante la orden de arresto de la CPI; el apoyo y la 
delegación de responsabilidad a la UA (en aplicación del precepto según el cual 
los problemas africanos requieren soluciones africanas), tanto en el caso de 
Darfur, con la implementación de la operación de paz AMIS, financiada por el 
Fondo de Paz para África, como en el papel mediador de la UA a través del 
denominado “Panel Mbeki”; y la formulación de un “enfoque comprehensivo” 
para Sudán y Sudán del Sur, constituyendo un caso específico de formulación y en 
menor medida de aplicación del enfoque integral que impregna de forma general 
el ámbito de la política exterior europea, en particular en las relaciones con África 
Subsahariana.199  
La UE ha centrado sus acciones en la asistencia financiera y en el apoyo de 
“soluciones africanas a problemas africanos” en el contexto sudanés. El discurso 
de los últimos años de parte de la comunidad internacional en torno a dicho lema 
                                                 
199 En el caso de Sudán del Sur las innovaciones y adaptaciones institucionales incluyen 
asimismo un ejercicio inédito de programación conjunta de los Estados miembros, en los albores 
de la independencia; el despliegue de una misión civil PCSD (EUAVSEC) en junio de 2012 para 
reforzar la seguridad en el aeropuerto internacional; y la consideración de un procedimiento 
flexible para la rápida firma del Acuerdo de Cotonú y la consiguiente incorporación al grupo de 
Estados ACP, aunque el nuevo país decidió abstenerse de la firma por motivos relacionados con la 
cláusula sobre el Estatuto de Roma.  Otras medidas interesantes respecto al Sur son el 
establecimiento de un complejo común en Juba donde se sitúan las diferentes embajadas de los 
Estados miembros, con el fin de generar una unidad entre ellos, por lo menos geográfica. No 
entraremos en aspectos detallados por exceder la delimitación temporal de nuestra investigación.  
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refleja una falta de voluntad política para actuar en el ámbito de la seguridad en 
África, que representaría una forma de huir de la responsabilidad ante las 
situaciones de crisis e inestabilidad presentes en África Subsahariana, evitando un 
compromiso de participación militar e instando a la Unión Africana a hacerse 
cargo de la seguridad en el continente. 
La falta de una clara estrategia política que hubiera podido guiar la acción 
de la UE hacia objetivos precisos, y las diferencias de posiciones entre los Estados 
miembros, ha originado una respuesta política débil. La ayuda humanitaria y los 
proyectos de cooperación al desarrollo en el país han dirigido el interés de la 
institución, y han supuesto la justificación para su presencia y una cierta 
visibilidad como actor internacional. 
En este sentido, la acción de la UE adolece de una falta de voluntad 
política o incluso de una ausencia de estrategia política. El apoyo logístico, 
técnico y financiero de la UE en Sudán constituiría así una forma retórica de 
reivindicar una participación en la acción internacional en el contexto sudanés, 
pero se alejaría de un verdadero compromiso político, eludiendo cualquier 
aplicación de una política de poder. En realidad el escenario político sudanés 
reviste una complejidad extrema, con la manifestación simultánea de diferentes 
crisis violentas y dinámicas gubernamentales que requieren acciones coordinadas 
en múltiples esferas de actuación para la resolución de los distintos focos de 
conflicto. 
La investigación ha pretendido resolver el complicado puzle que enfrenta 
la política exterior de la UE, particularmente en materia de desarrollo y seguridad, 
en África Subsahariana y Sudán específicamente. Hemos intentado cumplir 
nuestro propósito de desglosar y analizar las políticas, instrumentos y estrategias 
que ha formulado e implementado la UE en su aproximación al continente 
africano, y en el contexto concreto del caso sudanés. De esta forma aspiramos a 
aportar nuestro grano de arena al ámbito de los estudios africanos y a la 
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producción académica sobre la política exterior de la UE. Al analizar el rol 
internacional de la UE en Sudán hemos evidenciando cómo la implicación y las 
acciones de la UE en materia de seguridad y desarrollo se relacionan con 
motivaciones internas que determinan la raison d’être a la hora de llevar a cabo su 
acción exterior, y revierten a su vez en el interior de la propia Unión, en pos de un 
enfoque introspectivo impregnado de funcionalidad política. 
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CHAPTER 9: 
 
CONCLUSIONS 
In the present doctoral thesis we have tackled the study of the EU’s foreign 
and security policy in the region of Sub-Saharan Africa from the theoretical 
perspective of functionality and the introspective approach, concerning security as 
well as development policies. This research has undertaken the study of essential 
questions regarding internal functions and the EU’s motivations for formulating 
and implementing its policies in Sub-Saharan Africa. 
The case study proposed in this thesis analyzes the European Union’s 
involvement in Sudan by reconstructing the tumultuous historical events in Sudan 
since its independence in 1956 until the secession of South Sudan in 2011, and the 
different ways the European Union tried to involve itself in each of the different 
historical phases identified.  The case study has allowed us to go across the main 
political stages in the modern history of Sudan, thus identifying those main phases 
in the evolution of Sudanese civil wars and salient moments in history. The 
history of colonialism and the country’s strategic significance regionally and 
globally make Sudan an extremely pertinent case for the study of security and 
international involvement. 
Furthermore, the wide-ranging character of the historical period which we 
have examined allowed us to observe in detail the evolution of the EU’s actions in 
the realm of its security and development policy towards Sub-Saharan Africa, 
investigating the different forms of engagement, how they have changed over time 
and what they have achieved for the EU and Sudan. This has been done within a 
wider context where we have taken into consideration on one hand, the 
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progressive process of European integration, and on the other, the global context 
and most relevant international events. 
This thorough analysis and the interrelation and integration of Sudanese, 
European and international dimensions, have equally permitted us to undertake a 
deep examination of how the main theoretical and practical underlying 
assumptions in the realms of development and security fared during this period. 
Thus, we have provided a significant academic contribution to the discipline of 
international relations and African studies, genuinely to existing work on security 
and foreign policy and the contemporary political debates on governance. 
We consider that the theoretical framework presents a new and original 
approach to the study of the EU’s foreign and security policy toward Sub-Saharan 
Africa - and Sudan in particular, drawing on relevant debates on the function and 
nature of security and development. This is achieved here through the use of the 
thesis of functionality developed by Bickerton and by modifying and integrating 
its three internal functions with other theoretic contributions on development and 
security. Thus, we have intertwined Bickerton’s theses with the elusion dynamic 
of power politics and Chandler’s concept of ‘anti-foreign policy’, Olsen’s 
introspective approach and Marriage’s critical approach to security. This has 
represented a complex exercise which has intellectually strengthened this 
research. 
Literature dealing with the EU’s Foreign and Security Policy has usually 
concerned itself with the impact, effectiveness and coherence of the EU as an 
international actor and on elucidating the gap between its expectations as a global 
actor and its limited effective capacities in the field. However, this approach does 
not answer crucial questions pertaining to those real factors that underlie the EU 
Foreign and Security Policy and its contribution to the EU’s institutional 
development and to the ongoing process of European integration. On the contrary, 
issues concerning the EU’s Foreign and Security Policy have been dealt with, 
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rather, in relation to the phase “a posteriori”. There has been, namely, an analysis 
of the effects of the implementation of the EU’s Foreign Policy, as an actor, and 
its relation with international politics (the external dimension of the EU)., We 
would then be witnesses to a clear detachment from internal motivations and the 
real raison d’être of such external action. 
This perspective instead follows authors, who like Bickerton, place their 
emphasis on this internal dimension of foreign policy, on the “a priori” of the 
EU’s motivations as international actor. In this work I will apply a modified 
version of the functionality thesis, in order to analyze the “internal functions” of 
European Foreign Policy and its influence on the study of the case of Sudan 
(Bickerton 2011a). 
Thus, the approach is of “introspection” looking inwards and endeavoring 
to make explicit these European concerns and European interests in the process of 
outward action, in contraposition to looking at effects of implementation and 
controversy-focused discussion on the impact generated. 
This theoretical dimension has been complemented with an empirical 
dimension in our study, which has consisted of gathering data during a period of 
extensive fieldwork in Sudan, Brussels and several European capitals. This has 
generated an important corpus of primary sources stemming from 150 semi-
structured interviews within a range of actors implicated in policy formulation and 
implementation in Sudan, providing a credible set of perspectives and approaches 
on development policy and foreign and security policies. 
Sudan’s case study has been used as a laboratory to test European 
approaches to foreign policy towards Sub-Saharan Africa, and has served the 
EU’s development of its institutional capacity. This has helped us to establish a 
relation between the merely abstract analytic dimension and foreign policy in its 
more concrete dimensions, showing us, as well, the interaction and change of 
explanatory and operational paradigms. 
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Bearing in mind our theoretical framework, we shall analyze in this 
chapter the degree to which the logic of internal functionality takes shape in the 
field of the EU’s development policy and its external and security policy. We will 
pay particular attention to its policies towards Sub-Saharan Africa in general and 
Sudan in particular- attending to both as policy formulation and implementation. 
The first internal function refers to a basic motivation according to which 
member states delegate either unwished or complex actions pertaining to the EU’s 
external action. The EU would thus substitute national policies and the member 
states would justify their lack of involvement due to their reluctance to become 
enmeshed in international conflict scenarios. In this case, we talk of a pattern of 
‘anti-foreign policy’ (Chandler 2007) or a will to avoid power politics (‘power 
avoidance’) (Bickerton 2011a). The EU’s foreign policy would work, in this 
fashion, as a minimum common denominator, reducing existing tensions between 
different positions within the community of member states and softening negative 
consequences which would derive from an eventual split among these. 
Notwithstanding, the most important consequence would be to legitimize either 
inaction or a lack of involvement from member states at their national level, 
reducing their capacity to compromise owing to their having delegated part of 
their external policy to the EU. 
The second function answers to a different logic, that of institutional 
internal fights for the sake of increasing its influence, competencies or sheer 
power. In our case, we have modified this limited vision through the incorporation 
of an analysis of institutional adaptation within the EU, where internal dynamics 
reach the point when they dominate the formulation and implementation of the 
Union’s foreign and security policy. Namely, institutional dynamics become the 
protagonists of a process that ceases being centered in ground-based actions 
(Bagoyoko, Gibert 2009). This process, which is eminently inward-looking, 
would reinforce the institutional development within the EU, being positive for 
the Union’s consolidation and for its own internal logics, leaving any genuine 
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concern for Africa in the background. The latter would merely become a testing 
ground for implementing these institutional capacities (2009b, Olsen 2009a). 
Besides, this institutional vitality generates mechanisms and instruments for 
guaranteeing the fulfillment of those measures stipulated. In the case of being 
confronted with resistances to fulfillment of those measures, the EU reacts by 
modifying its position and by either assuming a coercive approach or adapting its 
position for the failure of a determined policy (Marriage 2013). 
The third function is based on the construction of a role and a European 
identity around a particular concept of ethics and the responsibility of the 
European political entity in charge of international issues. This ontological 
function is influenced by values and principles of the ‘European model’ expressed 
in the normative ambition of the Union as a basis itself of its own external actions. 
The Union’s projection beyond its own borders entails the continuation of the 
process of integration and contributes to answering to the fundamental question of 
the Union’s raison d´être, namely, the ‘search for meaning’ of the EU (Bickerton 
2011a). 
1. Main results of our research and verification of the hypothesis 
in the field of development 
Relations between the European Union and developing countries have 
undergone a progressive process of consolidation. Relations with Sub-Saharan 
Africa underwent three historical defining moments, from colonial relations 
established by some European powers with their empires on the African continent 
until the period of the Cold War and the new international order arising from the 
fall of the Berlin Wall and the collapse of the Soviet Union. The influence of the 
colonial past was decisive in defining the first development policies of the 
European Community, prioritizing France’s ideas when formulating the incipient 
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Community’s policies, with an emphasis on association-based relations limited to 
a geographic scope covering France’s spheres of influence in the African 
continent. The Community’s policy regarding development aid evolved thereafter 
towards a policy of global geographic character, but the original vision has 
influenced in the long-term the evolution of relations with the developing world in 
general and Africa in particular. This same structural limitation has been 
prolonged with the establishment of the Yaoundé and Lomé Conventions with 
historical bounds (special relationships) prevailing over criteria of attending to 
real needs in the field (focused on the fight against poverty). Thus a prevalence of 
internal functions and an inward-looking approach can be observed in the EU’s 
relations with developing countries, with development policy and EU-Africa 
relations pushed into the background in a secondary position, subservient to intra-
European arguments and interests. 
The colonial domination that was established by European imperialist 
powers and the subsequent process of decolonization and African independence 
constituted one of the driving causes for the creation and institutionalization of the 
system of development cooperation at the international level from the decade of 
the 1950s. Indeed, the appearance of new independent countries in Africa as a 
consequence of the process of decolonization, and their burgeoning needs of 
technical and financial assistance, along with changes at the international level 
stemming from the Second World War and the beginning of Cold War, 
contributed to the birth of development cooperation. 
The first signs of resistance from the side of developing countries to the 
establishment of a new economic world order that favored richest and most 
industrialized countries took shape in the celebration in 1955 of the Afro-Asian 
Conference of Bandung (Indonesia), whose principles, expressed in the final 
declaration of the conference, inspired the formal establishment of the Movement 
of Non-Aligned Countries. In a context determined by the Cold War’s bipolarity, 
developing countries tried to escape the logic imposed by two great powers 
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through their membership to the MNAC, demanding their independence and 
sovereign equality, as well as reclaiming more equitable rules for world trade 
through the UNCTAD that could enable social and economic development of 
least developed countries. 
In the case of the EEC, member states were firmly opposed to base their 
commercial action on the principle of non-reciprocity, defending thus, the 
Community’s interests along the interests of partner states, and maintaining 
advantages granted to determined African countries in the framework of the 
association policy fostered by France and defended by the Community since the 
decade of the 1950s, as could be seen in the period of validity of Yaoundé 
Conventions. 
During the decade of the 1970s, the oil crisis of 1973 made manifest the 
high degree of dependence of European countries in the field of energy and raw 
materials. This had a determinant influence on the negotiations of the Lomé 
Convention, which started during this period. The debate around the NIEO and 
the problems of developing countries was displaced by worries regarding the 
consequences of the economic crisis in the centers of the system and on how to 
tackle them. 
This dependence reinforced the interest in a progress in Euro-African 
relations, necessary for covering the demands of industrial development in 
Europe. It granted, as well, a strategic position to energy producers when the time 
came to negotiate the signature of the First Lomé Convention. 
However, during the decade of the 1980s relations between the European 
Community and developing countries, represented this time by the increasingly 
large group of ACP, were affected by the external debt crisis that impacted hard 
Sub-Saharan Africa and by the subsequent adoption of economic models inspired 
by international financial institutions who responded to the crisis through the 
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promotion of measures of neoliberal character inspired in the known as 
Washington Consensus and expressed by structural adjustment plans. 
One of the most important changes in North-South relations would take 
place in the 1990s, when political criteria were introduced and were linked to 
cooperation policies, reflecting the importance of the third internal function and a 
set of normative motivations. The introduction of conditionality criteria for aid 
delivery beginning from the decade of the 1990s implies an erosion of the Third 
World States’ autonomy and position whenever it comes to negotiate modalities 
for aid provision. This reflects a growing asymmetry in North-South relations and 
deep changes in the political economy of the development countries. The 
proliferation of conditionality clauses associated with the criteria of governance, 
democracy and human rights, among other political issues, reflect a more 
generalized pattern of changes at the global level, following the developing liberal 
doctrine of the 1990s. 
Afterwards, the ACP-EC Partnership Agreement, known as the Cotonou 
Agreement, was to bring the adaptation of the Community’s development policy 
to the evolution of contemporary politics and to the new global consensus 
regarding the conception and implementation of development aid policies. This 
culminated in the process of reflection that took place in the decade of the 1990s. 
Changes and clauses of political conditionality were reinforced from 2001 to the 
mid-2000s. They took shape with the penetration of security policies into the area 
of development policy. This brought clear problems of consistency derived from 
the character of a conditionality that reflected donor states’ interests, as well as 
other problems of asymmetry in the North-South relations. In accordance with the 
tenets of the European Security Strategy (ESS), the EU would define its own 
development strategy, expressed in the European Consensus on Development 
(2005). There, the fusion between development and security was underlined, 
opening the door to the establishment of a holistic, or comprehensive, approach. 
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This new approach would link all actions relative to conflict prevention and crisis 
management to development programs. 
The subordination of the agenda of development to the Western agenda of 
security came along with an increase of initiatives of good governance, 
statebuilding, and peacebuilding in development countries, in order to offset their 
fragility or even their collapse, as this could eventually affect regional stability. 
As a consequence, the international community elaborated a holistic approach 
combining concepts of security, economic development and good governance. 
This approach started from the assumption that development could be reached 
only in conditions of security and good governance. 
However, this holistic approach was characterized by its vagueness and by 
the absence of a genuinely political approach, or rather, by the “the loss of a 
strategic framework rather than the creation of one” (Chandler 2007) which would 
bring about a flagrant disconnect between the rhetoric on the security-
development nexus at the international level and the political reality at the 
national and sectorial levels (International Peace Academy 2006). 
Along this line of argumentation, political declarations of intention at the 
international level were accompanied by a lack of compromise in a serious 
formulation of policies that would take into account the region’s interests. This 
converged in the case of the EU with the first internal function. Besides a lack of 
political will to reach an agreement and to take concrete actions, we could also 
talk of a (previous) lack of a political approach and of a strategy and political 
framework that might direct actions toward concrete political ends. 
In the case of the European Union, changes in the international order 
brought about by the end of the Cold War, securitization of development and its 
own evolution as a power in the international system would bear an influence in 
the development of the external and security policy of the Union, generating 
practices quite often distant from the political and social realities in the terrain. 
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In the study of Sudan’s case, we see how the unilateral suspension of 
development aid during the decade of the 1990s broke the dynamic which started 
with the Lomé Conventions and served to illustrate the new approach adopted by 
the Union in its relation with Third World developing countries. Sudan was the 
first country where the EU put into practice its new political orientation, when it 
reacted to the coup d’état of 1989 and to violations of human rights in the context 
of the Second Sudanese Civil War (third internal function). The suspension of aid 
in the face of the breach of those political criteria established in Lomé IV and IV 
bis shows us clearly the new direction taken by the EU, as this was the application 
of measures in accordance with the European political approach, as well as an 
example of realistic policies applied towards Southern countries when criteria, as 
established by countries in the North, are not fulfilled (second internal function). 
The EU’s engagement through humanitarian operations during this decade also 
shows its real lack of interest regarding the political processes in Sudan and the 
resolution of the conflict (first function). 
After a brief period of normalization of mutual relations as for what 
concerns the allocation of resources under the ninth EDF in 2005 as an incentive 
to sign the Comprehensive Peace Agreement, the European-Sudanese relations 
worsened again starting from 2009, due to the ICC’s accusations against Bashir, 
and due to the clause regarding the Rome Statute which was included in the 
Cotonou Agreement. When resistances appear to fulfillment and acceptance from 
the side of Sudan two options are available: either the cooperative approach 
between equal partners disappears and a pattern appears of coercion and 
supervision, or the agenda of development and governance adapts to the failure 
derived from the non-fulfillment of liberal principles, in accommodation to the 
North’s policy and modifying the development agenda (Marriage 2013). In the 
case of the EU in Sudan, the coercive response would be the non-allocation of 
resources under the tenth EDF and the suspension of cooperation within the 
framework of the Cotonou Agreement. 
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In partial contradiction to the non-fulfillment of the premises of the 
Cotonou Agreement, the reaction of institutional adaptation from the side of the 
EU (second function) to the impossibility of accessing to the tenth EDF centered 
on continuing development cooperation through other means. Some interesting 
institutional innovations took place with the goal of leaving the government out of 
access to aid flows. This way, uncommitted financial resources under the ninth 
EDF were allocated to constitute the so-called ‘Special Funds for Sudan’, 
implementing development programs through NGOs and local administrations. 
Sudan has served as ground for testing the new orientation of the European 
policies during the decade of the 1990s and the new millennium (namely, the 
politization and securitization of aid), but it equally shows the way the EU 
adapted to a complex conflict scenario and to the lack of interest and cooperation 
from the part of elites belonging to the Sudanese government. Faced with such 
situation, the EU saw itself forced to generate new mechanisms and new 
instruments for acting, as well as new modalities for maintaining its relations, 
while escaping from those limitations as represented by traditional measures, and 
which now appeared unfit for application in Sudan. The analysis of our case study 
shows the extent to which the European involvement in Sudan has materialized in 
certain adaptations and institutional changes which bear much interest for the 
development of the European architecture and its eventual use in future scenarios 
of similar difficulty, both in the field of development and in the field of financial 
instruments. This reveals a preeminence of the introspective approach and of the 
second internal function over the first and third ones. 
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2. Main results in our research and hypothesis verification in the 
realm of security 
In the current thesis we have addressed the main developments undertaken 
by the EU as an actor in the realm of international security. To this end , we have 
analyzed both its internal motivations and the global context that could drive the 
establishment of European policies as for conflict prevention and crisis 
management, as well as for the formulation of a holistic or comprehensive 
approach that would bind together issues of security and development. 
In order to understand the progressive development of the EU as a security 
actor, we analyzed the appearance and historical evolution of the EU’s foreign 
policy, mainly in its most important manifestations from the decade of the 1990s. 
We observed the different modalities for involvement in the international sphere, 
as well as peace and security promotion beyond the European borders, in a 
framework that clearly goes beyond the primitive concept of peace in its internal 
dimension, namely, for the sake of preventing war in Europe. 
Sudan appears as a very relevant case study for analyzing the EU’s foreign 
and security policy, as it presents violent conflicts of diverse nature and scale in 
the course of its turbulent history, internal political crises, an extremely complex 
regional context and the influence of islamism. This way, we have been able to 
examine all modalities according to which the EU has found an involvement in 
the arena of Sudanese politics, as well as its adaptation (or disengagement) to 
constant changes and political contingencies at the national, regional and 
international level. Our conceptual approach has centered on those motivations 
and internal functions of the Union which constitute and serve as basis for the 
raison d’être of the European foreign policy. This has been done without 
forgetting international events and the progressive institutional construction of the 
organization. 
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The EU’s involvement in Sudan has adjusted to changes on the ground, as 
much in the scenario of Sudanese civil war between North and South, as in the 
conflict of Darfur. The EU’s political response to each of the phases in the 
conflict and to the changing character of the security situation reflect the 
conception of Sudan as a secondary security problem for the Union, as it has 
preferred to orient its actions towards the humanitarian situation, as well as having 
adapted institutionally to difficulties in implementing development programs. 
According to our analysis and the empirical data collected during the phase of 
fieldwork, we may state that this responds to the first internal function. According 
to this first function, the EU opts for walking away from a complex situation in 
terms of violence and insecurity, as was the case in Sudan, to employ resources in 
less conflictive fields, with the member states delegating their responsibility to the 
Union, as they lacked any prominent interest in Sudan. This way, member states 
managed to legitimize their inaction, in spite of the institutional rhetoric. 
The EU’s normative ambition in relation to its ontological political 
function pervades its political response in Sudan. The apex of this dynamic 
appeared when the ICC issued the arrest warrant against Sudan’s President in 
2009 for war crimes and crimes against humanity. However, the normative 
emphasis paradoxically translated into reduced involvement from the part of the 
European Union, and into a clear limitation whenever it had to act in the scene of 
Sudanese politics. This fed back into the first function and into internal 
motivations and generated a circular diagram which reinforced the introspective 
approach. 
Sudan’s case reflects contradictions in the Union’s political agenda in Sub-
Saharan Africa, as it shows evidence of disconnect and the existing distance 
between the EU’s declarative rhetoric in relations to the continent, the 
establishment of instruments and specific political actions, as well as the reality of 
implementing on the ground some of its policies within the field of security. 
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During the decade of the 1990s, the European Union started forging an 
approach to development that centered its axe of interest in the link between 
security and development. This followed the tendencies that could be found in the 
international community in the face of proliferating civil wars and political 
instability in Sub-Saharan Africa. The emphasis put in this interrelation, both at 
the rhetorical level and in the political practice, had consequences for the EU’s 
orientation in its policy towards Africa, as it became infused with criteria of 
political conditionality. The linkage between security and development was 
complemented with the interrelation between development and practices of good 
governance, targeting the state’s fragility and failed states, in abidance to global 
discourses prevailing at the time. 
This linkage implied the politization and securitization of the model of 
Western development cooperation and influenced in a decisive fashion both the 
agenda and positions assumed by Western donors. This approach would also 
affect European development policy as it underwent a reformulation in the mid-
2000s to take further into account the growing interrelation between development 
and security. The fundamental strategic document of the Union, the European 
Security Strategy (ESS) from 2003 confirmed the establishment of what has come 
to be known as “holistic” or “comprehensive” approach, this being an approach 
that brings together actions in the fields of security and development, as well as a 
coherence and coordination between different actions and agents. Soon after this, 
a new European strategy of development would emerge, known as the European 
Consensus on Development, from 2005, where this approach was further 
underlined. 
The interdependence between security and development and the rise of the 
holistic approach became institutionally consolidated through the adoption of a 
series of key documents. These would set the ground for a new conceptualization 
on how to conduct relations with developing countries. Particularly influenced by 
this vision were the Lisbon Treaty, some referential documents on development, 
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security and fragility and the formulation of the EU’s comprehensive approach to 
external conflicts and crises in 2013. 
 The narrative concerning the comprehensive approach and joint actions by 
actors composing the EU soon managed to overcome its initial framework 
centered on development policies. Thus, it started addressing crisis management 
policies in the field of security and the EU’s external action in general. It set out 
more ambitious objectives in the framework of actions with the aspiration of 
becoming wide-reaching, coherent and effective. 
As a consequence, the EU’s political discourse took an orientation towards 
the promotion of a comprehensive approach, in order to put a check on those 
causes that were at the core of problems relative to peace and security. The first 
geographic target of this approach focused on the African continent. This seemed 
obvious, as the continent was mired in violent conflicts, offering thus the perfect 
testing ground for the EU. 
Having put our focus on the politics towards Sub-Sahara Africa, we were 
able to observe how the linkage between security and development, core and 
guiding principle of the comprehensive approach, responds to motivations and 
internal functions proper of an introspective approach. This aspect is reflected in 
the member states interests and in dynamics of institutional character. 
This self-referential dimension strips the EU of any concern or necessity to 
react to determined crises and external conflicts. This generates a policy of 
withdrawal from any deep involvement in conflict scenarios located in Africa. 
Thus, member states prefer to delegate all responsibility on African actors and 
refraining from any engagement to solve the root causes of these conflicts. 
Within the realm of security policy, we may thus find a preeminence of the 
first political function over the second and third ones (these assume a bigger role 
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in the field of development policy), partially helping in a reinforcement of the first 
function. 
In Sudan’s case study, the EU’s political agenda combines security and 
development concepts and proposes a comprehensive policy. This, however, 
becomes diminished in practice due to the almost unbridgeable distance between 
rhetoric, as found in the EU’s declarations, and the real implementation on the 
ground. This carries as a consequence the lack of a real political framework and to 
the disconnect between the formulation of universalist objectives and the reality 
of implementation of operations on the ground (Marriage 2006, Chandler 2006). 
The EU’s involvement in Sudan during the contemporary historical period 
allowed us to examine the conception as well as the implementation of the 
European foreign and security policy in the context of the end of the civil war 
between the North and South in Sudan. We thus observed the EU’s role as 
mediator in the process that eventually led to the signature of the Comprehensive 
Peace Agreement and in the conflict in Darfur, which attracted the EU’s attention 
as a humanitarian actor and in a more secondary way, as security actor. 
The period under analysis has proved fundamental as it coincided with 
important changes in the political approach during the 1990s and later too, with 
the EU’s shift in its foreign policy from 2001-2002, when it took an ostensibly 
security based orientation and sought to assume a holistic approach. The resulting 
new conception of crisis and security allowed the inclusion of conflict prevention 
and crisis management within the larger goal of development policy. 
The EU’s involvement in Sudan has led to a learning process and a process 
of institutional adaptation that influenced the EU within. This process provoked 
interesting changes and institutional innovations for the incremental development 
of the European foreign and security policy. This new framework was later used 
in crisis scenarios (second function). Among the most significant changes we find 
the creation of a ‘Code of Conduct’ that regulated and made explicit which 
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modality was to be used in relations with the Sudanese government when the CPI 
issued its arrest warrant against Bashir; the support and delegation of 
responsibilities to the AU (in application of the precept according to which 
African problems require African solutions), be it in the case of Darfur or 
concerning the implementation of the AMIS peace operation, funded by the 
African Peace Facility, or as AU mediator through the known as ‘Mbeki Panel’; 
and the formulation of a ‘comprehensive approach’ for Sudan and South Sudan. 
The latter constituted a specific case of formulation and in a lesser measure, the 
implementation of the comprehensive approach that pervades the field of 
European foreign policy, in particular concerning Sub-Saharan Africa.  
The EU has centered its action on providing financial assistance and in 
supporting ‘African solutions to African problems’ in the context of Sudan. The 
lack of a clear strategic policy that might have guided the EU’s action towards 
more precise objectives and the differences in position between member states 
have provoked a weak political response. Humanitarian aid and cooperation 
projects supporting the country’s development have represented the main interests 
in the EU. They have, therefore, provided a justification for its presence and a 
certain visibility as international actor. 
In this respect, the EU’s action lacks clear political will and is even 
characterized by the absence of political strategy. The logistical, technical and 
financial support the EU has provided to Sudan might be thus understood as a 
rhetorical tool to claim its participation in international action within the Sudanese 
context. However, it takes the EU far from a real political compromise, as it 
eludes whatever application of power politics. Actually, the Sudanese political 
scenario assumes an extremely complex character, as it has been the simultaneous 
expression of diverse violent crises and governmental dynamics that have required 
coordinated actions in multiple spheres in order to solve all focal points of 
conflict. 
 600 
 
 
 
 
This research has endeavored to solve the complex conundrum faced by 
the EU when it comes to put into practice its foreign policy, especially concerning 
development and security, in Sub-Saharan Africa and in particular, in Sudan. We 
have tried to fulfill our purpose of breaking down and analyzing those politics, 
instruments and strategies formulated and implemented by the EU in its approach 
to the African continent - and the context of Sudan in particular. This way, we 
seek to provide our particular contribution to the field of African studies and to 
the corpus of academic production on the EU’s foreign policy. 
Having analyzed the EU’s international role in Sudan, we have showed 
within an introspective approach infused of political functionality the extent to 
which EU’s actions and its involvement in the field of security and development 
are linked to internal motivations which determine the Union’s raison d´être 
whenever it comes to conducting its external actions and providing feedback – 
and impact - to the European Union. 
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ANEXOS 
Anexo 1: Tablas de entrevistas 
Tablas 1, 2 y 3 donde se presentan en orden cronológico las entrevistas realizadas durante el trabajo de campo de la tesis doctoral 
subdivididas por el lugar de realización (Sudán, Bruselas, Madrid y París).200 
  
 
TABLA 1: Entrevistas correspondientes al trabajo de campo realizado en Sudán (2010-2011) 
 
 
 
Nú
mero 
APELLID
OS 
NOMBR
E 
INSTITUCI
ÓN 
CARGO LUGAR 
ENTREVISTA 
FECHA 
1.  Zampetti 
 
Luca EUSR Political 
Advisor 
EUSR 
Headquarters (HQ), 
Jartum 
22/08/2010 
                                                 
200 En algunos casos existen varias entrevistas con la misma persona, en fechas diferentes. En tal situación, se consideran entrevistas independientes, a la hora de 
realizar el cómputo numérico de entrevistas que figura en la presente tabla. 
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2.  Zaki-
Eldeen 
Sumaya Sudanese 
Environment and 
Conservation 
Society (SECS) and 
Institute of 
Environmental 
Studies  
Coordinator Jartum 21/09/2010 
3.  Abbas  Reem European 
Union Delegation 
(EUD)  
Press Officer 
(sustitución) 
EU HQ, 
Jartum 
 
05/12/2010 
4.  Mirghani 
Osman  
 
Mekki Ministry of 
International 
Cooperation 
(MIC),Sudan,  
Directorate 
General for External 
Resources 
Director 
General 
Sede del MIC, 
Jartum 
05/12/2010 
5.  Mohamme
d  
Munier HelpAge 
International 
Country 
Director-Sudan 
Sede de la 
ONG, Jartum 
 
08/12/2010 
6.  Catani  Raffaella OVCI 
(Volunteer 
Project Sede de 08/12/2010 
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Organization for 
International Co-
operation) 
Manager OVCI, Omdurmán 
7.  Van 
Hoogenhoulk 
Tulleken  
 
Alexande
r 
 
 
Médicos del 
Mundo (MDM) 
Medical 
Coordinator 
 
Residencia 
personal MDM, 
Jartum 
10/12/2010 
8.  Barbosa  Veronica Médicos del 
Mundo 
Deputy 
General Coordinator 
Residencia 
personal MDM, 
Jartum 
10/12/2010 
9.  Wadelnour  Rami Sudan 
Human Rights 
Monitor (SHRM) 
Project 
Coordinator 
Sede de 
SHRM, Jartum 
11/12/2010 
10.  Gindeel 
Ibrahim  
Gindeel Sudanese 
Businessmen and 
Employers 
Federation (SBEF) 
Secretary 
Relations with 
International and 
Regional 
Organizations 
Sede de 
SBEF, Jartum 
11/12/2010 
11.  Ali Mohamed 
A. 
Sudanese 
Businessmen and 
Employers 
Regional and 
International 
Treaties; Investment 
Sede de 
SBEF, Jartum 
11/12/2010 
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Federation and Promotion 
12.  Mohamed  Mo’men 
S.  
Vet-Care 
Organization 
General 
Director 
Sede de la 
ONG, Jartum 
11/12/2010 
13.  Elgieli 
Mohamed  
Sara Sudanese 
Development Call 
Organization 
(NIDAA) 
Programme 
Manager 
Sede de 
NIDAA, Jartum 
11/12/2010 
14.  Elyas 
 
Al Tayeb 
 
Al Badawi 
 
Osman 
 
Al-Dayem 
 
Haffiya 
 
Mohamm
ed 
 
Mohamm
ed 
 
Talal 
 
Sudan 
Vision 
 
Al-Jazeera 
 
Freelance 
 
Citizen 
 
Alwan 
 
Periodistas 
sudaneses (Focal 
Group) 
Jartum 12/12/2010 
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Issraa 
 
Freelance 
15.  González 
Levassor 
Daniel EUD Programme 
Manager (Rural 
Development and 
Food Security) 
EU HQ, 
Jartum 
14/12/2010 
16.  Lindberg Christina EUD Programme 
Manager 
(Governance and 
Social Sectors) 
EU HQ, 
Jartum 
14/12/2010 
17.  Griffith Geoff Sudan 
Productive Capacity 
Recovery 
Programme – 
Model Projects 
(SPCRP – MP) 
Technical 
Advisor 
Programme 
Management Unit, 
Jartum 
15/12/2010 
18.  Asfaw 
Manni 
  
Alemu 
 
FAO: Sudan 
Institutional 
Capacity 
Programme: Food 
Security 
Information for 
Information 
Officer 
 
Sede FAO, 
Jartum 
15/12/2010 
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Action (SIFSIA) 
19.  Ibrahim 
Elamin 
 
Sadig FAO: Sudan 
Institutional 
Capacity 
Programme: Food 
Security 
Information for 
Action (SIFSIA) 
Capacity 
Building Consultant 
Sede FAO, 
Jartum 
15/12/2010 
20.  Eltayeb Ahmed EUD Press and 
Information Officer 
EU HQ , 
Jartum 
19/12/2010 
21.  Zampetti 
 
Laura 
 
EUD Project 
Manager 
(Education 
Coordinator and 
Horizontal Tasks) 
EU HQ, 
Jartum 
06/12/2010 
22.  El Karib / 
Yassin 
Mustafa EUD Project 
Manager (Economy 
Sector) 
EU HQ, 
Jartum 
06/12/2010 
23.  Ortega 
 
Álvaro 
 
EUD  Programme 
Coordinator (Rural 
Development and 
Food Security) 
EU HQ, 
Jartum 
06/12/2010 
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24.  Mohamed Eatizaz EUD Project 
Manager 
(Rural 
Development and 
Food Security) 
EU HQ, 
Jartum 
06/12/2010 
25.  Heiberg Claus EUD  Head of 
Section (Political, 
Press and 
Information)  
 
EU HQ, 
Jartum 
06/12/2010 
26.  El 
Katchoul 
Otchman Embajada de 
Francia en Sudán 
Deuxième 
Conseiller 
Sede 
Embajada de Francia, 
Jartum 
07/12/2010 
27.  Weyers Richard British 
Council 
Director Sede British 
Council, Jartum 
08/12/2010 
28.  Dean David Federal 
Ministry of General 
Education (FMGE), 
Sudan; Project 
Management Office 
- EMIS 
Development 
Consultant, 
Team Leader 
Sede del 
FMGE 
08/12/2010 
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Project 
29.  Kobler Lilli Goethe 
Institute 
Director Sede Goethe 
Institute Jartum 
09/12/2010 
30.  Vazquez 
 
Inmacula
da 
 
UE – ECHO Technical 
Assistant 
ECHO HQ, 
Jartum 
13/12/2010 
31.  Galinier Marc UE – ECHO Field Expert ECHO HQ, 
Jartum 
13/12/2010 
32.  Ahmed Adam UE – ECHO Programme 
Manager 
ECHO HQ, 
Jartum 
13/12/2010 
33.  De Filippi Carlo EUD Head of 
Delegation 
EU HQ, 
Jartum 
13/12/2010 
34.  Labrande Emanuel Centre 
Culturel Français 
(CCF) de Khartoum 
Director Sede CCF, 
Jartum 
15(14?)/12/
2010 
35.  Allagabo 
  
Manal 
 
Strategic 
Initiative for 
Women in the Horn 
of Africa (SIHA) 
Sudan 
Programmes 
Coordinator 
 
Sede SIHA, 
Jartum 
20/12/2010 
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36.  Elkarib 
 
Hala Strategic 
Initiative for 
Women in the Horn 
of Africa (SIHA) 
Regional 
Director 
Sede SIHA, 
Jartum 
20/12/2010 
37.  De Keyser 
 
Veroniqu
e 
 
European 
Union Observation 
Mission (EU-EOM) 
South Sudan 
Referendum 2011 
Miembro del 
Parlamento Europeo 
(MEP)  
Hotel Burj al 
Fateh, Jartum 
(Conversación 
informal después de 
la conferencia de 
prensa) 
17/01/2011 
38.  Nedelcheva Mariya EU-EOM 
South Sudan Ref. 
2011 
MEP Hotel Burj al 
Fateh, Jartum 
(Conversación 
personal una vez la 
misión terminada) 
18/01/2011 
39.  Nitzschke  Heiko Embajada de 
Alemania en Sudán 
First 
Secretary 
Restaurante 
Goethe Institute, 
Jartum 
18/01/2011 
40.  Siep  Georg Embajada de 
Alemania en Sudán 
Head of Juba 
Office 
Sede 
Embajada Alemania, 
Jartum 
18/01/2011 
41.  Di Lecce  Roberta Embajada de First Restaurante 21/01/2011 
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Italia en Sudán Secretary Universal, Jartum 
42.  Schuurman  Marriët Embajada de 
los Países Bajos en 
Sudán 
Deputy Head 
of Mission/ Head of 
Development 
Cooperation 
Sede 
Embajada Países 
Bajos, Jartum 
24/01/2011 
43.  Ofstad  Arve Embajada de 
Noruega en Sudán 
Chargé 
d’affaires 
Sede 
Embajada Noruega, 
Jartum 
26/01/2011 
44.  Calltorp  Sofia Embajada de 
Suecia en Sudán 
Deputy Head 
of Mission 
Sede 
Embajada Suecia, 
Jartum 
27/01/2011 
45.  Schuurman  Marriët Embajada de 
los Países Bajos en 
Sudán 
Deputy Head 
of Mission/ Head of 
Development 
Cooperation 
Sede 
Embajada Países 
Bajos, Jartum 
27/01/2011 
46.  Pereiro 
Piñón 
 
 
Jorge EUD Head of 
Section (Rural 
Development, 
economics, trade and 
regional integration) 
EU HQ, 
Jartum 
27/01/2011 
47.  François Bernard EUD Deputy Head 
of Mission/ Head of 
EU HQ, 27/01/2011 
 611 
Cooperation Jartum 
48.  López de 
Turiso Melchor 
Enrique Embajada de 
España en Jartum 
Consejero Restaurante 
Solitaire, Jartum 
29/01/2011 
49.  Pelton 
 
Elizabeth Assessment 
and Evaluation 
Commission (AEC) 
Political 
Expert 
Restaurante 
Goethe Institute, 
Jartum 
31/01/2011 
50.  Van Asch 
Van Wijck 
Henrick Embajada de 
los Países Bajos en 
Sudán 
Second 
Secretary 
Sede 
Embajada Países 
Bajos, Jartum 
01/02/2011 
51.  El 
Katchoul 
 
Otchman Embajada de 
Francia en Sudán 
Deuxième 
Consellier 
Sede 
Embajada Francia, 
Jartum 
02/02/2011 
52.  Craven 
 
Piers Embajada de 
Reino Unido en 
Sudán 
Officer Sede 
Embajada Reino 
Unido, Jartum 
(Charla informal) 
03/02/2011 
53.  Malara 
 
Raphael 
 
Embajada de 
Francia en Sudán 
Responsable 
cooperación 
 
Sede 
Embajada Francia, 
Jartum 
03/02/2011 
54.  Dublen Maxence Embajada de Responsable Sede 03/02/2011 
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Francia en Sudán Humanitario Embajada Francia, 
Jartum 
55.  Ghirotti 
 
Mauro Ufficio 
Cooperazione 
Italiana en Sudán 
Head of 
Cooperation 
Sede 
Cooperación italiana, 
Jartum 
06/02/2011 
56.  Titawi  
 
Muheddin 
 
Sudanese 
Journalists Union 
(SJU) 
President 
 
Sede de SJU, 
Jartum 
06/02/2011 
57.  Elfatih  Elsyad 
Elhaj 
Sudanese 
Journalists Union 
(SJU) 
No 
especificado 
Sede de SJU, 
Jartum 
06/02/2011 
58.  Daurella Teresa Embajada de 
España en Sudán 
Embajadora Residencia de 
la Embajadora 
07/02/2011 
59.  Kay Nicholas Embajada de 
Reino Unido en 
Sudán 
Ambassador Sede 
Embajada Reino 
Unido, Jartum 
08/02/2011 
60.  Rotival  Bruno UE - ECHO Head of 
Mission 
ECHO HQ, 
Jartum,  
08/02/2011 
61.  François  Bernard EUD Deputy Head 
of Mission/ Head of 
Cooperation 
EU HQ, 
Jartum 
08/02/2011 
 
 613 
62.  Fuentenebr
o  
María UNMIS Political 
Advisor 
Sede de 
UNMIS, Jartum 
09/02/2011 
63.  López del 
Saz  
Blanca UN - 
UNMIS / UNDP 
Coordination 
Specialist, Resident 
Coordination Office 
Sede de 
UNMIS, Jartum 
09/02/2011 
64.  Badri Balghis Ahfad 
University for 
Women 
Director of 
the Institute of 
Women, Gender and 
Development Studies 
Sede Ahfad 
University, 
Omdurman 
10/02/2011 
65.  Bedri Nafisa M.  Ahfad 
University for 
Women 
Associate 
Professor in 
Women’s and 
Reproductive Health 
/ Director, 
International 
Relation Office 
Sede Ahfad 
University, 
Omdurman 
10/02/2011 
66.  Pepera 
 
Sandra DFID – UK Head of 
Mission 
Residencia 
personal, Jartum 
11/02/2011 
67.  Jensen  Trond OCHA – UN Deputy Head 
of Office 
Sede OCHA, 
Jartum 
12/02/2011 
68.  Galletti Chiara EUD  Programme 
Coordinator 
EU HQ, 13/02/2011 
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(Governance and 
Social Sectors) 
Jartum 
69.  De Jonge  
 
Willem 
Franke 
Médecins 
Sans Frontières 
(MSF Spain) 
Intersectional Sede de MSF, 
Jartum 
14/02/2011 
70.  Sow Alasane World Bank Country 
Manager 
Sede del 
Banco Mundial, 
Jartum 
14/02/2011 
71.  Adar Mohamed UNHCR Deputy 
Representative 
Sede de 
ACNUR, Jartum 
14/02/2011 
72.  Kyprianou  Marie-
Helene 
World Food 
Programme 
Programme 
Advisor 
Restaurante 
Papacosta, Jartum 
14/02/2011 
73.  Braakhuis Norbert Embajada de 
los Países Bajos en 
Sudán 
Ambassador Sede 
Embajada Países 
Bajos, Jartum 
17/02/2011 
 
74.  Kobler  Lilli Goethe 
Institute 
Director Sede Goethe 
Institute, Jartum 
17/02/2011 
75.  Manfredini  Edoardo EUD Governance 
Coordinator 
EU HQ, 
Jartum 
21/02/2011 
76.  Baines  Timothy EUD – Regional 
Crisis Response 
EU HQ, 21/02/2011 
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 African Union  Planning Officer Jartum 
77.  Mansour  Omneya EUD  Project 
Manager 
(Governance and 
Social Sectors 
Section) 
EU HQ, 
Jartum 
22/02/2011 
78.  De Filippi  Carlo EUD Head of 
Delegation 
EU HQ, 
Jartum 
23/02/2011 
24/02/2011 
79.  Helke  Jill International 
Organization for 
Migration (IOM) 
Chief of 
Mission 
Sede IOM, 
Jartum 
24/02/2011 
80.  De Clerq Peter UNHCR Head of 
Mission 
Sede 
ACNUR, Jartum 
27/02/2011 
81.  Azzam  
 
Tamer AEC Political 
Expert 
Restaurante,Ja
rtum  
28/02/2011 
82.  Nitzschke 
 
Heiko Embajada de 
Alemania en Sudán 
First 
Secretary – Acting 
Head of Mission  
Sede 
Embajada de 
Alemania, Jartum 
01/03/2011 
Ver 
entrevista anterior 
en papel 
18/01/2011 
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cuaderno 6 
83.  Pacios  Emma AECID, 
Embajada de 
España en Sudán 
Jefa de 
Cooperación 
Sede 
Embajada de España, 
Jartum 
01/03/2011 
84.  Olsson  Patrick Embajada de 
Suiza en Sudán 
Counsellor 
for Humanitarian and 
Development Affairs 
EU HQ, 
Jartum 
01/03/2011 
85.  El Idrissi Tarja EUD Head of 
Section 
(Governance, 
Economy and Social 
Sectors) 
EU HQ, 
Jartum 
02/03/2011 
86.  Zampetti  Luca EUSR Political 
Advisor 
EUSR HQ, 
Jartum 
02/03/2011 
87.  Sadek Jan Embajada de 
Suecia en Sudán 
Ambassador Residencia del 
Embajador, Jartum 
02/03/2011 
88.  Merghani 
Osman 
Mekki MIC Director 
General  
Sede del MIC, 
Jartum 
02/03/2011 
89.  Heiberg  
 
Claus EUD Head of 
Section (Political, 
Press and 
Restaurante, 
Jartum  
02/03/2011 
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Information)  
 
90.  Nouwen  Sarah M. 
H. 
Mbeki Panel 
(African Union 
High-Level 
Implementation 
Panel, AUHIP) 
 
Sudan Expert Restaurante 
Solitaire, Jartum 
(Conversación 
a título individual, no 
habla por el Panel) 
03/03/2011 
91.  Mokgatlhe Boitshoko African 
Union Liaison 
Office in Sudan 
Senior 
Political Officer 
Sede Unión 
Africana, Jartum 
03/03/2011 
92.  Jauer  Kersten UN – Office 
of the Resident 
Coordinator 
Coordination 
Specialist 
Restaurante 
Solitaire, Jartum 
04/03/2011 
93.  Hassan 
Ahmed 
Ahmed Ministry of 
Foreign Affairs 
(MoFA), Sudan  
Director, 
Political Department 
Sede MoFA, 
Jartum 
06/03/2011 
94.  Higazi  Abdelwah
ab 
MoFA, 
Sudan  
Director, 
Department of 
European Affairs 
Sede MoFA, 
Jartum 
06/03/2011 
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95.  Halima Salah A. Arab League Envoy of the 
Arab League to 
Sudan 
Sede Arab  
League, Jartum 
06/03/2011 
96.  Braakhuis  Norbert Embajada de 
los Países Bajos en 
Sudán 
Ambassador Sede 
Embajada Países 
Bajos, Jartum 
07/03/2011 
 
97.  Schauer Annika Embajada de 
EEUU en Sudán 
Political 
Officer 
Restaurante 
Universal, Jartum 
07/03/2011 
98.  Marsden  
 
Rosalind EUSR EUSR EUSR HQ, 
Jartum 
07/03/2011 
99.  Kondi  Sokol UNMIS 
Civil Affairs 
Division 
Senior Civil 
Affairs Officer 
Sede UNMIS, 
Jartum 
08/03/2011 
100.  Dean  David FMGE, 
Sudan; Project 
Management Office 
– EMIS Project 
Consultant, 
Team Leader 
Pickwick, 
Embajada Reino 
Unido, Jartum 
10/03/2011 
101.  González 
Levassor 
Daniel EUD Programme 
Manager (Rural 
Development and 
Food Security) 
EUD HQ, 
Jartum 
  
10/03/2011 
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TABLA 2: Entrevistas correspondientes al trabajo de campo realizado en Bruselas (2011) 
 
 
Nú
mero 
APELLI
DOS 
NOMB
RE 
INSTITU
CIÓN 
CARG
O 
LUGAR 
ENTREVISTA 
FECHA 
102.  Nedelche
va 
 
Mariya 
 
Parlament
o Europeo (PE) 
 
MEP 
 
Sede PE, 
Bruselas  
16/06/20
11 
 
103.  Krissler Dietmar European 
External Action 
Service (EEAS) 
Sudan 
Desk Officer 
Oficina 
Rue de la 
Science, Bruselas 
17/06/20
11 
104.  Engel 
 
Frank PE MEP Sede PE, 
Bruselas 
28/06/20
11 
105.  Nedelche
va 
Mariya PE MEP Sede PE, 
Bruselas 
29/06/20
11 
106.  Faria Fernand
a 
ECDPM Program
me Associate 
Sede 
ECDPM, 
Bruselas 
04/07/20
11 
107.  Costa José EEAS Head of 
Regional 
Edificio 
Justus Lipsius, 
04/07/20
 620 
Pereira Fernando Cooperation 
Unit (Africa) 
Bruselas 11 
108.  Newton 
Dunn 
 
Bill PE MEP Sede PE, 
Bruselas 
13/07/20
11 
109.  Attard 
Montalto 
John PE MEP Sede PE, 
Bruselas 
13/07/20
11 
110.  Goerens Charles PE MEP Sede PE, 
Bruselas 
20/07/20
11 
111.  Gortz Simone ECDPM Policy 
Officer 
Sede 
ECDPM, 
Bruselas 
26/07/20
11 
112.  Van 
Bellinghen 
Marc EEAS 
 
Deputy 
and Acting 
Head of 
Division 
(Conflict 
Prevention, 
Peace-Building 
and Mediation) 
Cafetería, 
Bruselas 
29/07/20
11 
113.  Illan José PE Seconde
d National 
Cafetería 
plaza Schuman, 
29/07/20
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Sailer 
 
Carlos Expert Bruselas 11 
114.  Lester Jeremy EEAS 
 
Head of 
Division (Horn 
of Africa, East 
Africa and 
Indian Ocean) 
Oficina 
Rue de la 
Science, Bruselas 
04/08/20
11 
115.  Bossuyt Jean ECDPM Head of 
Strategy 
Sede 
ECDPM, 
Bruselas 
10/08/20
11 
116.  Fischer-
Barnicol 
Andreas EEAS Develop
ment 
Coodination 
Unit 
Edificio 
Justus Lipsius, 
Bruselas 
17/08/20
11 
117.  Sebahara Pamphil
e 
GRIP Investig
ador 
Sede 
ECDPM, 
Bruselas 
17/08/20
11 
118.  Frederiks
en 
Jonas Polish EU 
Presidency 
Senior 
Development 
Expert 
Sede 
ECDPM, 
Bruselas 
23/08/20
11 
119.  Andersso Claes European 
Commission 
Internati
onal Relations 
Oficina 
Ave. de 
23/08/20
 622 
n (EC), Service for 
Foreign Policy 
Instruments (FPI) 
Officer, 
Stability 
Instrument 
Operations 
Cortenbergh, 
Bruselas 
11 
120.  Vanheuk
elom 
Jan ECDPM Senior 
Adviser 
Sede 
ECDPM, 
Bruselas 
24/08/20
11 
121.  Krissler  Dietmar EEAS Sudan 
Desk Officer 
Oficina 
Rue de la 
Science, Bruselas 
25/08/20
11 
122.  Woollen Louisa ECHO Desk 
Officer for 
Sudan 
Sede 
ECHO, Bruselas 
26/08/20
11 
123.  Hall Fiona PE MEP Sede PE, 
Bruselas 
30/08/20
11 
124.  Seppen 
 
Jeannett
e 
Represent
ación Permanente 
(RP) Países Bajos 
ante la UE 
Conseill
er (COPS/PSC) 
 
Cafetería 
Schumann, 
Bruselas 
13/10/20
11 
125.  Suquet Arnaud RP 
Francia ante la 
UE 
Conseill
er 
(COAFR/Africa 
Sede RP 
Francia, Bruselas 
20/10/20
11 
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 Working Group 
AWG) 
126.  Martínez Eva RP 
España ante la 
UE 
Conseill
er 
(COAF
R) 
Sede RP 
España, Bruselas 
24/10/20
11 
127.  Wesslau 
 
Fredrik EUSR Political 
Advisor 
Sede 
EUSR, Bruselas 
24/10/20
11 
128.  Van Dijk Robert 
H. 
RP Países 
Bajos ante la UE 
Conseill
er (COAFR) 
Sede RP 
Países Bajos, 
Bruselas 
26/10/20
11 
129.  Woollard Catherin
e 
European 
Peacebuilding 
Liaison Office 
(EPLO) 
Executiv
e Director 
Sede 
EPLO, Bruselas 
02/11/20
11 
130.  Villa Riccard
o 
RP Italia  
ante la 
UEBruselas 
 
Conseill
er (COAFR) 
Sede RP 
Italia, Bruselas 
02/11/20
11 
131.  Thornsso Sandra RP Suecia Conseill Sede RP 04/11/11 
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n ante la UE er (COAFR) Suecia, Bruselas 
132.  Blake Oliver European 
Commission (DG 
for Development 
and Cooperation 
– EuropeAid) 
Seconde
d National 
Expert, Fragile 
States Adviser 
Oficina 
Rue de la Loi, 
Bruselas 
04/11/20
11 
133.  Cumming 
 
Gordon Cardiff 
University 
Professo
r 
Reunión 
informal, 
Bruselas 
09/11/20
11 
134.  Vanhaebe
rveke 
Sophie ECHO Head of 
Sector Sudan 
and Chad 
Sede 
ECHO, Bruselas 
10/11/20
11 
135.  Krissler Dietmar EEAS Sudan 
Desk Officer 
Oficina 
Rue de la 
Science, Bruselas 
11/11/20
11 
136.  Garrido 
Ruiz 
 
Fulgenc
io  
European 
Commission (DG 
for Development 
and Cooperation 
- EuropeAid) 
Geograp
hical 
Coordinator for 
Sudan and 
South Sudan 
Oficina 
Rue de la Loi, 
Bruselas 
16/11/20
11 
137.  Redmond Vanessa RP Reino 
Unido ante la UE 
Conseill
er (COAFR) 
Cafetería 
plaza Schuman, 
16/11/20
11 
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UK  
 
Bruselas 
138.  García 
Guillén 
Victoria Ex - 
European 
Commission 
Ex- 
Sudan Desk 
Officer en DG 
DEV 
Restauran
te, Bruselas 
17/11/20
11 
139.  Pérez 
Aparicio 
Fco. 
Javier 
ECHO Senior 
Expert, 
Assistant to the 
Director-
General 
Sede 
ECHO, Bruselas 
18/11/20
11 
140.  Hawley Christin
a 
Crisis 
Action 
Political 
Analyst 
Cafetería 
Rue de la Loi, 
Bruselas 
18/11/20
11 
141.  Lund Thea RP 
Dinamarca ante 
la UE 
Conseill
er (COAFR) 
Sede RP 
Dinamarca, 
Bruselas 
22/11/11 
142.  Nyaba Keni 
Adwok 
South 
Sudan Delegation 
to Brussels 
First 
Secretary 
Sede 
delegación, 
Bruselas 
25/11/20
11 
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TABLA 3: Entrevistas correspondientes al trabajo de campo realizado en Madrid y París (2011 y 2013) 
 
 
 
Númer
o 
APELLIDO
S 
NOMBR
E 
INSTITUCIÓ
N 
CARGO LUGA
R 
ENTREVISTA 
FECHA 
143.  Teisseire  Quentin Ministère des 
affaires étrangères et 
européennes, Francia 
Conseiller 
(Soudan , 
Initiative du 
Bassin du Nil) 
Quai 
d’Orsay, París 
06/12/201
1 
144.  Calvo 
Castaño 
Luis 
Antonio 
Ministerio de 
Asuntos Exteriores y 
Cooperación (MAEC), 
España 
Subdirecto
r Adjunto de 
África 
Subsahariana 
Sede del 
MAEC, Madrid 
19/12/201
1 
145.  Nagi Mohamed Sudan Tribune 
(ST) 
Redactor 
Jefe 
Sede ST 
París 
30/01/201
3 
146.  Weissman Fabrice MSF France, 
CRASH 
Investigad
or 
Sede 
MSF, París 
31/01/201
3 
147.  Said Yagub Rashid Lettre Redactor Sede 04/02/201
 627 
d’information TTU 
(Très Très Urgent) 
Jefe TTU, París 3 
148.  Brauman  Rony MSF France, 
CRASH / Sciences Po 
Paris 
Director de 
investigación 
Cafeterí
a, París 
13/02/201
3 
Anexo 2: Tabla de periodización y análisis dinámico (Cronología abreviada, 
esquemática y no exhaustiva de los principales acontecimientos para la 
comprensión de las dinámicas internas e internacionales analizadas en la 
investigación) 
Sudán 1956-2011 
(Cronología general) 
Política interna Política internacional 
 (Énfasis UE – Sudán) 
 
RI 
IGC 1955-1972  
Administraciones EEUU: 
Eisenhower 1953-1961(Rep) 
 
Guerra Fría años 1950 
y 1960 
1955 Motín de Torit y 
comienzo de la Primera Guerra 
Civil 
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1956 Independencia de 
Sudán 
 
1956-1969 Sucesión de 
gobiernos parlamentarios y 
militares: 
Primer gobierno 
parlamentario, Khalil-Umma 
Party, 1956-1958 
Primer gobierno militar: 
Gral. Abbud 1958-1964 
Segundo gobierno 
parlamentario, 1964-1969 
 
 
 
 
 
1962 Formación del 
movimiento de guerrillas Anya-nya 
en el Sur de Sudán 
 
 
 
 
 
 
1971 Nimeiri rompe 
relaciones con la URSS después de 
un intento de golpe de Estado 
comunista. 
Kennedy 1961-1963 (Dem) 
Johnson 1963-1969 (Dem) 
 
1959 Firma del Acuerdo 
sobre las aguas del Nilo de Sudán 
con Egipto 
 
1967 Conflicto árabe-
israelí. Ruptura de relaciones de 
Sudán con Occidente.  
1969-1985 Jaafar 
NIMEIRI 
 
 
 
 
EEUU Adm. Nixon1969-
1974 (Rep) 
 
 
Guerra Fría años 1970 
 
Sudán comprendido 
desde la óptica Este-Oeste de 
la Guerra Fría. 
 629 
 
 
 
 
1972 Acuerdo de Adís 
Abeba (autonomía regional para el 
sur de Sudán) 
1973 Constitución 
permanente 
 
 
1973-1981 Gobiernos 
regionales en el Sur (unionistas vs 
divisionistas): Alier 1972-77, Lagu 
1978-1979, Gatkuoth 1979-1980, 
Alier (2ª) 1980-81. 
 
 
1978 Descubrimiento de 
petróleo en el Sur de Sudán. 
Construcción de una refinería en 
Kosti en 1980, en lugar de en 
Bentiu. 
1972 Sudán es el primer 
país árabe en retomar las relaciones 
con EEUU tras la ruptura de 1967. 
Y en apoyar el proceso de paz 
Egipto-Israel. 
 
Ford 1974-1977 (Rep) y 
Carter 1977-1981 (Dem) 
Asistencia financiera y 
militar notable a Sudán 
1976 Acuerdo egipcio-
sudanés de defensa conjunta.  
 
Descubrimiento del 
petróleo por parte de la compañía 
americana Chevron. 
Establecimiento de un Consejo de 
negocios entre Sudán y EEUU.  
 
 
Sudán importante 
estratégicamente: en el 
proceso de paz con Israel, en 
la contención de Libia, y en 
contrarrestar a la URSS en 
Etiopía.  
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Octubre 1981 Nimeiri 
disuelve el gobierno de Alier y 
propugna la política de  re-división 
del Sur. (Disminuye la autoridad 
regional y provoca disputas locales 
en el sur) 
 
Formación de Anya-nya II y 
lucha por la liberación total del Sur 
de Sudán. 
 
Abril 1982 Elecciones 
regionales: J. Tombura (pro-
descentralización) 1982-83 
 
Julio 1983 Nimeiri decreta 
anticonstitucionalmente la re-
división del Sur en tres provincias y 
reduce su autonomía (Bahr-el-
1981-1989: EEUU 
Administración Reagan (Rep)  
1979-1990: UK M. 
Thatcher. 
 
1981 y 1983Ejercicios 
militares conjuntos EEUU-Sudán 
(Operación Bright Star) 
(“by 1983 Sudan was the 
largest recipient of US military aid 
in Africa”) 
Sudán importante 
estratégicamente para EEUU, a 
quien concede acceso naval y 
posicionamiento aéreo.  
 
 
Guerra Fría años 1980 
Sudán comprendido 
desde la óptica Este-Oeste de 
la Guerra Fría, lo cual 
refuerza la diferencia entre el 
Norte y el Sur de Sudán y sus 
aliados diferentes. 
 
Intereses estratégicos 
de EEUU y sus aliados 
europeos en el Cuerno de 
África (enfoque 
instrumentalista): Contención 
de Libia y del régimen pro-
soviético de Mengistu Haile 
Mariam en Etiopía, y 
conservar Egipto, Sudán y 
Somalia como aliados 
estratégicos. 
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Gazal, Upper Nile, Equatoria) 
 
Septiembre 1983 Decisión 
de Nimeiri de proclamar la 
aplicación de la Sharia a todos los 
sudaneses. 
 
Abril 1984 Nimeiri declara 
el Estado de emergencia (5 meses) 
 
1985 Derrocamiento de 
Nimeiri 
 
→ 1983-1985 Principio de 
la IIGC: Formación del SPLM/A y 
guerrillas en torno a un proyecto de 
ideología socialista y de 
redistribución del poder.  
 
 
 
 
 
 
La islamización empeora 
las relaciones EEUU-Sudán 
 
 
1984 Nimeiri coopera en la 
operación Moses de EEUU-Israel 
 
Alivio relativo de Occidente 
y perspectivas de nuevas relaciones 
positivas con Sudán. 
 
 
 
Occidente considera 
el Islam como un arma útil 
para luchar  
contra la amenaza del 
Comunismo, pero la 
islamización de Sudán era 
también motivo de 
preocupación. 
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IIGC 1983 - 2005  
 
 
 
 
Cambio y empeoramiento 
de las relaciones de Occidente con 
Sudán. 
 
 
Disminución drástica de la 
ayuda financiera y militar de 
EEUU y de Egipto (sustitución del 
acuerdo de defensa conjunta por un 
acuerdo de menor valor); y 
financiera de Arabia Saudí y países 
del Golfo. 
 
 
 
 
 
 
 
 
Importancia de la 
estabilidad del ‘Estado’ 
 
 
 
 
 
 
 
 
1985-86 Transitional 
Military Council, Gral. Dhahab. 
(no incluye al SPLM, 
dominio de elementos del NIF) 
 
1986 -1989 Primer 
ministro Sadiq al-Mahdi (Umma 
party) 
 
 
Cambio: Política exterior 
menos EEUU-céntrica y 
acercamiento a Libia. Protestas 
anti-EEUU en Jartum en 1985 y 
1986. 
 
Reforzamiento de la nueva 
alineación de Sudán y 
empeoramiento de relaciones con 
Occidente.  
Anulación del acuerdo con 
EEUU de posicionamiento naval en 
Port Sudan. 
Sustitución por relaciones 
económicas y militares de Irán, 
Libia, Irak. 
 
1986- 1988 Hambrunas en 
el Sur. Crecimiento exponencial del 
número de refugiados en Etiopía.  
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1986 Primeras operaciones 
de emergencia de la  Comisión 
Europea.  
Pero la ayuda para el sur 
viene sobre todo desde la frontera 
etíope (campos de refugiados 
sudaneses – SPLA y asistencia de 
ACNUR) 
 
 
1989: OLS 
Movilización de la opinión 
pública y lobbies. 
 
No implicación en el 
proceso de mediación por la 
relación SPLA-Etiopía (y Libia en 
 
Final de los años 80: 
Principio de la ayuda de 
emergencia de la comunidad 
internacional (políticas de 
‘neutralidad’) coincidente 
con la disminución de las 
relaciones ‘clientelares’ 
(Sustitución de ayuda 
financiera y militar por 
humanitaria). La ayuda se 
dirige a las necesidades 
humanitarias, pero también se 
admite la utilización política 
de la ayuda y su papel en la 
guerra. (No voluntad de 
mediación política, sólo 
ayuda como alternativa) 
 
La importancia 
estratégica de Sudán evita la 
crítica al gobierno sobre la 
conducción de la guerra y las 
consecuencias humanitarias.  
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un principio, en la época de 
Nimeiri) y su ideología marxista. 
La implicación es incómoda, 
Occidente prefiere mantenerse en 
una posición ‘neutral’ y centrar sus 
esfuerzos en la provisión de ayuda 
y el establecimiento de la OLS.  
 
 
1989-1996 Los años 
islamistas (TURABI y el National 
Islamic Front:  Proyecto islámico 
para todo el país: Estado islámico 
y sharia)  
 
1989 Golpe de Estado 
apoyado por el NIF 
1989 Formación de milicias 
árabes (Popular Defense Forces) 
para extender la ‘arabización’ en la 
lucha contra el sur.  
 
 
El Norte refuerza relaciones 
con Irak e Irán (asistencia 
económica y militar), Egipto 
 
El Sur con Kenia, lo cual 
 
Occidente condena el golpe, 
pero pronto reconoce al gobierno. 
 
UE-Sudán: Suspensión de 
relaciones durante los años 90. La 
CE suspende la asistencia bajo la 
Convención de Lomé a raíz del 
golpe del NIF en el Consejo 
Europeo de Cannes 1990.  
Sólo ECHO – ayuda 
humanitaria.  
 
1989-1993: Adm. Bush 
Post-Guerra Fría. 
Primera mitad años 1990 
 
 
 
Dinámica UE-EEUU 
(UE respecto a 
EEUU: “holiday from 
strategy”) 
 
 
Occidente: Políticas 
de contención y ayuda. 
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abre nuevas perspectivas en la 
consideración de la política 
exterior. 
 
 
 
 
 
 
1990-1991: Crisis del Golfo 
y la invasión de Kuwait. Sudán no 
la condena y se opone a la campaña 
americana. Consecuencias 
negativas para Sudán en sus 
relaciones con Occidente y con los 
países árabes (Egipto, Arabia 
Saudí), acusaciones mutuas.  
 
 
padre (Rep) 
 
Iniciativas infructuosas de 
mediación de EEUU: 
- 1989 The Carter 
Foundation 
- 1990 The Herman Cohen 
Blueprint for peace 
 
 
 
Preocupación occidental 
sobre la deriva del gobierno 
sudanés y la orientación  arabista 
(visados a todos los árabes) e 
islamista (Conferencia islámica 
árabe popular) de Turabi.  
 
Alegaciones de acogida de 
fundamentalistas u oponentes 
islámicos y entrenamiento en 
campos militares en Sudán. 
Escasa presencia, pocos 
intereses para mediar en el 
conflicto. Dimensión 
humanitaria fundamental 
(Ayuda:¿ es política o 
humanitaria?) 
 
Construcción de 
Sudán como un Estado paria 
de la CI. 
 
 
Visión regional del 
conflicto: emplazamiento 
ambiguo de Sudán en la 
política exterior de los 
actores internacionales. Parte 
del mundo árabe y parte de 
África subsahariana, que son 
considerados mundos 
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1991 Establecimiento de 
Osama bin Laden en Sudán. Y en 
1993 Acogida de Carlos el chacal.  
 
diferentes (EEUU, UK, Fr) 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Mayo 1991 Caída del 
régimen comunista de Mengistu en 
Etiopía (dando paso a Meles 
Zenawi): Pérdida de bases, logística 
y suministros para el SPLA 
 
US era reticente y crítico 
del SPLA por su relación con la 
Etiopía de Mengistu (desaparece tal 
factor) 
Crisis refugiados sudaneses: 
retorno desde Etiopía 
 
1991 Agencias de ayuda 
occidentales (para los refugiados) 
 
EEUU y ‘humanitarian  
issues’ 
 
 
Agosto 1991 División del 
 
Tras el golpe de Nasir, la 
Comunidad internacional se 
 637 
SPLA  
Comandantes del SPLA 
Lam Akol-Riek Machar-Cuol: El 
“Nasir coup” contra John Garang y 
la denuncia de las violaciones de 
derechos humanos. Se forma el 
SPLA-Nasir (posteriormente 
United) vs SPLA Torit de Garang.  
 
 
Periodo 1992-1995 de 
guerra entre las guerrillas del sur  
→ Cambio de la naturaleza 
de la guerra, se abre la puerta a la 
posibilidad de una 
contrainsurgencia orquestada desde 
Jartum. (Armas y dirección del 
movimiento de Machar 
provenientes de Jartum)  
→ Devastación interna en el 
sur y violencia contra los civiles.  
→Aspectos étnicos: La 
distancia de dicha facción por los 
ataques a civiles y la falta de 
compromiso con los DH (video de 
masacres de 1991-92) 
 
 
 
 
Mediación africana: 
Bashir pide a la OUA la 
mediación en 1991 para evitar la 
intervención de EEUU 
(Sur-Sur y N-S) 
-1992-1993:  Abuja Talks  
(No hay acuerdo) 
 
1992-93: Intervención 
EEUU en Somalia (Operación 
Restore Hope) 
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facción Nasir tiene como aliados a 
Nuer y Shilluk de Upper Nile. Anti-
Garang se convierte en anti-dinka; 
nuer vs dinka. 
→ Negociaciones de forma 
separada de la facción Nasir con el 
gobierno de Sudán, debilitando al 
SPLA. 
 
 
 
 
 
Mediación regional: 
-Sept 1993-1994 Comienzo 
del proceso IGAD(D) (Primera fase 
1993-97)  
(Principios IGAD: auto-
determinación y Estado secular 
democrático) 
 Donantes o Friends of 
IGAD, apoyo de los gobiernos 
occidentales a las negociaciones: 
Australia, Canada, UK, Italia, 
Noruega, EEUU. 
(Poca implicación de EEUU 
y EU) 
 
 
(cont.) Los años islamistas  1993-95 SPLA más unido y 
con más apoyo internacional vs 
Jartum que promueve una 
revolución islámica (Estado paria 
1993 – 2001 
Administración Clinton (Dem): 
Política diferente de las anteriores 
administraciones republicanas en el 
Nueva fase en la que 
los donantes occidentales 
apoyan al sur, mientras el 
norte refuerza sus vínculos 
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para la Comunidad internacional) 
Convención Nacional del 
SPLM en 1994 y Acuerdo de 
Chukudum en en junio 1995 
(Asmara Declaration) con medidas 
para aumentar la transparencia del 
SPLM. 
 
El apoyo de una revolución  
islámica por parte de Jartum 
provoca la enemistad de Eritrea y 
Etiopía por el apoyo a grupos 
islamistas. Eritrea 1993 “foreign 
Muslim extremists” y Etiopía 1995 
intento asesinato Mubarak en Adis 
Abeba.  
(Etiopía y Eritrea siguen 
proporcionando acceso y 
suministros al SPLA) 
 
 
contexto de la Guerra Fría.  
 
 
 
 
 
 
Compromiso de EEUU con 
los gobiernos de Etiopía y Eritrea. 
La hostilidad de Jartum hacia esos 
países y su asociación con grupos 
islamistas como Hamas y 
Hizbollah tienen como 
consecuencia la inclusión de Sudán 
en la lista de Estados 
patrocinadores de terrorismo 
internacional en 1993. 
(Desinformación por parte 
de Egipto?) 
 
con regímenes duros de 
Oriente Medio.  
Persistencia de la 
dinámica UE-EEUU 
 
Brecha en la política 
internacional hacia el norte y 
el sur de Sudán, y 
centralización en UN 
Fase UE-UN 
(Relación directa ECHO-UN-
OLS ante la ausencia de 
otros instrumentos) 
 
 
 
EEUU y sus aliados 
contra el gobierno de Jartum 
(construido como un Estado 
paria y terrorista que supone 
una amenaza para la 
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Formación de la National 
Democratic Alliance (NDA) y 
Legitimate Command of Armed 
Forces (oposición en el exilio que 
se organiza tras el golpe de 1989) 
Mayor cohesión de la oposición del 
norte y del sur, y países vecinos 
(Eritrea-Etiopía-Uganda) durante 
95-96. Poco apoyo internacional.  
 
 
Presión internacional: 
Sudán responde colaborando en 
materia de contra-terrorismo. 
 
Ruanda 1994. No 
intervención militar de la CI, apoyo 
a ONGs y actores locales.  
Desacuerdo en CSNU sobre 
la posibilidad de intervención (UK-
EEUU vs Fr-Rus-Ch) 
 
Relaciones inteligencia 
Sudán-Francia en materia anti-
terrorista. 1994 Intercambio de 
Carlos el chacal por armas e 
información satelital.  
 
seguridad regional), que 
cuenta por su parte con 
aliados árabes y también 
franceses. 
Contención  y no 
voluntad política de 
intervención., rechazo de un 
papel más activo en el 
proceso de paz.  
(sólo ayuda 
humanitaria y apoyo del 
proceso IGAD) 
 
 
 
 
 
→ Elemento 
‘constante’ de la política de 
EEUU y Europa en este 
periodo: la ayuda humanitaria 
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(ver implicaciones para el 
conflicto). 
Paradigma del 
intervencionismo 
humanitario de los años 1990 
 
1996-2005 BASHIR 1995 Intento asesinato 
Mubarak en Adís Abeba: Presión 
de Occidente, de los países árabes y 
de los países vecinos. (contención y 
desestabilización mutua apoyando a 
los grupos de la oposición) 
 
 
 
 
 
 
 
Percepción de Sudán como 
amenaza y presión internacional.  
1995 Decisión de apoyo 
económico americano a Uganda, 
Eritrea, Etiopía para contrarrestar 
los efectos de los esfuerzos 
sudaneses por desestabilizarlos 
 
1996 Sanciones limitadas 
(UK, Fr, US) 
1997 Sanciones unilaterales 
comerciales y económicas 
americanas y cierre embajada en 
Jartum. (pero persiste la actividad 
de la compañía petrolera 
Segunda mitad años 
1990 y primera mitad década 
2000 
(Guerra cntra el terror 
2001-) 
 
Contención  y 
presión. 
 
Concepción del no-
cumplimiento y la amenaza 
difusa 
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Crisis humanitaria 1998 en 
el sur 
 
 
 
 
 
 
 
 
Occidental) 
Los países europeos 
mantienen las relaciones 
diplomáticas. 
 
1998 Presiones de UK, NL 
y la Comisión Europea para llegar 
a un alto al fuego y distribuir la 
ayuda. 
 
Importancia de la opinión 
pública y los lobbies negro y 
cristiano en relación con la 
población del sur.  
 
Eritrean-Ethiopian war 
1998-2000 
(Fin de la estrategia de los 
países vecinos) 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Intervención 
humanitaria y supervivencia 
del SPLA (cont.) 
 
 
 
Presión opinión 
pública 
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Sudán: Apertura en la 
política exterior a partir de 1997-
1998 
Sudán: Apertura de los 
yacimientos petroleros para su 
explotación. Oleoducto a Port 
Sudán 1999.  
 
 
1998 Bombardeo 
embajadas americanas en Nairobi y 
Dar es Salam, respuesta americana 
bombardeando una farmacéutica en 
Jartum. 
 
Marzo 1999: Reinicio del 
diálogo político UE-Sudán. 
Cambio de actitud de los 
gobiernos occidentales, sobre todo 
de la UE, dispuestos a hacer 
negocios con Jartum 
 
Bashir emprisiona a Turabi 
y mejora su percepción 
internacional 
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1999-2000 Lucha interna 
por el poder  en el NCP entre 
Turabi-Bashir (División NCP) 
- Sadiq al-Mahdi vuelve del 
exilio (NDA) en 2000 
- Turabi cae en desgracia. 
Firma un MoU con el SPLA 
contra su propio gobierno 
en 2001 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 Protocolo de Machakos 20 
julio 2002 (Chapter 1) 
 
 
 
A partir de 2001, mayor 
implicación en el proceso de paz  
IGAD por parte de EEUU y de los 
países europeos. Pero mecanismos 
e influencia limitados. 
 
Cooperación con EEUU en 
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2003 Inicio oficial conflicto 
de Darfur, con ataques de los dos 
grupos principales: SLM/A y JEM 
(Asunto que 
desarrollaremos más extensamente 
de forma separada) 
 
Firma Protocolo de 
disposiciones de seguridad 25 sept 
2003, Naivasha. 
 
Firma en Naivasha 2004 del 
resto de los 6 protocolos que 
la guerra contra el terror Adm. 
Bush tras los atentados del 11s 
 
 
A partir de 2002 más 
presión internacional en los 
combatientes sudaneses.  
Diálogo UE con Jartum y 
con SPLM 
 
 
 
Prioridad negociaciones 
norte-sur sobre mediación en 
relación a Darfur (Marchal 2004) 
 
 
 
 
Paradigma Guerra 
contra el terror   
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forman parte del CPA (reparto de la 
riqueza, reparto de poder, 
resolución de conflicto en las tres 
áreas, resolución del conflicto de 
Abyei) 
 
2004 Aumento de la 
violencia en Darfur 
 
 
2004- Opinión pública, 
presión para hacer algo en Darfur: 
Save Darfur Coalition. 
 
Misión AMIS en Darfur. 
Financiación de la UE (African 
Peace Facility) 
  
UK y EEUU instigan 
Resoluciones UN en relación con 
Darfur. 
 
Provisión de ayuda y mayor 
coordinación. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Dinámica UE-UA  
 
 
 
Dinámica UE-UN 
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Paradigma 
intervención humanitaria 
2005-2011 Periodo 
transitorio (Elecciones, 
Referéndum, Independencia) 
9 enero 2005: 
Comprehensive Peace Agreement 
NCP-SPLM y comienzo del 
periodo transitorio 
 
 
 
 
 
 
Admisión del gobierno de 
Sudán para el despliegue de 
UNAMID en 2007 
 
 
2007-2009 Proceso de la 
UE testigo del CPA 
 
 
 
 
 
 
 
 
UE en apoyo de las 
resoluciones de UN.  
 
 
 
 
 
 
 
 
Dinámica UE-UN 
 
 
 
 
Paradigma de la 
judicialización de los 
conflictos (justice and peace) 
Paradigma de la 
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CPI 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Culminación del proceso 
norte-sur: Abril 2010 Elecciones 
nacionales, enero 2011 Referéndum 
de auto-determinación, julio 2011 
Órdenes de arresto y 
posición complicada de la CI, 
fundamentalmente de la UE que se 
queda sin margen de maniobra en 
Sudán y sin su principal 
mecanismo de actuación. Pero UK-
US siguen necesitando a Sudán en 
la cooperación contra-terrorista. 
 
 
 
2009 Por la no ratificación 
de la revisión del acuerdo de 
Cotonú, pérdida en 2009 del acceso 
a los fondos del X FED de la 
Comisión.   
 
2010 Negociación de los 
Fondos especiales para Sudán (no 
utilizados del IX FED) 
 
amenaza terrorista. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
UE - Dinámica de 
(non) compliance. 
Presión NL y UK para 
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Independencia Sur Sudán 
 
 
 
 
 
 
 
Persistencia de los patrones 
de desigualdad y no resolución de 
los outstanding issues provocan la 
vuelta a la violencia en las tres 
áreas 
 
2011 La UE define su 
primera estrategia política para 
tratar  el dossier sudanés 
(Comprehensive approach) 
 
Participación en el proceso 
de negociación del estatuto de las 
consultas para Abyei y Blue Nile 
el acceso a los SfSudan 
 
UE – ‘Enfoque 
integral’ y proliferación de 
estrategias.  
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Subtabla de periodización específica en relación a Darfur con énfasis en los acontecimientos contemporáneos 
 
 
Darfur, Sudán 1956-2011 
(Cronología general) 
Política interna Política internacional 
 (Énfasis UE – Darfur) 
 
RI 
Antecedentes 
1980s Guerra en Chad 
cruza la frontera a Darfur. 
Presencia de rebeldes. También 
fuerzas armadas libias y sus 
políticas pro-árabes. 
Sequías y hambrunas. 
 
1991 Incursión del SPLA 
en Darfur para abrir un nuevo 
frente  
 
1994 Re-división de las 
fronteras estatales de Darfur: 3 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Debilitamiento de la 
posición política de los grupos 
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Estados (N, S, O) 
 
 
1997 Resistencia Fur: 
Sudan Federal Democratic 
Alliance – se une a la NDA y se 
entrena militarmente en Eritrea. 
 
1998-1999 Escalada del 
conflicto  
 
 
2000 Publicación del ‘Libro 
Negro’ 
 
 
Feb. 2001 Turabi firma 
MoU con el SPLA donde fomenta 
planes para la insurrección en 
étnicos Fur en relación con las 
tribus árabes. Y políticas de 
arabización. 
 
Descontento y episodios de 
violencia. 
 
 
 
Entre el gobierno (FAS y 
milicias árabes) y tribus en Darfur. 
 
Los autores del documento 
forman el movimiento JEM. Base 
islamista (relación con Turabi) 
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Darfur.  
 
 
 
2002 Ataques del DLF 
(marginación política y 
económica en la raíz) 
 
 
 
 
 
 
 
Feb. 2003 Inicio oficial del 
conflicto  
 
(pequeña escala) Pequeños 
ataques de guerrillas-granjeros a 
objetivos gubernamentales. 
Darfur Liberation Front 
- Ideología del ‘Nuevo Sudán’ 
por influencia del SPLM 
 
 
 
 
Ataque a la comisaría de 
Golo para coger armas. 
De DLF a SLM/A 
Líder Abdel Wahid Nur 
No interés internacional 
(“because this was an 
internal Northern Sudanese issue, 
with no Christian population and no 
oil interests involved” de Waal 
2005:128) 
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Abril 2003 -  
Escalada rápida de la crisis 
y la violencia 
Sept-Oct 2003 Inicio 
negociaciones en Chad, sin éxito. 
 
 
Enero 2004 
Campaña de 
 
Operación con el segundo 
movimiento: JEM, líder Khalil 
Ibrahim. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Uso de las milicias (Popular 
Defence Forces: Janjawiid) para una 
contrainsurgencia rápida, brutal e 
impune.  
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contrainsurgencia gobierno de 
Sudán. 
 
 
 
 
 
 
Abril 2004 
Negociaciones de paz para 
Darfur en Ndjamena (Chad) 
 
 
 
Mayo y junio 2004  
 
 
 
Escalada extrema de la 
violencia  
 
 
Cese el fuego humanitario 
El liderazgo de las 
negociaciones pasa a la UA. 
 
 
 
Reuniones en la sede de la 
UA en Adis Abeba. 
 
 
 
Interés internacional y 
reacciones de condena. Importancia 
de la opinión pública internacional 
y de lobbies de presión, 
particularmente en EEUU.  
 
 
 
 
 
 
Equipo de mediación de la 
UA 
 
 
 
 
 655 
 
 
Julio 2004 Establecimiento 
de la misión AMIS de la UA 
 
 
Agosto 2004 
 
 
 
 
Septiembre 2004 
 
 
 
 
 
 
 
 
Las negociaciones 
patrocinadas por la UA prosiguen 
en Abuja, Nigeria (Obasanjo). 
Resistencia de Jartum. 
 
 
 
 
 
 
Medidas violadas 
Julio 2004: Darfur en el 
CSNU, 4 resoluciones durante 
2004. 
 
 
Llegada de los primeros 
efectivos de la AMIS (150 soldados 
ruandeses) 
 
 
9 Septiembre 2004: 
Gobierno de EEUU declara que se 
está cometiendo ‘genocidio’ en 
Darfur. 
Resolución 1564 para 
ampliación AMIS 
 
Aumento de ayuda 
humanitaria en Darfur – 
paradigma humanitarismo 
 
Crecimiento en 
paralelo a la ayuda en Sur 
Sudán. Ver efectos, 
consecuencias políticas. 
 
Proliferación 
resoluciones UN – Darfur 
como amenaza a la paz y 
seguridad internacional 
 
Apoyo al despliegue 
misión UA – Delegación 
responsabilidad y nuevo 
mantra “problemas africanos-
soluciones africanas” 
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Noviembre 2004 
Protocolos de Abuja, asuntos de 
seguridad y humanitarios. 
(Simultáneamente al 
proceso final de negociación 
IGAD con el Sur en Naivasha, 
Kenia) 
 
sistemáticamente. Proceso entre el norte y el 
sur se consolida, pero la violencia 
en Darfur crece en el mismo 
periodo. No hay un proceso 
comprehensivo de paz, sino vías 
paralelas. La CI prefiere priorizar 
Naivasha y tratar Darfur en 
negociaciones paralelas.  
 
Dinámica fundamental 
UE-UA 
UE: African Peace 
Facility (Financiación de 
AMIS durante el periodo de 
despliegue 2004-2007, dinero 
de desarrollo utilizado con 
objetivos de seguridad) 
 
Retórica sobre Darfur, 
pero poca implicación en las 
negociaciones, prioridad del 
proceso norte-sur. 
Enero 2005 Firma del CPA 
 
 
 
Febrero 2005 Nueva ronda 
de negociaciones 
Negociaciones del CPA 
exclusivas entre SPLA y Gobierno, 
excluyen resto de grupos del 
proceso de paz. 
 
 
 
 
 
 
 
 
Dinámica CI-UA 
La Comunidad 
internacional (CI) paga las 
iniciativas africanas de paz y 
seguridad.  
Fortalecimiento del 
PSC UA y quieren que dé sus 
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Marzo 2005: UNMIS, 
resolución 1590 
 
Abril 2005 ‘Framework 
Protocol’ para la resolución del 
conflicto entre el JEM-SLM y el 
gobierno. 
 
Mayo 2005 Salim Ahmed 
Salim como enviado especial de la 
UA para Darfur 
 
Julio 2005 Adopción de 
una ‘Declaración de principios’ 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Pocos progresos y falta de 
cumplimiento de las medidas.  
 
 
UNMIS en un principio se 
piensa no sólo para N-S, sino 
también para extender su mandato a 
Darfur.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Ampliación de la misión 
AMIS hasta 3000 efectivos. Misión 
poco efectiva por la falta de medios. 
Ataques reiterados a los 
frutos.  
Apoyo económico de 
las iniciativas africanas y no 
despliegue de tropas 
occidentales.  
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Noviembre 2005 7ª ronda 
de negociaciones, Abuja. 
 
peacekeepers.  
 
 
Mediación UN-UA 
Marzo 2006 Declaración 
del enviado especial de la UA 
(falta de voluntad de las partes para 
la negociación) 
 
 
Abril 2006 Chad acusa a 
Jartum de apoyar a los rebeldes 
contra el gobierno. 
 
 
25 abril 2006 
 
 
AU y UN continúan con el 
proceso de mediación. AU PSC 
establece como fecha límite para el 
fin del conflicto finales de abril 
2006. 
 
 
 
 
 
 
 
La UA entrega el borrador 
del DPA a las partes para su 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Mediación de la UA y 
presión de la diplomacia 
Mediación UA y 
socios internacionales 
(Dinámica CI-UA) 
La mediación y 
negociación del DPA fue 
limitada en su concepción y 
no incluyó en la discusión a 
las partes. Borrador entregado 
para su firma a los grupos 
rebeldes sin participación en 
las discusiones. 
(no negociación, 
‘deadline diplomacy’, 
búsqueda rápida de un 
acuerdo, Baltrop 2010:64) 
- Crítica peacebuilding 
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5 Mayo 2006 Firma del 
Darfur Peace Agreement 
 
 
 
 
 
 
 
Junio 2006 Firma de una 
‘declaración de compromiso’ por 
algunos miembros del SLM-AW y 
del JEM. Simultáneamente otros 
no firmantes forman el ‘National 
consideración 
 
 
 
 
 
Gobierno y SLM-Minni 
Minnawi 
Rechazo de SLM-Abdul 
Wahid y del JEM. 
 
 
 
 
 
 
Multiplicación de las 
internacional US (R.Zoellick) y UK 
(H.Benn), para la aceptación del 
acuerdo. 
 
 
 
La CI (UN y socios 
internacionales) apoya el acuerdo, 
pero el acuerdo de paz no tiene 
consecuencias en el terreno, siguen 
los combates y aumentan los 
desplazamientos durante 2006-2007 
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Redemption Front’. 
 
 
facciones rebeldes. (división 
favorable para el gobierno) 
Junio 2007 Aceptación del 
gobierno de Sudán del despliegue 
de la fuerza UNAMID. 
 
31 julio 2007 Resolución 
1769 CSNU, establecimiento 
oficial de la operación UNAMID 
(Capítulo VII) 
 
 
Agosto 2007 
Conversaciones en Arusha, 
Tanzania 
 
Octubre 2007 
Conversaciones en Sirte, Libia 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Y conversaciones 
esporádicas en Juba, patrocinadas 
por el SPLM 
 
Resultados inexistentes de la 
mediación. Poca implicación del 
gobierno de Sudán. 
 
Sigue el mismo patrón: 
Acuerdo no implementado, ceses al 
fuego no respetados. 
 
Esfuerzos de la CI 
orientados más a la transición 
AMIS-UNAMID que al proceso de 
resolución de conflictos y a la 
mediación. 
 
 
 
Dinámica UA-CI  
 
Énfasis en el DPA: 
Mediación conjunta 
UA-UN 
Enviado especial UA 
(Salim A Salim)-UN (Jan 
Eliasson) 
 
Misión UA-UN 
híbrida sin precedentes.  
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31 diciembre 2007 AMIS 
se fusiona en la UNAMID 
 
Fecha? EUFOR Chad se 
transforma en operación UN Chad 
y RCA 
JEM, SLM-AW y SLM-
Unity no acuden. 
El gobierno manda a Nafi y 
Gosh, miembros importantes de la 
seguridad nacional (no ambición 
mediadora) 
 
 
 
 
 
 
 
Primera Operación híbrida 
UA-UN 
28 enero 2008 
 
 
30 junio 2008 
 
 
 
 
 
Nuevo mediador UA-UN: D. 
Bassolé 
Operación EUFOR 
Chad/RCA  (mandato en resolución 
1778 CSNU 2007) 
 
Enfoque regional y de 
seguridad 
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Junio 2008 CPI: Ocampo 
anuncia cargos contra Bashir. 
Marzo 2009 Orden de 
arresto internacional contra Bashir 
y otros elementos del régimen.  
 
 
 
 
 
 
15 marzo 2009 
 UE: apoyo a CPI – 
Consecuencias negativas para el 
diálogo político. 
Código de conducta de los 
EEMM. 
 
UE: Pérdida de acceso al X 
FED por parte de Sudán debido a la 
no ratificación de la revisión de 
Cotonú. Negociación interna para el 
despliegue de los Fondos especiales 
para Sudán (IX FED) 
 
 
 
La misión EUFOR 
Chad/RCA es relevada por la 
misión UN MINURCAT 
Paradigma de la 
judicialización de los 
conflictos (justice and peace) 
 
 
 
 
 
 
“Enfoque integral” de 
la UE en su gestión de la 
crisis de Darfur. Movilización 
de todas las modalidades de 
instrumentos: diplomáticos, 
políticos, financieros, 
militares. 
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